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    Capítulo I



    

Derecho Administrativo


    Acción contencioso administrativa



    Nulidad del acto administrativo. Impuesto de sellos. Infracciones administrativas. Gas natural. Facultades tributarias provinciales. Cuestión de derecho público local. Resoluciones recurribles. Personalidad de la pena. 


    No resulta procedente el recurso de hecho en lo tocante a la tacha de nulidad con que pretendió atacar la resolución 879/01 del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la provincia demandada, y las resoluciones anteriores en el procedimiento determinativo de oficio, basándose en que no tenían fundamento ni motivación. En efecto, no existe arbitrariedad en la decisión atacada, puesto que la necesidad de fundamentación impuesta por las normas locales que regulan tal procedimiento administrativo se halla cumplida, ya que la motivación se hace explícita por la remisión que las resoluciones realizaban a sus respectivos dictámenes jurídicos previos, con lo cual se cumple con una elemental condición para la real vigencia del principio de legalidad, garantizando la eficaz tutela de los derechos individuales en juego.  En lo referido a la sujeción del contrato a la gabela provincial, la sentencia recurrida concluyó en su gravabilidad. Para así decidir, estudió normas tributarias locales, cuya aplicación e interpretación, es sabido, escapan a la esfera del recurso extraordinario, ya que pese a que se ha alegado, no se ha demostrado la existencia de arbitrariedad en dicha interpretación, ni mucho menos violación de normas de la Constitución Nacional.  Respecto a la violación del principio de solidaridad federal, las facultades provinciales no pueden amparar una conducta que interfiera en la satisfacción de un interés público nacional, ni justificar la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de la Nación toda. El sistema federal importa asignación de competencias a las jurisdicciones federal y provincial; ello no implica subordinación de los estados provinciales al gobierno central, pero sí coordinación de esfuerzos y funciones dirigidos al bien común general, tarea en la que ambos han de colaborar, para la consecución eficaz de aquel fin. Sostener lo contrario, por otro lado, implicaría aceptar que una actividad gubernativa propia del Estado Nacional podría quedar sometida a la incidencia directa de un tributo local, lo cual representaría, además del desconocimiento del principio de solidaridad federal citado, una palmaria interferencia del poder provincial sobre el federal, junto a una inadmisible limitación de su independencia. El contrato mencionado se halla dentro del conjunto de tales circunstancias excepcionales.   Tampoco ha de escaparse que, mientras que el impuesto de sellos de la empresa estatal, repercute aquí directamente sobre el Estado Nacional, no ocurre lo mismo con la obligación tributaria correspondiente a la empresa privada cuyas acciones eran del Estado Nacional. Así las cosas, puesto que es clara la norma del art. 9° de la ley 24.145, en cuanto impide a la sociedad actora realizar un reclamo de reintegro al Estado Nacional del gravamen que le ha tocado obrar, sin que ésta haya invocado otra razón o norma que le permita conseguir el traslado de la carga al erario público. Esta situación, en lo que respecta a la empresa privada, al dejar fuera de la incidencia directa del gravamen local al Estado Nacional, hace que no sea aplicable a su respecto la doctrina de la inmunidad de los instrumentos gubernamentales. En efecto, tiene vigencia aquí el principio establecido por la jurisprudencia que establece que el impuesto aplicado sobre los particulares afecta al Estado solamente cuando la carga le es transferida por el contribuyente. De esta forma, se prohíbe el reconocimiento de la inmunidad cuando la gravitación de esa carga sobre el Estado Federal es tan remota e incierta que, si se la admitiera, se restringiría el poder impositivo provincial sin una protección proporcionalmente equivalente al gobierno central, aun cuando la función fuera considerada lo suficientemente importante como para pedir inmunidad a un impuesto sobre el Estado mismo, el que no resulta necesariamente preservado de un tributo que bien puede ser, en su mayor parte o en su totalidad, absorbido por los particulares.  En conclusión pues, sólo resulta constitucionalmente admisible que se le cobre la parte del gravamen que a ella corresponde, sin que pueda la provincia hacer uso de la facultad que le otorgaba el art. 13 de la ley territorial 480 para el cobro conjunto de todas las obligaciones tributarias nacidas con el hecho imponible del impuesto de sellos estudiado.  En lo tocante a los intereses, el remedio federal no es admisible, al tratarse de una cuestión de derecho público local resuelta sin arbitrariedad, ajena por ende al remedio del art. 14 de la ley 48.  En lo atinente a la multa impuesta, se debe atender los agravios de la apelante fundados en la arbitrariedad de la decisión, pues ésta sólo satisface en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa.  La sentencia recurrida, en efecto, no sólo omitió realizar toda consideración mínimamente fundada acerca de lo alegado por la actora sobre los extremos conducentes bien a la inexistencia de conducta infractora, o bien a eximir de las consecuencias sancionatorias de ella o atenuarlas sino que consideró que la supuesta infracción cometida solamente requería una tipicidad de carácter objetivo, lo cual no resulta tolerable en nuestro sistema castigador.  Tiene dicho la Corte reiteradamente, en supuestos análogos al de autos que, en las infracciones de carácter administrativo -con las cuales las tributarias guardan relación de género a especie-, ha de respetarse el criterio de la personalidad de la pena que, en su esencia, responde al principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquel a quien la acción punible le pueda ser atribuida tanto objetiva como subjetivamente.


    YPF S.A. c/ Provincia de Tierra del Fuego


    Y, 63, L. XL, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 63, L. XL, "YPF S.A. c/ Provincia de Tierra del Fuego s/ Contencioso administrativo".


    YPF S.A. c/ Provincia de Tierra del Fuego


    Y, 116, L. XL, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Acción meramente declarativa


    Pretensión fiscal. Almirantazgo y jurisdicción marítima. Mar territorial. Puntos de conexión. Facultades tributarias provinciales. Procedencia parcial. Inconstitucionalidad. Constitución Provincial. Agravio hipotético. Rechazo parcial de la demanda. 


    Acción declarativa de certeza. Cumplimiento de los requisitos: acto en ciernes, ilegitimidad y lesión al régimen federal. Potestades tributarias de una Provincia sobre el mar territorial adyacente a sus costas. Ley 23.968 de Espacio Marítimos. Actividad comercial. Punto de conexión imprescindible. Extraterritorialidad del gravamen. Doctrina de la Corte. Potestades hasta las tres millas náuticas: remisión al precedente publicado en Fallos:326:3368.


    La exigencia de iniciar la acción contencioso administrativa ante el Superior Tribunal local (Art. 157 de la Constitución Provincial) y el pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión -en la forma requerida por el Art. 68, segundo párrafo, del Código Fiscal (texto según ley 485) como condición para el acceso a la instancia judicial- implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que, en casos como el presente, tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último.  En cuanto al fondo del asunto, por la índole del planteo y sus efectos propios, corresponde analizar, en primer lugar, el alcance y relevancia que la demandada asigna a la existencia de un "punto de conexión" en su jurisdicción.  Esgrime la Provincia que los vuelos tienen origen y destino en Río Cullen, donde asimismo se desarrollan las tareas principales de la compañía, lo cual demostraría una necesaria e imprescindible apoyatura en el estado ribereño, que habilitaría el ejercicio de su potestad tributaria sobre toda la actividad de la actora, tanto la que ejerce dentro de su jurisdicción como aquella que la excede.  La Corte tiene dicho que las facultades de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña han de ser ejercidas por las provincias sobre aquellas actividades creadoras de riqueza que se producen dentro del ámbito físico de sus respectivos Estados pues, cuando ellas gravan operaciones realizadas fuera de sus territorio exceden el ámbito de sus potestades e invaden otras jurisdicciones.  Con mayor precisión aún, remarcó el Tribunal que las provincias pueden elegir el método adecuado para la determinación del impuesto sobre las actividades lucrativas (antecedente del impuesto sobre los ingresos brutos aquí discutido), pudiendo hacerlo por medio del precio de venta de los productos o cualquier otro “...que le permita establecer el quantum de la actividad desarrollada dentro de su territorio. Va de suyo, que la gabela así percibida será válida y legitima en tanto no grave específicamente actividades extraterritoriales".  Bajo estas claras premisas, la postura de la provincia demandada es inaceptable, pues -bajo el argumento de la existencia de un "punto de conexión" en su territorio- intenta gravar una porción de actividad realizada a extramuros de sus límites físicos, excediendo indebidamente el ámbito de sus potestades e invadiendo otra jurisdicción. Por ello, su pretensión, en este aspecto, debe ser rechazada.  Por otro lado en cuanto a determinar el alcance de las potestades tributarias de la provincia en el mar adyacente a sus costas desde enero de 1993 hasta marzo de 1998, los argumentos de la Provincia son sustancialmente idénticos a los ya analizados en Fallos: 326:3368 y, por ende, carecen de relevancia para modificar lo allí resuelto.  Por último, resulta conjetural o hipotético, ya que la actora no probó comportamiento alguno de la demandada, configurativo del requisito del "acto en ciernes" y sustentado en los Arts. 2° y 81 de la Constitución Provincial, que pueda válidamente originar una relación jurídica concreta que inmediatice su gravamen.  Por lo tanto, la pretensión deducida, de una declaración general y directa de inconstitucionalidad de dos preceptos de la Constitución local, no constituye "causa" o "caso contencioso" que permita, la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    Helicópteros Marinos S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa


    H, 340, L. XXXIX, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Administración pública


    Conflictos interadministrativos. Educación pública. Universidades nacionales. Autonomía universitaria. Autarquía universitaria. Recurso extraordinario federal. 


    Tal como señaló la Corte en la causa “Universidad de Mar del Plata c/ Banco Nación Argentina s/ Daños y perjuicios” (Fallos 326:1355), cuando en 1994 se reformó la Constitución, se encomendó al Congreso Nacional la sanción de leyes de educación que "garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la autonomía y autarquía de las universidades nacionales". En ese marco, se dictó la Ley de Educación Superior N° 24.521 que contiene diversas normas tendientes a otorgar mayor independencia a las universidades nacionales y, por ende, a restringir las posibilidades de injerencia del Poder Ejecutivo en ese ámbito institucional. Por una parte, se reafirma su autonomía, es decir su entero dominio, condición esencial para su funcionamiento y la realización de sus fines, con amplias facultades para ejercer las funciones de docencia, extensión e investigación; se dispone que sólo pueden ser intervenidas por el Congreso Nacional o, durante su receso y ad referéndum, por el Poder Ejecutivo; que las resoluciones definitivas que ellas dicten sólo serán recurribles ante la cámara federal de apelaciones con competencia en el lugar donde tiene su sede principal la institución universitaria que su creación y cese deben ser dispuestos por ley de la Nación; que determinan su propios órganos de gobierno, eligen a sus autoridades y dictan sus propios estatutos, los cuales, en caso de merecer observaciones por parte del Ministerio de Cultura y Educación, esta cartera del Estado sólo puede hacerlo ante la cámara federal citada o, en caso contrario, los estatutos se consideran aprobados y deben ser publicados.  Las universidades, aun siendo entes públicos, no pueden ser asimiladas a los que se mencionan en la Ley 19.983, puesto que, más allá de que su art. 1° no efectúa distinción alguna, quedó demostrado que el régimen vigente sustrae en forma notoria del ámbito académico las intervenciones del Poder Ejecutivo en las actividades que les son propias, lo que incluye, naturalmente, su accionar de índole financiera, que puede dar lugar a reclamos pecuniarios y a decisiones finales en los términos del art. 32 de la Ley 24.521. No obsta a esta inteligencia, la idea de la unidad patrimonial del Estado ni la circunstancia de que el Tesoro nacional les proporcione apoyo económico, puesto que de ello no cabe extraer una subordinación desnaturalizante de la voluntad legislativa antes expuesta, como la que se derivaría de afirmar que, por estar incluidas en la Administración, deben acatar órdenes y admitir la supervisión en aquellas decisiones que deben tomar libremente. Se añadió en dicho precedente que el apoyo para la ejecución de funciones esenciales se da también en la tarea de otros Poderes del Estado, los que obviamente no dependen del Ejecutivo.  La Universidad se encuentra excluida del ámbito de aplicación de la Ley 19.983, y la decisión del a quo vulnera la autonomía universitaria. Ello es así, por cuanto, se infiere que, por decisión política de los órganos habilitados constitucionalmente, se dispuso apartar a las casas de altos estudios de la injerencia de los poderes políticos, lo que se convierte en un obstáculo insalvable para que, en el marco de tales principios que sustentan la peculiar naturaleza de la institución universitaria, el litigio sea resuelto por el Poder Ejecutivo Nacional o por el Procurador del Tesoro, por aplicación de la ley.


    Universidad de Buenos Aires c/ Administración Federal de Ingresos públicos - Dirección General Impositiva


    U, 105, L. XL, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. 


    Remisión a los fallos 327:2536 y 2857 y en la Comp. 720, L. XLII, "G.C.B.A c/ Estado Nacional Argentino y/o quien resulte propietario s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Corte Suprema de Justicia de la Nación y/o propietario Paraguay 9XX s/ Ejecución fiscal


    COMP, 1173, L. XLII, 06 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal. Ejecuciones especiales. 


    Remisión a Fallos: 327:2536 y 2857 y en las Comp. 1649, L. XLI, "GCBA c/ EN PFA y/o otro s/ Ejecución fiscal" y Comp. 720, L. XLII, "G.C.B.A c/ Estado Nacional Argentino y/o quien resulte propietario s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Policia Federal s/ Ejecución fiscal ABL


    COMP, 1238, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Economía procesal. 


    Remisión a lo dictaminado y luego resuelto en conformidad por la Corte en autos Comp. 996, L. XXXVIII, "Mutualidad Argentina de Hipoacúsicos c/ PEN s/ Medida cautelar (autónoma)".


    Mas allá del problema relativo a las facultades del órgano de alzada para asignar la causa a un tercer tribunal ajeno a la contienda, a los fines de evitar mayores dilaciones y en atención a la naturaleza del proceso, se estima que la Corte debe intervenir para resolver el conflicto jurisdiccional dado, en los términos del Art. 24 Inc. 7°, última parte del Decreto-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708.


    Plumitas S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1121, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Control de la Administración Pública


    Control Externo. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Análisis de la Ley 16.463 y Resolución 1622/84 del Ministerio de Salud. Sanción a un Laboratorio. Folletos publicitarios induciendo a la automedicación. Extensión de la responsabilidad al director técnico: precedentes L.1937, L.XXXVIII "Laboratorios Bagó S.A. s/ infracción ley 16.463” y L.534, L. XXXVII, "Laboratorios Andrómaco S.A. s/ infracción Ley 16.463". Sentencia arbitraria: omisión de cuestiones conducentes.


    Si bien el a quo interpretó correctamente el criterio de ser pasible de sanción del director técnico que surge del Art. 3° de la ley 16.463 con el alcance que le acuerda la remisión reglamentaria contenida en el Art. 13, de la citada resolución 1622/84, no examinó en concreto la conducta de la remitente con particular referencia al hecho imputado, que no consiste en el instrumento publicitario en sí, sino en su utilización por personas que escapaban a su control.   Toda vez que la sentencia impugnada prescinde de este análisis, necesario para decidir acerca de la validez del acto administrativo atacado, según se desprende de la doctrina de la Corte, cabe revocar la sentencia y devolver las actuaciones para que se dicte un nuevo pronunciamiento.


    Laboratorio Amstrong S.A.C.I.F. y Bava, Adriana Mónica Esther s/ Infracción Ley 16.463


    L, 60, L. XLI, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Contienda negativa de competencia. Obras sociales. Competencia federal. 


    Intervención de la justicia federal cuando una obra social es la parte demandada.


    Toda vez que sea demandada una obra social -que se encontraría, en principio, comprendida en los términos de los artículos 1° de la ley  23.660 y 2°, segundo párrafo, de la ley23.661-, resulta aplicable al caso el artículo 38 de la ley mencionada en último término, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores.


    M., L. E. R. c/ Osecac s/ Daños y perjuicios


    COMP, 523, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Empleados públicos. Interpretación de la ley. Estabilidad laboral. Pago de la remuneración. Acumulación de beneficios. Confirmación de sentencia. 


    Cese en el cargo docente por cierre del establecimiento. Empleo público: derecho a estabilidad propia en el cargo. Aplicación analógica del Estatuto del Personal Civil de las Fuerzas Armadas. Carácter remunerativo de las sumas abonadas durante el período de disponibilidad.


    Del análisis de los Arts. 27, 28, 29 y 52 del Estatuto se desprende claramente que: a) el primer año de disponibilidad debe ser con goce de sueldo; b) la superioridad debe darle un nuevo destino a los agentes; y c) no está previsto en su texto la forma en que se resuelve la relación de empleo público entre la Administración y aquellos agentes a los cuales la superioridad no les ofrece un nuevo destino y han transcurrido los dos años en la condición antes indicada.   De lo expuesto es dable afirmar, en primer lugar, que las sumas abonadas a la actora durante el lapso en que se encontró en situación de disponibilidad no tuvieron carácter indemnizatorio sino remuneratorio, por lo que no puede considerarse que quepa la hipótesis de acumulación de beneficios.   Se deben aplicar al sub lite las indemnizaciones previstas en el Estatuto del Personal Civil de las Fuerzas Armadas aprobado por la ley 20.239 y en su decreto reglamentario 2355/73, cuyo Art. 20 establece que el agente tendrá derecho a ser indemnizado por cese en mérito a la causal prevista en el Art. 38 inc 7° del estatuto (disolución del organismo) en la forma y condiciones establecidas para el personal de la Administración Pública.  Además, esta es la solución que mejor se compadece con la doctrina de la Corte que declara que la estabilidad del empleado público no importa un derecho absoluto a la permanencia en la función sino el derecho a una equitativa indemnización cuando, por razones que son de su exclusiva incumbencia, el Poder Legislativo decide suprimir un empleo o el Poder Ejecutivo resuelve remover a un empicado sin culpa de éste.


    Ceballos, Graciela Mabel c/ Estado Nacional - EMGA s/ Daños y perjuicios


    C, 3422, L. XLI, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Demanda


    Obras Sociales. Transferencia de servicios educativos. Afiliación a obras sociales. Docentes. Admisibilidad de la petición. 


    El análisis de las previsiones del convenio de transferencia de los servicios educativos nacionales y del personal que se desempeñaba en ellos permite extraer dos conclusiones para la resolución de esta causa. La primera, que los Estados contratantes acordaron en asegurarles a los agentes transferidos, sin importar su condición de revista, el derecho de elegir la obra social (nacional o provincial) a la que pertenecerían. Esta opción sólo puede ser ejercida por aquellos agentes, sin injerencia estatal ni de la obra social a la que hasta ese momento estaban afiliados, ni, por supuesto, de la local que atiende obligatoriamente a los empleados públicos provinciales. La segunda es que, mientras los agentes transferidos no expresen su voluntad de afiliarse a otra obra social, la obra social nacional tiene el derecho de recibir los aportes correspondientes y a tal fin se definió que las autoridades provinciales actuarían como agentes de retención y le remitirían esos fondos.  Todo ello, además, en perfecta compatibilidad con la ley marco de transferencia de los servicios educativos nacionales.  En tales condiciones, la interpretación que surge de la resolución que se cuestiona en estos autos contraviene el acuerdo suscripto entre los Estados para hacer efectivo el traspaso de los establecimientos, servicios y agentes educativos nacionales que, como se vio, se ajusta a las exigencias de la ley de transferencia 24.049.  Dicha circunstancia, entonces, otorga sustento suficiente a la postura de la actora en cuanto afirma que la resolución provincial es ilegítima y que tiene derecho a seguir percibiendo los aportes de los agentes que no optaron por afiliarse a la obra social local. En efecto, nada hay en el texto del convenio que permita sostener que los agentes transferidos mutan en esa condición cuando acceden a otro cargo en la estructura educativa provincial, o que ello habilite a las autoridades locales a disponer que los aportes se efectúen obligatoriamente en la obra social de los empleados públicos provinciales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucional


    O, 466, L. XXXIX, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Administrativo


    Contratos Administrativos. Contratos en Particular. Empleo Público. 


    Demanda de liquidación de haberes contra el Estado Nacional. Remisión al precedente "Freitas Henriques, José Eduardo y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad".


    Cornejo, Alberto Daniel c/ Ministerio de Defensa - Estado Nacional p/ Ordinario


    C, 2583, L. XLI, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Honorarios.


    Los agravios vinculados con la viabilidad del amparo remiten al estudio de temas de carácter procesal, ajenos por su índole a la instancia extraordinaria, máxime cuando la decisión exhibe fundamentos que, más allá de su grado de acierto, descartan un supuesto de arbitrariedad. Vale destacar, en tal sentido, que la impugnante no demuestra que la vía escogida haya afectado sus posibilidades de defensa, privándolo de pruebas o alegaciones conducentes.  En supuestos en que una repartición del Estado Nacional designa a uno de sus agentes para que lo represente en un proceso judicial, éste no ejerce su actividad en función de un contrato de derecho privado, como los de mandato o locación de servicio, sino en virtud de la relación de empleo público que lo une con el organismo, siendo que por, por principio, el cumplimiento de la función pública es remunerado con un sueldo previsto como erogación en el presupuesto. Tal circunstancia llevó a esa Corte a declarar que los agentes públicos que gozan de aquél no son acreedores a honorarios por los servicios que prestan en el desempeño de su cargo, teniendo por única remuneración la retribución que las leyes les asignen.  Nada impide, sin embargo, que cuando se lo estime conveniente, la administración reconozca a algunos funcionarios el derecho a cobrar un honorario complementario de sumas no provenientes del tesoro público, como, por ejemplo, las cantidades reguladas en calidad de honorarios en procesos judiciales, salvedad hecha de la citada modalidad no implica transformar la relación de empleo público en una regida por el derecho privado.  La vinculación existente entre las reparticiones estatales y sus letrados -en torno a los honorarios- resulta susceptible de ser alcanzada por las directivas que reducen el monto de la deuda principal reclamada por aquéllas contra sus deudores.  Por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, es propio de la hermenéutica indagar lo que ellas expresan jurídicamente, es decir, en conexión con las demás directrices que integran el ordenamiento general del país. Y si bien en dicha indagación no cabe prescindir, por cierto, sin más, de las palabras de la ley, tampoco procede atenerse rigurosamente a ellas cuando la interpretación razonable y sistemática así lo requiere.


    Dadon, Victor Carlos y otro c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    D, 406, L. XL, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Decretos. Adicionales de remuneración. Recurso extraordinario Federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen emitido en la causa  O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ E.N. – M° Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad".


    Corresponde confirmar el pronunciamiento apelado en cuanto fue motivo de recurso extraordinario.


    Davalos, Mario Alejandro c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    D, 1091, L. XXXIX, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     Remisión al Fallo “Lalia, Oscar Alberto” (Fallos: 326:928) y al dictamen de la causa  O,126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de justicia de seguridad y de DDHH - PFA - departamento 213-91 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas armadas y de seguridad”.


    Nievas, Eduardo Alfredo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio Interior - Policía Federal Argentina  s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas  y de Seguridad


    N, 610, L. XXXVIII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Entidades Autárquicas. Recurso extraordinario. Educación. Designaciones docentes. Defectos del procedimiento. Derivación razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Revisión judicial de un concurso para cargo docente. Resolución que nulifica la exclusión de un participante: ausencia de arbitrariedad. Cumplimiento de la normativa interna. Doctrina de la Corte  Fallos: 314: 1234; 317:40; 326:2374; 327:2678.


    La Corte tiene establecido que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados estén afectados por arbitrariedad manifiesta.  No es posible encuadrar el asunto en la hipótesis excepcional que prevé la citada doctrina toda vez que, contrariamente a lo afirmado por el a quo, del ordenamiento que rige el caso se desprende claramente que, una vez que los aspirantes al concurso son aceptados mediante el acto de la autoridad universitaria que así lo disponga, tienen derecho a participar en todas las etapas del concurso, siendo pasibles de ser excluidos recién al momento de dictarse el orden de mérito.  Se advierte que la indicación de que los aspirantes puedan o tengan derecho a transitar todas las etapas del concurso una vez que fueron admitidos en los términos del art. 26 del Reglamento, no constituye una mera formalidad que pueda ser obviada con el pretexto de que un postulante no reúne los antecedentes mínimos para ocupar el cargo docente que se concursa, sino que se trata de normas que tienden a favorecer una mayor participación de aspirantes que tengan la posibilidad de pujar conforme a los mismos criterios de selección, resguardar sus derechos, evaluarlos frente a datos objetivos y abarcadores de diferentes aspectos, preservar la transparencia de los concursos y, en definitiva, tutelar el interés público comprometido en la debida elección de los que resultarán candidatos para ocupar los cargos del plantel docente de la universidad.  La decisión universitaria cuya invalidez declaró el a quo no sólo carece de los vicios que le atribuye sino que tampoco viola derechos amparados por la Constitución Nacional, toda vez que se limita a aplicar las normas vigentes en el ámbito de la Universidad, permitiendo de este modo la participación en todos los tramos del proceso de selección de los aspirantes aceptados, sin que ello implique desmerecimiento alguno de las aptitudes y condiciones de los postulantes al cargo objeto del concurso.


    Recurso directo Justiniano, María Fernanda s/ Impugnación Artículo 32 Ley 24.521


    J, 136, L. XLI, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fuerzas Armadas. Procedimiento administrativo. Acción contencioso administrativa. Admisibilidad del recurso. 


    En el precedente “Daus, Oscar Normando c/ Ministerio del interior y otros s/ Daños y perjuicios”, la Corte declaró que los requisitos de admisibilidad de la acción contencioso administrativa previstos en la ley 19.549 no son aplicables en el ámbito de las fuerzas armadas y de seguridad, criterio que no varía aun cuando el decreto 9101/72 fue derogado por su similar 722/96, (modificado éste por el decreto 1155/97), puesto que la aplicación supletoria de la ley 19.549 a los procedimientos especiales no puede ser extendida a disposiciones restrictivas de derechos.


    Boero, Julio César c/ Ministerio del interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas armadas y de Seguridad


    B, 627, L. XLI, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    En el precedente “Daus”, la Corte declaró que los requisitos de admisibilidad de la acción contencioso administrativa previstos en la ley 19.549 no son aplicables en el ámbito de las fuerzas armadas y de seguridad, criterio que no varía aun cuando el decreto 9101/72 fue derogado por su similar 722/96, (modificado éste por el decreto 1155/97), puesto que la aplicación supletoria de la ley 19.549 a los procedimientos especiales no puede ser extendida a disposiciones restrictivas de derechos.


    Alaniz, Miguel Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGE s/ Personal militar y civil de las Fuerzas armadas y de Seguridad


    A, 2012, L. XLI, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Organización Administrativa. Control de la Administración Pública. Control Externo. Control Judicial de la Administración Pública. Revocación de sentencia. 


    Interpretación de las leyes 21.526 y 22.529: facultades del BCRA. Liquidación de un banco. Naturaleza de la actividad bancaria. Doctrina de la Corte. Límites al control judicial.


    El BCRA, por su carácter de ente rector del sistema financiero nacional, está facultado para disponer, sin más trámite, la liquidación de una entidad –con o sin la revocación de la autorización para funcionar- en los supuestos que se entienda fracasada la alternativa de saneamiento o no viable o fracasada las referentes al régimen de consolidación.  En este sentido, es menester tener presente que ante la situación de iliquidez e insolvencia por la que atraviesa una entidad el BCRA tiene amplias facultades para revocarle la autorización para funcionar y disponer su liquidación. Ello se justifica en la protección del interés general y los valores en juego que involucra el sistema financiero, en el cual la permanencia en él de un intermediario que no se encuentra en condiciones de seguir funcionando adecuadamente puede afectarlo en su integridad.  En el contexto normativo, no sería correcto enfocar el examen de tal acto desde el punto de vista de los derechos y obligaciones recíprocos del BCRA y del banco a liquidar, pues ello podría tener importancia si se tratara un negocio jurídico, más no cuando, como en el caso, se trata de un acto administrativo, que como se dijo, trasciende el mero interés individual de la entidad financiera. Con particular referencia a este tema, la Corte ha sostenido que el conjunto de normas que otorga facultades al Banco Central en materia cambiaria y que complementa e integra la regulación de la actividad financiera que se desarrolla en el país, convierte a esta entidad autárquica en el eje del sistema financiero, concediéndole atribuciones exclusivas e indelegables en lo que se refiere a política cambiaria y crediticia, la aplicación de la ley y su reglamentación y la fiscalización de su cumplimiento. De ello se desprende el principio según el cual las relaciones jurídicas entre el Banco Central y las entidades financieras sujetas a su fiscalización se desenvuelven en el marco del derecho administrativo, y esa situación particular es bien diferente al vínculo que liga a todos los habitantes del territorio nacional con el Estado.   Desde esa perspectiva, no corresponde atribuir al plan adoptado un simple carácter convencional, ni considerar las medidas tendientes al reflotamiento de la entidad como un derecho subjetivo. En este sentido, debo recordar, una vez más, que las facultades atribuidas al BCRA por las leyes 21.526 y 22.529 no se hallan dirigidas a individuos cualesquiera sino a cierta clase de personas jurídicas (Art. 9° de la ley 21.526) que desarrollan una actividad específica (intermediación habitual entre la oferta y la demanda de recursos financieros) y esa actividad afecta en forma directa e inmediata a todo el espectro de la política monetaria y crediticia en el que se hallan involucrados vastos intereses económicos y sociales, en razón de los cuales se ha instituido este sistema de contralor permanente, que comprende desde la autorización para operar hasta su cancelación.  Por lo demás, la decisión de revocar la autorización para funcionar y ordenar la liquidación de una entidad cuando el BCRA considere fracasada la alternativa de saneamiento depende del análisis técnico que aquél efectúe en cada caso, del cual surgirá su viabilidad y la posibilidad o no de permanencia en el sistema. Cabe recordar que los controles de legalidad administrativa y de constitucionalidad que competen a los jueces no los facultan a sustituir a la Administración en la determinación de las políticas o en la aplicación de los criterios de oportunidad y conveniencia.  Las atribuciones que las leyes de entidades financieras otorgan al BCRA, en su carácter de organismo rector de la actividad en cuestión, constituyen potestades cuyo modo de ejercicio es discrecional, con el efecto de no encontrarse aquél obligado al examen pormenorizado de todas las operaciones que se celebren en el mercado financiero. Asimismo, del conocimiento que pueda adquirir el BCRA a través de los informes que deben rendir las entidades sujetas a su fiscalización no puede colegirse que la falta de objeción expresa, traduzca en forma automática conformidad con cada una de las operaciones y, en consecuencia, que le esté vedada la revisión y eventual objeción ulterior.   Resulta carente de sustento la expresión del tribunal atinente a que la situación de insolvencia de la entidad fue consecuencia de la falta de aplicación inmediata de las franquicias a las que se habría comprometido el BCRA y que tal estado hubiera devenido inexistente de haberse resuelto de modo favorable la asistencia financiera, ya que ello importaría tanto como suponer que tales auxilios económicos que en realidad son de discrecional concesión por el BCRA resultan debidos y obligados y no como lo ha previsto la legislación vigente, un recurso excepcional para paliar una situación de dificultad financiera preexistente y transitoria.  El objetivo de la resolución en cuestión era facilitar de forma temporaria el desenvolvimiento de la entidad, pero es claro que su reconocimiento por el citado acto no generaba a favor del peticionario el derecho subjetivo a percibir los beneficios del régimen. Además, sería irrazonable prolongar una medida que se aleja de los fines tenidos en miras por la ley, que en su exposición de motivos se refiere a la posibilidad de que el Estado pueda aportar con el mínimo costo las soluciones que los particulares no consiguen alcanzar en forma conveniente.  El objetivo de la resolución en cuestión era facilitar de forma temporaria el desenvolvimiento de la entidad, pero es claro que su reconocimiento por el citado acto no generaba a favor del peticionario el derecho subjetivo a percibir los beneficios del régimen. Además, sería irrazonable prolongar una medida que se aleja de los fines tenidos en miras por la ley, que en su exposición de motivos se refiere a la posibilidad de que el Estado pueda aportar con el mínimo costo las soluciones que los particulares no consiguen alcanzar en forma conveniente.


    Banco del Interior de Buenos Aires (BIBA) Apelación Resolución 212/90 c/ Banco Central de la República Argentina s/ Recurso


    B, 167, L. XL, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Poder de Policía. Limitaciones. Situaciones de Emergencia. 


    Presunta confiscatoriedad de la ley de emergencia. Caracteres de la restricción que impone el Estado al ejercicio normal de los derechos patrimoniales en situaciones de emergencia. Requisitos que deben justificar la legislación de este tipo.


    En lo referido a la confiscatoriedad alegada corresponde remitirse a la causa S.C. B. 715; L. XXXVII "Benítez Nidia Mabel; Sobol Barrios Aidé María y Barrios de de Francesco Irma c/ Instituto de Previsión Social y/o Instituto de de Seguridad Social, Seguros y Préstamos".  La restricción que impone el Estado al ejercicio normal de los derechos patrimoniales en situaciones de emergencia debe ser razonable, limitada en el tiempo, un remedio y no una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato, y está sometida al control de constitucionalidad, toda vez que la emergencia no suspende las garantías constitucionales.  Para la justificación de la legislación de emergencia referida se requiere: 1) que exista una situación de crisis que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad; 2) que la ley tenga como finalidad legítima la de proteger los intereses generales de la sociedad y/o a determinados individuos; 3) que la moratoria sea razonable, acordando un alivio justificado por las circunstancias, y 4) que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria la moratoria.


    Durán de Castorina, Elba María c/ Instituto de Previsión Social de la Provincia del Chaco


    D, 847, L. XL, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Actos de la Administración Pública. Acto Administrativo. 


    Concurso universitario docente. Nulidad de actos administrativos. Interpretación del Estatuto: atribuciones de los órganos universitarios. Incompetencia del órgano que dicta una resolución administrativa. Rector normalizador electo rector estatutario.


    En el orden jurídico administrativo, la competencia constituye un elemento esencial que confiere validez a la actuación de los órganos estatales, a tal punto que aquélla no se configura como un límite externo a esa actuación sino, antes bien, como un presupuesto de ella, en virtud de la vinculación positiva de la Administración al ordenamiento jurídico, que debe autorizar a sus organismos para actuar en forma expresa o razonablemente implícita.  El pronunciamiento apelado se ajusta a derecho en cuanto declara la nulidad de la resolución administrativa por incompetencia del órgano emisor y debe ser confirmado, aunque por los motivos expuestos en el dictamen.


    Althabe, Sofia y otros c/ Instituto Universitario Nacional de Arte - Resoluciones 758/99 y 64/2000


    A, 2289, L. XXXVIII, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Poder de Policía. 


    Decomiso de bienes a emisora televisiva que funcionaba sin autorización por parte de la autoridad competente. Ley 22.285 y decreto reglamentario. Facultades del organismo administrativo. Actividad clandestina de emitir sin autorización. Inexistencia de arbitrariedad.


    El Tribunal sostuvo que a fin de abarcar el mundo multiforme en que se desarrollan las actividades administrativas, las conductas susceptibles de ocasionar la imposición de una sanción pueden ser descriptas por el legislador que fija la política legislativa pertinente de modo genérico en sus elementos típicos constitutivos, para ser complementadas con precisiones contenidas en la reglamentación administrativa, dictada en ejercicio del poder de policía. Asimismo, agregó que las pautas hermenéuticas utilizadas de manera constante —un examen atento de los términos de la ley que consulte la racionalidad del precepto  la voluntad del legislador—, al examinar la ley 22.285 a conforme al decreto 21.044/33 modificado por el decreto 332/89, llevaban a sostener que lo que tipifica a una conducta como clandestina no es su carácter oculto o secreto  —como pretende el recurrente— sino la falta de autorización previa otorgada por autoridad competente.   En tales condiciones, carecen de fundamentos tanto la exégesis de los apelantes en torno al concepto de clandestinidad -conducta oculta o secreta- como el planteo acerca de que su conducta no se ajusta al tipo del art. 28 de la ley 22.285, porque la primera no traduce ningún esfuerzo para demostrar que el sub lite es diferente al precedente mencionado, a punto tal que permita dejar de lado su clara doctrina, mientras que el segundo se aparta de las normas rectamente interpretadas por el Tribunal, cuyo criterio es que el carácter clandestino se configura por la falta de autorización para funcionar o emitir.  La Corte consideró que el decomiso es uno los medios enérgicos con que el legislador procura combatir la actividad clandestina de emitir sin autorización. Más allá del carácter accesorio o principal del comiso de bienes, éste aparece como la consecuencia necesaria de la conducta clandestina, conforme a lo prescripto por el art. 81 del decreto 33.310/44. Por lo tanto, al no haber los recurrentes desvirtuado todos los elementos subjetivos y objetivos de la conducta censurada por la norma, no se advierten razones que permitan descartar la aplicación del comiso, ni resulta posible efectuar reparo constitucional alguno.  Las críticas tendientes a descalificar a las disposiciones legales por no garantizar la intervención judicial en los allanamientos no pueden ser admitidas, pues, contrariamente a lo que entienden los apelantes, éstas disponen que la autoridad de aplicación procederá a adoptar esa medida previa orden de allanamiento otorgada por los jueces federales en los casos que fuere menester (art. 115 del decreto 21. 044/33, modificado por su similar 322/89), previsión que asegura la inviolabilidad del domicilio, en los términos del art. 18 del texto constitucional.   El Tribunal tiene dicho en forma invariable que la escueta y genérica alegación de inconstitucionalidad de la norma, en este caso alegando un exceso reglamentario por parte del Poder Ejecutivo, no basta para que la Corte Suprema ejerza la atribución que reiteradamente se ha calificado como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia y acto de suma gravedad que debe considerarse como ultima ratio del orden jurídico.


    Astray Carlos y otros c/ Comisión Nacional de Telecomunicaciones s/ Acción ordinaria de inconstucionalidad


    A, 1028, L. XLI, 31 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Constitucional


    Poderes Constituidos. Poder Legislativo. Congreso. Atribuciones. Económicas y Financieras. Poder Impositivo y Coparticipación. 


    Remisión al fallo de Corte E. 492, L. XXXVIII, "Esso Petrolera Argentina S.R.L c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Acción declarativa”.


    Las misivas sub examine carecen de la autosuficiencia requerida para exigir el cumplimiento de las obligaciones en ella plasmadas y, por ende, la pretensión tributaria provincial se encuentra en pugna con la obligación asumida en el acápite II del inc. b) del art. 9° de la ley 23.548.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    E, 56, L. XL, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Empleo público


    Entes autárquicos. Cesantía. Cuestión de derecho público local. Estabilidad del empleado público. Contratos administrativos. 


    La Corte ha señalado que el transcurso del tiempo no es idóneo para trastocar de por sí la situación de revista de quien ha ingresado como agente transitorio y no ha sido transferido a otra categoría por acto expreso del poder administrador.  Nada obsta a que la administración o sus entes autárquicos celebren convenciones con los particulares que se rijan por normas privadas y que la sola celebración de un contrato ad hoc no convierte, por ese solo hecho, al contratado en un empleado público.  Asiste razón al recurrente cuando sostiene que el vínculo que mantuvieron las partes estaba regido por normas del derecho público, administrativo en la especie, toda vez que tanto el contrato original como sus renovaciones encontraron amparo en el régimen especial de contratación de personal especializado de la Ley 11.672 Complementaria Permanente de Presupuesto, reglamentado por el decreto 92/95 y las normas propias de la AGN que lo incorporaron a su ámbito de actuación, cuya validez constitucional tampoco fue impugnada.  En tal sentido, fue el propio legislador nacional el que previó este régimen de contratación de profesionales, sin relación de dependencia y excluyó a tales contratos de las disposiciones de la LCT y de las normas laborales. Por lo demás, aquél es el órgano competente para incluir o excluir a una determinada relación jurídica de un régimen u otro y, en cuanto atañe a sub discussio, esa decisión, adoptada por una norma de igual jerarquía, fue expresa y concluyente.  La aceptación de los contratos y sus pertinentes prórrogas, presididos por un régimen de inestabilidad, veda al actor reclamar los derechos emergentes de la estabilidad del empleo, dado que, de otro modo, se violentaría el principio que impide venir contra los propios actos, pues el voluntario sometimiento, sin reservas expresas, a un régimen jurídico, comporta un inequívoco acatamiento que determina la improcedencia de su impugnación ulterior, con base constitucional, por medio del recurso extraordinario. Tales contratos, además, establecieron su plazo de duración y, con absoluta nitidez, contemplaban que su suscripción no importaba para el profesional contratado una expectativa o derecho a prórroga del contrato.


    Sánchez, Calos Próspero c/ Auditoría General de la Nación


    S, 2225, L. XLI, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Expropiación


    Expropiación irregular. Indemnización expropiatoria. Bienes públicos del Estado. Rechazo de la demanda. 


    Ley 21.499. Expropiación: objeto. Cuestiones de hecho y prueba ajenas al recurso extraordinario. Excepción doctrina de la arbitrariedad: inaplicabilidad. Falta de fundamentación autónoma. Selección y valoración de la prueba: exclusión de la arbitrariedad.


    Conforme a lo dispuesto en el art. 4° de la ley 21.499, pueden ser objeto de expropiación todos los bienes convenientes o necesarios para la satisfacción de la "utilidad pública", cualquiera sea su naturaleza jurídica, pertenezcan al dominio público o al dominio privado, sean cosas o no pero, para ello, deben ser de titularidad del sujeto expropiado.   En estas condiciones, no resulta admisible que se acuerde a los particulares una indemnización con fundamento en la privación de la utilización de bienes del dominio público o de cosas que, de haber integrado en algún momento el dominio privado de particulares (sea de los demandantes o de terceros), habrían sido expropiadas y debidamente indemnizadas en su oportunidad.  Tampoco resultaba procedente encauzar la pretensión como de responsabilidad por actividad lícita pues los actores fundaron su demanda en la ley 21.499, razón por la cual, de así procederse, se afectaría gravemente el principio de congruencia y, con ello, la garantía constitucional de la defensa en juicio.   Las cuestiones de hecho y prueba -materias propias de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.  La doctrina de la arbitrariedad tiene carácter excepcional e impone un criterio particularmente restrictivo ya que, de lo contrario, se abriría una tercera instancia en la cual lo resuelto por los jueces de la causa sería sustituido por la Corte, en materia no federal, sin que resulten suficientes para conferir sustento a la referida tacha las discrepancias que puedan abrigar los litigantes.  El recurso planteado por los restantes actores no cumple adecuadamente con el requisito de fundamentación autónoma, toda vez que el escrito de interposición no contiene un relato de los hechos de la causa de relevancia principal que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal, por medio de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna.  En la doctrina de la Corte, la circunstancia de que el juez haya dado preferencia a determinados elementos probatorios respecto de los invocados por el apelante no configura arbitrariedad, pues la mera divergencia de los recurrentes, en cuanto sólo revelan su discrepancia con el criterio del a quo en la selección y valoración de la prueba, excluye la tacha de arbitrariedad aun cuando se haya prescindido de alguna de las pruebas aportadas.


    Machado, Juana Catalina y otros c/ Entidad Binacional Yacyretá s/ Demanda de expropiación irregular


    M, 1225, L. XLI, 19 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Juicios en que es parte una provincia


    Concesionario (comercial). Cobro de sumas de dinero. Liquidación de regalías petrolíferas. 


    Regalías hidrocarburíferas y resolución de la Secretaría de Energía 155/92. Legitimación activa de una provincia para demandar a una concesionaria de explotación petrolera. Dominio de los recursos naturales: corresponde al estado local. Prescripción liberatoria de la acción: plazo aplicable; verificación de su acaecimiento: ajena a la cuestión federal que delimita el dictamen.


    Del marco normativo se desprende claramente que las regalías constituyen la participación en los ingresos del Estado Nacional que los concesionarios pagan al propietario de un derecho, a cambio del permiso para ejercerlo. Aun cuando el Estado Nacional es quien percibe las regalías sobre el producido de los hidrocarburos líquidos, lo hace en favor de los Estados provinciales, quienes tienen el dominio de los recursos naturales en una participación equivalente al monto total recibido por aquél.  Tal reconocimiento de la Nación en favor de las provincias sella la suerte adversa de la excepción de falta de legitimación activa en los términos y con el alcance con que ha sido presentada, sin que pueda oponerse a ello que, en ciertos supuestos, los concesionarios de la explotación de hidrocarburos deban abonar las regalías a las provincias por cuenta y orden del Estado Nacional, pues no por eso aquéllas carecerán del derecho a percibirlas ya que siempre conservan la titularidad del dominio sobre los yacimientos.  En lo referido a la aplicación del instituto de la prescripción liberatoria a las obligaciones originadas en tributos locales, lo que constituye el thema decidendum en el sub iudice, el Tribunal ha expresado, en términos claros, la vigencia de las normas de la legislación común dictada por el Congreso de la Nación, sin que puedan apartarse de lo allí dispuesto las leyes y ordenanzas locales.   En este orden de ideas, dado que la pretensión de la Provincia del Neuquén está enderezada a obtener el pago de la diferencia de las regalías hidrocarburíferas liquidadas durante el período comprendido entre enero de 1993 a mayo de 1999, debe aplicarse aquello que en derecho privado comprende todo lo que debe pagarse por años o por plazos periódicos más breves previsto en el art. 4027, inc. 3°, del Código Civil, vale decir, la prescripción quinquenal.  Al efecto de admitir o rechazar la defensa de prescripción interpuesta por la demandada, la Corte deberá analizar si transcurrió o no el plazo de cinco años previsto por el art. 4027 del Código Civil, pues dicha cuestión al igual que aquellas referidas a las causales de interrupción y suspensión remiten, ineludiblemente, al estudio de extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal ajenas a este dictamen que debe limitarse a los planteos de índole federal que entraña la causa.  No cabe exigir a las concesionarias autorización previa alguna para realizar las deducciones, pues la resolución de la Secretaría de Energía 155/92 ha previsto el modo de liquidar y pagar las regalías y un procedimiento posterior de impugnación para que, en caso de disconformidad con dichas liquidaciones, las provincias formulen las observaciones pertinentes.


    Neuquén, Provincia del c/ Y.P.F. y otro  s/ Cobro de regalías


    N, 176, L. XXXVII, 24 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Cobro de sumas de dinero. Liquidación de regalías petrolíferas. Regalías gasíferas. 


    Pretensión de cobro de regalías hidrocarburíferas por parte de la provincia al Estado Nacional. Legitimación pasiva y activa. Participación de las provincias en lo percibido por el Estado Nacional. Prescripción. Pretensa inconstitucionalidad del decreto 1.757/90: inexistencia de “causa o caso”. Procedimiento de fijación del valor boca de pozo: valoración de cuestiones de hecho y prueba, materia ajena al MPF.


    En el régimen de la ley 17.319, el Estado Nacional es quien percibe las regalías sobre el producido de los hidrocarburos líquidos y reconoce, en favor de las provincias, una participación equivalente al monto total que recibe, con arreglo a los arts. 59, 61, 62 y 93 de esa ley.  La indicación "último precio de realización" seguida de los términos "el mismo quedará como definitivo" no puede ser entendida como una redacción descuidada o desafortunada del legislador, sino que la sucesión entre ambos indica que el plazo de veinte días fijado en el párrafo sub examine ha sido establecido para que la provincia productora objete el último precio de realización empleado para valorizar provisoriamente el petróleo.  El art. 1° de la ley 11.585, invocado por el Estado Nacional para oponer la prescripción del derecho, dispone que los "impuestos" y las "multas por infracción” prescriben a los diez y cinco años, respectivamente. La participación que el Estado Nacional reconoció en beneficio de las provincias por el art. 12 de la ley 17.319, por el cual el Estado Nacional, que percibe las regalías sobre el producido de los hidrocarburos líquidos, reconoce a favor de las provincias una participación equivalente al monto total que recibe –cuyo pago en defecto aquí se reclama- no puede ser encuadrada como "impuesto" que el Estado Nacional paga y cobra la Provincia, ni tampoco como "multa" aplicada por esta última, motivo por el cual el precepto invocado resulta ajeno a la materia en litigio.  El planteo de nulidad e inconstitucionalidad del decreto 1757/90 no constituye un "caso" o "causa" que pueda ser resuelto por el Poder Judicial, pues no surge que este precepto hubiese sido aplicado para liquidar las regalías hidrocarburíferas sub iudice.   Cuestiona también la actora el incumplimiento del Estado Nacional a las pautas fijadas por la ley 23.697. Dicha ley, sólo coloca límites inferiores y superiores a los valores boca de pozo que surgen de aplicar los parámetros de la ley 23.678. Por ello, no corresponde calcular el valor boca de pozo al cien por ciento (100%) del precio del petróleo internacional que sirve de referencia, ya que conforme a la ley 23.697, aquél es el límite máximo, y el ochenta por ciento (80%) de ese precio su límite mínimo, pero el valor boca de pozo -obligatoriamente situado entre esos dos baremos por imperio del art. 32 de la ley 23.697- es el que surge por aplicación de la ley 23.678 y el decreto 631/87.   Empero, valorar si los valores boca de pozo, utilizados por el Estado Nacional para liquidar las regalías durante los períodos bajo examen, han sido calculados según lo establecido por la ley 23.678 y el decreto 631/87, con respeto del límite máximo y mínimo del art. 32 de la ley 23.697, implica, necesariamente, valorar las cuestiones de hecho y prueba, ajenos al dictamen del Ministerio Público.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Cobro de regalías e inconstitucionalidad


    N, 115, L. XXXV, 24 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Concursos universitarios. Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Resulta imprescindible señalar que antes de pronunciarse acerca de la concesión o denegación de los remedios federales el a quo ordenó que se sustanciaran con la actora pero no siguió el mismo temperamento con relación a uno de los profesores que también resultó alcanzado por la sentencia que aquí se impugna en su totalidad y podría verse afectado por la decisión que en definitiva adopte el Tribunal.  El Tribunal siempre ha recalcado que las normas de procedimiento y sus reglamentarias no se limitan a una mera técnica de organización de los procesos. sino que tienen por finalidad y objetivo, regular el ejercicio de los derechos y lograr la concreción del valor justicia, en cada caso, en salvaguarda del derecho de defensa en juicio.  En tales condiciones, es necesario que los recursos deducidos se sustancien con el profesor aludido, cuyos intereses son claramente contrapuestos a los de los apelantes y que podría verse afectado por el resultado final de la causa.  La garantía de la defensa en juicio supone, en sustancia, que las decisiones judiciales tienen que ser adoptadas previo traslado a la parle contra la cual se piden, es decir, dándole oportunidad de ser oída y ejercer sus derechos en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes.   Por último, resulta oportuno señalar que proceder de la forma propuesta permitirá asegurar los principios de bilateralidad y defensa en juicio, garantías cardinales por las cuales ha de velarse, así como que, aunque pueda pensarse que ello dilata la solución de esta causa, hay que tener en cuenta que no se trata simplemente de exigir el cumplimiento de un requisito puramente ritual, sino de preservar la validez de la decisión judicial que resuelva el sub lite y de cumplir el mandato que tanto la Constitución Nacional como la ley citada confieren al Ministerio Público Fiscal.


    Piaggi, Ana Isabel c/ Universidad de Buenos Aires


    P, 1406, L. XLI, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contrato de obra pública. Obligaciones de las partes. Pliego de bases y condiciones. Plazo de garantía. Buena fe. Procedencia del recurso. 


    Reservas efectuadas en el acta. Improcedencia interpretación de renuncia tácita a éstas últimas por recepción definitiva de la obra. Existencia de defectos y vicios. Exigencias dispuestas en los pliegos. Responsabilidad de las partes contratantes. Procedencia recurso extraordinario: resolución equiparable a definitiva. Prescripción. Arbitrariedad. Falta de consideración de extremos conducentes para la solución de la causa. Ausencia de fundamentación normativa.


    La resolución apelada es equiparable a sentencia definitiva pues al declarar la caducidad de la demanda producida la prescripción se pone fin al pleito, impide su continuación y causa un gravamen de imposible reparación ulterior.  Lo relacionado con las obligaciones derivadas del contrato de obra pública, así como la interpretación de sus cláusulas y la precisión de sus alcances remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa e irrevisables por su naturaleza, como regla, en esta instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte ha reconocido excepción a dicho principio cuando los jueces asignan a cláusulas del contrato un alcance reñido con la literalidad  de sus términos y la clara intención de las partes u omiten ponderar argumentos y pruebas conducentes para la correcta solución del pleito.  Cabe apartarse del principio general y hacer excepción a la regla establecida, toda vez que el a quo omitió ponderar integralmente las cláusulas del pliego, tanto las que atribuyen responsabilidad a la contratista por la confección del proyecto de obra como aquéllas que dan cuenta de las condiciones en que se encontraba el terreno a licitar.   La magnitud de toda obra pública y de los intereses en juego imponen a los contratistas actuar de modo de prever cualquier eventualidad que pudiese incidir negativamente sobre sus derechos y que si ella incurrió en error acerca de las obligaciones contractuales asumidas, éste provendría de una negligencia culpable que impide su invocación (Art. 929 del Código Civil).  La recepción provisional de la obra no implicó la aceptación tácita de sus vicios aparentes, si se advierte que la protesta o reserva que había efectuado la comitente -interpretada conforme a la regla de la buena fe (Art. 1198 del Código Civil)- demostró con certidumbre de voluntad la de no conformarse con los defectos (Art. 918 del Código Civil).   Mal podía entenderse que el plazo de garantía operara con carácter fatal cuando existían trabajos pendientes y faltaba probar que lo ejecutado sirviera a su fin, pues es necesario -para que dicho plazo tenga efectos- que, durante ese lapso, no surjan defectos o problemas de funcionamiento que requieran las consiguientes tareas de enmienda por parte del contratista. Ello es así, porque la recepción provisoria no libera a las partes de sus respectivas obligaciones, debido a que durante ese período de ocupación y uso el comitente puede constatar la efectiva y correcta realización de la obra encomendada.  La sentencia en recurso se aparta de las previsiones de los pliegos y desatiende una de las finalidades principales del contrato, cuál era la de ejecutar los trabajos de tal suerte que resulten completos y adecuados a su fin y en condiciones fácticas y jurídicas adecuadas.   La atribución dogmática a la actora de haber aceptado voluntariamente la obra, así como la asignación de efectos automáticos al vencimiento del plazo de garantía y la declaración consecuente de tener a la demanda por caduca o prescripta a partir de aquellas situaciones no constituye un pronunciamiento debidamente fundado sobre el mérito de las circunstancias comprobadas de la causa y de las normas aplicables, que también prescinde de considerar que los contratos son ley para las partes, y que deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe, de acuerdo a lo que las partes entendieron o pudieron entender obrando con cuidado y previsión (Art. 1198 del Código Civil), principio aplicable, también, en el ámbito del derecho administrativo.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Construcciones Saddemi S.A.


    Y, 6, L. XXXIX, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Empleo Público. Estabilidad del empleado público. Ley de emergencia económica. Cesantía. Cuestión federal. Violación al debido proceso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 139 L. XLII "Aragón Zwiener, Estela Alejandra c/ Estado Provincial de San Luis y Superior Gob. de la Provincia de San Luis s/ Demanda contencioso administrativo”.


    Montes, María Alejandra y Ferrara, Laura B. c/ Estado Provincial de San Luis s/ Demanda Contencioso Administrativa


    M, 132, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Arbitrariedad de sentencia. 


    Pronunciamiento que no constituye una derivación razonada del derecho vigente.


    Es descalificable el pronunciamiento que omitió expedirse sobre una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta decisión del caso, cual era que las partes convinieron que el Tesoro Regional sería administrado por el Banco Provincial de Santa Fe y que éste aceptó actuar por cuenta y orden del Banco Central de la República Argentina “...en todo lo relativo al funcionamiento del Tesoro Regional en la ciudad de Rosario... “, en cuya medida el Banco Provincial debía ejecutar las funciones asignadas contractualmente mediante la observación del estricto cumplimiento de las normas de procedimiento, recepción, provisión, custodia de numerario, control y destrucción de billetes deteriorados y administración y compensación interbancaria de billetes que mencionan en el “Anexo”.  En consecuencia, el a quo restó todo valor a las cláusulas del contrato, que es ley para las partes (art. 1197, Código Civil); con apoyo en principios generales, sin atender en forma concreta y precisa a las particulares circunstancias. Al ser así, el pronunciamiento apelado satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa.  En orden a lo expuesto, aparece desprovista de fundamento la afirmación del tribunal a quo en el sentido de que la cláusula genérica de responsabilidad carecía de virtualidad para transferir la responsabilidad al Banco administrador. Tal conclusión traduce una incompleta comprensión de lo pactado y si bien la exégesis de la voluntad contractual es en principio materia de derecho común, ello reconoce excepción cuando los jueces asignan a las estipulaciones de un contrato un alcance reñido con la literalidad de sus términos y lo decidido no se basa en explícitas razones suficientes de derecho. En tal sentido, ha señalado reiteradamente la Corte que cuando los términos o expresiones empleados en un contrato son claros y terminantes, sólo cabe limitarse a su aplicación, sin que resulte necesaria una labor de hermenéutica adicional.  Por otra parte, la relevancia que asigna la Cámara a la dirección que ejercía el Banco Central sobre el personal del Tesoro Regional para desestimar la pretensión del actor, implica restringir la inteligencia del contrato a un simple acuerdo de traspaso de personal y comodato de uso de algunos locales ubicados en el ámbito del Banco Provincial y vaciar de contenido el compromiso que asumió este último.  La Corte ha declarado que es admisible el recurso extraordinario cuando los jueces le asignan a las cláusulas del contrato un alcance reñido con la clara intención de las partes y efectúan una inteligencia carente de razonabilidad, frustrando el legítimo derecho a obtener una indemnización, con menoscabo de las garantías constitucionales.  Los defectos de fundamentación que presenta el fallo imponen su descalificación como acto jurisdiccional, por aplicación de la conocida doctrina del Tribunal en materia de arbitrariedad de sentencias.


    Banco Central de la República Argentina c/ Banco Provincia de Santa Fe s/ Daños y perjuicios


    B, 2498, L. XLI, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Recurso extraordinario


    
      Acción de amparo

      .

       

      Falta de agravio concreto

      .

       

      Inconstitucionalidad

      .

       

      Existencia de otras vías

      .

       

      Revocación de sentencia

      .

      

    


    
      Pretensa inconstitucionalidad del decreto 1390/0: contratación de abogados externos. Legitimación activa de los agentes de planta. Improcedencia del amparo como vía adecuada para el planteo. Doctrina de la Corte (Fallos 303:422, entre otros): inexistencia de los requisitos de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta. Inconstitucionalidad: última ratio.


      Las quejas en torno a otorgarles legitimación a los actores para intervenir en autos no pueden ser atendidas, porque, además de ser una reiteración de las expuestas en las instancias anteriores, éstas fueron desestimadas con argumentos que aquél no rebate adecuadamente en su escrito de apelación extraordinaria.


      Los agravios no pueden prosperar cuando el apelante se limita a repetir argumentos que ya fueron desechados, sin ensayar nuevas críticas que controviertan la posición sobre el punto.


      En cuanto a la idoneidad de la vía intentada para objetar la validez del decreto 1390/01 cabe recordar que la Corte ha declarado que la acción de amparo constituye un remedio de excepción y es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, así como cuando la determinación de la eventual invalidez del acto requiere amplitud de debate y de prueba. Dichos extremos, cuya demostración es decisiva para su procedencia, la Corte los ha calificado de imprescindibles.


      La existencia de una vía legal adecuada para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, la admisibilidad del amparo, pues este medio no altera el juego de las instituciones vigentes, regla que ha sustentado la Corte cuando las circunstancias comprobadas en la causa evidencian que no aparece nítida una lesión cierta o ineludible causada con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, o el asunto versa sobre una materia opinable que exige una mayor amplitud de debate o de prueba para la determinación de la eventual invalidez del acto.


      El Tribunal ha señalado, al delimitar la acción prevista en la ley 16.986, que si bien ella no es excluyente de las cuestiones que requieren trámites probatorios, descarta a aquellas que son complejas o de difícil acreditación y que, por lo tanto, exigen un aporte mayor de elementos de juicio que no pueden producirse en el breve trámite previsto en la reglamentación legal.


      La doctrina sobre el alcance y el carácter de esta vía excepcional no ha sido alterada por la reforma constitucional de 1994, al incluirla en el Art. 43, pues cuando éste dispone que "toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro remedio judicial más idóneo", mantiene el criterio de excluir dicha vía en los casos que por sus circunstancias requieran mayor debate y prueba y, por tanto, sin que se configure la "arbitrariedad o ilegalidad manifiesta" en la afectación de los derechos y garantías constitucionales, requisitos cuya demostración, como se dijo, es imprescindible para la procedencia de esa acción.


      Ha sostenido que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, principio que debe aplicarse con criterio estricto cuando la inconstitucionalidad se plantea por la vía excepcional de la acción de amparo y la arbitrariedad e ilegalidad invocada requiere de actividad probatoria significativa, precisamente por no ser manifiesta.


      La vía utilizada para cuestionar el decreto 1390/01 es improcedente, porque no se demostró que aquél adolezca de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta.


      El mismo es reglamentario de la ley 11.683 y participa de la categoría de los reglamentos de ejecución, sobre los que la Corte ha señalado que no vulneran el principio establecido en el Art. 99, inc. 2°) de la Constitución Nacional, los que se expiden para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada, así como que la potestad reglamentaria habilita para establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que, aun cuando no hayan sido contemplados por el legislador de una manera expresa, cuando se ajustan al espíritu de la norma reglamentada o sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, son parte integrante de la ley reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que ésta.


      A la luz de la doctrina del Tribunal, el segundo párrafo del Art. 1º del decreto 1390/01, en principio, no se presenta como manifiestamente ilegítimo o totalmente desprovisto de sustento normativo, al menos con el grado de visibilidad que requiere la acción de amparo para admitir su cuestionamiento por esta vía.


      


      Gianola, Raúl Alberto y otros c/ Estado Nacional


      G, 1400, L. XL, 29 de marzo de 2006


      Ver Dictamen

    


    



    Territorio aduanero especial. Reintegros y reembolso a la exportación. Interpretación de la ley. IVA. Pago a favor de un tercero. Facultades del Poder Ejecutivo. Procedencia del recurso. 


    Compensación de las sumas retenidas por resolución administrativa con créditos en concepto de IVA. Decreto 1.139/88. Exportaciones realizadas al área aduanera especial creada por la ley 19.640.


    Es inveterado criterio hermenéutico del Tribunal que la primera fuente de interpretación de la leyes es su letra y cuando esa ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que ellos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos.  Sobre tales pautas, es evidente que el empleo de las expresiones "con la sola limitación", seguido de "quedando en consecuencia vedada la posibilidad"  de la ley citada en referencia no es superfluo, sino que ha sido utilizado para dejar en claro que el precepto establece una única restricción: que el saldo remanente una vez efectuada la compensación prevista en el primer párrafo del artículo 41 de la ley de IVA  no puede ser objeto de devolución o transferencia en favor de terceros responsables, posibilidad que se encuentra vedada.  Cierto es que corresponde indagar lo que dicen jurídicamente, y si bien no cabe prescindir de las palabras, tampoco resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiere la interpretación razonable y sistemática.   La interpretación debe evitar asignar a las leyes un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, correspondiendo adoptar como verdadero el criterio que las concilie y obtenga la integral armonización de sus preceptos.  Nada hay en el Art. 5° del decreto 1139/88 que justifique marginar a la actora de la posibilidad de acreditar -contra el saldo remanente de la compensación prevista en el primer párrafo del Art. 41 de la ley de IVA- aquellos importes que ha retenido en cumplimiento de la resolución general (DGI) 3125, a excepción de una singular pauta gramatical a la que no cabe atenerse en desmedro de la racionalidad de la norma, máxime cuando, en el caso, no se han invocado elementos que permitan afirmar la indubitable voluntad del legislador de impedir tal acreditación para diferenciar, de ese modo, el tratamiento entre exportaciones al exterior y aquellas destinadas al área aduanera especial.


    Gomer S.A. c/ AFIP-DGI – Resoluciones 15 y 29/98 s/ Dirección General Impositiva


    G, 1895, L. XLI, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recursos


    Recurso extraordinario. Ejecuciones especiales. Ejecución fiscal. 


    Cabe precisar que la concesión parcial formulada se otorga por cuestionarse el “... alcance y la interpretación de una norma de carácter federal ..." disposición ésta que no guarda relación alguna con el tema debatido en la presente litis en tanto se refiere a la incompatibilidad entre el cobro de un haber previsional y la percepción de una remuneración por cargos en la función pública.


    Banco Central de la República Argentina - Resolución 277/00 (Expediente 101.388/89) c/ Torres, Juan Carlos s/ Ejecución fiscal


    B, 1482, L. XLI, 06 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible por hallarse en tela de juicio la inteligencia las normas que integran el marco regulatorio  de la energía eléctrica y el plexo que surge de la Ley de emergencia 25.561, ambos de carácter federal y la decisión del tribunal superior de la causa fue contraria al derecho que la apelante funda en ellos. Además, se recuerda que "encontrándose en discusión el alcance que cabe asignar a una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado".  Ante todo, cabe señalar que la Ley 25.561, denominada de Emergencia Pública y Régimen Cambiario, además de declarar la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, con arreglo a lo dispuesto en el Art. 76 de la Constitución Nacional, autorizó al Poder Ejecutivo a fijar la relación de cambio entre la moneda nacional y las divisas extranjeras, dejando  de lado el régimen de convertibilidad que establecía la Ley 23.928 y a renegociar los contratos celebrados por la Administración Pública -entre los que se incluyen expresamente los de obras y servicios públicos-, bajo ciertas condiciones.   El Art.1° de la Ley 25.561 declaró, con arreglo a lo dispuesto en el Art. 76 de la Constitución Nacional, la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y pública y delegó al Poder Ejecutivo Nacional las facultades comprendidas en ella, con sustento en las "bases" para su ejercicio.


    Pluspetrol Energy S.A. c/ Entre Nacional Regulador de la Electricidad Resolución 458/02


    P, 307, L. XLI, 20 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Queja por denegación del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Le asiste la razón a la recurrente cuando afirma que la sentencia cuestionada no puede reputarse una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  El a quo, al hacer aplicación de lo dispuesto en el Art. 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos 19.549, conforme a lo normado en el inc. 1 del Art. 1.017 de la Ley 22.415, omitió reparar en que, al tratarse de un procedimiento por infracciones, resultan aplicables en primer término las disposiciones del Código de Procedimientos en lo Criminal para la Justicia Federal, según lo dispone expresamente el Inc. 2, del mismo Art. 1.017 citado.   En tales condiciones luce huérfano de fundamentación bastante el decisorio, ya que la norma aplicable al sub lite dispone -en todo caso y en primer término- un estudio de la situación a la luz del Código de rito penal.


    Wonderland S.R.L. c/ Aduana Rosario


    W, 98, L. XLI, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resolución administrativa


    Aumento salarial. Recurso extraordinario federal. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancias del recurrente. Honorarios. Sentencia arbitraria. 


    Corresponde desestimar el recurso extraordinario y confirmar la sentencia que revocó la que había declarado la nulidad de las resoluciones por las que se extendió el aumento salarial acordado entre dos asociaciones a la Federación Empresarial del Transporte Automotor de Pasajeros de Córdoba (FETAP) y desestimó la demanda impetrada por esta última contra el Estado Nacional, pues la interpretación y consecuente aplicación de la ley 19.549 por los jueces de la causa, como así también las argumentaciones vinculadas al procedimiento de negociación colectiva, a la implícita atribución de la competencia para fijar salarios a la provincia y negación de representatividad a la federación, no se evidencian irrazonables, toda vez que los agravios sólo trasuntan discrepancia con lo decidido.  Si bien las cuestiones relacionadas a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida a su respecto, procede hacer excepción a dicha regla cuando se ha omitido la indispensable fundamentación ajustada a las circunstancias de la causa, o cuando la solución provista no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como un acto jurisdiccional válido.  Es arbitraria la regulación que carece de fundamentación conforme a las constancias de la causa y no puede referirse el arancel dada su generalidad, pues los jueces han omitido considerar las distintas etapas procesales cumplidas, la existencia de un litisconsorcio pasivo, límite instituido para ese supuesto e incidencias, de acuerdo con lo establecido por los arts. 11, 33, 37, 38, 39 y concordantes de la ley 21.839, y resulta inexplicable la ausencia de explicitación de una base para la regulación, desde que no consta adoptada ni desestimada la propuesta por el tercero, máxime atendiendo a la disímil valoración de la actuación profesional efectuada en los distintos pronunciamientos.


    Federación de Empresarios de Transporte Automotor de Pasajeros de Córdoba (FETAP) c/ Estado Nacional y otro s/ Nulidad de resolución


    F, 152, L. XXXVII, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones


    Sistema previsional. Falta de pago. Intereses compensatorios. Depósito previo. Cuestiones de hecho y prueba. 


    La detracción de los aportes y contribuciones de la ley 19.032 (que regula el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados) practicada por la Provincia en sus declaraciones juradas, no puede calificarse bajo el concepto de “Falta de pago” que origina los intereses resarcitorios del Art. 42 de la ley de procedimientos fiscales 11.683 (aplicable según lo dispuesto por el Art. 24 del decreto 507/93), pues su conducta encuentra sustento en lo acordado en la cláusula 13 del convenio suscripto el 29 de marzo de 1996 con el Estado Nacional sobre la transferencia del sistema de previsión social, que la exime de realizar dicho aporte. Ello no implica afirmar que el importe de la detracción haya sido exacto, aspecto de hecho y prueba ajeno a los dictámenes del Ministerio Público.  El mecanismo comunicado por la Agencia de la Provincia de la Dirección General Impositiva no altera lo señalado ya que exteriorizar en sus declaraciones los aportes y contribuciones de la ley 19.032 implicaría, para la Provincia, reconocer bajo juramento que adeuda una obligación tributaria inexistente.   Por lo expuesto, no corresponde exigir el depósito previo requerido en el Art. 15 de la ley 18.820.


    La Rioja Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Juicio Originario


    L, 767, L. XXXVIII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     

  


  
     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


     


     


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Cobro de sumas de dinero. 


    Correspondería a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una provincia argentina. No obstante, la Corte admitió la posibilidad de que los Estados provinciales puedan prorrogar su competencia originaria a favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando ésta corresponde ralione personae, a excepción de que existan razones institucionales o federales, o conflicto entre la Nación y las provincias, que obliguen a aplicar un principio de  interpretación restrictiva, como el que surge del Art. 116 de la Constitución Nacional, situación, ésta última que no se da en autos.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires  c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Cobro de pesos


    G, 1469, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios


    Responsabilidad del Estado. Industria pesquera. Falta de agravio concreto. Falta de causa. 


    Pesca. Demanda de daños y perjuicios. Inexistencia de “causa judicial”: falta de un perjuicio concreto debidamente demostrado. Extensión irrazonable de la responsabilidad del Estado: ausencia de deber legal.


    En autos no se configura un "caso" o "causa" en los términos de la doctrina del Tribunal, por falta de un perjuicio concreto debidamente demostrado. En efecto, en lo atinente a la pretensión de reconocimiento de daños y perjuicios por el obrar ilícito del Estado, a la cual el a quo hizo lugar, es necesario tener en cuenta que únicamente la pérdida o el sacrificio de derechos e intereses incorporados al patrimonio son susceptibles de generar un derecho a tal resarcimiento.  En ese orden de ideas, no puede entenderse que exista en cabeza del actor un derecho o interés con esas características, basado en el supuesto deber del Estado de mantener una determinada cantidad y calidad de especies de peces en el Río Paraná. De otro modo, se extendería de manera irrazonable la responsabilidad del Estado al punto de constituirlo en garante de ventajas económicas del demandante sin que exista deber legal de hacerlo.  Por otra parte, las argumentaciones efectuadas en autos tienden a demostrar la disminución de ejemplares de peces, mas no se alude a la desaparición de todas las especies, razón por la cual no se impedía ni se impide al actor continuar desarrollando su actividad en ese curso acuático o en otro.  Las consideraciones que anteceden son suficientes para revocar la sentencia recurrida y tornan innecesario examinar los restantes agravios que desarrolla la demandada en su recurso extraordinario, toda vez que, la inexistencia de "causa judicial" que habilite el ejercicio de la jurisdicción, torna abstracto el análisis de la procedencia de aquél.


    Ramírez, Juan Carlos c/ Entidad Binacional Yacyretá s/ Daños y perjuicios y daño moral


    R, 1398, L. XLI, 19 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Civil


    Derechos Reales. Dominio. Expropiación. Retrocesión. Posesión. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Falta de posesión del bien expropiado: imposibilidad de aplicar la retrocesión. Doctrina y jurisprudencia. Procedencia del recurso extraordinario.


    El derecho a la retrocesión nace cuando no se da al bien expropiado la afectación dispuesta por la ley, pues, en tal supuesto, ha dejado de cumplir la finalidad que determinó la calificación de utilidad pública exigida por el Art. 17 de la Constitución Nacional.   La doctrina sostiene que la retrocesión es la facultad de reclamar la devolución del bien, previo reintegro del importe recibido con motivo de la expropiación, o de la suma que en definitiva resulte si el bien o cosa hubiere sufrido modificaciones que aumenten o disminuyan su valor. La retrocesión importa volver las cosas al estado anterior al acto que originó el desapoderamiento.   La Corte señaló que la retrocesión, como vía idónea para el resguardo del derecho de propiedad, sólo puede intentarse una vez perfeccionada la expropiación, es decir, después de operada la transferencia de dominio al expropiante mediante sentencia firme, toma de posición y pago de la indemnización.  Como se dijo, la ley 21.499 dispone cuando procede la retrocesión (Art. 35) y, en oportunidad de detallar los recaudos para el progreso de la acción, prevé, en cuanto interesa para resolver el sub lite, "que la expropiación que la motive haya quedado perfeccionada en la forma prevista en el artículo 29" (Art. 42, inc. a), es decir, que remite al mencionado precepto en cuanto especifica los requisitos que se deben cumplir para considerar perfeccionada la expropiación. Estos son: sentencia firme, toma de posesión y pago de la indemnización (artículo citado, segundo párrafo).  En autos no existe controversia en torno a que el expropiante nunca tuvo la posesión del bien expropiado, pues así lo afirma la demandada y lo reconoce expresamente el actor en su escrito de demanda y a lo largo del proceso.  En tales circunstancias, asiste razón a la Dirección Nacional de Vialidad cuando señala que el a quo, al admitir la retrocesión intentada por el actor, se apartó de las claras disposiciones de la ley 21.499 que regulan esta acción y que exigen, para su procedencia, que la expropiación se encuentre perfeccionada en las condiciones que fija el Art. 29 de la ley citada.


    Ceniceros Colella, Alberto Valentín c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Sumario


    C, 2343, L. XLI, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Guarda preadoptiva


    Consentimiento de los padres de sangre y posterior arrepentimiento. Restitución a los padres de sangre. Interés del menor. Convención de los derechos del niño. 


    Propiciar el conocimiento de la verdadera identidad biológica y la reinserción dentro de la familia de sangre en el marco del “triángulo adoptivo”.


    En asuntos en que concurren relevantes conflictos interpersonales, cabe privilegiar la consideración primordial del interés de los menores, que la Convención sobre los Derechos del Niño impone a las autoridades, a la par que orienta y condiciona las decisiones de los tribunales de todas las instancias llamados al juzgamiento de estos casos incluyendo a la Corte Suprema. Además, a ella, como órgano supremo de uno de los poderes del Gobierno Federal, le corresponde aplicar los tratados internacionales a los que el país está vinculado, con la preeminencia que la Constitución les otorga.  Se ha dicho además, que la regla jurídica que ordena sobreponer el interés del niño a cualesquiera otras consideraciones tiene, al menos en el plano de la función judicial donde se dirimen controversias, el efecto de separar conceptualmente aquel valor, como sujeto de derecho, de los intereses de otros sujetos individuales o colectivos, incluso, llegado el caso, el de los padres. Por lo tanto, la coincidencia entre uno y otro interés ya no será algo lógicamente necesario, sino una situación normal y regular pero contingente que, ante el conflicto, exigirá justificación puntual en cada caso concreto. Así, en una controversia entre progenitores y adoptantes acerca de lo que más conviene al interés del niño, la premisa de que es mejor para este último la convivencia con los primeros, no puede ser tomada como una verdad autoevidente. Hacerlo no sólo es una petición de principio, sino también un desconocimiento del principio jurídico supra legal que marca la independencia conceptual del interés del niño respecto del de toda otra persona. Ello no significa aceptar la desmesura de que el niño no necesite del amor, cuidado y respeto de su madre y padre, sino solamente que, desde el punto de vista del derecho, es una persona con intereses diferenciados que pueden coincidir con, pero no se reducen a, los de sus mayores.  Frente al particular conflicto de intereses cabe privilegiar el interés especial del niño y proteger su situación actual que resulta controlada, sin generar nuevas situaciones de por sí inciertas. No se dejan de tener en cuenta las prerrogativas de los padres sobre sus hijos que emanan del derecho interno y los principios de derecho internacional que desaconsejan separar a los hijos de sus padres de sangre. Pero en la situación actual, se impone la intervención institucional para proteger al menor y mantenerlo en los parámetros objetivos en que se encuentra. Frente a presuntos intereses de los adultos, cabe priorizar la estabilidad del niño y preservarlo, en esa etapa de su vida, de nuevas situaciones traumáticas.  El fallo recurrido debe ser confirmado, sin perjuicio de indicar que resulta imperioso que el menor continúe en la toma de conocimiento de su verdadera identidad biológica, como así también propiciar a través de expertos su reinserción paulatina dentro de la familia de sangre, de ser posible, en el marco conceptual de denominado “triángulo adoptivo”, donde, cuidando sobretodo la salud integral del niño, deberá atenderse a la trama de relaciones y calidad de los vínculos teniendo en consideración la existencia de los tres grupos de sujetos involucrados, cuales son el menor, la madre biológica, y los guardadores.  Con el pertinente apoyo psicológico para todas las partes, y en lo posible salvaguardando todos los derechos en conflicto que ayuden a atravesar la crítica situación que viven, teniendo en consideración el tiempo transcurrido, la edad que tiene el menor y el hecho de que pocos días después de nacido convivió con sus guardadores, éstos, en el futuro y de acuerdo a como se vayan desarrollando las circunstancias en el ámbito de un “triángulo adoptivo”, podrían eventualmente solicitar, con arreglo a la normativa vigente, la adopción simple respecto del menor, obligándose a colaborar, a través de terapeutas, a que el menor conozca en plenitud su propia identidad biológica -uno de los derechos fundamentales por antonomasia-, y propender con los medios necesarios a su alcance, y con la ayuda de dichos profesionales, a su integración con el grupo familiar de sangre.


    A., C. c/ D. C., M. A.; D., G. N.


    A, 2113, L. XLI, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Prescripción adquisitiva


    Inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Actos del gobierno de facto. Tierras fiscales. 


    El análisis no es favorable a la pretensión de inconstitucionalidad de la ley 22.153.  En primer lugar, porque el planteo es escueto y genérico y, conforme a la doctrina del Tribunal, las alegaciones genéricas de violación a las garantías de los arts. 16, 17 y 18 de la Constitución Nacional no son suficientes para sustentar tal tipo de impugnaciones. Es que quien tacha de inconstitucional una ley aduciendo que viola aquellos derechos, debe probar de modo concluyente la forma como tal afectación ha tenido lugar.  En segundo lugar, sobre la invalidez o no de una ley de índole no penal, sancionada por una "dictadura militar" la Corte ha sostenido la validez de los actos de los gobernantes de facto en la sentencia del de la causa C. 1537, L. XLI, "Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Stegeman, Oscar" a cuyas conclusiones corresponde remitirse.  En dicho pronunciamiento el Tribunal expresó que "...la validez de los actos y normas del Poder Ejecutivo de facto está condicionada a que, explícita o implícitamente, el gobierno constitucionalmente elegido que lo suceda los reconozca...". "...la restitución del orden constitucional en el país requiere que los poderes del Estado Nacional o los de las provincias, en su caso, ratifiquen o desechen explícita o implícitamente los actos del gobierno de facto...". A la luz de esa doctrina, al no haber sido la ley 22.153 desechada expresa ni implícitamente y más aun siendo que son los mismos gobiernos nacional y local, constitucionalmente elegidos, quienes la invocan en sustento de su posición procesal, aquella debe ser considerada válida.  Con relación a los demás agravios cabe acotar que la oportunidad de la necesidad estratégica que motivó la sanción de la ley 22.153 escapa al análisis del órgano judicial toda vez que el acierto o error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse, por lo que la declaración de inconstitucionalidad de una ley requiere que la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable.   En tales condiciones, la conveniencia de la modificación en el régimen de prescriptibilidad de las tierras de dominio privado del Estado previsto en el Código Civil, escapa al control de constitucionalidad, porque éste no comprende la facultad de sustituirse en la determinación de las políticas de defensa nacional o en la apreciación de los criterios de oportunidad en tanto y en cuanto la modificación no apareje un claro desconocimiento de los derechos adquiridos.   Tampoco se entiende que la ley 22.153 vulnere el derecho de propiedad de los actores. Por un lado, porque desde el momento en que demandan en usucapión, lo que pretenden es la propiedad de un inmueble, es decir que lo que tienen es una expectativa a gozar de dicho derecho pero no el derecho adquirido en sí. Ello así, mal puede argüirse la violación de un derecho que aún no se tiene. Por otro lado, porque plantear la imposibilidad de modificar el decreto-ley 15.385 y las disposiciones del Código Civil implicaría admitir la inalterabilidad de leyes o reglamentos. Sobre este punto, la Corte tiene dicho que nadie tiene derecho a la inmutabilidad del ordenamiento jurídico y que las normas se aplican a las consecuencias de las relaciones jurídicas existentes a partir del momento de su vigencia. Es decir, que la modificación de una ley o reglamentación por otra posterior no origina cuestión constitucional alguna porque "Nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a la inalterabilidad de los mismos".  No se entiende que, con el párrafo introducido por la ley 22.153 al art. 4° del decreto-ley 15.385/44, se haya producido una conversión de las tierras fiscales en bienes de dominio público estatal porque el decreto-ley citado se mantiene en vigor y autoriza la venta, cesión y arrendamiento de las tierras fiscales ubicadas en zonas fronterizas del país. Sólo se admite, por vía legal, una restricción al modo de adquirir esas tierras al impedirse su prescriptibilidad con fundamento en razones que resultan razonables. Más aún cuando la propia Constitución Nacional determina, en su art. 14, que no existen derechos absolutos en tanto los habitantes de la Nación gozan de los en ella establecidos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio.


    Mimica, Ricardo Juan y otro c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur s/ Usucapión


    M, 3353, L. XXXVIII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Procesal Civil y Comercial


    Parte General. Competencia. Cuestiones de Competencia. 


    Cuestión dirimida por la alzada  del juez que primero intervino.


    Toda vez que el conflicto de competencia quedó dirimido por la alzada del magistrado que previno, no subsiste contienda alguna en la que la Corte deba intervenir.


    Miliavsky, Edmond s/ Información sumaria


    COMP, 1002, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Constitucional


    Recurso Extraordinario Federal. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Demanda de daños y perjuicios por accidente de tránsito. Responsabilidad de la víctima. Procedencia del recurso extraordinario: omisión de considerar constancias relevantes en la causa. Sentencia arbitraria.


    Procede la vía intentada, por cuanto la sentencia además de contener afirmaciones de carácter genérico y contradictorias entre sí, realiza un análisis parcial y excesivamente limitado de las pruebas omitiendo atender a constancias relevantes obrantes en la causa que resultaban conducentes para la solución del litigio.  El sentenciador no ha tenido en cuenta elementos de juicio tales como, las condiciones y estado en que circulaba el automóvil, la entidad de los daños producidos al entonces menor, el lugar donde se hallaba caído y que se estaba en la cercanía de un cruce de calles, o la manifestada ausencia de senda peatonal, en ese marco realizó un análisis parcial y aislado de la confesional de la demanda y de las declaraciones de los testigos, sin atender a disposiciones como la de los artículos 414, 417 y 456 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que deben tenerse en cuenta para otorgarle validez o fuerza probatoria, análisis que de haberse realizado de un modo integral hubiera permitido al tribunal llegar a una conclusión ajustada a las constancias de la causa en el marco de las disposiciones del Código Civil que regulan y asignan la responsabilidad que corresponde atribuir en situaciones como la dada en el sub-lite.


    Moix, Miguel c/ Carrera, Carina s/ Daños y perjuicios


    M, 1243, L. XL, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Recurso extraordinario federal


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Fideicomiso. Tacha de arbitrariedad. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    No es obligación del fiduciario comparecer en el juicio y pedir participación, sino que su deber se reduce a notificar la admisibilidad o no del mutuo, siendo el deudor quien debe acreditar el perfeccionamiento de la instrumentación del sistema.  Una vez efectuada la imputación, ninguna de las partes puede modificarla unilateralmente y tampoco puede hacerlo el juzgador de no mediar planteo alguno en los términos del artículo 775 del Código Civil.  Cuando las críticas de la apelante pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador, que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, dicha circunstancia obsta a la admisión del recurso extraordinario.


    Lizziero, Sergio Hernán c/ Lareu, María Elena


    L, 1167, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recursos


    Recurso extraordinario. Daños y perjuicios. 


    Tiene reiterado la Corte que el derecho a la jurisdicción, así como la garantía de defensa en juicio, consagrados en el Artículo 18 de  la Carta Magna, importan la posibilidad de ocurrir ante algún órgano jurisdiccional y obtener de ellos una sentencia útil relativa a los derechos de los contendientesfue reconocido como parte, lo cual importaría un grave menoscabo del derecho de la defensa en juicio, que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie, arbitrariamente, de la adecuada tutela de los derechos que pudieren asistirle.  La Corte ha dicho que la rigurosa aplicación del instituto de la "cosa juzgada" y los loables motivos que inspiran el principio de inmutabilidad de las sentencias no resultan absolutos, y deben ceder frente a la necesidad de afirmar el valor jurídico y objetivo constitucional de "...afianzar la justicia... ", entendiendo a ésta como una virtud al servicio de la verdad sustancial, lo cual se expresa a través de un pronunciamiento judicial que conduzca a consagrarla y al reconocimiento de los derechos que surgen de las constancias del pleito.


    Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Áerea (O.S.F.A.) s/ Daños y perjuicios


    F, 977, L. XXXIX, 16 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sistema de refinanciación hipotecaria


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Romo, Armando c/ Sassone, Lilian Noemí


    R, 286, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Zubizarreta, Jorge c/ Fischetti, Mario


    Z, 250, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Zubizarreta, Martín c/ Germano, Mario y otro


    Z, 334, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Comercial


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Competencia comercial. Desplazamiento de la competencia. 


    Procedencia del fuero de atracción de la ley 24.522 en una ejecución fiscal.


    Se suscita una contienda jurisdiccional que corresponde resolver a la Corte de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 24, Inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708.   No surge de las actuaciones que se haya dictado sentencia, y toda vez que se trate el juicio de una ejecución fiscal, no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el Art. 21 de la Ley 24.522, por lo que procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Valherna S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 998, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares. 


    Se suscita una contienda jurisdiccional que corresponde resolver a la Corte de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 24, Inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708.  Mas allá de si correspondía la remisión de las actuaciones al juez del concurso, si el juez comercial dicta el levantamiento de la medida cautelar, poniendo fin al litigio, no corresponde la devolución de los mismos al tribunal de origen, debiendo ser el magistrado comercial quien dispondrá, si fuera el caso, el archivo de los presentes.


    Pereira, Maria Elisa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Medida cautelar


    COMP, 1015, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. Derechos y garantias constitucionales. Acción de amparo. 


    Acción de amparo. Contienda negativa de competencia. Cuestión ya resuelta por la alzada del primer juez interviniente. Límites procesales a la contienda de competencia.


    Ha quedado trabado un conflicto negativo de competencia que corresponde dirimir a la Corte en virtud de lo establecido por el Art. 24, Inc. 7°, del Decreto-Ley 1285/58.  Cabe señalar que la competencia de la titular del Juzgado Nacional en lo Comercial N° 7 para entender en esta causa ya fue definida por el órgano judicial habilitado para ello. En efecto, el conflicto suscitado entre los magistrados nacionales en lo civil y comercial federal N° 8 y en lo comercial N° 7 ya fue resuelto por el tribunal de alzada del primero de aquellos jueces y el juez debe acatar dicha decisión.  Por otra parte, es dable poner de manifiesto que la jueza nacional en lo comercial ya había aceptado su competencia circunstancia que también impide volver sobre el tema, máxime cuando el Art. 16 de la Ley de amparo veda a las partes la posibilidad de articular tales cuestiones y, sin bien dicho impedimento no alcanza a los jueces, impone que ello suceda en determinadas etapas procesales, cual es la regulada en el Art. 4°, tal como sucedió en esta causa y fue resuelta en forma definitiva.


    Rodriguez Larreta, Marcos c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    COMP, 1186, L. XLII, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Verificación de créditos. 


    Toda vez que se trata en el presente caso de un incidente de verificación de crédito contra la concursada Correo Argentino S.A., se entiende que el único que puede conocer en el mismo es el juez del concurso.


    Paredero, Mario s/ Incidente


    COMP, 1131, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Contienda negativa de competencia. Concursos. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Improcedencia del fuero de atracción del concurso.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522, en tanto el presente caso se trata de un proceso de conocimiento, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2° de dicha norma (texto según Art. 4° de la ley 26.086).  Por ello, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el juzgado de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del concurso (Art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


    Pacheco, María Nieves c/ Giatomasi, Héctor y otros


    COMP, 1842, L. XLI, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Comercial


    Contratos Comerciales. Contratos Bancarios.


    Inaplicabilidad de normas de pesificación a saldo deudor de tarjeta de crédito. Consumos realizados en el exterior, en dólares estadounidenses, con posterioridad a la promulgación de la Ley 25.561: obligación excluida de la conversión a pesos. Fecha de cierre contable: determinación del saldo exigible. Improcedencia consideración de cada consumo como un saldo deudor independiente.


    La expresión "saldo deudor" del articulo 7 (seg. parr.), de la ley 25.561, debe entenderse como el resultado final de la liquidación efectuada por el emisor de la tarjeta de crédito, que se compone de una serie de consumos u operaciones realizadas por el titular durante un periodo mensual contractualmente acordado, y especificado en los resúmenes de cuenta. En este sentido, el resumen mensual deja determinada la deuda cierta que el titular debe abonar en el tiempo y condiciones pactadas, estando facultado legalmente el beneficiario de la tarjeta de crédito a impugnar dicho saldo conforme dispone el artículo 26 de la Ley 25.065.   Ello es así, desde que el usuario de la tarjeta de crédito, dentro del periodo mensual acordado y hasta la fecha de cierre contable, puede seguir efectuando gastos o consumos, por lo que, recién con el cierre de la liquidación, puede determinarse el saldo deudor exigible, susceptible de ser impugnado.   En este contexto, resulta razonable que no sea considerado cada uno de los consumos como un saldo deudor independiente, pues cuando el contrato de tarjeta de crédito importa el otorgamiento o apertura de crédito (limitado o ilimitado), el usuario cumple su obligación pagando en el tiempo y condiciones convenidas y aceptadas, es decir, Juego del cierre cambie y hasta el día del vencimiento.  La Ley N° 25.561 no se ha referido a consumos, gastos u operaciones, sino que ordena pesificar los "saldos deudores pendientes de pago", la Comunicación A 3429 del 11/1/02 en concordancia con la interpretación expuesta, precisó por un lado, que “los saldos pendientes de pago en dólares estadounidenses correspondientes a liquidaciones vencidas con anterioridad al 6/1/02”, deben ser convertidos y pagaderos en pesos, y por otro, que “los consumos realizados en el exterior, sin importar su fecha de origen”, serán consignados en la moneda pactada, siendo cancelables en esa moneda o en pesos al tipo de cambio correspondiente. Surge de allí, que independientemente de la fecha en que sean efectuados los gastos, a los efectos de la excepción de la conversión a pesos, se tiene en cuenta el cierre de la liquidación.  Entonces, no le asiste razón a los recurrentes, desde que los consumos en el exterior fueron realizados dentro del periodo cuya fecha de cierre contable operó el día 10/1/02, es decir con posterioridad a la promulgación de la Ley N° 25.561 -6/1/02-, por lo que la obligación está legalmente excluida de la conversión a pesos conforme el artículo 7°, segunda parte de la Ley de emergencia citada.


    Cazenave, Juan Manuel y otra c/ Banco Río de la Plata S.A.


    C, 282, L. XL, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de Convenio de Pago. Legislación de Emergencia. 


    Remisión a causas S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV; y S.C. S. 499, L. XXXIX, “Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria”, en especial punto VI.


    La ley 25.561 tuvo por objeto conjurar, del mejor modo posible, las consecuencias derivadas de situaciones económicas anómalas o penurias financieras que, en lo principal, dificultan a los deudores el cumplimiento de sus obligaciones.   Su propósito es “establecer un conjunto de disposiciones tendientes a favorecer una adecuada recomposición de las relaciones jurídicas, económicas y patrimoniales” y, a tal fin, entre otras disposiciones, suspende o limita el ejercicio del derecho de los acreedores, como forma de atenuar los perjuicios del estado de crisis, que en definitiva alcanzaría a los titulares de tales derechos. Enfrentados en el caso a una de esas situaciones, procede, en consecuencia, efectuar una interpretación amplia de su texto respecto de las deudas que ella comprende.


    Agüero de Videla c/ El Cóndor La Estrella S.A.


    A, 1663, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Seguros. 


    Ley de Entidades de Seguros y su control. Régimen sancionador. Capital mínimo. Arts. 31 y 82 de ley 20.091. Interpretación de la ley.


    La aplicación que de la ley 20.091 hicieron los jueces, trasunta que interpretaron como de cumplimiento obligatorio y previo a la sustanciación del sumario reglado por el artículo 82, el trámite o procedimiento establecido por el artículo 31 de la Ley.  Exégesis que no resulta ajustada a derecho puesto que condiciona la aplicación del procedimiento del artículo 82 a la del artículo 31 cuando ellos resultan independientes el uno del otro y proceden frente a diversas circunstancias.  En efecto, ni del artículo 31 ni del artículo 82 surge que debiera cumplirse con el emplazamiento previsto en aquél ante la constatación de conductas que pudieran calificarse como infracciones, siendo inadmisible una interpretación que equivalga a prescindir del texto legal, desde que la primera fuente es su letra.  El procedimiento instituido por el artículo 31 presupone el cumplimiento de la reglamentación -genéricamente considerada-, caso contrario, ingresaríamos en el ámbito del régimen sancionador. Razonamiento éste que tanto más se encarece dado que la misma norma ordena el emplazamiento cuando el capital mínimo resulte afectado, lo cual también presupone conocimiento de su disminución, factible en la medida de su exposición en los estados contables.  La integración del capital mínimo (art. 30) constituye un requisito o condición para el otorgamiento de la autorización para operar en seguros basado en la necesidad de que los aseguradores cuenten con la capacidad económico-financiera adecuada para cumplir con el objeto social, mientras que el régimen sancionador tiende a prevenir y reprimir conductas calificadas como disvaliosas por el legislador en vista del interés público protegido.  El procedimiento sumarial reglado por el artículo 82 y el emplazamiento del artículo 31, encuentran su razón de ser, el uno en los incumplimientos a la reglamentación y el otro, en las disminuciones del capital derivadas de la gestión regular de la aseguradora.  En tal marco pues, la interpretación efectuada por la Sala en el sentido que para sancionar a la aseguradora con la revocación de la autorización por irregularidades detectadas mediante verificaciones de las que resultaron, entre otras consecuencias, un ejercicio anormal de la actividad y una disminución de la capacidad económico-financiera en razón de la merma de su patrimonio neto, debía emplazársela para que diese explicaciones y presentara un plan de regularización por la pérdida del capital mínimo antes de sustanciarse el sumario (art. 82), no se sustenta.  El condicionamiento de la aplicación del régimen sancionador a una etapa previa que brinda la posibilidad de subsanar infracciones cometidas, además de resultar contradictorio y no reglado por el legislador, importa vulnerar el principio en virtud del cual se postula que debe preferirse la exégesis que favorece, y no la que dificulta los fines perseguidos por la norma, debiendo computarse la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con todas las normas del ordenamiento jurídico vigente y del modo que mejor concuerden con los principios y garantías de la Constitución Nacional.


    Superintendencia de Seguros de la Nación c/ Agrosalta Cooperativa de Seguros Ltda.


    S, 939, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Leasing aeronáutico


    Fianza. Cobro de sumas de dinero. Intereses. Coparticipación de impuestos. Coparticipación federal. Cosa juzgada. Bancos. 


    En cuanto a la legitimación activa y pasiva opuesta por la demandada, no se advierte en el supuesto que BPT carezca de derecho para reclamar la efectivización de la fianza porque, según señala, dicho contrato fue cedido a su parte al igual que el leasing cuyas obligaciones garantiza.   Tampoco se advierte que la Provincia no sea el titular pasivo de esa pretensión pues, si bien alega inexistencia de mandato o exceso en su ejercicio, en ningún momento desconoce que el funcionario del Banco ha invocado la representación de Río Negro al suscribir el convenio de fianza y las modificaciones operadas al leasing, respecto de los cuales dispuso “por decreto” la revocación e inoponibilidad de varias de sus cláusulas, amén de la de los propios decretos n° 77/93 y 122/93.  Si bien es cierto que la Provincia no intervino en el proceso ni como parte actora ni como demandada, si lo hizo, no obstante, con motivo de la medida de no innovar peticionada por SAPSE con fundamento en el carácter litigioso de los fondos pertenecientes a la coparticipación federal, en virtud de la cual el letrado interviniente, en representación de la Provincia como única titular de SAPSE, ratificó toda la actividad procesal realizada por la actora en el juicio.   La intervención de la Provincia en el proceso se verificó voluntariamente y con carácter de tercero, haciendo valer un derecho conexo con la cuestión debatida, de forma tal que su actuación encuadrarla en lo dispuesto por los articulas 90 y 91 del CPCCN, con el efecto que la sentencia allí dictada le resultaría oponible; tanto más cuando la Provincia ratificó la totalidad de lo actuado por SAPSE, extremo que equivale a la convalidación de cuanto esa parte invocó o arguyó en la causa, entre otras cuestiones, la vigencia y eficacia del leasing y enmienda del 25/3/93, cesión del mismo a BPT, y el efectivo cumplimiento de ciertas obligaciones derivadas del contrato, las que el a quo declaró firmes.  De manera tal que la resolución no apelada relativa a la observancia de obligaciones originadas en el leasing cedido a BPT y enmienda del 25/3/93, cuya validez no se puso en tela de juicio en esas actuaciones, sino que, por el contrario, fue alegada como sostén del reclamo, impediría que dicha cuestión sea objeto de tratamiento en este proceso por existir cosa juzgada a su respecto. En oposición a lo anterior, en razón de que en esa causa nada se debatió sobre el convenio de fianza argüido en las presentes actuaciones y sobre los derechos y obligaciones emergentes, respecto de ello no existiría cosa juzgada susceptible de hacerse valer aquí.  En el leasing celebrado entre SAPSE y RCS, con la participación del Banco de Río Negro, resulta contemplada la posibilidad de su cesión, como lo patentizan las referencias a un eventual "cesionario” y, en particular, lo previsto en punto a que la locadora "podrá, en cualquier momento, sin notificar a la locataria, hipotecar, transferir, vender, ceder o constituir garantías reales, sobre toda o parte de su participación en la locación...”. A ello se añade, en lo que concierne a los resguardos del negocio, que con anterioridad a la entrega de las aeronaves, la locataria se obliga a suscribir y entregar a la locadora los instrumentos y garantías que ésta considere razonablemente necesarios para perfeccionar sus derechos; asumiéndose asimismo el compromiso, refrendado por un funcionario del Banco, que éste y la Provincia garantizaran las obligaciones del leasing, a satisfacción total del locador.   En las actuaciones, no se ha argüido ni evidenciado que mediare prohibición alguna referida a la eventual cesión del leasing, extremo que autoriza a concluir que su posibilidad no resultaba ajena a la Provincia, desde que no es admisible entender que ella desconociera las condiciones de un negocio que concurría a avalar.  El contrato de fianza, a su turno, tras precisar que el Banco Provincial se constituye en fiador solidario, liso, llano y principal pagador de las obligaciones asumidas por SAPSE, incluye el compromiso por parte de dicha entidad, en razón de la garantía constituida, de avalar los 81 pagarés que documentan la obligación asumida; títulos, por su parte, cuya cesión o endoso, en las condiciones establecidas en el convenio, se autoriza expresamente (cláusula décima segunda). Igual se precisa que las obligaciones de RCS se trasladarán de pleno derecho a quienes resulten sus cesionarios por cualquier causa o razón.  Toda obligación válida es susceptible de ser afianzada, sin que importe su naturaleza, causa, condición, plazo, valor, o forma, ni la persona del deudor o acreedor pudiendo incluso constituirse como un acto unilateral, antes de ser aceptada por el beneficiario, y preceder a la obligación principal, en caso de darse para seguridad de una obligación futura.   Los decretos n° 77/93 y 122/93, consentidos y firmes, al no ser portadores de la nulidad absoluta alegada por el Ejecutivo, mal pudieron revocarse en sede administrativa, máxime, cuando al celebrarse el contrato de fianza según el mandato otorgado con afectación de fondos resuelta por el Gobernador Provincial, dichos actos produjeron sus efectos generando derechos subjetivos en trance de cumplimiento. En ese orden, repárese en que, según evidencia acompañada por la propia Provincia, SAPSE habría realizado a BPT, cuanto menos, los pagos de los que da cuenta el liquidador de la primera; extremo al que se añade la evidencia de la entrega por BPT de una de las aeronaves comprometidas y su ulterior empleo por SAPSE.  En cuanto a la validez del consentimiento prestado por RCS, rige el artículo 1162 del Código Civil, en cuanto establece que la ratificación efectuada por aquél en cuyo nombre o interés se hubiese contratado, tiene el mismo efecto que la autorización previa y le da derecho para exigir el cumplimiento del contrato. Y es que, ya sea que exista un mandato tácito, o bien, una gestión de negocios, supuestos que pueden llevarse adelante en nombre propio, la ratificación posterior por el dueño o titular del negocio, a tenor de lo dispuesto por el Art. 2304 del mismo cuerpo legal, equivale a un mandato y posee efectos retroactivos a la fecha en que la gestión principió su trámite.  La aceptación de la fianza por RCS -el 02.03.93- configuró el consentimiento necesario para tener por válido el contrato desde que es indudable, en este caso, que ella tiene como finalidad la conclusión del negocio en vistas de la aceptación formalizada por RCS. La cesión concertada entre RCS y BPT comprende la totalidad de las garantías constituidas a favor del cedente, pudiendo el cesionario ejercerlas sin restricción y en forma directa como beneficiario de las mismas; y que, en rigor, si bien operada con anterioridad en instrumento privado, la cesión del leasing -y sus garantías- recién se ratifica y protocoliza el 02.03.93, mismo dia en que se concierta la fianza entre RCS y el Banco local.  En cuanto al proceder del mandatario, enmarcado en los decretos n° 77/93 y 122/93, que lo facultaban a suscribir una fianza a favor de RCS, no se lo advierte excediendo los términos de los artículos 1905, 1930, 1934, 1946 y concordantes del Código Civil, desde que a lo dicho hasta aquí, se suma que concertó finalmente la garantía con la empresa indicada, situado en un marco contractual que autorizaba a ésta a ceder tanto el negocio principal como su accesorio, cesión, por último, que fue ratificada por los interesados el mismo día de suscripción de la fianza.  El Banco al celebrar la fianza actuó dentro de los límites del mandato, según lo dispuesto por los decretos n° 77/93 y 122/93 que lo autorizaban a afectar los fondos de la coparticipación con carácter secundario directamente a favor del afianzado SAPSE.  Ha de estarse a los usos y costumbres comerciales, en forma supletoria, de acuerdo con lo previsto por los artículos 217 y 218, inciso 6, del Código de Comercio, a los que no resultan ajenos compromisos como el instrumentado en la cláusula controvertida.  Con respecto a la inoponibilidad de la cesión de la fianza es dable decir que la notificación practicada al agente financiero de la Provincia, cumpliría con la finalidad por la que se la instituyó, dado que la autorización a retener los fondos de la coparticipación federal para proceder al pago en caso de verificarse un incumplimiento, así como la manda ulterior, implican la delegación del cumplimiento del contrato y, con ello, la representación del fiador -Provincia- en aquello que fuere atinente a aquél y pudiera ser de su interés.  La revocación en sede administrativa del decreto n° 77/93, acto plenamente regular, sin invocación de causa alguna que la justifique y no obstante su incorporación ulterior a un contrato de fianza, constituye un acto administrativo nulo de nulidad absoluta, por violación de los articulas 12, incisos b, c y d, y 21 de la ley local 2.938.  A una conclusión similar se arriba en lo que concierne a la revocación de la autorización para otorgar el contrato de fianza instrumentada por decreto n° 122/93. La estabilidad de dicho acto administrativo obsta igualmente a su revocación por el Ejecutivo Provincial.   Análoga sanción de nulidad y por iguales fundamentos cabe a la rescisión unilateral del contrato de fianza dispuesta por la Provincia con amparo en su invalidez, ya que, sin perjuicio de no hallarse viciado de nulidad absoluta se necesita de la intervención judicial para que ella sea declarada, siendo que su omisión importa una violación manifiesta de la ley, además de conculcar derechos incorporados al patrimonio de la peticionaria BPT y, con ello, la garantía consagrada en el artículo 17 de la Constitución Nacional.  Igual efecto y violación consecuente de las garantías de debido proceso y defensa en juicio, produce el acto de revocación de parte de la enmienda al leasing suscripta el 25/3/93, en tanto se practica haciendo caso omiso de la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada que le es oponible a la Provincia.  El decreto 689/00 avasalla derechos adquiridos que, como tales, gozan de la protección que resulta del artículo 17 de la Constitución Nacional, así como la cosa juzgada, consagrada por aplicación de las garantías instauradas en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Tanto SAPSE como el Banco de la Provincia de Rio Negro, en relación a la titularidad de ambas firmas por el Estado Provincial y tratándose de dos entidades a la fecha, en liquidación, ambas sociedades se encuentran disueltas y liquidadas. De la normativa no resulta nítido el destino del pasivo de ambas empresas, pues se hace mención a su transferencia parcial a otras compañías y de remantes, al propio Estado provincial.  Habida cuenta la titularidad originaria de ambas sociedades por la Provincia de Río Negro; la disolución y ulterior liquidación de las mismas; y la completa falta de precisiones provista sobre el destino final de los compromisos debatidos, es que también en este punto asiste razón a la peticionaria, por lo que compete considerar a la Provincia de Rio Negro como obligada principal.  La actuación del BNA en la operatoria objeto de controversia remite a su condición de agente distribuidor de los fondos coparticipables en los terminas de la ley na 23.548. En otras palabras, no fue parte en la contratación originaria -Ieasing- ni en las ulteriores, quedando reducida su participación, en suma, a lo previsto en las cláusulas -séptima y novena- del contrato de fianza.  Si bien es cierto que frente a los incumplimientos del deudor afianzado y del fiador, el locador queda irrevocablemente facultado a percibir del BNA como agente pagador del régimen de coparticipación de impuestos, previa notificación fehaciente a la entidad bancaria indicando el monto de la deuda, los fondos correspondientes a la Provincia de Río Negro, quedando en esos términos la entidad bancaria liberada de cualquier responsabilidad; no menos cierto es que ello fue así, en tanto no medió una controversia entre los contratantes, como quedó puesto de manifiesto con la transferencia ordenada originariamente por el BNA y dejada, luego, sin efecto por la justicia federal.  Es que el BNA se abstuvo de proceder con estricta sujeción a las instrucciones recibidas, decidiéndose, finalmente, por la retención de los fondos litigiosos. La restitución de las citadas partidas a la Provincia de Río Negro fue resuelta, sin que tampoco resulte vano decir que lo fue sin oposición de la actora.  La sentencia recaída en las actuaciones tramitadas en la justicia federal sobre las que se abundó, hizo cosa juzgada, estrictamente, en relación a la vigencia y eficacia del leasing, su enmienda y cesión -entre otros ítems- mas no así, en cambio, sobre el acuerdo de fianza, en tomo al cual nada se debatió; circunstancia que, unida a todo lo anterior, toma cuanto menos razonable el proceder prudencial de la institución bancaria; correspondiendo, en consecuencia, en el punto, desestimar la pretensión actora.


    Burns, Philip Trustee Company (Canaberra) Limited c/ Río Negro, Provincia de


    B, 1352, L. XXXVI, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Vicios redhibitorios. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Concesión errónea del recurso. 


    Complementariedad de la ley 24.240 de los preceptos contenidos en el Código Civil y de Comercio.


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales – en el caso, los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional valido. Al respecto la Corte ha señalado que la Ley 24.240 integra el derecho común, toda vez que resulta complementaria de los preceptos contenidos en el Código Civil y de Comercio.   La Corte tiene dicho también que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas de razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una “sentencia fundada en ley”, con directa lesión a la garantía del debido proceso, situación que no ocurre en el sub lite.


    Dilena, Silvia Delia c/ Peugeot Citroen S.A. s/ Demanda ordinaria


    D, 1582, L. XL, 26 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recursos


    Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Cabe señalar en principio que el recurso deducido es inadmisible, toda vez que la Corte. tiene dicho, de modo reiterado, que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del Artículo 14 de la Ley 48.


    Tilex Investment S.A. c/ Compañía General de Hacienda S.A.


    T, 464, L. XLI, 15 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incidente de revisión. Verificación de créditos. Concurso preventivo. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Alpargatas S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión


    A, 846, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Proceso de verificación. Incidente de revisión. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General causa B. 2629, L. XXXVIII "Banco Extrader S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por el Banco Central de la Nación Argentina", cuyos fundamentos y conclusiones compartio la Corte.


    El recurso extraordinario deducido es formalmente procedente toda vez que se halla en juego la aplicación e interpretación de preceptos de indudable naturaleza federal y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante con apoyo en dicha normativa.   Dado que han sido invocadas causales de arbitrariedad que se hallan estrechamente vinculadas con los temas federales en discusión, corresponde que su tratamiento sea abordado en forma conjunta.


    Banco Mayo C.L. s/ Liquidación Judicial - Incidente de revisión Artículo 37 - Ley 24.522


    B, 1041, L. XL, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Recurso de queja. Ley de consolidación de deuda pública. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se halla en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal y la decisión del superior tribunal de la causa, a la que cabe atribuir el carácter de definitiva, en tanto ocasiona un gravamen de imposible reparación ulterior, es contraria al derecho invocado por el apelante.  En cuanto al fondo del asunto, se entiende que asiste razón a la apelante en cuanto sostiene que los créditos reclamados por la demandada se encuentran comprendidos en el régimen de consolidación de deudas y, por lo tanto, deben ser percibidos mediante este régimen particular.  Al respecto, cabe recordar que la Corte ya tuvo oportunidad de examinar cuestiones análogas a las que se debaten en el sub lite en el precedente de Fallos: 317: 1071, donde estableció que, cuando las deudas han estado sujetas a controversia reclamada judicial o administrativamente o han sido reconocidas por pronunciamiento judicial, se produce la consolidación aunque pueda considerárselas, por hipótesis, como deudas corrientes vencidas o de causa o título anterior al 1° de abril de 1991. Añadió la Corte que se trata de una excepción a la exclusión dispuesta por la primera parte de la norma que se refiere a las deudas corrientes, lo que se traduce en una inclusión en la consolidación.  Si bien tales argumentos estaban referidos a la aplicación e interpretación de la Ley 23.982, con posterioridad los reiteró al pronunciarse acerca de la aplicación a las deudas corrientes de la Ley 25.344.


    Intercargo S.A.C. c/ Orgamer S.A.


    I, 166, L. XLII, 02 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. Queja por denegación del recurso extraordinario. 


    Si bien las decisiones recaídas en juicios ejecutivos no constituyen, en principio la sentencia definitiva que exige el Art. 14 de la Ley 48, cabe asignar tal carácter a la resolución apelada que, por declarar inaplicable la doctrina de la apariencia concluye haciendo lugar a la excepción de inhabilidad de título y desconociendo, de tal modo, la calidad de avalista de la demandada, en tanto dicha cuestión no  podría ser planteada en una instancia ulterior, en razón de quedar comprendida en las previsiones del Artículo 553 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común y procesal constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos en principio a la insta ncia excepcional del Artículo 14 de la Ley 48, ha hecho excepción a tal regla, cuando el fallo prescinde de la consideración de argumentos conducentes para la correcta solución del caso y, por apoyarse en afirmaciones dogmáticas y pautas de excesiva latitud, no da respuesta adecuada a los serios planteas que el apelante formula en defensa de sus derechos.  La doctrina del ultra vires receptada en el Artículo 58 de la Ley de Sociedades postula que los actos de los representantes obligan a la sociedad cuando no sean notoriamente extraños a su objeto social y se aplica aún en infracción de la organización plural en el   supuesto de obligaciones contra idas mediante títulos valores, salvo que el tercero tuviere conocimiento efectivo que el acto se celebra en infracción a la representación plural.  Ahora bien, dado que la actuación del representante societario conlleva la imputación de sus actos a la persona jurídica, tanto el  otorgamiento de un poder para dar avales, tal lo establecido por los jueces de la causa, como la actuación del mandatario por la  representación que le fue conferida, se inscribe en el ámbito de la apariencia jurídica que consagra esa norma y en cuya virtud, se acuerda plena eficacia a tales actos jurídicos respecto de terceros, mediante el juego de una presunción que sólo puede desvirtuarse  cuando ellos conocen efectivamente que el acto concreto es celebrado sin dichas facultades. Al respecto, en oportunidad de rechazar una excepción de falta de legitimación pasiva deducida por abuso de firma en blanco en un pagaré suscripto por un funcionario competente de la demandada, la Corte consideró que no podía excusar la responsabilidad por la defectuosa ejecución de un mandato,  pues ello no era sino una expresión del principio que impone el respeto de la apariencia del derecho, que ha justificado aún soslayar la normas referentes a la infracción de la representación plural.


    Grupo República S.A. c/ Terminales Portuarias Argentinas S.A.


    G, 341, L. XL, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Internacional


    Daños y perjuicios


    Guerra de Malvinas. Demanda contra estado extranjero. Derecho internacional. Inmunidad soberana. Inmunidad de jurisdicción. 


    La sentencia apelada se ajusta a derecho y debe ser confirmada, máxime cuando el recurrente no discute la existencia de la inmunidad jurisdiccional de los Estados extranjeros, sino que cuestiona la calificación otorgada por la cámara a los hechos generadores del daño cuya reparación persigue en esta causa.  En esta materia —ley 24.488—, la regla básica indica que los Estados no están sometidos a las jurisdicciones de otros Estados, conforme a una sólida y aceptada norma del Derecho Internacional y que ella sólo puede ser dejada de lado en algunos supuestos. Este Tribunal, en virtud de una reconocida práctica internacional, abandonó con el precedente “Manauta” el criterio anterior y adhirió al principio de la inmunidad relativa o restringida según la cual cabe distinguir entre los actos iure imperi -actos de gobierno realizados por el Estado extranjero en su calidad de soberano- y los actos iure gestionis -actos de índole comercial-. Respecto de los primeros, estableció que se mantiene el  reconocimiento de la inmunidad de jurisdicción del Estado extranjero, en tanto que, respecto de los segundos, decidió que debían ser juzgados en el Estado competente para dirimir la controversia.  A su vez, también sostuvo que sin perjuicio de la finalidad pública perseguida por todo Estado en su actuación, aun al realizar actos de gestión, la pauta de interpretación válida para determinar si un Estado puede ser juzgado por los tribunales del foro es la naturaleza de la actividad.  Aun cuando la tendencia actual es excluir de la calificación de “iure gestionis” a la actividad comercial de los Estados -como se advierte de la evolución de la jurisprudencia de la Corte y de la propia ley 24.488-, los avances en la materia se detienen ante situaciones como la discutida en autos, pues no cabe suponer que los hechos que constituyen la causa de los daños que aquí se reclaman puedan ser incluidos en aquella categoría. Antes bien, se trata de actividades que trasuntan el ejercicio de imperium por parte del Estado y, por lo tanto, están comprendidas en el art. 1° de la ley 24.488, de tal forma que verificar el examen de los actos de un estado soberano por los tribunales de otro y acaso declarar su invalidez mediante una sentencia contra la voluntad del primero llevaría sin duda a poner en peligro las relaciones entre los gobiernos y turbaría la paz de las naciones.


    Davidoff, Constantino c/ Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte s/ Daños y perjuicios


    D, 370, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Laboral


    Competencia


    Cuestiones de competencia, Competencia comercial. Concurso preventivo. Insidente de verificación. Crédito laboral. Reclamo salarial. Diferencias salariales. 


    En las presentes actuaciones se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el art. 9° de la Ley 26.086, toda vez que surge de las mismas que se ha iniciado incidente de verificación de crédito motivo por el cual no corresponde su devolución al tribunal de origen.


    Agostino, Delia Rosalia c/ Correo Argentino S.A. s/ Diferencias de salarios


    COMP, 1081, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia laboral. 


    En las actuaciones no se da ninguna de las excepciones previstas en el Art. 9º de la Ley 26.086, corresponde su devolución al tribunal de origen, toda vez que se trata de un juicio laboral, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal.


    Di Mayo, Luis Alberto c/ Celulosa Jujuy S.A. s/ Indemnización por despido


    COMP, 1042, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal. Despido. 


    Si bien para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la acción, también se ha dicho que a tal fin se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes.  Corresponde a la justicia federal conocer en la causa, puesto que al instaurarse una demanda contra el Estado Nacional o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los Arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, Inc. 6° y 12 de la Ley 48.


    Lage, Mirta c/ Estado Nacional ENTEL s/ Empleo público


    COMP, 1036, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Accidente de trabajo, Indemnización por incapacidad. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVIII, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A. s/ Inconst. Art. 46 Ley 24.557”.


    En orden a la naturaleza común de la legislación en materia de riesgos del trabajo y carácter privado de las aseguradoras respectivas, corresponde concluir que el supuesto resulta ajeno a la competencia de la justicia federal de la seguridad social.


    Salazar, Raúl A. c/ QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente - Ley 9.688


    COMP, 45, L. XLII, 30 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Empleador fallido. Competencia laboral. 


    Ley 26.086: excepción del fuero de atracción concursal.


    Corresponde poner de resalto que el art. 21 inc. 2° de la ley 24.522 modificada por ley 26.086 dispone, refiriéndose a los efectos de la apertura del concurso preventivo que los juicios laborales quedan exceptuados de la aplicación del principio del fuero de atracción, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo dispuesto por los artículos 32 y concordantes de la ley 24.522.


    Insaurralde, Ramón Antonio c/ Nicolás Saponara e Hijos S.A. y otra s/ Accidente


    COMP, 40, L. XLII, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Cuestiones de competencia


    Concursos, Crédito laboral. Fuero de atracción. Competencia laboral. 


    Contienda jurisdiccional. Juicio laboral. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por el artículo 21 de la ley 24.522, toda vez que en el presente caso se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones prevista en el inc. 2° de dicha norma (texto según Art. 4° de la ley 26.086).  Por lo expuesto, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el juzgado laboral, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del concurso (Art. 21 última parte, primer apartado de la norma citada).


    Fernández, Elba Graciela c/ Federación de Asociaciones Católicas de Empleados Asociación Civil s/ Ejecución de créditos laborales


    COMP, 553, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Laboral


    Derecho de la Seguridad Social, Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. 


    Sistema Nacional de Reciprocidad Previsional. Antigüedad única. Adhesión provincial: limitación a determinadas modificaciones.


    El sistema de reciprocidad previsional tuvo como objeto cardinal ampliar el campo de los derechos jubilatorios, creando una antigüedad única generada por el cómputo de servicios prestados sucesivamente bajo distintos regímenes como si todos ellos lo hubieran sido bajo la Caja Jubilatoria. Pero dichos derechos deben ser ejercidos dentro el marco que fijan las normas institucionales dictadas por la Nación, cuya operatividad, respecto de las jurisdicciones provinciales, es el resultado de los acuerdos que formalizaron las autoridades respectivas. Estos instrumentos integran el mencionado régimen al precisar las condiciones y modalidades bajo las cuales los afiliados podrán acogerse a sus beneficios.  Una vez incorporada una provincia al sistema nacional de reciprocidad jubilatoria no pierde con ello la autonomía legislativa en esa materia; pero las variaciones que introduzca en sus leyes de previsión no pueden alterar en lo esencial y por la sola decisión suya los términos de su adhesión al sistema de referencia. Esta limitación juega en caso que las modificaciones afecten al régimen de prestaciones por servicios mixtos.


    Rodríguez, María c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba


    R, 14, L. XXXIX, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regímenes. Reparto. Prestaciones. Pensión por Fallecimiento


    El artículo 10 de la ley 23.570 expresamente dice que los textos definitivos de los incisos 1 y 3 del artículo 38 de la ley 18.037 se aplicarán a los regímenes establecidos por, entre otras, la ley 21.965, situación que viene a desvirtuar, entonces, la conclusión a la que arribó el sentenciador.  No puede ponerse en duda tal disposición, como pretendió hacerlo el a-quo, desde que la Corte, en un caso similar, aplicó dicho artículo a la pensión a otorgarse por otro de los regímenes comprendidos en su letra (el estipulado por la ley 19.101), en tiempo en que ya regía el nuevo sistema jubilatorio implementado por la ley 24.241.  El artículo 102, inciso b) de la ley 21.965 ha quedado desactivado por las disposiciones referidas de la ley 23.570, desde que resulta con meridiana claridad que el legislador, con la sanción de la última de las normas referidas, tuvo la intención de unificar los requisitos exigidos para la obtención de pensiones y salvar las diferencias que hasta ese momento existían en los regímenes especiales que contempló.


    Santopietro, Arturo Salvador c/ Caja Retiros Jubilaciones Pensiones Policía Federal


    S, 2645, L. XL, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Enfermedad profesional


    Asegurador por riesgos del trabajo, Recurso extraordinario federal. Cuestión no federal. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Remisión al fallo de la causa A. 2652, L. XXXVIII, “”Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A.”


    Los agravios remiten al examen de cuestiones no federales. No obstante, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida. En tales condiciones, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  La ad quem no pudo sostener válidamente que no se alegó ni probó la insuficiencia o inequidad del sistema de prestaciones de la LRT, cuando, como lo resaltó Provincia ART y compartió la juez de grado, no se trataría la patología constatada por el perito, de una resarcible en el marco de la ley n° 24.557.  Por tal motivo, se debe hacer lugar al recurso interpuesto. Y es que, por un lado, el juzgador sustentó su decisión en el precedente de Fallos 325:11, sin emprender siquiera un mínimo esfuerzo argumentativo que justifique su aplicación al sub lite, siendo que, al menos debió dar respuesta a la controversia en la medida que el debate exigía un mayor desarrollo respecto a lo discutido y las pruebas producidas, máxime cuando, como quedó dicho, las circunstancias fácticas de uno y otro supuesto aparecen, prima facie, como disímiles.  Y por el otro, soslayó considerar que, sin perjuicio del planteo de tenor constitucional referido al artículo 39.1 de la ley N° 24.557, la reclamante fincó su pretensión en el resarcimiento de una patología, a priori, ajena al marco especial de la ley sobre riesgos del trabajo.  Frente a tales elementos, que diferencian el presente caso del de Fallos: 325:11, donde ni siquiera se había substanciado la causa, cabe tener presente lo manifestado en "Aquino”.  La sentencia de la ad quem satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos de la causa, por lo que, ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    Fernández Ojeda, Eleno c/ Masanti Gómez y Asociados S.R.L.


    F, 573, L. XXXIX, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Indemnización por despido


    Indemnización agravada, Aplicación temporal de la ley. Jurisprudencia no aplicable. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. 


    Errónea interpretación del precedente de Fallos: 327:4422.


    El precedente de Fallos: 327:4422, no consagra la solución que le atribuye la Sala ad quem, desde que se limitó a reprochar, en el marco de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, la omisión de examen por el juzgador del agravio relativo a que el artículo 16 de la ley n° 25.561, con indiferencia del decreto n° 50/02, debía ser entendido como vigente al tiempo del despido, dados los propósitos que perseguía y las consecuencias disvaliosas que irrogaba toda demora en su aplicación. Lejos de considerar, en suma, al citado artículo 16 de la ley n° 25.561 vigente al momento del distracto, la Corte puntualizó, incluso, que lo dicho no abriría juicio sobre el resultado definitivo del planteo.  En tales condiciones, no cabe sino entender que el acto jurisdiccional resulta inválido y así corresponde que se declare, en vista de que la alzada, en su remisión, confirió al precedente un alcance sustantivo del que notoriamente carece, sin hacerse cargo, por otro lado, explícitamente, ni de la supuesta vigencia inmediata del artículo 16 de la ley n° 25.561, ni de lo argüido por los pleitistas en orden a la regularidad constitucional del decreto n° 50/02, extremos todos que lo tornan arbitrario.


    Barreiro, Marcelo Fabián c/ Banco Bansud S.A. - Grupo Macro s/ Ley 25.561


    B, 1173, L. XLI, 07 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de Contrato de Trabajo


    Extinción del contrato de trabajo, Indemnización. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, "Vizzoti, Carlos Alberto c/ Amsa S.A. s/ Despido", y al dictamen de la causa V. 218, L. XXXIX, "Valente Diego Eduardo c/ Bank Bsoton N.A. s/ Despido".


    Fossatti, Pablo Alfredo y otro c/ Banco Bansud S.A. s/ Despido


    F, 72, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario


    Emergencia económica, Poderes del Estado. Despido sin causa. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1352, L. XL, "Salemme, Héctor c/ Emecé Editores S.A. y otro s/ Despido".


    La disposición establecida en el art. 16 de la ley 25.561-que transitoriamente modifica previsiones de derecho laboral común en materia de despido- se dirigió a preservar el empleo en un marco en extremo dificultoso; es decir, no se trató de una medida dispersa, sino de una que debe valorarse en compañía de otras, como las referidas a la emergencia ocupacional, reglamentación del trámite aplicable a los despidos sin causa, creación del programa jefes de hogar, etcétera.  El incremento indemnizatorio legislado en el art. 16 de la ley 25.561 se dirigió no sólo a endurecer o agravar las condiciones de egreso del empleo por el plazo establecido, en un contexto de agudísima emergencia económico-social, sino que, además, se propuso hacerlo de manera inmediata, sin solución de continuidad, privilegiando un notorio objetivo de contención social, destacándose especialmente de la prescripción su contenido protectorio de los trabajadores con las fuentes de trabajo en escenario de peligro.  Situados en un plano de emergencia -declarado, por su parte, en la ley 25.561 y sus prórrogas (leyes 25.820 y 25.972)- no se advierte que la procedencia del incremento resarcitorio previsto en el art. 16 de la ley 25.561 sea ostensiblemente irrazonable; en particular si se repara: a) en los elevados índices de desempleo; b) en que el dispositivo limita la facultad rescisoria del empleador por medio de un aumento de la tarifa, mas no le impide o prohíbe despedir; y c) en que se trata de una norma transitoria, objeto de periódicas revisiones por el Poder Ejecutivo.  No incumbe a los jueces pronunciarse sobre el mérito, eficacia, oportunidad o conveniencia de los actos de los otros poderes del Estado, considerándose admisible que el legislador, ubicado en su zona de reserva y en la conciencia de una crisis profunda y de impacto nocivo en el empleo, procure excepcionalmente disuadir los despidos sin causa, tornándolos más onerosos durante el lapso de la emergencia, graduando la intensidad de la tutela contra el despido arbitrario a que alude el artículo 14 bis de la Ley Suprema en función de la coyuntura desfavorable para el trabajo dependiente.


    Aceval Pollacchi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido


    A, 996, L. XLI, 12 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Procesal Constitucional


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal, 


    Demanda de despido. Reclamo de vacaciones no gozadas. Valoración del intercambio epistolar. Rechazo de la queja: sentencia con suficiente sustento.


    La sentencia recurrida halla suficiente sustento en los asertos de hecho y derecho procesal y común que le confieren andamiaje, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad.  No resulta acreditado lo expuesto por el quejoso en orden a que la Cámara -al igual que el juez de mérito- fundó su pronunciamiento sobre una construcción falaz, al solo efecto de rechazar el reclamo. Tampoco lo concerniente a la inadecuada valoración del intercambio epistolar, con cuyo resultado solamente se discrepa, ni a la desatinada inteligencia de las normas aplicables, cuya critica traduce un desacuerdo, en el mejor de los casos, dogmático, que no consigue poner de manifiesto la índole absurda o irrazonable de la propugnada por la juzgadora.


    Gómez Castañon, Oscar E. c/ LS 4 Radio Continental S.A. y otro


    G, 2008, L. XL, 15 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso Extraordinario Federal, 


    Remisión al dictamen de la causa E. 221, L. XLI, "Edesur S.A. c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Bienes del Estado s/ Escrituración”.


    Moro, Daniel c/ Junta Nacional de Granos s/ Demanda laboral


    M, 2946, L. XLI, 20 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos de admisibilidad. Requisitos Objetivos. Motivos en los que debe apoyarse. 


    Demanda de diferencias salariales contra SADAIC. Existencia de procesos penales contra el trabajador. Percepción de comisiones indirectas. Calificación de eventos extraordinarios. Acuerdo ante el SECLO no homologado. Cuestiones de hecho y derecho común ajenas al remedio extraordinario


    En cuanto a la crítica referida a que las comisiones indirectas vulneran el derecho de propiedad de S.A.D.A.I.C., se advierte que las objeciones planteadas por la recurrente, además de remitir al estudio de temas en estricto ajenos a la instancia federal, sólo trasuntan su discrepancia con el parecer de la Alzada contrario a la supuesta caducidad de las normas controvertidas -arts. 23 y 24, CCT n° 83/75-, sin hacerse cargo, por otra parte, en el plano excepcionalísimo de la doctrina sobre sentencias arbitrarias desde donde formula su reproche, que ella es incompatible con argumentos no federales que, allende su grado de acierto, bastan, como en el supuesto, para sustentar lo decidido.  La cláusula que dispone que la calificación de los "eventos extraordinarios" debe realizarse entre las partes que subscribieron el convenio colectivo, es un tema propio de los jueces de la causa y ajeno a la instancia extraordinaria, y en la medida que se trata de una interpretación posible sobre una norma de derecho común, que en todo caso podría reputársela opinable.  La queja sobre la supuesta arbitrariedad de la sentencia en cuanto se entendió que el silencio del trabajador no afecta la exigibilidad de la obligación parcialmente satisfecha, y que el acuerdo sin homologar no puede tener efecto de cosa juzgada, no se compadece con un correcto análisis de los fundamentos del fallo que se intenta cuestionar.  El examen de las circunstancias del caso, realizado por el a quo en el punto, no sólo no resulta arbitrario, sino que es una derivación lógica y razonada del derecho vigente, que versa sobre la interpretación de normas integrantes del derecho común, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional, asentado en hechos probados en el expediente, y con fundamentos suficientes que impiden la tacha de arbitrariedad, conforme a la doctrina elaborada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  En cuanto a la determinación de la suma con la que se eleva el monto de la condena, no parece que el a quo hubiese examinado las circunstancias del caso con la misma profundidad con que examinó los ítems del convenio; antes bien, dio una respuesta dogmática sin tratar cuestiones relevantes y conducentes a la dilucidación del pleito.


    Cerososimo, Luis Alfredo c/ Sociedad Argentina de Autores y Compositores -SADAIC- s/ Diferencias salariales


    C, 1703, L. XL, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recursos


    Recurso extraordinario, Ley sobre riesgos de trabajo. Accidentes de trabajo. 


    Remisión a Fallos: 327:3610.


    Strangio, Domingo c/ Cattorini Hermanos S.A.C.I.F. s/ Accidente


    S, 1781, L. XLI, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso. Recurso de queja. Desistimiento. 


    Si los depósitos efectuados resultaron ser una consecuencia de la conducta discrecional de la accionada, ello, de conformidad con los artículos 873, 915 y 918 del Código Civil, tácitamente implica haber desistido de la cuestión contendida en el recurso interpuesto.


    Graf, Rosalía Beatriz c/ Witcel S.A.


    G, 1277, L. XL, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinaro federal, Indemnización por accidente de trabajo. Accidentes de trabajo. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. C. n° 4154, L. XXXVIII; "Cachambi, Santos c/ Ingenio Río Grande S.A.", el 30.12.04; "Rivero" de Fallos: 325:3265; S.C. P. n° 673, L. XXXVIII y P. n° 961, L. XXXVII; "Ponce, Ricardo c/ Ferrosider y otro", del 10.3.04


    Arnez Ricaldez, Nicolás c/ Liberty A.R.T. y otro s/ Accidente - acción civil


    A, 997, L. XLI, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remuneración


    Remuneraciones accesorias, Adicional por antigüedad. Universidades nacionales. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 761, L. XL, "Martínez, Alberto Manuel c/ Universidad Nacional de Tucumán s/ Nulidad de resolución y cobro de pesos por diferencia salarial y daños".


    Mercau, Roberto Washington c/ Universidad Nacional de Tucumán s/ Nulidad de resolución y cobro de pesos por diferencias de salarios y daños


    M, 2063, L. XL, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 761, L. XL, "Martínez, Alberto Manuel c/ Universidad Nacional de Tucumán s/ Nulidad de resolución y cobro de pesos por diferencia Salarial y daños".


    Torres Nieto de Mercau, Georgina Nydia c/ Universidad Nacional de Tucumán s/ Nulidad de resolución y cobro de pesos por diferencias de salarios y daños


    T, 448, L. XL, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Universidades nacionales


    Indemnización por despido, Antigüedad. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 761, L. XL, "Martínez, Alberto Manuel c/ Universidad Nacional de Tucumán s/ Nulidad de Resolución y Cobro de Pesos por Diferencia Salarial y Daños".


    Abuin, Juan Nicolás Cándido c/ Universidad Nacional de Tucumán s/ Nulidad de resolución y cobro de pesos por diferencias de salarios y daños


    A, 1297, L. XLI, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Penal


    Abuso sexual


    Instrucción. Pena de inhabilitación. Non bis in ídem. Ley penal más benigna. Recurso extraordinario federal. Recurso de queja (procesal). Improcedencia del recurso.


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisiblidad. Introducción oportuna del agravio. Fundamentación adecuada. Ausencia de arbitrariedad en la decisión.


    La vía utilizada para cuestionar el decreto 1390/01 es improcedente, porque no se demostró que aquél adolezca de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta.


    B., J. d. V. s/ Abuso deshonesto en forma agravada -causa nº 5.288-


    B, 2828, L. XL, 13 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Administración fraudulenta.


    Habida cuenta que los magistrados intervinientes no cuestionan la calificación legal del hecho a investigar, se estima que resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    C., M. Orlando y otros s/ Administración fraudulenta


    COMP, 1321, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Jurisdicción y competencia. Defraudación. Estafa.


    Debe aplicarse la doctrina de la Corte que establece que los cheques de pago diferido son instnunentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el Artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el Artículo 6° de la Ley 24.452.  En mérito a lo expuesto, y toda vez que el domicilio del banco girado se encuentra ubicado en esta Capital, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo penal económico para conocer en la causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    T., Miguel s/ Estafa


    COMP, 1244, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Estafa.


    Determinación de la competencia en razón del territorio.


    Si lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


    G., Eduardo Leopoldo s/ Estafa


    COMP, 1119, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Conflictos de competencia


    Competencia federal.


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1546, L. XLI, "P., Martín y otro s/ Secuestro extorsivo".


    P., Diego Martín y otros s/ Secuestro extorsivo y otros


    COMP, 1908, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Administración fraudulenta. Lugar de hecho. Competencia provincial.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, entendiéndose por tal, donde se cumplen las negociaciones encomendadas al mandatario. Ello, sin perjuicio de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    G., Osvaldo Alberto s/ Estafa


    COMP, 1904, L. XLI, 02 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal.   


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1546, L. XLI, "P., Martín y otro s/ Secuestro extorsivo".


    P., Diego Martín y otro s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP, 1909, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Falsificación de documento público. Competencia provincial.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    G., Enzo Ariel s/ Denuncia


    COMP, 1860, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Homicidio culposo. Mala praxis. Lugar del hecho. Competencia nacional.


    En el caso de muerte de una persona por el supuesto accionar negligente e inadecuado por parte de los profesionales médicos corresponde conocer al juez con jurisdicción en el lugar donde se habrían omitido los deberes de cuidado que habrían provocado a posteriori el fallecimiento en territorio provincial.


    Hospital D. s/ Homicidio culposo


    COMP, 811, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheque sin provisión de fondo. Cheque sin fondos. Estafa. Domicilio del girado. Competencia provincial.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. En esos casos, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 61 de la ley 24.452.


    A., Carlos y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP, 1387, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Concurso de delitos. Unificación de penas.


    Unificación de pena en caso de violación de la primera parte del artículo 58 del Código Penal.  Corresponde al Juez que dictó la pena mayor.


    Tiene establecido la Corte que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, cuando dicho tribunal no cumple con la disposición de la norma citada, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde al juez que haya aplicado la pena mayor expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


    T., Marcelo Miguel s/ Robo en poblado y en banda


    COMP, 331, L. XLII, 25 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Constitucional


    Declaraciones.


    Temor de parcialidad: juez que intervino en la instrucción. Imposibilidad de que intervenga en el juicio oral. Cuestión que devino abstracta.


    Los fallos de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal.  Al haber dejado de existir la posibilidad de que la juez que tuvo a su cargo la instrucción de la causa intervenga en el debate oral, las cuestiones relativas a la garantía de imparcialidad del tribunal y a la constitucionalidad del juicio correccional previsto en el ordenamiento procesal penal nacional, devinieron abstractas.


    C., María Alejandra s/ Artículo 84 del Código Penal -causa nº 6.596-


    C, 1842, L. XL, 07 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Penal


    Homicidio culposo. Prescripción de la acción penal. Ley penal más benigna.


    La posibilidad de practicar una combinación de dos dispositivos que regulen idénticos supuestos, significaría la creación pretoriana de un tercero, nacido de los aspectos más favorables de una y otra regla. Pero de ninguna manera se prohíbe tomar por separado normas que contemplan distintas situaciones: una cosa es el monto punitivo, y otra, la pervivencia del jus punendi. Bien se puede, o más bien, se debe, en consecuencia, tomar por separado la pena más benigna de las lesiones culposas, y la redacción más favorable en cuanto a qué actos interrumpen la prescripción.  Se desvirtúa el principio de ley penal más benigna, si se toma como un todo el bloque de leyes penales vigente en un momento dado, sin diferenciar cada una de las instituciones que se regulan para efectuar una operación comparativa correcta.


    M., Eduardo Jorge s/ Homicidio culposo - causa nº 20.176/05


    M, 2687, L. XLI, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Parte Especial. Delitos Previstos en el Código Penal. Delitos contra la Propiedad. Estafas y Otras Defraudaciones.


    Conducta del beneficiario que siguió percibiendo la jubilación del beneficiario fallecido. Consideración respecto si dicha conducta configura el delito de defraudación al Estado. Reenvío para que la Cámara Nacional de Casación Penal resuelva la controversia


    Si el objeto procesal de la causa consiste en determinar si la conducta del apoderado que siguió percibiendo la jubilación del beneficiario fallecido, y que, al ser descubierto, reconoció el hecho y celebró un acuerdo resarcitorio con el ente perjudicado, configura el delito de defraudación al Estado, teniendo en cuenta la controversia que sobre el punto mantuvieron las instancias ordinarias y este ministerio público, y que ésta fue llevada a los estrados de la casación nacional sin obtener respuesta, cabe considerar que es este tribunal el llamado a decidir sobre tal cuestión de derecho penal, teniendo en cuenta la importancia de resolver un caso que periódicamente se plantea ante los tribunales.  En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso interpuesto y reenviar el caso a la Cámara Nacional de Casación Penal para que resuelva la controversia.


    G., María Esther s/ Sobreseimiento -causa N° 37.392-


    G, 185, L. XLII, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Abuso de Confianza. Administración Fraudulenta.


    Administración fraudulenta: lugar donde debe reputarse cometido el delito.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    A., Ángel Mario y otro s/ Extorsión y defraudación


    COMP, 1905, L. XLI, 07 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Elementos de la Figura.


    Contienda negativa de competencia. Entrega de un cheque de pago diferido a cambio de una contraprestación: ausencia de la simultaneidad necesaria para configurar una estafa. Posible infracción al artículo 302 del Código Penal.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    A., José Ramón y A., Jorgelina s/ Infracción al Artículo 302 Código Penal


    COMP, 443, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de instrumento público


    Estafa. Tentativa. Non bis in ídem. Concurso ideal. Derivación no razonada del derecho vigente.


    En el sub lite encierra cuestión federal suficiente, en la medida que los argumentos del apelante están dirigidos a cuestionar el alcance que el a quo adjudica al principio de non bis in ídem y la resolución ha sido contraria al derecho invocado.   Si las conductas sucesivas incriminadas -adulteración de documento público y tentativa de estafa- conforman el iter criminis de un mismo propósito o designio delictivo, aquellas constituyen, por lo tanto, un único hecho de juzgamiento inescindible.     La tentativa de estafa cometida con un documento de identidad adulterado constituye un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que la adulteración de documentos concurre idealmente con la estafa posterior realizada con los documentos adulterados, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. De lo contrario, el juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- importaría violar la prohibición de doble persecución penal, cuyo rango constitucional fue reconocido por la Corte.


    A., Ángel  s/ Recurso de casación


    A, 348, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable


    Tratados internacionales. Sentencia definitiva o equiparable. Prescripción. Arbitrariedad. Secuela de juicio. Declaración Indagatoria.


    En esta materia (garantía a ser juzgado en un plazo razonable) no existen plazos automáticos o absolutos y, precisamente, la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible.  El artículo 7.5 del Pacto de San José de Costa Rica reconoce el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable a toda persona "detenida o retenida", lo cual permite fundadamente afirmar que rige a partir de la verificación de ese hecho. En igual sentido, el artículo 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece que "durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho a ser juzgada sin dilaciones indebidas", por lo que también es posible interpretar que la garantía opera recién cuando la persona es acusada.  Tales preceptos, no contemplan la vigencia de ese derecho desde el mero inicio cronológico del proceso sino que, dada la calidad subjetiva con que es reconocido, debe entenderse que para ello se requieren esos grados de persecución personal, pues recién entonces pueden dictarse medidas de coerción hacia el imputado, cuya duración debe quedar sometida a control de legitimidad al amparo de esta garantía.  La Corte ha sostenido que la sola invocación del caso "Mattei" es inhábil para hacer excepción al criterio que indica que decisiones como la aquí apelada no constituyen sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de la ley 48, si no se demuestra que, con arreglo a las constancias concretas de la causa, se ha configurado una situación similar a la que se resolvió en aquél, pues la mera prolongación del proceso no torna automáticamente aplicable la solución allí adoptada, sino que es necesario que se demuestre la irrazonabilidad de ese plazo.  Así las cosas, ante las diversas circunstancias que se registran entre los precedentes invocados y el sub examine, al no haber alcanzado a demostrar el recurrente que el tiempo íntegro de trámite que lleva el proceso, aun cuando pueda ser considerado prolongado, resulte asimilable al de la persecución penal dirigida a su respecto y, de ese modo, pueda verse afectada la garantía en cuestión, no corresponde equiparar a sentencia definitiva aquélla cuya revisión se pretende, pues no se han acreditado las especiales condiciones que el Máximo Tribunal valoró al hacer excepción al principio supra reseñado.  El planteo de arbitrariedad vinculado con el carácter de "secuela de juicio" atribuido al auto de llamado a indagatoria exhibe, en rigor, una discrepancia con el criterio razonable que aplicó el a quo para la valoración de elementos de hecho y prueba; y, más allá de su acierto o error, permiten descartar la existencia de ese vicio en el rechazo de la excepción de prescripción, máxime cuando el recurrente no ha alcanzado a desvirtuar esa inteligencia del asunto desde que sus propias referencias coinciden en cuanto a esa realidad del proceso. Por lo tanto, con arreglo a los precedentes que excluyen de la instancia extraordinaria cuestiones de esa naturaleza, resulta improcedente.


    C. B. S.A. s/ Infracción a la Ley 23.771 -causa nº 7.621-


    C, 2625, L. XL, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Infracciones aduaneras


    Tenencia injustificada de mercadería extranjera. Ley penal en blanco. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad.


    Para la vigencia y los alcances de la garantía de la aplicación de la ley penal más benigna. Remisión a los fallos de la Corte “Cristalux S.A. s/ ley 24.144” y de Fallos: 321:824 (voto del juez Petracchi).


    En lo que hace al fondo de la cuestión, la Corte ha expresado que los Arts. 985 y 987 del Código Aduanero prevén y reprimen la tenencia de mercadería de origen extranjero con fines comerciales o industriales cuando no presentaren  aplicados los respectivos instrumentos fiscales o medios de identificación, o cuando no se probare, ante el requerimiento del servicio aduanero, que aquélla hubiese sido librada lícitamente a plaza. Estas infracciones ya estaban contenidas en la anterior legislación aduanera, y la Corte ya había señalado a su respecto que eran diferenciables de las comprendidas en las normas que reprimen el delito de contrabando y su encubrimiento. En ese mismo sentido debe interpretarse el Art. 991 del Código Aduanero.  La exposición de motivos de la ley 22.415 expresó que se mantiene el criterio de que se trata de una infracción que por su estrecha vinculación con el delito de contrabando debe ser severamente penada, ya que al consistir en la comercialización de la mercadería presuntamente objeto de aquél, juega necesariamente como su complemento.   La Corte tiene dicho que la función primordial del organismo aduanero consiste en ejercer el control sobre el tráfico internacional de mercaderías para lo cual ha de contar con la colaboración de los particulares involucrados de todo un sistema de documentación que, con base a su certeza, detalle y confiabilidad, permita evitar que al amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen y perviertan.   En efecto, el art. 991 de la ley 22.415 es una norma penal en blanco, que requiere del necesario complemento de otras disposiciones a las que implícitamente se remite. Y en este caso, la ley penal fue completada primera con la resolución 2.522/86 y luego mediante la 3.279/96.   No resulta un obstáculo la aplicación de la citada garantía al caso de autos lo establecido en el Art. 898 in fine del código de la materia, ya que las citadas resoluciones aduaneras no versaban sobre el tratamiento aduanero o fiscal de la mercadería, sino sencilla y únicamente sobre ciertas obligaciones formales a cumplir con ella, tal como su identificación mediante la colocación de sellos o estampillas a los fines de facilitar el control aduanero posterior.  Por lo tanto, la decisión recurrida, en tanto afirma que a la referida sustitución reglamentaria no puede asignársele el carácter de ley penal más benigna es descalificable a la luz de la conocida doctrina que sobre la arbitrariedad tiene construida la Corte, ya que no resulta una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa y que, por ende, no puede ser mantenida.


    S. E. de R. S.A. c/ Dirección General de Aduanas


    S, 327, L. XLI, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Constitucional


    Recurso Extraordinario Federal. Requisitos de admisibilidad. Requisitos Objetivos. Motivos en los que debe apoyarse. Arbitrariedad. Supuestos. Apartamiento de las constancias de la causa.


    Si bien tiene resuelto la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, por regla, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, corresponde hacer excepción a ello ante supuestos de arbitrariedad por apartamiento de las constancias del proceso o excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso.  El a quo, al haber rechazado la casación con sustento en que el Fiscal General no habría demostrado la falta de racionalidad de la sentencia, ha incurrido en una afirmación dogmática, desprovista de sustento en las constancias de la causa y, al mismo tiempo, en un exceso ritual manifiesto, que autoriza su descalificación como acto jurisdiccional válido.  Para tener por acreditado tales extremos, resulta imperioso revisar la forma en que fue apreciado el hecho reprochado al encausado y las pruebas acumuladas en el proceso, aspectos que constituyen, en principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, las particularidades que presenta este caso permiten apartarse de esa regla con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las mencionadas garantías constitucionales, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.  En el voto mayoritario de la sentencia de condena no existió una adecuada ponderación de ciertas constancias del proceso que permitirían tener por acreditado las condiciones de operatividad de las armas utilizadas en el hecho juzgado, a pesar de no haber sido secuestradas ni efectuados disparos en el suceso objeto de tratamiento.  Además, las características del hecho y de sus autores no permiten suponer que el armamento utilizado no funcionara correctamente o que careciera de munición.   Si a lo expuesto se le agrega que en autos tampoco se ha cuestionado la capacidad ofensiva de las armas empleadas, resulta manifiesto que los argumentos vertidos en la condena para descartar la agravante establecida en el artículo 166, inciso 2°, del código sustantivo, implicaron desconocer sin razón alguna la citada doctrina sentada por la Corte y realizar una aplicación inadecuada de la norma en cuestión, lo que equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos con directa afectación de las garantías constitucionales invocadas. Es por tal motivo que la calificación legal adoptada en consecuencia no se exhibe como una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.


    M., Walter Fabián s/ Robo -causa N° 5.076-


    M, 1796, L. XL, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Penal


    General. Jurisdicción y Competencia. Competencia. Por el Territorio. Distribución de la Competencia. Lugar de Comisión.


    Cheque de pago diferido: Entrega a cambio de una contraprestación. Simultaneidad necesaria para configurar la estafa.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Por lo demás, de la operación que motivó su entrega no surge que hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad del vendedor, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de valores con promesa de pago futuro. Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    B., Ariel s/ Estafa


    COMP, 140, L. XLII, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Por la Materia. Distribución de la Competencia. Competencia Federal. Por el tipo de delito. Delitos contra la Fe Pública.


    Concurso ideal de estafa cometida mediante falsificación o uso de documento.


    Resulta privativo de la justicia de excepción el juzgamiento de las infracciones al artículo 33 de la ley 20.974, por lo que a ella corresponde asignar la competencia aunque no haya sido parte en la contienda.


    A., Cristina Esther s/ Denuncia estafa


    COMP, 20, L. XLII, 07 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia Federal. Por el tipo de delito. Delitos contra la Fe Pública. Falsificación de documentos públicos.


    Concurso ideal de estafa cometida mediante falsificación o uso de documento.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. En el delito de estafa cometido mediante el empleo de documentos públicos de carácter nacional falsos, es a la justicia federal a la que le corresponde entender en la causa.


    B., José Hernán s/ Estafa


    COMP, 227, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda de competencia. Concurso ideal de estafa y falsificación o uso de documento público falso.


    En los casos en que el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.  Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    R., Roberto Claudio s/ Denuncia


    COMP, 1906, L. XLI, 07 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Recusación. Deber de imparcialidad. Procedencia del recurso.


    Las resoluciones que tratan sobre la recusación de los jueces de la causa no son susceptibles de recurso extraordinario por no constituir sentencia definitiva. Sin embargo, una resolución de ese tipo resolución puede equipararse a una definitiva en la medida en que lo resuelto importe un perjuicio de tardía o insuficiente reparación ulterior, lo que sucede cuando se hallan en juego la imparcialidad objetiva de los jueces y la doble instancia judicial, siendo el remedio federal la mejor oportunidad para su adecuada tutela, pues de lo contrario, la posterior revisión de lo decidido podría implicar un excesivo desgaste jurisdiccional.  Según los estándares delineado por el Tribunal Europeo y también señalados por la Corte, lo decisivo en materia de garantía de imparcialidad es establecer si, desde el punto de vista de las circunstancias externas (objetivas), existen elementos que autoricen a abrigar dudas con relación a la imparcialidad con que debe desempeñarse el juez, con prescindencia de qué es lo que pensaba en su fuero interno, siguiendo el adagio justice must not only be done: it must also be seen to be done.  Los magistrados que resolvieron un recurso de casación contra una sentencia absolutoria deben abstenerse de conocer en las impugnaciones dirigidas contra la sentencia condenatoria pronunciada con posterioridad, pues al conocer de estas últimas no reúnen la exigencia de imparcialidad, en razón de que ya han analizado parte del fondo del asunto y no solo de la forma.  La situación discutida en el caso puede encauzarse bajo el siguiente interrogante: ¿Los jueces que intervinieron previamente recovando una absolución pueden mantener su neutralidad al momento de revisar la sentencia condenatoria dictada posteriormente como consecuencia de aquella decisión?  La respuesta no puede ser otra que negativa, porque al revocar la absolución los integrantes de esa Sala ya tomaron un primer contacto con el objeto del proceso, pues se expidieron sobre la concurrencia de elementos normativos. Y es esta cuestión la que se debate en el recurso de casación entablado contra la sentencia condenatoria.


    A., Paulino Ricardo y otro s/ Causa N° 5.387


    A, 2155, L. XLI, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Recurso extraordinario


    Recurso de casación penal. Recurso in forma pauperis. Defensa en juicio. Procedencia del recurso.


    Remisión al fallo de la causa “Núñez, Ricardo Alberto s/ Sus recursos de queja y casación y extraordinario”.


    Si el imputado presentó un recurso de casación in pauperis contra la sentencia condenatoria recaída en su contra, y además el defensor actuante, en esa calidad, articuló idéntica impugnación, sin que conste que se le hubiere dado intervención con relación a los planteamientos del imputado, y posteriormente el imputado efectuó otra tempestiva presentación, que fue rechazada por simple decreto sin que conste intervención alguna de la asistencia técnica que es menester a fin de asegurar sus derechos, lo expuesto demuestra a las claras la ausencia de defensa material del imputado en el caso.  En consecuencia, cabe declarar la nulidad de todo lo actuado a partir del recurso de casación in forma pauperis, que deberá ser resuelto una vez puesta a salvaguarda la efectiva y sustancial asistencia letrada del imputado, para que dé fundamento técnico a los agravios puntuales de su defendido.


    R., José Luis s/ Recurso de queja


    R, 900, L. XL, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de estupefacientes. Almacenamiento de estupefacientes. Apreciación del juez. Denegatoria del recurso.


    La distinción entre la simple tenencia y el almacenamiento de estupefacientes resulta de las características que surgen implícitamente del verbo almacenar; características cuya convergencia deberán valorar en cada caso los jueces de la causa, sin que sea necesario para ello requerir un propósito o fin determinado para calificar la conducta.


    C. T., Juan Amador s/ Recurso de casación


    C, 1716, L. XLI, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Excepción de nulidad. Requisa personal. Procedimiento policial. Detención sin orden. Debido proceso. Revocación de sentencia.


    Si hay una discordancia entre el motivo aparente de la detención y el proceso que se terminó incoando por la tenencia de una escasa cantidad de marihuana, esta circunstancias priva de dirección y exactitud a la actividad prevencional.  No se dan las excepciones de los artículos 284, 230 bis y 231 "in fine" del Código Procesal Penal de la Nación, y del artículo 1º de la ley 23950, cuando no existen constancias irreprochables que permitan determinar que nos encontramos ante una situación de flagrancia, o de indicios vehementes de culpabilidad, o que concurran circunstancias debidamente fundadas que hagan presumir que alguien hubiese cometido o pudiese cometer un hecho delictivo o contravencional, o circunstancias previas o concomitantes que razonable y objetivamente permitan justificar dichas medidas respecto de alguna persona.  La mera existencia de una denuncia anónima y la alegación del policía de que uno de los detenidos llevaba en su mano un destornillador -que no fue secuestrado- no son razones suficientes para situarse dentro de los conceptos de "causa probable", "sospecha razonable" o "razones urgentes" para dar lugar lícitamente al arresto y requisa personal sin orden judicial.  No se respetan las garantías constitucionales del imputado si no hay testigos de la aprehensión ni de la posterior requisa, máxime cuando es realizada por un solo policía. Por lo expuesto, cabe concluir que ni la detención, ni la requisa, ni los elementos secuestrados como consecuencia, debieron haber dado origen a la instrucción de la causa.


    P. C., Mauricio Esteban s/ Infracción Ley 23.737 –Causa N° 50.176-


    P, 1666, L. XLI, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso in forma pauperis


    Robo con armas. Tenencia de armas de guerra. Defensa en juicio. Principio de contradicción. Sentencia arbitraria.


    Contumacia en la instrucción: no impide la continuación del proceso. Derecho a oír e interrogar los testigos de cargo. No afectación de la garantía por la ausencia del imputado durante la declaración de la víctima, en tanto haya estado presente su defensor. Invalidez de la incorporación por lectura de las declaraciones prestadas en sede policial. Ausencia de arbitrariedad de la condena, si en la causa subsisten otras pruebas suficientes para fundarla.


    La ausencia de notificación de las audiencias para recibir la ratificación de las testimoniales de los testigos no afecta, en principio, los derechos de defensa e interrogación de testigos, en tanto de la causa no surja que esa parte hubiere peticionado presenciar los actos de la instrucción, ni se  hubiese tratado de prueba definitiva o irreproducible que hubiere requerido su previa comunicación.  La contumacia no impide, en la etapa de instrucción, la continuación del proceso.  Del derecho constitucional a presenciar el debate, a ser oído y a oír a los testigos de cargo, se deriva el principio de contradicción que permite al imputado discutir o confrontar la prueba que lo incrimina. Pero de ello no se sigue que su alejamiento momentáneo de la sala de audiencias -una vez identificado y debidamente intimado- cercene el ejercicio de ese derecho en circunstancias que responden a la incoercibilidad moral de la víctima que es llamada a testificar. Este derecho queda debidamente salvaguardado con la presencia del defensor, quien debe poder supervisar la deposición del testigo en el juicio, y cuyo control queda resguardado con la oportunidad de diálogo ulterior del imputado con su asistencia técnica.  El supuesto contemplado en el artículo 391 del Código Procesal Penal, requiere, tanto para la prohibición como para las excepciones en él previstas, que la prueba a incorporar en el debate sea aquella recibida durante la instrucción. El resguardo a las garantías invocadas orienta a que la exégesis de ese artículo sea efectuada con alcance restrictivo y no lato del término instrucción, entendiéndose como tal a la investigación preparatoria desarrollada en sede judicial.    De ahí que no sea válida la incorporación por simple lectura de declaraciones prestadas sólo ante la policía, aun cuando concurra alguno de los impedimentos del 391 para obtener el comparendo del testigo.  En consecuencia, los dichos incorporados al margen de esa norma no pueden integrar, ni siquiera con valor de indicios, el conjunto de elementos de juicio eficaces para sustentar una incriminación positiva, en tanto ésta debe fundarse, por máxima, en pruebas introducidas al plenario de modo regular. Sin embargo, esta errónea valoración no basta para sostener la arbitrariedad de sentencia cuando subsisten otras pruebas que bien evaluadas por el tribunal oral resulten suficientes para condenar al imputado.


    A., David Abraham s/ Causa nº 4.548


    A, 935, L. XLI, 07 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Recursos


    Recurso de queja. Queja por recurso denegado. Fallo de la Corte Suprema. Régimen penal tributario. Ley penal tributaria.


    Se estima que resulta adecuado insistir en el temperamento que se propuso en el dictamen en el cual se solicito, de acuerdo a la doctrina establecida por la Corte, la suspensión del trámite del presente recurso de hecho hasta tanto se resuelva la posible prescripción de la acción que fue planteada por la defensa con motivo de la sanción de la Ley 25.990.  La prescripción en materia penal es de orden público y, en consecuencia debe ser declarada de oficio por el tribunal correspondiente, que se produce de pleno derecho, que debe ser resuelta en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo y que debe declararse en cualquier instancia del juicio y por cualquier tribunal.  No obsta la vigencia de tales principios la circunstancia de que se encuentre en trámite el recurso de queja por haberse denegado la apelación federal pues, ello no autoriza a considerar que se encuentre firme la decisión cuestionada, pues se halla operativa la fase recursiva contra la sentencia condenatoria que oportunamente fue dictada en la causa principal.  Es oportuno recordar que, según lo ha dicho reiteradamente la Corte, las sentencias constituyen una unidad lógico-jurídica cuya parte dispositiva no es sino la conclusión final y necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y jurídicos efectuado en su fundamentación.  Sólo resta mencionar en ese orden de ideas que, si bien las sentencias de la Corte sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y ellas no resultan obligatorias para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber moral de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia salvo que proporcionen nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada.


    P. P. S.A. s/ Infracción a la Ley 23.771 -causa nº 3.738-


    P, 493, L. XL, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Extinción de la acción penal.


    El recurso es, formalmente procedente. Cabe recordar que por hallarse en discusión el contenido y alcance de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, de acuerdo con la inteligencia que rectamente le otorgue.


    T., Héctor s/ Recurso de casación


    T, 404, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Extinción de la acción penal. Prescripción de la acción penal.


    En forma simultánea, tramita ante la Corte bajo el n° G. 2844, L. XL caratulada "G., Gustavo Alberto y otros s/ Peculado y malversación culposa de caudales públicos -causa N° 626/03-", la  presentación directa que interpuso la misma parte ante la denegatoria de la  apelación extraordinaria intentada contra el rechazo de los recursos de casación dirigidos a cuestionar la sentencia condenatoria.  En dicho incidente y a partir de la nueva redacción del Artículo 67 del Código Penal, la Corte resolvió suspender el trámite del recurso de  queja a las resultas de la decisión definitiva acerca de la prescripción de la acción penal.  Ha establecido la Corte que "como la prescripción resta al juicio penal la acción que lo pone en movimiento, ello supone por definición la pendencia de un proceso, situación que obviamente no se presenta cuando... hubiera mediado condena firme". Las resoluciones que rechazan la prescripción de la acción penal, entre otras cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal, no constituyen por regla general, sentencia definitiva a los efectos del Artículo 14 de la Ley 48. Sin embargo, también se ha  sentado que corresponde hacer excepción a dicha regla en los casos en los cuales su aplicación podría frustar el derecho federal invocado acarreando perjuicios de imposible o tardía reparación ulterior.   Por otro lado, y si bien la Corte ha sentado que lo relativo a la prescripción de la acción penal o de la pena es materia ajena a la  jurisdicción extraordinaria por versar esencialmente sobre temas de hecho y derecho procesal y común, propia de los jueces de la causa, cabe hacer excepción a ese principio cuando el pronunciamiento recurrido carece de fundamentación suficiente o luce en forma inequívoca un apartamiento de la solución normativa prevista por ley, todo ello incompatible con un acto jurisdiccional válido de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, a la cual la Corte le ha asignado el carácter de medio idóneo para asegurar el reconocimiento de alguna de las garantías consagradas en la Ley Suprema. Es preciso destacar, en esa dirección, que debe reputarse  dentro de la garantía de la defensa en juicio consagrada en el Artículo 18 de la Constitución Nacional "el derecho de todo imputado a obtener luego de un juicio tramitado en legal forma un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal". También se ha señalado que "el instituto de la prescripción de la acción tiene una estrecha vinculación con el derecho del imputado a un pronunciamiento sin dilaciones indebidas, y que dicha excepción constituye el instrumento jurídico adecuado para salvaguardar el derecho en cuestión".  La Corte ha elaborado la doctrina según la cual la prescripción en materia penal es de orden público. En consecuencia, estableció en esa oportunidad que debe ser declarada de oficio por el tribunal correspondiente, que se produce de pleno derecho, que debe ser resuelta en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo y que debe declararse en cualquier instancia del juicio ... y por cualquier tribunal. ... ".  La existencia del régimen que consagra las autonomías provinciales en los términos de los Artículos 5  y 121, y concordantes de la Constitución Nacional, no implica en modo alguno que el cese de la actuación del estrado local conlleve la culminación del proceso y, con ello, la adjudicación del carácter firme al pronunciamiento impugnado, el que sólo se alcanza una vez que se arriba a la  decisión final de la causa, esto es, con la actuación de la Corte Suprema.  Frente a los términos del pronunciamiento impugnado, se estima necesario aclarar que las consideraciones precedentes son independientes del carácter suspensivo del efecto de la interposición del recurso de quej a por apelación federal denegada  y a las previsiones del Artículo 285 in fine del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto refiere a que mientras la Corte no haga  lugar a esa vía no se suspenderá el curso del proceso, pues estas cuestiones se refieren a la posibilidad de lograr la ejecución inmediata de la resolución impugnada durante el plazo para recurrir, pero no definen la firmeza de la decisión en los términos que aquí interesan para dilucidar los agravios propuestos.


    G., Gustavo Alberto y otros s/ Peculado y malversación culposa de caudales públicos -causa n° 314/99-


    G, 2533, L. XLI, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. Homicidio culposo.


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa C. 1757; L. XL, "C., Matías Eugenio y otro s/ Robo en grado de tentativa - causa n° 1681-".


    C. O., Francisco s/ Homicidio culposo


    C, 1135, L. XLI, 27 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. Queja por denegación de recurso.


    Remisión al dictamen emitido por esta procuración de la causa T. 404, L. XLII in re "T., Héctor s/ Recurso de casación".


    En función de lo dictaminado en el día de la fecha en la causa R. 1077, L. XLI in re "R. F.,R. R. y otros s/ Peculado y uso de  documento privado falso causa nro. 19697/01", ha devenido inoficioso expedirse acerca del agravio presentado en primer  término.


    R. F., Raúl Rolando y otros s/ Peculado y uso de documento privado falso, etc. -causa Nº 19.697-


    R, 1598, L. XLI, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tráfico de estupefacientes


    Debido proceso. Valor probatorio. Violación de secreto profesional. Declaración autoincriminante. Derecho a la intimidad. Derechos personalísimos. Derecho a la dignidad.


    Legitimidad de la prueba obtenida en un proceso. Alcance de las garantías del debido proceso legal. Prohibición de autoincriminación en causa instruída por delitos de naturaleza federal.


    El secreto médico es un dispositivo tendiente a asegurar la intimidad relativa a un ámbito privado como lo es la información acerca del propio estado de salud psicofísica. El carácter privadísimo de esa información y la sensibilidad de su revelación convierten a este ámbito de la intimidad en constitutivo de la dignidad humana.  El inciso 1 del artículo 177 del Código Procesal Penal de la Nación regula el deber de denunciar para todo funcionario público en general, y cuando el legislador quiso regular explícitamente lo relativo al deber de denunciar en el ámbito de la consulta médica, lo hizo explícitamente en el inciso 2, en el cual, en realidad, dejó en claro que el deber de denunciar tenía como límite (además de que se tratara de los especiales casos de los delitos contra la vida y la integridad física) la supremacía del secreto profesional. En ese caso, el legislador no necesitó hacer una diferencia entre el funcionario público y el médico no funcionario, ya que al estatuir un deber especial a cargo del no funcionario, el estado lo inviste de una posición cuasi-funcional, o dicho de otra manera, le atribuye un deber institucional que no es posible de distinguir del deber que tiene un funcionario.  Un derecho personalísimo a una esfera de intimidad, en cualquiera de sus fundamentaciones (la deontológica, en el sentido de un derecho en sí mismo que hay que proteger, o la utilitaria, la protección de la privacidad para promover la salud pública) supera al interés social en la aplicación de una pena. En efecto, la disposición de la información sobre el propio estado de salud es una esfera de intimidad privilegiada, que origina un deber de confidencialidad superior. El interés en la persecución del delito tiene un peso menor que la protección de la confianza general de recurrir a la ayuda médica como promotor del sistema de salud pública. Tampoco es aplicable el argumento, a todas luces falso, de que con una decisión en este sentido se vuelve inaplicable la persecución penal de los delitos de tráfico. Como es evidente, la consecuencia de la falta de realización de los fines del derecho penal sólo tiene lugar cuando hay un interés preponderante a proteger, como en este caso, pero ello no proyecta ninguna consecuencia sobre la persecución de los delitos de tráfico, incluso los llevados a cabo mediante la modalidad del transporte de sustancias dentro del cuerpo de personas, cuando las modalidades de su descubrimiento no impliquen un conflicto como el señalado aquí.


    B., César Alejandro s/ Causa N° 4.733


    B, 436, L. XL, 08 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Vista del procurador


    Querellante. Delitos contra la humanidad. Prescripción. Extradición.


    Conforme lo dispuesto por el artículo 67 del Código Penal, el instituto de la prescripción, aun cuando parte del hecho, tiene un carácter estrictamente personal, y sus efectos no se extienden a todos los copartícipes, sino que corren o se interrumpen para cada uno de ellos.


    Sumario instruido en la Comisaría 15 por averiguación de los ilícitos de explosión, homicidio, lesiones calificadas y daño (Artículos 186, 80 incisos 4 y 5, 92 y 183 del Código Penal) con motivo del atentado de la embajada de Israel


    S, 143, L. XXIV, 09 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


     

  


  
     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Procesal Administrativo


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Hábeas data. Economía procesal. Competencia contencioso administrativa. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La contienda de competencia habida entre magistrados nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.  Toda vez que la actividad jurisdiccional que se pretende se encuentra vinculada con datos o actos administrativos llevados a cabo por autoridades públicas del Estado Nacional, la causa debe continuar con su trámite ante los juzgados contecioadministrativos.


    B. A. c/ Registro Nacional de Reincidencias dependiente del Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos s/ Acción de amparo - Hábeas Data (Artículo 43 Constitución Nacional- Ley 16.986)


    COMP, 821, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Decisiones administrativas. Cuestión de derecho público local. Cámara Nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Corresponde que la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal entienda en una causa en donde se cuestiona la sanción de carácter administrativo, impuesta por un órgano estatal en ejercicio de la función administrativa.  Ello es así, puesto que para resolver la cuestión en debate se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Superintendencia de Servicios de Salud


    COMP, 985, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa y tributario. 


    Si bien el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, en el caso no resulta aplicable.  En efecto, surge de autos que la deuda -base del trámite ejecutivo- se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante, por lo cual cabe considerarla excluida del fuero de atracción mencionado.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ ABL s/ Ejecución fiscal


    COMP, 1040, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen 


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios contra el estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Responsabilidad extracontractual del Estado. Competencia contencioso administrativa. 


    De los términos de la demanda se desprende que el objeto de la acción dirigida contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y contra el Estado Nacional  tendiente a obtener una indemnización por los daños y perjuicios causados en ocasión del incendio producido en un local bailable, corresponde a la competencia de la justicia federal ratione personae.  En efecto, puesto que al instaurarse una demanda contra el Estado Nacional o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48, máxime cuando en el sub lite es el propio Estado Nacional el que requiere la jurisdicción de excepción.  Sentado lo anterior, el fuero en lo contencioso administrativo federal resulta competente para conocer en esta causa.  Ello es así, toda vez que la demanda se dirige a obtener una reparación por los daños y perjuicios derivados del incumplimiento irregular del Estado Nacional de las obligaciones que le son propias en las tareas de verificación y seguridad.  En tales condiciones, para la resolución del sub lite se deberán aplicar, de manera sustancial, principios propios del derecho público, atento a que debe examinarse la responsabilidad extracontractual del Estado en el marco de su actuación por medio de sus órganos de seguridad y en su calidad específica de tal.  Ante la ausencIa de normas propias del derecho público que regulen la materia, se apliquen subsidiariamente disposiciones del derecho común, toda vez que ellas pasan a integrase en el plexo de principios de derecho administrativo.


    Jara, Luis Reynaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP, 853, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Juicios contra el Estado. Policía federal. Daños y perjuicios. Derecho público. Justicia nacional en lo contencioso administrativo. 


    A los efectos de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda. También tiene dicho la Corte que se torna imprescindible examinar el origen de la acción, y la naturaleza de la relación de derecho existente entre las partes.  Por ser el Estado Nacional -Policía Federal Argentina- parte demandada y por reclamarse, en lo fundamental, la reparación de derechos afectados por el cuestionado ejercicio de una función administrativa del Estado Nacional -Policía Federal Argentina-, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben dirimirse las cuestiones de competencia, este proceso puede considerarse comprendido en las causas contempladas en el Art. 45, inc. a), de la ley 13.998.  En nada obsta a la adopción de tal criterio, la particularidad de que al sub lite pudieran ser aplicables en forma subsidiaria normas derivadas del derecho común, ya que el Tribunal ha señalado que si de las circunstancias de la causa resulta con meridiana claridad la aplicación de aspectos propios del derecho público, ello no se desvirtúa frente a la particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común.


    Clavellino, Pablo Alejandro c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal


    COMP, 1895, L. XLI, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen 


    Procesos de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión a los Fallos: 327:471 y Comp. 1651, L. XLI, "Simone, Osvaldo Blas c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Proceso de conocimiento”.


    J.A. Esnaola e Hijos S.A. c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 858, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 202, L. XLII, "Campos, Hugo Rolando y otro el Banco Río de la Plata S.A. s/ Ordinario".


    Ravignani, Juan Francisco c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 471/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 1099, L. XLII, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 202, L. XLII "Campos, Hugo Rolando y otro c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Ordinario".


    Black, Ernesto Guillermo Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 471/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 1100, L. XLII, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen 


     


     


    Cuestiones de competencia


    Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ De La Lastra, León s/ Cobro de Pesos


    COMP, 25, L. XLII, 15 de marzo de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Contienda negativa de competencia. Despido. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al fallo de la causa Fallos 326:4778.


    Bovisio, Joaquín Ángel c/ Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Despido


    COMP, 541, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Derecho Administrativo


    Fuerzas Armadas. Procedimiento administrativo. Acción contencioso administrativa. Admisibilidad del recurso. 


    En el precedente “Daus”, la Corte declaró que los requisitos de admisibilidad de la acción contencioso administrativa previstos en la ley 19.549 no son aplicables en el ámbito de las fuerzas armadas y de seguridad, criterio que no varía aun cuando el decreto 9101/72 fue derogado por su similar 722/96, (modificado éste por el decreto 1155/97), puesto que la aplicación supletoria de la ley 19.549 a los procedimientos especiales no puede ser extendida a disposiciones restrictivas de derechos.


    Mendocino, Fortunato c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 2204, L. XLI, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Procedimiento administrativo. Actuaciones administrativas. Remisión del expediente. 


    Remisión del expediente admnistrativo, como medida para mejor dictaminar.


    El Puente S. A. de Transporte c/ Buenos Aires, Provincia


    E, 134, L. XXXIV, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Procedimiento Administrativo


    Principios del procedimiento administrativo. Revocación de sentencia. 


    Aún cuando la garantía constitucional de la defensa no se opone a su reglamentación en beneficio de la correcta sustentación de las causas, en la interpretación de las normas legislativas y reglamentarias debe evitarse que los particulares queden fuera de protección jurisdiccional en situaciones de indefensión, pues el principio rector en materia contencioso administrativa es el de in dubio pro actione, firmemente defendido por la jurisprudencia del Tribunal.  Sobre la base de estos criterios, en su concreta aplicación al sub iudice, el pronunciamiento apelado traduce una interpretación restrictiva que vulnera el acceso a la jurisdicción en un escenario complejo e incierto para los litigantes, como fue la creación, instalación y efectiva puesta en marcha del fuero contencioso administrativo que el constituyente reformador provincial incorporó al sistema de administración de justicia local. En este contexto, entonces, es posible sostener que el actor podía razonablemente considerar que actuaba conforme a derecho cuando impugnó el acto administrativo dentro del plazo previsto por el nuevo ordenamiento ritual, máxime cuando la ley 12.162, al prorrogar su entrada en vigencia, dispuso que ello ocurriría indefectiblemente.  Además de lo expuesto, es preciso indicar que durante el transcurso del proceso se han dictado nuevas normas sobre la materia discutida, que deben ser consideradas para su solución, en virtud de la jurisprudencia del Tribunal a cuyo tenor sus sentencias deben reparar en las modificaciones introducidas por esos preceptos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las cuales no es posible prescindir.Como se puede apreciar, estas disposiciones son aplicables al caso de autos y resuelven la cuestión sometida a conocimiento del Tribunal en sentido contrario a la decisión impugnada; por lo tanto, corresponde dejarla sin efecto y disponer que se dicte una nueva acorde a derecho.


    Disco S.A. c/ Municipalidad de Bahía Blanca


    D, 1310, L. XLI, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal


    Empleo Público. Estabilidad del empleado público. Ley de emergencia económica. Cesantía. Cuestión federal. Violación al debido proceso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Los agravios de la apelante suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la vía intentada, pues aunque se refieren a cuestiones de hecho y de derecho público local, ajenas, en principio, a la instancia del art. 14 de la ley 48, tal circunstancia no resulta óbice para abrir el recurso cuando -como en el caso- la decisión conduce a la frustración de garantías constitucionales.  En efecto, el Superior Tribunal Provincial, al fallar con el único argumento de que el acto de remoción estaba correctamente motivado por sustentarse en normas legales razonables, no se pronuncia sobre la compatibilidad o no de los actos impugnados con las Constituciones Nacional y local y de ese modo desconoce -por omisión-, entre otros tópicos, que la Constitución Provincial garantiza la permanencia de los empleados judiciales en tanto y en cuanto no se vean sometidos a un sumario administrativo.   Tampoco evalúa, pues, que con los actos que reputa razonables se interrelacionan los derechos de defensa y de debido proceso, garantías constitucionales que la recurrente se agravia como impedida de ejercer, no sólo por la falta de sumario previo sino porque sus apelaciones fueron resueltas por quienes la removieron, violándose el principio de un juicio imparcial.  Tampoco tuvo en cuenta el planteo de inconstitucionalidad realizado por la actora -cuyo tratamiento conjunto fue solicitado y rechazado- ni la procedencia de una indemnización lo que, a juicio de la apelante, vulnera su derecho constitucional de propiedad.


    Aragón Zwiener, Estela Alejandra c/ Estado Provincial de San Luis y Superior Gobierno de la Provincia de San Luis s/ Demanda contencioso administrativo


    A, 139, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen 


     


    Procedencia del recurso. Sistema de refinanciación hipotecaria. Economía procesal. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari Estela c/ Villa, Ahtonio s/ Ejecución Hipotecaria", y G. 1360 L. XLI, "Guijun S.A. y otro c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    La existencia de un pronunciamiento que habría cerrado la controversia sobre la moneda de pago, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al Sistema de Refinanciación Hipotecaria. En efecto, conforme al artículo 16°, inciso "d", de la ley 25.798 (texto según ley 25.908), aun en el caso de que el ejercicio de la opción prevista en el artículo 6°  fuere posterior a la fecha en que hubiere quedado firme la sentencia de remate, y anterior a la fecha de la subasta, el cumplimiento de la sentencia se suspende hasta que el fiduciario notifique la no admisibilidad del mutuo.


    Divinsky, Sebastián c/ Seib, Carlos s/ Ejecución hipotecaria


    D, 218, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen 


                  


     


    Capítulo VII


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Acción de inconstitucionalidad



    Cuestiones de competencia. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen emitido en Comp. 353, L. XLII "Barrera, Ernesto Oscar c/ PEN s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Pernia, Walter B. y Lasa, Liliana c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires y Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    COMP, 359, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Costas. Aclaratoria (Procesal). Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Recurso de aclaratoria: sentencia de la Corte suficientemente clara.


    Corresponde desestimar el pedido de aclaratoria, puesto que el fallo, al hacer lugar a la demanda, no ofrece dudas acerca de que las costas del juicio fueron atribuidas a la vencida y, por lo tanto, no se configura supuesto alguno de los previstos en el Art. 166. Inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En ese sentido, la pretensión de la demandada implicaría modificar el fallo en el aspecto fundamental, cuál sería el referido a las costas que se impusieron en el proceso, lo que resulta ajeno al ámbito propio del recurso de aclaratoria.  Por lo tanto, al ser suficientemente clara la sentencia de la Corte y al no ser ella susceptible como principio de recurso alguno, la aclaratoria solicitada debe ser rechazada.


    Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Neuquén Provincia de s/ Acción declarativa


    C, 30, L. XXXIV, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Declaración genérica. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de procedencia. Existencia de "caso".


    La Corte tiene dicho que la acción declarativa de inconstitucionalidad debe responder a un "caso", ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo, ni importa una indagación meramente especulativa y debe tener por finalidad precaver las consecuencias de un "acto en ciernes" -al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal- y fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto.  Los presupuestos formales para la admisión de la acción declarativa de inconstitucionalidad son a) actividad administrativa que afecta un interés legítimo, b) que el grado de afectación sea suficientemente directo y c) que aquella actividad tenga concreción suficiente.    No procede la  acción declarativa  interpuesta a fin de obtener la declaración de  inconstitucionalidad de las normas de la provincia [...] pues las actoras no demuestran en qué medida el régimen establecido por la ley local ha afectado sus derechos, así como tampoco que haya existido actividad alguna que pusiera  en tela de juicio sus derechos constitucionales, al menos con el grado de concreción necesaria para la procedencia de este tipo de acción ni configurativo del "acto en ciernes" que pueda originar una relación jurídica con la demandada.  El Poder Judicial de la Nación conferido a la Corte Suprema de Justicia de la Nación y a los tribunales nacionales por los Arts. 108, 116, y 117 de la Constitución se define como el que se ejercita en las causas de carácter contencioso a las que se refiere el Art.  2 de la ley 27, es decir aquellas en las que se persigue en concreto la determinación del derecho entre partes adversas, por eso no se está en presencia de una "causa" cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de los otros poderes.  Las consecuencias del control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa, requieren que el requisito de la existencia de "un caso" o "controversia judicial" sea observado rigurosamente para la preservación del principio de división de poderes. Ello excluye la posibilidad de dar trámite a aquellas  pretensiones en las que "la aplicación" de las normas o actos de los otros poderes no hayan dado lugar a un litigio contencioso.


    Día Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    D, 335, L. XXXIX, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Entes autárquicos. Juicios en que la Nación es parte. Competencia federal. 


    El actor interpuso acción declarativa de certeza prevista en el Art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, contra el Banco Central de la República Argentina, a fin que se determine concretamente no sólo su actual situación procesal sino además su relación contractual y profesional con la referida entidad financiera originada en el marco de su actuación como letrado apoderado de dicha entidad en procesos aún en trámite, tanto ante la justicia local como federal de la Provincia, en las que intervino el Banco Central como liquidador en el proceso falencial seguido a otra entidad bancaria.  Así, corresponde a la justicia federal entender en esta causa en la que se ha demandado nominal y sustancialmente al Banco Central de la República Argentina, por ser una entidad autárquica nacional que, de conformidad con el Art. 55 de su Carta Orgánica, ley 20.639 modificada por ley 24.144, que está sometida a la justicia de excepción.


    Pontiggia, Raúl Fernando c/ Banco Central de la República Argentina s/ Acción meramente declarativa


    COMP, 182, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Rechazo de la demanda. Competencia originaria de la Corte Suprema. 


    Recaudo para intentar evitar los perjuicios que se denuncian.


    La circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados de la Corte Suprema (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional) no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demandada cumple con los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación  establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas.  Siempre que el asunto no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian.


    El Cóndor Empresa de Transportes S. A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa


    E, 144, L. XXXIV, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Restricciones al dominio. Servidumbres administrativas. Camino de sirga. Expropiación. Derecho de propiedad. Interpretación de la ley. Inconstitucionalidad. 


    En cuanto a la declaración de certeza es dable recordar que, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un “caso” que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que no se atribuyen ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley fundamental.   El thema decidendum estriba en determinar si la ley local 273 y el acto de la Dirección General de Recursos Hídricos por el que aquélla se aplica se encuentran en pugna con las normas del Código Civil de la Constitución Nacional.   En cuanto al agravio de la actora sobre las restricciones al dominio privado que pretende imponer la Provincia exceden los términos del Art. 2639 del Código Civil, es posible indicar que la actora se está refiriendo a dos preceptos de la ley provincial 273: al Art. 1° y Art. 2°.   Si bien ha sido el legislador nacional quien estableció en el Art. 2639 del Código Civil la limitación que pesa sobre los inmuebles linderos con cursos de agua navegables, tal precepto debe ser interpretado en forma conjunta con el Art. 2611 del Código Civil, que ordena que las restricciones impuestas al dominio privado sólo en interés público, son regidas por el derecho administrativo.   El mandato del Art. 2611 -que si bien alude a "restricciones" debe entenderse como alusivo a las "limitaciones", concepto genérico que comprende a aquella especie- implica un deslinde de competencias entre las provincias y la Nación, pues legislar sobre dichas limitaciones es hacerlo respecto de una materia extraña al Código Civil, que las provincias se han reservado y que está regida por el derecho administrativo local, de conformidad con los Arts. 121, 122 Y 124 de la  Constitución Nacional, salvo que se vincule a asuntos delegados al Estado Nacional, se encuentre en juego un interés público de carácter federal o se trate de un bien sobre el cual la Nación tenga jurisdicción exclusiva.  Los estados locales tienen amplias facultades para determinar el fin de interés público al cual estará afectada la limitación administrativa de que se trate, en el caso, de la “servidumbre de sirga”, que podrá comprender, verbigracia, la navegación strictu sensu, la flotación, la pesca desde embarcaciones, etc., conceptos todos comprendidos en el Art. 2639 del Código Civil cuando se refiere a “ríos o canales que sirvan a la comunicación por agua”, o sea, a la navegación lato sensu.   Por lo tanto, la potestad de imponer limitaciones al dominio privado en interés público le pertenece tanto a la Nación como a las provincias, la que en uno u otro supuesto dependerá de la jurisdicción en donde esté ubicado el bien y de la finalidad a la que éstas respondan.   De acuerdo lo dicho, la Provincia tiene competencia para imponer y crear limitaciones al dominio privado y, en consecuencia, para establecer una “servidumbre de sirga” respecto de una heredad lindera con un río que pertenece al dominio público provincial.   En cuanto a las restricciones que resultan confiscatoria y afectan a la plenitud y exclusividad del derecho real de dominio, la actora tacha de inconstitucional el Art. 3° de la ley 273, es decir, se agravia en cuanto la última parte de dicho artículo no sólo la somete a una obligación de “no hacer”, sino también a una de “dejar hacer” sujeta a un fin genérico, lo cual afecta de esta manera la “exclusividad” de su derecho real de dominio.   La limitación que la ley 273 establece y que la Dirección General de Recursos Hídricos le aplica, no reviste el carácter de una mera “restricción administrativa” sino que produce una “desmembración” del derecho real de dominio de la actora, que afecta su integridad, pues constituye un “sacrificio” patrimonial en tanto no sólo priva a la demandante de parte de su inmueble sino que permite además su utilización por terceros con propósitos ajenos a la institución de la servidumbre de sirga.   En efecto, el fin que motiva toda servidumbre de sirga es aquél que se relaciona con la navegación, la flotación o la pesca efectuada desde embarcaciones, ello tiene que ver con la condición jurídica del terreno sobre el que se aplica. En el caso resulta evidente que ese no es el único uso al que se encuentra destinada la calle o camino, dado que conforme a lo dispuesto en el Art. 3°, última parte, de la ley 273 éste es indeterminado y, por lo tanto, ilimitado, como lo alega la demandante, toda vez que autoriza a que cualquier persona emplee el curso de agua para la flotación, la pesca o cualquier otra utilización propia de su destino público.   Esta situación se agrava aún más con la alusión al Art. 2673 del Código Civil que efectúa el legislador local en el Art. 2°, en cuanto pretende someter la calle o camino al régimen del condominio, cuestión por la que también se podría ver afectada la plenitud del derecho real de dominio de la actora, convirtiendo a la supuesta limitación en una verdadera expropiación encubierta.  La limitación administrativa contenida en la ley 273 es irrazonable, toda vez que no surge de su letra ni de su espíritu la obligación de indemnizar, por lo que resulta violatoria del Art. 17 de la Constitución Nacional, al privar al particular parcialmente de su propiedad.


    Las Mañanitas S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    L, 314, L. XL, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero


    Privación de justicia. Duración del proceso. 


    Denuncia por supuesta demora en la tramitación. Facultades del art. 120 CN. Intervención de la Corte Suprema.  Precedente de la Corte: Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En orden a las facultades otorgadas al Ministerio Público en el artículo 120 de la Constitución Nacional y artículo 25 incisos a, b y f de la ley 24.946, de verificarse las anomalías denunciadas, la Corte puede intervenir en la presente causa, conforme a lo dispuesto en el artículo 24 inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, disponiendo las medidas que a su criterio resulten convenientes para resolver sobre la denuncia aquí efectuada, y evitar si así se acreditara, la posible privación de justicia que se invoca.


    Soler, Gustavo L. s/ Su denuncia por denegación de Justicia en Autos: “Lucarelli Yolanda Victoria c/ BBVA Banco Francés s/ Proceso de conocimiento”


    S, 1066, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Conflictos de competencia


    Concursos. Procesos universales. Homologación del acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Ejecución fiscal. Competencia comercial. 


    Cuando de las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, en consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada, en especial si el juicio se trata de una ejecución fiscal, que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Emporio del Tanque S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 1171, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia Federal


    Fuero federal por razón de la persona.


    Si la demanda se instaura contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona. Asimismo, cuando una entidad del Estado es citada y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, procede la jurisdicción federal.


    Rodríguez, Santiago c/ Ulloa S.A. y otros


    R, 1810, L. XLI, 09 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia originaria de la Corte Suprema


    Habilitación de feria. 


    Habilitación de la feria judicial. Improcedencia.Falta de acreditación de la urgencia de la medida peticionada.


    El pedido de habilitación de feria no procede si no se cumplen los recaudos que imponen los Arts. 4 y 153 del Reglamento para la Justicia Nacional y del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, respectivamente.  El primero de aquellos preceptos dispone que durante la feria judicial se despacharán los asuntos que no admiten demora, entendiendo por tales los que requieren una decisión urgente pues de otro modo podrían aparejar un perjuicio de dificultosa reparación ulterior.


    Obra Social del Personal del Ministerio de Economía y de Obras y Servicios Públicos (O.S.M.E.) c/ Provincia de Córdoba s/ Acción de amparo


    O, 593, L. XLI, 09 de enero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia


    
      Cuestiones de Competencia

      .

      

    


    
      Remisión a los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019, puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VIl del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26.


      Los agravios no pueden prosperar cuando el apelante se limita a repetir argumentos que ya fueron desechados, sin ensayar nuevas críticas que controviertan la posición sobre el punto.


      López Alfonsín, Marcelo Alberto c/ BBVA Banco Francés S.A. y otro s/ Ordinario


      COMP, 1163, L. XLII, 06 de noviembre de 2006


      Ver Dictamen

    


    Cuestiones de competencia.



    Remisión a Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana".


    Castillo, Lucia Estela c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP, 1251, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones no se da ninguna de las excepciones previstas en el Art. 9° de la Ley 26.086 para su devolución al juzgado de origen y que en el presente caso de trata de un proceso de conocimiento, se considera que la cláusula  transitoria es de aplicación al caso de autos.


    Cassani Azurro, Fernando c/ Saban, Enrique s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP, 1133, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia civil. Daños y perjuicios. 


    Cabe señalar en primer lugar que la conformación de la litis con los distintos codemandados ha sido admitida desde el origen y se halla consentida. Por ello, y en consecuencia la cláusula transitoria del Art, 90 de la Ley 26.086, resulta aplicable al caso, toda vez que importa una excepción al principio general de la radicación de los procesos y de la estabilidad de las decisiones que así lo dispusieron.


    Cepurbeda, Patricia c/ Carta o Tarjeta Automática S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1128, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    No se advierte la configuración de una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el Artículo 24 Inc. 7° del Decreto-Ley 1285/58.


    Goldstein, Elías c/ Pioneer Natural


    COMP, 798, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Aguilar, Juan Jesús c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1306, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Alessandro, Juan José y otro c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1285, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte de conformidad por lo dictaminado por esta Procuración General en autos Comp. 106, L. XXXVI, "Gallardo, Jorge Javier c/ Trenes de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios", doctrina publicada en Fallos: 323:2590.


    Gómez, Carlos de Jesús c/ Transporte Metropolitano General Roca S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1058, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Derechos y garantias consitucionales. Acción de amparo. 


    Remisión a Fallos: 321:3037 ("Albornoz").


    Patroni, Humberto Raúl c/ Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ Amparo


    COMP, 1075, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas autosatisfactivas. 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII "Romero Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc.San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Pereyra, Manuel Leandro c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1307, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII "Romero Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc.San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Puertas, Walter Raúl y otra c/ Banco Nación Argentina Sucursal Metro Max San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1277, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Lozano, Juan Gregorio c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1300, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Raya Roca, Griselda c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1279, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Rojo, Hilario c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1287, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Rosales, Manuel c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1295, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc.San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Lodos, María Julia y otra c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1299, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc.San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Rosales Neyra, Juan Carlos  c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1294, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Becerra de Gauna, Rosario c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1283, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Beserra, Víctor Hugo c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1296, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Botto, Elsa Margarita y otra c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1292, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Bruno, Amanda Susana c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1305, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Cosentino, Ricardo Daniel y otro c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1304, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Delfino, Oscar Santo c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1284, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Di Chiara, Ricardo Ángel c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1259, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Escudero Yolanda Argentina y otra c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1280, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Fernández Garro, Nibardo Osmar c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1286, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    García Garro, David Eduardo c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1289, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Gargiulo, Ana del Carmen y otro c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1308, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Gonella, Italo Ignacio c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1288, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Izaguirre, Margarita c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1281, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Marrau de Majul, Sultana c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1303, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Marsilli, Elsa Norma c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1291, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Martín Peral, Florentino c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1293, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Nievas, Rodolfo Rosario y otro c/ Banco Nación Argentina s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1282, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Ochoa, Ángela c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1278, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Ortega, Gladys Encarnación c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1297, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Parenti, Walter Oscar c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1301, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Silvestre, Antonio Benedicto c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1290, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Vadala, Marina Irma y otra c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1309, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Zarrabeittia, María Magdalena c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1257, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión a lo resuelto en autos Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Arribillaga, Gabriel Aníbal c/ Provincia A.R.T.


    COMP, 1202, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Antrichipay, Santiago Virgilio s/ Recurso de apelación - Artículo 46 Ley 24.557-


    COMP, 1067, L. XLII, 03 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión al dictamen emitido en T.861, L.XLI, Originario, "Tapia, Juan Domingo y otro c/ Estado Nacional y otro [Provincia de Mendoza] s/ Daños y perjuicios".


    Aldo Enerio Pereyra Empresa Constructora c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Contrato de obra pública


    A, 228, L. XXXIV, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia federal. Daños y perjuicios. 


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra las Provincias de Buenos Aires y Tucumán y contra el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas por la Corte, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma a esta instancia.  Las Provincias de Buenos Aires y de Tucumán deben ser demandadas en sede local puesto que la materia del pleito -responsabilidad extracontractual, por falta de servicio- es de derecho público provincial y, por otra parte al Estado Nacional le corresponden los tribunales federales de baja instancia, en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


    Vera, Roberto Javier c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    V, 477, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. 


    Conflicto originado entre dos jueces nacionales de primera instancia resuelto por la Alzada del tribunal previniente.


    En estas actuaciones no se ha suscitado una controversia jurisdiccional de las que deba dirimir la Corte, debido a que el conflicto originado entre los dos jueces nacionales de primera instancia quedó resuelto por la Alzada del tribunal previniente, como lo dispone el Artículo 24, Inciso 7, del Decreto-Ley n° 1285/58, texto según Ley n° 21.708.


    Provincia de Neuquén c/ Provincia A.R.T. s/ Oficio Ley


    COMP, 1233, L. XLII, 28 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñada en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Grisak, Marta c/ Poder Ejecutivo Nacional  Ley 61 Decretos 1.570/01 y 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 1215, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa S.C. Comp. 576, L. XLII, "Agropecuaria Madreselva S.A.  c/ Transporte Atlantida S.A. s/ Daños y perjuicios", el 24 de agosto de 2006.


    No se configura ninguna de las excepciones previstas en el Art. 90 de la Ley 26.086 para la devolución de las mismas al juzgado de origen.


    Buel, Sonia c/ Transportes Automotores Lujan S.A.C.I. y otro s/ Ordinario


    COMP, 583, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a los fallos: 327:2536 y 2857 y en la Comp. 720, L. XLII, "G.C.B.A c/ Estado Nacional Argentino y/o quien resulte propietario s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional Argentino Administración de Inmuebles Fiscales s/ Ejecución fiscal


    COMP, 1174, L. XLII, 06 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la corte en la causa S.C. Comp. N° 1511, XL,"Tufano Ricardo Alberto s/ Internación".


    R., M. J. s/ Insania


    COMP, 1195, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Convenio de honorarios. Honorarios del abogado. 


    A fin de determinar la competencia, se debe atender a la exposición de los hechos efectuada en la demanda.  Resulta aplicable al caso el Artículo 43, Inciso c), del Decreto-Ley n° 1285/58, disposición según la cual lo referente a la relación contractual entre un profesional y su cliente, en la que cabe incluir el cumplimiento de un convenio de honorarios, es materia de la justicia nacional en lo civil, ausentes las notas de conexidad y accesoriedad con el principal que podrían justificar que aquél dispositivo sea desplazado por el Artículo 6°, Inciso 1°, del Código de rito.


    Mercado, José Hernan c/ Santangelo, Juan s/ Incumplimiento de contrato


    COMP, 981, L. XLII, 03 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Derechos y garantias constitucionales. Acción de amparo. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en autos "Federico Irma Iris c/ Unión Personal s/ Acción de amparo", Comp. 1020, L. XLII.


    V., Graciela s/ Amparo


    COMP, 1118, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Desplazamiento de la competencia. Competencia por conexidad. Daños y perjuicios. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se deben resolver las cuestiones de competencia y toda vez que de acuerdo con Ios  hechos expuestos en la demanda, !a relación jurídica que vincula a las partes se encuentra —ab initio— regida por leyes de naturaleza civil, se considera que la Corte debe dirimir la contienda desestimando la acumulación dispuesta.


    Dadi, Jorge María c/ Banco Río S.A. s/ Ejecución


    COMP, 950, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Incidente de competencia. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 1511, XL; "Tufano, Ricardo Alberto s/ Internación", con sentencia del 27 de diciembre de 2005.


    F., Ramona Isabel s/ Incidente de competencia


    COMP, 1167, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Jurisdicción y competencia. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 1511, XL; "Tufano Ricardo Alberto s/ Internación", con sentencia del 27 de diciembre de 2005.


    Dra. Raquel A. Baigorri- Juez del menor de edad y familia de Charata s/ Incidente de oposición a la declaración de incompetencia deducida por el Dr. Ezequiel E. Goitia –Juez Nacional en lo Civil n° 9 de Buenos Aires


    COMP, 987, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunales provinciales. 


    Remisión a lo resuelto por la Corte en la causa S.C. Comp. N° 1511, XL,"Tufano Ricardo Alberto s/ Internación".


    A., M. L. s/ Insania


    COMP, 1082, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Competencia federal. Medidas autosatisfactivas. 


    Remisión a lo establecido por la Corte en Fallos: 325:1883 ("Melli").


    La Ley 25.587 establece la competencia de la justicia federal en los procesos judiciales en que se demande al Estado Nacional, a entidades integrantes del sistema financiero, de seguros o a mutuales de ayuda económica en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras que pudieran considerarse afectados por las disposiciones de la Ley 25.561 y sus normas reglamentarias y  complementarias y, por el otro, que el demandado  tiene derecho a litigar en el fuero federal.


    Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina  Sucursal San Luis  s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1302, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Normas de transito. Transito automotor. Seguridad vial. 


    El presente proceso debe seguir su trámite ante el Juzgado de paz local. En efecto, ello es así, puesto que en el sub lite se cuestiona un acta de infracción y emplazamiento impuesta en ejercicio del poder de policía, con motivo de la presunta contravención al Régimen de Tránsito y Seguridad Vial de la Provincia del Chaco, Ley 4488, Decreto reglamentario 1881/98 y Régimen de Contravenciones y Sanciones Decreto 1460/99, que habría cometido el actor al circular con su vehículo por una ruta local.  Por otra parte, es dable poner de relieve que no resulta aplicable lo previsto en los Arts. 69, Inc. h), y 71 de la Ley Nacional de tránsito  24.449, norma a la que se adhirió la Provincia del Chaco por medio de su Ley 4488, toda vez que no existen convenios de reciprocidad entre las Provincias del Chaco y Corrientes para la aplicación de la interjuridiccionalidad a la que se refiere el Art. 71, conforme a lo normado en el Art. 14 de la ley local.


     


    Juez Municipal de Faltas Santo Tomé (Corrientes) s/ Incidente de competencia c/ Propuesta de inhibitoria en autos Godoy,  Alberto s/ Supuesta infracción Régimen de Tránsito y Seguridad Vial


    COMP, 1182, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. 


    Cabe advertir en primer lugar que en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla. Sin perjuicio de ello, al mediar una controversia jurisdiccional entre ambos tribunales, se estima que le corresponde a la Corte dirimirla a los fines de evitar mayores  demoras en el procedimiento, en el marco de lo dispuesto en la última parte del Inciso 7° del Artículo 24 del Decreto Ley 1285/58, texto según Ley 21708.  Asiste razón al señor juez provincial, en virtud de que, dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la devolución de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


    Nogueira, Graciela c/ Victorio Americo Gualtieri S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1080, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Concursos. Competencia provincial. 


    Cabe advertir en primer lugar que en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el Art. 90 de la Ley 26.086. Sin perjuicio de ello, al mediar una controversia jurisdiccional entre  ambos tribunales, se estima que le corresponde a la Corte dirimirla a los fines de evitar mayores demoras en el procedimiento, en el marco de lo dispuesto en la última parte del Inciso 70 del Artícuio 24 del Decreto Ley1285/58, texto según Ley 21708.  Asiste razón al señor juez provincial, en virtud de que, dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


    Vera, Blanca  c/ López, Roberto s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1137, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Derechos y garantias constitucionales. Acción de amparo. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte.  Ello es así, en atención a lo dispuesto por el Artículo 24, Inc. 7° del Dec.- Ley 1285/58, texto según Ley 21708, y que el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil en su calidad de tribunal de alzada del juez que previno.


    Brahim, Gabriela Andrea c/ Docthos S.A. s/ Amparo


    COMP, 1088, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia de primera instancia que pone fin al proceso y sin que el tema de competencia haya sido objeto de agravios por el recurrente.   No corresponde el reenvió de la causa al fuero federal, si de practicarse, el mismo provocaría someter cuestiones ya consideradas y decididas en el ámbito de otro tribunal, lo cual, además, generaría un evidente retardo injustificado en el trámite de las actuaciones, que por su naturaleza deben tener un trámite abreviado atendiendo a los derechos que se intentan proteger, y afectan el principio de seguridad jurídica y economía procesal.


    Federico, Irma c/ Unión Personal s/ Acción de amparo


    COMP, 1020, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y luego resuelto de conformidad por la Corte en autos Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mas allá del problema relativo a las facultades del órgano de alzada para asignar la causa a un tercer tribunal ajeno a la contienda, a los fines de evitar mayores dilaciones y en atención a la naturaleza del proceso, se estima que la Corte debe intervenir para resolver el conflicto jurisdiccional dado, en los términos del Art. 24 Inc. 7°, última parte del Decreto-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708.


    Tuyu S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 1125, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Hipoteca. Ejecuciónes especiales. 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos "Banco de la Nación Argentina c/ Domingo, Ernesto Fassella; María Magdalena Vietto de Fasseta y Romeo M. Vietto s/ Ejecución Hipotecaria", Comp. 644; L. XXXIV.


    Quedó planteado un conflicto que debe dirimir la Corte en los términos del Art. 24, Inciso 7, del Decreto Ley 1285/58, al no existir un Superior Tribunal común a ambos órganos judiciales en conflicto.


    Klajner, Elisa y otro c/ Rocha, Pedro Damasio y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 990, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y competencia. Derechos y garantias constitucionales. Acción de amparo. 


    Resulta aplicable al sub examine lo resuelto por la Corte en la causa "Rezk", publicada en Fallos: 324:2493, en cuanto a que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Brito, Juan Roberto c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    COMP, 1132, L. XLII, 06 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal. Medidas autosatisfactivas. 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Becerra, Julio César c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1256, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo


    Fuero de atracción. 


    Procede, de conformidad con lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, el fuero de atracción del concurso preventivo si la demanda promovida se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Banco Suquía S.A. c/ Gran Concurso Preventivo juicio atraído Mitocarga S.A c/ Banco del Suquía S.A.


    COMP, 1693, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Conflictos de competencia


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 576, L. XLII, "Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Ithurrart, Omar Osvaldo c/ Galarraga, Armando s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP, 609, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 576, L. XLII, "Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ Daños y  perjuicios".


    Estrada, Luis c/ Clinica San José Obrero s/ Daños y perjuicios


    COMP, 667, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Concursos. Competencia laboral. 


    Falta de atribución recíproca en el planteo del conflicto.


    Si en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el art. 9º de la ley 26.086, asiste razón al señor juez comercial, en virtud de que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la devolución de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


    Sarkis, Vicente c/ OSPEDYC y otro s/ Cobro de pesos laboral


    COMP, 1184, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Exposición de los hechos. Fuero civil. Competencia civil. 


    Para determinar la competencia cabe atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda.  La legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, ha establecido de modo claro en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, según texto del artículo 1º de la ley 24.290, que resulta competente en acciones de naturaleza civil, donde se reclaman daños y perjuicios, la justicia nacional en lo civil.  Corresponde, dentro del estrecho marco cognoscitivo en el que se tiene que resolver las cuestiones de competencia, y desde que la pretensión de inicio no ha sido dirigida contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ni se ha cuestionado, sustancialmente, el ejercicio del poder de policía por parte de la autoridad administrativa de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, considerar competente para seguir conociendo en la causa a la Justicia Nacional en lo Civil.


    De Tomaso, Genaro c/ Propietarios y/u ocupantes de Uspallata 3XXX  s/ Amparo


    COMP, 971, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Rendición de cuentas. Juez previniente. Tribunal de alzada. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte, ello es así en atención a lo dispuesto por el artículo 24, Inc. 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21708, y que conforme a ello, el conflicto debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, por ser el órgano de alzada del juez que previno.


    Consorcio de Propietarios Eduardo Schiaffino nº 2XXX/XX Capital Federal c/ Centeno, Martín Ángel s/ Rendición de cuentas


    COMP, 655, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Accidente de trabajo. Demanda laboral. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    La Corte ha consagrado el principio de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aún en casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes.  No procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 132 de la ley 24.522, toda vez que en el presente caso se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones previstas en el art. 21, inc. 2° de dicha norma.


    Paqui Mamani, Antonio c/ Metalúrgica Viale S.R.L. s/ Accidente de trabajo


    COMP, 317, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Accidente de tránsito. Competencia por conexidad. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    La Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que la acumulación de procesos es una institución que se fundamenta en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podrían representar el dictado de sentencias contradictorias en causas que poseen conexidad en cuanto a las cuestiones debatidas en una y otra.  En autos, si bien las causas tramitan en distintas jurisdicciones territoriales, razones de seguridad jurídica y economía procesal hacen procedente la acumulación de acciones, conforme a lo previsto en el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Legal Corp S.A. c/ Negri, Ángel y otros


    COMP, 518, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Accidente ferroviario. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 295, L. XL, "Adorno, Mauricia c/ Trenes de Buenos Aires S.A. y otros s/ Daños y perjuicios -sumario-“, Fallos: 313:167, resuelto con remisión al dictamen del Señor Procurador Fiscal.


    Es competente la Justicia Nacional en lo Civil para entender en aquéllas acciones civiles y comerciales, concernientes a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, inclusive el ferroviario.


    Rodríguez Decaria, Toribio Hugo Ernesto c/ Metrovías S.A.


    COMP, 218, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Comisiones médicas. Competencia Federal. 


    Con prescindencia de la naturaleza común de la normativa que se alegue, procede la intervención del fuero de excepción toda vez que se encuentre demandado, en su condición de supuesto "autoasegurado" en los términos de la Ley de Riesgos del Trabajo, el Estado Nacional (Armada Argentina).


    Martellini, Elba Rosa c/ Comisión Médica N° 13 s/ Apelación


    COMP, 780, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia federal. 


    No existe un conflicto da competencia cuando, si bien la demanda presentada ante el Juzgado Federal es análoga a la que tramitó en la justicia local, en éste último no hubo declaración de incompetencia del tribunal interviniente, sino que la causa simplemente encuentra paralizada.  No obstante, no se puede dejar de advertir que, en ocasión de ser requerida por su responsabilidad como empleadora, la Universidad Tecnológica Nacional, esgrimió su privilegio foral, el que fue acogido, por la justicia ordinaria de la Provincia de Buenos Aires. En las condiciones descriptas, razones de economía procesal autorizarían a radicar la causa en sede federal.


    Sánchez, Raúl Nestor c/ Universidad Tecnológica Nacional - Facultad Regional Delta s/ Por cobro indemnización Ley n° 24.557


    COMP, 871, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.   Remisión al fallo de la causa “Viejo Robles S.A.”, Fallos: 326: 4019, segunda hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público.


    Cerdán, María c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP, 639, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.”) y a Fallos 327:26 (“Rodríguez Atilana”).


    Castro, Mercedes y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Provincia) s/ Amparo


    COMP, 192, L. XLII, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Vidal, Julio Carmelo c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP, 482, L. XLII, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión a los fallos de las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos: 326: 4019 (acápite VII del dictamen del Ministerio Público) y “Rodríguez Atilana”, Fallos: 327: 26.


    Bink, Alejandro Alfredo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP, 587, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia civil y comercial. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La titular del Juzgado Federal en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.  Por otra parte, es dable poner de manifiesto que el juez federal ya se había pronunciado sobre su competencia, circunstancia impide volver sobre el tema.


    Guzmán Picco, Lorena Belén c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 729, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen 


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Bradley, Carlos A. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 (Siembra) s/ Amparo Ley 25.561


    COMP, 59, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Fuero de atracción. Validez de la ley. Competencia federal. 


    Orden para analizar la exposición de los hechos y el derecho invocado.


    Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que asigna competencia a la justicia federal para conocer en las demandas de amparo que tienen por objeto examinar la validez de actos emanados del Gobierno Nacional.   El fuero de atracción que ejerce el concurso funciona en forma pasiva, es decir respecto de las acciones iniciadas contra el concursado pero no respecto de las que éste pudiere promover.


    Tomás Arias S.A. Industrial Comercial Financiera y Mandataria c/ Secretaria de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos -Ministerio de Economía Nacional s/ Amparo


    COMP, 495, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Juicios contra el estado. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Lascano, Alberto Pedro c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo (Artículo 14 Constitución Ciudad Autónoma de Buenos Aires)


    COMP, 876, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Tasovac, Catalina Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP, 820, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares. Competencia provincial. 


    A fin de determinar la competencia, se debe atender a la exposición de los hechos efectuada en la demanda. En ese  plano, se desprende del escrito de inicio que la pretensora promovió acción de amparo de conformidad con el artículo 47 de la ley n° 23.551 a fin de ser restituidos como miembros de una asociación sindical. Al respecto, la Corte tiene dicho que la competencia para resolver una acción fundada en normas de derecho común, como la ley n° 25.331, incumbe a los jueces o tribunales con competencia laboral en las respectivas jurisdicciones.


    Parellada, Santiago y otros c/ Sindicato de Trabajadores de la Industria del Tanino y anexo s/ Amparo y medida cautelar


    COMP, 826, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Juicios contra el estado. Competencia civil y comercial federal. 


    Toda vez que la pretensión del actor consiste en obtener que la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de Propiedad del Automotor notifique al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Dirección General de Administración de Infracciones) la denuncia de tradición de un automotor, a fin de que las autoridades locales procedan a la sustitución del sujeto obligado al tributo (patentes, impuesto, multas, etc.) desde la fecha de la denuncia, desligando a partir de la misma al titular trasmitente, de conformidad con lo previsto en el art. 27 del Régimen Jurídico del Automotor, corresponde a la justicia federal conocer en la causa, puesto que al instaurarse una demanda contra el Estado Nacional o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48.


    Lutzky, Abel Abraham c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP, 944, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia. Competencia provincial. 


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.  Ello es lo que sucedió en autos en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función' jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Sanguiliano, Esteban y otro s/ Amparo s/ Apelación


    COMP, 195, L. XLII, 31 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juez previniente. Competencia federal. 


    La oportunidad para plantear la cuestión de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales, pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, mientras no se opongan a ellos principios fundamentales que pudieran impedirlo.  La facultad de los jueces federales con asiento en las provincias, para declarar su incompetencia en cualquier parte del proceso (Art. 352, 2do. párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


    Barrera, Ernesto Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    COMP, 353, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Derecho público. Validez de la ley. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    El presente proceso corresponde a la competencia de la justicia federal por aplicación del principio de supremacía del Art. 31 de la Constitución Nacional.   Ello es así, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la validez de normas locales por ser contrarios a la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798, de carácter federal, circunstancia que implica que la causa se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución, a las que alude el Art. 2°, Inc. 1 de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencias entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que la Ley Fundamental confiere al gobierno nacional.   En este caso, la pretensión de la actora consiste en obtener que cese el estado de incertidumbre y se declare la inconstitucionalidad de los gravámenes dispuestos por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por el uso y ocupación del dominio público, establecidos en el Código Fiscal y en las leyes tarifarías de esa ciudad.  Al tratarse de una acción de certeza, cuyo fin es obtener la declaración sobre la existencia, alcance o modalidad de una relación jurídica que pueda producir un perjuicio o lesión actual, en el caso, respecto del cobro de tributos, la causa corresponde a la competencia de la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A.  (CRM) Inc. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Decreto 240/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 230, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción revocatoria. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Procedencia del fuero de atracción en los procesos universales.


    Resulta procedente indicar, que la Corte tiene establecido que los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado donde éstos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción.   El instituto del fuero de atracción sólo juega respecto de aquellas acciones donde el causante resulta demandado, es decir, en forma pasiva, como un modo de concentrar ante el juez del proceso universal, todos las juicios seguidos contra el causante que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio y no en los que, mas allá de haberse nominalmente incoado la acción contra el referido proceso universal, se dirigen, principalmente, contra una heredera del causante, como ocurre en esta causa.


    Osepyan Vahan Antonio c/ Stofen Macher, Marcela Adriana y otros s/ Acción revocatoria o pauliana


    COMP, 540, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Acumulación de acciones. Acervo sucesorio. Competencia nacional. 


    Improcedencia de la acumulación de procesos sucesorios.


    La Corte admitió la acumulación de distintas sucesiones cuando se trata de las misma masa hereditaria, existe identidad herederos y no se realizó la partición, condiciones que sumadas a razones de economía procesal, habilitan que entienda en un proceso sucesorio un tribunal que no es el correspondiente al último domicilio del causante.


    Gabriele, Miguel s/ Sucesion ab intestato


    COMP, 992, L. XLI, 30 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acumulación de procesos por conexidad. Competencia federal. 


    Relación entre ambos juicios. Posibilidad de situaciones jurídicas contradictorias.


    Resulta razonable declarar operativo el instituto de conexidad de los procesos, no sólo por la concurrencia de identidad de sujetos, sino también en lo fundamental, por la estrecha relación existente entre ambos juicios.  No modifica el criterio expuesto la circunstancia que en el proceso en trámite en jurisdicción federal ha recaído sentencia definitiva, pues dicho factor impeditivo, cede frente a la posibilidad de la configuración de situaciones jurídicas contradictorias.


    Banco Bansud S.A. c/ Fernández Galvez, J. R. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 489, L. XLI, 08 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Amparo. Seguridad social. Competencia previsional. 


    No corresponde que intervenga la Corte Suprema cuando no se ha planteado un conflicto que deba ser resuelto en el plano del artículo 24, inciso 7, del decreto-ley n° 1285/58, texto según ley n° 21.708, si el último de los jueces intervinientes, se redujo, en esencia, a señalar que la causa mencionada como base de la supuesta conexidad se radicó ante otro juzgado del fuero, con lo cual no se ha configurado, en rigor, el supuesto de atribución recíproca que la misma Corte ha señalado, repetidas veces, como recaudo a los efectos de la traba de una contienda jurisdiccional.


    Foeesitra y otros c/ Ministerio del Trabajo y Seguridad Social de la Nación s/ Amparos y sumarísimos


    COMP, 1208, L. XLII, 13 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Archivo del expediente. Domicilio del demandado. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Improcedencia del archivo del expediente.


    La Corte tiene dicho, de manera reiterada, que si bien el Art. 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, ello no cabe extenderlo más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado ante el magistrado que se consideró incompetente, circunstancia ésta ultima que no ha sido referida por el juez nacional  en la oportunidad de pronunciarse sobre el rechazo de la radicación de la causa ante su jurisdicción.


    Brizzolara Dora Angélica y otros c/ Endemol Argentina S.A.


    COMP, 63, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Buscadores de Internet. Protección de la imagen. Derecho al nombre. Internet. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuando el objeto de la pretensión se encuentra dirigido a proteger el nombre y la imagen física de la accionante a la que se vincula con la difusión, utilización, promoción y comercialización de contenido pornográfico, actividades que se llevarían a cabo por vía de Internet -medio de interrelación global que permite acciones de naturaleza extra local-, dicha circunstancia autoriza a sostener que compete a la Justicia Federal conocer en la acción.


    Giménez Aubert, María Susana c/ Yahoo de Argentina S.R.L. s/ Medidas precautorias


    COMP, 1190, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia provincial. 


    A fin de determinar la competencia, se debe atender a la exposición de los hechos efectuada en la demanda.  En materia de competencia, cuando el reclamo se fundamenta en el derecho común su tratamiento es ajeno a la justicia federal.  Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el accionante hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.


    Méndez, Gustavo Daniel c/ Muñoz, Alberto esteban y otra s/ Cobro de pesos


    COMP, 819, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Demanda laboral contra empresa concursada.


    Sin perjuicio de que a la fecha en que se planteó el presente conflicto de competencia no se hallaba vigente el Art 21 inc. 2° de la ley 24.522 -modificada por ley 26.086-, dada las particulares circunstancias del caso, razones de economía procesal y seguridad jurídica así como las que atienden a los fines de preservar los intereses generales del trámite concursal aconsejan que la presente causa sea remitida al juzgado donde éste se sustancia.


    Carranza, Roberto c/ Transporte Vidal S.A. s/ Cobro de pesos


    COMP, 463, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Domicilio del demandado. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal conocer en las causas en que la Corporación del Mercado Central de Buenos Aires sea parte.


    Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A. c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP, 1122, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos (326:4019) "Viejo Roble S.A."


    Bachur, Ana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Ordinario


    COMP, 175, L. XLII, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a los fallos de las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326: 4019 y “Rodríguez Atilana”, Fallos 327: 26.


    Lucarelli, Yolanda Victoria c/ BBVA Banco Francés s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 800, L. XLII, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa "Viejo Roble S.A.",  Fallos: 326:4019.


    Muccio, Alicia Dosinda c/ Banco Río de La Plata S.A. y otros s/ Ordinario


    COMP, 733, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No corresponde a la Corte Suprema intervenir en una contienda ya resuelta, toda vez que no existe una cuestión de competencia por resolver, si la planteada ya lo fue por el Tribunal, de acuerdo con lo previsto en el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    Costa, Juan Carlos y otro c/ Banco Itaú S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 22, L. XLII, 15 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión a los fallos de las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos: 326: 4019 (acápite VII del dictamen del Ministerio Público) y “Rodríguez Atilana”, Fallos: 327: 26.


    Besteiro Fontao, Estrella c/ Estado Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP, 582, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1380, L. XLI, “Alvarez, Graciela s/ Infracción ley 22.362”.


    S., Manuel s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 1411, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 416, L. XL, “Fundación Acceso Ya c/ Propietario, concesionario, inquilino y/u ocupante de Net City s/ Amparo (Art. 14 CCABA)”.


    Fundación Acceso Ya c/ Propietario Lavalle 1XXX


    COMP, 283, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Szpiro, Susana Graciela c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01, 214/02 (Principal Life Seg) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP, 48, L. XLII, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 416, L. XL, “Fundación Acceso Ya c/ Propietario, concesionario, inquilino y/u ocupante de Net City s/ Amparo (Art. 14 CCABA)", resuelto de conformidad con el dictamen de la Procuración General.


    Fundación Acceso Ya c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    COMP, 183, L. XLII, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia comercial. 


    Remisión a Fallos: 324:2493 (“Resk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”).


    Bongiovani, Jorge Darío s/ Siembra Seguros de Retiro S.A. y otro s/ Amparo


    COMP, 573, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 324:2493 (“Resk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento").


    Sánchez Seborga, Teresa Wilma c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Economía y otro s/ Amparo


    COMP, 1779, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 576, L. XLII, “Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ Daños y perjuicios”.


    Cabrebra, Clelia Renée c/ Empresa de Transporte Atlántida


    COMP, 666, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Ejecución de sentencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    La presente causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme, y, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen. Ello debe ser así, en orden a que la doctrina de la Corte acerca de que no se atraen aquellas causas en que ha recaído sentencia, tiene en consideración la conclusión del trámite de la causa, sólo restando la ejecución de lo resuelto en dicha sentencia, que en el caso se ve, impedido por la circunstancia de mediar un trámite de proceso universal de quiebra, que obliga a todos los acreedores a verificar, lo que torna innecesario el desplazamiento de una causa terminada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Taki S.A.  s/ Ejecución fiscal – Plan de facilidades


    COMP, 719, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    En el caso, no surge que el proceso haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada.


    I.T.P. Electrónica S.R.L. c/ Signs Time S.R.L. s/ Cobro de pesos


    COMP, 1837, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    En el caso, no surge que el proceso haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada.


    Pacheco, M. Nieves c/ Giantomas, Héctor y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1842, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia de paz. 


    Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aún en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes.  El art. 21 inc. 2° de la Ley 24.522, dispone refiriéndose a los efectos de la apertura del concurso preventivo, que los procesos de conocimiento quedan exceptuados de la aplicación del principio del fuero de atracción, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo dispuesto por los arts. 32 y concordantes de la Ley 24.522.


    Inmobiliaria Diez S.C. c/ Inversiones Cuyanas S.A. s/ Desalojo


    COMP, 209, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia federal. 


    En atención a reiterada jurisprudencia de la Corte en orden a que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aún en casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes, y que no concurren los supuestos -art. 9°.- que tornen inaplicable al sub lite el inciso 2° del artículo 21 de la Ley N° 24.522 - art. 4°-, conforme fuera indicado, el presente juicio de conocimiento deberá quedar radicado ante el juzgado de origen, sin perjuicio de ia necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del concurso.


    Velasco, Juan Carlos c/ Supercanal Holding S.A. s/ Ordinario


    COMP, 872, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Concursos. Acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Si de las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa de Transportes El Litoral S.A. s/ Ejecución fiscal - Radicación de vehículos


    COMP, 1017, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa  "Héctor Jorge García c/ Poder Judicial de la Nación - Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial”, Fallos 325:2687, resuelto de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General de la Nación.


    Carelli, Gilberto Nicolás y otro c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación - Acuerdo 5-VI-02- Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 603, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente. Competencia civil. 


    Cabe advertir que esta controversia no es de las que debe dirimir la Corte. Ello así en atención a que, por un evidente error material, las presentes actuaciones fueron remitidas en lo Criminal y Correccional provincial y no al Juzgado Nacional en lo Civil.  Corresponde devolver la causa al juzgado comercial para que sea remitida al Juzgado Nacional en lo Civil.


    Ascarate, María del Carmen c/ Transporte Metropolitanos General Roca S.A. s/ Ordinario


    COMP, 968, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión del expediente. Competencia laboral. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte Suprema, ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708.  Los autos deben ser remitidos al Juzgado Nacional para su radicación definitiva.


    González, Guillermo Ernesto c/ Dreksler, Enrique s/ Desafectación bien de familia


    COMP, 976, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial. 


    Asiste razón al señor juez nacional, en virtud de que el art. 9° de la ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


    Cardozo Vaz, Carlos Manuel c/ Rosas Farías, Ramón s/ Daños y perjuicios


    COMP, 961, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    Conforme surge de las presentes actuaciones, no se configura ninguna de las excepciones previstas en el art. 9° de la ley 26.086, ello así, porque más allá de la opción ejercida por el acreedor, en la causa no ha recaído sentencia verificatoria, por lo que corresponde admitir la radicación definitiva de la causa ante el juzgado de origen.


    Maldonado, Eduardo Horacio c/ Delgado Bernardo Ubaldo y/o Linea 88 Expreso Liniers S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 659, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia comercial. 


    En las actuaciones ha sido dictado el llamado a autos para sentencia, que se encuentra firme. Por ello, y siendo que el art. 9° de la ley 26.086, dispone que no procederá la devolución de las causas en los casos en los que se hubiera dictado el llamado de autos para sentencia, no corresponde su remisión al juzgado de origen.  La sanción de la ley 26.086 tuvo por objeto una mejor prestación de justicia, y que consecuentemente la Corte tiene dicho que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia, va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia así como, que no corresponde la promoción de planteos que, por ser insustanciales, no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos, requerida por la buena administración de justicia.


    Foppiano, Miguel Ángel c/ Compañía de Transportes Río de la Plata y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1010, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Abate Gloria c/ Compañía de Transportes Río de la Plata s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1014, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Argamonte, Isabel c/ Soto, Raúl y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1008, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Avila, Felisa c/ Compañía de Transportes Río de la Plata s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1016, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Cardozo, Maria c/ Compañía de Transportes Río de la Plata y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1004, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Rio de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Kubanda, Tomás c/ Municipalidad de Berazategui s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1012, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Monzón, Clara c/ Compañía de Transportes Río de la Plata s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1003, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Podoba, Juan Carlos c/ Compañía de Transportes Río de la Plata y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1005, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Santanton, Ángel c/ Compañía de Transportes Río de la Plata y otros s/ Daños y perjucios


    COMP, 1011, L. XLIII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Ltda. c/ Municipalidad de Berazategui s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1007, L. XLI, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Vilte, Aurelia F. c/ Compañia de Transportes Río de la Plata y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1006, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. Competencia contencioso administrativa. 


    De acuerdo con los términos de la acción de daños y perjuicios que se centra en normas de naturaleza común, en este estado procesal del juicio -aún no se ha corrido traslado de la demanda- y dentro del limitado marco cognoscitivo de las cuestiones de competencia, cabe atribuir naturaleza civil al pleito, por lo que, dado el carácter excepcional de la jurisdicción federal, compete a la justicia ordinaria local seguir conociendo en este proceso.


    Cartey, Carlos Alberto c/ Vial Tres S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 190, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por la materia. Competencia civil. 


    La legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, ha establecido en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, según texto del artículo 1º de la ley 24.290, que resulta competente en acciones de naturaleza de derecho común la justicia nacional en lo civil.


    Alfredo Marietta - Marmetal S.A.I.Y C. c/ Cosena Seguros S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 857, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Concursado codemandado. Opción de competencia. Competencia provincial. 


    Ley 26.086.


    En autos se halla en tela de juicio la aplicación del artículo 133 párrafo primero de la ley 24.522 que establece que cuando el fallido sea codemandado, el actor puede optar por continuar el juicio ante el tribunal de su radicación originaria, desistiendo la acción contra aquél sin que quede obligado por costas y sin perjuicio de solicitar la verificación de su crédito. Surge de autos, por lado que el actor no ha desistido de la acción contra la concursada, con lo cual es parte obligada del proceso.  Con la promulgación de la ley 26.086, cuyo art. 4° modifica las previsiones del art. 21 de la ley 24.522 y señala en “los efectos de la apertura del concurso preventivo”, que los procesos de conocimiento en trámite quedan excluidos de su radicación en el juzgado del concurso, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo dispuesto por los artículos 32 y concordantes de la ley 24.522; en atención a la jurisprudencia de la Corte que establece que las normas de procedimiento resultan aplicables a las causas en trámite y lo expresamente dispuesto en el art. 9 de la ley 26.086, la presente causa deberá quedar radicada ante el juzgado de origen, con el alcance de lo dispuesto en la última parte del art. 4 de la ley 26.086.


    Aguirre, Elba y otro c/ Rodríguez, Darío A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 38, L. XLII, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Economía procesal. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Previsión del artículo 9 de la ley 26.086. Principios de seguridad jurídica, especialidad y economía procesal. Orden público.


    La devolución de las actuaciones por el juez del concurso preventivo, se produce con motivo de un mandato legal, que estableció su remisión de forma inmediata, así como que la Corte tiene dicho que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia por ser de orden público, aún en caso de silencio, se aplican de inmediato a las causas pendientes.  La ley 24.522, en su artículo 273 inciso 3°, establece que las resoluciones que se dicten en el trámite del concurso son inapelables, principio general que en el caso es plenamente aplicable, porque no se advierte que medie agravio irreparable hacia el acreedor, al disponer la norma la devolución de la causa a su juez natural y de origen, competencia que había sido alterada excepcionalmente por aplicación de las normas vigentes a ese tiempo que regulaban el instituto del fuero de atracción.   La ley 26.086 prevé la participación necesaria de la sindicatura de la concursada en el trámite de la causa con lo cual quedan asegurados los derechos de todos los interesados en el litigio.  Así, atendiendo al carácter de orden público de las normas de competencia en la ley de concursos, el término expreso y ordenatorio de la previsión legal y que, conforme se desprende de la exposición de motivos del proyecto y de su discusión parlamentaria, la modificación legal propende a asegurar una mayor celeridad procesal que redunde en una mejor y pronta administración de justicia, con el objeto de hacer efectivos los principios de seguridad jurídica, especialidad y economía procesal, corresponde admitir la radicación definitiva de la causa ante el juzgado de origen sin más trámite conforme a la expresa previsión del artículo 9 de la ley 26.086, sin perjuicio de las objeciones que pudieran plantear los interesados a la intervención del juez que va a conocer, proveído éste que habrá de ser notificado por el señor juez provincial, oportunidad en la que las partes podrán hacer valer los derechos que el señor magistrado intenta proteger.


    Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 576, L. XLII, 24 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad profesional. Competencia civil y comercial. 


    Remisión a lo resuelto por la Corte en autos "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel s/ Ordinario” Fallos: 312:1881, y en los autos: "Córdoba, Noemí Silvia y otro c/ Clínica Ntra. Sra. De Fátima S.A. y otros s/ Daños y perjuicios".


    P., F. C. c/ O.S.E.C.A.C. y otros s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional


    COMP, 662, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia. Declaración de oficio. Oportunidad procesal. Competencia provincial. 


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial, deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento.  En tal contexto, y en el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4°, 10 y 352 del CPCyCN, cabe desestimar la declaración oficiosa de incompetencia efectuada por el tribunal local, cuando las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna, con lo cual había concluido la posibilidad de hacerlo en lo sucesivo, y porque, además, la oportunidad de los magistrados de origen para desprenderse de las actuaciones, también había fenecido, ya que ello sólo podía verificarse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una excepción de tal naturaleza antecedente que no se ha configurado en autos.  Por otro lado, la declaración de incompetencia de oficio realizada por el tribunal local sobreviene cuando las actuaciones habían concluido luego de un prolongado trámite de casi dos años y al tiempo del dictado de la correspondiente sentencia definitiva del proceso, circunstancia que evidencia la ausencia de oportunidad del acto y la consecuente afectación de los principios de seguridad jurídica, debido proceso, celeridad y economía procesal, que tienden a evitar la privación de justicia.  La Corte tiene dicho que nada obsta a que los jueces de todas las instancias y jurisdicciones apliquen e interpreten normas federales, cuyas decisiones finalmente pueden obtener debido control ante la Corte por la vía del recurso extraordinario federal.


    Vieytes, Rubén Héctor c/ Bank Boston N.A. s/ Sumarísimo


    COMP, 89, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Declaración de insania. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa "González Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    G., S. E. s/ Internación


    COMP, 267, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de las causas “González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963); y Comp. 1511, L. XL, "Tufano, Ricardo Alberto s/ Internación".


    S., J. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 347, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Juzgado de familia. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1524, L. XLII, "Cano, Miguel Ángel s/ Insania", y Comp. 1511, L. XL, “Tufano Ricardo Alberto s/ Internación”.


    G., V., E. s/ Insania


    COMP, 36, L. XLII, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Domicilio de causante. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1511, L. XL, "Tujano, Ricardo Alberto s/ Internación”.


    Las actuaciones exigen el control de la situación de la presunta incapaz, circunstancia que en virtud del principio de inmediación y teniendo en cuenta que la causante se encuentra actualmente bajo la guarda de uno de sus hijos, a los fines de una eficaz protección, sea el tribunal del lugar de la internación o actual residencia de la causante el que entienda en la causa.


    G., T.  s/ Insania


    COMP, 207, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Principio de inmediación. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de las causas “Gonzalez, Celina y otros s/ Protección de personas”, Fallos 315:2963; y Comp. 1511, L. XL, “Tufano, Ricardo Alberto s/ Internación”.


    Subsiste la competencia territorial del tribunal nacional que previno; además en el ámbito de su jurisdicción se encuentra internada la presunta incapaz, circunstancia esta que, dada su inmediación y a los fines de su eficaz protección, aconsejan a que el citado tribunal nacional entienda en la causa.


    N., O. E. s/ Oficio directo


    COMP, 450, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Residencia habitual. Competencia civil. 


    Cuando no se ha podido determinar fehacientemente el lugar actual del establecimiento asistencial en donde se encontraría el presunto incapaz ni su última residencia, las actuaciones deben seguir su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil.  Razones de economía y celeridad procesal, y la urgente actividad de control sobre el presunto incapaz por parte del juez -que se persigue en este tipo de proceso-, sumado a las circunstancias que puedan surgir del informe médico, aconsejan que sea el tribunal de origen quien siga entendiendo y decida respecto a las medidas a adoptar, de ser necesarias, para su mas efectiva protección.


    H., L. A. s/ Insania


    COMP, 602, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Demanda laboral. Diferencia salariales. Contrato de ajuste. Buques públicos. Competencia federal. 


    Resulta aplicable al sub lite la doctrina de la Corte Suprema, erigida sobre la base, principalmente, de los artículos 116 de la Ley Fundamental y 610 y 616 de la ley n° 20.094, que atribuye competencia al fuero de excepción para entender en acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional.


    Caballero, Alfredo Antonio c/ Pesquera SURCAR y otros s/ Demanda laboral


    COMP, 874, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Fuero de atracción. 


    No procede el desplazamiento de este juicio por fuero de atracción, ya que en el presente caso se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522.


    Franconieri, Julio c/ S.A. Organización Coordinadora Argentina s/ Accidente de trabajo


    COMP, 1813, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Contienda de competencia. Proceso laboral. Improcedencia del fuero de atracción del concurso.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por el artículo 21 de la ley 24.522, toda vez que el presente caso se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones prevista en el inc. 2° de dicha norma.


    Cosentino, Armando c/ Diverlux S.A. y otra s/ Indemnización por despido


    COMP, 257, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Determinación de la incapacidad. Guarda del menor. Adopción. Domicilio del menor. 


    Corresponde que siga entendiendo y decida lo necesario para la efectiva aplicación de las medidas que oportunamente se dictaron y que contribuyan a la más urgente protección de la incapaz como así también en el trámite de adopción de su hijo menor, el juez del lugar de residencia de los interesados.


    S., I. s/ Exhorto oficio Ley 22.172


    COMP, 1892, L. XLI, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Diligencias preliminares. Medidas cautelares. Competencia nacional. Competencia civil. 


    De acuerdo con el artículo 6º, inciso 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las medidas preliminares y precautorias, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal.  De conformidad con los artículos 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, para determinar la competencia se debe acudir de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda.  Del pedido efectuado en el sub lite, se desprende que el objeto del juicio principal se relacionaría prima facie con la interpretación, el sentido y/o alcance de los derechos y obligaciones nacidas de un contrato de locación de servicios médicos asistenciales, materia que, a mi modo de ver, compromete el estudio con influencia decisiva de aquellos aspectos propios del derecho civil.


    Capparelli, Mario Augusto y otro c/ Asociación Civil del Hospital Alemán s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada


    COMP, 1079, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1511, L. XL, “Tufano Ricardo Alberto s/ Internación”.


    Teniendo en cuenta que se ordenó la internación del causante en una institución en Provincia de Buenos Aires, corresponde dirimir la contienda planteada y disponer que la causa quede radicada ante la justicia de aquella provincia.


    F. R., N. s/ Internación


    COMP, 214, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Domicilio del causante. Competencia provincial. Juzgado de familia. 


    Debido a que el tribunal provincial es previniente en la causa y que en el ámbito de su jurisdicción se halla la residencia actual del causante, razonablemente se sostiene que la justicia provincial debe seguir a cargo de la protección del presunto incapaz.


    C., A. A. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 212, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución de honorarios. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Si los emolumentos regulados en los autos constituirían parte de un pasivo perteneciente a un ex banco, en virtud de tal circunstancia el crédito por honorarios debería ser cancelado con los fondos vinculados al patrimonio residual de la entidad fallida, antecedente que determina la competencia del juzgado del proceso falencial para entender en el caso.  Toda vez que exista una pasivo vinculado al patrimonio residual de la entidad fallida resulta aplicable al caso la regla del fuero de atracción, establecida en el artículo 132 la ley 24.522 (según ley 26.086) en cuanto determina la radicación ante el juez de la quiebra de todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el fallido en los que se reclamen derechos patrimoniales.  Habiéndose decretado la quiebra, el proceso universal ha quedado sometido a las prescripciones de las leyes 21.526 y 24.522 de Concursos y Quiebras, con el alcance indicado por los arts. 46 y 51 del primer cuerpo normativo mencionado.  En ese marco y atento a la naturaleza del pasivo en cuestión considero que resulta aplicable al caso la regla del fuero de atracción, establecida en el artículo 132 la ley 24.522 (según ley 26.086) en cuanto determina la radicación ante el juez de la quiebra de todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el fallido en los que se reclamen derechos patrimoniales, criterio aplicable al caso por tratarse de una demanda ejecutiva que no está comprendida en las excepciones previstas por la citada norma.


    Siniego Berri, Cristian s/ Incidente ejecución de honorarios


    COMP, 937, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Actos jurisdiccionales. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Precedente de la Corte Suprema. Comp. 658, L. XLII, “G.C.B.A c/ Grillo y Hermanos Argoneon S.A. s/ Ejecución fiscal”.


    Para la correcta traba del conflicto de competencia, resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.  Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación podría hacer excepción a ese óbice formal, ya que tal exigencia no obsta al pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen y, en tales condiciones, considerar trabado un conflicto negativo de competencia, en los términos del Art. 24, inc. 7º), del decreto-ley 1285/58.  Resultan aplicables al sub lite el precedente  la Corte, que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes y el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Cooperativa de Trabajo de Vigilancia SAPSA Ltda. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 1375, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Alumbrado. 


    Precedente: fallo de la Corte Comp. 106, L. XL, “GCBA c/ Banco Nacional de Desarrollo y/u otro s/ Proceso de ejecución”.


    Es competente la justicia federal  para entender en la causa  iniciada a fin de obtener el pago  de la suma que presuntamente adeuda en concepto de alumbrado, barrido y limpieza, una universidad nacional, puesto que al instaurarse la demanda contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de las personas.  Es competente el fuero contencioso administrativo federal para conocer en la causa iniciada a fin de obtener el pago en concepto de alumbrado, barrido y limpieza, ya que, con arreglo a lo dispuesto en el Art. 116 de la Constitución Nacional y Art. 2°, inc. 6  y  12 de la ley  48, corresponde a la justicia federal conocer en las causas en que la Nación o una entidad nacional  sea parte, y, atento que para resolver dicha pretensión debe aplicarse normas y principios propios del derecho público, corresponde asignar la competencia al fuero contencioso administrativo.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Universidad de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal –ABL-


    COMP, 336, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos de las causas: Comp. 336, L. XLII, “G.C.B.A c/Universidad de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal - ABL” y  Fallos: 327:2536 y 2857.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional Argentino y/o quien resulte propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP, 720, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia laboral. 


    Si se ha dictado sentencia que se encuentra firme, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


    Sindicato Federación Gráfica Bonaerense c/ Offset Sud S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 1083, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    De las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada, toda vez que se trata el presente juicio de una ejecución fiscal, que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el Art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez, Gloria Elba y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP, 706, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Sentencia firme. Ejecución de sentencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Improcedencia de la atracción al proceso concursal.


    En la presente causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme, y, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Universaflet S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 727, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Concursos. Acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Operatividad del fuero de atracción en un juicio de ejecución fiscal.


    Cuando de las constancias de un juicio que se trata de una ejecución fiscal, y que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el Art. 21 de la ley 24.522, no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Leccorp Sociedad General S.A. s/ Ejecución fiscal - Plan de facilidades


    COMP, 610, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Fuero de atracción. Competencia contencioso administrativa. 


    Operatividad del fuero de atracción en un principio de ejecución fiscal.


    Cuando la deuda -base del trámite ejecutivo- se devenga con posterioridad al fallecimiento del causante, si bien el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, en dicho supuesto tal principio no resulta aplicable, por lo cual cabe considerarla excluida del fuero de atracción mencionado.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Stolerman de Borentein, Catalina s/ Ejecución fiscal


    COMP, 612, L. XLI, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    No surge de las actuaciones que se haya dictado sentencia, y toda vez que se trata el presente juicio de una ejecución fiscal, no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Banco Nueva Era Cooperativo Limitado s/ Ejecución fiscal - Anuncios publicitarios


    COMP, 948, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Principio de radicación: realización de actos típicamente jurisdiccionales.


    Resultan aplicables al sub lite las consideraciones vertidas por el Tribunal, en cuanto a que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes y que el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Las causas en las que ha recaído un acto de este tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite por ante eI juez que lo dictó.  A la luz de tales criterios, la presente ejecución fiscal -en la que se ha dictado sentencia que ordena llevar adelante la ejecución- corresponde a la competencia del Juzgado Nacional en lo Civil que intervino en la causa, pues el pronunciamiento de la causa resulta apto para producir su radicación.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Grillo y Hermanos Argoneón S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 658, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Radicación de automotores. Competencia comercial. 


    Cabe advertir que no surge de las actuaciones que se haya dictado sentencia, y toda vez que se trata el presente juicio de una ejecución fiscal, no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), por lo que procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tectil Amesud S.A. s/ Ejecución fiscal - Radicación de vehículos


    COMP, 941, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Acciones personales. Indivisión hereditaria. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Juicio Sucesorio. Juicio Universal: Fuero de atracción de todas las acciones personales que se establecen contra el causante.


    El Art. 3284, inc. 4°, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determina esa jurisdicción.  Si la deuda en concepto de Alumbrado, Barrido, Limpieza, Contribución Territorial y Pavimentos y Aceras se devengó con anterioridad al fallecimiento del causante, cabe considerarla atraída por el fuero civil.  La inscripción de la declaratoria de herederos en el Registro de la Propiedad Inmueble, no produce el cese de la indivisión hereditaria, que sólo ocurre mediante la partición de los bienes, debidamente inscripta, por lo que, no llevándose a cabo ésta, continúa la vigencia del fuero de atracción ejercida por la sucesión, conforme lo dispuesto en el Art. 3284 del Código Civil.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzalino, Héctor A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP, 348, L. XLII, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    La Corte ha consagrado el principio de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aun en casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes.  El art. 21 inc. 1° de la ley 24.522 modificado por ley 26.086, dispone, refiriéndose a los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los procesos en trámite contra el concursado, que los juicios de ejecución de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y por ello deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema.


    Isaura S.A. c/ Palma de Mallorca S.A.


    COMP, 219, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Elección de autoridades. Cuestión abstracta. 


    La doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar. Ello está en consonancia con aquella otra que indica que las sentencias de la Corte deben tender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado.


    Luis H. Bascuñan s/ Impugnación candidato Rolando Figueroa en internas partido Movimiento Popular Neuquino


    COMP, 439, L. XLII, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Fuero de atracción. Daños y perjuicios. Competencia provincial. 


    No procede el fuero de atracción cuando en la causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme, y en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen.


    Rizi de Calderón, Gladys c/ Clínica Los Cedros S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP, 61, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Hábeas data. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1355, XL, "Svatzky, Betina Laura c/ Datos Virtuales S.A s/ Habeas data (art. 43 CN)".


    Será competente la justicia federal en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Lima Da Silva, Fabiane c/ Microsoft Corporation s/ Habeas data


    COMP, 1849, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Incapacidad. Domicilio del causante. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos las causas “Caimi Jose Antonio”, Fallos: 312: 1371  y Comp. 1511, L. XL, “Tufano Ricardo Alberto s/ Internación”.


    No altera la solución propuesta en el fallo de la remisión, la particularidad de que con anterioridad al inicio del proceso haya tramitado ante el magistrado nacional otra causa por internación seguida a la causante, toda vez que ella fue archivada y que estas actuaciones por su naturaleza exigen el control de la situación del internado circunstancia que, en virtud del principio de inmediación, aconseja que a los fines de una eficaz protección sea el tribunal del lugar de la internación el que entienda en la causa.


    T. B., T. s/ Insania Curatela


    COMP, 216, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Residencia habitual. Principio de inmediación. Competencia de familia. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa comp. 1511, XL, “Tufano Ricardo Alberto s/ Internación”


    Estas actuaciones, por su naturaleza, exigen el control de la situación del presunto incapaz -que debe realizar el juez con la concurrencia del Ministerio Pupilar- circunstancia que, en virtud del principio de inmediación y teniendo en cuenta que el causante se encuentra actualmente internado en una institución en la Provincia de Buenos Aires, aconsejan que los fines de una eficaz protección sea el tribunal del lugar de la internación o actual residencia el que entienda en la causa.


    C. S., R. G. s/ Internación


    COMP, 636, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento de obligaciones. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Si el reclamo del accionante proviene de una obligación que es de causa preconcursal, corresponde considerar procedente el fuero de atracción contemplado en el artículo 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Masuhh S.A.


    COMP, 1336, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Indemnización por incapacidad. Competencia provincial. 


    Remisión a los Fallos: 327:3610 ("Castillo").


    Romero, Antonio Eduardo c/ Municipalidad de San Nicolás y otro


    COMP, 878, L. XLII, 17 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley sobre riesgos del trabajo. Cuestión de derecho común. Asegurador por riesgos del trabajo. Derecho privado. Competencia ordinaria. 


    Legislación de riesgo del trabajo. Precedente “Castillo”. Cuestión ajena al fuero de excepción, corresponde a la justicia ordinaria.


    Del escrito de inicio se desprende que el actor, basado en normas de la Ley de Riesgos del Trabajo y Código Civil, reclamó a su ex-empleador y a la aseguradora respectiva, la reparación integral de su minusvalía laboral, previo objetar constitucionalmente diversos preceptos de la primer ley citada, entre ellos, los relativos al diseño jurisdiccional. Lo anterior fue así, a partir de la deducción de una demanda originaria ante la justicia provincial.  En las condiciones descriptas y a tenor de la doctrina sentada por la Corte en autos S.C. C n° 2605, L. XXXVIII; “Castillo, Angel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”, -a la que es menester remitir, en todo lo pertinente, brevitatis causae- en orden a la naturaleza común de la legislación en materia de riesgos del trabajo y carácter privado de las aseguradoras respectivas, corresponde concluir que el supuesto resulta ajeno a la competencia de la justicia federal.


    Córdoba, Oscar Alberto c/ Casa Tía S.A. y Juncal A.R.T. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 262, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Precedente de Fallos: 327:3610.


    El temperamento de la justicia ordinaria resulta criticable ya que, tras una prolongada vigencia de la ley n° 24.557, decide inhibirse de entender en la causa fundada, precisamente, en el artículo 46.1 de la ley aludida. Tampoco le asiste razón en lo que atañe al aspecto de fondo de la inhibitoria ya que la reclamación se fundamenta en la legislación civil y laboral común e involucra a sujetos de derecho privado, carácter, por otra parte, que en el precedente de la referencia, la Corte refirió, asimismo, a la ley n° 24.557 y a las aseguradoras de riesgos del trabajo, respectivamente, antecedente que viene a sellar la suerte de la controversia en punto a que su tratamiento es ajeno a la justicia federal.


    Corbalan, Rubén Reinaldo c/ Construcciones Karamaneff S.A.


    COMP, 307, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Indemnización. Cámara de apelaciones. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Conflicto entre jueces nacionales. Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    El conflicto habido entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido en la litis.


    Tavieres, Leonardo Mario c/ Conarpesa Continental Armadores de Pesca S.A. s/ Incidente de competencia negativa


    COMP, 327, L. XLII, 05 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia por conexidad. Competencia por el territorio. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    En materia de acumulación de procesos, la misma resulta procedente aun cuando no concurran la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, se dicten fallos contrapuestos.  La acumulación de procesos es un instituto procesal que persigue, sustancialmente, evitar el dictado de sentencias contradictorias y lograr la economía procesal que mejor se adecue a un ajustado servicio de justicia.  La conexidad entre ambos procesos es evidente, si en los dos se pretende la indemnización por daños y perjuicios derivados del mismo hecho y ello conlleva que el pronunciamiento que se dicte en cualquiera de las causas mencionadas pueda generar efectos de cosa juzgada en la otra.  Corresponde poner de resalto que el accidente automovilístico se produjo en la misma provincia en donde se domicilian los actores y el codemandado en ambos procesos.  En tales condiciones, las causas quedan radicadas ante el Juzgado Federal provincial, ello por cuanto dicho tribunal resulta competente tanto en razón del territorio como de las personas involucradas en el caso.


    Compañía Argentina de Seguros Victoria S.A. c/ Heidel, Gerardo Rubén y otra s/ Inc. por acumulación


    COMP, 1057, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Servidumbre de electroducto. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    A fin de resolver las cuestiones de competencia, se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda (art. 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Si la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar ante la justicia federal, y cuando la competencia de ésta surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios.


    La Soledad S.R.L. c/ Trasnoa S.A. s/ Cobro


    COMP, 1074, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Infracciones de tránsito. Autonomía institucional. Ley de tránsito. Competencia provincial. 


    Infracciones de tránsito: competencia de la justicia ordinaria local.


    La Corte ha señalado reiteradamente la facultad que posee la comuna actora, en el ejercicio de su autonomía y en virtud de lo dispuesto en la Ley Nacional de Tránsito N° 24.449, para perseguir el cobro de las infracciones de tránsito previstas en esta última norma ante los tribunales del domicilio del presunto infractor.  No resulta óbice a dicho criterio la circunstancia que la causa se sustancie entre una comuna de la Provincia de Santa Fe -actora- y un vecino de la Provincia de Buenos Aires -demandado- ya que tal situación no genera la afectación del principio de autonomía provincial. Ello es así de un lado, pues la actora optó por la jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires y, de otro, la Ley de Tránsito de la Provincia de Buenos Aires N° 11.430, prevé la vía de apremio para este tipo de reclamos, de modo similar al adoptado por la normativa provincial base de la presente demanda que adhirió a la Ley Nacional de Tránsito.


    Comuna de Hughes, Provincia de Santa Fe c/ Metalúrgica Pama S.R.L. s/ Apremio


    COMP, 31, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Inhibitoria. Competencia por el territorio. Competencia civil. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.  El artículo 2º, primera parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que la jurisdicción territorial es esencialmente prorrogable por conformidad de los interesados cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales.


    Banco Río de la Plata S.A. c/ Industrias J. Matas S.C.A. y otro s/ Ejecución especial Ley 24.441


    COMP, 975, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Insania. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    R., E. J. s/ Insanía y curatela


    COMP, 254, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Residencia habitual. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    Remisión a la sentencia en autos Comp. 1511, L. XL, "Tufano Ricardo Alberto s/ Internación".


    Estas actuaciones, por su naturaleza, exigen el control de la situación del presunto incapaz -que debe realizar el juez con la concurrencia del Ministerio Pupilar- circunstancia que, en virtud del principio de inmediación y teniendo en cuenta que el causante se encuentra actualmente internado en una institución en la Provincia de Buenos Aires, aconsejan que los fines de una eficaz protección sea el tribunal del lugar de la internación o actual residencia el que entienda en la causa.


    L., L. D. s/ Artículo 482


    COMP, 578, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Interés del menor. Juzgado de menores. Competencia provincial. 


    Primacía de la competencia del juez del lugar de residencia del menor.


    En las actuaciones cuyo objeto atañe al interés de menores, tiene primacía el lugar donde éstos viven efectivamente, ya que la eficiencia de la actividad tutelar, torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos.


    B., J. M. s/ guarda judicial


    COMP, 446, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Internación. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Remisión a los fallos de las causas “Caimi, José Antonio”, Fallos: 312:1371  y Comp. 1511, L. XL, “Tufano, Ricardo Alberto s/ Internación”.


    G., P. s/ Internación


    COMP, 237, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juzgado de familia. 


    Remisión a los fallos de las causas “Caimi, José Antonio”, Fallos: 312:1371 y Comp. 1511, L. XL, “Tufano, Ricardo Alberto s/ Internación”.


    Zaramella, Gloria Carolina s/ Exhorto


    COMP, 26, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1524, L. XLI, “C., M.  Ángel s/ Insania", y Comp. 1511, L. XL, “Tufano, Ricardo Alberto s/ Internación".


    M.,C. Manuel s/ Internación


    COMP, 268, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunales de familia. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 1511, XL, "T.R.A. s/ Internación".


    K., I. S. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 974, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicio de desalojo. Competencia civil y comercial. 


    Si bien es cierto que la cláusula transitoria contenida en el art. 9 de la ley 26.086 sólo hace referencia al art. 21 de la ley 24.522, en su actual redacción, el art. 132 remite al art. 21, por lo que la cláusula transitoria es de aplicación en el caso de autos.


    Lascano, Lilian c/ Montes, Victor Hugo y otros s/ Desalojo


    COMP, 953, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Juicio ejecutivo. Banco Central de la República Argentina. Pagaré. Competencia federal. 


    El Banco Central de la República Argentina está sometido exclusivamente a la jurisdicción federal (art. 55 de su Carta Orgánica modificada por ley 24.144), y en el supuesto de ser actor concurren ambas jurisdicciones, federal y provincial, previsión ésta que sin duda alude a la posibilidad de que el órgano opte por promover las acciones ante cualquiera de ellas.  El pagaré es un título de crédito, cuyos caracteres son la abstracción, literalidad y autonomía y su ejecución puede darse con independencia de la naturaleza y origen de la relación jurídica que se configura entre el emisor -deudor de la prestación- y el portador.


    Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas, M. y otro s/ Ejecutivo


    COMP, 1102, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1102, L. XLII, "Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas M. y otros s/ Ejecutivo".


    Banco Central de la República Argentina c/ Carranza, Alfredo s/ Ejecutivo


    COMP, 1101, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1102, L. XLII, "Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas, M. y otro s/ Ejecutivo".


    Banco Central de la República Argentina c/ Consorcio Edificio Paraguay s/ Ejecutivo


    COMP, 1107, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1102, L. XLII, "Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas, M. y otro s/ Ejecutivo".


    Banco Central de la República Argentina c/ Gorina, Alberto y otro s/ Ejecutivo


    COMP, 1109, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1102, L. XLII, "Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas, M. y otro s/ Ejecutivo".


    Banco Central de la República Argentina c/ Lavakim S.A. s/ Ejecutivo


    COMP, 1106, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1102, L. XLII, "Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas, M. y otro s/ Ejecutivo".


    Banco Central de la República Argentina c/ Liberati, Vicente Mario s/ Ejecutivo


    COMP, 1104, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1102, L. XLII, "Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas, M. y otro s/ Ejecutivo".


    Banco Central de la República Argentina c/ Luis y Rubén Vicente S.R.L. s/ Ejecutivo


    COMP, 1103, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1102, L. XLII, "Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas, M. y otro s/ Ejecutivo".


    Banco Central de la República Argentina c/ Nervi, Miguel y otro s/ Ejecutivo


    COMP, 1108, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1102, L. XLII, "Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas, M. y otro s/ Ejecutivo".


    Banco Central de la República Argentina c/ Pavone, Daniel y otro s/ Ejecutivo


    COMP, 1110, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1102, L. XLII, "Banco Central de la República Argentina c/ Rodenas, M. y otro s/ Ejecutivo".


    Banco Central de la República Argentina c/ Treiber, Héctor Bernardo s/ Ejecutivo


    COMP, 1105, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución de alquileres. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Toda vez que se trata el presente juicio de un proceso ejecutivo, el mismo no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el Art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086) por lo que procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Bisval, Ana María c/ Interagri S.A. y otros s/ Ejecución de alquileres


    COMP, 641, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicio ordinario. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."),


    Galante, Manuel c/ Banco Credicoop s/ Ordinario


    COMP, 1345, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicio sucesorio. Competencia civil y comercial. Competencia laboral. 


    Remisión a los dictámenes de las causas "Cañulef, Cesar Atilio c/ Expreso Angélica S.A. y otros s/ Laboral" y Comp. 547, L. XLII, "Hueusumuy, Osvaldo c/ Expreso Angélica S.A. y otros s/ Laboral".


    Choiman, Paula c/ Expreso Angélica S.A. s/ Laboral


    COMP, 1032, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juzgados de primera instancia. Competencia federal. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, los conflictos habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido", motivo por el cual, en principio, no corresponde a la Corte Suprema intervenir en la contienda.


    Luque, María Elena c/ Nación Seguros de Retiro s/ Inconstitucionalidades varias


    COMP, 1252, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ley de seguros. Modificación del contrato. Competencia nacional. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa “Viejo Roble s/ Acción meramente declarativa”, supuesto N° 2.


    Crespo Montes, Raúl Máximo c/ Siembra Seguros de Vida S.A. s/ Ordinario


    COMP, 420, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Llamamiento de autos. Sentencia. Economía procesal. Juez del concurso. 


    El artículo 9° de la ley 26.086 dispone que no procederá la devolución de las causas en los casos en los que se hubiera dictado el llamado de autos para sentencia.  La sanción de la ley 26.086 tuvo por objeto una mejor prestación de justicia, y consecuentemente la Corte ha dicho que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia así como, que no corresponde la promoción de planteos que, por ser insustanciales, no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos, requerida por la buena administración de justicia.


    Borean, Roberto Alfredo c/ Compañía de Transporte Río de La Plata


    COMP, 1370, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Buscadores de internet. Protección de la imagen. Competencia civil y comercial federal. 


    La presente demanda debe seguir con su trámite ante la justicia federal, porque conforme surge de los hechos expuestos en la pretensión de inicio la actora solicita, que se ordene a los distintos sitios de la página web en donde se tiene acceso por medio de los buscadores, entidades a quiénes expresamente demandó, se abstengan de promover y comercializar su nombre como su imagen física vinculada a la actividad o servicios pornográficos que circula en la red de Internet, en virtud de que dichas imágenes resultan violatorias de los preceptos contenidos en la leyes N° 11.723; 24.425 y 25.325 y en los artículos 14 y 33 de la Constitución Nacional.  El objeto de la pretensión se encuentra dirigido a proteger el nombre y la imagen física de la accionante a la que se vincula con la difusión, utilización, promoción y comercialización de contenido pornográfico por medio de Internet. Dicha materia, al referirse a actividades que se llevarían a cabo por vía de Internet -medio de interrelación global que permite acciones de naturaleza extra local- autoriza a sostener que compete a la justicia federal seguir conociendo en la presente acción.


    R., Romina Inés c/ Yahoo de Argentina s/ Medidas precautorias


    COMP, 915, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 915, L XLII, "Rondinone Romina Inés c/ Yahoo de Argentina s/ Medidas precautorias".


    Luna, Silvina Noelia c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otros s/ Medidas precautorias


    COMP, 1018, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Obras sociales. Acción de repetición. Competencia federal. 


    En autos ha sido demandada una obra social que, en principio, se encontraría comprendida en los términos de los artículos 1° de la ley n° 23.660 y 2°, párrafo 2°, de la n° 23.661, motivo por el cual resulta aplicable al caso el artículo 38 de la ley citada en último término, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la ordinaria en el supuesto de ser actores.


    Asociación de Trabajo de la Sanidad Argentina Rosario c/ Obra Social del Personal de la Sanidad Argentina


    COMP, 189, L. XLI, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Oportunidad del planteo. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1522, L. XL, "Chirino Oscar Ángel c/ PEN Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Río) s/ Proceso de conocimiento" y Comp. 1551, L. XLI, "Sutil Honrado David c/ EN Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Río) s/ Amparo”.


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Calizaya, Julián c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Nación) s/ Amparo


    COMP, 35, L. XLII, 15 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedimiento laboral. Pago de la remuneración. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 201, L. XLlI, "Reinoso, Ramón A. c/ Distribuidora Catamarca y otro s/ Beneficios laborales ".


    Burgos, Elba Balbina y otros c/ Tatedetuti SA s/ Cobro de haberes


    COMP, 951, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 201, L.XLII, "Reinoso, Ramón A. c/ Distribuidora Catamarca y otro s/ Beneficios laborales ".


    Silva, Esther Inés y otros c/ Tatedetuti S.A. s/ Cobro de haberes


    COMP, 954, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 201, L.XLlI, "Reinoso, Ramón A. c/ Distribuidora Catamarca y otro s/ Beneficios laborales ".


    Sandaliche, Nilda Beatriz y otros c/ Tatedetuti S.A. s/ Cobro de haberes


    COMP, 955, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 201, L.XLlI, "Reinoso, Ramón A. c/ Distribuidora Catamarca y otro s/ Beneficios laborales".


    Cabrera, Magdalena Encarnación y otros c/ Tatedetuti S.A. s/ Cobro de haberes


    COMP, 952, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", y Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana".


    Fontana, Carolina c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Provincia) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP, 488, L. XLII, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", y Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana".


    Llano de Piergallini, Alicia Estela c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 478, L. XLII, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.”).


    Drannikow, Anatol y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Sudameris BBVA Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 191, L. XLII, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas "Viejo Roble S.A.", Fallos: 326: 4019 y “Rodríguez Atilana”, Fallos: 327: 26.


    Giustozzi, Silvana Laura c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 717, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Protección de personas. Domicilio del menor. Competencia civil y comercial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 603, L. XXXIII, "Ucha, Edgardo Walter s/ Art. 10, decreto ley provincial n° 10.067" (fuga de hogar y protección de persona) y Comp. 251, L. XXXVII, "Sánchez, Liliana Elizabeth s/ Protección de persona".


    N.N. o Loyacono, Antonio s/ Protección de persona


    COMP, 938, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tribunales de familia. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 603, L. XXXIII, "Ucha, Edgardo Walter s/ Art. 10, decreto ley provincial n° 10.067" (fuga de hogar y protección de persona) y Comp. 251, L. XXXVII, "Sánchez, Liliana Elizabeth s/ Protección de persona".


    M., R. s/ Protección y guarda de personas (254)


    COMP, 914, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Guarda del menor. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 603, L. XXXIII, “Ucha, Edgardo Walter s/ Art. 10 Decreto –Ley provincial n° 10.067” y Comp. 251, L. XXXVII, “Sánchez, Liliana Elizabeth s/ Protección de persona”.


    Teniendo en cuenta que los menores cuya protección aquí se pretende efectivizar se encuentran residiendo en el domicilio de su abuela materna, quien ejerce la guarda provisoria de los mismos, corresponde dirimir la contienda planteada y disponer que siga conociendo en la causa el tribunal de familia provincial.


    A., A. R. y otros c/ A. D. D. s/ Protección y guarda de personas (254)


    COMP, 653, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. L. XXXIII, “Ucha, Edgardo Walter s/ Art. 10 Decreto –Ley Provincial n° 10.067” y Comp. 251, L. XXXVII, “Sánchez, Liliana Elizabeth s/ Protección de persona”.


    Teniendo en cuenta que los menores cuya protección aquí se pretende efectivizar se encuentran residiendo en la Provincia de Buenos Aires, corresponde dirimir la contienda planteada y disponer que siga conociendo en la causa el tribunal de familia provincial.


    L., B. E. y otro/a s/ Protección y guarda de personas (254)


    COMP, 767, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Interés del menor. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315: 2963; "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    R., D. Z. s/ Protección de Persona


    COMP, 789, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Quiebra. Competencia civil y comercial. 


    El art. 132 de la ley 24.522 -modificado por el art. 7º de la ley 26.086, exceptúa del fuero de atracción ejercido por la quiebra los procesos indicados en el art. 21 incisos 1 a 3, salvo a las ejecuciones de créditos con garantía real.


    Giovannetti, José s/ Quiebra


    COMP, 1234, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios. Competencia federal. 


    El criterio de la Corte ha sido el de tender a la más amplia intervención del nuevo tribunal creado. Pero cabe destacar que este conflicto no se suscita en el marco de un diferendo interjurisdiccional entre jueces nacionales y provinciales, ni en otro donde mediase el principio de especialidad por la materia o por las personas, sino que se origina entre dos cámaras federales con igual grado de competencia y la cuestión planteada remite a la inteligencia de la una Acordada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, motivo por el cual, de acuerdo con un antiguo criterio de esta Procuración General, cuando se trata de la interpretación de los fallos de la Corte dictados en la propia causa no correspondería la intervención del Ministerio Público, desde que ha de ser la Corte la que finalmente habría de determinar los términos de su Acordada, por ser la exclusiva y más fiel intérprete de sus propios dichos.


    Municipalidad Coronel Moldes c/ Agua y Energía Eléctrica de la Nación s/ Ejecución fiscal


    COMP, 71, L. XLII, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Reordenamiento del sistema financiero. Daños y perjuicios. Competencia federal. 


    Inexistencia de conexidad entre ambas acciones. Remisión al fallo de la causa “Viejo Roble SA”.


    Según se desprende de los términos de la demanda, la pretensión de la actora consiste en obtener un resarcimiento por los daños causados como consecuencia de la retención de una suma de dinero depositada en dólares estadounidenses en una la entidad bancaria y, si bien este proceso tiene como antecedente una acción de amparo que tramita ante un Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, cierto es que no existe conexidad entre ambas causas, en cuanto difieren las cuestiones debatidas en una y otra, circunstancia ésta que veda la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias.  Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público.


    Loza, Nelly c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Ciudad) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 88, L. XLII, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La Corte ha sostenido la competencia de la Justicia Nacional en lo Civil, para conocer en casos como el de autos, en los que se demandare por responsabilidad civil de los profesionales médicos, aún cuando organismos sometidos "ratione personae” a la jurisdicción federal, integren la litis como codemandados.


    D. S., F. I. c/ P., C. y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP, 42, L. XLII, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Restitución de sumas de dinero. Sentencia. Competencia provincial. 


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.  El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Guilhamelou, Graciela Alicia c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Cumplimiento de contrato


    COMP, 184, L. XLII, 31 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Revisión judicial de actos administrativos. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Competencia de la justicia en lo contencioso administrativo federal: demanda contra el Estado Nacional.


    Toda vez que la demanda se dirija, en forma nominal y sustancial, contra el Estado Nacional, en su carácter de órgano emisor de la legislación cuya aplicación se intenta suspender, y si la actividad judicial a realizar se encuentra vinculada a la objeción de actos administrativos llevados a cabo por autoridades públicas del Estado o que se encuentran bajo la jurisdicción directa de ellas, considero que dicha circunstancia, habilita la competencia de la justicia en lo contencioso administrativo federal.


    Casella, Norberto Darío c/ Estado Nacional


    COMP, 1835, L. XLI, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Competencia nacional. 


    Habiéndose declarado la inconstitucionalidad del Art. 46 de la Ley 24.557, y atendiendo a la naturaleza común de la legislación en la materia, en el marco del Art. 20 de la Ley 18.345, debe continuar entendiendo en la causa la justicia ordinaria.


    Ramírez Fonseca, Miguel U. c/ Servicio Penitenciario Federal - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos


    COMP, 68, L. XLII, 30 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Salud pública. Obras Sociales. Competencia federal. 


    Cuestión de competencia. Demanda contra una obra social. Sistema de salud. Competencia de la justicia federal en razón de la materia.


    Cuestiones como las que se plantean en autos conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos; relaciones que se hallan regidas o alcanzadas por normas federales, motivo por el cual las causas deben tramitar ante dicha jurisdicción ratione materiae.


    Chacón, Graciela c/ Austral OMI


    COMP, 1897, L. XLI, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    SECLO. Conciliación. Homologación judicial. Ejecución del convenio. Exposición de los hechos. Competencia provincial. 


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el accionante hace en la demanda.  Los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos laboral.


    Díaz, Felipe Nery c/ Thomas Carstensen S.A. s/ Ejecución de acuerdos


    COMP, 1337, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Sucesiones. Crédito laboral. Acumulación de procesos. Competencia laboral. 


    Juicio laboral. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio. Acción contra los herederos del causante.


    Los juicios universales de sucesión atraen al juzgado donde éstos tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción.  Surge de la pretensión de inicio que el actor invoca un crédito de naturaleza laboral y no dirige su acción contra el causante sino contra sus herederos. Por lo que corresponde que continúe entendiendo el tribunal de origen.


    Canulef, César Atilio c/ Expreso Angélica S.A. y otros s/ Laboral


    COMP, 547, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 547, L. XLII “Cañulef, Cesar Atilio c/ Expreso Angélica S.A. y otros s/ Laboral”.


    Hueusumuy, Osvaldo c/ Expreso Angélica S.A. y otros s/ Laboral


    COMP, 748, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 547, L. XLII, “Cañulef, Cesar Atilio c/ Expreso Angélica S.A. y otros s/ Laboral”.


    Fraifer, Segundo Francisco s/ Expreso Angélica S.A. y otros s/ Laboral


    COMP, 546, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 547, L. XLII. “Cañulef, Cesar Atilio c/ Expreso Angélica S.A. y otros s/ Laboral”.


    Bindesi, Ariel Oscar c/ Expreso Angélica S.A. y otros s/ Laboral


    COMP, 545, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sucesores. Herederos. Muerte del concubino. Incompetencia. 


    Falta de atribución recíproca de la competencia. Recurso de apelación pendiente.


    No existe una contienda de competencia que deba ser resuelta por la Corte Suprema toda vez que, además de no mediar ninguna atribución recíproca de aptitud jurisdiccional, subsiste un recurso de apelación pendiente contra la resolución del juez civil que ordenó el archivo de las actuaciones, que la Alzada debe resolver, sin perjuicio, en su caso, de una ulterior remisión al tribunal que eventualmente considere que debe seguir conociendo en el proceso.


    Valdez, Roque Antonio s/ Información sumaria


    COMP, 1339, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Verificación de créditos. Juez del concurso. Competencia comercial. 


    Si el caso refiere a un incidente de verificación de crédito contra la fallida, el único que puede conocer en el mismo es el juez del concurso, por lo que corresponde que el trámite continúe donde se encuentra el juicio universal.


    Polimec S.A. s/ Incidente de verificación promovido por Feijoo, María Luján


    COMP, 1237, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Toda vez que se trata en el presente caso de un incidente de verificación de crédito contra una sociedad concursada, el único que puede conocer en el mismo es el juez del concurso.


    Casamen S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación por Aliotta Osvaldo


    COMP, 1031, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Verificación tardía. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    En las presentes actuaciones se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el art. 9° de la ley 26.086, toda vez que el juez comercial dispuso la transformación del proceso en incidente de verificación de crédito, motivo por el cual no corresponde la remisión de las mismas al tribunal de origen.


    S.A. Protto Hermanos s/ Quiebra s/ Incidente de verificación tardía por Silva Miguel Quirino


    COMP, 942, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Tiene dicho la Corte que, de acuerdo con lo dispuesto por lso artículos 90 inciso 7° y 3284, primera parte, del Código Civil, la competencia territorial en materia sucesoria corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del causante y las excepciones a esta regla deben interpretarse con criterio restrictivo.


    Durán, Osvaldo Rubén s/ Sucesión ab Intestato


    COMP, 818, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Resolución de una cuestión de competencia por declinatoria. Improcedencia por vía inhibitoria.


    Resuelta una cuestión de competencia por declinatoria, no procede replantearla por vía de inhibitoria ante otro tribunal.


    LU 24 Difusora Tres arroyos S.R.L. c/ Inés Sánchez y otra s/ Plantea cuestión de competencia inhibitoria


    COMP, 1899, L. XLI, 09 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal. Remisión al dictamen de la causa "Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro”.


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual se sostiene la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen.


    Banco Bisel S.A. c/ Metalúrgica Bonano S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 1836, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contratos de adhesión. Ejecución del contrato. Prórroga de la competencia. Pacto de jurisdicción. Cláusulas leoninas. Competencia provincial. 


    El Máximo Tribunal sostuvo que en las pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual, conforme lo dispone, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente previsto conforme a los elementos aportados en el juicio y, a falta de ese lugar, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del lugar del domicilio del demandado, o del lugar del contrato, siempre que éste se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación.  De las constancias de la causa surge que la cláusula de prórroga cuestionada resulta de discutible aplicación ya que en el instrumento base del reclamo, ella no aparece inserta en forma expresa, es decir, no existe constancia de su aceptación por el incidentista. En efecto, sólo consta la remisión a las condiciones generales del convenio que no obran en juicio.


    YPF S.A. c/ Lareu, Marcelo Andrés s/ Ordinario


    COMP, 1900, L. XLI, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Disolución del matrimonio. Divorcio. Cuota alimentaria. Domicilio conyugal. Competencia civil. 


    El artículo 227 del Código Civil (ley 23.515), establece que las acciones de separación personal, divorcio vincular y nulidad, así como las que versaren sobre los efectos del matrimonio -entre los que se encuentran comprendidos la fijación de los alimentos- deben intentarse ante el juez del último domicilio conyugal efectivo o ante el domicilio del cónyuge demandado.


    P. C., C. c/ B., S. s/ Alimentos


    COMP, 1266, L. XLII, 13 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Empleo público. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Del escrito de inicio se desprende que el peticionario solicitó la intervención del juzgado de la Ciudad Autónoma respecto de una causa promovida contra la Comuna -Secretaría de Educación- por un docente municipal, ante el fuero nacional del trabajo, propugnando que se declare que la relación que vincula a las partes respecto del cargo invocado -rector- proviene de un contrato por tiempo indeterminado, amparado por el principio de estabilidad.   La Corte tiene dicho que compete a los tribunales contenciosos - administrativos y tributarios de la Ciudad Autónoma conocer en cuestiones como la que nos ocupa, incoadas contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma, y en que la materia del proceso versa, prima facie, sobre un tema de derecho público local, típicamente administrativo, como es el empleo público.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Picasso, Mario Luis Juan s/ Otras causas donde la autoridad administrativa es actora


    COMP, 436, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Interdicto de retener. Límites interprovinciales. Competencia por el territorio. Bienes litigiosos. 


    Para entender en el trámite de los interdictos es aplicable la regla que dice que es juez competente el del lugar donde está situada la cosa litigiosa de acuerdo a lo previsto en el artículo 5°, inc. 1° y 2 ap. del Código Procesal Civil y Comercial la Nación.  La Corte tiene reiteradamente dicho que los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento.  Atento a lo expuesto y que el domicilio de las partes se encuentra en la provincia de Salta, de conformidad con lo prescripto por el art. 5 inc. 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde atribuir competencia territorial al juez donde se hallan situados la mayor parte de los lotes que integran el bien inmueble, sin perjuicio que las partes hagan valer sus pretensiones en los tribunales de la provincia de Santiago del Estero respecto al lote cuya fracción se halla en dicha jurisdicción.


    Madrazo, José Ignacio y Madrazo, Florencio Felipe c/ Singh, Sukhdev s/ Competencia


    COMP, 263, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Quiebra. Litisconsorcio pasivo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cuando la condición del fallido es la de citado como tercero en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no procede el desplazamiento de la competencia a favor del juzgado donde tramita el proceso universal.  En el supuesto de configurarse los presupuestos fácticos de un litisconsorcio pasivo necesario en el que el fallido sea demandado, el juicio debe proseguir ante el tribunal originario, continuando el trámite con la intervención del síndico.


    Baninver S.A c/ Inversora de eventos S.A. s/ Sumario


    COMP, 1068, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sucesiones. Competencia territorial. Domicilio del causante. 


    De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 90, inciso 7º, y 3284, primera parte, del Código Civil, la competencia territorial en materia sucesoria corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del causante, y las excepciones a esta regla deben interpretarse con criterio restrictivo.


    Oficio Ley - Rodolfo Ruarte - Juzgado Civil y Comercial N° 37 Córdoba s/ Oficio directo


    COMP, 1159, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia. Competencia provincial. 


    Principio de radicación.


    En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional, ya sea que se encuentre firme o no, deben continuar su trámite hasta la culminación ante el fuero que lo dictó.   El límite para la transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado actos típicamente jurisdiccionales, en los términos de la doctrina sentada en Comp. 1952, L. XXXIX, “Aguirre, Carlos Luis c/ PEN -Ley 25.561- Dtos 1570/01, 214/02 (Galicia) s/ Proceso de conocimiento”; y Comp. 1499, L. XL, "Villaroel, Miguel Ángel c/ HSBC Bank Arg. S.A. s/ Deduce apelación Art. 195 bis CPCC en autos Villaroel, Miguel Ángel c/ HSBC Bank Arg. S.A. s/ Sumarísimo".


    Sánchez, Miguel Ángel y otros s/ HSBC Bank S.A. deduce apelación Artículo 195 bis en autos "Sánchez, Miguel Ángel y otros c/ Banco HSBC, sucursal Corrientes s/ Sumarísimo".


    COMP, 1636, L. XLI, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Entidades financieras. Juicio Sumario. Competencia federal. 


    La cuestión es análoga a lo resuelto en el precedente de la Corte: Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”, Fallos 325: 1883.


    Cabe resaltar que la Ley 25.587, en su Art. 6°, establece la competencia de la justicia federal en los procesos judiciales en que se demande al Estado Nacional, a entidades integrantes del sistema financiero, de seguros o a mutuales de ayuda económica en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras que pudieran considerarse afectados por las disposiciones de la Ley 25.561 y sus normas reglamentarias y complementarias.


    Bastacini, Raúl Ricardo c/ Citibank  N.A. deduce apelación Artículo 195 bis en autos: "Bastacini, Raúl Ricardo c/ Citibank NA s/ Juicio sumario"


    COMP, 1594, L. XL, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Costas


    Cuestiones procesales. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    La Corte tiene dicho que procede la apelación federal, no obstante versar la cuestión sobre un tema procesal, si la decisión recurrida se aparta de las constancias de la causa. Al respecto se advierte que la alzada, sin apoyo en ningún elemento objetivo del proceso ni en la enunciación de circunstancias particulares del caso, modifica la distribución de las costas, importando lo resuelto una desacertada actividad analítica que dista de constituir la que exige el deber jurisdiccional para convalidar un fallo, máxime, si se tiene presente que altera lo decidido por el inferior, sin que ello hubiera sido objeto de especial agravio por parte de la vencida, como lo reconoce la propia ad quem al conceder el recurso extraordinario.  Ha establecido también que corresponde dejar sin efecto la sentencia que impuso las costas en el orden causado, apartándose del principio consagrado en el Art. 64 de Código Procesal, sin expresar motivo alguno quem en las circunstancias del caso lo justificase. Ha dicho asimismo que si bien el recurso extraordinario no resulta procedente para revisar lo atinente a la fijación de los gastos causídicos, compete hacer excepción a ese principio cuando la sentencia se aparta, sin motivos válidos, del dispositivo citado, en cuanto regla que, para eximir de costas al vencido, deberá el juez fundamentarlo adecuadamente bajo pena de nulidad.  De conformidad con lo dispuesto por el artículo 68 del CPCCN, las costas del litigio deben ser impuestas al vencido en virtud del principio objetivo de la derrota, sin que la ad quem haya hecho explícito un argumento suficiente como para apartarse en el sub lite de tal temperamento.


    Appleid Research Systems Ars Holding NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    A, 1390, L. XLI, 30 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748 L. XXXIX “Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa”.


    Tie S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 1784, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Acumulación de procesos. Competencia civil y comercial federal. Competencia nacional. 


    Improcedencia de la acumulación de procesos: sentencia dictada en uno de los juicios.


    No procede la acumulación de este juicio a la acción de amparo, con fundamento en la estrecha vinculación de la materia debatida en ambos procesos. Ello, toda vez que dicho instituto tiene su fundamento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas que poseen conexidad; y dado que en el proceso radicado en el fuero en lo contencioso administrativo federal ya se ha dictado sentencia rechazando la acción, la acumulación pretendida no tiene razón de ser.


    Sánchez, Sara María c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561


    COMP, 296, L. XLII, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Acción de amparo. Oportunidad para el planteo de cuestiones de competencia. Limitación establecida por expresas disposiciones procesales. Causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional.


    La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero por un doble orden de razones. En primer lugar, porque la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo y, en segundo lugar, por cuanto las causas donde ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.  Por ello, este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Bini, Néstor Natalio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 180, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Inexistencia de contienda de competencia. No corresponde que el Ministerio público se expida.


    En el sub lite no existe una contienda de competencia acerca de cuya resolución deba expedirse este Ministerio Público, toda vez que, por un lado, no se trata un conflicto en el marco de un diferendo jurisdiccional entre jueces y, por el otro, está fuera de debate que la causa debe tramitar ante el fuero en lo contencioso administrativo federal de esta Capital.  En tales condiciones, considero que esta situación debe encontrar solución en los principios propios de actuación de los tribunales y sus órganos auxiliares, o en la decisión que al respecto adopten los titulares de las cámaras involucradas. Todo ello, claro está, es sin perjuicio de que la Corte decida intervenir, a fin de evitar que continúe un estado de indefinición que podría afectar la eficiente prestación del servicio de justicia.


    Ha, Jong Min y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP, 765, L. XLII, 24 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Inexistencia de contienda de competencia. No corresponde que el Ministerio público se expida.


    En el sub lite no existe una contienda de competencia acerca de cuya resolución deba expedirse este Ministerio Público, toda vez que, por un lado, no se trata un conflicto en el marco de un diferendo jurisdiccional entre jueces y, por el otro, está fuera de debate que la causa debe tramitar ante el fuero en lo contencioso administrativo federal de esta Capital.  En tales condiciones, esta situación debe encontrar solución en los principios propios de actuación de los tribunales y sus órganos auxiliares, o en la decisión que al respecto adopten los titulares de las cámaras involucradas. Todo ello, sin perjuicio de que la Corte decida intervenir, a fin de evitar que continúe un estado de indefinición que podría afectar la eficiente prestación del servicio de justicia.


    Aramayo, Ana Carolina c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP, 722, L. XLII, 24 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Inexistencia de contienda de competencia. No corresponde que el Ministerio público se expida.


    En el sub lite no existe una contienda de competencia acerca de cuya resolución deba expedirse este Ministerio Público, toda vez que, por un lado, no se trata un conflicto en el marco de un diferendo jurisdiccional entre jueces y, por el otro, está fuera de debate que la causa debe tramitar ante el fuero en lo contencioso administrativo federal de esta Capital.  En tales condiciones, esta situación debe encontrar solución en los principios propios de actuación de los tribunales y sus órganos auxiliares, o en la decisión que al respecto adopten los titulares de las cámaras involucradas. Todo ello, sin perjuicio de que la Corte decida intervenir, a fin de evitar que continúe un estado de indefinición que podría afectar la eficiente prestación del servicio de justicia.


    Dinkelli, Estela c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP, 721, L. XLII, 24 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inexistencia de contienda de competencia. No corresponde que el Ministerio público se expida.


    En el sub lite no existe una contienda de competencia acerca de cuya resolución deba expedirse este Ministerio Público, toda vez que, por un lado, no se trata un conflicto en el marco de un diferendo jurisdiccional entre jueces y, por el otro, está fuera de debate que la causa debe tramitar ante el fuero en lo contencioso administrativo federal de esta Capital.  En tales condiciones, esta situación debe encontrar solución en los principios propios de actuación de los tribunales y sus órganos auxiliares, o en la decisión que al respecto adopten los titulares de las cámaras involucradas. Todo ello, sin perjuicio de que La Corte decida intervenir, a fin de evitar que continúe un estado de indefinición que podría afectar la eficiente prestación del servicio de justicia.


    Pichuada, Rosa Juana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP, 709, L. XLII, 24 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Competencia del juzgado de origen.


    Encontrándose desestimado el pedido de homologación del acuerdo preventivo extrajudicial formulado por la empresa, las razones invocadas en su oportunidad por el magistrado provincial a los fines de suspender las acciones de amparo deducidas por los acreedores de la deudora no subsisten y consecuentemente ellas deberán continuar con su trámite regular ante el juzgado de origen.


    AMCIPA  s/ Acuerdo preventivo extrajudicial


    COMP, 1420, L. XXXIX, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Acción de amparo. Oportunidad para el planteo de cuestiones de competencia. Limitación establecida por expresas disposiciones procesales. Causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional.


    La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Isidro no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero por un doble orden de razones. En primer lugar, porque la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo y, en segundo lugar, por cuanto las causas donde ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.  Por ello, este proceso debe continuar su trámite ante los tribunales de la justicia provincial que ya intervinieron.


    Cacho, Andrés y Penas de Cacho, Elvira s/ Amparo


    COMP, 208, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se ha planteado correctamente un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que se encuentra pendiente de notificación al fiscal la resolución, a fin de que dicho magistrado pueda deducir los recursos que estime pertinentes, para el caso de que ya no lo hubiera interpuesto.  En tales condiciones, es prematura la intervención que se requiere de la Corte Suprema y correspondería devolver la causa al juzgado remitente.


    Repetto, Juan Antonio c/ Estación de servicios Opessa A.C.A. Vélez Repsol Y.P.F s/ Acción de amparo


    COMP, 1000, L. XLII, 23 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Incorrecta traba de la contienda. Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    No existe controversia jurisdiccional que la Corte deba dirimir, toda vez que no surge de las presentes actuaciones una atribución recíproca de competencia, y que, en caso de darse tal discrepancia en torno a quien debe entender en este proceso, por tratarse de dos jueces nacionales, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58, dicho conflicto deberá ser dirimido por el órgano de alzada del juez que previno.


    Sala, Ida Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economia s/ Amparo


    COMP, 949, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medicamentos. Medidas cautelares. Cámara de Apelaciones. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1826, L. XXXVII, “O.S.P.R.E.R.A. c/ Weyemberg, Carlos s/ Ejecución fiscal”, resuelto de conformidad con el dictamen de la Procuración General, Comp. 366, L. XXXVIII, “O.P.E.C.O.N. c/ Carosi S.A. s/ Ejecutivo” y Fallos: 325: 3074.


    Espínola Chamorro, Silvestre c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados


    COMP, 194, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Distribución de gas. Causas regidas por normas federales. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición, pudiéndose exceptuarse dicho óbice formal, ya que tal exigencia no obsta al pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen y, en tales condiciones, considerar trabado un conflicto negativo de competencia, en los términos del art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58.  Corresponde a la justicia federal  entender en el amparo iniciado a fin de que se deje sin efecto la exclusión de los actores de la lista oficial de matriculados dispuesto por  la empresa de gas, pues la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de naturaleza federal.  Cuando la competencia federal surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes  sean hábiles para derogar esos principios.


    Baratelli, Alejandro José c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. s/ Acción de amparo y medidas cautelares


    COMP, 266, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juez previniente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 353, L. XLII, “Barrera, Ernesto Oscar c/ PEN s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Held, Miguel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    COMP, 352, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Regner, Elvira Francisca y otro c/ Banco Itaú Buen Ayre y otros s/ Acción meramente declarativa


    COMP, 1371, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Y.19, XLII, Originario "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar".


    Chevron San Jorge S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos "Provincia del Neuquén c/ Chevron San Jorge S.R.L. s/ Acción declarativa"


    C, 1795, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Acumulación de procesos. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Las partes arribaron a un acuerdo conciliatorio en el que pactaron poner fin al presente juicio y a los autos de desalojo. Más allá de la discusión en torno a la procedencia del instituto de acumulación, en el caso median razones de conexidad suficientes dados por el estado actual de ambas causas, en virtud de que el citado convenio produce la conclusión de ambos procesos. En este orden de ideas, por razones de economía procesal y seguridad jurídica, aconsejan que sea un solo tribunal el que entienda en las ulteriores consecuencias que puedan derivarse del convenio.   El objeto en ambos procesos se fundamenta en normas de derecho común. En tales condiciones, corresponde la radicación de ambas causas ante el juzgado civil a los fines de homologar el convenio conciliatorio celebrado, máxime cuando las partes acordaron en el contrato base de la acción, someterse a los tribunales ordinarios.


    Gasoleo S.A. c/ Autopistas Urbanas S.A. s/ Demandas contra la autoridad administrativa


    COMP, 46, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Mutuo hipotecario. Ejecución hipotecaria. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Admisión del forum conexitatis.


    La admisión del forum conexitatis estatuido en el Art. 6º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica.  El objeto de la pretensión de estas actuaciones es la nulidad del mutuo hipotecario instrumentado en escritura pública respecto de un inmueble, la decisión que se adopte en la causa tendrá consecuencias directas e inmediatas en el juicio hipotecario, en virtud de la íntima conexidad existente entre las cuestiones sometidas a decisión.  De conformidad con lo dispuesto por los artículos 88 y 188 inc. 3 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y razones de economía procesal y seguridad jurídica tornan aconsejable que sea un solo magistrado el que entienda en ambos procesos que tienen como común denominador, un contrato de mutuo hipotecario, a fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias o decisiones que recaigan en uno de los procesos hagan cosa juzgada respecto de cuestiones ya planteadas en el otro.


    Cinelli, Nicolás y otra c/ Dispan S.A. s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP, 308, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Justicia nacional del trabajo. 


    Recurso pendiente de resolución. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que en aquellos casos donde una causa se halle con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Aladino, Eduardo Luis c/ Fast Ferry S.A.


    COMP, 41, L. XLII, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cobro de honorarios. Domicilio del deudor. Competencia civil y comercial. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial, deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento.  El artículo 5°, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que será juez competente cuando se ejerciten acciones personales, el del lugar en que deba cumplirse la obligación expresa o implícitamente establecido conforme a lo elementos aportados en el juicio y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, siempre que el demandado se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, en el momento de la notificación,  Por otro lado, el artículo 618 del Código Civil prescribe que si no estuviera designado el lugar en que ha de cumplirse la obligación, ella debe ser cumplida en el lugar en que se ha contraído, agregando que en cualquier otro caso, la entrega de la suma debida debe hacerse en el lugar del domicilio del deudor.


    Berzaiz, Gustavo Héctor s/ Su presentación en autos: Barreto, Julio Damián c/ Miralejos S.A. s/ Despido (Expediente 88.773) y Miralejos S.A.C.I.F.I. y A. s/ Concurso Preventivo - Incidente de verificación por Barreto, Julio Damián (Expediente 88.772)


    B, 1582, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de   dinero. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Cáceres Freyre, Carlos Alberto s/ Cobro de pesos


    COMP, 945, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Duardo, Juan Carlos s/ Cobro de pesos con medida cautelar adjunta


    COMP, 947, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Contienda resuelta por la alzada que intervino.


    No existe un conflicto que deba la Corte resolver, cuando ya lo hizo el tribunal instituido para ello, pues no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1.285/58 le confiere, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.  Si la Corte considera que deben dejarse de lado tales aspectos procesales, resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen emitido.


    Castro, Teodolina Clara c/Poder Ejecutivo Nacional  Ley 25.561 Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 1348, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Precedente del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Colazo, Walter Raúl c/ Mercantil Andina Compañía de Seguros S.A.


    COMP, 213, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Precedente del fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    López de Bogliano, Ramona Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561


    COMP, 186, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a los fallos de las causas "Viejo Roble S.A." 326:4019, y "Rodríguez Atilana" 327:26.


    Cordero, José Mafaldo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 65, L. XLII, 23 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748 L. XXXIX, “Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa”.


    Colman Lerner, Horacio c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP, 1838, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Rodríguez Pelliza, Eduardo Mariano Ramón c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 1204, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa "Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa".


    Chessa, Alberto Luis c/ Siembra Seguros de retiro S.A. s/ Ordinario


    COMP, 418, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Leyes modificatorias de la competencia. Principio de la perpetuatio iurisdictionis: competencia determinada por las normas vigentes al iniciarse el proceso. Actos típicamente jurisdiccionales. Radicación de la causa.


    La Corte tiene dicho que, al no existir disposiciones expresas en contrario, ha de estarse a la radicación definitiva de los procesos en los casos en que la ley modifica las reglas de la competencia, pues rige el principio de la llamada perpetuatio iurisdictionis, según el cual la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso, la cual queda fija e inmutable hasta su final, aunque sobrevengan circunstancias de hecho que, de haber estado presentes con anterioridad, hubieran podido modificar la situación. Asimismo, advirtió que cuando se sancionan normas que modifican la distribución de competencias entre los órganos judiciales, ellas se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores.  Sin embargo, la referida transferencia de expedientes encuentra su límite en el principio de radicación aludido, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.   En tales condiciones, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que las dé por terminadas por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar ante el fuero que lo dictó.


    Fernández, Alicia Esther c/ Banco Río (Sucursal Goya)


    F, 1678, L. XLI, 23 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la casua Comp. 748, L. XLI," Comuna de Hughes c/ Aresso S.R.L. s/ Ejecución de multas".


    Comuna de Sanford c/ González Tizón, Diego Javier


    COMP, 28, L. XLII, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia comercial. Personas de existencia visible. Domicilio. 


    La ley 24.522 en su art. 3 inc. 1º, establece que cuando el sujeto comprendido sea una persona de existencia visible, será competente el juez del lugar de la sede de administración de sus negocios; a falta de éste el del lugar de su domicilio.


    Buenaño, Enrique Alejandro s/ Pedido de quiebra (por Cromagenia Units S.A.)


    COMP, 904, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia Federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Inexistencia cuestión de competencia que corresponda resolver a la Corte. Conflicto trabado entre jueces federales de primera instancia: resolución por parte del tribunal de alzada del magistrado que intervino en primer término.


    Pannacio, Sandra Elizabeth c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1.570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de Conocimiento -Ley 25.561


    COMP, 203, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia de la seguridad social. 


    Prelación en el entendimiento de los hechos frente al derecho para resolver una cuestión de competencia.


    A fin de resolver las cuestiones de competencia se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, después, en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de la pretensión.  Es competente el fuero de la Seguridad Social para conocer el planteo dirigido a que se disponga el cese de una retención en concepto de cuota aporte a su obra social, pues el art. 2° de la ley 24.655 otorgó a dicho fuero el conocimiento de los procesos relativos a la ejecución de obligaciones contempladas en el art. 24 de la ley 23.660, a lo que debe sumarse la específica versación que dicho fuero posee sobre la materia.


    Maldonado, Héctor Sergio c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas


    COMP, 1846, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Ruiz Sobra, Julio Eduardo y otro c/ Estado Nacional Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas


    COMP, 1789, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 221, L. XLI, “Pautasso, Roberto Luis y otros c/ Fondo de Garantía y Recompensa del PPP Telecom. Argentina y otro”.


    Sabate, Héctor Mario y otros c/ Fondo de Garantía y Recompra del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina y otro s/ Ordinario


    COMP, 34, L. XLII, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por la persona. Causas en que es parte una provincia. 


    Remisión al fallo 327:2536.


    Con arreglo a lo dispuesto en el Art. 116 de la Constitución Nacional y el Art. 2 incs. 6 y 12 de la Ley 48, corresponde a la justicia federal conocer las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarril General Roca s/ Ejecución fiscal - radicación de vehículos


    COMP, 37, L. XLII, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa” (Fallos: 326:4019).


    En orden a la fecha en que fue iniciado el presente proceso sin que hasta el momento tenga radicación definitiva y más allá del modo en que quedó trabada la contienda, la Corte podría avocarse a dirimir la cuestión, a fin de evitar un mayor dispendio jurisdiccional o una posible privación de justicia, de conformidad con lo dispuesto en la última parte del artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58.


    De Gruttola, Mario Rafael c/ Orígenes Seguro de Retiro S.A.


    COMP, 39, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1281, L. XL, “Hidalgo, Enrique José C/ EN. CNAS. s/ Proceso de conocimiento".


    Rava, Jorge Alberto c/ Estado Nacional C.N.A.S.


    COMP, 23, L. XLII, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Guaschi, Armando c/ Consolidar Compañía de Seguros de Retiro s/ Ordinario


    COMP, 62, L. XLII, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Palacios, Mabel Inés c/ Orígenes Seguros de Retiro S.A. s/ Ordinario


    COMP, 1850, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Hughes c/ Nor Jor S.R.L.


    COMP, 178, L. XLII, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1010, L. XLII, “Foppiano Miguel Angel c/ Cía de Transportes Rio de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Alvárez, Juan c/ Compañía de Transportes Río de la Plata y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1009, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia por conexidad. 


    En las presentes actuaciones se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el art. 9° de la ley 26.086, toda vez que agregado por cuerda luce el incidente de verificación de crédito promovido por la parte actora, motivo por el cual no corresponde la remisión de las mismas al tribunal de origen.


    Auchero, Rodolfo c/ Guzzo y Compañía S.A. s/ Indemnización por despido


    COMP, 1043, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juez de la quiebra. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Suc. Sgo. del Estero- s/ Amparo”.


    Argañaraz, Manuel Abid y otra c/ Scotiabank Quilmes S.A. – Sucursal Santiago del Estero – s/ Amparo


    COMP, 30, L. XLII, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Escañuelas, María Adela s/ Apelación Ley N° 24.557


    COMP, 339, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Competencia. Competencia federal. Medidas autosatisfactivas. 


    Remisión al dictamen emitido por esta Procuración General en la causa Comp. 1302, L. XLII, “Romero Noemí y Otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva”.


    Baigorria, Edith Elena c/ Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1255, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo. Derecho a la salud. Juicios universales. Competencia comercial. 


    Más allá de la indudable naturaleza constitucional y de especial protección de los derechos en juego, como son el servicio de salud y la atención medica asistencial, todos ellos se encuentran en el marco de la relación contractual celebrada entre los beneficiarios y la empresa que presta tales servicios y sujetos a los efectos que genera la situación de concurso de la prestadora, todo lo cual es materia propia del juez a cargo del juicio universal.  No obsta a la intervención del juez del proceso falencial la eventual aplicación de normas de naturaleza federal, ya que, por un lado, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter.  En razón de su competencia universal, los jueces del proceso falencial pueden atender todo tipo de causas, sin distinción de materia o persona, máxime cuando se trata de una acción que no tiene sustancialmente en discusión normas de naturaleza federal, sino aspectos puntuales de cumplimiento de obligaciones contractuales, materia, que en ciertos aspectos resultan de naturaleza comercial.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia- Asociación Mutual y otros s/ Medidas precautorias


    COMP, 1341, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Fuero de atracción. Juez del concurso. 


    Los efectos de la apertura del concurso se proyectan sobre las obligaciones del deudor por causa o título anterior a la presentación.  La regla del fuero de atracción determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.  No habiendo concluido el proceso concursal, la ejecución fiscal deberá remitirse al juzgado del concurso, ya que el art. 59 de la ley concursal establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de los efectos de la decisión de concluir el procedimiento derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Clado Industria Textil Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 668, L. XLII, 19 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Fuero de atracción. Acuerdo preventivo. 


    Si de las constancias de la causa no surge que el proceso haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, a lo que cabe agregar la denuncia de que existe trámite de verificación sobre el crédito reclamado, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Deobal S.A. s/ Ejecución fiscal plan de facilidades


    COMP, 1781, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia comercial. 


    Acuerdo preventivo homologado en etapa de cumplimiento: operatividad del fuero de atracción de la demandada.


    Si de las constancias de la causa no surge que el proceso haya concluido, sino que, por el contrario, se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, el fuero de atracción de la demandada sigue operativo.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transporte Nueve de Julio S.A.C. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 1851, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Contienda jurisdiccional. Ejecución fiscal. Procedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


    En tanto no surge de las actuaciones que se haya dictado sentencia, y toda vez que se trata el presente juicio de una ejecución fiscal, no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el Art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes Automotores La Estrella S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 454, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia firme. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Más allá de que no procedería el fuero de atracción en virtud de lo dispuesto por el Art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), se advierte que en la presente causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme, y, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes Giuliano S.A. s/ Ejecución fiscal – Plan de facilidades


    COMP, 451, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Concursos. Sentencia firme. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Improcedencia del fuero de atracción.


    En la presente causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme, y, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Boeing S.A.I.C.E.I. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 564, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Verificación de créditos. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Contienda jurisdiccional. Proceso de conocimiento. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


    De los antecedentes de la causa se desprende que el juez del concurso hizo saber a la actora que debía, a los fines del reconocimiento de su crédito, iniciar el trámite de verificación correspondiente, el que no surge haya sido iniciado. En consecuencia, nada obsta a que la causa continúe su trámite en el juzgado de origen, toda vez que no procede el fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522.  En el presente caso se trata de un proceso de conocimiento, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2° de dicha norma (texto según art. 4° de la ley 26.086).


    Guerrero, Dolores c/ Bravo, Juan José y otros s/ Ordinario


    COMP, 569, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Competencia federal. 


    En el sub examine, resulta aplicable lo resuelto por la Corte en le causa “Rezk”, Fallos: 324:2493, en cuanto a que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se oponga a ello principio fundamentales que pudieran impedirlo.


    Domínguez, Santiago Jorge c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP, 297, L. XLII, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Educación secundaria. Educación general básica. Derecho de enseñar y aprender. Competencia civil. 


    De conformidad con los criterios sostenidos por la Corte en los fallos: Comp. 425, L. XL, “Novellino, Nélida Antonia y otros c/ GCBA y otros s/ Prescripción adquisitiva” y Comp. 1111, L. XL, “Barbagelata César José c/ G.C.B.A. s/ Otros procesos”, al no revestir la calidad de parte ni el Estado Nacional ni el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, es el fuero Civil el que debe conocer en el pleito.


    Tiene dicho la Corte que a fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda -Art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.


    U. de U. S. P.,  Sara Elena c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ (Artículo 14 Constitución de la Ciudad de Buenos Aires)


    COMP, 316, L. XLII, 26 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tribunal de alzada. 


    La cuestión que aquí se plantea consiste en determinar si los recursos interpuestos contra la medida cautelar deben ser resulta por la Cámara Nacional de Apelaciones.   El Tribunal de Alzada del juez ante cuyo juzgado tramitará la causa es el competente para resolver los recursos, máxime cuando las medidas cautelares, o sus modificatorias, dictadas por jueces incompetentes y apeladas por los interesados, pueden ser revisadas por un tribunal de grado de otro fuero, en el cual ha continuado el juicio su trámite.


    Carballo, Luciano Ángel y otro c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y otro s/ Amparo


    COMP, 775, L. XLII, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acumulación de procesos. Etapas del proceso. Sentencia definitiva. 


    Improcedencia de la acumulación de procesos: etapas procesales distintas.


    Cabe anotar que la acumulación de procesos se fundamenta en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas conexas. En este sentido, tiene dicho la Corte que no procede la acumulación de procesos cuando ellos se encuentran en distintas etapas procesales tal como sucede en este caso.


    QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Ramírez Mario Alberto y otros s/ Interrupción de prescripción (Artículo 3.986 Código Civil)


    COMP, 539, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.  Remisión a los fallos de las causas: Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A." (Configurada en la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público) y en Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana".


    Valentini, Mónica Graciela c/ Estado Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP, 302, L. XLII, 19 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo resuelto en Fallos 321:3037 (Albornoz).


    Mendoza, Roberto Pablo c/ Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos


    COMP, 617, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo resuelto por la Corte de conformidad a lo previamente dictaminado en la causa  Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Belén, Jorge Francisco y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Ordinario


    COMP, 713, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa “Viejo Roble S.A.”, Fallos: 326: 4019 (acápite VII del dictamen del Ministerio Público).


    El conflicto suscitado entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la Cámara de la que dependa el que primero hubiera conocido.


    Otero de Cufre, Lilia Esther c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 575, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa “Viejo Roble S.A.”, Fallos: 326: 4019 (acápite VII del dictamen del Ministerio Público).


    El conflicto suscitado entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la Cámara de la que dependa el que primero hubiera conocido.


    Zanello, Facundo Daniel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01, 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 570, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen emitido en la causa Comp. 266, L. XLII, "Baratelli, Alejandro José y O. c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. s/ Acción de amparo y medidas cautelares".


    Melia, Ricardo Esteban c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. s/ Sumarísimo


    COMP, 319, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Concursos. Fuero de atracción. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial. 


    La aplicación de la cláusula transitoria del Art. 9° de la ley 26.086, importa una excepción al principio general de la radicación de los procesos y de la estabilidad de las decisiones que así lo dispusieron. Así porque el legislador indica expresamente que tal modificación atiende a aquellos casos donde la competencia material del proceso le era extraña al juez del concurso y le asignaba causas en virtud de la operatividad del instituto del fuero de atracción, vigente hasta entonces.  En atención a ello, la devolución de los procesos ahí establecida de manera excepcional, alcanza a aquellos casos donde la competencia por razón de la materia no corresponda al juez del concurso, circunstancia ésta que encuentra sentido con el espíritu de la norma y el alcance restrictivo que cabe acordar a la alteración del principio del juez natural.  Por ello, la presente causa que no es propia de la materia comercial, debe seguir su trámite ente le juzgado de origen.


    Echevarrieta, Eulogio y otros c/ Transporte Metropolitano General Roca


    COMP, 718, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial. 


    Controversia jurisdiccional. Daños y perjuicios. Devolución de la causa al juez natural y de origen. Previsión del artículo 9 de la ley 26.086: espíritu y el alcance de la norma.


    La aplicación de la cláusula transitoria del art. 9° de la ley 26.086, importa una excepción al principio general de la radicación de los procesos y de la estabilidad de las decisiones que así lo dispusieron. Así es porque el legislador indica expresamente que tal modificación atiende a aquellos casos donde la competencia material del proceso le era extraña al juez del concurso y le asignaba causas en virtud de la operatividad del instituto del fuero de atracción, vigente hasta entonces.  En atención a lo expuesto, la devolución de los procesos allí establecida de manera excepcional, alcanza a aquellos casos donde la competencia por razón de la materia no corresponda al juez del concurso, circunstancia ésta que encuentra sentido con el espíritu de la norma y el alcance restrictivo que cabe acordar a la alteración del principio del juez natural.  Por lo expuesto, la presente causa, que no es propia de la materia comercial, debe seguir su trámite en el juzgado de origen.


    Ariscuren, Maria y otro c/ Hofteter, Oscar s/ Daños y perjuicios


    COMP, 595, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 576, L. XLII, "Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ Daños y perjuicios".  Incorrecta traba de la contienda.


    Cabe destacar que la Corte tiene dicho que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia, va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia así como, que no corresponde la promoción de planteos que por ser insustanciales, no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos requerida por la buena administración de justicia.


    Gurbindo, Mariano Jorge c/ Acosta, Honorio Omar y otros


    COMP, 584, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 576, L. XLII, "Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ daños y perjuicios".  Incorrecta traba de la contienda.


    Cabe destacar que la Corte tiene dicho que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia, va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia así como, que no corresponde la promoción de planteos que por ser insustanciales, no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos requerida por la buena administración de justicia.


    Olas, Juan José c/ Grupo Aparte S.A. y otros


    COMP, 768, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 576, L. XLII, "Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Cabe destacar que la Corte tiene dicho que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia, va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia así como, que no corresponde la promoción de planteos que por ser insustanciales, no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos requerida por la buena administración de justicia.


    Gutiérrez, Daniel Bruno c/ Lafuente, Graciela Mónica


    COMP, 661, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Subasta. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Operatividad del fuero de atracción en una ejecución hipotecaria.


    Cuando el acreedor que demanda en sede de una determinada competencia solicita la ejecución de la totalidad del bien que corresponde a los dos titulares del mismo, consecuentemente resulta conveniente realizar allí la subasta, no sólo porque tal temperamento evitaría el incremento de gastos y la merma del precio de realización, sino porque el remate del total del inmueble trae aparejadas mejores condiciones para su venta.


    Majdaiani, Hernán Ariel c/ Dell'oca, Norberto y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 1385, L. XLI, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incapacidad laboral. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa  C. 2605, L. XXXVIII, "Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”.


    En orden a la naturaleza común de la legislación en materia de riesgos del trabajo y carácter privado de las aseguradoras respectivas, corresponde concluir que el presente supuesto resulta ajeno a la competencia de la justicia federal, razón por la cual los actuados se deberán remitir a la jurisdicción ordinaria a sus efectos.


    Villarreal, Fabián Roberto c/ TIPA S.R.L. s/ Cobro de pesos


    COMP, 456, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incapacidad. Internación. Competencia de familia. Competencia provincial. 


    Juez del lugar de internación.Principio de inmediación.   Remisión al fallo de la causa Comp. 1511, XL “Tufano Ricardo Alberto s/ Internación”.


    Teniendo en cuenta que el causante se encuentra actualmente internado en una institución en la Provincia de Buenos Aires, corresponde que continúe entendiendo el tribunal provincial.


    D. S., H. M. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP, 598, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Principio de inmediación. Competencia de familia. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1511, XL, “Tufano Ricardo Alberto s/ Internación”.


    Estas actuaciones, por su naturaleza, exigen el control de la situación del presunto incapaz -que debe realizar el juez con la concurrencia del Ministerio Pupilar- circunstancia que, en virtud del principio de inmediación y teniendo en cuenta que el causante se encuentra actualmente internado en una institución en la Provincia de Buenos Aires, aconsejan que los fines de una eficaz protección sea el tribunal del lugar de la internación o actual residencia el que entienda en la causa.


    Q., E. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 652, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los fallos de las causas: Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público y  Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana".


    Gómez, Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1.570/01, 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP, 210, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios. Competencia provincial. 


    Radicación ante el juez del proceso sucesorio.


    El Art. 3284 del Código Civil prevé que las acciones personales que se inicien contra el causante, deben tramitar ante el juzgado donde está radicado el proceso sucesorio. En orden a ello y a que conforme surge de autos el juicio universal de concurso de causante, tramitó con anterioridad a su deceso, no se da en el caso el supuesto del Art. 2 inciso 1 de la ley 24.522. Por ello no corresponde la radicación del proceso ante el juicio de quiebra, sino ante el sucesorio de la demandada.


    Graziadei, Domingo Marcos c/ Sucesores de Emma Matilde Bardengo s/ Regulación de honorarios


    COMP, 514, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Transporte aéreo. Servicios aéreos. Competencia federal. 


    Es competente la justicia federal si las cuestiones planteadas se hallan principalmente vinculadas con el servicio de transporte aéreo comercial, entendiendo éste como la serie de actos destinados al traslado en aeronaves de personas o cosas, de un aeródromo a otro y, por ende, su reglamentación y normas operativas de la autoridad aeronáutica se encuentran sujetas a las prescripciones del Código Aeronáutico. Es competente la justicia federal para conocer en los litigios donde se ventila la realización de actos discriminatorios en violación al Art. 1° de la ley 23.592, valorando al efecto el predominio de la cuestión federal, la naturaleza federal de la ley y la circunstancia de reglamentar directamente un principio constitucional de tal magnitud que excede el concreto interés de la parte e involucra y afecta a toda la comunidad.


    Triaca, Alberto J. c/ Southern Winds Líneas Aéreas S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1841, L. XLI, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda positiva de competencia. Accidente laboral. Competencia Nacional. 


    Los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones -nacional y provincial- deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos; Asimismo, la Corte tiene dicho que en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la Ley N° 18.345 que dispone la competencia, a elección del actor, del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado, y que está inspirado por el objeto de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los "demandantes" a que se refiere el precepto.


    Sánchez Palacio, Tomás c/ Fernández y Céspedes, Antonio José s/ Accidente


    COMP, 751, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 131, L. XXXVIII "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Banco Nación Argentina c/ Balán, Jorge J. M. y otros s/ Ordinario


    COMP, 357, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Remisión del expediente. Competencia laboral. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Conflicto entre jueces de primera instancia.


    La Controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte.  Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21708, desde que el conflicto quedó resuelto con el pronuncíamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que resolvió la contienda planteada entre magistrados nacionales de primera instancia.  Los autos deben ser remitidos al Juzgado Nacional para su radicación definitiva.


    Tenenbaum, León c/ Pérez de Liquindoli, Norma Graciela y otros s/ Desafectación bien de familia


    COMP, 880, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Crédito laboral. Concurso preventivo. Verificación tardía. Caducidad de instancia. Opción de competencia. Competencia laboral. 


    Ley 26.086.


    Atento a que se decretó la caducidad de instancia del incidente de verificación tardío respecto del crédito de la actora y que el mismo se encuentra paralizado, deviene inconducente la remisión de la causa al Juzgado del Concurso, máxime con la promulgación de la ley 26.086, cuyo Art. 4 modifica las previsiones del Art. 21 de la ley 24.522 y dicha normativa señala en “los efectos de la apertura del concurso preventivo”, que los juicios laborales en trámite quedan excluidos de su radicación en el juzgado del concurso, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo dispuesto por los artículos 32 y concordantes de la ley 24.522.  En consecuencia, y en atención a la jurisprudencia de la Corte que establece que las normas de procedimiento resultan aplicables a las causas en trámite y lo expresamente dispuesto en el Art. 9 de la ley 26.086, la causa deberá radicarse ante el juzgado de origen.


    Ailan, María J. c/ Clínica Privada San Marcos S.A. s/ Despido


    COMP, 927, L. XLI, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Responsabilidad de la provincia. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 373, XLII,  "AF.I.P. c/ Neuquén,  Provincia del s/ Ejecución fiscal".


    De acuerdo con lo expresado en el precedente “Barreto”, se entiende que lo atinente a la responsabilidad del Estado es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al Derecho Administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los Arts., 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.  Por todo lo allí expuesto, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la ley 48.  Frente a las cuestiones de naturaleza local -como la que se ventila en autos-, cede el derecho al fuero federal por distinta vecindad que se otorga a quienes residen en otra jurisdicción territorial, prerrogativa que sólo resulta atendible cuando se trata de una causa civil, según lo dispuesto en los Arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.


    Asociart Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Interrupción de prescripción


    A, 1345, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Economía procesal. Competencia por conexidad. 


    La acumulación de procesos es un instituto que persigue, sustancialmente, evitar el dictado de sentencias contradictorias y propender a una economía procesal en los trámites que mejor se adecue a prestar un ajustado servicio de justicia.  Procede la acumulación de procesos si ambos juicios se sustancian por el mismo trámite, ante tribunales de similar competencia, contra el mismo demandado y la indemnización de daños y perjuicios que se reclama deriva de un mismo hecho, pues los pronunciamientos que se dicten, la apreciación de las circunstancias fácticas y la responsabilidad que se asigne pueden generar decisiones contradictorias con el consecuente escándalo jurídico y efectos de cosa juzgada de una respecto a la otra.


    Laura de Domini, Irene c/ López, Alfredo s/ Daños y perjuicios


    COMP, 318, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1895, L. XLI "Clavellino, Pablo c/ Estado Nacional", resuelta de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General.


    Blanco, Claudio Alejandro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos - Decreto 2.133/91 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP, 621, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Compentencia originaria. Incompetencia. Remisión del expediente. Competencia civil y comercial federal. 


    En la presente causa no existe un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba dirimir desde que la Cámara Federal de la Seguridad Social lo resolvió de acuerdo a las pautas del artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 (texto según ley 21.708).  La presente causa deberá seguir su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal, a donde se deberá remitir,


    Zicarelli, Noemí Nora c/ Estado Nacional - ANSES s/ Daños y Perjuicios


    COMP, 825, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Obras sociales. Competencia civil y comercial. 


    Remisión a los fallos de las causas “Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel s/ Ordinario” Fallos: 312:1881 y "Córdoba, Noemí Silvia y otro c/ Clínica Ntra. Sra. De Fátima S.A. y otros s/ daños y perjuicios".


    Díaz Burgos, Eduardo c/ Clínica Madariaga S.R.L. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 507, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Derecho público. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Nulidad de una prórroga establecida en una cláusula opcional de un contrato de concesión.


    El fuero contencioso administrativo es el competente para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución. En tales condiciones, la materia en debate, su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer, permite considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del Art. 45, inc. a), de la ley 13.998.


    Cometrans S.A. Contrato 718 c/ Lucia Mejail y Compañía S.R.L. s/ Contrato administrativo


    COMP, 637, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    División de condominio. Competencia civil y comercial federal. Competencia nacional. 


    Remisión a Fallos 321:3037 ("Albornoz").


    De Maria Roberto Atilio c/ Fondo de Garantía y Recompra del PPP de Telecom Argentina  s/ Ordinario


    COMP, 640, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", y  327:26 "Rodríguez Atilana".


    Si bien el conflicto se ha suscitado entre jueces nacionales de primera instancia, situación que debería encontrar respuesta en la Cámara de la que dependa el que primero hubiese conocido, elementales razones de economía procesal permiten dejar de lado reparos procedimentales, con el objeto de no seguir dilatando la resolución del tema, que obviamente va en desmedro de la adecuada prestación del servicio de justicia y autorizan a la Corte a resolverlo.


    Rodríguez Salgado, José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 44, L. XLII, 15 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia del juez que previno. 


    Remisión a los fallos de las causas "Viejo Roble S.A.", 326:4019 y "Rodríguez Atilana", 327:26.


    El planteamiento de cuestiones de competencia debe efectuarse en la primera oportunidad posible para su rápida resolución por parte del órgano competente, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional.


    Ferrucci, Ana María y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Suquía) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 60, L. XLII, 23 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 729, L. XLII "Guzmán Picco, Lorena Belén c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo".


    Schafft, María Alejandra y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 1276, L. XLII, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Ejecución de honorarios. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa B.1582, L. XLII, "Berzaiz Gustavo Hector s/ Su presentación en los autos: Barreto Julio  Damián el Miralejos S.A. s/ Despido (Expediente N° 88.773) y Miralejos S.A.C.I.F.I.Y.A s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación promovida por Barreto Julio Damián (Expediente N° 88.772)".


    Miralejos S.A.C.I.F.I. y A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación promovida por Barreto, Julio Damián


    COMP, 1098, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 937, L. XLII, "Siniego Berri, Cristian s/ Incidente de ejecución de honorarios"


    Banco Mayo Cooperativo Limitado c/ Axis Telecom S.R.L.


    B, 2457, L. XLI, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    No surge de las actuaciones que se haya dictado sentencia, y toda vez que se trata el presente juicio de una ejecución de honorarios, no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el Art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), por lo que procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Boeing S.A.I.C.E.I s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 563, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Concurso preventivo. Sentencia firme. Competencia federal. 


    Sentencia que se encuetra firme: competencia del juzgado de origen.


    Si se ha dictado sentencia que se encuentra firme, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


    Fisco Nacional AFIP c/ Norpetrol S.A. s/ Ejecución Fiscal - Ley 11.683


    COMP, 1129, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución prendaria. Prórroga de la Competencia. Domicilio constituido. Competencia provincial. 


    La competencia territorial es esencialmente prorrogable por conformidad de partes, cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales.  Cabe advertir que en el caso se trata de una ejecución prendaria iniciada como consecuencia del presunto incumplimiento de un contrato de compraventa de automotores. El contrato de prenda con registro no sólo fue celebrado y concluido en la provincia, sino posteriormente inscripto en el Registro Nacional de la propiedad Automotor de la referida localidad, y que es en dicha jurisdicción donde la aquí ejecutada constituyó domicilio especial a todos los efectos.   Tales circunstancias fácticas y el carácter genérico, ambiguo y contradictorio de la cláusula de prórroga de jurisdicción a favor de los tribunales nacionales –que no excluye la competencia territorial de otros tribunales por aplicación de los principios generales que en esta materia puede corresponder-, permiten concluir que compete al referido magistrado local seguir conociendo en las presentes actuaciones, en particular porque frente a la imprecisión de la cláusula predispuesta mencionada, la adquirente pudo no advertir su eventual sometimiento a litigar en extraña jurisdicción con la posible afectación a su defensa en juicio, en violación de los principios contenidos en el artículo 37, apartado b. en la ley 24.240.


    Plan Ovalo S.A. de Ahorro para fines determinados c/ Giménez, Carmen Élida s/ Ejecución prendaria


    COMP, 177, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Exhortos. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019, "Viejo Roble S.A.".


    En el exhorto, medio de comunicación entre órganos judiciales, debe existir, como regla, identidad o analogía entre la competencia por razón de la materia del exhortante y del exhortado.


    Dominici Liliana Mabel c/ Estado Nacional - Banco Galicia (Expediente 14.000) Lomas de Zamora s/ Exhorto


    COMP, 47, L. XLII, 15 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    Exhortante y exhortado: requisito de identidad de competencia en razón de la materia.


    En el exhorto, medio de comunicación entre órganos judiciales, debe existir, como regla, identidad o analogía entre la competencia por razón de la materia del exhortante y del exhortado.  El conflicto de competencia que se suscite entre jueces nacionales de primera instancia, deberá encontrar respuesta en la Cámara de la que dependa el que primero hubiese conocido.


    Kodric, Roberto Martín y otro c/ Poder Eejecutivo Nacional incidente (Expediente 57.408 San Martín) s/ Exhorto


    COMP, 43, L. XLII, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Extraña jurisdicción. Competencia federal. Juzgados provinciales. 


    Archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción: alcances de la regla.


    Si bien el art. 354, inciso 1º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, ello no cabe extenderlo más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado ante el magistrado que se consideró incompetente.


    Suárez, María Nilda c/ Gil, Alberto Eduardo y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1203, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fuero de atracción. Juez del concurso. 


    La aplicación de la cláusula transitoria del art. 9° de la ley 26.086, importa una excepción al principio general de la radicación de los procesos y de la estabilidad de las decisiones que así lo dispusieron. Ello porque el legislador indica expresamente que tal modificación atiende a aquellos casos donde la competencia material del proceso le era extraña al juez del concurso y le asignaba causas en virtud de la operatividad del instituto del fuero de atracción, vigente hasta entonces.  La devolución de los procesos allí establecida de manera excepcional, solo alcanza a aquellos casos donde la competencia por razón de la materia no corresponda al juez del concurso, circunstancia ésta que encuentra sentido con el espíritu de la norma y el alcance restrictivo que cabe acordar a la alteración del principio del juez natural.


    Zucamor S.A. c/ Cinco Hermanos S.A. s/ Cobro de Pesos


    COMP, 508, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fuero de atracción. Opción de competencia. Competencia nacional. 


    Si no surgiese de los autos una manifestación expresa de que las actuaciones se transformaron en el proceso de verificación previsto en los artículos 21 y 32 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), pero de las constancias de la causa sí surgiera que el actor optó por continuar el procedimiento en sede concursal, solicitando la verificación, en tal situación y restando sólo la declaración del tribunal del concurso sobre la admisión o no del crédito resulta evidente la opción del acreedor de transformar el proceso en un trámite de verificación. Por lo expuesto y consecuentemente, se daría en el caso uno de los supuestos de excepción contenidos en el artículo 9º de la ley 26.086, motivo por el cual no corresponde la remisión de las mismas al tribunal de origen.


    Cabrera, Marisa Claudia c/ Servicios de Alimentación Alihue S.A.I.C.I.A.


    COMP, 1368, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Impuestos municipales. Interpretación de la ley. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del Art. 14 de la ley 48, pues dicha decisiones  no constituye sentencia definitiva salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal.   Toda vez que la pretensión de la empresa actora consiste en obtener que cese el estado de incertidumbre en que se encuentra respecto de la imposición, por parte de la Municipalidad de la Provincia, de una tasa por derecho de propaganda y publicidad, que -según dice- es contraria a las previsiones del Régimen de Coparticipación Municipal de la Provincia de Buenos Aires (Art. 10 de la ley 10.559), la Ley Orgánica de Municipalidades local y las normas federales, en consecuencia, y como el juez que deba resolver el pleito tendrá que examinar el alcance de un tributo que deriva de ciertas ordenanzas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, corresponde a los jueces locales entender en este proceso, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles.


    Petrobras Energía c/ Municipalidad General Belgrano s/ Acción declarativa


    P, 1644, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incidente de verificación. Competencia comercial. Juicios universales. 


    Si en las actuaciones se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el art. 9º de la ley 26.086, toda vez que el señor juez comercial dispusiera la formación del incidente de verificación de crédito, no corresponde la remisión de las mismas al tribunal de orige y las actuaciones deberán continuar su trámite donde se encuentra el juicio universal.


    Novet, Marcos Diego c/ Plácido Martínez Sobrado S.A. y/o quien resulte responsable s/ Indemnización por enfermedad, accidente y daños y perjuicios


    COMP, 1191, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incidente de verificación. Juez del concurso. Juicios universales. 


    Si el caso refiere a un incidente de verificación de crédito contra la concursada, el único que puede conocer en el mismo es el juez del concurso, por lo que corresponde que el trámite continúe donde se encuentra el juicio universal.


    Maracala S.A. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de verificación de crédito promovido por Rodríguez, Jesús Marcelo


    COMP, 1188, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Incompetencia. Declaración de oficio. Oportunidad del planteo. Competencia civil y comercial. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento.  Por aplicación de lo establecido en el artículo 4º, tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el juez no debe declarar de oficio su incompetencia en asuntos exclusivamente patrimoniales cuando ella se funda en razón del territorio, pues ésta puede ser objeto de prórroga mediante la conformidad de las partes (conforme artículo 1º, segundo párrafo, del código citado).  Corresponde considerar que la oportunidad del magistrado de origen para desprenderse de las actuaciones ha fenecido, por cuanto ello sólo podría darse al inicio de la acción o al tiempo de resolver una incidencia referida a una cuestión de competencia planteada por las partes, y no luego de encontrarse las actuaciones en estado de dictar sentencia, toda vez que dicha situación importa la aceptación de su competencia para entender en la causa.


    Pirelli Neumáticos S.A.I. y C. c/ Ferretti, Rubén Alfredo s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 1187, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento del contrato. Competencia civil y comercial federal. Competencia nacional. 


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Berman, Silvia Liliana c/ Alico Compañía de Seguros S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    COMP, 560, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inhibitoria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 177, L. XLII, "Plan Ovalo S.A. de Ahorro Para Fines Determinados c/ Giménez, Carmen Elida s/ Ejecución prendaria".


    Giménez, Carmen Elida c/ Plan Ovalo S.A. de Ahorro para fines determinados s/ Inhibitoria


    COMP, 243, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 353, L. XLII, “Barrera, Ernesto Oscar c/ PEN s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Maddio, Juan Carlos c/ Banco Bansud S.A. Poder Ejecutivo Nacional Ministerio de Economía s/ Ordinario


    COMP, 355, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen emitido en Comp. 353, L. XLII "Barrera, Ernesto Oscar c/ PEN s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Scaglia, Magdalena Teodora c/ Poder Ejecutivo Nacional Ministerio de Economía s/ Ordinario


    COMP, 354, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen emitido en Comp. 353, L. XLII "Barrera, Ernesto Oscar c/ PEN s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Stipcich, Olga Argentina c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires, Ministerio de Economía s/ Ordinario


    COMP, 350, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Cosa juzgada. Competencia por conexidad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La procedencia de la acumulación de procesos, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.  En principio, la acumulación de procesos judiciales procede, si se evidencia la posibilidad de fallos contradictorios y el consiguiente escándalo jurídico que originaría el tratamiento autónomo de pretensiones que se encuentran vinculadas por la causa o por el objeto, situación que se evita "si median razones de conexidad suficiente" con el instituto previsto en el art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Banco de Valores S.A. c/ Defensoria del Pueblo de la provincia de Formosa y otra s/ Juicio declarativo general sumarísimo de oposición


    B, 335, L. XLIV, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Justicia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Molina, César Aníbal c/ Liberty A.R.T. s/ Apelación


    COMP, 1342, L. XLII, 06 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 644, L. XXXIV, "Banco de la Nación Argentina c/ Domingo Ernesto Fassella, María Magdalena Vietto de Fasseta y Romeo M. Vietto s/ Ejecución Hipotecaria".


    Banco de la Nación Argentina c/ Panzella, Pedro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 1268, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juzgados nacionales. Cámara de Apelaciones. Competencia federal. Juzgados provinciales. 


    Conflictos habidos entre jueces nacionales de primera instancia: forma de resolución.


    Los conflictos habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sin que obste a ello la circunstancia que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Galzerano, Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 1044, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Nulidad procesal. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 


    Corresponde intervenir a la competencia de la justicia en lo contencioso administrativo federal y, por lo tanto, en dicho fuero debe continuar su trámite, lo que determina que se deba decretar la nulidad de todas las actuaciones cumplidas ante la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la medida en que se opongan a la competencia de la justicia federal y que se deban remitir los autos al Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo federal que previno para que siga interviniendo.


    Edesur S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales


    COMP, 1055, L. XLII, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Obras sociales. Competencia provincial. 


    Obra Social como parte demandada. Retardo injustificado en el trámite de las actuaciones.


    Si es demandada en la litis una Obra Social, el reenvío de la causa al fuero federal importaría someter cuestiones ya consideradas y decididas en el ámbito de otro tribunal, y tal situación también generaría un evidente retardo injustificado en el trámite de las actuaciones, las que por su naturaleza deben tener un trámite abreviado atendiendo a los derechos que se intentan proteger.


    Belgardi, Elmo Osmar s/ Amparo


    COMP, 1117, L. XLII, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Oportunidad procesal. Presentación extemporánea. Competencia provincial. 


    Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia que puso fin al proceso.  Después de dictada la sentencia que puso fin a la contienda, el reenvío de la causa al fuero federal importaría someter cuestiones ya consideradas y decididas en el ámbito de otro tribunal, situación que generaría un evidente retardo injustificado en las actuaciones, que por su naturaleza deben tener un trámite sumarísimo atendiendo a los derechos que se intentan proteger.


    González, Gustavo Alejandro c/ Obra Social de Choferes de Camiones


    COMP, 1406, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Exigencia de atribución recíproca. Incorrecta traba de la contienda.


    Es requisito indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia la existencia de una atribución reciproca de la misma.


    Venara, Oscar Pedro Mario c/ Poder Ejecutivo Nacional -Ley 25.561 -Decretos 15.710/01, 214/02 (Provincia) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 251, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Quiebra. Avenimiento (comercial). Extinción del fuero de atracción. Ejecución de sentencia. Competencia federal. 


    Asiste razón al juez provincial en tanto obran constancias en la causa, de que el trámite universal concluyó por avenimiento.  En tanto el acreedor pretende ejecutar el acuerdo, esta ejecución no resulta admisible ante el juez de la quiebra que se halla concluida. Consecuentemente, debe continuar su trámite ante el juez de origen.


    Dirección Impositiva c/ Molino Arrocero Villa Mantero S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP, 817, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Improcedencia fuero de atracción del proceso concursal.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 132 de la ley 24.522, toda vez que en el presente caso se trata de un proceso de conocimiento, alcanzado por las excepciones previstas en el Art. 21, inc. 2° de dicha norma (texto según Art. 7° de la ley 26.086).  Por lo expuesto, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el juzgado de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (Art. 21, última parte, primer apartado).


    Resortes Dag S.A. s/ Quiebra s/ Cobro de pesos


    COMP, 483, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso de apelación (procesal). Remisión del expediente. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Martínez, Juan José c/ Provincia A.R.T. s/ Apelación


    COMP, 988, L. XLII, 23 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. Honorarios. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y S. 499,  L. XXXIX , "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta T. s/ Ejecución hipotecaria".


    El recurso no puede prosperar, toda vez que el rechazo de la excepción de competencia -aspecto de derecho no federal- recibió suficiente respuesta en las consideraciones de la Juzgadora, en el sentido de que las partes expresamente acordaron, a todos los efectos legales, someter las eventuales diferencias que pudieran suscitarse con motivo del referido pacto, a los tribunales ordinarios de la Ciudad de Buenos Aires; y que, aun cuando la aptitud jurisdiccional de dicha justicia es improrrogable, tal disposición tiene un objetivo eminentemente protectorio en beneficio de los trabajadores, lo cual impide a la empleadora esgrimir dicha improrrogabilidad en perjuicio del dependiente y en contra de lo pactado con éste. Las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza y como regla, ajenas a la apelación extraordinaria.


    Cascini, Alfredo Raúl c/ Club Atlético Independiente s/ Diferencias salariales


    C, 659, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Responsabilidad civil. Responsabilidad médica. Responsabilidad de la obra social. Competencia civil. 


    Contienda de competencia. Demanda por responsabilidad civil de médicos. Justicia Nacional Civil.


    Las cuestiones planteadas en la contienda guardan substancial analogía con las ya decididas por la Corte en los autos S.C. Comp. 494, L.XXII “Harzlin de Martin Liliana c/Obra Social para el Personal de ENTel”, cuya doctrina fue reiterada en S.C. Comp. 747, L.XXIV, “Aguirre, Francisco c/Unión Obrera Metalúrgica y otros s/responsabilidad médica”, del 26 de octubre de 1993 y en "Udry Gustavo Adolfo c/Caldeiro Juan Carlos s/daños y perjuicios - responsabilidad profesional”, precedentes en los que se ha resuelto a favor de la Justicia Nacional en lo Civil, en los casos en que se demande por la responsabilidad civil de los profesionales médicos, aún cuando una obra social integre la litis.


    Sánchez, José Julio y otro c/ Sanatorio y Policlínico del Norte S.A. y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP, 222, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del agente de bolsa. Excepción de incompetencia. Intervención de terceros. Juicios en que la Nación es parte. Competencia por la persona. Competencia civil y comercial federal. 


    De las constancias de la causa se desprende, que el Estado Nacional fue citado en el proceso en calidad de tercero en los términos del art. 94 del C.P.C.C., y que ha comparecido al juicio, motivo por el cual la sentencia que en definitiva se dicte en la causa puede afectarlo como a los litigantes principales. Por lo tanto corresponde atribuirle similar carácter al que asume un demandado en el pleito.  En ese contexto se configuran circunstancias que surten el fuero federal ratione personae, por cuanto tiene dicho la Corte que si la demanda se instaura contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona, ello sin perjuicio que pueda ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de jurisdicción consentida en el proceso.


    Sánchez de Hidalgo, Gladis Nélida c/ Caja de Valores S.A.


    COMP, 193, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Seguridad social. Economía procesal. Tribunal de alzada. 


    Incorrecta traba de la contienda. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.  Sobre el fondo de la cuestión remisión al dictamen de la causa Comp. 1844, L. XLI, “Maldonado Héctor Sergio c/ Estado Nacional –Ministerio de Justicia P.F.A. s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA.”.


    Cuando razones de economía procesal autorizan a dejar de lado reparos procedimentales, habida cuenta de la naturaleza de los derechos debatidos en el caso y a fin de evitar mayores dilaciones, para, a su vez, evitar con ello un dispendio jurisdiccional innecesario, se impondría dirimir la competencia sin más trámite.


    Cortiglia, Marcela Edith c/ Estado Nacional -Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos- Decreto 2133/91 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas Argentinas  y de Seguridad


    COMP, 489, L. XLII, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Seguro de vida obligatorio. Cámara nacional de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Crovetto, Néstor Honorio c/ Estado Nacional y otro s/ Seguro de vida obligatorio


    COMP, 1896, L. XLI, 26 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Exclusión del fuero de atracción.


    El artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determina esa jurisdicción.  La deuda aquí en cuestión se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante, por lo cual cabe considerarla excluida del fuero de atracción mencionado.


    Consorcio Edificio Nijocali IX c/ Iglesias, Tomás y otra s/ Cobro ejecutivo


    COMP, 501, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Litisconsorcio. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En lo concerniente a la declaración de incompetencia del juez federal remisión al dictamen de la causa A. 373, XLII, “AFIP c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal” y remisión al fallo de la causa M. 1569; XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ daños y perjuicios" en cuanto a la acumulación subjetiva de pretensiones.   Precedente de la Corte en cuanto a la existencia de una causa civil B. 2303, XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y perjuicios".


    Corresponde aclarar que la pretensión es de carácter patrimonial originada en un accidente de tránsito, atribuyendo responsabilidad al Estado Provincial, esa solo circunstancia no basta para otorgar el asunto el carácter de causa civil, presupuesto que es insoslayable para que proceda la competencia originaria de acuerdo lo establecido por la Corte en su precedente citado en referencia.


    Guajardo de Diel, Noemí de las Nieves c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G, 374, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Efectos de la sentencia penal en sede civil. Sentencia arbitraria. 


    Cuestión prejudicial: aplicación del Art. 1101 del Código Civil. Precedente “Ataka”. Dilación indefinida en el trámite penal que impide proseguir el proceso civil. Facultad de la justicia civil para resolver la contienda.


    En el sub lite se encuentran reunidos los supuestos previstos en el precedente de la Corte en la causa "Ataka".  Si bien la dualidad de procesos originados en el mismo hecho impone la postergación de la sentencia civil hasta tanto se dicte el fallo penal, la prohibición legal que sienta el precepto no es absoluta. En efecto, tal prohibición debe ceder cuando la suspensión -hasta tanto recaiga pronunciamiento en sede penal- determina una dilación indefinida en el trámite y decisión de este juicio que ocasiona agravio a la garantía constitucional del derecho de defensa y produce una denegación de justicia.  Producidas en el proceso civil todas las pruebas ofrecidas y presentados los alegatos, el tribunal está en condiciones de decidir sin que obste a lo expuesto que no haya finalizado el proceso penal ya que, dado el tiempo transcurrido desde que éste se inició y que el fundamento del reclamo por daños y perjuicios es la responsabilidad objetiva del demandado, su tramitación no puede impedir que en este expediente se avance hacia una definición, sin perjuicio de la valoración que pueda hacer el tribunal interviniente en el momento procesal oportuno respecto de las actuaciones que se realicen en sede penal.


    Atanor S.A. c/ Estado Nacional Dirección General de Fabricaciones Militares s/ Daños y perjuicios


    A, 342, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Depósito


    Desistimiento tácito. Desistimiento de recurso. 


    Si después de la presentación del recurso de hecho, se acredita el depósito de las sumas resultantes de la liquidación practicada y aprobada, que integraron el capital de condena, intereses y honorarios de la representación letrada y del perito, dándolos en pago, sin formular en dichos actos reserva de continuar con el trámite de la queja, cabe atribuir a tal proceder el carácter de desistimiento tácito de la impugnación. En esas condiciones y dado que el pronunciamiento de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aún sobrevinientes, ha resultado carecer la apelante de interés en su recurso.  El consentimiento a la liquidación practicada, el silencio observado ante la intimación bajo apercibimiento de embargo, el depósito en calidad de pago de las sumas establecidas en la sentencia recurrida, la conformidad al libramiento de los cheques, y la percepción de tales importes por los actores y honorarios de sus letrados, sin que haya mediado manifestación ni reserva alguna, respecto de ningún rubro, por parte de la codemandada, torna aplicable la doctrina de la Corte de Fallos 315:1940; 319:1141, 323:285, 324:697, entre otros.


    Pereyra, Adolfo Alcides c/ Teximco S.A. y otro s/ Ley 22.250


    P, 381, L. XXXIX, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho procesal


    Resoluciones judiciales. Medidas para mejor proveer. 


    A fin de mejor dictaminar se requiere la remisión de autos caratulados: "López, Jorge Alberto c/ Celestino, Ignacio y otros s/ daños y perjuicios".


    López, Jorge Alberto c/ Celestino, Ignacio y otro s/ Daños y perjuicios s/ Incidencia de competencia negativa


    COMP, 385, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Excepción de falta de legitimación para obrar


    Impuesto de sellos. Entes autárquicos. Dirección General de Rentas. 


    Ausencia de titularidad de la relación jurídica en que se sustenta la acción.


    La excepción de falta de legitimación -art. 347, inc. 3, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- supone la ausencia de un requisito intrínseco de admisibilidad de la pretensión y ella se puede hacer valer cuando alguna de las partes no es titular de la relación jurídica sustancial que fue motivo de controversia. Ello, con prescindencia que la pretensión deducida tenga o no fundamento.  Habida cuenta de lo expuesto, cuadra advertir que, si bien el actor intenta atribuir responsabilidad por el dictado de las resoluciones cuestionadas a la Provincia de Misiones, lo cierto es que ellas emanaron de la Dirección General de Rentas, entidad que tiene a su cargo todas las funciones referentes a la recaudación, fiscalización, determinación, aplicación de sanciones, devolución de los impuestos, tasas y contribuciones establecidos por el Código Fiscal, entre ellos, el impuesto de sellos.   Esa institución, a tenor de lo dispuesto por el segundo párrafo del art. 10 del Código Fiscal, es una entidad autárquica en el orden administrativo, financiero y operativo en lo que se refiere a su organización y funcionamiento. Es representada legalmente por el Director General -o quien legalmente lo sustituya- frente a los poderes públicos, contribuyentes, responsables o terceros y tiene a su cargo la defensa, ante la Cámara Fiscal y la justicia provincial y nacional, de los intereses del Fisco Provincial.  Sobre tales bases, se trata de un ente con individualidad jurídica y funcional, aspecto que permite no identificarlo con el Estado local demandado.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa


    E, 588, L. XXXVIII, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Haber jubilatorio


    Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Aun cuando los agravios del recurrente se vinculen con cuestiones de hecho y prueba, ajenas a la vía de excepción intentada, ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de elementos conducentes y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.  El juzgador no adoptó las medidas mínimas necesarias para dilucidar con el rigor que es menester la cuestión controvertida. Los jueces no insistieron en su requerimiento ante el Estado Mayor de la Fuerza, conducta necesaria para contar con el material que permitiera resolver la cuestión, a lo cual debe sumarse que no se dio basamento alguno para dicha actitud.  Corresponde descalificar la sentencia cuando tal accionar contradice lo dicho reiteradamente por la Corte en similares casos, en cuanto a que los jueces deban actuar con suma cautela cuando la litis trata sobre beneficios de naturaleza alimentaria, y se han obviado los procedimientos correctos y conducentes para una correcta solución de causa en desmedro de un buen servicio de justicia.


    Manzuoli, Luis Vicente c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa)


    M, 1075, L. XL, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inexistencia de cuestión federal suficiente


    Eximición de dictaminar por no contener cuestiones federales.


    La Corte sigue siendo competente para entender en la causa.


    Neuquén, Provincia de c/ Estado Nacional  y otra s/ Acción declarativa


    N, 637, L. XXXVIII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Jubilación por invalidez


    Costas al demandado. Litisconsorcio pasivo. Aclaratoria (procesal). Fundamentación de sentencias. 


    Precedente del dictamen de la causa E. 394, L. XL, “Espido, Luis Alberto c/ Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones”.


    Corresponde hacer lugar al agravio de la recurrente respecto de las costas. Ello es así dado que la Cámara las aplicó a la demandada sin explicitar, como es menester, en qué consideraciones fundó tal criterio ni a quien se la consideraba como tal, pues de las actuaciones se desprende la intervención por un lado del afiliado y por el otro de la demandada; de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones; de la ANSES y de la aseguradora.


    López, Agustín Ramón c/ Máxima S.A. Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones


    L, 301, L. XLI, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Juicio ordinario


    Concursos. Exclusión de activos y pasivos. Derecho de preferencia (comercial). Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La conclusión no se ve modificada por la reforma introducida por la Ley 26.086 a la Ley de Concursos y Quiebras, toda vez que, de una parte, el artículo 46 de la Ley 21.526 establece la preeminencia de este cuerpo legal por sobre ella y de la Ley 19.550 de Sociedades Comerciales y, de la otra, la Ley 26.086 en disposición alguna deroga o modifica, expresa o tácitamente las previsiones de la Ley 21.526.


    Compañía Inversora de Empleados del Banco de Formosa S.A. c/ Banco Patricios S.A. y otros s/ Ordinario


    COMP, 1554, L. XLI, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor preveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Alba Fernández, Marcos c/ S.A. Protto Hnos. y otro s/ Ordinario


    COMP, 943, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Aranibar Guerrero, José Antonio y otro c/ Kronenberg, José Fabián y otros


    A, 849, L. XLI, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Estrada, Luis c/ Clínica San José Obrero s/ Daños y perjuicios


    COMP, 667, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    A fin de mejor dictaminar se solicita la remisión de los autos N° 105.420/2001, “Melonari Nélida Elena c/ Stocovaz, Sergio Marcelo s/ Liquidación de Sociedad Conyugal”.


    Stocovaz, Sergio Marcelo s/ Quiebra


    COMP, 1417, L. XLII, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, solicita remisión de autos principales.


    Jugos del Sur S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de reintegro de fondos contra el Banco de la Nación Argentina


    J, 183, L. XLI, 18 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Di Cuffa, Edda c/ Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    D, 691, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Se solicitan medidas para mejor proveer.


    Ziger, Ana A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Teatro Colón s/ Despido


    COMP, 638, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Comunidad Indigena Eben Ezer c/ Provincia de Salta - Ministerio de Empleo y de Producción


    C, 2124, L. XLI, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    L., C. E. por sí y en representación de sus hijos menores de S., D. G. y otros c/ Alto Paraná y otros s/ Accidente - Acción Civil


    COMP, 977, L. XLII, 23 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión del expediente. 


    Estévez, Jorge Alberto c/ González Sagaseta, Gabriel


    E, 568, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Parte General


    Cuestiones de Competencia. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    No existe una cuestión de competencia que corresponda resolver a la Corte. Conflicto trabado entre jueces federales de primera instancia: resolución por parte del tribunal de alzada del magistrado que intervino en primer término.


    Matteo, José y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos1570/01 214/02(RIO) s/ Medida cautelar autónoma


    COMP, 185, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Prescripción adquisitiva


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 458, L. XLII, "Calderón Héctor José c/ Sivori, Norberto Ismael s/ Usucapión".


    Raimondo, Alberto Oscar y Raimondo, Francisco Donato s/ Usucapión


    COMP, 816, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Civil y Comercial


    Acción de amparo. Cuestiones de Competencia. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los fallos de las causas Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público y Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana".


    Pérez de González, Graciela c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 221, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Acumulación de acciones. Competencia federal. 


    No resulta admisible la acumulación de procesos, toda vez que, más allá de que exista identidad entre los sujetos involucrados en los procesos, los mismos no se sustentan en igual objeto, causa o elementos comunes que permitan su sustanciación conjunta. Máxime cuando los proceso no sólo se hallan en distinto estado procesal, sino que en la medida autosatisfactiva, en trámite ante la jurisdicción local, ha recaído sentencia que puso fin al planteo.


    Banco de la Nación Argentina c/ Cooperativa Telefónica y otros Servicios Públicos Merlo


    COMP, 680, L. XLI, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Competencia laboral. 


    Contienda jurisdiccional. Cobro de pesos. Recurso de nulidad pendiente de tratamiento. Competencia de la  alzada para resolver. Posibilidad de posterior verificación ante el juez del concurso.


    La Corte tiene reiteradamente dicho, que en aquellos casos donde una causa se encuentra con un recurso ante un tribunal de alzada; es éste quien debe intervenir en su tratamiento, ello sin perjuicio de la ulterior remisión al juez del concurso según el estado de la causa o de la posibilidad que el actor, una vez obtenida la sentencia y de resultarle ella favorable, ocurra, a los fines de la verificación, ante el juez del concurso, quien en su caso será el encargado de resolver la admisibilidad de su crédito.


    Flores, Daniel J. c/ Aconquija Televisora Satelital S.R.L. s/ Cobro de pesos


    COMP, 1844, L. XLI, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Aportes previsionales. Convenios colectivos de trabajo. Competencia Provincial. 


    A fin de determinar la competencia, debe atenderse a la exposición de los hechos efectuada en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  En tales condiciones, involucrando la reclamación a personas privadas domiciliadas en esa sede y a propósito de un rubro originado en un negocio colectivo laboral, el presente supuesto resulta ajeno a la competencia federal.


    APUAYE c/ Edelar S.A. s/ Ordinario


    COMP, 626, L. XLII, 01 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos. Competencia Federal. 


    En los pedidos de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer.  A fin de dilucidar a qué jueces corresponde conocer en el juicio, se debe atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después -y sólo en la medida que se adecue a ellos- al derecho que invocan como fundamento de su acción.  En las demandas que versen sobre la aplicación de los regímenes de retiros, jubilaciones, y pensiones de las Fuerzas Armadas y de Seguridad tiene competencia de la Justicia Federal de la Seguridad Social.  Toda vez que en la especie se trate de una cuestión referida al pago de un subsidio por fallecimiento previsto por la ley 19.835 y la acción se dirija contra la Policía Federal Argentina, el tema debe resolverse de acuerdo a los principios y las normas que rigen la competencia de la Seguridad Social.


    Salguero, Aldo Enrique c/ Policía Federal Argentina s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP, 415, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") y 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Arrieta, Selva Argentina c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros


    COMP, 908, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 491, L. XLI, "Citibank N.A. c/ Bulfoni, Rosario Julia s/ ejecución especial" y al fallo Comp. n° 489, L. XLI. "Banco Bansud S.A. c/ Fernández Gálvez, José Roberto s/ ejecución hipotecaria".


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Cooperativa Arroceros de Gualeguaychú Limitada y otros


    COMP, 1189, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia Nacional. 


    La causa debería continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil, puesto que la demanda promovida por el actor tendiente a que se declare la inconstitucionalidad de la ley 1181 de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, fue interpuesta por vía de incidente en el marco de un proceso principal por daños y perjuicios que tramita ante dicho fuero.  En tales condiciones, resulta aplicable al sub lite lo dispuesto en el arto 6°, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será competente para conocer en los incidentes el juez del proceso principal.


    Álvarez, Eduardo  Jorge c/ Poder Legislativo Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Incidente civil


    COMP, 822, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Distinta vecindad. Competencia Federal. 


    Jurisdicción federal por distinta vecindad.


    Corresponde que por razón de la persona entienda en el proceso la justicia federal -conforme artículo 2º de la ley 48 que establece que los jueces nacionales de sección conocerán en las causas civiles en que sean parte un vecino de la provincia en que se suscite el pleito y un vecino de la otra-, lo cual comprende a aquellos con domicilio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  Para que proceda la jurisdicción federal por distinta vecindad es necesario que la invoque el vecino de extraña provincia, por cuanto a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero.


    De Natale, Eduardo Carlos c/ Independencia Compañía de seguros de vida S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 512, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Competencia provincial. 


    La competencia se debe determinar teniendo en cuenta la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda y no por las defensas opuestas por el demandado.  Además, la intervención obligada de terceros es un instituto procesal de carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada con carácter restrictivo, debiendo quien la solicita probar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan su procedencia, esto es, la presencia de una comunidad de controversia con las partes.


    Caubarrus, Lucas c/ Belcastel S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 591, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Ley de emergencia económica. Competencia Provincial. 


    En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.  El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Álvarez, Oscar y Sabre, Simón c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP, 866, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Ley de emergencia. Acumulación de procesos. Competencia federal. 


    Remisión Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público.


    No existirá conexidad entre causas, toda vez que difieran las cuestiones debatidas en una y otra, así como las etapas procesales, circunstancias que vedan la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias


    Sartorio, Dora Lidia c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Ordinario


    COMP, 940, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Prescripción adquisitiva. Competencia Provincial. 


    A los fines de resolver cuestiones de competencia se ha de tener en cuenta, en primer término, la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de la pretensión.


    Marcos Schmukler S.A. s/ Usucapión


    COMP, 773, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Violencia familiar. Competencia territorial. Juez previniente. 


    Remisión al fallo de la CSJN "González, Hipólito sI protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    Para prevenir el desgaste de modificar la jurisdicción en cuestiones íntimamente vinculadas, es aconsejable la intervención tutelar del mismo juez que actuó anteriormente, cuya línea directriz no sería razonable modificar con motivo del lugar de residencia del causante o de otros afectados por el conflicto.


    W., B. C. c/ V., B. A.; V., N. B. s/ Violencia Familiar Artículo 1° Ley 12.569


    COMP, 1421, L. XLI, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda positiva de competencia. Sentencia firme. Competencia Provincial. 


    Doctrina sentada en el dictamen de la causa Comp. 1952, L. XXXIX, "Aguirre, Carlos Luis c/ P.E.N - LEY 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Galicia s/  Proceso dc conocimiento - ley 25.561 y más recientemente dictamen de la causa Comp. 1636,  L. XL " Sánchez, Miguel Ángel y otros s/ HSBC Bank S.A. deduce apelación Artículo 195 Bis CPPN, en autos: Sánchez Miguel Ángel y otros c/Banco HSBC sucursal Corrientes s/ Sumarísimo", sentencias del 23 de marzo de 2004 y del 3 de mayo de 2006 respectivamente.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional, ya sea que se encuentre firme o no, deben continuar su trámite hasta la culminación ante el fuero que lo dictó.  El límite para la transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado actos típicamente jurisdiccionales.


    Bankboston N.A. deduce apelación Artículo 195 bis en autos "Gómez Morilla, Elsa c/ Banco de Corrientes S.A. y Banco de Boston s/ Juicio sumario"


    COMP, 1610, L. XL, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Acumulación de procesos. Litispendencia. 


    No se advierte en el sub- lite la configuración de un conflicto de competencia en el que deba intervenir la Corte Suprema de Justicia de la Nación, toda vez que se ha tornado inoficioso expedirse sobre dicha cuestión.


    Balan, Jorge Juan s/ Plantea Cuestion de Competencia s/ Inhibitoria


    COMP, 1422, L. XLI, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. Competencia contencioso administrativa. 


    Acción de amparo. Oportunidad para el planteo de cuestiones de competencia. Limitación establecida por expresas disposiciones procesales.


    La titular del Juzgado Federal en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo de la provincia no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.  Por otra parte, es dable poner de manifiesto que el juez federal, al requerir el informe previsto en el Art. 8 de la ley 16.986 y ratificar esta medida, tácitamente admitió su competencia, circunstancia que impide volver sobre el tema.  A ello cabe agregar que, si bien la ley de amparo no impide a los jueces expedirse sobre su competencia -como sí lo hace respecto de las partes, a las que veda la posibilidad de articular tales cuestiones (Art. 16)- impone que ello suceda en determinadas etapas procesales, cual es la regulada en el Art. 4°.


    Malisani, Noberto Jorge c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 217, L. XLII, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa "Transportes Almanzora SA c/ ASEA Brown Boveri SA s/ Prepara vía ejecutiva s/ Requerimiento de inhibitoria", resuelto de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General.


    ABB S.A. c/ Transportes Almanzora S.A.


    COMP, 1176, L. XL, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    No existe una cuestión de competencia que corresponda resolver a la Corte. Conflicto trabado entre jueces federales de primera instancia: resolución por parte del tribunal de alzada del magistrado que intervino en primer término.


    Miranda, Héctor Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1.570/01, 214/02 (RIO) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 204, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia Federal. 


    Inexistencia de contienda


    No existe una contienda de competencia acerca de cuya resolución deba expedirse este Ministerio Público, esta situación debe encontrar solución en los principios propios de actuación de los tribunales y sus órganos auxiliares, o en la decisión que al respecto adopten los titulares de las cámaras involucradas. Todo ello, claro está, es sin perjuicio de que la Corte decida intervenir, a fin de evitar que continúe un estado de indefinición que podría afectar la eficiente prestación del servicio de justicia.


    Pichuaga, Rosa Juana Inc. Med. c/ Poder Ejecutivo Naciona Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.896


    COMP, 897, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión a lo dictaminado y luego resuelto por la Corte en autos Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ acción meramente declarativa".


    Basla, Enrique Pedro c/ Zurich Eagle Star s/ Ordinario


    COMP, 1023, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia originaria. Competencia Provincial. 


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Buenos Aires y contra el Estado Nacional resulta inadmisible, a la luz de las razones expuestas en el precedente “Mendoza”, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma a esta instancia.  En efecto, la Provincia de Buenos Aires debe ser demandada en sede local  puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia ( artículo 116 de la Ley fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio federal.


    Bogado, Mario Jesús c/ Estado Nacional y Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    B, 647, L. XXXVII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Buenos Aires y contra el Estado Nacional resulta inadmisible, a la luz de las razones expuestas en el precedente “Mendoza”, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma a esta instancia.  En efecto, la Provincia de Buenos Aires debe ser demandada en sede local  puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio federal.


    Casanova, José Raúl c/Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    C, 4035, L. XLI, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Buenos Aires y contra el Estado Nacional resulta inadmisible, a la luz de las razones expuestas en el precedente “Mendoza”, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma a esta instancia.  En efecto, la Provincia de Buenos Aires debe ser demandada en sede local  puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio federal.


    Valenzuela, Luis Jerónimo y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    V, 625, L. XLI, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia por la persona. Competencia Federal. 


    Remisión a lo dictaminado en Comp. 1281; L. XL "Hidalgo Enrique José y otros c/ EN CNAS s/ proceso de conocimiento" y en Comp. 1615; L. XL.  " Lazcano Julia Susana c/ EN - CNAS s/ proceso de conocimiento".


    José, Sandra Elisabet y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional  y C.N.A. y Seguro de vida obligatorio (E/L)  s/ Contencioso administrativo


    COMP, 785, L. XLII, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por la materia. Competencia nacional. 


    Doctrina de Fallos: 326:3535.


    Cuando las cuestiones planteadas en una causa conduzcan, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la "estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos" -relaciones que se hallan regidas o alcanzadas por normas federales-, las causas deben tramitar ante dicho fuero ratione materiae.


    Tahan, Noemí Alcira c/ Swiss Medical Group S.A. s/ Incumplimiento


    COMP, 946, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326:3535 y causa S. C. Comp. N° 1066, L. XLI,en autos: "Kogan Jonathan c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo".


    Cuestiones como las que se plantean en autos conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la "estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos"; relaciones que se hallan regidas o alcanzadas por normas federales, motivo por el cual las causas deben tramitar ante dicha jurisdicción ratione materiae.


    Rossi, Manuel Mauricio c/ Caja de Seguridad para Odontólogos de la Provincia de Buenos Aires y otro s/ Amparo


    COMP, 1001, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Concurso preventivo. Competencia Nacional. 


    Asiste razón al juez provincial, en virtud de que, el art. 9° de la ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.  Por ello, la causa debe radicarse ante el juzgado nacional, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


    Cisneros, Ramón Andrés y otra c/ Ramírez, Dionisio y otra s/ Daños y perjuicios


    COMP, 774, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia Provincial. 


    Si bien es cierto que la cláusula transitoria del artículo 9° de la ley 26.086 sólo hace referencia al artículo 21 de la ley 24.522, en su actual redacción, el artículo 132 remite al artículo 21, por lo que la cláusula transitoria es de aplicación en el caso de autos.  Por lo expuesto, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el juzgado de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (artículo 21, última parte, primer apartado).


    Lauro, Daniel Rafael c/ Empresa General José de San Martín S.A.I. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 852, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    El artículo 9° de la ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


    Berkley International A.R.T. S.A. c/ Sandoval, Eduardo Miguel y otros


    COMP, 1273, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    El artículo 9° de la ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


    Demka, Gabriel Fernando c/ Club Atlético Independiente y otros


    COMP, 1275, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Juez del concurso. 


    La aplicación de la cláusula transitoria del art. 9° de la ley 26.086, importa una excepción al principio de la estabilidad de las decisiones que dispusieron la radicación de los procesos. El legislador indica expresamente que tal modificación atiende a aquellos casos donde la competencia material del proceso le era extraña al juez del concurso y le asignaba causas en virtud de la operatividad del instituto del fuero de atracción, vigente hasta entonces.  En atención a ello, la devolución de los procesos allí establecida de manera excepcional, solo alcanza a aquellos casos donde la competencia por razón de la materia no corresponda al juez del concurso, circunstancia ésta que encuentra sentido con el espíritu de la norma y el alcance restrictivo que cabe acordar a la alteración del principio del juez natural.  Causas como la de autos, con radicación ya firme ante el juez del concurso, que son propias de la materia comercial, deben seguir su trámite en el juzgado donde se encuentra el juicio universal.


    Banco Río de la Plata S.A. c/ Progran S.R.L. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 912, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Fuero de atracción. Competencia Nacional. 


    Cuando de las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada toda vez que el juicio se trate de una ejecución fiscal, no comprendida en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires C/ Empresa de Transportes El Litoral S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP, 790, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Toda vez que la actora desistió de la acción respecto de la codemandada concursada y que el magistrado provincial dispusiera la prosecución del trámite respecto del restante codemandado no concursado, exclusivamente en razón de integrar la litis, corresponde la devolución de la causa a su juez natural y de origen, competencia que había sido alterada excepcionalmente por aplicación del instituto del fuero de atracción.


    Castañe, Roberto Luis c/ Bevagnia, Lidia Luisa y otro s/ Cobro ejecutivo


    COMP, 791, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522, cuando el caso se trata de un proceso de conocimiento, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2º de dicha norma (texto según art. 4º de la ley 26.086).


    Harispe Ursino Sociedad de hecho c/ Bodini S.A. y otro


    COMP, 1374, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por el artículo 21 de la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio de un proceso de conocimiento, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2° de dicha norma (texto según art 4° de la ley 26.086).


    I.T.P Electrónica S.R.L.  c/ Sings Time S.R.L. s/ Cobro de pesos


    COMP, 1837, L. XLI, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Verificación de créditos. Economía procesal. Competencia laboral. 


    En el procedimiento ha recaído sentencia, que se pretende ejecutar contra un club deportivo que se halla en concurso, por lo que no corresponde la remisión de la causa.  Sin perjuicio de ello, cabe señalar que más allá del origen causal de la obligación patrimonial que se reclama (multa, sanción de naturaleza administrativa), su efectivización debe hacerse en el trámite del concurso, mediante el procedimiento verificatorio contemplado en el artículo 32 de la ley 24.522.


    Ministro de Trabajo c/ Club Deportivo Español de Buenos Aires s/ Sumarios Ministerio de Trabajo


    COMP, 70, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Concursos. Economía procesal. Competencia Nacional. 


    Asiste razón al juez provincial, en virtud de que, el art. 9° de la ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.   Tiene dicho la Corte que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en tomo a los temas de competencia, va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia; Por ello, la causa debe radicarse ante el juzgado nacional, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del concurso.


    Constantino, Francisco c/ Racing Club s/ Daños y perjuicios


    COMP, 731, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión de la causa. Competencia Nacional. 


    Asiste razón al señor juez provincial, en virtud de que el artículo 9° de la ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.  Por ello, la causa debe radicarse ante el juzgado nacional, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (artículo 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


    Segovia, Eduardo c/ La Puntual de Gonzalez y Compañia s/ Daños y perjuicios


    COMP, 865, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia Federal. 


    Si bien para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la acción, también, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes.


    Di Mella de Indiart, Graciela Beatriz c/ COMFER Resolución 712/99 Expediente 601/92 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 764, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Emergencia económica. Pesificación. Competencia Federal. 


    Remisión al Fallo de la causa "Rezk" (324:2493).


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.  Por lo tanto, corresponde devolver estas actuaciones a la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata.


    Blengino, Pedro Mario c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Societe Bansud) s/ Amparo


    COMP, 1033, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Acumulación de procesos. 


    Cuando en dos procesos, los damnificados persiguen indemnización por daños y perjuicios devengados de un mismo accidente de tránsito, toda vez que la causa origen de ambos reclamos resulte la misma, concurren ciertos elementos objetivos comunes, que tornan aconsejable que sea un solo juez el que intervenga en ambos procesos a los fines de evitar sentencias contradictorias.  Es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurran la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, emanen fallos contrapuestos.  Es procedente la acumulación de procesos incluso cuando los juicios en cuestión se encuentren en diferentes etapas procesales, toda vez que, si bien tal circunstancia podría configurar una dilación procesal del trámite que se halle más avanzado, dicho retardo, en las condiciones indicadas y a fin de favorecer una buena administración de justicia, no resulta injustificado.  Cuando en la Justicia Nacional se notifique en primer término la demanda, compete a esta última jurisdicción seguir conociendo en ambos juicios.


    Mahler, Mónica Gabriela y otros c/ Turismo La Plata S.R.L. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 795, L. XLII, 19 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia Provincial. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 576, L. XLII, "Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ daños y perjuicios".


    La Corte tiene dicho que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia, va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, así como, que no corresponde la promoción  de planteos que, por ser insustanciales, no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos, requerida por la buena administración de justicia


    Antonini, Miguel Ángel c/ Clinica Mariano Moreno s/ sumario


    COMP, 900, L. XLII, 19 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 576, L. XLII, "Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ daños y perjuicios".


    La Corte tiene dicho que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia, va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, así como, que no corresponde la promoción  de planteos que, por ser insustanciales, no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos, requerida por la buena administración de justicia.


    Canosa, Fernando Roberto c/ Transportes Automotores Chevallier s/ Ordinario


    COMP, 881, L. XLII, 19 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 576, L. XLII, "Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ daños y perjuicios".


    La Corte tiene dicho que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia, va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, así como, que no corresponde la promoción  de planteos que, por ser insustanciales, no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos, requerida por la buena administración de justicia.


    Olivera de Martínez, Esther H. y otro c/ O.S.P.E.C.  y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 893, L. XLII, 19 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal. 


    Remisión a los Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa; así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    El planteamiento de cuestiones de competencia debe efectuarse en la primera oportunidad posible para su rápida resolución por parte del órgano competente, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional.


    Mariscotti, Haydee Nelly c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 (Boston)  s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 969, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. 


    Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia. En ciertas ocasiones, el reenvío de la causa al fuero federal, importaría someter cuestiones ya consideradas y decididas en el ámbito de otro tribunal, lo que genera un evidente retardo injustificado en el trámite de las actuaciones, que va en desmedro del principio de seguridad jurídica y economía procesal.


    Pechini, Dante Pío c/ Femédica Federación Médica Gremial de la Ciudad de la Capital Federal  s/ Amparo


    COMP, 902, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución de honorarios. Competencia por la materia. Competencia nacional. 


    Tiene dicho la Corte que, en aquellos supuestos en los que se persigue el cobro de honorarios acordados mediante un pacto de cuota litis con motivo de la actuación de un profesional tanto en sede administrativa como en el ámbito judicial, es materia propia de la justicia nacional en lo civil, por aplicación del artículo 43, inciso c), del decreto-ley 1285/58, texto según ley 24.290.


    Mercado, José Hernan c/ Moavro, Hugo Daniel s/ Ejecución


    COMP, 898, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución de multas. Competencia Provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa  S. C. Comp. N° 31, L. XLII, "Comuna de Hughes Provincia de Santa Fe c/ Metalúrgica Pama S.R.L. s/ apremio".


    La justicia federal es restrictiva y de excepción, cuando el proceso que se inicia es un trámite de ejecución con sustento en un título emanado de autoridad provincial en virtud de en una ley nacional a la que adhirió el estado local, y más allá de que dicho acto o procedimiento judicial goza de plena fe en los demás estados provinciales, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 7º de la Constitución Nacional, lo cierto es que al existir una ley específica en el lugar donde se hará efectiva la ejecución, no corresponde la intervención del magistrado nacional, por lo que las actuaciones deberán remitirse a la justicia local para que el máximo tribunal de la provincia determine en concreto qué tribunal deberá intervenir en la ejecución.


    Comuna de Hughes - Provincia de Santa Fe c/ Castro Marcelo F. s/ Apremio Provincial


    COMP, 656, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Cuestión abstracta. 


    Si la cuestión puntual motivo de conflicto hubiera devenido abstracta, resultaría inoficioso expedirse sobre éste, por lo que la Corte Suprema de Justicia de la Nación no debería intervenir.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Dávila, Rubén y otros/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 1570, L. XLI, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Incapacidad. Competencia Provincial. 


    Remisión al fallo "Tufano Ricardo Alberto s/ Internación"  S.C. Comp. N° 1511, XL.


    R. P. R. A. s/ Internación


    COMP, 793, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Incendio. Recursos naturales. Competencia Provincial. 


    Dentro del estrecho marco cognoscitivo en el que se tienen que resolver las cuestiones de competencia y dada la naturaleza excepcional y limitada del fuero federal, en razón de la materia, el juicio deberá seguir con su trámite ante el Juzgado de primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 10 del Departamento Judicial de San Martín, Provincia de Buenos Aires.


    Valente, Estela y otros c/ Jhonsons and Sons Argentina S.A.I.C. s/ Ordinario


    COMP, 503, L. XLII, 19 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez del concurso. Procedimiento laboral. Competencia laboral. 


    No procede la radicación ante el juez del concurso por encontrarse comprendido en los supuestos contemplados por el artículo 9° de la ley 26.086, toda vez que en el presente caso se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones previstas en el inciso 2° del artÍculo  21 de la ley 24.522 (texto según artículo 4° de la ley 26.086).  Por ello deberá continuar su trámite en el juzgado de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del concurso.


    González, Sofía Claudia c/ Alpargatas Calzados S.A. s/ Indemnización por despido


    COMP, 833, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    No procede la radicación ante el juez del concurso por encontrarse comprendido en los supuestos contemplados por el artículo 9° de la ley 26.086, toda vez que en el presente caso se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones previstas en el inciso 2° del artículo  21 de la ley 24.522 (texto según artículo 4° de la ley 26.086).  Por ello deberá continuar su trámite en el juzgado de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del concurso.


    Ostoy, Juan Pedro c/ Alpargatas Calzados S.A. s/ Indemnización por despido


    COMP, 834, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. 


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, el conflicto suscitado debe ser resuelto por la cámara del juez que primero hubiese conocido, en los términos de los previsto en el art. 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    Banco Do Brasil c/ BCRA Sumario Cambiario 100.621/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 707, L. XLII, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juicios universales. Competencia federal. 


    Si bien cabe la posibilidad de que se desprenda de las constancias de la causa, en qué caso y con qué objeto se solicitó por el órgano judicial penal, la remisión del proceso universal de quiebra, resulta, de todos modos, clara y terminante la disposición de la ley de concursos que impide que las actuaciones sean alejadas de su radicación ante el juzgado competente, así como que el tribunal que precise de su vista, debe disponer la obtención de los testimonios y otras constancias que permitan su devolución en término al juez de origen.


    Mar Austral s/ Quiebra


    J, 200, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Obras sociales. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Remisión al fallo Comp. 1066, L. XLI. en autos "Kogan, Jonathan c/ Swiss Medical S.A. s/ amparo".


    Cuestiones como las que se plantean en autos conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la "estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos",  relaciones que se hallan regidas o alcanzadas por normas federales, motivo por el cual las causas deben tramitar ante dicha jurisdicción ratione materiae.


    Cram, Hernán c/ Swiss Medical Group S.A. s/ Amparo


    COMP, 989, L. XLII, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Procesos especiales. Concurso preventivo. Competencia nacional. 


    Asiste razón al juez provincial, en virtud de que, el art. 9° de la ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.  Por ello, la causa debe radicarse ante el juzgado nacional, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal.


    Olivera, Blanca P. c/ La Primera de Grand Boung S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 910, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Sentencia firme. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Si se ha dictado sentencia que se encuentra firme, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia s/ Ejecución fiscal


    COMP, 1250, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Verificación de créditos. Competencia nacional. 


    En las presentes actuaciones se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el art. 9° de la ley 26.086, toda vez que el juez comercial dispuso la transformación del proceso en incidente de verificación de crédito, lo que se encuentra consentido por la actora, contestado el traslado por la concursada, presentada la Sindicatura y dado curso a las medidas probatorias, motivo por el cual no corresponde la remisión de las mismas al tribunal de origen.


    Acevedo, Juan Ramón c/ Juramfer S.R.L. s/ Accidente


    COMP, 907, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Incapacidad. Internación psiquiátrica. Detenido. Competencia por el territorio. Competencia Provincial. 


    Resulta razonable que sea el magistrado civil con competencia territorial en donde se halla actualmente alojado el causante el que decida las medidas a adoptar en el proceso de internación, conforme a las circunstancias particulares que surgen de las presentes actuaciones, entre ellas, el informe médico donde encuadra su situación como "enfermo mental".  No obsta tal solución la circunstancia de que la persona que aquí se pretende amparar se encuentre cumpliendo una condena con control del juez de ejecución penal (Conf. arts. 41; 147 y 186 de la ley N° 24.660), toda vez que el magistrado civil que habrá de intervenir, a fin de evitar situaciones que generen perjuicios al detenido y un eventual conflicto jurisdiccional por las medidas que adopte referidas a la internación y a su posible declaración de insania, las deberá poner en conocimiento del referido juez de ejecución, a los fines de lo dispuesto en el artículo 25 del Código Penal.


    A. L. J. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 601, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juicios universales. Concurso Preventivo. Fuero de atracción. Competencia Laboral. 


    Remisión al Dictamen de la causa Comp. 201, L. XLlI, "Reinoso, Ramón A. c/ Distribuidora Catamarca y otro s/ Beneficios laborales".


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido  por el artículo 21 d la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones prestas en el inc. 2° de dicha norma (texto según art. 4° de la ley 26.086).


    Wright Quiñonez, Julio Darío c/ Duvi S.A. s/ Accidente de trabajo


    COMP, 1525, L. XLI, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Dictamen de la causa S.C. Comp. 317, L. XLlI, "Paqui Mamani, Antonio c/ Metalúrgica Viale S.R.L s/ Accidente de trabajo.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 132 de la ley 24.522, toda vez que, en el presente caso se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2° del art. 21 de dicha norma (texto según art. 7° de la ley 26.086).


    Aladino, Eduardo c/ Fast Ferry S.A. s/ Medida cautelar


    COMP, 41, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer. Remisión del expediente. 


    A fin de mejor dictaminar se solicita la remisión de expediente.


    Gamarra Zaracho, Gloria y otros c / Samudio, María Gertudris y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 572, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Parte Especial. Procesos Especiales. Proceso Concursal. Competencia. 


    En relación al plazo establecido por la ley 26.086, cabe advertir que el juez del concurso homologó el acuerdo entre las partes, que equivale al dictado de sentencia que pone fin al proceso; en virtud de ello se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el art. 9° de la ley 26.086, motivo por el cual no corresponde la remisión de las mismas al tribunal de origen.


    Quinteros, Ramón Víctor c/ Poma, Leonardo Javier


    COMP, 1377, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    El art. 9° de la ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


    Martínez de Roiz, Araceli Marta c/ Gutiérrez, Julián Antonio


    COMP, 1324, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Improcedencia del fuero de atracción.Incorrecta traba de competencia.


    El art. 9º de la ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la devolución de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


    Miranda Cisneros Serafín, Dorotea y otro c/ Empresa San Bosco S.R.L.


    COMP, 1378, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas Cautelares. 


    Medida autosatisfactiva solicitada por un ente regulador para obligar a una empresa a suministrarle información. Medida cautelar deducida de forma autónoma. Corresponde revocar la medida cautelar otorgada inaudita parte: derecho de defensa en juicio.


    La Corte ha señalado que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando la cautela altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa.   Ese criterio restrictivo cobra mayor intensidad cuando la cautela ha sido deducida de manera autónoma -como sucede en autos- de modo que no accede a una pretensión de fondo cuya procedencia sustancial pueda ser esclarecida en un proceso de conocimiento.   Resulta indudable que el pedido del actor es independiente de un juicio posterior y la cautelar dispuesta admitió su pretensión inaudita parte, de modo tal que la contraparte -aquí apelante- no tuvo posibilidad de ejercer su defensa la que, según principios asentados en la doctrina de la Corte, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad, y que por ello la decisión así adoptada constituiría un exceso jurisdiccional en menoscabo del derecho de defensa en juicio.  A lo expuesto se añade la ausencia de los requisitos para el otorgamiento de las medidas cautelares como son la verosimilitud del derecho y el peligro en la demora por el gravamen irreparable.


    Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios c/ Coa Construcciones y Servicios S.A.


    E, 122, L. XLI, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Retardo de la devolución de las acreencias por el IVA por parte de la AFIP-DGI. Improcedencia de la suspensión del pago de los derechos de exportación. Medida cautelar innovativa. Arbitrariedad: falta de peligro en la demora.


    La viabilidad de las medidas precautorias, es sabido, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora y que, dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad.  En lo que atañe al sub examine, la medida cautelar en crisis fue otorgada con el solo respaldo de las afirmaciones de la actora, las cuales, a su vez, carecen del suficiente, detallado e indubitable apoyo probatorio que sería menester para su concesión.   Así, por una parte, si bien las constancias dan a entender la existencia de un defasaje temporal entre la fecha en que pagó el derecho de exportación exigido por la normativa vigente y la fecha en que cobró el Impuesto al Valor Agregado cuya devolución le correspondía, no demuestran acabadamente que tal diferencia temporal se deba exclusivamente a incumplimientos, por parte de la AFIP-DGI, de los términos y plazos fijados en la resolución general n° 1.351. En efecto, si bien es cierto que en los arts. 10, 16, 18 y concordantes se fijan unos plazos máximos para la actuación del organismo público, medidos en días hábiles administrativos, no lo es menos que el delicado procedimiento de auditoría puede llevar a retrasos no imputables al Fisco sino al propio contribuyente, v. gr. por incumplimientos formales, por ausencia de otros requisitos, etc.  Por otro lado, en cuanto al requisito procesal del peligro en la demora, el a quo no tuvo en cuenta que la actora no ha demostrado, como le era menester hacerlo, que el perjuicio financiero que alega sufrir debido a la demora que le atribuye a la AFIP-DGI en proceder a la devolución de sus acreencias le cause un perjuicio irreparable, cuya subsanación no encuentre otra vía idónea que no sea la concesión de una medida extraordinaria como la solicitada, tendiente a evitar que una eventual sentencia favorable en cuanto al fondo sea meramente lírica o ilusoria. Más allá de la alegada diferencia de tratamiento en cuanto al montante de los intereses activos y pasivos con respecto a las obligaciones fiscales, según el Fisco sea acreedor o deudor, tiene la actora a su disposición otros mecanismos administrativos y judiciales oportunos para hacer cesar a la AFIP-DGI en su hipotética conducta dilatoria, sin que ella haya siquiera alegado la imposibilidad de recurrir a ellos o la futilidad de la solución que le brindarían.  En tales condiciones, es necesario tener presente la reiterada exigencia de que los fallos judiciales han de tener fundamentos serios, lo que exige un correcto estudio de las constancias del expediente, que acrediten los hechos y una razonable conclusión sobre la valoración que les corresponde a la luz del derecho vigente.   Como conclusión de lo hasta aquí dicho, la decisión apelada resulta descalificable como acto judicial válido, a la luz de la conocida doctrina de la Corte elaborada en torno a las sentencias arbitrarias.  El criterio de amplitud en la concesión de medidas como la solicitada en autos dista del utilizado por la Corte, que ha dicho con firmeza, en reiteradas oportunidades, que el examen de la procedencia de tales cautelas ha de efectuarse con particular estrictez, atento a la afectación que producen sobre el erario público, pues la percepción de las rentas del Tesoro -en el tiempo y modo dispuestos legalmente- es condición indispensable para el regular funcionamiento del Estado.


    Arhehpez S.A. c/ AFIP s/ Acción declarativa


    A, 160, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Clases. Secuestro. 


    Naturaleza jurídica del secuestro prendario.


    El secuestro prendario es un procedimiento de naturaleza cautelar que se agota con el cumplimiento de la medida.  Cuando no media resolución definitiva sobre la defensa del recurrente, y, por tanto, no existe decisión sobre cuestiones que sólo pueden discutirse en un procedimiento ordinario y contradictorio al que puede recurrirse y que, no obstante, se omite utilizar como vía adecuada para la defensa de los derechos invocados por su sola inacción, carece de sustento el planteo de inconstitucionalidad de la norma aplicada.


    Ford Credit Compañía Financiera S.A. c/  Novoa, Jorge Carlos


    F, 308, L. XXXVIII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesos Especiales. Declaración de Incapacidad e Inhabilidad. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1511, XL, “Tufano Ricardo Alberto s/ Internación”.   Competencia en materia de procesos de declaración de incapacidad: intervención del Ministerio Pupilar.


    No altera la resolución sobre la competencia la particularidad de que un magistrado nacional haya prevenido en el asunto una serie de medidas tuitivas relativas a la causante, toda vez que estas actuaciones, por su naturaleza, exigen el control de la situación del presunto incapaz "que debe realizar el juez con la concurrencia del Ministerio Pupilar".


    A., S. C. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 580, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicio Ejecutivo. Ejecuciones Especiales. Ejecución Hipotecaria. 


    Efectos de la ley 25.561.


    La Ley 25.561 (texto según el artículo 3 de la ley 25.820) no modifica las situaciones ya resueltas mediante acuerdos privados y/o sentencias judiciales.  Cuando la ley 25.820 menciona su inaplicabilidad a situaciones resueltas por acuerdos privados y/o sentencias judiciales, se refiere a aquellos finiquitados en virtud de la autonomía contractual de las partes, o por decisiones emanadas de sentencia judicial, estando vigentes las leyes de emergencia y en el marco jurídico que ellas reglamentan.


    Arona, Arturo y otro c/ Trombetta, Roberto Domingo y otro


    A, 633, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Excepciones. Clases. Espera. 


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    En cuanto a la excepción de espera, cuando ésta se invoca, debe ser inequívoca, estipulada con precisión, debiendo expresar de modo indubitable la voluntad del acreedor de otorgar un plazo para el pago de la deuda de que se trata. En sustento de ello, el artículo 597 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, prevé que, en la ejecución hipotecaria, las excepciones de pago total o parcial, quita, espera y remisión, sólo podrán probarse por instrumentos públicos o privados o actuaciones judiciales que deberán presentarse en sus originales, o testimoniadas, al oponerlas, elementos que no se han acompañado en la especie.


    Rodríguez, Héctor Oscar c/ Damico, Miguel Ángel s/ Ejecución hipotecaria


    R, 1286, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Falsedad o Inhabilidad de Título. 


    Ejecución de deuda reconocida por el Tribunal Fiscal de la Nación. Excepción de inhabilidad de título. Requisitos de validez del título ejecutivo. Omisión de la fecha de la sentencia y la fecha de su notificación. Posibilidad de conocer con certeza el concepto cuyo pago se reclama. Arbitrariedad de la sentencia.


    El a quo ha declarado la inhabilidad del título ejecutivo prescindiendo de la debida ponderación de las circunstancias del caso y de lo prescripto por el citado art. 92 de la ley 11.683, por lo cual el fallo resulta descalificable con arreglo a la conocida doctrina elaborada por la Corte respecto de la arbitrariedad de sentencias.  En efecto, esa norma no establece cuáles son los requisitos básicos que debe reunir la boleta de deuda. Pese a que el punto no se encuentra explícitamente regulado en la ley, la Corte ha señalado que es necesario que los títulos ejecutivos sean expedidos en forma que permitan identificar con nitidez las circunstancias que justifican el reclamo y que cuenten con un grado de determinación suficiente, de manera que la ejecutada no quede en estado de indefensión.  Si bien es verdad que no se expresa la fecha de la sentencia del Tribunal Fiscal de la Nación que la habría confirmado, ni tampoco la correspondiente a su notificación, el documento identifica el acto administrativo que sirve de origen a la deuda reclamada. Esta última circunstancia, que no fue considerada por el a quo, permitió al responsable conocer con absoluta certeza el concepto cuyo pago se reclama y, por consiguiente, el ejercicio adecuado de su derecho de defensa.  Por último, el a quo hizo mérito de la firmeza que habría adquirido la sentencia del Tribunal Fiscal de la Nación, que confirma la resolución determinativa de oficio. Empero, se pronuncia contra la ejecución fiscal promovida en base a esta última, con simple base en la falta de mención de la fecha de dictado y notificación de aquella sentencia, conducta que comporta un exceso ritual manifiesto y la adopción de una actitud judicial contradictoria que destituye al pronunciamiento recurrido de fundamento suficiente para sustentarlo.


    Fisco Nacional Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Asociación Italiana de Socorros Mutuos Unión y Benevolenza


    F, 227, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Pago Documentado. 


    Excepción de pago parcial documentado: basado en prueba documental.


    Aun admitiendo la definitividad de la sentencia el recurso extraordinario no puede prosperar, toda vez que las quejas del recurrente caen en el defecto de reiterar asertos vertidos en instancias anteriores y no constituyen una crítica concreta y razonada de los fundamentos dados por el juzgador para rechazar las excepciones.  La excepción de pago parcial tiene que estar basada en prueba documental suscripta por el ejecutante, debiendo ser reconocida por éste o por sentencia judicial.  Las críticas del quejoso, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar los argumentos en que se apoya, respecto de estas cuestiones, el pronunciamiento recurrido.


    Eurofin de Inversiones S.A. c/ Joghems, Julio Cristóbal s/ Ejecución hipotecaria


    E, 406, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Proceso Concursal. 


    Concurso preventivo. Homologación de acuerdo preventivo presentado por la concursada. Supuesta propuesta abusiva o realizada en fraude a la ley. Supuesto fraude en torno a la obtención de la mayoría. Se sostienen los recursos interpuestos.


    Uno de los recursos extraordinarios fue interpuesto por la Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, magistrada a la que, en su calidad de parte en la alzada en cuanto a la homologación del concordato, le compete un adecuado control de legalidad en defensa de los intereses generales de la sociedad (v. arts. 120, C.N. y 1°, Ley N° 24.946).  Es menester destacar que los fundamentos fácticos y jurídicos que contiene la referida apelación y su consecuente queja, han motivado una denuncia promovida por la Fiscal General mencionada y el Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas. Consecuentemente, el marco del principio de unidad de acción en que debe desenvolverse este Ministerio Público Fiscal, impide vedar el acceso de la recurrente a una instancia judicial plena. Idéntico criterio se ha sostenido en innumerables causas que, en situaciones análogas, han llegado a conocimiento de este organismo.


    Sociedad Comercial del Plata S.A. s/ Concurso preventivo


    S, 620, L. XLII, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia. 


    Competencia amplia del juez del concurso.


    En el espíritu del legislador que sancionó la ley 24.522 primó la idea de otorgar una competencia amplia al juez del concurso -la que no opera solamente en supuestos excepcionales-, ello como consecuencia de los caracteres de unidad y universalidad del proceso y principios como el de economía procesal, conexidad y seguridad jurídica.  Si la acción instaurada está dirigida a obtener la disolución de una sociedad, con la obvia consecuencia que tendrá sobre su patrimonio -el cual quedará afectado a los fines de la liquidación-, es evidente que ello determinará la ulterior suerte de parte del activo de la concursada constituido sobre los derechos de la misma, lo que da contenido patrimonial suficiente a la acción a los fines de hacer efectiva la operatividad del fuero de atracción.


    Carlos Bassi y Cía S.A. c/ Terrasanta Luis s/ Disolución de sociedad


    COMP, 1764, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fuero de Atracción. 


    Contienda jurisdiccional. Ejecución fiscal. Procedencia del fuero de atracción del concurso preventivo.


    Toda vez que el presente es un proceso de ejecución fiscal no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), por lo que procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Víctor M. Contreras y Compañía S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 534, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda jurisdiccional. Ejecución hipotecaria. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por el art. 21 de la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio de ejecución hipotecaria, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 1° de dicha norma (texto según art. 4° de la ley 26.086).  Por lo expuesto, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el juzgado civil, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del concurso.


    Curolan S.A. c/ Aretina S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 505, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda jurisdiccional. Ejecución hipotecaria. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por el art. 21 de la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio de ejecución hipotecaria, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 1° de dicha norma (texto según art. 4° de la ley 26.086).  Por lo expuesto, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el juzgado civil, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del concurso.


    EG3 S.A. c/ Boeri, Juan Carlos y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 1724, L. XLI, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Efectos de la homologación del acuerdo sobre la conclusión del trámite del concurso.


    La homologación del acuerdo no implica la conclusión del trámite del concurso, que es el único supuesto en el que cesarían todos los efectos del mismo y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por la materia y el territorio.  No procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522, toda vez que el presente caso se trata de un proceso de conocimiento, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2° de dicha norma.


    Francos Espínola, Raimundo c/ Empresa de Transportes El Litoral S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 220, L. XLII, 07 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Verificación de Créditos. 


    Toda vez que el magistrado comercial dispuso la transformación de las presentes en incidente de verificación de crédito tardío contra la concursada, el único que puede conocer en el mismo es el juez del concurso.


    López, Ramón Gustavo c/ Trenes de Buenos Aires S.A.


    COMP, 1254, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda de competencia. Competencia comercial, donde se encuentra el juicio universal.


    En las presentes actuaciones se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el art. 9° de la ley 26.086, toda vez que se ha iniciado incidente de verificación de crédito, motivo por el cual no corresponde la remisión de las mismas al tribunal de origen.


    Suárez, Nélida Beatriz c/ U.O.M.R.A. s/ Cobro ejecutivo


    COMP, 1271, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Cuestiones de Competencia. Competencia provincial. 


    Continuación del trámite hasta su culminación ante el mismo fuero: causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales.


    En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.   Por tal razón, la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Palazzesi, Graciela Susana s/ Amparo s/ Apelación


    COMP, 181, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Actos Procesales. Resoluciones Judiciales. 


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".  Condiciones de validez de los pronunciamientos judiciales.


    Es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes.  La Cámara en forma intempestiva introdujo, como fundamento de su decisión, aspectos relativos a la aplicación del artículo 127 de la Ley N° 24.522 -que no fueron traídos por las partes-, y omitió pronunciarse sobre las cuestiones oportunamente planteadas, en orden a la aplicación, interpretación y constitucionalidad de las normas dictadas con motivo de la emergencia (Ley N° 25.561, Dto. N° 214/02 Y concs.) respecto de la conversión a pesos de la obligación objeto de estudio pactada originariamente en dólares estadounidenses -materia de eminente naturaleza federal-. En tales condiciones, los agravios del recurrente no configuran meras discrepancias con la interpretación otorgada por los jueces a los hechos y al derecho aplicable, sino que se apoyan en argumentos conducentes no evaluados adecuadamente por el tribunal, relativos a la aplicación de los preceptos antes citados, afectando el derecho de defensa de las partes


    González, Jorge s/ Quiebra s/ Incidente de verificación de crédito por Bruno, Aida Nélida y otro


    G, 664, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Acumulación de Procesos. 


    Fundamento de la acumulación de procesos. Improcedencia: causa desistida y archivada.


    No obstante que la acumulación de procesos tiene su fundamento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas que poseen conexidad, dado que los procesos radicados en jurisdicción federal han concluido por desistimiento y sentencia, el alegado principio de economía procesal ha perdido virtualidad y el sentido práctico que lo justifica.


    Club Social y Deportivo Júpiter c/ Viceconte de Brandi, Rosana E. y otros s/ Interdicto


    COMP, 414, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia. 


    Remisión al expediente “Caja Complementaria para la Actividad Docente c/ Instituto para la Función Integral del Lenguaje S.R.L. s/ Ejecución fiscal” (Fallos: 327: 1859).


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Hijas de María Santísima del Huerto (Hermanas del Huerto) s/ Ejecución fiscal - Ley 22.804 y otras


    COMP, 408, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia en Razón de la Materia. 


    Agentes de comercio. Contrato de agencia. Competencia de la justicia comercial.


    Corresponde a la justicia comercial conocer en el conflicto suscitado entre agentes de comercio si de la demanda surge que las partes tuvieron una relación jurídica contractual mercantil que excedía el ocasional corretaje vinculado al transporte de mercaderías, revistiendo la misma elementos tipificantes propios de un contrato de agencia de cargas.


    Senator International Freight Forwarding Lic. c/ Eximcon Cargas Aéreas S.R.L. s/ Ordinario


    COMP, 1839, L. XLI, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Aplicación de normas del derecho público. Subsidiariedad de normativas o institutos del derecho común.


    Si de las circunstancias de la causa resulta con meridiana claridad la preeminencia de aspectos propios del derecho público, ello no se desvirtúa frente a la particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común.


    Cometrans S.A. c/ La Estrella del Norte S.R.L.


    COMP, 261, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la justicia comercial en el reclamo de honorarios provenientes del desempeño de una función del órgano social o de un vínculo contractual.


    Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  La Unión Transitoria de Empresas (UTE) es un contrato de colaboración empresaria, regulado por la -ley 19.550 de Sociedades Comerciales-, y la calidad de naturaleza societaria se encuentra prevista en el artículo 371 de la citada ley que se refiere concretamente a las autoridades que ejercen la dirección y administración de la UTE designadas en el contrato o posteriormente por resolución de los participantes, que remite a la aplicación el artículo 221 del Código de Comercio.  La remisión que hace el art. 371 de la ley 19.550 al art. 221 del Código de Comercio importa someter las relaciones entre los administradores del grupo y los sujetos partícipes a las normas que, sobre "mandato", regula ese cuerpo legal, refiriéndose a la remuneración de los administradores, cuya actividad dice no se presume gratuita.  Corresponde a la justicia comercial conocer en la causa en la que se reclaman los honorarios que provengan del desempeño de una función del órgano social o de un vínculo contractual, puesto que la naturaleza de la cuestión se encuentra prima facie comprendida en el ámbito del derecho comercial y, particularmente, en el societario.


    Ramagnoli, Tulio César c/ Monroe Americana S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP, 198, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la justicia en lo contencioso administrativo federal: demanda dirigida contra el Estado Nacional.


    Toda vez que la demanda se dirige, en forma nominal y sustancial, contra el Estado Nacional, en su carácter de órgano emisor de la legislación cuya aplicación se intenta suspender, y que la Corte tiene dicho, que cuando la actividad judicial a realizar se encuentra vinculada a la objeción de actos administrativos llevados a cabo por autoridades públicas del Estado o que se encuentran bajo la jurisdicción directa de ellas, dicha circunstancia, habilita la competencia de la justicia en lo contencioso administrativo federal.


    Bazar Avenida S.A. c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo


    COMP, 187, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la justicia nacional: resarcimiento de daños y perjuicios sufridos a raíz de la interrupción de la prestación de servicios de cobertura médica.


    Toda vez que los actores persiguen el resarcimiento de los daños y perjuicios que expresan haber sufrido a raíz de la supuesta interrupción de la prestación de servicios de cobertura médica, la competencia de la causa debe radicar en la justicia nacional.


    Bielorai, Aarón y otro c/ SPM Sistema de Protección Médica SA s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1718, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia Federal. Examen de preceptos y actos nacionales: invasión de la esfera de competencia de las autoridades nacionales.


    Si la solución de la cuestión que se presenta exige, esencial e ineludiblemente, examinar preceptos y actos nacionales, así como también, si la alegada actividad de las autoridades locales invade la esfera de competencia de las autoridades nacionales, la cuestión suscitada debe ser resuelta en favor de la  justicia federal.  Cuando se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias y el gobierno federal, que la Constitución confiere a este último, la justicia federal resulta la única competente para entender en ellas.  Las normas que regulan la competencia son de orden público y, salvo puntuales excepciones, no pueden ser modificadas o alteradas.  En los establecimientos de utilidad pública de la Nación sólo imperan la jurisdicción y las leyes nacionales en lo afectado o inherente a esa utilidad nacional para servir a objetivos expresamente encomendados al gobierno federal por la Constitución y las leyes nacionales, por lo que resulta competente para entender en las actuaciones la justicia federal.  En todo aquello que no comprenda a los establecimientos de utilidad pública de la Nación, las provincias mantendrán su jurisdicción o podrán ejercer los actos que de ésta se deriven, en tanto no interfieran directa o indirectamente en las actividades normales que tal utilidad nacional implique.


    Gallardo, Roberto A. - Titular del Juzgado Nº 2 en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Su presentación en autos: "Dr. Ricardo Monner Sans c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros procesos incidentales"


    G, 524, L. XLII, 09 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal. 


    Aplicación de los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen.


    Soto Perez, Arturo José c/ Estado Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP, 552, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas a la competencia federal. Proceso voluntario para que el órgano judicial certifique la dirección denunciada como domicilio real de la entidad peticionante.


    Si de los hechos de la demanda se desprende que la accionante inicia un proceso voluntario para que el órgano judicial certifique la dirección denunciada como domicilio real de la entidad peticionante, a fin de realizar una gestión ante las autoridades del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, y al no darse ninguno de los supuestos que determinan la competencia federal, corresponde dirimir el conflicto a la justicia provincial.


    Asamblea Cristiana Evangélica Pentecostal s/ Información sumaria


    COMP, 1894, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019, "Viejo Roble S.A.". Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de la causa. Trámite ante la justicia civil y comercial federal.


    Bello, Julio César c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP, 542, L. XLII, 07 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia Territorial. 


    Prórroga de la competencia territorial: debe atenderse al lugar convenido por las partes.


    La competencia territorial es prorrogable y, a los fines de dilucidar la controversia, se debe atender al lugar convenido por los contratantes.  La justicia federal es un fuero de excepción y al no haber causal específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a los tribunales ordinarios.


    Camino, Miguel Alberto y otro c/ Alfredo, Julio María y otro


    COMP, 391, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de Competencia. 


    Aplicación de criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa.


    Giorgio, José Valentín c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (BBVA) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 532, L. XLII, 07 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Aplicación de los criterios definitorios de Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Vigorito, Jorge y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Rio) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 528, L. XLII, 07 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Aplicación de los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Soleiman, Enrique José y otro c/ Banco Central de la República Argentina y otro s/ Proceso de reconocimiento


    COMP, 525, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Causas relativas a la Seguridad Social.


    A los fines de resolver cuestiones de competencia se ha de tener en cuenta, en primer término, la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, después, en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de la pretensión.  Cabe encuadrar la acción en el marco de las causas relativas a la seguridad social a las que se refiere el artículo 39 bis del decreto ley 1285/58, toda vez que, de acuerdo al texto del inciso b) de dicha norma se otorgó a la Cámara Federal de la Seguridad Social la competencia sobre los recursos interpuestos contra resoluciones que dicte la Dirección General Impositiva -hoy  AFIP-que denieguen total o parcialmente impugnaciones de deudas determinadas por dicho organismo en ejercicio de las funciones asignadas por el decreto 507/93. En consecuencia, haciendo una interpretación razonablemente extensiva de dicha norma, y dada la específica versación que, por la materia, posee dicho fuero, el Tribunal de alzada citado es el competente para seguir entendiendo en la causa.


    Aguas de la Costa S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - AFIP DGI Resolución 397/03 (RPAL) s/ Dirección General Impositiva


    COMP, 229, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Conflicto positivo de competencia. Reclamo por rendición de cuentas.


    Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  El objeto principal de la acción es un reclamo por rendición de cuentas y, por tanto, resulta aplicable al caso el art. 5 inc. 6 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que establece que en las acciones sobre rendición de cuentas es competente el juez del lugar donde éstas deban presentarse.


    De All, José Antonio c/ All, Ángel s/ Ordinario


    COMP, 1646, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Conflictos de competencia dirimidos por cámaras nacionales: Incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Administración General de Puertos S.E. c/ Palazo, Juan Carlos y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 384, L. XLII, 06 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda entre tribunales de distinta jurisdicción: aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.  Cuando se trata de pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente previsto conforme a los elementos aportados en el juicio y, a falta de ese lugar, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del domicilio del demandado, o de celebración del contrato, siempre que éste se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación.


    Mega S.R.L. c/ Produgas S.R.L. Amarilla Gas S.A.


    COMP, 999, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Oportunidad para el planteo. Precedente “Rezk”.


    Resulta aplicable al sub examine lo resuelto por la Corte en la causa "Rezk", publicada en Fallos: 324:2493, en cuanto a que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Santourian, Daniel Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Rio) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 530, L. XLII, 07 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia.


    Sobre la base de lo establecido en artículo 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, una vez elegida una vía declinatoria o inhibitoria no puede en lo sucesivo usarse la otra.


    Ziger, Ana E. c/ Gobierno de la Ciudad Auntónoma de Buenos Aires - Teatro Colón s/ Despido


    COMP, 638, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Continuación del proceso ante el tribunal que previno en la causa. Existencia de sentencia: límite para la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Principio de radicación.


    Las causas en las cuales ha recaído un acto jurisdiccional, entendido como aquel que importa la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces, ya sea que se encuentre firme o no, o que las dé por terminadas por alguna de las formas de extinción previstas en la ley, deben continuar su trámite hasta finiquitar ante el fuero que lo dictó.


    Pessoa, Nelson Ramon c/ Bank Boston N.A. y BBVA Banco Francés S.A.


    P, 312, L. XLI, 06 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Criterio para resolver cuestiones de competencia.


    A fin de resolver las cuestiones de competencia, se ha de atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda y después, sólo en la media que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Al tratarse de una acción de certeza, cuyo fin es obtener la declaración  sobre la existencia, alcance o modalidad de una relación jurídica que pueda producir un perjuicio o lesión actual, en el caso respecto de normas y decretos nacionales que le corresponden a la administración cumplir y al tener todos los demandados su domicilio en la Capital Federal, la causa corresponde a la Competencia de la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, en virtud de lo dispuesto por el art. 5°, inc. 5, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Sociedad Rural de Comodoro Rivadavia c/ Estado Nacional s/ Incidente de inhibitoria


    COMP, 396, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Criterio para resolver cuestiones de competencia. Hechos que el actor describe en la demanda.


    A fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda -art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  De acuerdo a lo previsto en el art. 28 de la ley 412 es de la competencia de la Justicia Nacional en lo Comercial el conocimiento de la demanda en la que la actora reclama a la O.S.B.A. el pago de unas facturas que le fueron cedidas por el concesionario del servicio de comidas de un establecimiento de la Ciudad de Buenos Aires.


    Alimentos Integrados S.A. c/ Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incumplimiento de prestación de obra social


    COMP, 369, L. XLII, 06 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento.  Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal.  Nada obsta a que los jueces de todas las instancias y jurisdicciones apliquen e interpreten normas federales, cuyas decisiones finalmente pueden obtener debido control ante el Máximo Tribunal por la vía del recurso extraordinario federal.


    Catellano, Manuel Antonio c/ Cinamarg S.R.L. s/ Incidente


    COMP, 487, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Prelación en el entendimiento de los hechos frente al derecho para resolver una cuestión de competencia.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda, y después y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido. Si el domicilio de la progenitora del menor nunca se constató fehacientemente, debe prevalecer la competencia del juez del lugar donde el representante ratificó judicialmente su voluntad de entregarlo en adopción, y ello es así a fin de resguardar los derechos del niño.


    J., L. L. s/ Guarda


    COMP, 27, L. XLII, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Principio de radicación. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: Actos típicamente jurisdiccionales.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.  Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la Justicia Federal de La Plata debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces”.


    Baldini, Adriana Mabel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 533, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia recurso extraordinario por denegación de fuero federal. Improcedencia cuestionamiento de competencia luego del dictado de la sentencia. Afectación de cosa juzgada. Principio de radicación respecto de la aplicabilidad a las causas en trámite, de las nuevas leyes que regulan la competencia. Fuero federal: de excepción. Naturaleza federal de la materia: revisión por parte de los jueces provinciales.


    Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, la cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agravaría los derechos de defensa y de propiedad siempre que haya mediado la tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba. El planteo efectuado es extemporáneo, porque en el caso además de haberse dictado sentencia, ésta se halla consentida, firme y en pleno trámite de ejecución, habiéndose ordenado las medidas tendientes a habilitar el decreto de subasta.


    Banco Río de la Plata c/ Galarza, María Laura s/ Ejecución hipotecaria


    B, 860, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Remisión a la causas “Viejo Roble S.A.” ( ademas, también el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa) y "Rodríguez Atilana" de Fallos: 326:4019 y  327:26 respectivamente.


    Ávila, Mercedes Mabel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02  (Nación) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 895, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo resuelto en el precedente de Fallos: 327:467 (Comp. 996, L. XXXVII, “Mutualidad de Hipoacúsicos c/ Poder Ejecutivo Nacional, Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar autónoma”).


    Raynoldi, Ernesto Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Caja de Retiro Jubilaciones s/ Amparo


    COMP, 504, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al  dictamen de Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A." — puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen—  y Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana" y al dictamen del fallo Comp. 523, L. XXXVIII, "Cabrera Castilla de Olazábal Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo".


    Lloret, Jorge Ariel c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 868, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. Competencia nacional. 


    Remisión a los Fallos de las causas: 326:4019 "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público y Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana".


    Debats, Daniel Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1.570/01, 214/02 (Sudameris) s/ Proceso de conocimiento -  Ley 25.561


    COMP, 205, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Prelación en el entendimiento de los hechos frente al derecho para resolver una cuestión de competencia.


    Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  El Banco Central, al ser una entidad autárquica, está sometido exclusivamente a la competencia federal en las causas que resulte demandado y, al encontrarse en tela de juicio su accionar como agente financiero y en el ejercicio de funciones administrativas del Estado, el proceso quedaría comprendido dentro de las causas contempladas en el art. 45, inc. a, de la ley 13.998.


    Uddeholm S.A. c/ Banco Central de la República Argentina


    COMP, 1722, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal. 


    Aplicación de criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A"), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Benegas, Carlos Héctor c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP, 556, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Aplicación de criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A"), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen.


    Castro, Dora Beatriz y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Sumarísimo


    COMP, 590, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Aplicación de los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen.


    Vanzulli, Roberto Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Rio) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 548, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ acción meramente declarativa".


    El conflicto por el cual se elevan las presentes actuaciones no quedó dirimido por los jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial desde que dicho tribunal no reviste el carácter de superior jerárquico del juez que previno.


    Bertone, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional Superintendecia de Seguros s/ Amparo


    COMP, 510, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Inexistencia cuestión de competencia que corresponda resolver a la Corte. Conflicto trabado entre jueces federales de primera instancia: resolución por parte del tribunal de alzada del magistrado que intervino en primer término.


    Acosta, Justino Augusto c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1.570/01, 214/02 (Río) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP, 206, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Cosa Juzgada. 


    Remisión a causas S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", y P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    No es admisible extender el valor formal de tales sentencias más allá de lo razonable, y según el artículo 551 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la sentencia de remate sólo podrá determinar que se lleve la ejecución adelante, en todo o en parte, o su rechazo.  La eficacia de la cosa juzgada de un fallo dictado en un juicio ejecutivo, está relacionada básicamente con la habilidad del título en que ella se funda y la inexistencia de excepciones válidas, pero no determina definitivamente la cantidad que corresponde pagar al ejecutado, materia que se dilucida en la etapa liquidatoria.


    Saal, Javier y otro c/ Mousalli, Elías Rubén s/ Ejecución hipotecaria


    S, 1324, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Costas. 


    Costas del juicio en base al monto de la demanda no pesificada: desnaturalización del objetivo de conjurar la emergencia económica.


    Corresponde dejar sin efecto la sentencia que condenó al actor a abonar la costas del juicio en base al monto de la demanda no pesificada ya que tomar como base regulatoria el monto de la pretensión en dólares estadounidenses contenida allí, desnaturaliza el objetivo de conjurar la emergencia, desde que supone imponer al condenado en costas una sanción leonina y usuraria, consistente en triplicar o cuadruplicar aquél importe en un breve período, dada la fluctuación de la moneda.


    Curcija S.A. c/ Mercado de Cereales s/ Ordinario


    C, 353, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Principios Procesales. Principio de Congruencia. 


    Remisión a las causas "Bustos, Alberto Roque y otros c/ E.N. y otros s/ amparo" (S.C, B. N° 139, L. XXXIX), en particular a los ptos. VII a X; y S.C. P. N° 122, L XXXIX, ''Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro".


    Es condición para la validez de los fallos judiciales que sean fundados y constituyan una derivación razonada del derecho vigente, con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Banco Sudameris Argentina S.A. c/ Rapetti, Jorge Oscar s/ Ejecutivo


    B, 2061, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Recursos. Parte Especial. Queja por Recurso Denegado. 


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El recurso no puede prosperar, toda vez que la queja reciba suficiente respuesta en los considerandos de la sentencia, en el sentido que la defensa de la excepción de pago parcial documentado sólo es viable cuando los documentos se refieren de manera clara y precisa a la obligación que se ejecuta, caso contrario, no resulta apta para respaldar el pago en estudio.


    Di Masi, Antonio y otros c/ Ferreyra, Alberto Roque y otra


    D, 1699, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Parte General. 


    Remisión a causas S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y S.C. S. 499, L. XXXIX, “Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria” (ítems V a VIII).


    Los tribunales de alzada no pueden exceder la jurisdicción que les acuerdan los recursos concedidos ante ellos, pues si se prescinde de esa limitación resolviendo cuestiones ajenas al recurso, se afectan las garantías constitucionales de defensa en juicio y de la propiedad.  Corresponde dejar sin efecto la sentencia, si carece de fundamentación suficiente en la determinación de las normas aplicables a la solución del caso, o si satisface sólo en forma aparente el requisito de adecuada fundamentación exigible en los fallos judiciales, o si ha omitido efectuar una exposición suficiente y clara de las razones que, con arreglo al régimen normativo vigente y a las circunstancias de la causa, podrían dar apoyo adecuado a la solución a la que arriba, o si resuelve un punto controvertido de derecho sin más base que la afirmación dogmática de quienes suscriben el fallo.


    Erke S.R.L. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Sivilotti, Silvano


    E, 380, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Sujetos Procesales. Abogados. 


    Ejecución fiscal. Honorarios de los abogados del proceso en representación de la provincia. Cuestión ajena la instancia originaria de la Corte.


    El incidente planteado no corresponde a la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, toda vez que ni los abogados de la demandada -acreedores de los honorarios- ni la Dirección General Impositiva -obligada al pago de las costas- son partes aforadas en los términos previstos en dicha disposición y en el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, ni del texto de la sentencia surge en forma manifiesta que la Provincia resulte obligada al pago de los honorarios regulados a los profesionales intervinientes.  El hecho de que el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación disponga que será competente en el cobro de honorarios devengados el juez que intervino en el proceso principal (art. 6°, inc. 1°) y que se seguirá el procedimiento de ejecución de sentencia ante el tribunal que la dictó (art. 501), no es suficiente para que corresponda a la Corte Suprema conocer en dicha ejecución originariamente, ya que una ley no puede modificar lo competencia que deriva de la Constitución Nacional, la cual está reservada exclusivamente para los supuestos contemplados en el citado art. 117 de la Ley Fundamental y en el art. 1°, inc. 1°, de la ley 48, esto es, cuando una provincia sea sustancialmente parte.   No reviste carácter de causa civil, que autorice la competencia originaria de la Corte, el reclamo sobre el pago de honorarios correspondientes a servicios prestados como una consecuencia directa e inmediata de las funciones que los abogados ejercen en calidad de representantes rentados de la provincia en el proceso principal, en tanto dicha relación de empleo público se rige esencialmente por el derecho local.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Mendoza, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    F, 478, L. XXXVI, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Juez. Deberes y Facultades. 


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer para evitar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Orígenes Administradora de Fondos de Jubiliciones y Pensiones S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional


    O, 219, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", en especial a los ítems VII a XI; XIII y XIV.


    Por regla, no es tarea del juzgador pronunciarse sobre el mérito, la eficacia, oportunidad o conveniencia de los actos de otros poderes del Estado. La Corte debe respetar al Congreso en su interpretación de los poderes atribuidos por la Constitución. Los jueces deberán revisar la legislación federal solamente para verificar si se encuentra razonablemente relacionada con una de las facultades expresamente concedidas por la Constitución y, en la medida en que ello haya sido así debe mantenerse la validez de la ley, a menos que el poder del Congreso se encuentre limitado por derechos o garantías constitucionales u otras restricciones específicas.  La temporalidad que caracteriza a la emergencia, como que resulta de las circunstancias mismas, no puede ser fijada de antemano en un número preciso de años o de meses. Todo lo que cabe afirmar razonablemente es que la emergencia dura todo el tiempo que duran las causas que la han originado.


    Spinelli, María Martha c/ Boto Álvarez, María Gabriela


    S, 2289, L. XXXIX, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Peritos. Honorarios. 


    Regulación de honorarios de perito traductora.


    Atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado resulta adecuada la suma exigida.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Susana Mabel Fij  (idioma francés)


    S, 143, L. XXIV, 18 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Competencia. Cuestiones de Competencia. 


    Remisión al Fallo 327:2862 (Comp. 1068, L. XXXIX, "López Zaffaroni, Ana María c/ PEN Ley 25.561 Decretos 15701/07 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.968”).


    Mayo, Marcos Daniel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 (Ciudad) s/ Amparo


    COMP, 875, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Proceso universal. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Ejecución hipotecaria. Competencia provincial. 


    Dictamen de la causa S.C. Comp. 219, L. XLIl, "Isaura S.A. c/ Palma de Mallorca S.A."


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por el artículo 21 de la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio de ejecución hipotecaria, alcanzado por las excepciones previstas en el inciso 1° de dicha norma (texto según art 4° de la ley 26.086).


    Banco Bisel S.A. c/ Metalúrgica Bonano S.A. s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP, 1836, L. XLI, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Procesos Especiales. Cuestiones de competencia. Concurso preventivo. Competencia civil y comercial. 


    Conflicto negativo de competencia. Concurso preventivo. Cambio de domicilio social no inscripto. Domicilio ficticio. Competencia del juez de la sede de la actividad comercial de la deudora.


    La Corte tiene dicho que en un concurso preventivo debe entenderse por domicilio ficticio, a aquél sólo aparente o convencional, destinado a alterar los principios que consagran la indelegabilidad de la competencia o la prohibición de prórroga por voluntad de las partes, al estar de por medio el interés público.   Ha resuelto el Alto Tribunal que en supuestos excepcionales, cede el principio del domicilio legal actual como determinante de la competencia, cuando se advierte que pueda configurarse el supuesto de la existencia de un domicilio ficticio, que altere el acceso regular de los acreedores al procedimiento para la defensa de sus derechos, circunstancia que se verifica en el sub-lite.  Cabe poner de relieve que si bien la sociedad tiene todavía vigente su domicilio social inscripto en una provincia, al momento en que promueve su concurso preventivo, manifestó el cambio de localidad mediante acta de asamblea, aunque tal decisión no la materializó con su debido inscripción. Por otra parte, de la documentación que obra en la causa, se desprende que la propia deudora denunció como domicilio fiscal el de la provincia donde manifestó el cambio de localidad, lugar donde además se han practicado notificaciones de deuda y diligenciado los mandamientos de intimación.  Atendiendo a los intereses generales que es necesario proteger y con el objeto de preservar principios sustanciales como el del juez natural, seguridad jurídica, igualdad e inmediación procesal, corresponde resolver la presente contienda asignando al tribunal de la provincia de Río Negro, la radicación de la causa al verificarse situaciones legales objetivas y de hecho que habilitan a considerar como ficticio al domicilio legal aun subsistente, y declarar su competencia para entender en los procesos de juicio universal promovidos contra la deudora.


    Exótica S.A. s/ Concurso preventivo


    COMP, 1848, L. XLI, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Empleados públicos. Sentencia ultra petita. Principio de congruenncia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La indebida extralimitación de las facultades decisorias del tribunal de la causa, se traduce en un evidente cercenamiento de las garantías constitucionales de la propiedad y del debido proceso de los justiciables.  Incurre en arbitrariedad la decisión de Cámara que empeora la situación del único apelante reconocida en la instancia anterior, en tanto ello importaría una reformatio in pejus, violatoria de los límites de la jurisdicción del tribunal de alzada y, por lo tanto, de las garantías previstas por los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Alende, Ismael c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos


    A, 2438, L. XLI, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Parte Especial. Medidas Cautelares. 


    Pesificación. Medida cautelar. Requisitos: peligro en la demora y verosimilitud en el derecho. Medida autosatisfactiva. Improcedencia de la vía elegida por el demandante. Precedente de Fallos: 323:3075. En cuanto a lo sustancial, remisión a lo dictaminado en “Bustos”. Procedencia del recurso extraordinario.


    La Corte ha señalado que los recaudos de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando la cautela altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa.  Y, con particular relación al caso de autos, es apropiado traer a colación el precedente de Fallos: 323:3075, donde sostuvo que ese criterio restrictivo cobra mayor intensidad cuando la cautela ha sido decidida de manera autónoma, es decir, que no accede a una pretensión de fondo cuya procedencia sustancial pueda ser esclarecida en un proceso de conocimiento. En estas condiciones, la concesión de la medida cautelar constituye una suerte de decisión de mérito sobre cuestiones que no hallarían, en principio, otro espacio para su debate.  El pedido de los actores es independiente de un proceso posterior y agotó su finalidad con el dictado de una resolución judicial inaudita parte, sin que la contraparte tuviera la posibilidad de ejercer su derecho de defensa que, según principios asentados en la doctrina de la Corte, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad que supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, dándole oportunidad de defensa.  A lo expuesto se añade la ausencia de los requisitos exigidos para el otorgamiento de medidas cautelares. En efecto, su viabilidad se halla supeditada a que se demuestre la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora, y que dentro de aquéllas la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, lo que justifica una mayor prudencia en la apreciación de los recaudos que hacen a su admisión.   Respecto del primero de aquéllos, la cautelar autónoma fue otorgada, prácticamente, con el solo respaldo de las afirmaciones de los actores, sin tener en cuenta, por lo demás, cómo juega la presunción de legitimidad ínsita en los actos impugnados.  En lo que atañe al segundo requisito, no se aprecia que aparezca con claridad ni que se presente con la urgencia que habilitaría a dictar una medida precautoria, máxime cuando se discuten derechos patrimoniales que pueden ser adecuadamente resguardados en un proceso conducido en debida forma y con la participación de todos los interesados para que ejerzan su derecho de defensa, en particular, aquéllos contra quienes de dirige la cautela.  No obstante, para el caso que la Corte considere que estos agravios son inadmisibles, se remite a lo dictaminado en la causa 8.139, L.XXXIX. "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Posata, Nicolás y otra c/ Estado Nacional y otro


    P, 1461, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen emitido en la causa P. 1461, L. XL, "Posata, Nicolás y otra c/ Estado Nacional y otro".


    Milipil, Gregoria c/ Banco de la Nación Argentina


    M, 2201, L. XXXIX, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Presupuestos. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 1461, L. XL, "Posata, Nicolás y otra c/ Estado Nacional y otro".


    Stejskal, Juan y otra s/ Medida autosatisfactiva


    S, 1390, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Procesos Especiales. Proceso Concursal. Fuero de Atracción. 


    Contienda de competencia. Proceso laboral. Improcedencia del fuero de atracción del concurso.


    El art. 21 inc. 2° de la ley 24.522 –modificada por ley 26.086-, dispone refiriéndose a los efectos de la apertura del concurso preventivo, que los juicios laborales -en los que se dará necesaria intervención al síndico- quedan exceptuados de la aplicación del principio del fuero de atracción, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo dispuesto por los artículos 32 y concordantes de la ley 24.522.


    Reinoso, Ramón Alberto c/ Distribuidora Catamarca y otro Q. R. R. s/ Beneficio laborales s/ Especiales fuero de atracción


    COMP, 201, L. XLII, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Proceso laboral. Improcedencia del fuero de atracción del concurso.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 132 de la ley 24.522, toda vez que en el presente caso se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones previstas en el art. 21, inc. 2° de dicha norma (texto según art. 7° de la ley 26.086).  Por lo expuesto, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el juzgado de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado).


    Forte, Roberto Armando c/ Banco de la Edificadora de Olavarría S.A. y otros s/ Diferencia de salarios


    COMP, 328, L. XLII, 07 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda jurisdiccional. Procedencia del fuero de atracción del proceso de liquidación de la entidad demandada.


    En tanto la entidad demandada se encuentra en liquidación por el Banco Central, el mencionado proceso universal atrae al juzgado donde tramita, todos los juicios iniciados contra la entidad en liquidación (art. 49, inc. k de la ley 21.526, modificación introducida por el art. 1° de la ley 24.627).


    Navarro, Eduardo Francisco c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.571/01 y 214/02 (Scotiabank Quilmes S.A.) s/ Amparo


    COMP, 1893, L. XLI, 13 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Ejecución hipotecaria. Excepción al principio del fuero de atracción del proceso concursal.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por el art. 21 de la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio de ejecución hipotecaria, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 1° de dicha norma (texto según art. 4° de la ley 26.086).


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Loba Pesquera S.A.M.C.I. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 64, L. XLI, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Juicio laboral. Excepción al principio del fuero de atracción del proceso concursal.


    En orden a la sanción de la ley 26.086, resulta de aplicación inmediata al caso el art. 21 inc. 2° de la ley 24.522, que dispone refiriéndose a las efectos de la apertura del concurso preventivo, que los juicios laborales –en los que se dará necesaria intervención al síndico- quedan exceptuados de la aplicación del principio del fuero de atracción, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo dispuesto por los artículos 32 y concordantes de la ley 24.522.


    Blanco, Leonardo Adrián c/ M.V.D. S.A. y otros s/ Despido


    COMP, 1567, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Juicio laboral. Excepción al principio del fuero de atracción del proceso concursal.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por el art. 21 de la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio laboral, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2° de dicha norma (texto según art. 4° de la ley 26.086).


    Sandoval, Carlos Alberto c/ Comarcom S.A. s/ Despido


    COMP, 390, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Proceso Sucesorio. Fuero de Atracción. 


    Contienda de competencia. Cobro de honorarios profesionales. Acción personal. Fuero de atracción del sucesorio del deudor.


    Toda vez que el causante reviste la calidad de deudor, es de aplicación el principio que emana del artículo 3284 inc. 4 del Código Civil, el cual prevé que tramiten ante el juez del sucesorio las acciones personales de los acreedores del difunto.  La Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que las acciones tendientes al cobro de honorarios profesionales pueden ser razonablemente delimitadas como personales de los acreedores del difunto y, por lo tanto, comprendidas en el supuesto que prevé al artículo 3284 inc. 4° del Código Civil.


    ANSES (Ex CASFPI) c/ Cooperativa Argentina de Trabajo Ltda. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 265, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Parte General. Acumulación de Procesos. 


    Conflicto negativo de competencia. Acción de amparo. Cobertura por internación psiquiátrica. Conexidad de procesos. Principio de la perpetuatio jurisdictionis.


    Se advierten en el caso, los extremos que tornan procedente la conexidad, la pretensión iniciada -dirigida, en esencia, a que se mantenga la internación del actor- no sólo es conexa al objeto de las actuaciones substanciadas ante el juzgado de familia, sino que tratada separadamente, puede menoscabar la unidad de criterio y suscitar resoluciones contradictorias desde que la suerte de la pretensión o medida cautelar podría verse afectada o tornarse abstracta de conformidad con lo que se resuelva en el proceso por internación en trámite.  Es obvio, entonces, que se trata de una suerte de prolongación de la controversia originaria, o, al menos, ante aspectos vinculados a ella, extremo que torna necesario someterlos al conocimiento del tribunal que previno, que contará con la ventaja de los elementos arrimados a ambos litigios y de una continuidad de criterio en la valoración de los hechos y el derecho, conforme al principio de la perpetuatio jurisdictionis.


    L., M. G. c/ OSECAC s/ Amparo


    COMP, 24, L. XLII, 15 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia. 


    Contienda jurisdiccional. Recurso de apelación pendiente. Intervención del tribunal de alzada.


    Surge de las presentes actuaciones que el actor interpuso recurso de apelación ante el tribunal de alzada y que fue concedido, encontrándose pendiente de tratamiento.  La Corte tiene reiteradamente dicho, que en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes.


    Flores, José Antonio c/ Empresa de Transportes El Litoral S.A. - ETEL S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 67, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acuerdo de pago homologado. Cuestiones relativas a la ejecución de sentencia. Declaración de incompetencia inoportuna.


    La declinatoria efectuada por el magistrado provincial resultaría procesalmente inoportuna dado que en la causa ha recaído sentencia, cual es la resolución de homologación del acuerdo de refinanciación de deudas y pago a que llegaron las partes. De lo expuesto deviene que la discrepancia a resolver surge respecto al modo en que se realizará el pago que da cumplimiento al acuerdo homologado, y por lo tanto, propio de la etapa de ejecución de sentencia, lo que impide la declaración de incompetencia.


    Promotora Fiduciaria S.A. c/ Sauce, Ernesto Jose y otros s/ Ejecutivo


    COMP, 1577, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Acción declarativa de certeza. Pretensión de inconstitucionalidad de tributo municipal. Doble imposición. Ingresos brutos. Doctrina de la Corte. Materia federal y local. Competencia de la justicia provincial.


    La actora efectúa el planteamiento conjunto de una cuestión federal con una de orden local, cual es la posible colisión entre la disposición impugnada y el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento. Sobre este último, cabe recordar que la Corte ha dicho que las leyes-convenio entre la Nación y las provincias son parte del derecho local, de modo que su violación colisiona con el plexo normativo provincial y es el propio Estado local, mediante la intervención de sus jueces, el que debe evaluar si ha sido violada la legislación enunciada en el párrafo anterior.  Ello es así, en atención a que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    Cartocor S.A c/ Municipalidad de Concordia s/ Acción meramente declarativa


    C, 103, L. XLII, 08 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 310:854; 315:308; 318:2344; 324:1070, 1940.


    Salazar, Raúl Eduardo c/ Secretaría de Turismo del Municipio de la Costa s/ Indemnización por despido. Cuestión de competencia Artículo 6° Código Contencioso Administrativo


    S, 235, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ortiz Villagrán, Dagoberto José s/ Apelación


    COMP, 402, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 391, L. XLII, "Camino, Miguel Alberto y otro c/ Alfredo, Julio María y otro s/ Rescisión de contrato por incumplimiento y daños y perjuicios".


    María, Alberto Carlos y otros c/ Camino, Miguel Alberto


    COMP, 275, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 391, L. XLII, "Camino, Miguel Alberto y otro c/ Alfredo, Julio María y otro s/ Rescisión de contrato por incumplimiento y daños y perjuicios".


    María, Alberto Carlos y otros c/ Campo R. SA


    COMP, 274, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Zengotita, Silvia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP, 370, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa".


    Luppani, Jorge Aníbal y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Sumarísimo


    COMP, 419, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 999; L. XXXIX “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”, resuelto de conformidad por la Corte Suprema.


    Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Zubiaurre, Valerio s/ Cobro de pesos


    COMP, 29, L. XLII, 15 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp.1010, L. XLII, "Foppiano, Miguel Angel c/ Cía. de Transportes Río de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios".


    Lisanda, Sebastián c/ Compañía de Transporte Río de la Plata y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1013, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    L., J. E. s/ Internación


    COMP, 249, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia en Razón de la Materia. 


    Conflicto negativo de competencia. Reintegro de suma de dinero pagada por una condena en sede laboral. Convenio entre empresas privadas. Competencia de la justicia comercial.


    Lo que se pretende aquí es la aplicación de un convenio privado suscrito únicamente por dos sociedades anónimas, no homologado por autoridad judicial alguna, y sometido a términos de confidencialidad y a la jurisdicción de los tribunales ordinarios; y que, si bien se dirige a distribuir las cargas de una condena dictada en el fuero laboral, no requiere, prima facie, la determinación de sus alcances, pues se limita al compromiso de la actora de desembolsar sumas imputables al capital de condena, y de la co-condenada de hacer frente al monto y conceptos restantes.  Por ello, el planteo resulta ajeno a los términos del art. 20 de la ley 18.345 no tratándose, por otro lado, estrictamente, de un supuesto de los previstos por el artículo 21, inciso d), de la citada regla ritual; máxime, cuando se trata de un juicio ordinario.


    Ferrosider S.A. c/ CNA A.R.T. S.A. s/ Ordinario


    COMP, 215, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia en Razón de la Materia. 


    Contienda de competencia. Demanda de transmisión, inscripción y titularidad de un bien automotor. Competencia civil.


    Al estar en juego la interpretación y aplicación de las normas que regulan el instituto de la cesión de derechos a partir del cual se pretende obtener la transmisión y titularidad de un bien automotor, justifica la competencia de la justicia civil para conocer en el juicio (Conforme art.1434 y concordantes del Código Civil).


    Caja de Seguros S.A. s/ Transferencia e inscripción automotor


    COMP, 69, L. XLII, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal. Competencia Originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 


    Remisión al dictamen del día de la fecha emitido en la causa Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar".


    Pluspetrol S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Incidente de medida cautelar


    P, 431, L. XLII, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Competencia Ordinaria. 


    Conflicto negativo de competencia. Cobro de prestaciones previstas en la ley 24.557. Sujetos de derecho privado, precedente “Castillo”. Competencia de la justicia ordinaria.


    La reclamación se apoya en la legislación laboral común e involucra a sujetos de derecho privado, carácter, por otra parte, que en el precedente de Fallos 327:3610 (“Castillo…”),  la Corte refirió, asimismo, a la ley 24.557 y a las aseguradoras de riesgos del trabajo, respectivamente, lo que viene en definitiva, a sellar la suerte de la controversia en punto a que su tratamiento es ajeno a la justicia federal.


    Ríos, Walter c/ Suriani, María Eugenia y otros s/ Cobros


    COMP, 361, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Reclamo por incremento de prestaciones por fallecimiento. Ley 24.557. Cuestiones de índole laboral. Competencia de la justicia ordinaria. Remisión a la doctrina en autos C 2605, L. XXXVIII; "Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”.


    Dada la naturaleza excepcional y restringida que caracteriza a la jurisdicción federal, la causa corresponde que sea abordada por la justicia ordinaria, máxime, cuando no resulta ajeno a ella la eventual aplicación de preceptos federal, y cuando toca a las partes, en su caso, la posibilidad de acudir a la vía del artículo 14 de la ley 48, a propósito de eventuales agravios relativos a la citada materia, a lo que se suma la centralidad que reviste aquí lo relativo al incremento de los beneficio en el marco de la ley sobre riesgos del trabajo.   En orden a la naturaleza común de la legislación en materia de riesgos del trabajo y carácter privado de las aseguradores respectivas, corresponde concluir que el presente supuesto resulta ajeno a la competencia de la justicia federal, razón por la cual los actuados se deberán remitir a la jurisdicción ordinario a sus efectos.


    Rodríguez, Nora Beatriz c/ Consolidar AFJP s/ Amparo


    COMP, 188, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en autos Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanco s/ Apelación”.


    Alfaro Cabello, Eliberto s/ Apelación - Ley 24.557


    COMP, 401, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones de Competencia. 


    Beneficio de litigar sin gastos: competencia. Improcedencia de la competencia de la Corte: falta de interés directo de la Provincia que interviene en el proceso.


    Corresponde aplicar al sub lite el art. 6, inc. 5, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en el pedido de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer.  Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y de  forma sustancial, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.   Ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, no se encuentra cumplido en autos, toda vez que, de los términos de la demanda se desprende que si bien la actora dirige su pretensión nominalmente contra la Provincia de Buenos Aires, en realidad la única demandada sustancialmente es la Municipalidad, ya que no individualiza de manera concreta los actos por los cuales reclama contra aquélla.  Tiene dicho la Corte que los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria.  En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Hasper, Lilia Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    H, 78, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Reclamo de honorarios de un perito. Demandada en liquidación. Competencia del juzgado de origen.


    En el caso se trata de un reclamo de honorarios del perito que intervino en autos, que se dirige, contra la actora en un 50%, pero que no comprende a la demandada en estado de liquidación, respecto de la cual no se halla obligado a accionar y, en su caso, deberá hacerlo por la vía incidental propia del juicio universal.  Ello es así, por cuanto al haber recaído sentencia respecto de los honorarios, no procede la remisión de la causa al juzgado donde tramita la liquidación y, consecuentemente, nada obsta a que las actuaciones continúen ante el juzgado de origen, donde deberá discutirse y resolverse la procedencia o no del reclamo.


    Barrionuevo Zulma G. y otros c/ Indica Compañía de Seguros Generales S.A. s/ Despido


    COMP, 298, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Incidente. Competencia del juez del proceso principal. Necesidad de resolver previamente el recurso pendiente de tratamiento.


    Las contiendas de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse aplicando las leyes nacionales de procedimientos.  Resulta de aplicación el art. 6°, inciso 4°, del CPCCN, en tanto dispone –entre las reglas especiales de la competencia- que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal.  La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en el recurso pendiente de tratamiento, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde que siga entendiendo en el proceso.


    Obra Social del Personal de Aeronavegantes de Entes Privados y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Incidente


    COMP, 223, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Conflicto positivo de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp. 391, L. XLII, “Camino, Miguel Alberto y otro c/ Alfredo, Julio María y otro s/ rescisión de contrato por incumplimiento y daños y perjuicios”.


    Campo R. S.A. c/ María, Alfredo Julio y otro s/ Rescisión de contrato - Daños y perjuicios


    COMP, 392, L. XLI, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Aplicación de precedentes “Cabrera Castilla de Olazábal” y “Viejo Roble S.A.”. Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Se presenta un conflicto de competencia que la Corte debe resolver en los términos de la doctrina sentada in re, Comp. 523, L. XXXVIII, "Cabrera Castilla de Olazábal Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo".  Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público.


    Huber, Roberto José y otros c/ HSBC Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    COMP, 411, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Acta de infracción dictada por una municipalidad. Improcedencia de la competencia de la Corte: cuestión de derecho público local.


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia, de excepción, no responde a un mismo concepto o fundamento. El primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como en lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima. El segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte, siempre que tales causas no versen sobre cuestiones de derecho público local, materia excluida de la competencia federal y propia de los jueces locales.   Por aplicación de tales principios, dichos supuestos no se presentan en el sub lite, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, el objeto de la acción consiste en obtener que se deje sin efecto un acto administrativo (acta de infracción por exceso de velocidad) dictada por la Municipalidad de Villa Reducción de la Provincia de Córdoba impuesta en ejercicio del poder de policía municipal, por lo que la cuestión debatida en autos resulta propia del derecho público local.  Tal circunstancia impide que proceda la competencia federal en razón de la materia y también en razón de la persona, por distinta vecindad entre las partes que intervienen en el pleito, la cual solamente hace surtir ese fuero de excepción cuando la materia en cuestión es de naturaleza civil.


    Ríos, Sergio Fabián c/ Municipalidad de Villa Reducción s/ Juicio ordinario


    COMP, 288, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Cobro de un impuesto local. Competencia a elección del actor: domicilio del demandado.


    Si la Municipalidad ejecutante por el cobro de un impuesto local contra una empresa con domicilio en la Capital Federal ha optado por la facultad que le confiere el art. 5°, inc. 7°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, para accionar ante el juez del domicilio del deudor y no encontrándose en orden a lo expuesto atribuida la competencia para entender en el juicio a los jueces de otro fuero, corresponde que sea la Justicia Nacional en lo Civil la que continúe interviniendo en esta causa, según lo establecido en el art. 43 del decreto-ley 1285/58.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Morixe Hnos. S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 374, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Contienda de competencia mal trabada: falta de atribución recíproca de la aptitud jurisdiccional.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que la correcta traba de una contienda de este tipo exige la atribución recíproca de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes, situación que no se configura en el sub examine.


    Municipalidad de Tigre c/ Nextel Argentina s/ Ejecución fiscal


    COMP, 416, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Inexistencia de cuestión de competencia. Conflicto jurisdiccional entre jueces federales de primera instancia: resolución por parte de la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Federal de Apelaciones de Comodoro Rivadavia.  Ello es así porque el art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Estado Nacional c/ Congeladores Patagónicos S.A. s/ Demanda contenciosa administrativa


    COMP, 393, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en actuaciones caratuladas: "Hidalgo Enrique José y otros c/ Estado Nacional C.N.A.S. s/ proceso de conocimiento", Comp. 1281; L. XL; "Lazcano, Julia Susana c/ Estado Nacional C.N.A.S. s/ proceso de conocimiento", Comp. 1615, L. XL, y “Esquivel, Carlos Alberto y otros c/ Estado Nacional C.N.A.S. s/ proceso de conocimiento” Comp. 1201; L. XLI.


    Sánchez, Raúl y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de Conocimiento


    COMP, 312, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a los dictámenes en las causas D. 386, XXXV, Originario, "Dorisar S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ acción declarativa" y T. 339, XXXV, Originario, "Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ acción declarativa".


    Total Austral S.A. Sucursal Argentina y otros c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T, 141, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1511, L. XL, "Tufano, Ricardo Alberto s/ Internación".


    Juzgado de Familia s/ Incidente de competencia negativa


    COMP, 363, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de las causas "González Celina y otros s/ Protección de personas", Fallos: 315:2963 y Comp. 1511, L. XL, "Tufano, Ricardo Alberto s/ Internación".


    C., N. E. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 176, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Civil


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Competencia Nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa “Viejo Roble S.A.” de Fallos: 326:4019.


    Leiva, Amalia Elizabeth c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1034, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Constitucional


    Recurso Extraordinario Federal. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Hejeij, Jorge Eduardo y otro c/ Diez o Diez y González, Manuel Ricardo s/ Ejecución


    H, 244, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rueskorosky, Marta Olga c/ Canale, Oscar Francisco y otros


    R, 678, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. 


    Remisión al dictamen emitido en la causa D.967, L.XLI, "Dólar S.A. c/ Estado Nacional Argentino - decretos 294/04, 295/05, 296/04 s/amparo ley 16.986".


    Coimexport Argentina S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    C, 4555, L. XLI, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa U. 19, L. XL, "Bazán, Javier Omar c/ Instituto de Seguros de Jujuy - Estado Provincial (recurso de queja)".


    Canedi, Luis Alfredo y Barrau, Alfredo Enrique c/ Estado provincial


    C, 3393, L. XL, 08 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa U. 19, L. XL, "Bazán, Javier Omar c/ Instituto de Seguros de Jujuy - Estado Provincial (recurso de queja)".


    Colina, Aida c/ Estado provincial


    C, 259, L. XL, 08 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Expreso Quilmes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E, 121, L. XXXV, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Requisitos de admisibilidad. Requisitos Objetivos. Motivos en los que debe apoyarse. Arbitrariedad. Supuestos. Carencia de fundamentos. 


    Honorarios profesionales. Procedencia de la apelación extraordinaria: falta de fundamentación.


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, como así también, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta, por si sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.  Ambos supuestos excepcionales concurren en el sub lite, toda vez que, de un lado, si el a-quo entendió que el artículo 13° de la ley 24.432 y el artículo 38° de la ley 18.345, autorizaban a apartarse de las escalas arancelarias, debió fundarlo explicita y circunstanciadamente, tal como lo exigen dichas normas -la primera bajo sanción de nulidad-, requisito que no fue cumplido adecuadamente en la sentencia impugnada; y de otro, tanto la Cámara, como su inferior, omitieron proporcionar detalle alguno sobre el modo en que arribaron a los importes regulados.


    Cicciarella, Jorge y otros c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones


    C, 96, L. XLI, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Proceso Concursal


    Fuero de Atracción. 


    Juzgado de origen. Intervención del síndico.


    Cuando la acción se dirige contra actos emanados del Gobierno de la Provincia de La Rioja, realizados con mucha posterioridad a la presentación en concurso de la empresa beneficiaria, aún en el supuesto de que se adjudicara algún contenido patrimonial al proceso, estaría fuera del alcance de la atracción del trámite universal.  El art. 9° de la ley 26.086 sostiene que las causas cuya materia resulta ajena al juez del concurso, deben tramitar ante el juzgado de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que corresponde dar al síndico de aquél.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos  c/ Provincia de La Rioja s/ Acción de lesividad


    F, 21, L. XL, 12 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Constitucionalidad. Leyes de emergencia económica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, caratulada "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro sI Ejecución Hipotecaria".


    Caamaño, María Cristina c/ Conection International S.A. y otros


    C, 1493, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Admisibilidad del recurso. Economía procesal. Revocación de sentencia. Sistema de refinanciación hipotecaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    La existencia de un pronunciamiento que habría cerrado la controversia sobre la moneda de pago, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al Sistema de Refinanciación Hipotecaria conforme al artículo 16°, inciso "d", de la ley 25.798 (texto según ley 25.908).


    Ibañez, Osvaldo Miguel y otros c/ Zappia, Wálter Miguel


    I, 216, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Sistema de refinanciación hipotecaria. Reserva de la cuestión federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    La existencia de un pronunciamiento firme que dispuso como debía readecuarse la deuda reclamada, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al Sistema de Refinanciación Hipotecaria conforme al artículo 16°, inciso "d", de la ley 25.798 (texto según ley 25.908).  En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales.


    Instantcopy S.A. y otro c/ Loaya, Alejandro Marcelo


    I, 231, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Astreintes. Cosa juzgada. Admisibilidad del recurso. 


    El respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y, por ello, no es susceptible de alteración ni aun por vía de invocación de leyes de orden público, toda vez que la estabilidad de las sentencias, en la medida en que constituyen un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica, es también exigencia del orden público con jerarquía superior.  El recurso extraordinario es inadmisible en tanto cuestiona un tema de derecho procesal cuyo conocimiento incumbe a los jueces de la causa y, por lo tanto, resulta ajeno al remedio excepcional del art. 14 de la ley 48.


    Rudel, Juan Carlos c/ Comisión Nacional de Regulación del Transporte y otro


    R, 1300, L. XLI, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Cobro de la indemnización. Trabajador. Empleador. Daño moral. Admisibilidad del recurso. 


    Las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía del artículo 14 de la ley n° 48, salvo arbitrariedad.  La regla procesal prescribe que el daño moral debe probarse, salvo en aquellos supuestos en que la legislación común establezca presunciones iuris tantum.  Aquellos agravios que sólo trasuntan discrepancias con la valoración de los hechos y pruebas efectuada por los jueces del caso, deben desestimarse, puesto que son aspectos que no resultan suficientes para sustentar la tacha de arbitrariedad.  Es procedente el recurso extraordinario deducido cuando, con menoscabo de garantías constitucionales, el resolutorio apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa o se funda en afirmaciones dogmáticas que traslucen una evidente falta de coherencia entre lo resuelto y los fundamentos que la sostienen.


    Acevedo Díaz, Gustavo c/ Rhone Poulenc Rorer International y otro


    A, 1462, L. XXXIX, 05 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Tasas de interés. Refinanciación hipotecaria. Revocación de sentencia. 


    Para las cuestiones vinculadas a la constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia  (Leyes N° 25.561, 25820, y Decreto N° 214/02), remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Lo relativo a la determinación de la tasa de interés fijada por los jueces, deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que, aplicada la solución que se propicia, se determine en definitiva, el capital de condena.


    Ella S.A. c/ Clerici, Ricardo s/ Ejecución hipotecaria


    E, 115, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Sistema de refinanciación hipotecaria. Mutuo hipotecario. 


    Unidad lógico-jurídica de la sentencia. Remisión al dictámen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    La sentencia configura un todo indivisible demostrativo de una unidad lógico-jurídica. La existencia de un pronunciamiento que habría cerrado la controversia sobre la moneda de pago, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al Sistema de Refinanciación Hipotecaria de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 16°, inciso "d", de la ley 25.798 (texto según ley 25.908). La ley 25.820 modifica algunos artículos de la ley 25.561, y nada dispone sobre el fiduciario de los mutuos hipotecarios, ni sobre el Banco de la Nación Argentina que, en realidad, fue designado como "Fiduciario del Fideicomiso Para la Refinanciación Hipotecaria", por el artículo 14, del Anexo A, Anexo I, del Decreto 1.284/2003, reglamentario de la ley 25.798.


    Magnone, Elena y otro c/ Muzzopappa, Néstor Daniel


    M, 3271, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja


    Adimisibilidad del recurso. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa F.1678, L. XLI, "Fernándcz, Alicia Esther c/ Banco Río (Sucursal Goya)".


    Escobar, Amado Félix  c/ Banco Río de la Plata S.A.


    E, 556, L. XLI, 23 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de la sentencia. Tasas de interés. Costas. 


    Determinación de la tasa de interés en la etapa de liquidación.


    Lo relativo a la determinación de la tasa de interés aplicable deberá dirimirse en la etapa de liquidación,  La imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal.


    Campmany, Liliana Mabel y otros c/ García, Susana


    C, 1360, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. Iura novit curia. Tacha de arbitrariedad. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX,  "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Conforme a la regla iura novit curia, el juzgador tiene la facultad y el deber de discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las previsiones que la rigen, con prescindencia de los fundamentos o argumentos jurídicos que enuncien las partes.  El recurso extraordinario no puede prosperar, toda vez que las quejas de la recurrente, relativas, sustancialmente, a aspectos no federales, reciben suficiente respuesta en las consideraciones de la sentencia atacada.  La valorización de la conducta de las partes y sus letrados y la aplicación de sanciones autorizadas por la legislación de forma, es materia reservada a los jueces de la causa, ajena a la instancia de excepción.  Cuando las críticas de la impugnante pretenden meramente oponerse a las conclusiones de los juzgadores, que exteriorizaron fundamentos que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes como para excluir la excepcional tacha -arbitrariedad- que se les endilga, dicha circunstancia obsta a la admisión del recurso extraordinario.  Lo relativo a la determinación de la tasa de interés fijada por los jueces, deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que, aplicada la solución que se propicia, se determine en definitiva, el capital de condena.


    Hegi, Eduardo Roberto c/ Industrias Delgado S.A.


    H, 443, L. XL, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Sistema de refinanciación hipotecaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria", y  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    La existencia de un pronunciamiento que habría cerrado la controversia sobre la moneda de pago, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al Sistema de Refinanciación Hipotecaria conforme al artículo 16°, inciso "d", de la ley 25.798 (texto según ley 25.908).


    Saul, Juana c/ Raggio, Raúl Federico y otro


    S, 1159, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al precedente de Fallos: 325:1883, Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata SA s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Nafe, Stella c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 231, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia originaria. Inadmisibilidad del recurso. 


    La presentación sobre la que se confiere esta vista no constituye acción o recurso alguno de los que habilitan la competencia ordinaria o extraordinaria de la Corte Suprema (arts. 116 y 117 de la Constitución nacional), ni un caso de privación de justicia que le corresponda en los términos del art. 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58.   Tampoco se trataría de una situación de privación de justicia, pues, en principio, la causa estaría tramitando ante un órgano judicial y en el planteo presentado ante la Corte nada se dice ni mucho menos acredita acerca de que se configure dicho estado, todo ello, sin perjuicio de señalar que, en caso de haberse suscitado una contienda de competencia, la vía utilizada no es ninguna de las que contemplan los códigos de procedimientos para ponerle fin.


    Prunello, Erica B. s/ Su solicitud en autos: "Mascheroni, Garzón Ernesto c/ Estado Nacional s/ Amparo" (P.V.A)


    P, 1249, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad de las leyes. Sentencia firme. Ejecución de sentencia. Sistema de refinanciación hipotecaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, caratulada "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    La existencia de una sentencia firme que manda llevar adelante la ejecución, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al Sistema de Refinanciación Hipotecaria, conforme al artículo 16°, inciso "d", de la ley 25.798.


    Bach, Edgardo Luis c/ Falcioni, Gabriela Fabiana


    B, 1031, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. Cosa juzgada. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    No es admisible extender el valor formal de las sentencias que hacen cosa juzgada más allá de lo razonable, toda vez que, según el artículo 551 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la sentencia de remate sólo podrá determinar que se lleve la ejecución adelante, en todo o en parte, o su rechazo. La sentencia de trance y remate no tiene efecto declarativo, y lo único que debe resolver es si prosiguen o no los procedimientos para la venta de los bienes embargados. La eficacia de la cosa juzgada de un fallo dictado en un juicio ejecutivo, está relacionada básicamente con la habilidad del título en que ella se funda y la inexistencia de excepciones válidas, pero no determina definitivamente la cantidad que corresponde pagar al ejecutado, materia que se dilucida en la etapa liquidatoria.


    Smardemann, Agustina c/ Schiaffini, Nora s/ Ejecución hipotecaria


    S, 536, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Excepción de pago parcial. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Lo relativo a la determinación de la tasa de interés fijada por los jueces, deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que, aplicada la solución que se propicia, se determine en definitiva, el capital de condena. No corresponde admitir el agravio referido a la desestimación de la excepción de pago parcial documentado, toda vez que éste reciba suficiente respuesta en las consideraciones de la sentencia, en el sentido de que esta defensa sólo es viable cuando el pago se encuentra documentado en instrumento emanado del acreedor o de su legítimo representante, y en el que conste una clara e inequívoca imputación al crédito que se ejecuta.


    Ponce, Néstor Osvaldo c/ Tomasevich de Kunisk, Nora Silvia y otro s/ Ejecución hipotecaria


    P, 1254, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 1461, L. XL, "Posata Nicolás y otra c/ Estado Nacional y otro".


    Paramio Fuentes Teresa S.A. c/ Estado Nacional y otro


    P, 1890, L. XXXIX, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sistema de refinanciación hipotecaria. Arbitrariedad. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria", y G. 1360, L. XLI,  "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    La existencia de un pronunciamiento firme que habría cerrado la controversia sobre la moneda de pago, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al Sistema de Refinanciación Hipotecaria conforme al artículo 16°, inciso "d", de la ley 25.798 (texto según ley 25.908). Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario cuando éste se funda tanto sobre la base de materia federal, como también en la arbitrariedad del pronunciamiento apelado, ya que existe íntima vinculación entre ambos supuestos.


    Molina, Alba Luz c/ Checchi, Juan Antonio y otro s/ Ejecución hipotecaria


    M, 1909, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Existencia de "caso" como requisito para que el Tribunal se expida.


    El Tribunal sólo puede ejercer sus atribuciones jurisdiccionales cuando se somete a su decisión un caso concreto, es decir, carece de jurisdicción cuando éste haya devenido abstracto.  Las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, principio que se aplica, incluso, en aquellos pleitos en los que dichas circunstancias sean sobrevinientes al día en que haya sido interpuesto el recurso extraordinario, pues la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la del poder de juzgar.


    Castagnaro, Atilio y otros  c/ Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán (Junta Electoral)


    C, 597, L. XL, 22 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En lo concerniente a la constitucionalidad de la ley 25.798 (Texto según ley 25.908), remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    La sentencia configura un todo indivisible demostrativo de una unidad lógico-jurídica, criterio que torna procedente el tratamiento por la Corte del fondo de la cuestión relativo a la constitucionalidad de las normas referidas.


    Micalone, Leonardo c/ Lewitan, Ricardo s/ Ejecución hipotecaria


    M, 852, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Se solicitan medidas para mejor proveer.


    Tosich, Amalia Cristina c/ López, Diego Alfredo s/ Daños y perjuicios


    COMP, 635, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Subasta de inmuebles. Impuestos. Tasas. Acreedor hipotecario. Crédito hipotecario. Crédito privilegiado. Denegatoria del recurso. 


    La sentencia apelada decidió sobre el asunto relativo a quien debía hacerse cargo de las deudas en concepto de impuestos, tasas o contribuciones, cuestión que la misma Sala resolvió no tratar, precisamente, por no haberse integrado correctamente la contienda, es decir, no haberse dado traslado de ella a los titulares de dichos créditos.  En cuanto a lo decidido sobre el fondo del asunto -obligado al pago de impuestos, tasas y contribuciones en caso de resultar adjudicatario el acreedor hipotecario compensando el valor del inmueble con su crédito- tampoco se configura un supuesto de arbitrariedad pues, sin perjuicio de la concisa resolución del tribunal que remite a los argumentos del Fiscal, ésta cuenta con criterios de hecho y derecho suficientes, que más allá de su acierto o error sostienen la decisión respecto a la naturaleza de las deudas en cuestión y de su traslado al acreedor hipotecario como producto de la compensación autorizada, que de hecho, impediría su pago con el producido del remate.  La decisión de continuar con la realización de los bienes no obstante existir una controversia pendiente sobre privilegios, que la decir de la Sala ésta no resultaba óbice para ello, pues el acreedor hipotecario –único sujeto afectado eventualmente por la suerte desfavorable de su propio recurso- había solicitado el diferimiento del tratamiento de esa cuestión para el momento en que se ordenara la transferencia de dominio en favor del adquirente.   También corresponde desestimar los agravios relativos a la autocontradicción de la sentencia por no ser idénticos su parte resolutiva y el dictamen del Fiscal, puesto que los jueces de la Sala no remiten lisa y llanamente a él como se postula, sino que "comparten" sus consideraciones.  Cabe desestimar también la imputación de arbitrariedad por la falta de tratamiento del planteo atinente a la prescripción, pues ese tema había sido rechazado en forma definitiva por la Cámara sin que su decisión fuera objeto de oportuna apelación extraordinaria.


    Frieboes de Bencich, Emilia I. s/ Quiebra s/ Incidente de determinación de preferencia de créditos de Obras Sanitarias de la Nación y Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y Aguas Argentinas S.A.


    F, 234, L. XL, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recursos


    Recurso extraordinario. Hipoteca. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Fecred S.A. c/ Cabral, Mariano Arnaldo y otro s/ Ejecución hipotecaria


    F, 4, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Corresponde precisar que según lo dispuesto por el Artículo 24, Inciso 60, apartado a), del Decreto - Ley N° 1285/58 -y así también lo ha  establecido la Corte-, el recurso ordinario de apelación funciona restrictivamente, tan sólo respecto de sentencias definitivas, entendidas portales, a las que ponen fin a la controversia o impiden su continuación, privando al interesado de medios legales ulteriores para la tutela de su derecho; regla a la que no hace excepción la circunstancia de invocarse un gravamen irreparable. En este orden de ideas, la Corte ha establecido que el criterio para apreciar el carácter definitivo de un pronunciamiento, a los fines de la admisibilidad foral del  recurso ordinario de apelación, es más severo que aquél que impera en el ámbito del Artículo 14 de la Ley N° 48.


    Oversas Unión y otras c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro


    O, 66, L. XLII, 28 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa in re: 13, L .XLII, "Ni, I-Hsing s/ C. de ciudadanía"


    Ni Lin, Chin - Yueh s/ Sobre carta de Ciudadanía


    N, 15, L. XLII, 09 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en las causas S.C. H. 82, L. XLI, caratulada "Hodari, Estela el Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria" y S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


     


    Corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario, y disponer vuelvan los actuados al tribunal de  origen para que, por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expresado en el primero de los dictámenes referidos; o bien, si la Corte lo estima pertinente por razones de economía procesal, atento a la opinión vertida en el segundo de dichos  dictámenes, revoque la sentencia en lo que ha sido materia de apelación.


    Schenquerman, Berta Lidia c/ Tarragno, Leonardo Javier


    S, 897, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Monti, Marta Susana c/ Roterman, Héctor Teófilo y otra


    M, 1780, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario previsto en el Artículo 14 de la Ley 48, no resulta procedente en aquellos casos donde se han resuelto cuestiones de competencia por no constituir tales pronunciamientos sentencia definitiva o equiparable a ella, naturaleza atribuible a las resoluciones que ponen fin al pleito, impiden su prosecución o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación. Dicho principio solo reconoce excepción en los supuestos en los que se haya denegado el fuero federal o consagrado una efectiva denegación de justicia.  Por otra parte, la ausencia de definitividad no puede suplirse mediante la invocación de supuestos de arbitrariedad o de desconocimiento de garantías constitucionales. No es ocioso destacar que los eventuales problemas de naturaleza patrimonial que se invocan, podrían ser subsanados recurriendo a servicios oficiales gratuitos, si fuere menester.


    A., Néstor Fabián c/ V., Dominga del Carmen y otro


    A, 1443, L. XLII, 16 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Denegatoria del recurso. Ejecuciones especiales. Hipoteca. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Guzzetti, Estela Irene y otros c/ Cuilci, Cristian y otro s/ Ejecución hipotecaria


    G, 816, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Economía procesal. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en las causas S.C. H. 82, L. XLI, caratulada "Hodari, Estela el Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria" y S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución  hipotecaria".


    Corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario, y disponer vuelvan los actuados al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expresado en el primero de los dictámenes referidos; o bien, si la Corte lo estima pertinente por razones de economía procesal, atento a la opinión vertida en el segundo de dichos dictámenes, revoque la sentencia en lo que ha sido materia de apelación.


    Barreiro, José Jesus c/ Gutiérrez, Ana María y otra


    B, 1817, L. XLI, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en las causas S.C. H. n° 82, L. XLI, caratulada "Hodari, Estela el Villa, Antonio s/ Ejecución hipotecaria" y S.C. G. n° 1360, L. XLI, caratulada "Guijun S.A. y otros el Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario y disponer que vuelvan las actuaciones al tribunal de origen para que, por quien competa, se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expresado en el primero de los dictámenes referidos; o bien, si la Corte. lo estima pertinente, por razones de economía procesal, atento a la opinión vertida en el segundo de  dichos dictámenes, revoque la sentencia en lo que ha sido materia de apelación.


    Kerszberg Betsabe, Nora c/ Jafif, Alberto


    K, 147, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecuciónes especiales. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Palmieri, Abel Omar c/ Palermo Ríos, Benito s/ Ejecución especial Ley 24.441


    P, 1365, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecuciones especiales. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Scania Argentina S.A. c/ Piccone Macazaga S.A. y otro s/ Ejecución prendaria


    S, 857, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Hipoteca. Ejecuciónes especiales. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Fernández, Stella Maris c/ Fernández, Adrián Gustavo Pantaleón y otro s/ Ejecución


    F, 890, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Hipoteca. Ejecuciones especiales. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Vallata, Juana c/ Villalba o Villalba y Viñas, Mirta Susana s/ Ejecución hipotecaria


    V, 590, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Hipoteca. Refinanciación Hipotecaria. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Espinilla, Ariel Fernando c/ Jirón, Raúl Héctor s/ Ejecución hipotecaria


    E, 350, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Hipoteca. Refinanciación hipotecaria. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa S.C. G. W 1360, L. XLI, caratulada "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Belledi, Arturo c/ Delbene, Juan José s/ Ejecución hipotecaria


    B, 1617, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Hipotecas. Ejecuciones especiales. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    González Chamorro, Norberto c/ Negri de Ottaviano, Susana Carmen s/ Ejecución


    G, 1450, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Prescripción. Interrupción de la prescripción. 


    Remisión al dictamen de este Ministerio Público emitido en A. 527, L.XXXIX "Amapola S.A. c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ incumplimiento de contrato (recurso extraordinario)",  y la sentencia en autos B. 2307, L. XL, "Bodeman, Félix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ cobro de seguro".


    Becerra, Rosario Esther c/ Burza, Héctor Rubén s/ Interrupción de prescripción


    B, 1186, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso. 


    Según jurisprudencia de la Corte, las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del Artículo 14 de la Ley n° 48, cuando no media denegatoria del fuero federal, ni una efectiva privación de justicia. También, que los resoluciones que desestiman planteos de nulidad y cuya consecuencia es continuar sometido a proceso, no constituyen sentencia definitiva o equiparable a tal, a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de la tacha de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir tal requisito.  Según jurisprudencia de la Corte, no resulta atendible la violación de la garantía de la defensa en juicio si el quejoso no destaca de que pruebas o defensas se vio privado y cual sería la incidencia que habrían tenido en la decisión del caso.


    Volpi, María Celia c/ Unión de Bancos Suizos


    V, 148, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado. Doctrina de la arbitrariedad. Terminación del proceso. Caducidad de instancia. 


    Es criterio reiteradamente sostenido por la Corte que, si bien los actos relacionados con cuestiones fiscales, en principio, no tienen eficacia interruptiva ni suspensiva del curso de la caducidad de instancia, y que todo lo referente al pago de la tasa de justicia no impulsa el procedimiento, cabe apartarse de dicho principio cuando las disposiciones del juzgado que se refieren a ella se traducen en la imposibilidad jurídica de formular peticiones tendientes a activar la marcha del proceso. Es decir, que existiendo como recaudo previo para el progreso de la instancia el pago de las tasas correspondientes, la actividad congruente del afectado, dirigida a cumplir o, como en esta causa, a eximirse de, o sustituir el pago de la obligación, constituye un obstáculo para que se opere la perención de la instancia, al verse impedida de peticionar, sin perjuicio de lo dispuesto por el Artículo 11 in fine de la Ley 23.898, máxime si como en el caso se puede ocasionar un agravio de imposible reparación ulterior, al encuadrarse la situación en lo normado por el Artículo 4023 del Código Civil.  Cabe señalar, también, que la Corte ha sostenido y reiterado, que la caducidad de la instancia es un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, y la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Aslanián, Alicia Olinda y otro


    B, 1827, L. XLI, 03 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Resoluciones judiciales. Medidas para mejor proveer. 


    Se ordena medida para mejor proveer.


    Río Madison S.A. c/ Descalzo, Jorge Domingo Jesús


    R, 141, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario.



    Remisión P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Porter, Eduardo c/ Reinora Sola, María del Carmen


    P, 783, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas


    Regulación de honorarios. 


    Créditos por honorarios. Fecha de realización de los trabajos profesionales. Ley 23.982. Ley 25.344.


    En el régimen instaurado por las leyes 23.982 y 25.344, no es posible atribuir carácter accesorio a los honorarios profesionales respecto del capital de condena, pues la causa de la obligación de pagar dichas retribuciones está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial, por lo que no resulta del objeto de la obligación ventilada en la litis ni de la relación con el sujeto pasivo de aquélla.  En el régimen instaurado por la ley nacional 23.982, la causa de la obligación de pagar honorarios está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial. Tal criterio exige atenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los emolumentos y no la fecha de su regulación o previsión presupuestaria, pues el servicio profesional es realizado mediante prestaciones continuadas.


    Marcó del Pont S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidencia de verificación por la Administración Federal de Ingresos Públicos-Dirección General Impositiva


    M, 2385, L. XLI, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios


    Apelación de honorarios. Tope regulatorio. Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. 


    El Tribunal ha resuelto en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.  Si bien la Corte Suprema en virtud de criterios de seguridad jurídica, de conformidad con la doctrina del caso "Francisco Costa" estableció que deviene inaplicable la ley 24.432 a los trabajos realizados antes de su entrada en vigencia, ha vuelto a dar un giro en este tema a estar por la doctrina sostenida en los autos "Saneamiento y Urbanización S.A. c/ D.G.L", donde dijo que la ley 24.432 es de aplicación inmediata a los asuntos en trámite.  Los intereses no integran el monto del juicio a los fines regulatorios, pues ellos son el resultado de una contingencia esencialmente variable y ajena a la actividad profesional.


    Automóviles Citroen Argentina S.A. c/ Fiat Argentina S.A.


    A, 2293, L. XLI, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Resoluciones judiciales


    Medidas para mejor proveer. 


    Medida para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Seguros de la Nación c/ Agrosalta Cooperativa de Seguros Ltda.


    S, 939, L. XLII, 09 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Sociedades mutuales


    Denegatoria del fuero federal. Distinta vecindad. Prórroga de la competencia. Competencia por la persona. 


    Los jueces del Superior Tribunal local desestimaron la competencia federal porque, en primer lugar, equipararon impropiamente la asociación mutual demandada con una sociedad colectiva, exigiendo que se acredite que todos los asociados mutualistas tengan domicilio en extraña jurisdicción para que la distinta vecindad se tenga por acreditada. Por otro lado, consideraron probado que ella tenía filial o sucursal en la Provincia de Córdoba, afirmando que allí se habría cumplido con la obligación efectuándose los pagos.  En cuanto al primer fundamento, el requisito exigido a las sociedades colectivas tiene relación con el ejercicio de una acción no sólo respecto de la sociedad sino de sus socios responsables solidarios de las obligaciones asumidas por aquella, y no es aplicable a las asociaciones mutualistas pues su número de socios es indeterminado y salvo aquellos que ejercen los cargos de gobierno, no son responsables de los actos sociales (Art. 15 de la ley 20.321).  Respecto del segundo, resulta un aserto sin prueba suficiente predicar la existencia de una sucursal en la ciudad de Córdoba que haya intervenido en la celebración del negocio, a partir de afirmar que allí es donde se habrían efectuado los pagos y cumplido la obligación, cuando se desprende de las constancias que los pagos no fueron efectuados en filial de la demandada sino en una entidad bancaria como agente recaudador y con imputación a cuenta corriente cuya titularidad corresponde a filial de la Provincia de Santa Fé.  Tampoco resulta elemento de convicción válido para acreditar que la supuesta sucursal de Córdoba haya intervenido en el negocio jurídico y que el contrato de mutuo se celebrara en dicha Provincia, para con ello justificar la competencia de sus tribunales, ya que tal domicilio se debe tener en cuenta cuando no se hubiera fijado lugar de cumplimiento de la obligación (Arts. 5°, inciso 3° del Código Procesal y Comercial de la Nación).  La prórroga de la competencia tanto por razón del territorio como por razón de las personas se halla admitida por la legislación procesal (artículo 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y artículo 12, inciso 4° de la ley 48). Asimismo, se desprende de las constancias de autos que la cláusula de prórroga de la competencia territorial se otorgó en una escritura traslativa de dominio de un inmueble, en la que además se deja constancia de la entrega del dinero para la compraventa, en el marco de un mutuo celebrado con la mutual cuya devolución se garantiza con hipoteca sobre el inmueble objeto del negocio. Ello pone en duda que pueda predicarse que tal contrato contuviera cláusulas predispuestas o de adhesión que permitan presumir sin más probanzas, una situación de abuso hacia el solicitante del préstamo.  Por otra parte, los negocios jurídicos de los que da cuenta el instrumento base de la acción, se celebraron como era de rigor por escritura pública y su contenido hace plena fe, mientras no se declare la nulidad del acto por los procedimientos específicamente previstos por la ley a tal fin, máxime cuando tal nulidad por el supuesto abuso del derecho, no es el objeto de la acción, ni ha sido motivo de planteo por la accionante en la oportunidad procesal de iniciar la demanda. En consecuencia la declaración oficiosa del tribunal de su invalidez, violenta principios básicos del ordenamiento jurídico adjetivo que aseguran el debido proceso y la defensa en juicio.  En cuanto a la alegada alteración de las condiciones generales del contrato, resulta claro que la competencia federal pactada está referida a aquellos supuestos en que el asociado se domicilie en lugar diverso al de la Capital Federal, de donde se colige que el contrato tuvo en cuenta la posible distinta vecindad, que surte tal competencia por disposición legal (Art. 2°, inciso 2° de la ley 48), la que por tratarse de una competencia por razón de la persona nada obsta para que sea prorrogada por las partes.


    Bonato, Carlos c/ CILSA Mutual Integral de Servicios


    B, 867, L. XL, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Trabajador rural


    Seguro de vida colectivo obligatorio. Competencia federal. 


    A fin de determinar la competencia, debe atenderse a la exposición de los hechos efectuada en la demanda.  Tratándose estrictamente de un reclamo relativo al cobro del beneficio reconocido en la Ley 16.600 para los trabajadores rurales, y disponiendo el artículo 34 del decreto n° 2511/71 que todas las cuestiones que pudieran suscitarse con motivo de este seguro, serán sometidas a la justicia federal, corresponde entender en el supuesto al fuero de excepción.


    Da Silva, Marta Lidia c/ Guillermo Koop


    COMP, 406, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Constitucional


    Abuso sexual calificado por acceso carnal


    Apreciación de la prueba. Recurso extraordinario local. Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. Gravedad institucional. 


    Los pronunciamientos de los más altos tribunales provinciales que deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de orden local, no justifican, por regla, el otorgamiento de la apelación extraordinaria -en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan- y la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de aquéllos.
 No se advierte, al margen de la dudosa fundamentación del recurso federal y la presente queja, que la apelante demuestre ciertamente con la reedición de los planteamientos introducidos y resueltos en anteriores instancias, la arbitrariedad que predica de la decisión del a quo.
 Es que, más allá de que las alegaciones sobre el fondo del asunto se refieren a cuestiones de hecho y prueba, por principio, ajenas al conocimiento de la Corte, no logra demostrar que el superior tribunal de la provincia haya incurrido en arbitrariedad al rechazar el recurso local con sustento en las reglas procesales que delimitan su admisión.
 Tampoco demuestra que las medidas de prueba reclamadas diriman la autoría del imputado en el hecho de violación, y que de tal suerte se vea afectada la irrenunciable búsqueda de la verdad.
 En efecto, acreditar la paternidad cuando el imputado admite el acceso carnal permitiría establecer el vínculo filial, mas no la violencia ilegítima del acto. De manera que aun concediendo que pudiere ser una pauta coadyuvante, no es determinante en este caso, pues ambos -víctima y supuesto victimario- están de acuerdo en que existió relación sexual. 
 La alegada arbitrariedad reposa en consideraciones sobre la valoración de los elementos de juicio reunidos y su aptitud para desvincular al imputado del proceso, cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal que, por regla, son ajenas al conocimiento de la Corte, ya que la parte no reseña sino supuestas inexactitudes, conclusiones opinables o aun rebatibles. La gravedad institucional no puede confundirse con la repercusión periodística del caso y no se demuestra que la intervención de la Corte tuviera otro alcance que el de remediar -eventualmente- los intereses de la parte.


    V., E. E. s/ Presunto supuesto autor de abuso sexual con penetración


    V, 188, L. XLI, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Deber de imparcialidad. 


    Remisión al precedente de Fallos: 327: 4432.


    C., R. R. s/ Abuso sexual con acceso carnal calificado


    C, 1420, L. XLI, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Abuso sexual calificado por parentesco


    Apreciación de la prueba. In dubio pro reo. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 2086, L. XL "A., Andrés Francisco s/ Homicidio simple -causa n° 91/03-".


    T., C. E. s/ Abuso sexual agravado


    T, 418, L. XL, 21 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción contencioso administrativa


    Inconstitucionalidad. Control de constitucionalidad. 


    La pretensión de la provincia demandada de acceder a la instancia extraordinaria, en tanto supone un planteo de inconstitucionalidad de las normas locales que serían contradictorias con leyes nacionales, resulta inadmisible, puesto que el estado provincial no está legitimado para plantear la invalidez constitucional de las normas que él mismo dicta.



    Baigorria, Gualberto Rodolfo y otros c/ Dirección Provincial de Vialidad y Estado s/ Demanda contencioso administrativo


    B, 125, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 139, L. XLII, "Aragón Zwieger, Estela Alejandra c/ Estado Pcial. de San Luis y Sup. Gob. de la Provincia de San Luis s/ Demanda contencioso administrativa".


    Pérez Pinto Tula, María Carolina c/ Provincia de San Luis s/ Contencioso administrativo


    P, 816, L. XLII, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa A .139, L.XLII, "Aragón Zwiener, Estela  Alejandra c/ Estado Pcia. de San Luis y Sup. Gob. de la Provincia de San Luis s/ Demanda contencioso administrativa".


    Ceballos de Torrejón, Hania Alicia y otra c/ Estado Provincial s/ Demanda contencioso administrativo


    C, 1391, L. XLII, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2258, L. XXXIX, “Galiano de Luchetta, Amanda Josefa c/ Provincia de San Luis (Recurso de Hecho)”.


    González, Héctor c/ Provincia de San Luis s/ Demanda contenciosa administrativa (Recurso extraordinario)


    G, 1620, L. XLI, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen emitido en R. 764, XLII, "Rebull, Gustavo Prion c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Gómez, Norma Haydee c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


    G, 1006, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contrato de concesión. Recurso de inconstitucionalidad. Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. Cuestión no federal. 


    Según reiterada doctrina de la Corte las cuestiones de hecho, prueba y derecho público local son ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia del art. 14 de la ley 48, así como aquella otra que indica que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de dicha índole, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente.  Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por haber prescindido el a quo del marco legal aplicable y omitir la prueba incorporada al proceso no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal, más allá del acierto o error en la ponderación de las constancias de la causa, concluyó que la interpretación que sobre la ley local formulaba la alzada incurría en un contrasentido.  En efecto, el superior tribunal entendió que mal podía sostenerse que la ley 7.410 disponía que se otorgara el contrato a persona determinada, si de sus términos surgía también el respeto y reconocimiento de la competencia del poder ejecutivo local para otorgar concesiones y concluyó que la inteligencia dada por la Cámara implicaba desconocer competencias establecidas en la Constitución Provincial.  Por ello, además de remitir a cuestiones no federales, el a quo, hizo mérito del ordenamiento jurídico local aplicable al caso, sin que se advierta arbitrariedad en el modo que resolvió.   Máxime cuando también tiene dicho el Tribunal que aquella doctrina es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar n la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    Cooperativa de Trabajo Cacique Pismanta c/ Gobierno de San Juan


    C, 1272, L. XLI, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Disposiciones (administrativo). Personal transitorio. Cesantía. Derecho de propiedad. Derechos adquiridos. Haber jubilatorio. Incompatibilidad de cargos. 


    Interpretación de normas federales. La posición del tribunal apelado no limita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    En la interpretación de normas federales, la Corte Suprema de Justicia de la Nación no se encuentra constreñido por los argumentos de la parte o del a quo sino que le incumbe realizar una declaración sobre los puntos controvertidos según la interpretación que rectamente les otorgue.  En lo concerniente a las causales de arbitrariedad invocadas, se vinculan de modo inescindible con los temas federales en discusión. Por ello, deben ser examinados en forma conjunta.   El a quo no cuestionó las atribuciones del Poder Legislativo Nacional para fijar el régimen de incompatibilidad para sus empleados como tampoco se pronunció sobre la invalidez del DP 1002/02. Se limitó a declarar la ilegitimidad de la resolución de cesantía porque al fundarse el acto en una causal de incompatibilidad creada con posterioridad al ingreso del agente se violaba sus derechos de propiedad y de estabilidad.   La Cámara yerra al sostener la irrelevancia de que el agente reviste en la planta transitoria. Ello es así toda vez que, justamente, al pertenecer a dicho plantel, aquél no goza del derecho a la estabilidad del empleado legislativo como lo establece específicamente el estatuto que lo rige. Por lo tanto, mal puede argüirse la violación de un derecho que no se tiene.   En ese sentido, tampoco se ha vulnerado su derecho de propiedad desde que la reglamentación no lo obliga a renunciar a su status de jubilado o de empleado legislativo sino que le otorga la posibilidad de optar por percibir sólo uno de los dos ingresos del erario público.   El planteo de la imposibilidad de imponer un nuevo régimen de incompatibilidades o de acumulación de cargos a quienes ya estén cumpliendo funciones implicaría admitir la inalterabilidad de leyes o reglamentos. Sobre el particular la Corte tiene dicho que nadie tiene derecho a la inmutabilidad del ordenamiento jurídico y las normas se aplican a las consecuencias de las relaciones jurídicas existentes a partir del momento de su vigencia. Es decir que, la modificación de una ley o reglamentación por otra posterior no origina cuestión constitucional alguna porque "Nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a la inalterabilidad de los mismos".


    Stutz, Oscar c/ Poder Legislativo Nacional - Cámara de Diputados (Recurso de hecho)


    S, 1661, L. XLI, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el estado. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Cisneros, Estanislada y otros c/ HSBC New York Life Seguros de Retiros S.A. y otro s/ Amparos y sumarísimos


    C, 963, L. XLI, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1534, L. XLI, "Gaitán, María Carolina y otros c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo".


    Abasto, Alciro Arnaldo c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    A, 2515, L. XLI, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Títulos de deuda pública. Estado de emergencia. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa F. 72, L. XXXIX, "Falcón, Isabel Y. de c/ Estado Nacional - Mº de Economía s/ Amparo.


    Bidone, Aníbal Juan c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    B, 1283, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa F. 72, L.XXXIX "Falcón, Isabel Y. de c/ Estado Nacional- Mº de Economía s/ Amparo.


    Furno, Zulema c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Amparo


    F, 1546, L. XXXIX, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Litisconsorcio pasivo. Litisconsorcio necesario. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En lo concerniente a la declaración de incompetencia del juzgado federal remisión al dictamen de la causa A. 373, XLII, “A.F.I.P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución Fiscal”.


    Resulta ineludible determinar si es procedente el litisconsorcio pasivo necesario solicitado por la codemandada, ya que de ser así la causa corresponderá a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En relación a ello, cabe recordar que existe litisconsorcio necesario cuando la sentencia no pudiere pronunciarse útilmente más que con relación a varias partes. Hipótesis en la cual la Litis debe integrarse ineludiblemente con todos los involucrados en una relación jurídica inescindible.   El litisconsorcio pasivo necesario solicitado por la codemandada es procedente dada la naturaleza de la pretensión que se deduce, ya que tiene por único objeto establecer o delimitar responsabilidades para que se encauce la explotación racional del recurso hídrico, el restablecimiento del equilibrio del medio ambiente y el cese del daño ambiental y sanitario, con relación a una idéntica causa. La relación jurídica sustancial en que se apoya la pretensión de los actores es común e indivisible con respecto de la Provincia.   En consecuencia, al integrar la Litis la Provincia – a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Ley Fundamental – y ser demandado por el Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios – con derecho al fuero federal, según lo dispuesto por el Art. 116 de la Constitución nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Francone, Pierina y otros c/ ETOSS y otro (Provincia de Buenos Aires citada como 3°) s/ Amparo


    F, 600, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Exceso ritual manifiesto. Debido proceso. Procedencia del recurso. 


    Opinión de la Procuración General  sobre el fondo del asunto: D. 406, L. XL, “Dadon, Víctor Carlos y otro c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.   Sentencia arbitraria: falta de argumentación e injustificado rigor formal.


    La circunstancia que los agravios del apelante remitan al examen de una cuestión de naturaleza no federal, no es óbice para invalidar lo resuelto, cuando el escrito incluye argumentos mínimos en los que se hallan contenidas las exigencias legales para sustentar el remedio y su estudio se efectúa con un injustificado rigor formal, contrario a las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso y al derecho federal alegado.


    Murgier Mansilla, Estella y otros c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Amparo


    M, 133, L. XLI, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva y gravamen irreparable.   Posibilidad de revisión judicial a través de la instancia ordinaria. Inexistencia de arbitrariedad.


    A efectos de habilitar la instancia del Art. 14 de la ley 48, el recurso debe dirigirse contra una sentencia definitiva o asimilable, calidad de la que carecen las que rechazan la acción de amparo cuando dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando lo decidido cause un agravio que por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.  El recurrente tampoco ha alegado —ni mucho menos acreditado— que ese planteo ulterior resulte inoportuno o ineficaz para la tutela que procura, circunstancia que impide habilitar esta instancia de excepción, máxime cuando la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento, únicos agravios que se formulan en el escrito de apelación extraordinaria, y que por lo demás, fueron expresamente desestimados por la cámara al resolver sobre el remedio articulado, sin que el apelante haya planteado queja por ello.


    Bonassi, Héctor Constante c/ Estado Nacional y/o Administración Federal de ingresos Públicos s/ Amparo Ley 16.986 y medida cautelar


    B, 602, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad


    Funcionarios judiciales. Derechos adquiridos. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Si bien las cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la instancia del Art. 14 de la ley 48, corresponde apartarse de tal principio cuando, la Suprema Corte provincial omitió la consideración de circunstancias conducentes para la adecuada solución del litigio y, además, sustentó la decisión sobre la base de afirmaciones meramente dogmáticas y pautas de excesiva latitud carentes de la mínima argumentación que permita determinar las razones por las cuales llegó al resultado que se impugna.  El a quo no  se hizo cargo de lo declarado por la Corte en donde dice que no puede existir un derecho adquirido a una determinada modalidad salarial, en tanto las modificaciones que se introduzcan para el futuro importen alteraciones razonables en su composición, no lo disminuyan ni impliquen la desjerarquización respecto del nivel alcanzado en el escalafón respectivo.  Ello, no parece fundamento suficiente para sostener la inconstitucionalidad de la ley objetada, la invocación de derechos adquiridos por el mero transcurso del tiempo. Por el contrario, resultaba imprescindible en la especie, determinar si el nuevo régimen salarial para los funcionarios y empleados judiciales de la Provincia –creado por el Art. 56 de la ley local 7183 – pudo significar o no una irrazonable alteración en su composición, su disminución o implicar una desjerarquización de nivel en el respectivo escalafón. Sobre el particular, en autos sólo obra un oficio suscripto por el encargado de liquidación de haberes del Poder Judicial Provincial, donde da respuesta a un preciso requerimiento del tribunal sobre “la actualización de los salarios” del personal de funcionarios y empleados.   Las genéricas consideraciones del a quo sobre la situación económica financiera de la Provincia o respecto de la doctrina de los actos propios –desvinculadas de las circunstancias concretas de la causa – permiten afirmar que el pronunciamiento se sustentó en argumentos sólo aparentes, con serio menoscabo de las garantías aseguradas por la Constitución Nacional.


    Asociación Gremial de Empleados y Funcionarios del Poder Judicial c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad


    A, 2271, L. XLI, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Interpretación de la ley. Facultades delegadas. Agentes de percepción. Procedencia del recurso. 


    Requisitos propios. Existencia de cuestión federal y resolución del tribunal contraria a la pretensión del recurrente.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, dado que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de normas de naturaleza federal  y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente funda en ellas  En la medida en que la autorización constituya una delegación en el órgano administrativo, de facultades legislativas limitadas a determinados aspectos de la recaudación y fiscalización del cumplimiento de obligaciones tributarias, se impone reconocer que las normas que se dicten en su ejercicio integran el conjunto de disposiciones imperativas que instituyen y regulan la percepción de los impuestos y que, por tanto, poseen la misma eficacia que tales preceptos, en tanto respeten su espíritu.  La resolución de la AFIP N° 793 se exhibe compatible con el decreto 93/00, al cual reglamenta y no es más que el ejercicio válido de una atribución delegada por aquél a la AFIP, cual es complementar "la aplicación de la condonación y el régimen de facilidades de pago", librada a su arbitrio razonable dentro de los límites que el propio reglamento establece.


    Cono Sur SACIFIA c/Administración Federal de Ingresos Púbicos (AFIP) s/ Acción declarativa de certeza y control de constitucionalidad


    C, 3889, L. XL, 10 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Decretos provinciales. Impuesto de sellos. 


    Remisión a los precedentes de Fallos: 327:1108; G.515, L.XXXV, "Gas Natural Ban S.A. y otro c/Neuquén, Provincia del s/acción declarativa'''; E.240.XXXVI "Esso S.A.P.A.c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ acción declarativa de certeza"; y E.492, L.XXXV


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes,.al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.


    Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P, 503, L. XXXIX, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el estado. Revocación de la sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B.1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Soraire de Paoletti, María de las Nieves c/ P.E.N. (Superintendencia de Seguros) y otro s/ Acción meramente declarativa


    S, 581, L. XLI, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Principio de congruencia. Defensa en juicio. Sentencia ultra petita. Derecho a ser oído. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    En cuanto al fondo de la cuestión remisión al dictamen de la causa: Comp. 1230, L. XLI, “Asociación Vecinal Belgrano ‘C’- Consumidores Activos –incidente medida cautelar II y otro c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional decreto 277/02 y otro s/ Ampa


    En este caso, se le asiste la razón a la recurrente en orden a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto, toda vez que el pronunciamiento definitivo del superior tribunal de la causa violó el principio de congruencia y afectó su garantía de defensa en juicio.   Así es, pues el a quo, al resolver que todas las tasas aeroportuarias establecidas por los decretos 577/02 y 1910/02 carecen de base constitucional, cuando sólo estaba habilitado para decidir la apelación contra la medida cautelar otorgada en primera instancia, excedió el ámbito de su jurisdicción.  Al respecto, la Corte ha dicho que la competencia del tribunal de apelación se encuentra acotada por los agravios contenidos en los recursos concedidos y la prescindencia de tal limite lesiona las garantías constitucionales de propiedad y de defensa en juicio, situación que, según lo expuesto, se presenta en el sub lite y torna descalificable al pronunciamiento como acto jurisdiccional, por resolver un tema ajeno a la jurisdicción apelada.  Sin perjuicio de ello, la reestructuración de las partes del proceso dispuesta por la Cámara violó el derecho de defensa en juicio de la aquí recurrente.   Cabe recordar que las normas procesales no se reducen a una mera técnica de organización formal de los procesos sino que, en su ámbito específico, tienen como finalidad y objetivo ordenar adecuadamente el ejercicio de los derechos en aras de lograr la concreción del valor justicia en cada caso y salvaguardar la garantía de la defensa en juicio.    Los agravios vinculados con la competencia asumida y las modificaciones introducidas por el a quo importa un conflicto de competencia entre tribunales que, al carecer de un superior común, se encuentra a decisión de la Corte en los términos del Art. 24, Inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    Procurar c/ Estado Nacional y otros s/ Acción declarativa de certeza


    P, 1859, L. XLI, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    AFJP


    Muerte del cónyuge. Monto de la indemnización. Renta periódica. Intereses moratorios. Facultades discrecionales del juez. 


    Lo relativo a los intereses aplicados resulta -por su naturaleza y principio- extraño a la instancia del artículo 14 de la ley n° 48 y propio de la razonable discreción de los jueces de la causa.


    Suárez Guimbard, Lourdes c/ Siembra A.F.J.P. S.A. s/ Indemnización por fallecimiento


    S, 461, L. XLII, 12 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Banco Central de la República Argentina


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U.68, L. XL, "Usenki, Dora Haydee c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    Usenki, Dora Haydée c/ Poder Ejecutivo Nacional


    U, 69, L. XL, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Vistas y traslados. Multa. Defensa en juicio. 


    Frente a la presentación del Banco Central de la República Argentina -quien denuncia la cancelación de la multa materia de autos, corresponde correr traslado al demandado en forma previa al dictamen del Ministerio Público Fiscal, como forma de asegurar el adecuado ejercicio de su derecho de defensa (art. 36, inc. 2°, Código Procesal Civil Comercial de la Nación).


    Banco Central de la República Argentina - Resolución 155/00 c/ Fatelevich, Gustavo Alberto


    B, 2263, L. XLI, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Bonos de consolidación


    Intereses. Desistimiento. Pronunciamiento inoficioso. Recurso extraordinario federal. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Si bien las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran sentencia definitiva requerida por el artículo 14 de la Ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior.


    Antonio María Delfino S.A. N.Y.C. c/ AFIP DGI s/ Dirección General Impositiva


    A, 2684, L. XL, 20 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Caducidad de instancia


    Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto. 


    Es sentencia definitiva la que declaró la caducidad de la instancia en la acción principal por no haber acompañado el recurrente copia de la resolución que dio origen al recurso de queja por apelación denegada ni surge la fecha en que presentó el escrito de apelación, pues es evidente que el apelante no tendrá oportunidad de replantear la cuestión aquí debatida, que quedaría resuelta con autoridad de cosa juzgada.  Las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y de derecho procesal, no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, aunque dicho principio cede cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el ejercicio de derecho de defensa en juicio.  La resolución impugnada incurre en un excesivo rigor formal al mismo tiempo que prescinde de las constancias de la causa, de modo tal que atenta contra la mencionada garantía constitucional.  Desestimar la queja porque en vez de acompañar la copia del auto denegatorio, el apelante presentó fotocopia de la cédula, librada por el juzgado mediante la cual le fue notificada el auto que impugna, con transcripción completa de las partes pertinentes de la resolución que le causa agravio, firmada por el letrado para avalar su autenticidad, aparece como una exigencia de injustificado rigor formal que desnaturaliza las formas procesales, se desentiende del fin al que tributa y privilegia la mera formalidad en sí misma.  La exigencia de la Cámara se presenta desproporcionada con relación a los efectos que produce y, aunque es cierto que el contenido de las normas rituales posee reconocida importancia que exige su riguroso cumplimiento, la Corte ha dicho que su desnaturalización o su sobredimensionamiento por encima de su razón de ser, termina por convertir a esos imprescindibles preceptos en una suerte de trampas o valladares tendientes a frustrar el derecho constitucional del debido proceso.  Igual reparo merece el argumento del a quo vinculado con la ausencia de cargo en el escrito de revocatoria con apelación en subsidio que se agregó al expediente, porque se advierte claramente en la parte superior un sello que indica una fecha y otro ovalado que indica al juzgado federal.  Inveteradamente ha sostenido la Corte que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, circunstancia que no se evidencia cuando la decisión padece de un excesivo rigor formal y no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa sobre la que se sustentó la pretensión.  El fallo cuestionado no cumple con tales recaudos y se aparta de las constancias de la causa, razón por la cual procede su descalificación con sustento en la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    Froiz, Héctor Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional


    F, 269, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Calificación legal


    Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación autónoma. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad de recurso. Sentencias contradictorias. 


    Las deficiencias de fundamentación que presenta la apelación extraordinaria, no puede ser entendida como un defecto formal que obste su procedencia, cuando se ha planteado de modo suficiente su disconformidad con la decisión impugnada y el agravio constitucional que ésta le causa.  Si bien la interpretación de los elementos necesarios para la integración de los delitos tipificados en la ley penal importa una facultad propia de los jueces de la causa, y constituye una cuestión de derecho común cuyo examen es, por ende, ajeno a esta instancia extraordinaria, ello no impide que, ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis autorice la excepción posible a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, en la medida en que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas de la causa.  La decisión apelada carece de fundamentación suficiente, con afectación de la garantía constitucional del debido proceso, pues no cuenta con apoyo en las constancias del expediente.  Ello adquiere especial significación desde que en el fallo, luego de sostenerse la posibilidad de realización del despojo típico en aquellas condiciones, se reconoce que la denunciante no se acercó al inmueble ni formuló algún reclamo a la imputada. Por consiguiente, incurre en una autocontradicción que lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    R. R., Graciela Beatriz s/ Recurso de queja -causa Nº 26.035-


    R, 278, L. XL, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Colegio profesional


    Excepción de incompetencia. Juicio de apremio. Resoluciones equiparables a definitiva. Control de constitucionalidad. Cuestión federal. Recurso extraordinario. 


    Declaración de inconstitucionalidad de una norma: alcance y efectos.


    Las sentencias recaídas en los procesos de apremio no son definitivas a los fines del artículo 14 de la Ley 48, porque lo allí resuelto puede ser jurídicamente replanteado. Sin embargo, puede ser asimilado a esa categoría cuando se declara la inconstitucionalidad del artículo 30 del Decreto 6070/58 y se niega la facultad del colegio actor para exigir el cobro de la matrícula ante el juez que la ley designa.  La declaración de inconstitucionalidad aparece innecesaria para resolver el pleito sometido a conocimiento del juez que la ley designa. Es doctrina reiterada del Tribunal que una declaración de este tipo constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, ya que configura un acto de suma gravedad, o ultima ratio del orden jurídico, por lo que no debe recurrirse a ella, sino cuando una estricta necesidad lo requiera y no exista la posibilidad de una solución adecuada del juicio a la que cabe acudir en primer lugar.  El fallo no brinda elementos que permita sustentar la descalificación constitucional del precepto antes citado, al mismo tiempo que se inmiscuye en la relación jurídica sustancial que existiría entre las partes y con la causa de la obligación que aquí se reclama, materias que pueden ser examinadas por el juez competente en un juicio ordinario posterior.  La decisión recurrida satisface solo en modo aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho aplicable, con referencia a los hechos de la causa y que media en el caso relación directa e inmediata entre lo debatido y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas, por lo que resulta descalificable como acto jurisdiccional válido a la luz de la conocida doctrina de la Corte elaborada en torno de las sentencias


    Consejo Profesional de Ingeniería Agronómica c/ Marini, Carlos Alberto s/ Ejecución


    C, 2705, L. XLI, 20 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema


    Remisión al dictamen de la causa C. 755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo".


    Marcello, Carlos Hugo y otros c/ Tucumán Provincia de y Estado Nacional s/ Acción de amparo


    M, 3571, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 722, L. XXXIX, "Supermercados Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Carrefour Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C, 1044, L. XXXIX, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    



    Causas en que es parte una provincia. Causas en que la Nación es parte. Distinta vecindad. Incompetencia.


    Demanda de daños y perjuicios. Ausencia del carácter de parte sustancial en el pleito del Estado Nacional. Inexistencia de distinta vecindad entre el actor y la provincia demandada.


    La competencia originaria de la Corte corresponde ratione personae en los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. Pero a tal fin, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito, no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. Al no aparecer el Estado Nacional como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerlo como parte sustancial en la litis, al carecer de un interés directo en el pleito, de tal forma que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Tampoco procede la competencia originaria de la Corte en virtud de la distinta vecindad entre el actor y la provincia demandada, ya que la actora denuncia tener su domicilio en territorio del estado local demandado por lo cual se hallarían enfrentados en autos una provincia con sus vecinos, lo que obsta a la competencia originaria del Tribunal, desde que a nadie le es dado renunciar a los jueces de su propio fuero.


    L., V. N. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    L, 1614, L. XLI, 09 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Causas en que es parte una provincia. 


    Participación nominal y sustancial de una Provincia en el pleito como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Instituto de Previsión y Seguridad Social de la Provincia de Tucumán s/ Incumplimiento de contrato


    G, 2387, L. XLI, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 503, L. XXXIX, "Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Telecom Argentina S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    T, 851, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Armonización del sistema legal. 


    Demanda entablada por el Estado Nacional contra una Provincia.


    Toda vez que el Estado Nacional demanda a una Provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Estado Nacional (Ministerio de Trabajo) c/ Misiones, Provincia de (Subsecretaria de Bienestar Social de la Mujer y la Juventud) s/ Cobro de sumas de dinero


    E, 558, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Distinta vecindad. Daños y perjuicios. 


    Participación nominal y sustancial de una Provincia en el pleito como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  La calidad de parte que debe revestir la provincia, requerida por el art. 117 de la Constitución Nacional debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de su competencia originaria.  Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema entender en la causa iniciada a fin de obtener una indemnización  por daño moral derivados de la injurias proferidas al actor por el gobernador de la provincia, pues de los  hechos de la demanda se desprende que el actor atribuye responsabilidad a la provincia, por la presunta falta de servicio en que había incurrido dicho funcionario, quien la representa en normas de derecho común, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito. Corresponde la competencia originaria si se ha probado la distinta vecindad del actor con la provincia demandada.


    Rajneri, Julio Raúl c/ Neuquén, Provincia del s/ Daños y perjuicios


    R, 1689, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Depósito judicial. 


    Pretensión de inconstitucionalidad del decreto 214/02. Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    La Corte Suprema tiene dicho que toda vez que la colocación de fondos se encuentra en depósito judicial, es el juez que la ordenó quien posee plenitud de jurisdicción para emitir un mandamiento de devolución, así como todas las diligencias referidas a dicho depósito, a lo que agrega, que la intervención de otro juez implicaría una inadecuada intromisión en la órbita de conocimiento del primero, quién puede válidamente pronunciarse sobre la situación jurídica de los fondos consignados a su nombre.


    Saber, Ciro A. c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    S, 101, L. XXXI, 20 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Impuesto de sellos. Causas en que es parte una provincia. 


    Remisión a los fallos de las causas E. 492, L. XXXVIII, "Esso Petrolera Argentina S.R.L. (continuadora de Esso S.A.P.A.) c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado Nacional citado como tercero s/ Acción declarativa)" y E. 56, L. XL, "Esso Petrolera Argent


    El proceso debe tramitar en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, por ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto el impuesto de sellos sobre el que versa la pretensión de la actora, se impugna por resultar contrario a la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos y a la Ley Fundamental,


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Chaco, Provincia de s/ Medida cautelar


    E, 407, L. XL, 15 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Incompetencia. Causas en que es parte una provincia. 


    Participación nominal y sustancial de la provincia demandada en el pleito. Taxatividad de los casos previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional.


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria dc la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Al no aparecer la Provincia de La Pampa como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    C.P.N. S.A. c/ Sempre y otros s/ Daños y Perjuicios


    C, 4465, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de certeza. 


    Carácter taxativo del art. 117 de la Constitución Nacional.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen también cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas, pues tal extremo importaría un obstáculo insalvable a la competencia en examen.  Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Drogueria Disval S.R.L. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de  s/ Acción declarativa


    D, 1641, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inhibitoria. 


    Remisión al dictamen emitido en la causa C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, provincia de y otro s/ Acción de amparo”.


    Tucumán, Provincia de s/ Inhibitoria en los autos: "Jamiolkoski, María Eugenia c/ Estado Nacional y Provincia de Tucumán s/ Acción declarativa"


    T, 604, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Causas en que es parte una provincia. Distinta vecindad. 


    Demanda de cobro de sumas de dinero contra provincia. Requisitos de la competencia originaria de la Corte. Carácter de “causa civil”.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el art. 24, inc. 1 del decreto-ley 1285/58, no basta que una provincia sea parte en el pleito, sino que es necesario, además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta necesario la distinta vecindad de la contraria.   De tener la Corte por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, este proceso corresponde a la competencia originaria de Tribunal, toda vez que, de los términos de la demanda surge que la actora pretende, con fundamento en normas de derecho común, el pago de varias facturas por prestaciones médicas, atribuyendo responsabilidad a la Provincia de Tierra del Fuego por el incumplimiento en que ha incurrido el Hospital Regional de Ushuaia, órgano que depende del Ministerio de Salud local, por lo que cabe considerar parte nominal y sustancial a la Provincia y asignar carácter civil a la materia litigiosa.


    Intense Life S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de (Subsecretaria de Salud Pública) s/ Cobro de sumas de dinero


    I, 423, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Competencia federal. 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa Comp. 1.302, L. XLII, "Romero, Noemí y otro c/ Banco Nación Argentina Suc. San Luis s/ Medida autosatisfactiva".


    Axenfeld, Marta Isabel y otro c / Banco Nación Argentina Sucursal San Luis s/ Medida autosatisfactiva


    COMP, 1298, L. XLII, 24 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Jurisdicción y competencia. Derecho ambiental. Protección de la flora y la fauna silvestre. 


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de infracciones, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    E., Javier s/ Leyes especiales


    COMP, 873, L. XLII, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Sistema financiero. Competencia Federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 643, L. XXXVIII, "Pérez, Mariano Emilio c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/  Amparo”, y al dictamen de la causa V. 846, L. XLI, "Vega Fernández Héctor Severo c/ B.B.V.A. Banco Francés S.A. Sucursal Resistencia s/ Medida cautelar".


    Si bien los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48, en tanto no constituyen sentencia definitiva, cabe hacer excepción a tal principio cuando comportan denegatoria del fuero federal.  Corresponde a la competencia de la justicia federal entender en aquellos procesos judiciales en los que se demande al Estado Nacional y a entidades integrantes del sistema financiero, en razón de créditos, deudas, obligaciones, depósitos, o reprogramaciones, en donde se cuestione el régimen aplicable en materia monetaria y bancaria.


    Corvetto de Rafart, Celia Julia y otro c/ BBVA Banco Francés S.A. Sucursal Resistencia s/ Medida autosatisfactiva


    C, 2738, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Conflictos de competencia



    Facultades de la alzada. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia.


    La contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del que dependa el que primero hubiese conocido.


    Godoy, Rosana Beatriz c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia  - Policía Federal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas


    COMP, 1845, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Remisión al dictamen emitido oportunamente en autos.


    Sgro, Genaro s/ Amparo


    COMP, 1685, L. XLI, 06 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cheque de pago diferido. Estafa. 


    Inexistencia de medio engañoso que vicie la voluntad del vendedor. Comptencia del juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.   Si de la operación que motivó su entrega no surge que hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad del vendedor, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de valores con promesa de pago futuro, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal.


    S., Roberto Juan O. s/ Requerimiento de instrucción


    COMP, 1859, L. XLI, 22 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 621, L. XXXVIII "González, Elpidio Abilio c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro por refrigerio".


    Vargas, Gerardo Enrique y otros c/ Universidad de Buenos Aires Decreto 2528/85 s/ Empleo público


    COMP, 66, L. XLII, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión a Fallos 327:467.


    Campos, Hugo Rolando y otros c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Ordinario


    COMP, 202, L. XLII, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Empresa telefónica. Competencia provincial. 


    La interpretación de las leyes nacionales de carácter común no constituye cuestión federal.  La aplicación de leyes nacionales no es una atribución absolutamente exclusiva de la justicia federal y pueden, en consecuencia, los tribunales de provincia aplicarlos y hasta interpretar la Constitución, leyes y tratados en los casos sujetos a su jurisdicción, cuando la disposición se halle accesoriamente vinculada al derecho cuestionado.  Es competente la justicia local para conocer en la demanda deducida por una empresa telefónica si la relación jurídica que vincula a los litigantes está básicamente regida por normas de derecho común y no se encuentra comprometida en los supuestos contemplados por los arts. 100 -hoy 116- de la Constitución Nacional y 2º de la ley 48.


    Gazpio, Osvaldo José c/ Movistar S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 899, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Obstrucción de servicios públicos. Competencia federal. 


    Toda vez que el juez federal no cuestiona que el formulario "08" haya ingresado al Registro Nacional de la Propiedad Automotor -donde pudo haber sido usado con el propósito de obtener de aquél documentación ideológicamente falsa- ante la posible obstrucción al buen servicio que tiene a su cargo un organismo nacional, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    G., Jorge Rodolfo s/ Defraudación


    COMP, 1227, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos de las causas  Comp. 37, L. XLII, "G.C.B.A c/ Ferrocarril Gral. Roca s/ Ejecución fiscal radiación de vehículos" y Fallos: 327:2536, 2857 y 5224.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obras Sanitarias de la Nación s/ Ejecución Fiscal – Radicación de vehículos


    COMP, 448, L. XLII, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa. Tentativa. Nueva vista. 


    El incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión. Corresponde devolver las actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia para que luego se confiera una nueva vista.


    L., Cristóbal s/ Tentativa de estafa


    COMP, 515, L. XLII, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incapacidad. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos las causas “Caimi Jose Antonio”, Fallos: 312: 1371  y Comp. 1511, L. XL, “T., R. A. s/ Internación”.


    B., M. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 211, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Seguro de vida obligatorio. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1281, L. XL, "Hidalgo Enrique José y otros c/ EN CNAS s/ Proceso de conocimiento".


    Cardinali, Sandra Mariel y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Seguro de vida obligatorio


    COMP, 421, L. XLII, 06 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Administración Fraudulenta. Lugar de comisión del hecho. Competencia provincial. 


    Administración fraudulenta: lugar donde debe reputarse cometido el delito.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquel se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    M., Romina Cecilia y otro s/ Defraudación


    COMP, 1878, L. XLI, 10 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contrato de comisión


    Constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Demierre Mansur, Mariela c/ Ikonicoff, Carolina Denise s/ Consignación


    D, 865, L. XLII, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión abstracta


    Pronunciamiento inoficioso. 


    La controversia que se intenta traer a conocimiento de la Corte ha devenido abstracta.


    W. S.A. s/ Averiguación de contrabando


    W, 70, L. XLI, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión Federal


    Recurso Extraordinario. Interpretación de la Ley. Leyes Federales. Corte Suprema. 


    Derechos de exportación: leyes sucesivas.


    En su tarea de establecer la correcta interpretación de las normas de carácter federal, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la inteligencia que rectamente les otorgue.  Tratándose de leyes sucesivas, que legislan sobre la misma materia, la omisión en la última de disposiciones de la primera, importa seguramente dejarlas sin efecto, cuando la nueva ley crea un sistema completo, más o menos diferente del de la ley antigua. No sería prudente, en tales condiciones, alterar la economía y la unidad de la ley nueva, mezclando a ella disposiciones quizá heterogéneas de la ley anterior, que ella ha reemplazado.


    El Marisco S.A. c/ Dirección General Impositiva


    E, 362, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia


    Remisión al dictamen de la causa C. 2738, L. XLI “Corvetto de Rafart y otro c/ B.B.V.A. Banco Francés S.A. -Sucursal Resistencia- s/ Medida autosatisfactiva".


    Toseto, Gabriela Fabiana c/ Banco Río de la Plata S.A. Sucursal Resistencia s/ Medida autosatisfactiva


    T, 630, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Interés de la Corte en dilucidar el conflicto de competencia. Requerimiento de informes sobre la causa principal. Principio de radicación definitiva: existencia de un acto jurisdiccional.


    Si la Corte considera que todavía subsiste interés en dilucidar el conflicto de competencia ya decidido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, el Tribunal deberá requerir informes sobre la causa principal, toda vez que, si en aquélla hubiera recaído un acto jurisdiccional, el proceso deberá continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó, en virtud del principio de radicación definitiva y resultará inoficioso expedirse sobre la competencia.


    Galante, Manuel c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Ordinario s/ Incidente de apelación


    COMP, 33, L. XLII, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa R. 1568. L. XLI,  "Rico Douglas, Florencia s/ Su denuncia".


    L. B., Gustavo E. s/ Incidente de competencia


    L, 243, L. XLII, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Incompetencia. Régimen previsional. Competencia contencioso administrativa federal. 


    La Corte Suprema no puede asumir la jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros o no es parte una provincia. Ninguno de estos supuestos se presenta si la demanda ha sido interpuesta por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia argentina, según lo dispuesto por el art. 129 y la Cláusula Transitoria Séptima de la Constitución Nacional, por lo que resulta excluida de la competencia originaria de la Corte asignada por los artículos 116 y 117 de la Ley Fundamental, la que es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales.  Para resolver una cuestión de competencia hay que atender en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido.


    Rizzo, Jorge Gabriel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y otro s/ Acción meramente declarativa con medida cautelar adjunta


    COMP, 1805, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Accidente in itinere. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.    Frente a las cuestiones de naturaleza local, cede el derecho al fuero federal por distinta vecindad que se otorga a quienes residen en otra jurisdicción territorial, prerrogativa que sólo resulta atendible cuando se trata de una causa civil, según lo dispuesto en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58.    El respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los estados provinciales, de manera de no perturbar su administración interna, exige que se reserve a sus propios jueces el conocimiento y decisión de tales asuntos, pues lo contrario importaría una intromisión y un avasallamiento de su soberanía y del sistema federal vigente.    La objeción de una ley nacional, no federaliza la materia del pleito, toda vez que la custodia del principio contenido en el art. 31 de la Constitución Nacional se encuentra depositada en todos los jueces integrantes del Poder Judicial, nacional o provincial, quienes deben interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la nación en las causas sometidas a su conocimiento.  La presente causa es ajena a la instancia originaria de la Corte.


    Gómez, María Lorenza c/ San Luis, Provincia de y otro s/ Accidente - Ley 9688


    G, 855, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se ha planteado correctamente un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que se encuentra pendiente de notificación al fiscal la resolución, a fin de que dicho magistrado pueda deducir los recursos que estime pertinentes, para el caso de que ya no lo hubiera interpuesto.  En tales condiciones, es prematura la intervención que se requiere de la Corte Suprema y correspondería devolver la causa al juzgado remitente.


    Martínez, Claudio Marcelo c/ Estación de servicios Opessa Fátima Posadas Repsol Y.P.F. s/ Acción de amparo


    COMP, 997, L. XLII, 23 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1º, del decreto ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  La provincia en cuestión debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito -responsabilidad extracontractual, por falta de servicio- está regida por el derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales  de baja instancia, ya que es allí donde encontrará satisfecho su privilegio federal, según el art. 116 de la Constitución Nacional.  Este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Ledezma, Juan Carlos y otros  c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    L, 915, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daño ambiental. Política ambiental. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Uno de los supuestos en que la competencia originaria procede es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, quedando excluidos de tal instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.    Constituye una cuestión de naturaleza federal, la preservación, protección y recomposición de un recurso ambiental interjurisdiccional.   El reclamo por daños y perjuicios individuales deberá ser interpuesto ante los tribunales de cada una de las jurisdicciones demandadas. Ello es así puesto que cada provincia tramita en sede local los asuntos que están regidos por el derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia, en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.  Dado el manifiesto carácter federal de la materia del pleito -preservación, protección y recomposición ambiental-  y al ser partesdistintas provincias, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores, dichas pretensiones corresponden a la competencia originaria del Tribunal.


    Pla, Hugo Alfredo y otros c/ Chubut, Provincia del y Otros s/ Amparo


    P, 1262, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes emitidos en autos T. 97, XXXIX,  “Transportes Metropolitanos General San Martín y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”; y T. 145, XL, “Transportes Metropolitanos Belgrano Su


    Transportes Automotores Plusmar S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T, 367, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La Corte sigue teniendo competencia para entender en el presente.  La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso"  que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.


    Empresa de Transporte Microómnibus Sáenz Peña S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E, 158, L. XXXIX, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Lavados Bello, Iris Doemí y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    L, 345, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 755,  XXXVIII, Originario "Chiodi, Carlos A. y otr c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo".


    L., Leonor c/ Formosa, Provincia de y Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    L, 754, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha establecido que no corresponden a la instancia originaria del Tribunal los juicios que versan sobre expropiación seguidos por una Provincia contra vecinos de otra, aun cuando se discuta solamente el quantum del resarcimiento.  En cuanto a la materia objeto de la ley, la Corte ha resuelto que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido.  La propia Constitución,  reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas (art. 41, tercer párrafo de la Constitución Nacional).  No empece a lo expuesto el hecho de que la actora invoque el respeto de cláusulas constitucionales o normas nacionales o sostenga que la ley viola el "Convenio para la Promoción y Protección de Inversiones" suscripto con el Gobierno de Canadá, pues ello no funda la competencia originaria de la Corte en razón de la materia, en tanto, esta jurisdicción procede tan sólo cuando la acción entablada se basa "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de carácter nacional, ley del Congreso o tratados internacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando, como sucede en la especie, se incluyen temas de índole local y de competencia de los poderes locales.  Las cuestiones federales que propone la actora no son las predominantes en la causa, sino las vinculadas con la protección del medio ambiente que expone en el escrito inicial al transcribir las intervenciones más representativas de los legisladores en el debate parlamentario de la ley 7422, lo cual lleva a concluir en que deben ser las autoridades administrativas y judiciales de la Provincia demandada las encargadas de valorar si la ley local afecta dicho aspecto tan propio del derecho público provincial (conf. arts. 121, 122 y 123 de la Ley Fundamental).  No obsta a ello la circunstancia de que se haya citado como tercero a juicio al Estado Nacional (Secretaría de Minería), en los términos del art. 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dado que la actora no ha expuesto adecuadamente las razones por las que considera procedente o necesaria la intervención de aquél, ya que las circunstancias reseñadas no evidencian que en el caso esté en juego un interés nacional directo que justifique tal citación.


    Desarrollo de Proyectos Mineros S.A. (Deprominsa) c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    D, 1486, L. XLI, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia orginaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.    Toda vez que la cuestión exija dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de poder de policía de salubridad relacionado con productos derivados del tabaco, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.    Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    N, 188, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Comercialización de alimentos. Juicios en que es parte una provincia. Vista al fiscal. Interpretación de la constitución. Competencia provincial. 


    Atento a que en autos se plantea un conflicto acerca del ámbito de las competencias de los Estados Nacional y provincial en torno de la regulación de productos alimenticios de origen animal de circulación nacional, es decir, que se comercializan en más de una jurisdicción, se impone la necesidad de recordar las enseñanzas que surgen de los precedentes de la Corte en esta materia.  La interpretación constitucional debe atender al desenvolvimiento armonioso de las autoridades locales y federales y no al choque y oposición entre ellas y, en ese orden de ideas, también ha dicho que su función más importante es interpretar la Constitución de modo tal que en el ejercicio de ambos órdenes de autoridad se eviten interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales o viceversa.  La Corte ha consagrado, una constante jurisprudencia tendiente a interpretar de manera amplia los alcances de la "cláusula comercial". Así pues, en Fallos: 154:104, expresó que el vocablo comercio usado por la Constitución Americana, igual al de nuestro inc. 12 del art. 67 (actual inc. 13 del art. 75), ha sido interpretado en el sentido de comprender, además del tráfico mercantil y la circulación de efectos visibles y tangibles para todo el territorio de la Nación, la conducción de personas y la transmisión de telégrafos, teléfono u otro medio, de ideas, órdenes y convenios.  El SENASA es el organismo competente para registrar los productos de origen animal, de tránsito federal o interjurisdiccional, mientras que corresponderá a las autoridades sanitarias provinciales hacer lo propio con los productos y establecimientos que soliciten autorización para industrializar, elaborar, almacenar, fraccionar, distribuir y comercializar alimentos. Lo expuesto, no significa negar el legítimo derecho de la provincia de regular la materia en debate, en el ámbito de su competencia, pero con las excepciones previstas en el decreto 815/99.  En efecto, contrariamente a lo sostenido por la demandada, su pretensión de que se registren nuevamente en su territorio los productos que se comercializan en el ámbito de la Nación -que ya fueron autorizados, certificados o fiscalizados por la autoridad nacional-, trasciende los límites de la provincia para proyectarse al comercio interprovincial, en violación a la legislación nacional.  No significa negar el legítimo derecho de la provincia de regular la materia en debate, en el ámbito de su competencia, tal como lo prescribe el art. 18, pero con las excepciones allí previstas.


    Molinos Río de la Plata S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    M, 565, L. XL, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.    Quedan excluidos de la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.    A fin de resolver una cuestión de competencia, es preciso atender, de manera principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda, así como también, al origen de la acción y a la relación de derecho existente entre las partes  y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, pues deberá estarse a la realidad jurídica y no a la mera voluntad de las partes.    La interpretación de disposiciones de una constitución provincial vinculada con el régimen establecido para la elección de Gobernador, concierne a su procedimiento jurídico político de organización, es decir, a un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y terminar dentro del ámbito estrictamente local.    El art. 122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias "se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal", con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra "Gobierno"  incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe "discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional".   Ello es así, en razón de que conservan su soberanía absoluta en lo que incumbe a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental.    La norma de una Constitución provincial que exige, entre otros requisitos, ser ciudadano nativo o hijo de ciudadano nativo para acceder al cargo de Gobernador, es un asunto que, por su naturaleza, encuadra dentro de las facultades reservadas de la provincia.    El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que el Tribunal ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    De Narváez Steuer, Francisco c/Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    D, 1305, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Coparticipación de impuestos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La afectación del sistema de coparticipación federal de impuestos, involucra, en principio, una cuestión constitucional en razón del nuevo rango que le ha asignado la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma en su art. 75, inc. 2º.  El conflicto se tiñe de carácter federal al suscitarse en el marco de la ley 25.561 de "Emergencia Pública y de Reforma del Régimen Cambiario" y de las disposiciones dictadas en su consecuencia, para cuya solución el juez que intervenga deberá, necesariamente, interpretarlas y aplicarlas.  Al ser parte la provincia una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora  corresponde rechazar la defensa opuesta por el Estado local demandado y declarar que estas actuaciones deben continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.


    Banco de Valores S.A.  c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa


    B, 717, L. XXXIX, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fisco provincial. Coparticipación de impuestos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La Corte sigue teniendo competencia para entender en la presente causa.   El art. 1° del Protocolo Adicional al Convenio Multilateral del 18 de agosto de 1977 establece que el procedimiento se aplicará en los casos en que, luego de una inspección practicada por un fisco local, surjan diversas interpretaciones de la situación tributaria de un contribuyente sujeto al Convenio y se determinen diferencias de gravamen por atribución en exceso o en defecto de base imponible entre las jurisdicciones en las cuales el contribuyente desarrolla su actividad. Ese procedimiento culminará bien con la aceptación -expresa o tácita- por parte de las demás jurisdicciones, de la determinación realizada, o bien -en caso de discrepancia- tras ponerse en acción el mecanismo previsto en los puntos 3) y 4) del art. 1° del Protocolo, tras la intervención de la Comisión Arbitral o bien de su Pleno.   Una vez resuelto lo que corresponda respecto de la determinación de oficio practicada por la jurisdicción actuante, y en el supuesto en que continuase resultando ajuste a su favor, ésta ha de emitir la liquidación pertinente, y ha de notificarla al contribuyente para que éste, dentro de los 10 días hábiles, proceda a solicitar el reintegro ante la o las jurisdicciones en donde ha ingresado en demasía.  El mecanismo descrito evita dos cosas: que el contribuyente tenga que pagar la diferencia (ya ingresada, pero a otro u otros fiscos adheridos), como también que deba iniciar la repetición ante la o las jurisdicciones que han percibido de más.  Dicho mecanismo no será aplicable cuando se determinen omisiones en la base imponible atribuible a todas las jurisdicciones, no obstante la concurrencia de diversas interpretaciones de la situación fiscal del contribuyente.  Estamos ante un supuesto fáctico que obligaba a la provincia demandada a aplicar el Protocolo Adicional. En efecto, el acto determinativo de oficio concluyó realizando el ajuste basándose únicamente en una diferencia en la atribución de base imponible en el impuesto sobre los ingresos brutos debido a la provincia.   En tales circunstancias, durante el procedimiento determinativo de oficio bajo estudio el Fisco provincial no cumplió con la obligación de notificar a las demás jurisdicciones afectadas la realización del ajuste en la distribución de la base imponible entre ellas. Ello es así, pues, aunque realizó la notificación correspondiente al acto de determinación, no cumplió con la siguiente notificación a que estaba obligada ahora según el art. 1°, punto 1 del Protocolo Adicional, para que tras seguir los pasos que corresponda según las pretensiones fiscales de las demás jurisdicciones afectadas, el contribuyente pudiera hacer uso del sistema compensatorio previsto en el art. 2° del mismo Protocolo.  Tiene dicho la Corte que la afectación del sistema de coparticipación federal de impuestos, tras la reforma constitucional de 1994, involucra en principio una cuestión constitucional y que como necesaria consecuencia de dicho criterio, "asume tal calidad la eventual violación –por parte de una provincia- del compromiso de continuar aplicando las normas del Convenio Multilateral del 18 de Agosto de 1977, así como sus modificaciones o sustituciones, adoptadas por unanimidad de los fiscos adheridos, aunque esa transgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos normas o actos locales.  Por lo tanto, corresponde la aplicación del Protocolo Adicional en el procedimiento determinativo seguido por la provincia accionada, al haber quedado firme la determinación de oficio practicada.


    Argencard S.A. c/ Chubut, Provincia de y otro s/ Acción declarativa


    A, 697, L. XXXIX, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Amenazas calificadas. Embajadas extranjeras. Agentes diplomáticos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    El caso concierne a la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, arreglo a lo dispuesto en el artículo 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58.  Ello, sin perjuicio de que previamente se determine a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, que el imputado sigue revistando status diplomático, en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, supuesto que una vez acreditado, obligará a requerir al Estado por él representado la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 11, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y el artículo 32 de la citada convención, para que pueda ser sometido a juicio.     En estos casos la instrucción del sumario puede ser delegada en un juzgado federal, con el fin de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa y una pesquisa eficaz toda vez que la Corte lo considere pertinente. En tal caso, el juzgado federal deberá abstenerse de recibir declaración del imputado, circunstancia que de ser necesaria deberá cominicar a la Corte Suprema.


    C., Juan Manuel s/ Denuncia de amenazas con armas o anónimas


    C, 3152, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos. Juicios en que es parte una provincia. Calidad de parte. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En el sub lite resulta aplicable el Art. 6, Inc. 5, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según la cual, en el pedido de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer.   Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  La calidad de parte de una provincia debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la competencia originaria de la Corte.  Se desprende del pleito que, si bien la Provincia resulta nominalmente demandada en la causa, no lo es en el sentido sustancial, por lo tanto no se encuentra cumplido en autos el requisito mencionado.   Tiene dicho la Corte que las comunas locales, ya sea que se las caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria, y dado que el Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    G., J. A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    G, 694, L. XLII, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cobro de expensas comunes. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos provinciales. Corte Suprema de justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.    De los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender para determinar la competencia, según el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, se desprende que la pretensión del Consorcio tiene por finalidad la ejecución de un certificado de deuda por expensas contra la provincia en cuestión como presunta titular de la unidad funcional, con fundamento en normas de derecho común, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.  Dada la distinta vecindad del actor con la Provincia demandada,  la presente causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.  Cabe advertir que si bien en el Artículo Vigésimo Primero del Reglamento de Copropiedad, se acordó "la jurisdicción de los Tribunales de la Justicia Ordinaria de esta Capital... ", tal cláusula resulta inoponible a la Provincia.  En primer lugar porque tal Reglamento no fue suscripto por ella, en tanto al momento de la firma del ex banco en cuestión, como entidad autárquica provincial fue el que participó en el acuerdo y, en segundo término, puesto que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no puede ser imitada o restringida por otras leyes, máxime cuando la Provincia expresamente solicita la competencia originaria de la Corte rechazando así la prórroga a favor de los tribunales nacionales.


    Consorcio de Propietarios Bartolomé Mitre 1XXX/XX c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecución de expensas


    C, 720, L. XLII, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C.755, XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo",


    Unidos AFJP S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de sumas de dinero


    U, 81, L. XLI, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Álvarez, Marta Teresa c/ Poder Ejecutivo Nacional


    COMP, 247, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de  la causa C. 2738, L. XLI "Corvetto de Rafart y otro c/ B.B.V.A. BancoFrancés S.A. -Sucursal Resistencia- s/ Medida autosatisfactiva".


    Mañas, Estela Nieves c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    M, 884, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia originaria de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 1210, XLI, "Vesubio S.A.C.I.F.E.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Wal Mart S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    W, 179, L. XLI, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Cuestión federal. Causas en que es parte una provincia. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Si el planteamiento efectuado por los actores implica cotejar la Constitución local con la Constitución Nacional, a fin de apreciar si la primera colisiona o no con los principios contenidos en esta última, cabe asignarle un manifiesto contenido federal a la materia debatida en el juicio, pues la pretensión deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, siendo su exposición una típica cuestión de esa especie.   Puesto que lo medular de la disputa remite directa e inmediatamente a desentrañar la inteligencia de los arts. 1°, 5° y 110 de la Constitución Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si ha existido la mentada violación, y toda vez que resulta demandada la Provincia de Mendoza en una causa de manifiesto contenido federal, este caso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Brandi, Eduardo Alberto y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B, 2596, L. XLI, 15 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Causas en que es parte una provincia. 


    Remisión al fallo de la causa "G.C.B.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Ejecución fiscal", publicada en fallos 326:2479.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chaco, Provincia de (Ministerio de Salud) s/ Cobro de sumas de dinero


    G, 2426, L. XLI, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. 


    Procede la competencia originaria de la Corte Suprema -ratione personae-, para entender en la causa toda vez que son demandados una provincia y el Estado Nacional, pues la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con las prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Díaz Lacoste, Alejandro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    D, 1675, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Distinta vecindad. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil - entendido como aquellos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común-, de la materia en debate.


    Mohlinger, Patricia Haydeé c/ Corrientes, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M, 3361, L. XLI, 15 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen en Comp. N° 1899 L.XLI. “expte. N° 12.197 del registro del Juzgado Federal de Primera Instancia N° 2 de Bahía Blanca”.


    Alonso de Saltape, María y otra c/ Lu 24 Radio Tres Arroyos S.R.L. y otro s/ Remoción


    COMP, 389, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Curatela. Establecimientos penitenciarios. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 127, L. XXXVI, “Alonso Jorge s/ Curatela”, Fallos: 323: 1532.


    M., J. s/ Curatela Artículo 12 Código Penal


    COMP, 579, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Reclamo salarial. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    El reclamo contra un ex-empleador de los rubros salariales resulta una cuestión ajena a la instancia extraordinaria.


    Sobre la base de un reclamo contra un ex-empleador de los rubros salariales no tenidos en cuenta al tiempo de practicar la liquidación final, en orden a la naturaleza común de la legislación citada y el carácter privado de las partes en litigio, corresponde concluir que dicho supuesto resulta ajeno a la jurisdicción federal.


    Gauna, Juan c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Cobro de pesos


    COMP, 581, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Delitos comunes cometidos en actos de servicio. Gendarmería Nacional. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente. Competencia federal. 


    En virtud de lo dispuesto por el artículo 117 de la Constitución Nacional y lo reglado por el artículo 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58, la Corte Suprema no puede asumir su competencia originaria si el asunto no concierne a embajadores, ministros o cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan.  La ley ritual limita las contiendas de competencia tan sólo a los juicios que tramitan ante los tribunales de la República, a los que únicamente se refiere el ya citado artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 para autorizar la intervención de la Corte.


    E. M., José por atentado y resistencia a la autoridad, privación ilegítima de la libertad y contrabando de importación de estupefacientes


    COMP, 919, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del fuero federal. 


    Ausencia de sentencia definitiva. Recurso extraordinario mal concedido.


    Es doctrina reiterada del Tribunal que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley N° 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Siemens S.A. c/ Hillmann S.A. s/ Ordinario


    S, 1479, L. XLVII, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de honorarios. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.    La Corte Surpema de Justicia de la Nación no puede asumir competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58.    La competencia originaria de la Corte, que deriva de la Constitución Nacional y es de orden público, determina que no puede ser modificada por otras leyes de inferior jerarquía (art. 31 de la Ley Fundamental).  Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la causa es ajena al conocimiento del Tribunal.


    Cao, Raúl y otro c/ Konowalczuk, Miguel Jorge s/ Ejecución de honorarios


    C, 726, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Expropiación irregular. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen emitido en la causa G. 542, XLII, "Gatic S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Expropiación inversa".


    Gatic S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Expropiación inversa


    G, 541, L. XLII, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Impuestos. Gravedad institucional. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa S. 2597, L. XXXVIII, "Salta, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo".


    Provincia de Salta s/ Garantía Ley 24.049 - Transferencia de servicios nacionales


    P, 196, L. XLI, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.  Tiene dicho la Corte que para dilucidar las cuestiones de competencia se toma imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes.  En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230-, el actor reclama un resarcimiento por la presunta falta de servicio del Poder Judicial de una provincia, atribuyendo responsabilidad extracontractual al Estado local demandado por el incumplimiento de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos.  Al respecto, es dable resaltar que a partir de la sentencia dictada B. 2303, XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios", la Corte modificó su doctrina sobre el concepto de "causa civil", al que se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo, así, con el criterio invariablemente sostenido por el Ministerio Público desde hace más de quince años.  De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a las causas en las cuales, como en el sub examine, se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido uno de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al Derecho Administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por el art. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.  El pleito corresponde al conocimiento de los jueces locales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el arto 14 de la ley 48.  Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajena a esta instancia.


    Albero, Mario Isaac c/ Corrientes, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    A, 2398, L. XL, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.    Se excluye del carácter de "causas civiles" aquellas en las cuales se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido uno de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El fuero federal en razón de la distinta vecindad encuentra su límite en el respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los estados provinciales, de manera de no perturbar su administración interna, lo cual exige que se reserve a sus propios jueces el conocimiento y decisión de tales asuntos.    El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Bartolomé, Ángel Oscar y otra  c/ Rio Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B, 1292, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.    Para dilucidar las cuestiones de competencia se torna imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. Se excluyen del carácter de causas civiles, aquellas en que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al Derecho Administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por el art. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.    El examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


    Trinidad, Luis Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    T, 467, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 3024, L. XXXVIII, "Gatica, Antonio Sergio y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    Soria, Irma Catalina y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    S, 1513, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad extracontractual. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa M. 1569, XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros el Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios".


    Huber, Fernando Gabriel Ramón c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Demanda interruptiva de prescripción


    H, 91, L. XLI, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicio ordinario. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte conferida por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58, no basta que una provincia sea parte en un pleito, puesto que es necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, o sea, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal, o de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia, aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.    Para dilucidar cuándo se presenta una "causa civil", no basta indagar la naturaleza de la pretensión sino que es necesario, además, examinar su origen, como así también la relación de derecho existente entre las partes, ya que tal concepto no puede ser tomado solamente sobre la base de los términos formales de la demanda, sino con relación a la efectiva naturaleza del litigio.    Los bonos de la deuda pública  tienen su origen en un vínculo contractual de carácter administrativo -empréstito público- en el cual la provincia actuó en su carácter de poder administrador, por lo que la relación jurídica está regida por el derecho público local.   En tales condiciones,  para resolver el pleito los jueces deberán examinar normas y actos eminentemente provinciales que crean y regulan los referidos bonos, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la autonomía local ha querido darles, lo que no es del resorte del Tribunal y hace que la causa no sea apta para instar la competencia del art. 117 de la Constitución Nacional.


    Raboy, José Luis  c/ Catamarca, Provincia de s/ Ordinario


    R, 625, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 19, L. XLII, “YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar”.


    Wintershall Energía S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar


    W, 118, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y.19, XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar".


    Wintershall Energía S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Medida cautelar


    W, 119, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes emitidos en autos T. 97, XXXIX, “Transportes Metropolitanos General San Martín y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”; y T. 145, XL, “Transportes Metropolitanos Belgrano Sur


    Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (tercero) s/ Medida cautelar


    T, 294, L. XLII, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  C. 2738, L. XLI "Corvetto de Rafart y otro c/ B.B.V.A. Banco Francés S.A. -Sucursal Resistencia- s/ Medida autosatisfactiva".


    González Zund, María Selva c/ BBVA Banco Francés S.A. Sucursal Resistencia s/ Medida autosatisfactiva


    G, 1198, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Juicios en que la Nación es parte. Calidad de parte. Interés legítimo. Inadmisibilidad del recurso. 


    Interposición del recurso extraordinario federal: Inhabilitación a terceras personas ajenas al proceso.  Art. 21 de la Ley 23.660; Decreto 2284/91 (Ratificado por el Art. 29 de la ley 24.307); Art. 1 del decreto 2741/91 (ANSeS); Art. 3 del decreto 507/93


    La Corte tiene dicho que por vía de excepción, ha admitido la procedencia de recursos extraordinarios entablados por terceros desprovistos de tal calidad, cuando la sentencia dictada sin su intervención afecta sus legítimos interese.   Atento a que la Obra Social Unión Personal de la Unión del Personal Civil de la Nación no es parte en el sub lite, aunque alega estar afectada directamente por la sentencia, corresponde analizar si se verifica a su respecto el supuesto de la excepción.   Más allá de la descripción normativa descripta en la referencia, cabe destacar que contrariamente a lo que sostiene la obra social que intenta impugnar la sentencia y sin perjuicio de su intervención en el procedimiento de determinación de deuda, la controversia que se plantea en el sub lite se suscita, por un lado, entre la AFIP que, en su carácter de organismo encargado de recaudar los recursos destinados al Régimen Nacional de Obra Sociales y transferidos –neto de las comisiones cobradas por las entidades bancarias recaudadoras- a las beneficiarias, dictó la resolución 423/03, por la que se reclama el cumplimiento de ciertas obligaciones y, por el otro, un contribuyente que discute su deber de pago.   En este caso, ambas partes son organismos estatales, corresponde que el conflicto sea dirimido en los términos de la ley 19.983, tal como lo resolvió la cámara, salvo que los directamente afectados cuestionen esta decisión, extremo que no se verifica en el sub examine. Ello conduce, también, a desestimar la posición de la peticionaria, en cuanto sostiene que está habilitada para deducir el recurso del Art. 14 de la ley 48 pese a no ser parte en las actuaciones, toda vez que, como se vio, en autos no concurren las situaciones en las que la Corte, admitió excepcionalmente esa posibilidad.   Quien no reviste la calidad de parte en el proceso, aun cuando alegue tener un gravamen configurado por la decisión impugnada, no está habilitado para interponer el recurso previsto por el Art. 14 de la ley 48, salvo cuando afecta sus legítimos intereses.


    Dirección General de Migraciones c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Recurso de hecho


    D, 115, L. XLI, 19 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Retención indebida. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Comptencia originaria. 


    Toda vez que son partes una provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- y una entidad autárquica nacional,  -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    López, Ana María c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Demanda contencioso administrativa


    L, 322, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Usurpación de predio público. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Los supuestos contemplados por el artículo 116 de la Constitución Nacional sólo se refieren a causas civiles que tratan de aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado.   En consecuencia, si el inmueble objeto de la presunta usurpación pertenece al ámbito provincial, y no se advierte la existencia de algún otro elemento que habilite la jurisdicción federal, corresponde a la justicia local continuar conociendo en la causa.


    L., Santos Esteban s/ Denuncia


    COMP, 921, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Inconstitucionalidad. Fundamentación del recurso. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 


    Demanda de daños y perjuicios contra una provincia. Rechazo del planteo de inconstitucionalidad: afirmaciones dogmáticas carentes de fundamentación fáctica y jurídica.


    La Corte ha entendido que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente en qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen y que tal circunstancia ocurre en el caso concreto.   El planteo efectuado por la actora carece de la debida fundamentación por estar desprovisto de un sustento fáctico y jurídico cierto y efectivo, pues incurre en afirmaciones dogmáticas sin lograr acreditar y demostrar en forma fehaciente cuáles son los derechos o garantías de raigambre constitucional vulnerados y sin siquiera citar las normas constitucionales que considera supuestamente vulneradas por el párrafo que impugna.


    Julio C. Diz S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    J, 85, L. XXXVII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad


    Intervención de la Corte Suprema. Doctrina de los actos propios. Tributos. 


    Carga de la prueba en cabeza de quien solicita la declaración de inconstitucionalidad.


    El interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, qué gravamen le causa y probar, que ello ocurre en un caso concreto. Todo ello, en virtud de evitar juicios abstractos o meramente académicos, en tanto que la intervención de la Corte Suprema no puede tener un simple carácter consultivo.  Si la propia Provincia admite que sus tributos interfieren con la circulación de la energía, tal reconocimiento torna innecesario una actividad probatoria de la reclamante en ese sentido.   Esta actitud provincial permite, su encuadramiento en la doctrina de los actos propios, que descalifica la contradicción con los propios actos anteriores, ya que importaría restar trascendencia a conductas que son jurídicamente relevante y plenamente eficaces.  El reconocimiento provincial respecto de la interferencia de sus tributos con la libre circulación de energía eléctrica goza de la presunción de legitimidad propia de todo acto administrativo.


    Enercor S.A. c/ Corrientes Provincia de s/ Acción declarativa


    E, 384, L. XXXVIII, 09 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Defensa de la competencia


    Debido proceso administrativo. Interpretación de la ley. 


    Facultad de los organismos de la administración pública de intervenir en instancias judiciales de apelación. Deber de ser anoticiados. Incorrecta aplicación de notificación ministerio legis. Defensa de la competencia. Interpretación de la ley: interés económico general.


    Es doctrina del máximo Tribunal que corresponde reconocer a los organismos de la administración pública la facultad de intervenir en las instancias judiciales de apelación en defensa de la legalidad de sus actos.  También la Corte ha resuelto que la repartición cuya decisión fue impugnada, debe ser anoticiada tanto del pronunciamiento dictado en consecuencia y cuanto del recurso extraordinario interpuesto contra este último, pues la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso tiene por objeto conceder a los interesados la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y de plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución del litigio.  La tácita aplicación que ha efectuado el a quo del régimen de notificación ministerio legis que subsidiariamente prevé el último párrafo del artículo 249 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación deviene improcedente, en tanto se trata de una modalidad que el legislador ha contemplado para supuestos diversos al de autos, en los que las partes no hayan cumplido con la carga de constituir domicilio que imponen los dos primeros párrafos de esa norma y, como quedó dicho, no es posible afirmar que sobre la recurrente pesara esa obligación.  Asimismo, la omisión de constitución de domicilio en que se ha fundado el a quo para rechazar el recurso, se contrapone con el criterio adoptado donde se había dispuesto que en la instancia judicial regía el Código Procesal Penal de la Nación, pues este cuerpo normativo no contempla la notificación ministerio legis en que se ha basado la inadmisibilidad.  Por hallarse en discusión la inteligencia asignada a la ley 22.262, cuya naturaleza federal ha sido reconocida por la Corte, no corresponde que el máximo Tribunal se limite a los agravios planteados por las partes o por el tribunal a quo.  Al abordar ese análisis, se advierte que lo resuelto ha desatendido la regla que indica que el mejor método de interpretación de la norma, cualquiera sea su índole, es el que tiene primordialmente en cuenta su finalidad.  En efecto, tal como surge de la exposición de motivos que oportunamente acompañó al proyecto de ley de defensa de la competencia, al examinarse la afectación del interés económico general que requiere el artículo 1° se dejaron a salvo aquellas conductas que "puedan parecer anticompetitivas pero que en verdad resultan beneficiosas para la comunidad". En otros términos, puede afirmarse que en aras de resguardar ese fin primordial, se admiten ciertas conductas que en apariencia podrían encuadrarse en el tipo legal.  Esa específica finalidad de la Ley de Defensa de la Competencia también ha sido reconocida por el Alto Tribunal, al afirmar que su artículo 1° contempla las prácticas que "menoscaben la eficiencia económica del mercado por medio de acciones reñidas con el interés de la comunidad", y tengan "directa incidencia en el bienestar de los consumidores".  En consecuencia, al haberse restado trascendencia a esa finalidad y asignado entidad dirimente a Ia ausencia de "excedente del productor", se ha efectuado una interpretación que desconoce el objeto de la ley sin que, en tales condiciones, la sola invocación de un trabajo publicado por la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia aparezca como fundamento suficiente para concluir en la atipicidad de la conducta.  En la ley hoy vigente, al igual que en la aplicable al sub lite, la ausencia de ganancia tampoco constituye per se un elemento relevante para juzgar si una conducta puede afectar el interés económico general.


    Repsol Yacimientos Petrolíferos Fiscales Gas S.A. - Cooperativa de Obras y Servicios Públicos Sociales y Viviendas El Bolsón Limitada (Coopetel Ltda.) - Totalgas Argentina S.A. - Shell Gas S.A. s/ Infracción ley 22.262


    R, 1242, L. XL, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Demanda


    Cobro de sumas de dinero. Cuestiones de hecho y prueba. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. 


    Si bien las cuestiones de hecho y prueba resultan ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley 48, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que la dan un fundamento sólo aparente y que no encuentran respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa, afectando el derecho de defensa que asiste a las partes.  En la Cláusula Novena del convenio de transferencia de acciones suscripto el 8 de enero de 1985, los  demandados manifestaron que no conocían la existencia de otros juicios en los que la aseguradora sea demandada o parte en cualquier otro carácter, más que los individualizados en el listado, y en relación con ello, en la Cláusula Séptima, se pactó que los vendedores eran solidariamente responsables por pasivos ocultos o activos inexistentes a la fecha del convenio, conforme a ese listado de juicios.  Asiste razón a la recurrente toda vez que el a quo, si bien reconoce expresamente la existencia de otros pleitos -al 8/1/85- además de los enunciados en el listado referido, para resolver la respecto de pasivos ocultos, otorgó una inteligencia a la Cláusula Séptima del convenio de transferencia de acciones -y, en consecuencia, a la responsabilidad por pasivos ocultos allí pactada-, que implica limitar -o hasta anular- su alcance, con basamento en pautas de excesiva laxitud.   En este sentido, la alzada entendió que la expresión pasivos ocultos, acordada en forma voluntaria por las partes (art. 1197, C.C.), comprendía aquéllos intencionalmente ocultados, sin dar fundamento alguno al respecto, como era menester; considerando que el contenido de las Cláusulas mencionadas, no permite, razonablemente, deducir esa interpretación restringida, sino que, por el contrario, la garantía parece extenderse a la inexistencia -al 8/1/85- de pasivos no declarados, y desconocidos, en principio, por ambas partes. En ese contexto, la asignación -a la Cláusula Séptima- de un alcance reñido con la literalidad de sus términos, requería al menos, un examen adecuado de todas las constancias agregadas y de las circunstancias particulares del sub lite, sin que la eventual omisión en la auditoría, constituya un argumento suficiente para rechazar la acción.  La alzada omitió la valoración de prueba conducente para la solución de la causa, relativa a los pleitos de cuya existencia la demandada tomó conocimiento, teniendo en cuenta que uno de los pilares del pronunciamiento gira en torno a la falta de notificación a los enajenantes de esas causas, antes de suscribir el convenio.


    Pocovi, Osmar Miguel y otro c/ Brennan, Horacio Marcelo Santos y otros


    P, 2235, L. XL, 12 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Constitucional


    Cuestiones de competencia. Competencia originaria. Prestaciones de la obra social. Provincias. Competencia Provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa  A. 373, XLII, Originario "A.F.l.P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución Fiscal'.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.    El concepto de "causa civil"  a los efectos de determinar la  competencia originaria, se limita a "aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado", quedando descartados los pleitos que exijan el examen de materias regladas por disposiciones dictadas por las autoridades provinciales, en ejercicio de sus atribuciones no delegadas a la Nación, respecto de las cuales éstas conservan su soberanía absoluta (arts. 121 y siguientes de la Ley Fundamental).    A fin de dilucidar qué se entiende por "causa civil", es dable poner de resalto que no basta con indagar la naturaleza de la pretensión, sino que es necesario, además, examinar su origen, como así también la relación de derecho existente entre las partes, desde que tal concepto no puede ser tomado solamente sobre la base de los términos formales de la demanda, sino con relación a la efectiva naturaleza del litigio.  Por lo expuesto,  proceso corresponde al conocimiento de los jueces locales, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas donde se ventilen asuntos regidos por el derecho público provincial,sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el artículo 14 de la ley 48.


    Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires - Hospital Italiano-  c/ Chubut, Provincia de s/ Incumplimiento de prestación de obra social


    S, 20, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Declaraciones. 


    Acción de amparo: requisitos para su procedencia. Facultad de la AFIP de denegar la habilitación de la cuenta corriente computarizada. Inexistencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta.


    Es asentada doctrina que el art. 2°, inc. d), de la ley 16.986 halla su quicio en tanto se admita el debate de inconstitucionalidad en el ámbito del proceso de amparo, cuando al momento de dictar sentencia se pudiese establecer si las disposiciones impugnadas resultan o no clara, palmaria o manifiestamente violatorias de las garantías constitucionales que este remedio tiende a proteger. Impedir este análisis en el amparo es contrariar las disposiciones legales que lo fundan al establecerlo como remedio para asegurar la efectiva vigencia de los derechos constitucionales, explícitos o implícitos, así como la función esencial de la Corte, de preservar la supremacía constitucional. Este criterio no ha variado, sin más, por la sanción del nuevo art. 43 de la Constitución Nacional, pues reproduce -en lo que aquí importa- el art. 1° de la ley reglamentaria, imponiéndose idénticos requisitos para su procedencia.  No se advierte que se configure en autos el supuesto de procedencia examinado anteriormente, en las condiciones fijadas por la jurisprudencia del Tribunal, dado que la facultad de denegar la habilitación de la cuenta corriente computarizada -conferida a la AFIP por el art. 1° del decreto 839/97 en virtud de las facultades que le encomienda la ley 23.658- no se evidencia como clara, palmaria o manifiestamente contraria a las leyes 22.021, 22.702 y 23.658.   Desde esta perspectiva, es evidente que el art. 1° del decreto 839/97 representa una decisión clara y terminante del Poder Ejecutivo Nacional de ejercer las funciones que le encomienda la ley 23.658, régimen al que se encuentra sujeto el proyecto industrial de la actora.  El reconocimiento de tal facultad impide -dentro del limitado marco del presente proceso- acceder a lo peticionado por el amparista, no sólo porque la decisión reglamentaria así adoptada no puede ser tachada de manifiestamente arbitraria o ilegítima, sino también porque la declaración de inconstitucionalidad es la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados.


    Indepro S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    I, 185, L. XLI, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso extraordianrio denegado. Aportes y contribuciones previsionales. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    La garantía de defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino, también, la de obtener una sentencia que sea una derivación razonada del derecho vigente en relación a los hechos demostrados en el proceso.  Los magistrados convalidaron, en definitiva, la indefensión que alegó la recurrente y ello sobre la base de afirmaciones que aparecen como dogmáticas y por ende insuficientes para brindar cimiento a una decisión judicial, máxime cuando provienen de un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes que actúan en dicha órbita a fin de impedir que puedan actuar con discrecionalidad.


    Gómez, Laura Beatriz c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    G, 123, L. XLI, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Derecho Penal


    Parte General. Ámbito de Validez del Derecho Penal. Aplicación Temporal de la Ley Penal. Ley Penal Más Benigna. 


    Cuestiones no federales. Análisis de cuestiones de hecho y de derecho común. Excepción: Arbitrariedad. Ley penal más benigna. Exigencia de comparación integral.


    Cuando la ley penal sancionada con posterioridad al hecho incriminado depare, en definitiva, un tratamiento más favorable al imputado, ella debe ser aplicada íntegramente, incluyendo aquellos aspectos que, individualmente considerados, resulten desventajosos con relación a la ley anterior. Este imperativo impide a los jueces construir una norma con los aspectos más benévolos de leyes sucesivas -quienes de lo contrario, aparecerían finalmente sustituyéndose al legislador en la valoración de la conducta. Si un juez entiende que el régimen establecido a partir de la reforma de la ley 25.990 resulta más benigno para el análisis de las normas de prescripción de la acción, no puede obviar las causales que la misma norma -a partir de su modificación por la ley 25.188- contiene para suspender el curso de la prescripción en los casos en que alguno de los imputados sea un funcionario que se encuentre desempeñando un cargo público. El requisito de la introducción oportuna sólo rige, en principio, respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la ley 48, las que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención de la instancia extraordinaria como último intérprete, pero no respecto de la arbitrariedad pues las partes no tienen por qué admitir de antemano, que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. La carga de quien recurre de exponer una crítica prolija, concreta y razonada de la sentencia impugnada, así como la refutación de todos y cada uno de los fundamentos enunciados por el tribunal para arribar a las conclusiones que motivan los agravios sólo puede ser cumplida en relación con los que fueron expuestos efectivamente por el a quo y no podrá exigirse la confrontación de argumentos que, recién al momento de analizar la procedencia del recurso, son introducidos por el tribunal.


    R., Carlos Agustín y otros s/ Abuso de autoridad en los términos del Artículo 248 del Código Penal -causa N° 10.503-


    R, 1972, L. XLI, 21 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Procesal Constitucional


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Medidas cautelares. Entidades financieras. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien es cierto que la Corte ha sostenido que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan como principio el otorgamiento del recurso extraordinario, tal doctrina cede en los supuestos en que aquéllas causan un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior ya que ello acuerda al fallo el carácter de equiparable a definitivo a los efectos del artículo14 de la ley 48.  Tiene dicho V.E. que el propósito del artículo 42 de la ley de entidades financieras, conforme al cual la apelación contra las sanciones impuestas por el B.C.R.A. se concederá al solo efecto devolutivo, ha sido el de evitar que, por la vía de la interposición del recurso que autoriza, se impida la adopción de providencias que, a juicio de la entidad facultada para ejercer el control de la actividad financiera, fuere necesario concretar con celeridad para lograr el resguardo del sistema, desnaturalizando así el procedimiento establecido por la ley de la materia  consistente en la creación y mantenimiento de un mercado financiero competitivo y solvente por lo que entendió inadmisible la prescindencia del texto legal en razón del evidente riesgo de frustrar las consecuencias de las disposiciones legales dictadas en ejercicio del poder de policía y control del sistema financiero.


    Banco Mercurio S.A. y otros c/ Banco Central de la República Argentina - Resolución 87/04 (Expediente 100.539/00 sum. fin. 1016) y otros s/ Medida cautelar


    B, 1394, L. XLI, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso Extraordinario Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa "Bustos",  Fallos: 327:4495.


    Benítez, Irbid Judith Lucía c/ Bank of Boston S.A.


    B, 2580, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Dictamen jurídico previo


    Recurso extraordinario federal. 


    Solicita se libren oficios.


    Beguerie de Ruiz Frías, María Celina Julieta c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Usucapión


    B, 522, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    La Celina S.A. Agrícola Ganadera e Industrial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Usucapión


    L, 304, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal


    Recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 428, L. XLI, "Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Leadcam S.A. s/ Cobro de actas de fiscalización".


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Leadcam S.A. s/ Ejecución Fiscal


    F, 71, L. XLI, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F.428. L.XLI. "Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Leadcam S.A. s/ Cobro de actas de fiscalización".


    Administración Federal de ingresos Públicos c/ Ipesa S.A. s/ Ejecución Fiscal


    F, 70, L. XLI, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G.1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Gómez, José c/ Molina, Delia s/ Ejecución Ley 24.441


    G, 2493, L. XLI, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    B.I.I. Creditanstalt International Bank Ltda. c/ La Tralla S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    B, 317, L. XLII, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Nebel, Ana Etel y otros c/ Orue, Francisco José s/ Ejecución hipotecaria


    N, 35, L. XLII, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Monti, César c/ Instituto de Neurobiología s/ Ejecución hipotecaria


    M, 815, L. XLII, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria" y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Tillyke Financial Corp S.A. y otros c/ Fraga, Daniel s/ Ejecución hipotecaria


    T, 287, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Paz, Sergio Alfredo y otro c/ Pino, Hugo Lorenzo


    P, 453, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Lutuake, Gilda c/ Small, Basilio s/ Ejecución hipotecaria


    L, 1568, L. XLI, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Pasolli, Ricardo c/ Carrasco o Carrasco Sareyzky, Alberto s/ Ejecución hipotecaria


    P, 594, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Sociedad Militar Seguro de Vida Institución Mutualista c/ Costos y organización informática


    S, 606, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Guerra, Natalia Inés y otra c/ Vinocur, Liliana Mónica


    G, 1854, L. XLI, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Andrés, Jaime Emilio y otros c/ Cárdenas, Juan Carlos s/ Ejecución hipotecaria


    A, 1160, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Cooperativa Credivico de Crédito, Vivienda y Consumo Limi c/ Braica, Macelo Oscar y otro


    C, 1842, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Giménez, Perla y otro c/ Molle, Domingo Ambrosio s/ Ejecución hipotecaria


    G, 1265, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Ianni, Rosario c/ Francica, José Claudio y otro s/ Ejecución hipotecaria


    I, 259, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Kusner, Oscar c/ Sbaffi, Horacio Pedro y otros


    K, 133, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Maquirrian, Carolina y otros c/ Kandel Reino, Juan s/ Ejecución hipotecaria Ley 24.441


    M, 1472, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Mennella, Fernando Rafael c/ Dettano de Zamboninim, Hilda Raquel s/ Ejecución hipotecaria


    M, 1613, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Narez, Norma Cristina c/ Rubino, Gerardo y otro s/ Ejecución hipotecaria


    N, 250, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Pala, Domingo Alberto c/ Colloca, Domingo Roberto


    P, 959, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Pala, Domingo c/ Colloca, Domingo Roberto


    P, 960, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Pecorena, Raquel de los Ángeles c/ Milroy Mella, Roberto s/ Ejecución hipotecaria


    P, 1157, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Pederiva, Susana Beatriz c/ Rendón, Gustavo Javier y otro s/ Ejecución hipotecaria


    P, 991, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Benas, Roberto c/ Finanparc S.A.


    B, 329, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cappiella, Guillermo y otra c/ Morera, Silvia y otros


    C, 1517, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Fecred S.A. c/ Turdera, Horacio Miguel


    F, 330, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rodríguez Viau, Juan Carlos y otro c/ Garibaldi, Mirta Alicia


    R, 833, L. XLI, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Siman S.A. c/ Diagnóstico Centenario S.R.L. y otros


    S, 2436, L. XLI, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Spertino, José Santiago c/ Doval, María Valeria s/ Ejecución hipotecaria


    S, 1254, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 1517, L. XLII, "Cappiella, Guillermo y otro c/ Morera, Silvia y otros s/ reajuste de convenio" y al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cappiella, Guillermo y otra c/ Morera, Silvia y otros


    C, 1392, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Tabak Wolf, Denise Vanessa c/ Matienzo, Rafael Augusto s/ Consignación


    T, 533, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Admisibildiad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Frajewicki, Víctor c/ Cerutti, María s/ Ejecución hipotecaria


    F, 172, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Devolución del expediente. Economía procesal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    De Langhe, Francisco de Asís y otra c/ Bustos, Marta Susana y otro s/ Ejecución hipotecaria


    D, 171, L. XLII, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Gaudioso, María L. c/ Gutkowski, Fernando s/ Ejecución hipotecaria


    G, 1072, L. XLII, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Ley de emergencia económica. Constitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Burone de Muni, Graciela Celia y otro c/ Manterola Rivero, Laura s/ Ejecución hipotecaria


    B, 2530, L. XLI, 02 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Capua, Isabel Beatriz c/ Gibella de Quercia, Silvia Paulina y otro s/ Ejecución hipotecaria.


    C, 311, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Szlufman, Mauricio c/ Mumeli, Sabina Adriana s/ Ejecución hipotecaria


    S, 497, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Saraceno, Oscar Alfredo c/ Florimonte, Juan Carlos y otro s/ Ejecución hipotecaria


    S, 2463, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Embargo preventivo


    Subasta de inmuebles. Citación judicial. Cuestiones de hecho y prueba. Defensa en juicio. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Embargo preventivo. Subasta de inmuebles. Citación judicial. Cuestiones de hecho y prueba. Defensa en juicio. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia.   Dada la íntima vinculación existente entre la materia federal y la arbitrariedad  aludida, corresponde tratar unos y otros agravios en forma conjunta.  Corresponde recordar que la Corte tiene dicho que resulta admisible el recurso extraordinario, aunque los agravios remitan a cuestiones fácticas y de derecho común, cuando el tribunal ha efectuado una exégesis  inadecuada de las normas legales aplicables, con menoscabo de las garantías constitucionales. El hecho de que se trate de cuestiones de derecho procesal y público local, no es óbice a la admisibilidad del recurso extraordinario cuando la sentencia impugnada incurre en una interpretación literal y formalista de las reglas en juego que las torna inoperantes, con claro cercenamiento de la garantía constitucional del debido proceso.  Si bien lo atinente a las nulidades procesales reviste el carácter de una cuestión de hecho y derecho procesal, ajena al recurso extraordinario, ello no es óbice para hacer excepción a dicha doctrina si con lo resuelto -con carácter definitivo- se ha incurrido en un rigor formal lesivo de la garantía de la defensa en juicio.  Si la ley impone entre otros requisitos previos a ordenar la subasta, el requerimiento de informe al Registro de la Propiedad Inmueble sobre las condiciones de dominio, inhibiciones y gravámenes, y exige asimismo la presentación del título de propiedad, resulta palmario que quien figura en dichos instrumentos como titular del dominio debe ser indefectible y debidamente citado, no siendo suficiente para ello la publicación de edictos, puesto que cualquier otra interpretación despojaría de sentido al cumplimiento de los requisitos previstos.  No resulta irrazonable la aplicación por analogía del Art. 3162 del Código Civil, para el supuesto de terceros poseedores propietarios de un bien hipotecado, en tanto dicho instituto autoriza a "perseguir" la cosa en poder del adquirente, y pedir su ejecución y venta como podría hacerlo contra el deudor, pero supeditándolo al requerimiento previo al pago conforme lo ordena el Art. 3183 de tal ordenamiento jurídico.  La inviolabilidad de la defensa en juicio requiere que el litigante sea oído y se le dé ocasión de hacer valer sus medios de defensa en la oportunidad y forma prevista por las leyes de procedimiento.  Por lo expuesto, el titular de dominio debió ser adecuadamente citado, e intimado a cancelar el gravamen que tomó a su cargo, a fin de preservar sus legítimos derechos de defensa en juicio y de propiedad.


    Carrera, Modesta c/ Auquen S.A.F.I.C.I.A.


    C, 3145, L. XLI, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Empleo público


    Extinción de la relación funcional. Cese de funciones. Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. Sentencia definitiva. 


    La Corte ha expresado que la vía del art. 14 de la ley 48 sólo puede habilitarse después que ha recaído sentencia definitiva, que es aquella que pone fin al debate o que impide su continuación, carácter que sólo en particulares y definidas situaciones, que en cl caso no se advierten ni han sido alegadas, puede justificar la existencia de un agravio de insuficiente reparación ulterior.  Al respecto, es menester recordar que el alcance de las peticiones de las partes es materia propia de los jueces de la causa y ajena al recurso extraordinario, al igual que la doctrina del Tribunal que sostiene que los planteos vinculados con las facultades provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y las leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario federal, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas.  Corresponde desestimar el remedio federal articulado al no haberse demostrado la existencia de un requisito indispensable para su admisibilidad, como es que la resolución impugnada revista el carácter de definitiva, ni darse un caso de gravedad institucional que permita hacer excepción a la exigencia de tal recaudo, habida cuenta de que en el sub lite sólo se halla en juego el interés personal de la propia reclamante.  La ausencia de tal requisito no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta la recurrente al pretender conculcados los derechos y las garantías reconocidos en los arts. 1, 5, 17, 18, 31, 110 y 115 de la Constitución Nacional y arts. 10, 208 y 201 de la Constitución Provincial.


    Galiano de Luchetta, Amanda Josefa c/ Provincia de San Luis


    G, 2258, L. XXXIX, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Evasión fiscal


    Improcedencia del recurso. Período fiscal de liquidación. Declaración jurada. Interpretación de la ley. 


    Procede el recurso extraordinario federal cuando los agravios del apelante están dirigidos a cuestionar el alcance que se le debe atribuir a una norma de naturaleza federal, como lo es la ley 23.771, y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a su pretensión.  La Corte tiene dicho que en tanto la ley que establece la tributación sobre el valor agregado, no sólo dispone una forma de liquidación por mes calendario y el pago del impuesto, sino que también exige una declaración jurada anual que es la que en definitiva clausura o decide la condición económica del contribuyente frente al fisco a lo largo de un ejercicio final o año calendario, la condición objetiva de punibilidad fijada en la ley penal tributaria cuando se refiere a la evasión 'durante un ejercicio o período fiscal' debe entenderse que es anual.  Respecto de la relevancia típica de la declaración jurada anual informativa, sólo es considerada para precisar los conceptos de ejercicio o período fiscal, y no como un elemento constitutivo del tipo penal.  En lo relativo al agravio vinculado con la supuesta contradicción en la que habría incurrido la Cámara al interpretar en forma diferente los términos cuestionados respecto del delito previsto en el artículo 8 de la ley 23.771, el análisis realizado por el a quo de esa expresión a partir de la modificación introducida por el artículo 1 de la ley 24. 769, sólo se limitó a definir uno de los elementos que componen el tipo penal de evasión tributaria, sin que el recurrente haya explicado porqué necesariamente esa interpretación debe hacerse extensiva a otras figuras como la de retención indebida de tributos, situación que, por otro lado, el tribunal de la anterior instancia resolvió por las reglas del artículo 2 del Código Penal.


    V., Oscar Alfredo s/ Denuncia infracción Ley 23.771


    V, 160, L. XLI, 18 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Excepción de incompetencia


    Declaración de inconstitucionalidad. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión a fallos 327:3610 (“Castillo”).


    Ruiz, Bartolomé Segundo c/ Polimec S.A. y otro


    R, 885, L. XL, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Expropiación irregular


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen emitido en G. 542, XLII, Originario, "Gatic S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Expropiación inversa".


    Aracua S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Expropiación inversa


    A, 548, L. XLII, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Extracción de sangre


    Extracción forzada. Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Si bien es cierto que la apelación extraordinaria es improcedente cuando se pretende revisar decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de recursos, la Corte ha hecho excepción a ese principio y la ha admitido, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y defensa en juicio, cuando concurren supuestos de arbitrariedad y la resolución impugnada resulta, por sus efectos, equiparable a sentencia definitiva.  Cuando el a quo prescinde de las constancias del expediente, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por el Tribunal, priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    N. H., Marcela y N. H., Felipe s/ Recurso de casación


    N, 305, L. XLI, 21 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Garantías procesales


    Debido proceso. Circunstancias actuales. Pronunciamientos inoficiosos. Actos y diligencias procesales. Falta de traslado. 


    Se solicita al Tribunal que en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, de estimarlo procedente y en salvaguarda del principio de bilateralidad procesal, disponga que se confiera traslado a ambas partes en litigio para que manifiesten lo que consideren pertinente.   Con este proceder, se conciliarán, por un lado, el debido proceso legal y, por el otro, la jurisprudencia de la Corte en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Ordoñez, Carlos Eduardo y otros c/ Provincia de Salta


    O, 321, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Homicidio calificado


    Hurto. Concurso real. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    No son aptos para abrir la instancia del artículo 14 de la ley 48 los agravios que reiteran dogmáticamente asertos ya vertidos en otras instancias sin plantear una crítica concreta y razonada de los argumentos dados por el a quo para desecharlos, máxime si sólo traducen discrepancias acerca de cuestiones de hecho y derecho común, materia propia de los jueces de la causa, y si la decisión cuenta con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad.  Se satisfacen las pautas establecidas por la Corte Suprema en los autos "Casal, Matías Eugenio y otro sobre robo simple en grado de tentativa -causa n° 1681-", si el juez atendió y dio respuesta a los agravios de la defensa, al mismo tiempo que revisó la razonabilidad de los fundamentos que llevaron al tribunal oral a la certeza necesaria para adoptar un juicio de condena. En tales condiciones, no se advierte menoscabo a la garantía de la doble instancia, pues más allá de que los términos rituales utilizados por la Cámara para desestimar el recurso podrían sugerir su rechazo por motivos formales, la lectura íntegra de la sentencia permite apreciar la contestación suficiente a cada uno de los puntos controvertidos sobre el fondo de la cuestión.  Si bien es cierto que para establecer el alcance y los límites de la decisión que emana de un fallo ha de estarse a su parte dispositiva, no lo es menos que no debe prescindirse de sus fundamentos, pues toda sentencia constituye una unidad, en la que aquélla parte no es sino la conclusión final y necesaria de los análisis de los presupuestos de hecho y legales tenidos en cuenta. Por ello, la misión judicial no se agota en la remisión a la nuda literalidad de las palabras, sino que requiere del intérprete la búsqueda de su significación jurídica, de modo que cabe superar los términos utilizados para desestimar el recurso de casación en beneficio de la real sustancia que exhibe la sentencia en tanto unidad lógico-jurídica.


    F., Luis Ángel s/ Homicidio agravado por alevosía, etc. -causa nº 1.460-


    F, 476, L. XLI, 23 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Honorarios


    Notificación. Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa referidas a cuestiones de hecho y de derecho procesal, no menos cierto es que la Corte Suprema ha hecho excepción a tal criterio en supuestos en que el asunto litigioso se resuelve de modo dogmático, poniendo de manifiesto un enfoque parcial del asunto y satisfaciendo de manera aparente la exigencia de que las decisiones judiciales constituyan una derivación razonada del derecho vigente con ajuste a los hechos comprobados de la causa.  La exigencia prevista en el art. 62 de la ley 21.398, que ordena que toda notificación al cliente en materia de honorarios se realice en el domicilio real, persigue evitar la indefensión del obligado al pago de honorarios, situación que podría producirse si se otorgara validez a la notificación en el domicilio constituido, ya que normalmente éste es el del letrado con el que, en materia de retribución, puede tener intereses contrapuestos.  Los jueces de la Cámara han omitido una correcta exégesis de las normas invocadas por la recurrente, sin que resulte fundamento suficiente lo argumentado por aquéllos en cuanto a que el artículo 32 de la ley n° 18.345 partes pueda desplazar a la norma específica que regula el caso, como se sostuviera en las instancias.  Las pautas de computo de los intereses establecidas por la Alzada -si bien materia de eminente naturaleza común, incurren en defectos de fundamentación normativa apartándose del régimen legal aplicable, por lo que corresponde descalificar la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    Díaz, Armando Enrique c/ Techint  -SADE-  Contreras IECSA-UTE


    D, 510, L. XLI, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Imparcialidad del juez


    Remisión al dictamen de la causa D. 81, L. XLI, "D., Maria Graciela y F., Carlos Andrés s/ Homicidio calificado por el vínculo y por alevosía".


    Toda vez que si bien en el caso los jueces que integraron el tribunal que confirmó la condena del imputado no son los mismos que actuaron en ocasión de revisar su procesamiento, lo cierto es que aquellos magistrados ya habian emitido opinión respecto de su mujer y por ende sobre la existencia del hecho, sus circunstancias y responsabilidades, estando ambos imputados estrechamente vinculados en la ocurrencia del hecho.


    D., María Graciela y F., Carlos Andrés s/ Homicidio calificado por el vínculo y por alevosía -causa n° 413/03-


    D, 83, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Impuesto sobre los Ingresos Brutos


    Recurso extraordinario federal. Denegatoria de recurso. 


    Remisión al fallo de la causa L. 373, L. XXXIX, “La Cabaña S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y al dictamen de la causa Z. 110, L. XXXV, “Zenit Turismo S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    La pretensión de la actora no constituye causa o acto contencioso que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    Expreso Quilmes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E, 121, L. XXXV, 31 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento del contrato


    Autorización para girar en descubierto. Daños y perjuicios. Rechazo del cheque. Cierre de cuenta corriente. Apartamiento de las constancias de la causa. Perito contador. Regulación de honorarios. Oportunidad procesal. 


    Si bien los agravios presentados pueden remitir al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley Nº 48, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que la dan un fundamento sólo aparente y que no encuentran respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa y en la aplicación del derecho vigente, afectando el derecho de defensa que asiste a las partes.


    Samuel Eidman S.A.I.C. c/ Nuevo Banco del Chaco s/ Incumplimiento contractual


    S, 697, L. XLI, 12 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por despido


    Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    En caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, uno de los cuales es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir dicha tacha no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha.  Aunque varios agravios remitan al estudio de temas fácticos y de derecho procesal y común -que son, como regla, ajenos a la instancia de excepción- tal circunstancia no constituye óbice para su tratamiento con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad cuando, con menoscabo de garantías constitucionales, la sentencia se basa en argumentos que le confieren un fundamento aparente y, en consecuencia, resultan ineficaces para sostener la solución adoptada; extremo al que se suma la existencia de omisiones en el examen de cuestiones oportunamente propuestas.  La Cámara no atendió a los agravios conducentes llevados por la reclamada en su escrito de apelación, ni trató en su sentencia el planteo referido a la validez constitucional del artículo 4° de la Ley n° 25.561, ni justificó, en rigor, sus restantes asertos -en especial, el referido a la declaración de puro derecho de la causa- por lo que el decisorio debe invalidarse.


    Medrano Allende, Adrián Felipe c/ Nuevo Banco Bisel S.A. s/ Diferencias de salarios


    M, 1796, L. XLI, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicio ejecutivo


    Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos, por regla, son insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, ya que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior. Sin embargo, es posible dejar de lado dicho principio cuando el asunto fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior en un juicio ordinario.  El recurso interpuesto es formalmente admisible, pues se cuestiona la inteligencia de normas federales y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que el apelante funda en ellas.  En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de la Cámara ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.


    Santiere, Juan José c/ Banco Boston s/ Ejecutivo


    S, 1405, L. XLI, 31 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado


    Inadmibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A.2414, L. XLI, "Alonso, Alberto y otros c/ M° de Justicia - Poder Judicial de la Nación s/ Empleo público".


    Alonso, Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Poder Judicial de la Nación s/ Recurso de hecho


    A, 2228, L. XLI, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia


    Vistas y traslados. 


    Remisión al fallo de la causa C. 2124, L. XLI, "Comunidad Indígena Eben Ezer c/ Provincia de Salta - Ministerio de Empleo y la Producción".


    Ordoñez, Carlos Eduardo y otros c/ Provincia de Salta


    O, 321, L. XLI, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Bilbao La Vieja, Juan Alberto c/ Tálamo, Domingo Benito s/ Ejecutivo


    B, 2590, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Quintans, Carmen c/ Carrera, Liliana Noemí s/ Ejecución hipotecaria


    Q, 5, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Fara, Gembe y otro c/ Carrea, Liliana Beatriz


    F, 1552, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Mantenimiento del recurso


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada, se mantiene la queja interpuesta.


    C., Javier Antonio s/ Robo -causa nº 27.325-


    C, 602, L. XLII, 25 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medida para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Parodi Combustibles S.A. c/ YPF S.A.


    P, 604, L. XLII, 28 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa “Pindo S.A. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Medida cautelar”.


    Don Basilio S.R.L. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Medida cautelar


    D, 379, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa “Pindo S.A. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Medida cautelar”.


    Lipsia S.A. Inmobiliaria Comercial y Financiera c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Medida cautelar


    L, 381, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen emitido en "Pindo S.A. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ medida cautelar".


    El Vasco S.A. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Medida cautelar


    E, 139, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen emitido en "Pindo S.A. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ medida cautelar".


    Establecimiento Maderero Chodorge S.A. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Medida cautelar


    E, 140, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen emitido en "Pindo S.A. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Medida cautelar".


    Productores de Yerba Mate de Santo Pipo Sociedad Cooperativa Limitada c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Medida cautelar


    P, 475, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Velázquez Ibarra, Pedro A. s/ Incompetencia territorial


    COMP, 593, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    A fin de mejor dictaminar, solicita los autos principales N° 79.855/03 caratulados "Banco Mayo c/ Axis Telecom s/ Ejecución prendaria (s/ Incidente de ejecución de honorarios)".


    Banco Mayo Cooperativo Limitado c/ Axis Telecom S.R.L.


    B, 2457, L. XLI, 13 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    A fin de mejor dictaminar, solicita remisión de actuaciones.


    Balconi, Gustavo M. s/ Su solicitud de avocamiento en autos: Amarilla automotores S.A. c/ Scania Argentina S.A. s/ Amparo


    B, 2571, L. XLI, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medida para mejor dictaminar: solicita remisión de la documentación agregada al expediente.


    Helicópteros Marinos S.A. c/ Tierra del Fuego Provincia de s/ Acción declarativa


    H, 340, L. XXXIX, 03 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicita a la Corte Suprema la remisión del expediente administrativo N° 2306-352.792/97 (correspondiente a la causa E. 115/98 L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa").


    Transportes Automotores La Estrella Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    T, 50, L. XXXV, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicita la remisión de los autos N° 9121/01, "Rodríguez Zahn, Gustavo s/ Concurso preventivo", y los expedientes N° 522-17-02 y 523-17-02 -"Rodríguez Zahn, Gustavo s/ Amparo".


    Rodríguez Zahn, Gustavo s/ Concurso preventivo s/ Recurso de queja


    R, 252, L. XLII, 06 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    Gavelini, Jorge c/ Edificar S.A. y otro


    G, 844, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Ithurrart, Omar Osvaldo c/ Galarraga, Armando y otro s/ Ordinario


    COMP, 609, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Solicita autos caratulados: "Danielewicz, Lidia H. c/ Ermini, Vicente Nazareno y otra s/ Recurso de hecho por denegación del extraordinario”, expte. D 696 del 2004.


    Danielewicz, Lidia Haydeé c/ Ermin, Vicente Nazareno y otro s/ Ejecución hipotecaria


    D, 101, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Centro de Empleados de Comercio San Nicolás y otros c/ La Universal de Héctor Pousa S.A. s/ Embargo Preventivo


    COMP, 927, L. XLII, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Faille de Gómez Acuña, Elena Estefanía y otros c/ Kucza, María Isabel y otros


    F, 42, L. XLII, 18 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Jiménez, Josefa Delicia c/ Pussetto Salta S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 1812, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Modulor S.A. s/ Quiebra


    COMP, 1810, L. XLI, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Solicita remisión de expedientes.


    Cuni, Rosaria y otro c/ Sueiro, José Ramón y otros


    C, 917, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pensiones no contributivas


    Facultades reglamentarias. Poder Ejecutivo Nacional. Cuestión federal. Recurso extraordinario. 


    Procede el recurso extraordinario toda vez que se ha puesto en tela de juicio la validez de un decreto del Poder Ejecutivo Nacional por ser contrario a normas de la Constitución Nacional y de varios tratados internacionales al que de ella hace referencia y la decisión ha sido adversa al derecho fundado en éstas últimas.  El beneficio establecido por el art. 9 de la ley 13.478, decreto reglamentario 432/97 (modificado por el 582/03) en cuanto otorga pensiones no contributivas a la vejez, tiene su raíz en la facultad otorgada por el inc. 20 del art. 75 de la Carta Fundamental, al Congreso de la Nación, que no trata sobre las pensiones del régimen jubilatorio, sino sobre prestaciones de pagos periódicos que se otorgan gratuitamente a quienes hayan realizado acciones que merezcan la gratitud de la Nación, como también puede concedérselas a ancianos o minusválidos.  Los beneficios como el establecido en el art. 9 de la ley 13.478 en cuanto otorga pensiones no contributivas a la vejez, los vota el Congreso en forma espontánea como favor o amparo, a diferencia de la pensión legal que proviene de una vinculación de derecho preexistente regida por un estatuto legal en el cual el beneficio se establece en relación estricta y directa con los servicios rendidos y los aportes realizados, y puede libremente disminuirla o hacerla cesar, o  someterla a nuevas condiciones  cuando el interés social así lo aconseje, sin que pueda decirse que por ello se hiera un derecho perfecto.  Las normas dictadas por el Poder Ejecutivo, en ejercicio de la facultad reglamentaria, con carácter general para fijar los derechos individuales, deben ser cumplidas como la ley misma, porque forman parte de ella.  La garantía constitucional de la igualdad no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o de grupos de personas, aunque su fundamento sea opinable.  El derecho que consagra la garantía de igualdad, que consiste en aplicar la ley a todos los casos ocurrentes según sus diferencias constitutivas, no refiere a la igualdad absoluta o rígida, sino a la igualdad para todos los casos idénticos, lo que importa la prohibición de establecer excepciones que excluyan a unos de los que se les concede a otros en las mismas circunstancias, pero, asimismo, no impide que el legislador establezca distinciones valederas entre supuestos que estime diferentes o que obedezcan a una objetiva razón de discriminación.  No resulta reprochable, en el marco de la garantía de igualdad, una distinción en razón de la nacionalidad misma como es la que efectúa el decreto 432/97 en cuanto impone el requisito de residencia para acceder a las prestaciones instituidas por el  art. 9 de la ley 13.478,  toda vez que negar la aplicación de dicho concepto sería negar la existencia de la Nación misma, máxime cuando lo que se pretende es una prestación en dinero, cuyo monto se descuenta directamente de las arcas del Estado Argentino y que no se financian con el aporte contributivo de sus beneficios, por lo que siempre se encuentran limitadas a las posibilidades de los recursos económicos que establezca la Ley de Presupuesto Nacional, amén de que otorgarlas es una facultad y no una obligación.  El decreto 432/97 impone el requisito de residencia tanto a los argentinos nativos, a los naturalizados (cinco años) como a los extranjeros (40 años con la modificación introducida por el decreto 582/03), lo que da cuenta de que el fin buscado, es que el beneficio de este tipo de pensiones habite en el territorio de la República, así como también puede apreciarse con claridad que el nivel de exigencia de la obligación disminuye según el grado de compromiso que la persona tenga para con la Nación, elemento por demás objetivo -en el marco de la naturaleza de la prestación requerida- para realizar una diferencia.  No puede imputarse al decreto 432/97, en cuanto impone el requisito de residencia  para acceder a pensiones no contributivas, una ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o de grupo de personas, pues una cosa son los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional, y otras las condiciones establecidas para su salvaguardia por las leyes que reglamentan su ejercicio de conformidad a las distintas situaciones, formalidades éstas a que han de atenerse los magistrados so pena de exceder los límites de su poder jurisdiccional.  La declaración de inconstitucionalidad de una norma legal es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerada como la ultima ratio del orden jurídico y sólo estimable viable si su irracionalidad es evidente, cuanto que el control que al respecto compete en último término a los jueces no incluye el examen de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador.


    Reyes Aguilera, Daniela c/ Estado Nacional


    R, 350, L. XLI, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Personal militar


    Juicios contra el estado. Devolución del expediente. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg".


    Loizaga, Omar Daniel c/ EstadoNacional - Ministerio del Interior - Policía.Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    L, 712, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Prescripción adquisitiva


    Autoridad administrativa. Privación de justicia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Presupuesto de competencia para la intervención de la Corte Suprema.


    Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, para que haya un conflicto que determine la competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se presupone que debe existir una contienda entre dos tribunales.  La Corte puede intervenir en una causa toda vez que medie oposición de una autoridad administrativa nacional, respecto a la orden emanada de un magistrado en el marco del ejercicio de sus facultades, motivo que importa sostener la resistencia de ese funcionario a la orden judicial y poner en tela de juicio el ejercicio de las capacidades jurisdiccionales que le son propias en el marco del principio de autonomía provincial. Por ello, se debe ordenarse al órgano administrativo que cumpla con la orden judicial de inscripción, pues lo contrario implicaría, a mas de poner en discusión la orden emanada de un magistrado, que sólo es susceptible de discutirse por las vías procesales pertinentes, tornar ineficaz e ilusorio los derechos reconocidos al accionante por el órgano judicial provincial, lo que implicaría una posible privación de justicia.   Sobre la base del Art. 10 del decreto ley 6582/58, modificado por las leyes 25.232; 25.345 y 25.677, si se admite la inscripción de los automotores abandonados, a nombre de los adquirentes en aquellos casos donde intervengan organismos públicos -de naturaleza administrativa e incluso bancos oficiales- que hubieran realizado su enajenación, nada obsta a que la titularidad reconocida en actuación judicial sea admitida para la registración correspondiente.


    Calderón, Héctor José c/ Sivori, Norberto Ismael s/ Usucapión


    COMP, 458, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Privatizaciones


    Propiedad participada. Régimen de consolidación de deudas. Intereses. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior.  Es formalmente admisible el recurso extraordinario si se discute la interpretación de normas federales y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que la apelante funda en ellas.  El art. 58 de la ley 25.725 dispuso prorrogar al 31 de diciembre de 2001 la fecha de consolidación de las obligaciones de carácter no previsional, vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991, a que se refiere el art. 13 de la ley 25.344. Si bien de un primer análisis de los términos empleados por el legislador surgiría que se trató de una extensión temporal o continuación del régimen ya establecido mediante esta última norma mencionada, lo cierto es que la sanción de la ley 26.078 de Presupuesto para el ejercicio 2006, vino a disipar las dudas en torno a este punto respecto de la fecha hasta la cual deben calcularse los intereses.  En efecto, su art. 45 in fine establece, en lo que aquí interesa, que la prórroga dispuesta en el art. 58 de la ley 25.725 resulta aplicable exclusivamente a las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de diciembre de 1999 y anterior al 10 de enero de 2002 y que "En todos los casos, los intereses a liquidarse judicialmente se calcularán únicamente hasta la fecha de corte, establecida en ello de abril de 1991 para las obligaciones comprendidas en la Ley N° 23.982, en ello de enero de 2000, para las obligaciones comprendidas en la Ley N° 25.344, y en ello de enero de 2002 o ello de septiembre de 2002, para las obligaciones comprendidas en la prórroga dispuesta por la Ley N° 25.565 y la Ley N° 25.725".  El modo en que esta disposición determina el cómputo de los accesorios legales es fundamental para admitir los agravios planteados en el remedio excepcional, toda vez que la Corte tiene dicho que, si durante el transcurso del proceso se han dictado nuevas normas sobre la materia discutida, deben ser consideradas para su solución, pues las sentencias de la Corte deben reparar en las modificaciones introducidas por esos preceptos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes a la interposición dcl recurso extraordinario de las cuales no es posible prescindir.  El art. 45 resuelve el tema que se discute en el sub lite, pues al quedar comprendido el crédito en la ley 25.344, corresponde tener en cuenta para el cálculo de los intereses la fecha de corte del art. 13 de la 25.344 y, por lo tanto, el 31 de diciembre de 1999 debe tomarse como punto de referencia de conformidad con el art. 13, anexo IV, del decreto 1116/00, que dispone que los créditos a liquidarse judicialmente se deben expresar a la fecha de corte y, a partir de allí, se devengan los intereses que prevé el art. 12, inc. a), del mismo decreto.  La solución que se propugna no importa menoscabo para los derechos del acreedor con relación al período que transcurre desde el 31 de diciembre de 1999 hasta la fecha de emisión de los bonos con los cuales será atendida la acreencia, toda vez que durante ese lapso igualmente se aplica, en sede administrativa, la tasa de interés de la caja de ahorro común a la que se refiere la Comunicación "A" 1828, punto 1, del Banco Central de la República Argentina, conforme lo prevén los arts. 5° de las resoluciones 638/02 y 378/04 de los Ministerios de Economía y de Economía y Producción, respectivamente.  No obsta a lo expuesto el criterio diferente adoptado por este Ministerio Público en el dictamen de la causa P. 2394, L. XL, "Petryszyn, Ana María c/ Aguerre, Juan Carlos y otros", puesto que, a diferencia de lo que ocurre en el sub examine, al momento de examinar la cuestión que se suscitó en esa causa, aún no se había sancionado la ley 26.078.


    Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otros


    S, 1571, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Civil y Comercial


    Parte General. Competencia. Competencia Federal. 


    Contienda de competencia. Aplicación de precedentes “Viejo Roble S.A.” y “Rodríguez Atilana”. Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Ruiz, Horacio Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 Y 214/02 (Boston Nación) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 407, L. XLII, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia Originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia originaria de la Corte: requisitos. Intervención de terceros en el pleito: procedencia. Comunidad de controversia entre el Estado Nacional citado como tercero y las partes del proceso. Competencia ratione personae.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda se desprende que la actora, quien invoca ser titular de concesiones de explotación y permisos de exploración de hidrocarburos otorgados por el Estado Nacional, cuestiona dos decretos locales por ser contrarios a diversas normas nacionales que cita y, en consecuencia, a la Ley Fundamental.  En cuanto a la intervención obligada de terceros a que se refiere el art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es dable poner de resalto que reviste carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada con carácter restrictivo. Asimismo, debe advertirse que corresponde a quien solicita esa citación acreditar que se trata de uno de los supuestos que autorizan a disponerla, esto es, que se invoque concretamente la presencia de una comunidad de controversia con las partes o que pueda mediar, en caso de existir una sentencia adversa, la posibilidad de encontrarse sometido a una futura acción de regreso contra él, supuesto típico que habilita el pedido, esto es, para evitar que el tercero alegue que la derrota fue consecuencia de la deficiente defensa (exceptio male gesti processus). Dichos requisitos se encontrarían cumplidos en el sub examine, toda vez que existe una comunidad de controversia entre el Estado Nacional citado y las partes que intervienen en el pleito. En efecto, el Estado Nacional fue citado como tercero por la actora en razón de la íntima conexión existente entre la sentencia que se ha de dictar y los intereses económicos y políticos de éste, quien resultaría perjudicado o beneficiado de rechazarse o admitirse la pretensión que aquí se deduce. En consecuencia, de admitir la Corte, tal citación del Estado Nacional, también el litigio correspondería a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.


    YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida cautelar


    Y, 19, L. XLII, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Demanda de daños y perjuicios contra una Provincia y el Estado Nacional por accidente de ferrocarril. Competencia originaria de la Corte ratione personae. Intervención de personas no aforadas.


    Corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental.  A tal fin, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.  Es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas -como aquí ocurre-, y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Tabossi, Matías Alejandro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    T, 887, L. XLI, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Constitucional


    Queja por denegación del Recurso Extraordinario. Mantenimiento del recurso. 


    Mantenimiento del recurso interpuesto.


    L., Juan Alberto s/ Recurso de casación


    L, 460, L. XLII, 05 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Amparo. Competencia Originaria. Denegatoria del recurso. Medidas cautelares. 


    Remisión al dictamen de la causa  R. 764, L. XLII, Originario "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Valles, Juan Carlos c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    V, 598, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  R. 764, L. XLII, Originario "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otros/ Amparo".


    González, Omar Ricardo c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    G, 1424, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  R. 764, L. XLII, Originario "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otros/ Amparo".


    Hormazabal, Mariela del Carmen c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Amparo


    H, 255, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  R. 764, L. XLII, Originario "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otros/ Amparo".


    Luna, Carlos Dante c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    L, 813, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  R. 764, L. XLII, Originario "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otros/ Amparo".


    Ortiz, Lazaro Daniel c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    O, 372, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  R. 764, L. XLII, Originario "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otros/ Amparo".


    Reyes, Juan Pablo c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    R, 1010, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  R. 764, L. XLII, Originario "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otros/ Amparo".


    Rodríguez, Alejandro c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    R, 1104, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  R. 764, L. XLII, Originario "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otros/ Amparo".


    Fernández Montane, Valeria c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    F, 987, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  R. 764, L. XLII, Originario "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otros/ Amparo".


    Ruiz, Eduardo Daniel c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    R, 1011, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia originaria de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen emitido en la causa P. 800, XLI, "Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Apremio".


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Apremio


    P, 573, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Ley de defensa del consumidor. Autoridad de aplicación. Competencia Provincial. 


    Las causas en las que, como ocurre en el sub lite, se impugnan actos de la autoridad local de aplicación de la ley de defensa del consumidor, deben tramitar ante la justicia provincial,  este tema ya fue analizado y resuelto por la Corte en el mismo sentido que aquí se indica, en la causa "Flores Automotores S.A." publicada en Fallos: 324:4349.  Por lo tanto, resulta competente para entender en la causa la justicia provincial por medio del órgano jurisdiccional que la ley designa.


    Dirección de Comercio Interior s/ Elevación expediente 289/04 Fouce, Juan Carlos c/ BBVA Consolidar Seguros S.A. y/o BBVA Banco Francés s/ Presunta Infracción a la Ley 22.240 de Defensa del consumidor


    COMP, 835, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia Provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 835, L. XLII "Dirección de Comercio Interior s/ Elevación de Expte N°289/04 Fouce, Juan Carlos c/ BBVA Consolidar Seguros S.A. y/o BBVA Banco Francés s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa al Consumidor".


    Dirección de Comercio Interior s/ Elevación Expediente Martínez, Norma Elena c/ Wolkswagen Cía. s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor


    COMP, 837, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 835, L. XLII "Dirección de Comercio Interior s/ Elevación de Expte N°289/04 Fouce, Juan Carlos c/ BBVA Consolidar Seguros S.A. y/o BBVA Banco Francés s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa al Consumidor".


    Dirección de Comercio Interior s/ Elevación Expediente 733/03 Pereira, Daniel Oscar c/ Ford Argentina S.A. s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor


    COMP, 831, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 835, L. XLII "Dirección de Comercio Interior s/ Elevación de Expte N°289/04 Fouce, Juan Carlos c/ BBVA Consolidar Seguros S.A. y/o BBVA Banco Francés s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa al Consumidor".


    Dirección de Comercio Interior s/ Elevación Expediente N° 721/04 Mieres, Delia E. y Da Rosa, Pablo M. c/ Cafetería Pizzería Turín s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor


    COMP, 829, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 835, L. XLII "Dirección de Comercio Interior s/ Elevación de Expte N°289/04 Fouce, Juan Carlos c/ BBVA Consolidar Seguros S.A. y/o BBVA Banco Francés s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa al Consumidor".


    Dirección de Comercio Interior s/ Elevación Expediente Nº 598/02 Gómez, Nilda Ester c/ Wolkswagen Cía. Financiera S.A. y/o Warenicia S.A. s/ Presunta Infracción a la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor


    COMP, 832, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 835, L. XLII "Dirección de Comercio Interior s/ Elevación de Expte N°289/04 Fouce, Juan Carlos c/ BBVA Consolidar Seguros S.A. y/o BBVA Banco Francés s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa al Consumidor".


    Dirección de Comercio Interior s/ Elevación Expediente 1.526/01 Trachuk, Julio César c/ Auto Vitacar S.A. s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor


    COMP, 673, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contrato de concesión. Recurso Extraordinario Federal. Sentencia no definitiva. 


    La Corte tiene establecido que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia, no autorizan, en principio, la apertura del recurso extraordinario, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a resoluciones definitivas.


    Scania Argentina S.A. c/ Amarilla Automotores S.A. s/ Medida Precautoria


    S, 665, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios entre dos o más provincias. Competencia Originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 317, XXXIX, "Guanco, Julio César c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Catamarca, Provincia de s/ Inhibitoria en los autos: "Luna, Victoria y otros c/ Gobierno de Tucumán s/ Daños y perjuicios" (Expediente 263/04)


    C, 1155, L. XLII, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denagación del recurso extraordinario. Obligaciones tributarias. Cancelación de deudas. Medidas cautelares. Cuestion federal. Admisibilidad del recurso. 


    Las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas.  Suscita cuestión federal suficiente para habilitar la vía extraordinaria, la resolución que no constituya derivación razonada del derecho vigente con particular y pormenorizada aplicación a las circunstancias de la causa.  La viabilidad de las medidas precautorias, es sabido, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), y que dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad.


    Relats, Juan Carlos c/ Estado Nacional y/o Poder Ejecutivo Nacional (Administración Federal de Ingresos Publicos - Dirección General Impositiva)


    R, 433, L. XLI, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como que, la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia.  Si bien la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida, se justifica la excepción en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues, de otro modo, el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.


    Prea, Pablo Martín c/ Banco Medefin UNB S.A. y otro


    P, 2037, L. XLI, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 123, L. XLI “Gómez, Laura Beatriz c/Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva".


    Fundación Héctor Alejandro Barceló para el desarrollo de la Ciencia Biomédica argentina c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI


    F, 1866, L. XL, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad. Leyes de emergencia económica. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, caratulada "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Pozzobon, María Eliza y otros c/ INYRU S.C.A.


    P, 655, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Matrimonio celebrado en el extranjero. Vocación hereditaria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remision al Fallo " Recurso de hecho deducido por María Cristina Ferrari en la causa Solá, Jorge Vicente, s/ Sucesión ab intestato" (Fallos 319:2779).


    La Corte tiene establecido que el recurso extraordinario es formalmente procedente, cuando los agravios conducen a la interpretación de tratados internacionales, lo que suscita cuestión federal de trascendencia a los efectos de la habilitación de esa vía.  Cuando se trate de verificar, según el derecho internacional privado argentino, la satisfacción de los recaudos de validez de una situación creada en el extranjero y que es llamada a desplegar efectos en el foro, dicho examen debe efectuarse según las disposiciones del Tratado de Montevideo de Derecho Civil Internacional de 1940 que, en el caso de matrimonio celebrado en otro país contratante con impedimento de ligamen, no impone a los otros países contratantes la obligación internacional de desconocerle validez, sino que deja librado al orden público internacional del Estado requerido la decisión sobre la reacción que más convenga al espíritu de su legislación.  En virtud del criterio de actualidad del orden público internacional, el orden jurídico argentino carece de interés actual en reaccionar frente a un matrimonio celebrado en el extranjero que es invocado en el foro en virtud de los derechos sucesorios reclamados por la cónyuge supérstite.  El requisito de la reserva no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario -sería, obviamente, un excesivo rigorismo-, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso no requiere de fórmulas sacramentales.


    Ulloa, Alberto s/ Sucesión


    U, 4, L. XLII, 25 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Desaparecidos. Resoluciones recurribles. Inadmisibilidad del recurso. 


    Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte por vía del recurso extraordinario, en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de órgano intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa a los efectos del artículo 14 de la ley 48.  El rechazo del recurso extraordinario federal no constituye denegación de justicia que derivaría de la falta de determinación de juez competente cuando tal cuestión es materia de tratamiento en el incidente respectivo que es el medio idóneo para que tal reclamo sea satisfecho al resolverse en qué sede deben seguir investigándose los hechos denunciados.  Las contiendas de competencia se dirimen exclusivamente entre jueces y con prescindencia de las partes.  Por último, la invocada violación de garantías constitucionales no es eficaz cuando el perjuicio sufrido deriva de la conducta discrecional del recurrente.


    M. L., María Leontina s/ Denuncia desaparición de persona - causa nº 7.020


    M, 232, L. XLII, 25 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


Queja por denegación del recurso extraordinario. 

Dado que el pronunciamiento de Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aún sobrevinientes, cabe atribuir al proceder de la demandada el carácter de desistimiento tácito de la impugnación, de donde viene a carecer la quejosa de interés en su recurso.  El haber practicado la liquidación y efectuado el depósito en calidad de pago de las sumas establecidas en la sentencia recurrida, implica que el mismo pretendió tener los efectos que le asigna la ley (cfr. arts. 725, 740 y 505 del Código Civil)  respecto de la cancelación del interés del acreedor, con la consiguiente extinción de la deuda.


    Castro Bourdin, José Luis c/ Jockey Club Asociación Civil y otros


    C, 3578, L. XL, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 1394, L. XLI: "Banco Mercurio S.A. y otros c/ Banco Central de la República Argentina resolución 87/04 (Expte 100.539/00 Sum.Fin. 1016) y otros".


    Banco Central de la República Argentina c/ Kuzmak, Juan Andrés


    B, 2139, L. XLI, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las cuestiones de hecho, prueba y derecho común, son propias de los jueces de la causa y, por regla, ajenas al conocimiento del la Corte. El fallo se ajusta a las pautas establecidas por la Corte en el fallo "Casal, Matías Eugenio y otro s/ robo simple en grado de tentativa -causa 1681-", en efecto, la decisión demuestra que las cuestiones planteadas por la parte fueron examinadas por la cámara, con argumentos razonables sobre la adecuación jurídica e indicando la prueba que la apuntala.  Resta aclarar que, en materia de prueba, como es el caso de autos, la incumbencia de la Corte queda reservada para los casos excepcionales en que no sea reconocible la aplicación de un método racional en la reconstrucción de un hecho pasado, extremos que no se aprecian en el sub lite; Por lo tanto, corresponde rechazar la queja.


    A., Héctor Luis s/ Causa nº 5.530


    A, 2098, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Deuda previsional. Prescripción. Admisibilidad del recurso. 


    Remision al fallo de la Corte en los autos E. 282, L. XL "Electrodomésticos Aurora S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por la Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI".


    La Corte tiene dicho que en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir, no habría sentencia propiamente dicha.  En lo atinente a la queja sobre la aplicación de la ley 14.236, deberá tener favorable acogida. En efecto, el organismo administrativo propugnó, desde el comienzo de estas actuaciones, la aplicación al caso de lo dispuesto por el artículo 16 de dicha norma (antes transcripta), y se agravió ante la Cámara de la utilizada por el magistrado de Primera Instancia para fundar su sentencia (art. 56 de la ley 11.683), lo que sin duda configura un reproche preciso a dicha decisión. Tal circunstancia, torna al resolutorio atacado en arbitrario, toda vez que deja sin sustento razonable el argumento dado por el juzgador, en cuanto a la falta de crítica concreta, en los términos del artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, para rechazar los esgrimidos por la apelante.


    Santanni J. Cardona S.A. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión promovido por Administración Federal de Ingresos Públicos-Dirección General Impositiva


    S, 2707, L. XL, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fraude laboral. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    La determinación de los extremos litigiosos, la declaración del derecho referible y la aplicabilidad del principio iura novit curia, configuran materia propia de los jueces de la causa, ajena a la instancia federal.  Constituyen cuestiones ajenas a la vía extraordinaria -por su naturaleza de hecho y prueba y derecho común y procesal- las que se suscitan entre empleados y empleadores que atañen a derechos emanados de la relación laboral; así como -por regla- lo referido a la calidad de dependientes atribuida a los socios de las cooperativas de trabajo;  La doctrina de la arbitrariedad no autoriza a sustituir a los jueces en la decisión de puntos que les son privativos, aunque resulte opinable la solución a que se arribe, toda vez que no es apta para cubrir las simples discrepancias de las partes sobre temas no federales.


    Cabrera, Walter Daniel c/ Cooperativa de Trabajo General Don José de San Martín Limitada


    C, 467, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Gravedad institucional. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del Recurso. 


    Remisión a los Fallos: 322:752 y 792 y al dictamen de la causa O. 699, L. XXXVIII "Oliva, Miguel José c/ANSES".


    La gravedad institucional -construcción pretoriana- no configura, por sí, una cuestión federal, sino que constituye un andamiaje valedero para habilitar el recurso en casos en que no media, naturalmente, el cumplimiento de todos los recaudos de admisión previstos en la ley.


    Di Prospero, Norberto Rubén y otros c/ ANSES


    D, 2116, L. XXXVIII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario debe interponerse ante el tribunal que dictó la resolución que lo motiva, sin que su ulterior remisión a la alzada subsane tal incumplimiento.


    Expreso La Nueva Era s/ Concurso preventivo s/ Incidente de Revisión por la Comisión Nacional de Regulación del Transporte


    E, 292, L. XLI, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Reparación integral. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho nuestra Corte que lo inherente a la reparación de los daños y perjuicios derivados de un accidente de trabajo, en tanto remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa, resulta ajeno a la instancia del artículo 14 de la ley n° 48, salvo arbitrariedad del pronunciamiento.  Se configura la arbitrariedad -entre otras hipótesis- cuando el juez omite el estudio de prueba decisiva y planteos conducentes oportunamente articulados por las partes, de modo que satisface en forma sólo aparente el requisito de debida fundamentación.  Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que no cumple con la condición de validez de los fallos judiciales, la cual exige que éstos sean debidamente fundados.


    Cardozo, Manuel de los Santos y otro c/ ERSA S.A. y otros


    C, 722, L. XXXIX, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización. Daño moral. Sentencia arbitraria. Inadmisibilidad del recurso. 


    La doctrina de arbitrariedad no tiene por fin corregir sentencias que se presuman equivocadas ni resulta procedente en aquellos supuestos donde las partes sostienen una mera discrepancia con la interpretación que hizo el tribunal apelado de normas de derecho común aplicables al caso, o respecto de la consideración de hechos y pruebas que es materia propia de su competencia.  La doctrina pretoriana de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias a fin de corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos excepcionales en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una ausencia de fundamento normativo impiden considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la "sentencia fundada en ley".


    Sacco ,Juan Carlos c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. y otro


    S, 1813, L. XLI, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de contrato de trabajo. Obligaciones de la obra social. Responsabilidad solidaria. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las objeciones planteadas remiten, en suma, al estudio de temas ajenos a la instancia federal, pues en litigios como el sub examine, por norma, lo resuelto concierne a la inteligencia de cuestiones fácticas y de derecho procesal y común, propias de los jueces de la causa y, como principio, ajenas al remedio extraordinario del artículo 14 de la ley n° 48.  En materia de solidaridad, vale recordar que la Corte ha anotado que los presupuestos fácticos previstos en la Ley de Contrato de Trabajo, a efectos de imponer tal responsabilidad a las empresas, deben determinarse en cada caso atendiendo al tipo de vínculo y circunstancias particulares que se hayan acreditado.  El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en orden a la interpretación y aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la instancia, máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Fiorentino, Roxana Maria Lujan c/ Socialmed S.A. y otro


    F, 1258, L. XXXIX, 13 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecariay al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    A.S.S.A.V.A. S.A. c/ Saavedra, Stella Maris


    A, 239, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    A.S.S.A.V.A. S.A. c/ Saavedra, Susana Gabriela


    A, 2269, L. XLI, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Barreiro, Eugenio Mario y otros c/ Raimo, Gabriela Nélida


    B, 822, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Bellezze, Daniela Paula c/ Guevara, Mercedes Esther


    B, 1001, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Bizón, Ludevico c/ Zacaría, Salvador Vicente


    B, 653, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Cotelo, María Estrella c/ Beltrocco, Victoria Inés


    C, 1088, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Elibo S.A. y otro c/ González s/ Ejecución hipotecaria


    E, 524, L. XLI, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Gleizer, Daniel Gustavo y otros c/ Franco, Antonio


    G, 109, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Massuco, María Verónica c/ Fernández, Irma Ester y Bidondo, Jorge Walter


    M, 773, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Rolich de Di Natal, Olga Aída c/ Fernández, Elisa Restituta s/ Ejecución hipotecaria


    R, 936, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Taverna, Irma Haydeé y otros c/ Pontoriero, Liliana María Juana y otra


    T, 267, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Trento de Amurra, Beatriz C. y otro c/ Mentasti, Jorge E. y otros


    T, 410, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Cantarella, Susana Beatriz c/ Rodríguez de Macri, María Dolores


    C, 17, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y  al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" y al dictamen de la Causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Tangreti, Alberto c/ Puppio, Carlos Alberto y otro s/ Ejecución hipotecaria


    T, 327, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y causa  S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria" (ítem V a ítem VIII inclusive)


    Chiappero, Iris María del Pilar c/ Maita, Claudia Alejandra y otro


    C, 1518, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria"


    Pascucci de Ventura, Nilda Carolina c/ López, Leticia Mirta y otros


    P, 760, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Atri, Diana Beatriz c/ Mirchuk, Ismael Esteban y otro


    A, 1025, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Vaccaro, Roberto y otros c/ Di Salvo, Fernando Luis


    V, 454, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Vera Rojas, Odulio Ariel c/ Lamberto, María Lidia y otro


    V, 460, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Apecechea, Jorge Ramón c/ Arriola, Mónica Beatriz


    A, 387, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Inglize, Elena Beatriz c/ Livrano, Antonio y otro


    I, 418, L. XLI, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Rinaldi, Francisco  c/ Guzmán Toledo s/ Ejecución hipotecaria


    R, 320, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Traczuk, María Justina c/ Fernández, Daniel y otra


    T, 344, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Naveiro, Susana c/ Larsen, Erico o Eric Kaj y otro


    N, 25, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Tortora, Adrián Ricardo y otros c/ Gialleonardo, Carlos Alberto y otro s/ Ejecución hipotecaria


    T, 366, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Compañía Faristar S.A. c/ Dirie, Luis Alberto s/ Ejecución Hipotecaria


    C, 1400, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Campanini, Javier Darío y otro c/ Spatola, Roberto Genaro y otra


    C, 4363, L. XLI, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Royo, Concepción c/ Niella, Isabel


    R, 1965, L. XLI, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Iatosti, Humberto Gustavo c/ Maugeri, Felipe s/ Ejecución hipotecaria


    I, 192, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria". y  remisión al dictamen S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria" (ítem V a ítemVIII inclusive).


    En el marco del recurso extraordinario, no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera fórmulas sacramentales.


    Guersenzvaig, Eduardo c/ Segal, Maier y otro


    G, 405, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria" específicamente ítem V a ítem VIII inclusive.


    Thays, Julia y otros c/ Viplan S.A. de Ahorro y Préstamos para la Vivienda (en liquidación)


    T, 356, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", (ítem IV a ítem VIII).


    Roel, Juan Manuel y otro c/ Pelozo, Juan de la Cruz y otro s/ Ejecución hipotecaria


    R, 94, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", (ítem V a ítem VIII).


    Carboni, Fausto Benjamín c/ Gándara, Servando


    C, 1256, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Marcos, Marta Lidia c/ Molinari, María Ema


    M, 646, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la Causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Paludi, Enrique Ernesto c/ Gómez, Ana María s/ Ejecución hipotecaria


    P, 439, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Boero, Roberto Héctor y otro c/ Garay, Jorge Gerardo


    B, 364, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Clásica S.A. c/ Celhay, Noemí Mabel


    C, 1564, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Mala praxis. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones judiciales que se impugnan con crítica a cuestiones de hecho, prueba o de derecho común y procesal que han sido resueltas en el ejercicio de sus facultades por los jueces de la causa.


    B., Silvano c/ Instituto Dupuytren


    B, 522, L. XLI, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recusación. Jueces naturales. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    No reviste carácter de sentencia definitiva la resolución que rechaza de la recusación de uno de los jueces que debe entender en el nuevo debate por reenvío de la casación, máxime si no se demuestra que haya un peligro cierto al principio de juez natural.


    R., Claudio Javier s/ Tentativa de robo con armas y homicidio agravado en grado de tentativa - Causas nº 14.604/14.605/14.666


    R, 99, L. XLI, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Reducción de la jubilación. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    V.E. tiene reiteradamente dicho que la Corte puede conocer en esos supuestos excepcionales, en caso que el tribunal a-quo ha prescindido, sin dar razones suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio cuando lo decidido desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales


    Cúneo, Gustavo David y otros c/ ANSES


    C, 3584, L. XXXVIII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Reducción salarial. Intangibilidad de la remuneración. Derecho de propiedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    Por vía de principio, la interpretación de las sentencias de la Corte configura cuestión federal bastante para sustentar el recurso extraordinario, sin embargo, ello sólo es exacto en los supuestos en que se desconozca, en lo esencial, lo decidido en el anterior pronunciamiento del Tribunal en la misma causa.  La prohibición de reducir las remuneraciones de los jueces mientras duren en sus funciones, consagrada en las constituciones provinciales, así como la regla fijada por el art. 110 de la Federal respecto de los jueces nacionales, tienen por objeto garantizar la independencia e imparcialidad de la justicia en cuanto poder del Estado. En ausencia de ella, no hay Estado republicano.  La cláusula constitucional N° 110 constituye un mandato dirigido a los otros dos poderes del Estado y les impone abstenerse de dictar o ejecutar acto alguno que implique reducir la remuneración de los jueces, pero no instituye un privilegio que los ponga a salvo de toda y cualquier circunstancia que redunde en una pérdida del poder adquisitivo de sus haberes. La finalidad es prevenir ataques financieros de los otros poderes sobre la independencia del judicial.  Además, la intangibilidad de la remuneración de los jueces ha sido establecida no en razón de la persona de los magistrados, sino en mira de la institución del poder judicial. La garantía de irreductibilidad de los sueldos está conferida para resguardar su función de equilibrio tripartito de los poderes del Estado.  La imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal.  Por último, la aplicación del artículo 280 por la Corte no conculca derecho constitucional alguno, pues la desestimación de la apelación federal por la sola mención de dicha norma procesal no importa afirmar la justicia o el acierto de la decisión recurrida, sino que por no haber hallado en la causa elementos que tornen manifiesta la presunta arbitrariedad invocada el Tribunal decide no pronunciarse sobre el punto.


    Boleso, Héctor Hugo c/ Estado de la Provincia de Corrientes


    B, 96, L. XLII, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regulación de Honorarios. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien toda vez que los agravios presentados remiten al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho común resultan ajenos, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley Nº 48, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que le dan un fundamento sólo aparente y que no encuentran respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa y en la aplicación del derecho vigente.  Al estar involucrada la exclusión del derecho a percibir honorarios, el tribunal a qua debió realizar un estudio profundo de las circunstancias propias de la causa en torno a la actuación de la quejosa y el marco de su mandato representación, como así también de la prueba agregada, que en forma concluyente acredite la concurrencia de alguno de los supuestos previstos en el artículo 2° antes citado, ante la posible afectación del derecho de propiedad de la letrada.  En tales condiciones, y sin abrir juicio sobre la solución final que corresponda dar al caso, se debe dejar sin efecto el pronunciamiento recurrido.


    Rial, Claudio Darío s/ Asociación Ilícita - Incidente de Regulación de Honorarios solicitados por Gabriela Manrique- Causa N° 20569


    R, 536, L. XXXIX, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Para habilitar la procedencia de la vía extraordinaria es requisito fundamental que la decisión llevada a recurso revista el carácter de sentencia definitiva.  Las cuestiones de derecho común y procesal resultan ser propias de los jueces de la causa, y -como regla y por su naturaleza- ajenas al recurso extraordinario.  La falta de sentencia definitiva no debe obviarse aunque el recurrente invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales, o la magnitud de un perjuicio.


    Banco Credicoop Cooperativa Limitado c/ Gil, Héctor Gumersindo y otros s/ Ejecución Hipotecaria


    B, 2670, L. XL, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Robo. Oportunidad procesal. Exceso ritual manifiesto. Inadmisibilidad. 


    La discusión en torno a determinar si el recurso de casación fue interpuesto en término resulta, por regla y atento a su naturaleza procesal, ajena a la instancia extraordinaria federal, salvo cuando media un apartamiento de las constancias del juicio o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio.  Aseverar que la demora en la que incurrió la defensa oficial no le era atribuible al encausado no puede justificar el otorgamiento de un plazo de gracia a la actividad que debía realizar el letrado defensor que tomó conocimiento fehaciente de la resolución que pretendía impugnar; Sostener lo contrario implicaría dejar librado al capricho del recurrente la justificación de la demora para ejercer tal derecho y, de esa forma, desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tiene por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza, en otras palabras, significaría soslayar los efectos de la cosa juzgada, cuya jerarquía constitucional ha sido reconocida por V.E. en numerosos precedentes.


    L., Oscar Luis s/ Recurso de hecho


    L, 99, L. XLI, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal. 


    Recurso de queja. Requisitos. Fundamentación. Necesidad de una crítica al auto denegatorio.


    Cuando el recurrente omite toda referencia y crítica en cuanto al auto denegatorio de la apelación federal, debe desestimarse su presentación directa.  Esa deficiencia no se suple con la invocación genérica y esquemática de agravios, pues ello no basta para fundar el remedio del artículo 14 de la ley 48, ni con la reproducción de los argumentos expresados al interponer el recurso de casación.


    L., Héctor Armando s/ Estafa -causa N° 25.080/3-


    L, 171, L. XL, 07 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria".


    Picasso Cazón, María Isabel c/ Legnazzi, Alicia Marta


    P, 358, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa I. 336, L. XLI, "IBM Argentina c/ Estado Nacional s/ Ordinario".


    IBM Argentina S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos


    I, 327, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 203, L. XL, "Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires S.A. c/ Municipalidad de Malvinas Argentinas".


    Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires S.A. en liquidación c/ Municipalidad de Merlo


    S, 1920, L. XL, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Ejecución de sentencia contra una Unión de Trabajadores de la Educación Pretensión de ejecución de los socios no citados a juicio. Desestimación de la queja.


    La sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones relativas a la procedencia de recursos locales, así como a las circunstancias de hecho y de derecho, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad.  No pueden prosperar los agravios del recurrente, desde que los jueces del superior tribunal provincial si bien coinciden con la postura del recurrente en torno a que la U.T.E no inscripta constituye una sociedad irregular, consideraron necesaria la citación de los socios partícipes para poder ejecutar contra ellos el monto de la sentencia, decisión que si bien puede resultar opinable, debe merituarse como razonable en el marco de este proceso.


    Orellano, Ricardo c/ Coomarpes Limitada U.T.E.


    O, 440, L. XL, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Honorarios. Falta de fundamentación conforme a las circunstancias de la causa. Sentencia arbitraria.


    El sentenciador, al momento de fallar el fondo de la cuestión y revocar la sentencia del inferior solo se limitó declarar que las costas eran por su orden, regulando los honorarios, a pedido de la parte, posteriormente a la ejecución de la sentencia y aplicando, en forma automática, el artículo 14 de la ley 21.839 sobre el monto regulado en la decisión revocada, Dicha actitud carece de basamento toda vez que la Sala no tomó en cuenta que al momento de que el inferior dictó su decisión el monto del juicio no estaba determinado, que la patrocinante, pasó de ser vencido a vencedor, como tampoco valoró adecuadamente la complejidad del asunto y la tarea por ésta desarrollada. Es de destacar que ante el nuevo resultado del litigio y en virtud de lo normado por el Art. 279 del C.P.C.C.N., corresponde dejar sin efecto la imposición de costas y las regulaciones de honorarios practicadas en la instancia anterior y proceder a su determinación en forma originaria.


    Hausherr, Arnoldo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    H, 515, L. XXXVIII, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fundamentación de sentencias. Denegatoria del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 804, L. XLI, “A., G. M. c/ Swiss Medical S.A.”  -en especial a los vertidos en los ítems IV al VI, inclusive-  y C. 595, L. XLI,  “C. P. de N. c/ C. de E. M. s/ Amparo”.


    La Corte tiene dicho que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia  excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que esta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación. Por ello, debe rechazarse esta queja.


    Díaz Chaves, Marta Aurea c/ Hospital Alemán s/ Amparo


    D, 1710, L. XLI, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos de Admisibilidad. 


    Falta de crítica a los motivos del auto denegatorio de la apelación federal. Inexistencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Ausencia de cuestión federal. Garantía non bis in ídem.


    La presentación directa no puede prosperar por cuanto la defensa oficial omitió realizar una mínima crítica de los motivos del auto denegatorio de la apelación federal, lo que priva a la queja del debido fundamento tendiente a demostrar su procedencia, ello es así pues el apelante se limitó a reproducir los términos del recurso extraordinario y no se hizo cargo de las razones en que el a quo fundó el pronunciamiento. Esto significa que las decisiones impugnadas no revisten el carácter de sentencia definitiva requerido por el artículo 14 de la ley 48, ni pueden ser equiparadas a tal.  El caso federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, a fin de que los jueces de la causa puedan tratarla y resolverla, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación.  Si bien no deben exigirse fórmulas sacramentales para la introducción oportuna del caso federal, la simple reserva genérica, a modo de anuncio, no puede suplir la indispensable mención concreta del derecho federal invocado, así como la demostración de su vínculo con la materia del pleito, lo cual presupone un mínimo de desarrollo argumental de la inconstitucionalidad que se alega y de su atinencia al caso.  La apelación extraordinaria no satisface el requisito de debida fundamentación en la medida en que los términos del recurso no llegan a demostrar la existencia de la relación directa e inmediata entre la invocada cuestión federal y la resolución que se impugna exigida por el artículo 15 de la ley 48.  La Corte tiene dicho que la garantía a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho tiene vigencia para el imputado a partir de que éste adquirió el derecho a que se lo declare culpable o inocente del suceso por el que se lo acusó, siempre que se hayan observado las formas esenciales del juicio y la causa que determine uno nuevo no le sea imputable.


    G., Marisol y V. D., Ricardo Jonathan s/ Homicidio calificado por alevosía, ensañamiento y por el concurso premeditado, etc. - causa n° 963/2003- robo simple


    G, 130, L. XLI, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario. Requisitos de admisibilidad. Presentación de un poder con objeto distinto de aquel para el que se lo exhibe. Desestimación del recurso.


    Cuando se acompaña un poder especial a los fines de interponer recurso de hecho en pretendida representación de un Estado extranjero -legitimado para tal protesta- pero el poder es otorgado en nombre propio por un funcionario consular, y además es conferido para un objeto distinto de aquel para el que se lo exhibe, corresponde tener por no acreditada la representación que se invoca y desestimar el recurso.


    E. B., L. A. s/ Abuso sexual -causa N° 1.927-


    E, 422, L. XLI, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Trámite. 


    Queja por denegación de recurso extraordinario federal. Resolución pendiente sobre la prescripción de la acción penal. Suspensión del trámite de la queja.


    Atento al tiempo transcurrido desde la fecha en que, según el a quo, se produjo el primer llamado a indagatoria, podría encontrarse prescripta la acción penal, de acuerdo con las reformas introducidas por la ley 25.990 al artículo 67 del Código Penal.  En consecuencia, en la medida que la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes al recurso extraordinario, el Alto Tribunal debe suspender el trámite de la presente queja, a resultas de la decisión que se adopte al respecto por los jueces de la causa.


    G., Carlos y otros s/ Defraudación contra la administración pública - causa nº 21.960


    G, 2018, L. XLI, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación de recurso extraordinario. Posible prescripción de la acción penal. Suspensión del trámite del recurso.


    Atento al tiempo transcurrido desde la fecha en que, según el a quo, se produjo el primer llamado a indagatoria, podría encontrarse prescripta la acción penal, de acuerdo con las reformas introducidas por la ley 25.990 al artículo 67 del Código Penal.  En consecuencia, en la medida en que la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes al recurso extraordinario, el Alto Tribunal debe suspender el trámite de la presente queja, a resultas de la decisión que se adopte al respecto por los jueces de la causa.


    G., Carlos Alfredo y otros s/ Defraudación contra la administración pública - causa nº 2.023/99-


    G, 2174, L. XLI, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisito de fundamentación autónoma del recurso de queja.


    Así como el requisito de fundamentación autónoma de la queja implica su autosuficiencia, la carga de satisfacerlo, asimismo, recae sobre el recurrente.  La competencia de los tribunales ordinarios y la procedencia de las medidas cautelares son cuestiones de naturaleza procesal notoriamente extrañas a la instancia federal del recurso extraordinario.  Las resoluciones en materia de competencia, cuando no media una denegación del fuero federal, no son susceptibles de la apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencia definitiva, lo que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de un supuesto de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.  Las resoluciones referentes a medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no constituyen sentencia definitiva o equiparable a ésta, a los fines de habilitar la instancia extraordinaria.


    Berón, Amelia Ángelica c/ Instituto Autárquico del Seguro de la Provincia de Entre Ríos


    B, 808, L. XLII, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso Extraodrinario Federal. 


    Remisión a S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    Labayru, Juana G. c/ Liderman, P. s/ Ejecución hipotecaria


    L, 315, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Las sentencias del Alto Tribunal deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.  Si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender, también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


    Pita, Augusto Axel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil  de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    L, 441, L. XLI, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Aplicación de los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa.


    Raso, Daniela c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 496, L. XLII, 07 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria: agravios relativos a la excepción de inhabilidad de título.


    Los agravios relativos a la excepción de inhabilidad de título, resultan una reiteración de asertos ya vertidos en instancias anteriores, y es inexacto que no existe en ellas un tratamiento fundado para desechar esta excepción, como erróneamente afirma el apelante. Por otra parte, las críticas al respecto remiten al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, propias de los jueces de la causa, y ajenas como regla, a la instancia extraordinaria.  Los tribunales no están obligados a examinar todas las cuestiones propuestas, ni a considerar todos los argumentos desarrollados por las partes, sino sólo aquellos que estimen conducentes para la correcta solución del caso, no advirtiéndose, en la especie, que ningún argumento de esa índole haya sido dejado de lado, máxime teniendo en cuenta el limitado marco de conocimiento del juicio ejecutivo.  Para que el planteo de inconstitucionalidad de las leyes 24.143, 24.855 y demás complementarias corresponda ser tratado, no basta la sola mención de que la norma cuestionada afecta garantías constitucionales, sino que resulta indispensable la indicación concreta del derecho federal invocado y de su conexión con la materia del pleito, lo que supone un mínimo de demostración de la inconstitucionalidad alegada y de su atinencia al caso.  El examen de constitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto a una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto, y el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar, además, que ello ocurre en el caso concreto. El Tribunal también ha dicho que el examen de constitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto a una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto, y que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar, además, que ello ocurre en el caso concreto.  El recurso extraordinario no procede, si el recurrente que impugna la constitucionalidad de una ley, no acreditó un perjuicio concreto sufrido con la aplicación de la misma, de manera que sus agravios son meramente conjeturales. Un pronunciamiento de la Corte en esas condiciones resolvería un caso hipotético y no una efectiva colisión de derechos. Asimismo, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte, si no se justifica el gravamen derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se pone en tela de juicio.


    Banco Hipotecario S.A. c/ Posadas, Wilma Rosa


    B, 1042, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    En razón de la improcedencia de ejecutar lo decidido en el principal de acuerdo con el dictamen del día de la fecha en los autos C., 1239, L. XL, "Caja de Previsión y Seguro Médico de la Provincia de Buenos Aires c/ P.E.N. y otros s/ amparo", ha perdidoactualidad el pronunciamiento en este incidente.


    Caja de Previsión y Seguro Médico de la Provincia de Buenos Aires c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo - Incidente de ejecución de sentencia


    C, 794, L. XL, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Planteo de inconstitucionalidad. Ausencia de agravio concreto. Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Conforme abundante jurisprudencia de la Corte, los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva que autorice en principio la apertura del recurso extraordinario, salvo que medie denegatoria del fuero federal, supuesto que no concurre en el sub lite.  Resulta aplicable la doctrina del Máximo Tribunal que ha establecido que el recurso extraordinario no procede, si el recurrente que impugna la constitucionalidad de una ley, no acreditó un perjuicio concreto sufrido con la aplicación de la misma, de manera que sus agravios son meramente conjeturales. Un pronunciamiento de la Corte en esas condiciones resolvería un caso hipotético y no una efectiva colisión de derechos. El Tribunal ha dicho, asimismo, que resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte, si no se justifica el gravamen derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se pone en tela de juicio.  Los demás agravios que, a título de arbitrariedad se invocan en el escrito de impugnación, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


    Nespell Corp. S.A. c/ Vital, Sandra Fabiana


    N, 151, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Precedente “Jurevich”.


    Al presente caso resultan aplicables, en lo pertinente, las pautas establecidas por el Tribunal al resolver in re "Jurevich, Carlos Alberto s/ causa N° 3411", J. 25, L. XXXIX.


    N., Emilio Antonio y otros s/ Causa nº 32.093


    N, 488, L. XLI, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario impuesto en favor de la libertad del imputado. Posterior liberación. Cuestión que devino abstracta.


    Resulta actualmente inoficioso un pronunciamiento del Tribunal en el caso, pues la apelación federal se dirigió contra la resolución que oportunamente impedía el acceso a ese beneficio.


    G., Mariano s/ Causa nº 54.471


    G, 1022, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    López Figini, Susana c/ Torres, Oscar s/ Ejecución hipotecaria


    L, 1446, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Pisani, Rosa Elena c/ Romero, Oscar A. s/ Ejecución hipotecaria


    P, 18, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial ítem IV.


    Sordo, Walter Rogelio y otro c/ Poligacz, Emilio s/ Ejecución hipotecaria


    S, 113, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", B. 139, L. XXXIX "Bustos, Alberto Roque y otros c/ E.N. y otros s/ Amparo", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/Ejecución Hipotecaria", en especial lo expresado en el ítem VI.


    Juárez, Carlos Enrique c/ Consorcio de Propietarios del Edificio Paraná 1XXX


    J, 156, L. XXXIX, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XII a XV, y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", en especial ítem VI.


    Trovato, Cristina Beatriz c/ Basso, Juan Carlos


    T, 185, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII y XIV, y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


    Halabi, José Carlos s/ Concurso preventivo s/ Incidente de apelación Artículo 250 Código Procesal


    H, 20, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Pacto, Norberto Rubén y otros c/ Cabrera o Cabrera Sarmiento


    P, 1796, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Rossotti, Fortunato Ángel y otro c/ Zuker de Statharakos, Graciela María y otro s/ Ejecución hipotecaria


    R, 2013, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    La Corte ha establecido que es condición para la validez de los fallos judiciales que sean fundados y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Fortuna, Rodolfo Alberto c/ Promotora de Comunicaciones Colonia S.A.


    F, 566, L. XL, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y G. 1360, L.  XLI, "Guijun SA y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial ítem IV.


    Arona, Arturo c/ O'Donnell, María s/ Ejecución hipotecaria


    A, 2525, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La elegibilidad del mutuo corresponde, en principio, al ente fiduciario, quien es solidariamente responsable con quien ejerza la opción, respecto de la acreditación de los requisitos de elegibilidad, época y naturaleza de la mora, monto tope y condiciones de admisibilidad.


    Rocco, Patricio Lucas María c/ Stefanini, Silvio y otra


    R, 2108, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a causas S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y S.C. S. 499, L. XXXIX, “Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria”, ítems V a VIII.


    Cortés, Máximo y otra c/ Pita, Juan Carlos s/ Ejecución


    C, 1949, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ acción meramente declarativa".


    González, Gustavo Néstor c/ American Life Insurance Co Compañía de Seguros S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    COMP, 524, L. XLII, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Giacosa, Martha c/ Finocchiaro, Laura s/ Ejecución hipotecaria


    G, 644, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Méndez, Carmen c/ Muzzupappa, Néstor


    M, 2239, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Casas, Hector O. c/ Gutiérrez Juan S. s/ Ejecución hipotecaria


    C, 30, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial ítem IV.


    Bankhoyse S.A. c/ D'Antuono, Elsa Alicia y otros


    B, 493, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial ítem IV.


    Senderowicz, Noemí Rosa y otro c/ Vélez, Alejandro Víctor s/ Ejecución especial Ley 24.441


    S, 779, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Arona, Arturo y otros c/ Cáceres, Celia y otro


    A, 643, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria".


    García, Sonia Alejandra c/ Gutiérrez, Hipólito Felipe y otro s/ Ejecución hipotecaria


    G, 2243, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Cappielo, Donato y otro c/ Giangreco, Hugo Alberto y otro s/ Ejecución hipotecaria


    C, 523, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Jaitt, Ide y otos c/ Márques Ferreira, Silva Mónica


    J, 258, L. XLI, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Nebel, Ana Etel y otros c/ Risso Patron, Hernán José


    N, 22, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa B. 139, L. XXXIX "Bustos, Alberto Roque y otros c/ E.N. y otros s/ Amparo", en particular puntos VII a XI del dictamen, cuyos fundamentos y conclusiones forman parte integrante de la sentencia dictada por la Corte -considerando 8) del fallo-.


    García, Néstor Daniel y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional


    G, 1506, L. XXXIX, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Amin Capitals S.A. c/ Delorenzi, Adalberto y otro


    A, 2411, L. XLI, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Crespo, Hernán Horacio del Señor c/ Palacios Hardy, José Gerardo s/ Ejecución hipotecaria


    C, 3206, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Frenkel, Raúl c/ Realli, José y otro


    F, 1591, L. XLI, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    García, María Teodora c/ Assadourian, Juan José


    G, 2226, L. XLI, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Peisajovich, Fernando Gabriel c/ Jusid de Prelmuter, Valeria


    P, 2108, L. XLI, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Tornese, Eduardo Bebel y otro c/ Orue, Francisco José s/ Ejecución hipotecaria


    T, 82, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    Enselevich, Hilda c/ Bellones, Verónica s/ Ejecución hipotecaria


    E, 99, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    López, Horacio Guillermo y otro c/ Claps, Diego Federico Carlos


    L, 1104, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    Vivona, Gustavo c/ Gómez, Ariel s/ Ejecución especial Ley 24.441


    V, 149, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate no resulta impedimento para que el deudor (o acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciacion hipotecaria.


    Giordano, Juan Carlos c/ Lescure, María Esther y otro


    G, 2554, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Asava S.A. c/ Mojasc, Pedro s/ Ejecución hipotecaria


    A, 2316, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Carracedo, José L. c/ Villalba o Villalba y Viñas M. s/ Ejecución hipotecaria


    C, 772, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Houssay Anchorena, Matías y otro c/ Cardoso, Martín Marcos y otro s/ Ejecución especial Ley 24.441


    H, 153, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    León, Noemí Isabel c/ Zaffaroni, Sebastián


    L, 246, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Minussi, Juana Franca y otros c/ Penjerek, Carlos s/ Ejecución


    M, 115, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Olchansky, Miriam A. c/ Larrea, Haydeé s/ Ejecución especial Ley 24.441


    O, 589, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Curolan S.A. c/ Aguiar, Alberto M. s/ Ejecución hipotecaria


    C, 4457, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Perel, Alberto Oscar y otros c/ Amoedo, Lidia Susana


    P, 2157, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La existencia de un pronunciamiento que habría cerrado la controversia sobre la moneda de pago, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al Sistema de Refinanciación Hipotecaria.


    Zecca, María y otro c/ Franceschini, Fabio Reno y otro


    Z, 37, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    Giaira de Achaga, Leonor c/ Masacaso, Norberto


    G, 2309, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Álvarez Moser, Juan c/ Seguí, Víctor Salvador y otro


    A, 2149, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Balbachan, Aldo Daniel c/ Botigieg, Dora Irma


    B, 2332, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Bernárdez Crespo, Raquel y otro c/ Gargiulo, Mario y otro


    B, 406, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Geminis Cooperativa de Crédito Consumo y Vivienda Ltda. c/ Rodríguez y otros


    G, 358, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Iraola, Elba Rosa c/ Esteban, Alberto Fernando


    I, 358, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Muhlrad, Mauricio y otro c/ Steinberg, Roberto s/ Ejecución hipotecaria


    M, 794, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Sartori, Héctor Alfredo c/ Chamorro, María s/ Ejecución hipotecaria


    S, 538, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Mortarini, Nelly M. c/ Ríos, Ricardo s/ Ejecución hipotecaria


    M, 14, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    La sentencia configura un todo indivisible demostrativo de una unidad lógico-jurídica.


    Bainter S.A. de Ahorro para fines Determinados c/ Tavarnie, Marcelo Eugenio


    B, 410, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a las causas H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial ítem IV.


    Fiorito, Nora c/ Fernández Cueto, Julio s/ Ejecución hipotecaria


    F, 186, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a las causas H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial ítem IV.


    Grichiner, Jorge c/ Pérez, Dorotea s/ Ejecución hipotecaria


    G, 2292, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    La elegibilidad del mutuo, corresponde -en principio- al ente fiduciario, quien es solidariamente responsable con quien ejerza la opción, respecto de la acreditación de los requisitos de elegibilidad, época y naturaleza de la mora, monto tope y condiciones de admisibilidad.


    De Dios, Aurora y otro c/ Hernán Ramón Vicente


    D, 1597, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Budman, Mabel y otros c/ Seminario, Guillermo s/ Ejecución hipotecaria


    B, 2469, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", en especial ítem VI.


    Escriña, Carlos Alberto c/ Zárate Port S.A. s/ Despido


    E, 370, L. XXXIX, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria", ítems VI al VIII inclusive.


    Utin de Polakoff, Catalina c/ Barua o Barua de Sansonetti, Aureliana s/ Ejecución hipotecaria


    U, 21, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos A  996, L. XLI, "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ despido".


    Sociedad Anónima del Atlántico Compañía Financiera s/ Liquidación judicial s/ Incidente de revisión (promovido por Vallansot, Carlos Alberto A.)


    S, 1672, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos A. 151, L. XXXVII, "Abdurraman, Martín c/ Transportes Línea 104 S.A. s/ accidente - ley n° 9688".


    Totola Coria, Pedro c/ Techint S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    T, 286, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos A. 996, L. XLI, "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido".


    Marchetti, Osvaldo Telmo c/ Aerolíneas Argentinas S.A.


    M, 1081, L. XLI, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos A. 996, L. XLI, "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido".


    Spada, Teresa Ángela c/ Klaukol S.A.


    S, 1255, L. XXXIX, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos G. 1360, L. XLI, caratulados "Guijun S.A, y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    Vatrano, Marcelo Alejandro c/ Gómez, Roberto y otra


    V, 13, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 1733, L. XLI; "Morán, Rodolfo Ariel y otro c/ COTO C.I.C.S.A. s/ despido".


    Morán, Rodolfo Ariel y otro c/ Coto C.I.C.S.A. s/ Despido


    M, 1863, L. XLI, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos P. 315, L. XLII; "Pardo, Hugo Alfredo c/ La Colina S.A. y otros".


    Bernardeu, Gladys Cristina c/ La Colina S.A. - Cooperativa de trabajo El Pehuenche Ltda. Cooperativa de producción de servicios Agrupar Ltda. y Cooperativa de trabajo agrícola Colonia Barraguero Ltda.


    B, 869, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Szafirowicz, Martha c/ Spinelli, Esteban


    S, 1421, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Torello Rodríguez, Atilio c/ Arriaga, Juan Enrique


    T, 873, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Torello Rodríguez, Atilio c/ Arriaga, Juan Enrique s/ Ejecución hipotecaria


    T, 874, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Tropiwey Internacional S.A. c/ Lucero de Méndez, Paz Elda Nilda


    T, 232, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Carlini, Jorge Alberto c/ Guglielmone, Juan Carlos


    C, 2806, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos C. 1067, L. XLI, "C., M. Á. c/ B. de R., N. y otra s/ Régimen de visitas"


    C., M. Á. c/ B. de R., N. y otra


    C, 1066, L. XLI, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en M. 996, L. XLI, "Manes Marzano, Angela Beatriz c/ Bieber, Ana Concepción y otros -expte. 23.900/02".


    Manes Marzano, Ángela Beatriz c/ Bieber, Ana Concepción - Expediente 23.899/02


    M, 994, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa B. 139, L. XXXIX. "Bustos, Alberto Roque y otros el Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Caja de Previsión y Seguro Médico de la Provincia de Buenos Aires c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    C, 1239, L. XL, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa C. 4141, L. XLI, "Cecchi, Carlos Miguel s/ Concurso preventivo - Incidente de revisión por Navarro Castex, Juan Carlos".


    Cecchi, Carlos Gabriel s/ Concurso preventivo


    C, 4126, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa C. 975, L. XLI, “Cerámica Zanon S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión promovido por la concursada al crédito de ABN AMRO BANK NV, Sucursal Argentina”.


    Cerámica Zanon S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por la concursada al crédito del patrimonio en liquidación del Banco Nacional de Desarrollo


    C, 4477, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Espeluse, Nelly c/ Tomasi, José s/ Ejecución hipotecaria


    E, 39, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 122, XXXIX, "Persico, Luigi c/ Maffuli, Ciro y otro", en particular a los puntos VII a XI, XIII y XIV.


    Vázquez, Susana N. y otra c/ Orue, Francisco José


    V, 111, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 772, L. XXXVIII, "Parra, Vilma y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros".


    Colegio de Odolontólogos de la Provincia de Buenos Aires - Distrito 1- c/ Poder Ejecutivo Nacional y Ministerio de Economía de la Nación


    C, 4074, L. XXXVIII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570/01 Y 214/02 s/ Amparo Ley 16.966", en particular a los puntos III, IV, VII, VIII, XI y XII.


    Gutnisky, Abraham y otros c/ Siembra Compañía de Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    G, 1828, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Dypsa Desarrollo y Proyectos S.A. c/ Domínguez, F. s/ Ejecución hipotecaria


    D, 41, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    El planteo de inconstitucionalidad no se encuentra debidamente fundado, carencia que se acentúa ante la doctrina del Tribunal según la cual las alegaciones genéricas de violación a las garantías de los arts. 16, 17 y 18 de la Constitución Nacional no son suficientes para sustentar tal tipo de impugnaciones. Es que quien tacha de inconstitucional una ley aduciendo que viola aquellos derechos, debe probar de modo concluyente la forma cómo tal afectación ha tenido lugar.  Los agravios deben afectar de forma personal a la parte que lo esgrime, resultando improcedente dicho remedio cuando se deduce en interés de terceros. En la especie, mientras la legitimada para recurrir es la sociedad anónima demandada, se plantea sin embargo un agravio que afectaría a la persona de su presidente en cuanto su derecho a la vivienda. Tampoco se acreditan las afirmaciones que, en tal sentido, vierte en el escrito recursivo.  En atención a tales las razones, no corresponde hacer lugar al planteo de inconstitucionalidad del inciso "a", del artículo 2°, de la ley 25.798.


    Zunino, María Antonia y otros c/ Nuñez y Cavanna S.A.


    Z, 102, L. XXXIX, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a los dictamenes P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", (ítem V a ítem VIII).


    Díaz Echegaray, Inés c/ Brito, Oscar y otro s/ Ejecutivo


    D, 128, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Fahmi, Gastón Alberto y otro c/ Qualitas Médica S.A. y otro s/ Ejecución de créditos laborales


    F, 416, L. XXXIX, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Gavelini, Jorge c/ Edificar S.A. y otros s/ Ejecutivo


    G, 865, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Rabobank International c/ DMI S.R.L. s/ Ejecución prendaria


    R, 622, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII y XIV.


    Complejo Habitacional SOM s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Grois, María Carmen


    C, 2136, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI, XIII a XV.


    Mindrex S.A. c/ Lutufyan, Ared y otros


    M, 542, L. XL, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a Xl y XIII a XV.


    Martínez, Laura Gladis c/ Carrots S.A.


    M, 285, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ceteco Argentina S.A. s/ Concurso preventivo


    C, 3740, L. XL, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Emerging Markets Fixedincome Ltd. c/ Rozanski, Aaron


    E, 81, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    First Trust of New York N.A. c/ Lucero, Alejandro Héctor y otro s/ Ejecución hipotecaria


    F, 578, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Forster, Samuel c/ Lods, Jorge R. s/ Ejecución hipotecaria


    F, 1602, L. XLI, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Morgan S.A. s/ Concurso preventivo


    M, 766, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Morielli, Elsa c/ Galasso, Osvaldo s/ Ejecución hipotecaria


    M, 511, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Moscada, Alberto Armando y otro c/ Koch, María Laura s/ Ejecución hipotecaria


    M, 1036, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    OSSIMRA s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revision (por Otturi, Juan Emilio)


    O, 559, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Pandolfi, María c/ Vivas, María s/ Ejecución hipotecaria


    P, 104, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Plaper S.A. c/ López, Ernesto Francisco y otro


    P, 209, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Turano, Juan Carlos Alberto c/ Curolan S.A. s/ Consignación


    T, 725, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro", en particular a los puntos VII a XI, XIII a XV.


    Manes Marzano, Ángela Beatriz c/ Bieber, Ana Concepción y otros - Expediente 23.900/02


    M, 996, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro", en particular los puntos VII a XI, XIII a XV.


    Praiana S.R.L c/ Consultar Eletrónica S.A. y otros s/ Ejecutivo


    P, 1759, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro", ítems VII a XI y XIII a XIV.


    Noejovich, Raúl Adrián c/ Rodríguez, Néstor s/ Ejecutivo


    N, 236, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S. 393, L. XXXVIII, "Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo".


    Mora, Elsa María c/ Estado Nacional - Decreto 894/01


    M, 119, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria”.


    Burbridge Alicia Rosa c/Noceti, Silvia Noemi


    B, 411, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria”.


    Caruso, Ubaldo Enrique c/ Arslanián, Anais


    C, 490, L. XLII, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria”.


    Sivori, Jorge Pedro y otro c/ Fajard, Alcira Beatriz s/ Ejecución hipotecaria


    S, 2316, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Akil, Emma c/Constitución 2XXX S.R.L. s/ Ejecución de alquileres


    A, 370, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Alto Palermo S.A. (APSA) c/ Drabenche, Oscar Manuel y otros


    A, 2270, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Borszewski, Jorge Adrián c/ Verona Joyas S.A.


    B, 2531, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Brusilovsky, Raúl Elías s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Lifschitz, Mirta


    B, 2847, L. XL, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Diez S.R.L. c/ Soderos Unidos del Sud S.A.


    D, 1821, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Emerging Markets Fixed c/ Daher de Latif, Rebeca s/ Ejecución hipotecaria


    E, 564, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Emerging Markets Fixed Income Ltd c/ Sacchi, Ricardo s/ Ejecución hipotecaria


    E, 507, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Espínola, Blanca Noemí c/ Karlovich, Juan Carlos y otra


    E, 400, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    López, Horacio Guillermo y otros c/ Danduf, José


    L, 146, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro", en particular los puntos VII a XI y XIII.


    Cernadas de Galate, Mercedes Inés c/ San Martín, Alejandro Pablo s/ Ejecutivo


    C, 2322, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. S. N° 499, L. XXXIX, “Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria”.


    Banco Interfinanzas Internacional LTD c/ Sauma, Carlos Elias


    B, 1658, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen C.1447, L. XXXVI, "Carrefour Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ repetición de impuestos", puntos V a VII.


    Depavel, Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    D, 691, L. XXXVI, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de autos P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", especialmente a las consideraciones vertidas en ítems VII a XI y XIII a XIV.


    Castro, Néstor Andrés C/ Cova, Javier Alejandro y otros


    C, 1133, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de autos P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", especialmente a las consideraciones vertidas en ítems VII a XI y XIII a XV.


    Cooperativa de Vivienda, Crédito y Consumo PROA Ltda. c/ Pugliese, María


    C, 638, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 1852, L. XLI, "AFIP - DGI c/  Caja de Seguridad Social para Abogados de la CABA s/ Otros procesos incidentales".


    Badano, Luis Vicente c/ Caja de Seguridad Social para abogados de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales


    COMP, 815, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1661, L. XXXIX, “Acevedo Nélida Beatriz y otros c/ I.N.S.S.J.P.”.


    Andrich, María Victoria y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados


    A, 1662, L. XXXIX, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1661, L. XXXIX, “Acevedo Nélida Beatriz y otros c/ I.N.S.S.J.P.”.


    Feijoo, Fernando Narciso c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados


    F, 1160, L. XXXIX, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1661, L. XXXIX, “Acevedo Nélida Beatriz y otros c/ I.N.S.S.J.P.”.


    Marchetto, Catalina y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados


    M, 1988, L. XXXIX, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1661, L. XXXIX, “Acevedo Nélida Beatriz y otros c/ I.N.S.S.J.P.”.


    Plome, María y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados


    P, 1469, L. XXXIX, 14 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 979, XL, "V., Ángel Rubén s/ Causa N° 5.119".


    A., Carlos Ricardo y V., Ángel Rubén s/ Causa N° 1.201


    A, 2689, L. XL, 07 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2583, L. XLI, "Cornejo, Alberto Daniel c/ Ministerio de Defensa – Estado Nacional p/ Ordinario".


    Romero, Gastón Fabián c/ Ministerio de Defensa (Estado Nacional) p/ Ordinario


    R, 1261, L. XLI, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 975, L. XLI, "Cerámica Zanon S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión promovido por la concursada al crédito de ABN AMRO Bank NV Sucursal Argentina”.


    Cerámica Zanón S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión


    C, 685, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Rozic, María Elena s/ Quiebra s/ Incidente de concurso especial s/ Concurso especial


    R, 1718, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 478, L. XXXVI "Fisco Nacional (Dirección General  Impositiva) c/ Mendoza, Provincia de s/ Ejecución Fiscal".


    Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    A, 255, L. XXXIII, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 478, L. XXXVI, "Fisco Nacional (DGI) c/ Mendoza, provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Sante Fe, Provincia de c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Cobro de pesos


    S, 272, L. XXXIII, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Arzuaga, Carlos Alberto y otro c/ Etchegoyen, Alejandro Ariel


    A, 1997, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 2867 L. XLI, "M., Gerardo Alfredo y J., Sergio Gabriel s/ Tenencia ilegítima de estupefacientes con fines de comercialización causa n° 5845".


    C., Miguel David s/ Recurso de casación


    C, 4059, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Simonetti, Javier Eduardo c/ Pacino, Roberto Horacio y otro s/ Ejecutivo


    S, 207, L. XLII, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Espósito, Alicia Haydee c/ Balsells, José Ramón s/ Ejecución hipotecaria


    E, 141, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Hervot, Viviana Rosa y otros c/ Compañía Calinur S.A. y otro s/ Ejecución hipotecaria


    H, 371, L. XLI, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Muzzio, Alicia Noemí c/ Biagosch, Alberto Ernesto s/ Ejecución hipotecaria


    M, 3377, L. XLI, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Palmieri, Juan Alberto s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación de Frontera, Susana


    P, 169, L. XLII, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Roger, Vicente Nicolás c/ Cabrera, Leonor Evangelina s/ Ejecución hipotecaria


    R, 1957, L. XLI, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Wichtel, José y otros c/ Resta, María Lucila s/ Ejecución hipotecaria


    W, 163, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Mafulli, Ciro y otro".


    Inversiones Juan Bautista Alberdi S.R.L. c/ Mammola de González, Dora Lidia s/ Ejecutivo


    I, 243, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", (ítem V a ítem VIII).


    Pesadori, María Teresa y otro c/ Durán de Pita, Filomena y otros


    P, 1523, L. XLI, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    No altera el criterio allí expuesto la circunstancia de que el accionado recién introdujera el planteo de pesificación del monto de condena, cuando impugnó la liquidación, pues desde que se dictó la sentencia de primera instancia el 28 de septiembre de 2001, que condenaba al pago en moneda extranjera, la que fue confirmada por la Alzada el 18 de octubre de 2002, hasta el momento en que ésta quedó firme al ser desestimado el recurso extraordinario el 26 de marzo 2003, le pudo haber asistido al demandado la legítima expectativa de que se hiciera lugar en dichas instancias a las defensas opuestas por su parte respecto al fondo objeto de la litis, que no incluía el problema del régimen de emergencia.


    Siemens S.A. c/ Excelencia s/ Ordinario


    S, 2668, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen del día de la fecha en causa E. 380, L. XLI, "Erke S.R.L. s/ quiebra s/ incidente de revisión por Sivilotti, Silvano".


    Erke S.R.L. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Finandevo S.A.


    E, 436, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen emitido en C. 2583, L. XLI, "Cornejo, Alberto Daniel c/ Ministerio de Defensa - Estado Nacional p/ ordinario".


    Ruiz Díaz, Víctor Ricardo c/ Ministerio de Defensa (Estado Nacional) p/ Ordinario


    R, 1262, L. XLI, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen en la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro ", ítems VII a XI , XIII y XIV.


    Aguirre, Jacobo Eduardo c/ Provenzani, Luis y otros s/ Ejecutivo


    A, 1348, L. XLI, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen en la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro", ítems VII a XI, XIII y XIV.


    Fecred S.A. c/ Mazzei, Osvaldo Daniel y otro s/ Ejecución hipotecaria


    F, 1074, L. XLI, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Rencal S.A. c/ Cataldo, Silvia Beatriz y otro


    R, 445, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial ítem IV.


    Volpi, Elba N. c/ Mauro, Francisco A. s/ Ejecución hipotecaria


    V, 30, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Persico, Luigi c/ Maffuli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cortijo, Matías c/ Oliveo u Oliveto Morinelli María del Carmen s/ Ejecución especial Ley N° 24.441


    C, 4415, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", en especial Ítem XI.


    Anselmi, Esther Gerónima c/ Soletic De Sytar, Estela s/ Ejecución hipotecaria


    A, 1503, L. XXXIX, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", en particular a los puntos VII a XI, XIII a XV.


    Danplay Corporation S.A s/ Pizurno Inver, Aurora y otro


    D, 1577, L. XL, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Camporesi, Carolina V. c/ Garbiso, Zulema J. s/ Ejecución hipotecaria


    C, 293, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Dentury S.A. c/ Conallison S.A.


    D, 1283, L. XLI, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Longo, Bárbara Teresa c/ Felder Bondar, Carlos León


    L, 1194, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Marben S.A.I.C. c/ Bernasconi, Augusto


    M, 3397, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Méndez, Marta c/ Álvarez s/ Ejecución especial Ley 24.441


    M, 1103, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Muhlrad, Jaime c/ Calzaretto de Orlandi, S. s/ Ejecución hipotecaria


    M, 3123, L. XLI, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Pezzati, Sandra Gabriela y otro c/ Su Marca S.A.I.C.


    P, 542, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Reynal Ayerza, Diego Jorge c/ Lemesoff y Compañía S.A. s/ Reajuste de convenio


    R, 10, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Robledo, Raúl c/ Converti, Rubén y otro s/ Ejecución hipotecaria


    R, 319, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen pronunciado anteriormente.


    Viggiolo, Hernán R. c/ Riner, Mafalda F. s/ Consignación


    V, 828, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen pronunciado con anterioridad.


    Cont, Ennia y otro c/ Zuppone, Ángel José y otro


    C, 2939, L. XL, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria" (ítems V a VIII).


    González, Marta María c/ Fidalgo de Rodríguez, Elvira


    G, 359, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen y al fallo de la causa "Tumbeiro, Carlos Alejandro s/ Recurso extraordinario".


    Q., Daniel A. s/ Recurso de casación


    Q, 35, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa V. 37, L. XL, “Vinzón Carlos Alberto c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Blanda, Gabriela c/ Poder ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    B, 2182, L. XL, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al Fallo: 327:4038.


    Torres, Raúl Manuel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- Ejército Argentino s/ Daños y perjuicios


    T, 156, L. XLI, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al Fallo: 327:576 ("Servintsa S.A.").


    Empresa de Transportes Los Andes S.A.C. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos DGI s/ Impugnación de deuda


    COMP, 882, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en autos M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/  inconstitucionalidad Art. 39 Decreto 7881/84" y B.1680, L. XL, "Banco de la Nación Argentina en J-27.499, Banco Nación Argentina en J-BCO Regional del Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo s/ Incidente de casación".


    Banco de la Nación Argentina en Jº 35.903 Banco Nación Argentina en Jº Profim Compañía Financiera S.A. p/ Quiebra p/ Recurso directo s/ Incidente casación


    B, 2065, L. XL, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa C. 1757; L. XL, "C., Matías Eugenio y otro s/ Robo en grado de tentativa - causa N° 1681-".


    C., Claudio Darío s/ Tráfico de estupefacientes -causa Nº 1.105-.


    C, 2640, L. XL, 20 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa P. 853, L. XLI, "Pérez García y otros c/ Estado Nacional".


    Iglesia Hunt, Ernesto c/ Estado Nacional


    I, 168, L. XLI, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Giaquinto, Guillermo Ángel c/ Loza de Costa Peuser, Marta Susana s/ Ejecución hipotecaria


    G, 786, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria.


    Mannella, Rafael c/ Zaslavsky, José s/ Ejecución hipotecaria


    M, 853, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Marrapodi, Vicente y otro c/ Almazan, Humberto Enrique y otro


    M, 947, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Astilleros Mestrina S.A. s/ Concurso preventivo


    A, 2115, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Salzmann, Juan José c/ Gerlach Campbell Construcciones S.A. s/ Ejecutivo


    S, 1513, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Kibrick, Mauricio c/ Castellano, Eliseo


    K, 107, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    R., Lisandro Luis María, S., Diego Javier y L., Jesús Salvador s/ Privación ilegal de la libertad y otro -causa nº 4.206-


    R, 1737, L. XL, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Validez de pagos efectuados conforme ley 25.561 y restante normativa federal: sujeción a lo que la Corte resuelva en el recurso de queja presentado en B. 2531, L. XLI, "Borszewski, Jorge Adrián c/ Verona Joyas S.A.".


    Verona Joyas S.A. c/ Borszewski, Jorge Adrián


    V, 1183, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen emitido en la causa M.743, L.XXXIX, Originario, "Municipalidad de Gualeguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ amparo”, fundamentos que fueron compartidos por la Corte Suprema.


    Municipalidad de General Galarza c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    M, 568, L. XLII, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Amparo. Impuesto sobre los combustibles líquidos y el gas natural. Principios tributarios. Admisibilidad del Recurso. 


    Acción de amparo contra Estado Nacional. Decreto 786/02 y ley 25.565. Recargo al consumo de gas por redes y duetos: consumo propio. Pretenso exceso reglamentario. Principio de legalidad tributaria.


    Es evidente que el recargo bajo análisis no sólo se aplica al gas entregado a terceros por redes o ductos, como erróneamente sostiene el a quo, sino que rige respecto de la totalidad de los consumos que empleen esos medios, cualquiera fuere su uso o utilización final, inclusive el denominado consumo propio o “autoconsumo”.  Por otro lado, tampoco asiste razón a la actora cuando plantea que los autoconsumos en yacimientos no quedan alcanzados por aquel recargo, al no emplear ductos que integren un sistema de distribución o transporte, regulados por los decretos 44/91 y 1738/92 ; Por el contrario, ante la falta de mención expresa el precepto alcanza a todo consumo realizado por cualquier dueto sin limitar su aplicación sólo a los regulados por los reglamentos citados.  Bajo este prisma la finalidad de la ley 25.565  ha sido que todos los consumidores de gas por cualquier red o dueto, financien la venta para uso domiciliario de cilindros garrafas o gas licuado de petróleo, así como las tarifas diferenciales a los consumos e residenciales que rigen para determinadas regiones del país. Ello queda corroborado por los debates parlamentarios de aquel momento.  Por ello, cabe disentir con el pronunciamiento apelado y concluir en que el recargo del art. 75 de la ley 25.565 rige también para el propio consumo, efectuado por cualquier red o ducto.  El art. 5 inc. b de la ley 11.683 establece que las sociedades a las que el derecho privado reconoce la calidad de sujetos de derecho son contribuyentes en tanto se verifique a su respecto el hecho imponible que les atribuyen las respectivas leyes tributarias, en la medida y condiciones necesarias que éstas prevén para que surja la obligación.  Por último, cabe disentir con el a quo en cuanto afirma que el legislador sólo incluyó el autoconsumo al dictar la ley 25.725.  Ello no es así, pues la redacción del hecho imponible, que determina y da origen a la obligación tributaria, es, en esta última norma y a los fines que aquí interesan, idéntica a la empelada por la ley 25.565.  De aquí se evidencia que le hecho imponible de esta segunda ley sólo añadió los términos “y/o comercialicen”, aspecto que carece de relevancia para la solución de esta causa donde se debate el consumo propio.


    Wintershall, Energía S.A. c/ Estado Nacional - Poder ejecutivo Nacional - Decreto 786/02  Ley 25.565 s/ Amparo Ley 16.986


    W, 48, L. XLI, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa W. 48, L. XLI Wintershall, Energía S.A. c/ Estado Nacional - Poder ejecutivo Nacional - Decreto 786/02  Ley 25.565 s/ Amparo Ley 16.986.


    Pan American Energy L.L.C. Sucursal Argentina y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional


    P, 1334, L. XLI, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Apremios ilegales. Prescripción de la acción penal. Sentencia no firme. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica, si ella no está razonada, constitutuye agravio concretamente referida a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.


    Incidente de prescripción de: S., C. A. s/ A., A. A s/ Apremios ilegales a detenidos


    S, 634, L. XLII, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Aplicación temporal de la ley penal. Ley penal más benigna. 


    Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque éstas sean sobrevinientes al recurso extraordinario.  Los efectos de la benignidad normativa en materia penal "se operan de pleno derecho", es decir, aun sin petición de parte.  La ley 26.063 introdujo una modificación al delito previsto en el artículo 9 de la ley 24.769 exigiendo que dicha conducta ilícita implique la omisión de ingresar los recursos de la seguridad social por una suma superior a los diez mil pesos por cada mes. En tales condiciones, resulta aplicable en forma retroactiva esta ley cuando resulte más benigna para el imputado.


    P., Jorge Carlos s/ Recurso de casación


    P, 931, L. XLI, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. 


    Decisiones de índole procesal ajenas al recurso extraordinario como principio general. Excepción: Excesivo rigor manifiesto.


    Es formalmente admisible el recurso extraordinario, pues si bien en principio, no son impugnables por la vía del Art. 14 de la ley 48 las decisiones de índole procesal que no resuelvan el fondo de la cuestión controvertida ni las que conciernen a temas regidos por las normas de derechos procesal local, existe cuestión federal suficiente para apartarse de dichas reglas, cuando la  resolución impugnada incurre en un injustificado rigor formal que atenta contra la garantía de la defensa en juicio consagrada en el Art. 18 de la Constitución Nacional.  La sentencia que al resolver una cuestión de competencia, anuló todo lo actuado y ordenó el archivo del expediente reviste el carácter de definitiva que se exige para la habilitación de la vía extraordinaria, pues dicha decisión causa un agravio de imposible reparación  ulterior en la medida en que priva al recurrente de plantear las cuestiones propuestas en su demanda.


    Municipalidad de General Alvarado s/ Cuestión de Competencia Artículo 6 Código Contencioso Administrativo en autos: "Interdil S.A. c/ Municipalidad de General  Alvarado s/ Cobro de pesos Juzgado  4. Secretaría  7 Civil y Comercial de Mar del Plata"


    M, 292, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ B.N. (M° E. y O.S.P.) - Dto. 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Nestlé Argentina S.A. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 588/98 s/ Proceso de conocimiento


    N, 420, L. XL, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen emitido en la causa A.2, L,XXXIX, "Alarcón, Marisel y Otros c/ Instituto Provincial de la Vivienda y Urbanismo s/ Acción Procesal administrativa - Recurso Extraordinario".


    De la Parra, Mirta Aurora y otros c/ Instituto Provincial de la Vivienda y Urbanismo del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    D, 958, L. XLI, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Admisibilidad del recurso. Competencia provincial. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura del recurso previsto en el artíclo 14 de la ley 48, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal.  La opción prevista en las normas del art. 5°, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y en el art. 118 de la ley 17.418 de otorgar varias posibilidades al demandante respecto del órgano judicial en el cual radicará su pretensión, halla su lógica limitación en el ámbito de los privilegios constitucionales de los Estados provinciales en cuanto a los tribunales en los que pueden litigar.


    Heredia, Jorge Hugo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    H, 213, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia comercial. 


    Resulta aplicable al sub examine lo resuelto por la Corte en la causa “Rezk”, Fallos: 324:2493, en cuanto a que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.   La declaración de incompetencia en el fuero comercial fue tardía, por ello corresponde entender la causa la Justicia Nacional en lo Comercial.


    Galante Manuel c/Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Ordinario s/ Incidente de apelación


    COMP, 33, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso. 


    Objeto del recurso extraordinario: arbitrariedad.


    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar la apreciación que han efectuado los jueces de la causa de los hechos alegados y pruebas producidas, salvo que medie un notorio apartamiento de los mismos o cuando recae una decisión carente de fundamentos fácticos o jurídicos que sustenten la tacha de arbitrariedad que se invoque.  No procede el recurso extraordinario cuando el juez ha hecho mérito de la prueba relevante a los fines de dilucidar la controversia y ha dado razones que, más allá de su acierto o error, lo llevan a la convicción de que las mismas no permiten tener por desacreditado el hecho cuestionado, fundamento que otorga sustento al decisorio apelado.  Es improcedente el recurso extraordinario cuando los argumentos del recurrente sólo constituyen una mera discrepancia respecto del modo de valoración de la prueba y los hechos de la causa que han efectuado los jueces, y no demuestran, como es de rigor, la ausencia de fundamentación que torne procedente a la arbitrariedad que se invoca en el decisorio cuestionado.


    G. de C., Graciela c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    G, 1475, L. XL, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de sentencia. Facturación de servicios públicos. Servicio de agua corriente. Propiedad horizontal. Consorcio de propietarios. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien las decisiones recaídas en procesos de ejecución de sentencias, en principio, no revisten el carácter definitivo que exige el art. 14 de la ley 48 como requisito de procedencia del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a esa regla cuando lo resuelto importe un apartamiento palmario de los términos del fallo final de la causa, o cuando ocasiona al apelante un agravio de imposible reparación ulterior.  Carece de razonabilidad lo requerido por el tribunal en cuanto a que para tener efectos erga omnes se debió emitir un pronunciamiento que "en forma expresa e indubitable" contemplara la inaplicabilidad de las resoluciones ETOSS 8194 y 12/94 a todos los inmuebles con afectación al régimen de propiedad horizontal cuya provisión de agua potable sea prestada por Aguas Argentinas S.A. Por lo tanto, al admitir la Cámara el reclamo de esta empresa tendiente a que la declaración de nulidad de las resoluciones citadas sólo produzca efectos respecto de un inmueble residencial individualizado, lejos de precisar el alcance con que debe ejecutarse la sentencia de la corte que juzgó en forma definitiva las cuestiones planteadas por los amparistas, se apartó palmariamente del verdadero sentido que correspondía atribuirle, conducta que importa una restricción indebida de sus alcances y demuestra una clara obstaculización en su cumplimiento, sin que los argumentos vertidos en el fallo que actualmente se recurre- claramente incompatibles con la solución acordada por V.E. a las cuestiones en litigio- justifiquen el temperamento adoptado, Máxime, cuando el Tribunal tiene dicho que tan incuestionable como la libertad de juicio de los jueces en el ejercicio de su función propia es que la interpretación de la Constitución Nacional por parte de la Corte Suprema tiene autoridad definitiva para toda la República, lo que impone el reconocimiento de la superior autoridad de que está institucionalmente investida.


    Defensor del pueblo de la Nación c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo Navional-  Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otros


    D, 123, L. XL, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria".


    Aplicabilidad de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908.


    Mastronardi, Pablo Alejandro c/ Ojeda, Patricia Claudia s/ Ejecución hipotecaria


    M, 3563, L. XLI, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Empleo público. Personal de las Fuerzas Armadas. Remuneraciones accesorias. Admisibilidad del recurso. 


    La norma aplicable al caso, el artículo 75 de la ley 21.965 (Ley del Personal de la Policía Federal Argentina), como legislación específica, constituye una garantía para los integrantes de esa fuerza de seguridad a la que deben ceñirse sus reglamentaciones.   En este sentido, de una razonable interpretación de esa norma se sigue que los suplementos creados por el decreto 2744/93 - más allá del carácter de suplemento particular que éste les asigna- reúnen los requisitos para ser considerados remuneratorios; Ello es así desde que fueron estipulados ya vigente la ley 21.965 y su percepción por la generalidad de la Fuerza ha sido reconocida por la propia Institución y por la Corte (in re "Torres" y "Costa", respectivamente Fallos: 321:619 y 325:2161 y "Mallo", sentencia del 29 de noviembre de 2005) y desde que esa "generalidad" del beneficio "... le confiere una indudable y nítida condición remuneratoria o salarial, sin que sea óbice a ello su calificación..." (Causa "Lalia", Fallos: 326:928, considerando 8°).


    Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derecho Humanos - Policía Federal Argentina Decreto 2.133/91 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    O, 126, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional -  Ministerio Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ personal militar y civil de las FFAA y de seguridad”.


    Aguirre, Roberto Alejandro y otros c/ Estado Nacional  - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos SSI- Policía Federal Argentina - Decreto 2.744/93 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    A, 1955, L. XLI, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional -  Ministerio Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ personal militar y civil de las FFAA y de seguridad”.


    Bobillo, Carlos Humberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas  y de Seguridad


    B, 263, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional -  Ministerio Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ personal militar y civil de las FFAA y de seguridad”.


    Dentone, Diego Alfredo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    D, 373, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional -  Ministerio Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ personal militar y civil de las FFAA y de seguridad”.


    Bressan, Claudio Alejandro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina - Decreto 2.744/93 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B, 1255, L. XLI, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional -  Ministerio Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ personal militar y civil de las FFAA y de seguridad”.


    Costa, Verónica Graciela c/ Estado Nacional  - Policía Federal Argentina - Decreto 2.744/93 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C, 4370, L. XLI, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, “Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ E.N. - M° Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg”.


    Salas, Jorge Manuel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía federal Argentina - Decreto 2.744/93 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 430, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, “Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ E.N. - M° Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg”.


    Sepúlveda, Norman Tomás y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal Argentina - Decreto 2.744/93 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 550, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, “Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ E.N. - M° Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg”.


    Santiso, Daniel Roberto c/ Estado Nacional - Policía Federal Argentina - Decreto 2.744/93 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S, 401, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 126, L. XLII, “Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ E.N. - M° Justicia Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133-91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad”.


    Ramírez, Verónica Andrea c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina - Decreto 2.744/93 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    R, 170, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Generalidades. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2583, L. XLI, "Cornejo, Alberto Daniel c/ Ministerio de Defensa – Estado Nacional p/ Ordinario".


    Patrovilleau, Eduardo c/ Ministerio de Defensa s/ Cobro de pesos


    P, 1340, L. XLI, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 3804, L. XXXVIII, "Manzoni, Juan Carlos y López, Norma María c/ Gobierno de la Provincia de Jujuy".


    Torres, Daniel Salvador y Argentina Jesús Guzmán c/ Estado Provincial


    T, 404, L. XL, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Hidrocarburos. Impuestos a los combustibles. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    El control -mediante el empleo de marcadores químicos homologados- que establecen las resoluciones generales (AFIP) 1359. 1364. 1400 y 1502 difiere de aquellos realizados por el INTI en cumplimiento de las resoluciones 79/99 y 217/01 de la secretaria de energía de la Nación, En tales condiciones, la sentencia recurrida -en cuanto afirma que el procedimiento fijado por las resoluciones generales (AFIP) 1359, 1364, 1400 Y 1502 se encontraba ya contemplado por las resoluciones 79/99 y 217/01 de la Secretaria de Energía de la Nación- se funda en la sola voluntad del juzgador y se halla en manifiesta contradicción con lo dispuesto por aquellas normas, circunstancia que impone su descalificación con arreglo a la doctrina dela arbitrariedad.  Además, como punto de partida, todo derecho consagrado constitucionalmente no es absoluto sino que debe actuarse de conformidad con las leyes que reglamentan su ejercicio, las cuales, a su vez, no pueden alterarlos, lo que sucede cuando sus previsiones resultan irrazonables, o sea, cuando no se adecuan al fin que requirió su establecimiento o incurren en manifiesta iniquidad. Resulta incuestionable la facultad concedida al legislador de establecer los requisitos a los que debe ajustarse una determinada actividad.  La declaración de inconstitucionalidad de una norma implica un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico y es preciso poner de resalto que está a cargo de quien invoca una irrazonabilidad la alegación y prueba respectiva.  La declaración de inconstitucionalidad requiere que se precise y acredite fehacientemente el perjuicio concreto que origina la aplicación de la norma, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente posibles o conjeturales.


    Arno Seewald S.A. c/ AFIP DGI Región Posadas s/ Acción de amparo y medida cautelar


    A, 1189, L. XLI, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


    Si en el recurso extraordinario se encuentra en juego una cuestión federal y otra arbitraria corresponde tratar en primer orden esta última, dado que de existir esta no habría en rigor sentencia propiamente dicha.  Cuando la sentencia de un tribunal satisface en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente, con arreglo a los hechos de la causa, y ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías constitucionales alegadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional.  Si bien la ley de riesgo del trabajo no resulta censurable desde el plano constitucional por establecer como regla para determinadas incapacidades que la reparación dineraria sea satisfecha mediante una renta periódica, sí lo es por no contemplar excepción alguna para casos en que el temperamento legal no se adecua al objetivo reparador cuya realización se procura.


    Díaz, Juan Rosa c/ Orígenes Administradora de Fondos para Jubilaciones y Pensiones


    D, 184, L. XXXIX, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso es formalmente inadmisible y por ello, fue incorrectamente concedido, pues si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48.   En definitiva, deviene aplicable la jurisprudencia del Tribunal según la cual los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarse son irrevisables en la instancia extraordinaria, pues la presencia de aquéllos impide considerar otros de índole federal que pudiera contener la sentencia, por falta de relación directa e inmediata.


    Porto Cervo SA. c/ S.I.C.Y.M. - Disposición D.N.C.I.  47/00 (Expediente 64 - 2898/97 y acumulados)


    P, 237, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    El recurso es formalmente inadmisible y por ello, fue mal concedido desde el momento en que no se encuentra configurada una cuestión federal típica.  En efecto el argumento de la Cámara para revocar la resolución sancionatoria se funda exclusivamente en aspectos procesales como el principio de la cosa juzgada y no desvirtúa -como pretende el recurrente- el ejercicio de atribuciones disciplinarias de la DNCI; Del pronunciamiento no se extrae el desconocimiento de las competencias concurrentes de uno y otro organismo estatal en el control de las actividades, en lo que aquí atañe, de las sociedades de capitalización y ahorro previo ni con él se desdibuja sus facultades para hacer cumplir los convenios en favor de los derechos de los consumidores.


    Círculo de Inversores S.A. de ahorro para fines Determinados c/ D.N.C.I. Disposición  235/01 Expediente 64.849/97 y AG 64-11708/99


    C, 4102, L. XLI, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Esfuerzo compartido. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa  P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Rosar S.R.L. c/ Baby Toys S.R.L. s/ Ejecutivo


    R, 1270, L. XLI, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria". (Consideraciones vertidos en los ítems VII a XI y XIII a XV).


    Ejecución de pagaré librado en dólares estadounidenses.


    Torras, Esteban Federico c/ Moscardini, Hugo Walter y otro s/ Ejecutivo


    T, 12, L. XLII, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", (consideraciones vertidos en los ítems V a VIII).


    S.A. Baraldo y Compañía c/ Justribo, Manuel José s/ Ejecutivo


    S, 1406, L. XLI, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria".


    Aplicabilidad ley 25.798, modificada por la ley 25.908.


    Franceschini, Andrés c/ Dellamea, Elsa s/ Ejecución hipotecaria


    F, 1428, L. XLI, 07 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Hernández, Claudio c/ Muñoz Bassino, Guillermo Osvaldo s/ Ejecutivo


    H, 151, L. XLI, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Mantiene el recurso interpuesto por el Señor Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal.


    C., Sebastián s/ Recurso de casación


    C, 4712, L. XLI, 10 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer. 


    A los fines de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos principales o, en su caso, del incidente de verificación tardía.


    Silva, Daniel Omar c/ Di Sicca, Gabriel Antonio y otros


    S, 2035, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Solicita intimación al actor a informar determinada circunstancia, previo a dictaminar.


    Fondo Nacional de las Artes c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    F, 1348, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ministerio Público Fiscal. Autonomía del Ministerio Público. Denegatoria del recurso. 


    La presentación de la actora sólo exhibe una mera discrepancia con lo decidido por el tribunal, lo que no constituye fundamento suficiente como para habilitar la instancia excepcional.


    Partido Nuevo Triunfo s/ Reconocimiento - Distrito Capital Federal


    P, 1469, L. XLI, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Privatizaciones. Acciones societarias. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En la tarea de establecer la inteligencia de normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, conforme la interpretación que rectamente le otorgue.  La ley n° 25.471 reconoce a todos los que no se hubiesen podido acoger al Programa de Propiedad Participada -por causas ajenas a su voluntad; demora en su instrumentación; o que incorporados, hubiesen sido excluidos- una suma indemnizatoria con una tasa de interés y la emisión de bonos para la consolidación de la deuda reconocida. Por su lado, el Poder Ejecutivo Nacional, mediante el decreto 1077/03 (B.O. 06/5/03), reglamentario de aquélla, establece el monto promedio para el cálculo del resarcimiento por beneficiario a partir de las pautas previstas en el anexo, el que, respecto a las acciones, establece su valor de libros y el de mercado a julio de 1997; la cantidad -general y promedio por titular- y tasa de interés; así como el número de agentes al 1/1/91 e importe promedio por beneficiario.  De los arts. 1° y 2° del decreto reglamentario 1077/03 se deriva que las autoridades competentes establecieron una reparación tarifada con el fin de evitar que la prolongación de la significativa cantidad de procesos judiciales iniciados por ex-agentes de Y.P.F. S.E., suscite mayores gravámenes al Tesoro Nacional.  Los sujetos comprendidos en las previsiones de los arts. 1° y 2° del decreto reglamentario 1077/03 tienen la posibilidad de acceder al beneficio del Programa de Propiedad Participada mediante un trámite abreviado aprobado por resolución n° 462/04 del Ministerio de Economía y Producción, sin que el estado procesal de las actuaciones judiciales constituya obstáculo para ello.  Al tener la indemnización del Programa de Propiedad Participada carácter facultativo y no obligatorio, cada ex-agente puede optar por la alternativa que considere más conveniente; esto es, continuar con el proceso en sede judicial o acogerse a este régimen. En caso de decidirse por esta última, ello implica "el desistimiento al derecho y a toda acción judicial iniciada o futura y la renuncia a la acción y al derecho de cualquier acción judicial o administrativa relacionada con el PPP de YPF S.A.", así como también, la percepción del beneficio mediante bonos de consolidación en moneda nacional cuarta serie o cuarta serie 2%, a su valor técnico al 31/12/02 (arts. 5° y 6°, decreto n° 1077/03 y 2° y 4°, decreto n° 821/04).  Corresponde tener en cuenta que la reglamentación de la ley 25.471 se ocupa, igualmente, de los supuestos en que no se promovió acción judicial y de aquellos en los que se obtuvo un pronunciamiento con autoridad de cosa juzgada (arts. 3° y 8°, decreto n° 1077/03 y 1°, decreto 821/04); y que la ley n° 26.132 declaró inembargables, desde su entrada en vigor, las indemnizaciones referenciadas, en tanto no hayan sido transferidas por algún título.  Si el ex-agente no manifiesta su voluntad expresa de adherirse al Programa de Propiedad Participada, en los términos exigidos por el artículo 2°, inciso a, del decreto 1077/03, procede que los jueces establezcan el resarcimiento correspondiente adoptando los parámetros que estimen conducentes. Para tal objeto, es razonable acudir a las pautas que se consignan en la ley n° 25.471 y en el anexo del decreto referido.


    Santillán, Felipe O. c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    S, 2178, L. XLI, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa H 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria".


    Aplicabilidad de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908.


    Suárez Salvador, Teresa y otro c/ López, Graciela Beatriz s/ Ejecución hipotecaria


    S, 2443, L. XLI, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Constitucional. Recurso Extraordinario Federal. Requisitos de admisibilidad. Requisitos Objetivos. Motivos en los que debe apoyarse. Arbitrariedad. Supuestos. Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes. 


    Facultades de la IGJ. Variaciones de capital de las sociedades anónimas.


    Es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes.  El a quo omitió el estudio de las normas que otorgan facultades a la Inspección General de Justicia, teniendo en especial consideración que los artículos 300 de la Ley 19.550 y 7 de la Ley 22.315 prescriben que dicho organismo de control debe fiscalizar las variaciones de capital de las sociedades anónimas.


    Inspección General de Justicia c/ Empresa Naviera Petrolera Atlántica S.A.


    I, 166, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Procesos de ejecución. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", -en particular a los puntos IV a VIII-.


    Kasztelan, Daniel Mario c/ Duggan, Andrés Patricio y otros s/ Ejecutivo


    K, 235, L. XLI, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del Recurso Extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Es procedente el recurso extraordinario toda vez que lo resuelto menoscabe garantías que cuentan con amparo constitucional, al omitir pronunciarse sobre articulaciones serias oportunamente introducidas y fundar la decisión en forma insuficiente, socavando la posibilidad de dar una correcta solución a la cuestión, lo cual no importa anticipar opinión en cuanto a la decisión a adoptar.  Por lo tanto, se deberá admitir la queja, declarar procedente el recurso extraordinario, dejar sin efecto la sentencia y mandar a que por medio de quien corresponda se dicte una nueva con arreglo a derecho.


    Obra Social de Jefes y Oficiales Maquinistas Navales c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI


    O, 423, L. XXXIX, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión a los dictámenes emitidos en las causas F. 1678, L. XLI "Fernández, Alicia Esther c/ Banco Río (Sucursal  Goya)" y V.891, L. XL, "Vacas Alicia Lilia c/ Banco Francés Sucursal Corrientes".


    Crespo, Emilia Milagros c/ Bank Boston


    C, 4622, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Quiebra. Interpretación de la ley. Esfuerzo compartido. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro” -en particular, a los puntos VII a XI, XIII a XV-.


    Conzón, María Elena s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Castellucio, Alfonso M. y otro


    C, 3319, L. XLI, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Protección de la vivienda. Desapoderamiento. Sentencia arbitraria. Abuso del derecho. Mantenimiento del recurso. 


    En el marco del principio de unidad de acción de esta institución, se sostiene el recurso interpuesto por el Fiscal de Cámara.


    La fiscal de la Cámara alega que la sentencia es arbitraria ya que contiene defectos de fundamentación normativa y omite considerar circunstancias relevantes para la solución de la causa, como son los aspectos vinculados a la falta de legitimación del síndico, abuso de derecho al peticionar respecto de un bien excluido del desapoderamiento y la solicitud de la fiscalía para que en forma previa a la desafectación se intime a los beneficiarios a depositar el importe de los créditos anteriores a la inscripción del inmueble como bien de familia, bajo apercibimiento de ejecución.   En particular, sostiene que conforme el artículo 38 de la Ley 14.394 el bien de familia no es susceptible de ejecución o embargo por deudas posteriores a su inscripción como tal, ni aún en caso de concurso o quiebra, por lo que constituye un bien excluido del desapoderamiento.  Por tal motivo, el síndico no está legitimado para ejercer ese reclamo, que no concierne a la masa, sino a ciertos acreedores de causa o título anterior a la inscripción del inmueble en dicho régimen.  En tal sentido, destaca que el derecho a la protección de la familia fue reconocido en diversos tratados internacionales, y en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional que consagró la defensa del bien de familia como un derecho fundamental.   Por otro lado, y en cuanto a la solicitud de intimación previa a los propietarios, sostiene que, de conformidad con el artículo 38 citado, los acreedores posteriores a la inscripción carecen de interés jurídicamente tutelable en oponerse al pago de los créditos de causa o título anterior al beneficio, y que la protección de los acreedores de la quiebra de modo alguno puede socavar garantías de superior jerarquía –defensa del bien de familia, Art. 14 bis, Constitución Nacional-.   En tales condiciones, la ejecución del bien sólo debe satisfacer los “créditos anteriores”, por lo que, de acuerdo al ya mencionado artículo 38, el remanente no puede mejorar la garantía con que contaron los acreedores posteriores a la inscripción.


    Baumwohispiner de Pilevsky, Nélida s/ Quiebra


    B, 2339, L. XLI, 11 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso de Casación Penal. Revisión judicial. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 845, L. XXXIX, "G., J. L. s/ Corrupción en concurso real con el delito de violaciones reiteradas, etc. -causa n° 1.018-".


    D., Francisco Jonathan s/ Causa N° 4.104


    D, 247, L. XL, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 845, L. XXXIX, "G., J. L. s/ Corrupción en concurso real con el delito de violaciones reiteradas, etc. -causa N° 1018-".


    M., Daniel Enrique s/ Causa N° 4.102


    M, 478, L. XL, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos de admisibilidad. 


    Tribunal que no se expidió respecto de la concesión del recurso: reenvío de la causa.


    Habida cuenta que el tribunal habilitado para pronunciarse acerca de la concesión del recurso extraordinario federal interpuesto por la defensa, esto es, la Cámara Nacional de Casación Penal, no se expidió al respecto, corresponde que la Corte ordene el reenvío de la causa, a esos efectos.


    F., Ariel Gustavo s/ Recurso extraordinario


    F, 269, L. XLII, 17 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Decisiones recurribles. Sentencia definitiva. 


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales.  Sin embargo en los autos se configura un supuesto de excepción, pues lo resuelto por el tribunal respecto de la exigibilidad del crédito reclamado en este proceso de apremio no podrá ser replanteado posteriormente.  La distinción entre la "causa" y el "título" surge del propio art. 32 de la ley 24.522, disposición que obliga a los acreedores a insinuarse en el pasivo concursal y probar mediante el trámite de verificación la existencia de los créditos, no sólo en virtud de un "título" sino también de la "causa" que le da origen, que debe ser anterior al estado de liquidación o falencia.  En tales condiciones, resulta pertinente el agravio del recurrente, ya que la omisión del tribunal en expedirse sobre este tópico priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la litis en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto.  Por ello, la decisión impugnada  resulta descalificable como acto jurisdiccional y debe revocarse la sentencia.


    Fisco Nacional D.G.I. - A.F.I.P c/ Diario Perfil S.A.


    F, 1825, L. XL, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Requisitos de actividad. 


    Interposición del recurso extraordinario federal: falta de legitimación de terceras personas ajenas al proceso. Excepción: sentencia lesiva de intereses legítimos. Imposición de costas al denunciante, que no reviste carácter de parte conforme el Procedimiento Administrativo.


    La regla según la cual no puede interponer recurso extraordinario quien no reviste la calidad de parte en el proceso, aun cuando alegue tener un gravamen configurado por la decisión impugnada, admite excepción cuando la sentencia dictada sin su intervención afecte sus legítimos intereses.  Si bien el recurso extraordinario no es procedente para revisar lo decidido por los jueces de la causa en lo atinente a la distribución de las costas en las instancias ordinarias, cabe hacer excepción a ese principio cuando se ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado a la cuestión de acuerdo a las constancias de la causa, lo que derivó en una indebida distribución de los gastos del proceso con el consecuente menoscabo del derecho de defensa en juicio y de propiedad.  Es arbitraria la sentencia que se apartó de las constancias de la causa cuando dispuso imponerle al apelante las costas de un proceso judicial del cual no sólo no es parte, sino que, además, ni siquiera participó como tercero, toda vez que le fue expresamente denegado su pedido en tal sentido.  No reviste calidad de parte, y por lo tanto, no se le pueden cargar las costas del proceso judicial a quien, con su denuncia, haya dado origen al expediente administrativo que culminó con una decisión, de igual carácter, del órgano competente, cuya revisión corresponde a los jueces civiles, por expresas disposiciones legales; ello es así, pues se trata de procesos diferentes, uno de carácter administrativo y el otro de naturaleza judicial, al mismo tiempo que la calidad de denunciante tampoco le otorga el carácter de parte en el procedimiento administrativo, según lo prevé la regulación del trámite de denuncias de la Inspección General de Justicia.  El decreto 1493/82, reglamentario de la ley 22.315 no otorga al apelante -quien se limitó a formular una denuncia ante la Inspección General de Justicia- la calidad de parte y, en tales condiciones, no puede cargar con las costas de un procedimiento administrativo.


    Club Atlético Boca Juniors, Asociación Civil  c/ Inspección General de Justicia


    C, 3477, L. XLI, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fundamentación. 


    Tiene dicho la Corte que si bien los agravios relativos a las nulidades procesales, por remitir al estudio de cuestiones de hecho y adjetivas, son irrevisables en la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción a dicha regla cuando el pronunciamiento no respeta los principios que hacen a las garantías de defensa en juicio y propiedad y a la fundamentación exigible a los fallos judiciales, e incurre en exceso respecto a la jurisdicción acordada por el recurso concedido.  En particular, con relación a las apelaciones federales, tiene dicho también que la omisión de traslado compromete el derecho de defensa y, en general, que la resolución de cuestiones ajenas al recurso afecta la propiedad y defensa en juicio.  Procede el recurso federal contra la sentencia que no cumple con la condición de validez de los pronunciamientos judiciales, la cual impone que éstos sean debidamente fundados.


    León Sacaca, Andrés y en representación de Julian Sacaca Eulogio y León Canaza de Julián Rufina c/ A.F. Construcciones S.R.L. y otro s/ Accidente - acción civil


    L, 996, L. XLI, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inadmisibilidad recurso extraordinario: ausencia de agravios.


    El recurso extraordinario interpuesto no contiene mención alguna de cuestionamiento a la interpretación y/o aplicación de la normativa de emergencia en el decisorio de la alzada, es decir que el recurrente no expresa agravio alguno sobre tal decisión en tal sentido, antecedente que torna improcedente la admisión del remedio.


    Giurfo, Adriana c/ Rey Limeres, Manuel s/ Ejecutivo


    G, 894, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Régimen provincial de consolidación de deudas. Inadmisibilidad del recurso extraordinario. Falta de enunciación clara de los hechos de la causa. Ausencia de crítica razonada de los fundamentos del fallo. Cuestiones de derecho público local: competencia de la justicia local.


    La procedencia de la apelación federal está condicionada a que el escrito en que se la interpone contenga la enunciación clara de los hechos de la causa que permita establecer la relación directa e inmediata entre lo que ha sido materia de debate y decisión en autos y las garantías constitucionales que se aducen lesionadas. En el sub lite, el escrito de la apelante no satisface aquellos requisitos ya que contiene un relato de hechos por demás desordenado e ininteligible, presenta los agravios de modo genérico y confuso y carece de una crítica razonada de los fundamentos del fallo, lo que bastaría para declarar su inadmisibilidad.  Sin perjuicio de lo expuesto, en lo que respecta a la inclusión de los honorarios en las normas de consolidación local, el recurso tampoco es admisible toda vez que si bien éstas adoptaron por adhesión el mismo criterio que el establecido en el orden nacional, ello no altera la naturaleza de derecho público local del régimen instaurado, cuya interpretación y aplicación corresponde a las autoridades provinciales.


    Herrera, Félix Hugo c/ Banco Provincial de Salta en liquidación Provincia de Salta


    H, 442, L. XL, 07 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Autónoma. 


    Principio de Congruencia: Obligación de referirse a los hechos objeto del juicio y a la variación invocada.


    Carece del requisito de fundamentación autónoma el recurso mediante el que se alega la afectación al principio de congruencia sólo con base en el cambio de calificación legal dispuesto por el a quo y en el análisis que ese tribunal realizó acerca de ambas figuras penales, mas omite referirse a los hechos que constituyeron la materia del juicio, e indicar en qué consistió la variación que -en su opinión- habrían sufrido, a pesar de que esta última circunstancia es la que importa y decide la cuestión.  Si bien en ciertos casos la modificación de la calificación legal podría importar un agravio constitucional, en la medida en que dicho cambio provoque el desbaratamiento de la estrategia del acusado, impidiéndole formular sus descargos, no se da esa situación cuando el apelante omite exponer cuáles son las defensas que aquel proceder le habría impedido articular, y en qué medida habría influido en la solución.


    A., María Alexandra s/ Presunto abandono de persona calificado -causa Nº 19.143/2003


    A, 1318, L. XL, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Suficiente. 


    La Corte ha sostenido el principio de que las cuestiones que versan sobre la constitución e integración de los tribunales, las  vinculadas con las formalidades de la sentencia y el modo de emitir el voto de los jueces cuando integran tribunales colegiados, son ajenas al recurso federal y sólo ha anulado sentencias en casos muy puntuales que nada tienen que ver con el presente, por  ejemplo cuando se había omitido deliberadamente dar intervención a algún integrante del tribunal o no se habían respetado las  reglas que rigen la deliberación de los jueces en acuerdo.  Tiene dicho la Corte que en el sentido de que el ejercicio de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas, no suscita cuestiones que quepa decidir en la instancia del Artículo 14 de la Ley 48.


    R. F., Raúl Rolando y otros s/ Peculado y uso de documento privado falso -causa nº 19.697/01-


    R, 1077, L. XLI, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Las alegaciones genéricas de violación a las garantías de la Constitución Nacional no son suficientes para sustentar el planteo de inconstitucionalidad. Quien tacha de inconstitucional a una ley aduciendo que viola dichos derechos, debe probar de modo concluyente la forma cómo tal afectación ha tenido lugar.  La declaración de invalidez constitucional de un precepto de jerarquía legislativa constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado ultima ratio del orden jurídico. Por ello sólo cabe formularla cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados.  En tal sentido, la Corte tiene reiteradamente dicho que está vedado a los tribunales el juicio sobre el mero acierto o conveniencia de disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus propias facultades.


    Teodosio, Nélida Amelia y otros c/ Canosa Liñero, Marina A.


    T, 179, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Plazo de interposición. 


    Regulación de honorarios de los peritos intervinientes en la causa. Improcedencia del recurso extraordinario extemporáneo. Cómputo del plazo para interponer el recurso extraordinario: causales de suspensión.


    En orden a verificar si en autos concurren los requisitos para habilitar esta instancia, cabe recordar que a la Corte, por ser el tribunal del recurso extraordinario, le corresponde determinar si aquél fue deducido en tiempo oportuno. En este sentido, el plazo del art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no se interrumpe ni se suspende por el trámite de otros recursos que en definitiva no prosperan, con prescindencia de la denominación que se utilice para desestimarlos.   Al respecto, el Tribunal ha señalado que ese término es fatal y perentorio, corre por diez días hábiles contados desde la notificación de la sentencia definitiva dictada por el superior tribunal de la causa y no se suspende por la interposición de otros recursos declarados improcedentes, o cuando la aclaratoria o reposición fue rechazada sin expresar ningún fundamento nuevo que pudiera integrar el fallo anterior.


    Criado de Bustos, María Cristina y otros s/ Ferrocarriles Metropolitanos S. A.


    C, 2426, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos Objetivos. 


    Admisibilidad del recurso extraordinario: requisitos propios. Existencia de causa federal y resolución del Tribunal contraria a la pretensión del recurrente.


    El recurso extraordinario resulta admisible al hallarse en cuestión la aplicación e interpretación de normas federales y la posible colisión con disposiciones de la ley de concursos, y siendo la decisión contraria a las pretensiones del apelante.  Reconocer el carácter de privilegiado a un crédito, importa admitir el derecho de ser pagado con preferencia a otro, y tal calidad debe surgir de la ley, porque si se acepta una extensión mayor a la admitida por la ley se menoscaba el derecho de terceros.  Los principios hermenéuticos llevan a la interpretación restrictiva de las normas que crean privilegios a fin de evitar que las situaciones excepcionales se conviertan en regla general.  La ley no debe interpretarse sólo conforme a la literalidad de su vocablo sino con su significado jurídico profundo, puesto que por encima de lo que parece decir, debe indagarse lo que verdaderamente dice en conexión con el resto del ordenamiento jurídico, confrontando ello con las garantías constitucionales.


    Inmobiliaria Financiera y agropecuaria La Ferrolana S.A. s/ Quiebra


    I, 42, L. XLI, 07 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pensiones de guerra. Delimitación del monto. Interpretación de la ley 23.848. Diferencia con haber de retiro.


    Cuando la letra de la ley no exige esfuerzo de interpretación, ésta debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que exceden las circunstancias del caso expresamente contempladas en ellas.  De la letra del art. 1° de la ley 23.848 se aprecia claramente que la voluntad del legislador fue delimitar el monto de las pensiones de guerra, sólo a los rubros que componían, en su momento, el llamado "haber mensual".  Las prestaciones como la aquí examinada no pueden equipararse a los haberes de retiros, por cuanto éstos últimos imponen cierta proporcionalidad con el de actividad, en razón de la naturaleza sustitutiva que cabe reconocérsele y de los fines que inspiran al sistema previsional, siendo que dichas razones resultan totalmente ajenas a la materia regulada por normas que conceden beneficios como el examinado.


    Kasansew, Nicolás y otros c/ Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente - Comisión Nacional de Pensiones Asistenciales


    K, 312, L. XL, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen por ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del articulo 14 da la ley 48 y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restringida.  También ha señalado, ese alto tribunal -que las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de impugnación por vía extraordinaria, pues no revisten, por lo general, el carácter de sentencia definitiva que exige el artículo 14 de la ley 48.  Sin perjuicio de ello, median en el caso planteos en torno a la aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, y los decretos 1570/01 y 214/02), sin que el tribunal local se haya expedido sobre ello, y por tanto, media en el sub lite resolución contraria implícita de los reclamos efectuados con sustento en dichas normas federales, lo que habilita la admisibilidad del recurso.


    Rodríguez, Alicia Isabel c/ Squillario, Miriam Adriana y otro


    R, 1660, L. XXXIX, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Decisiones recurribles. 


    Régimen de consolidación de deudas. Resolución que declara desierto un recurso ante el tribunal de alzada. Procedencia del recurso extraordinario: arbitrariedad. Injustificado rigor formal. Garantía del debido proceso adjetivo. Derecho de defensa.


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional.  Por otra parte, la regla según la cual las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, en razón de su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía extraordinaria, también reconoce excepciones cuando lo decidido revela un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio.  Ambas situaciones se presentan en el sub lite. Ello no implica desconocer las amplias facultades de los jueces de la causa para calificar los recursos y peticiones de las partes, puesto que, como principio, la valoración de un memorial, a fin de determinar si reúne las exigencias para sustentar un recurso es privativa del respectivo tribunal. Sin embargo, tal doctrina no puede aplicarse de manera absoluta cuando, como quedó expuesto en el sub lite, la apelación contiene un análisis suficiente de los temas que se pretenden someter a la alzada y cuyo tratamiento ésta omite de manera injustificada por razones de índole procesal que no atienden a los antecedentes del proceso   En tales condiciones, el rechazo del a quo fundado en que la demandada no habría rebatido los argumentos expuestos en la decisión que estimó equivocada, revela un injustificado rigor formal, incompatible con el derecho de defensa y demuestra la existencia de una relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, circunstancias que habilitan a descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido.


    Imetag S.A. c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina s/ Incumplimiento de contrato


    I, 437, L. XL, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Decisiones Judiciales. Emanada del Tribunal Superior de la causa. 


    Interpretación judicial excesivamente ritualista. Precedentes "Strada" y "Di Mascio".


    Todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, pues los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprenden puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales, por lo que cabe concluir que las decisiones que son idóneas para ser resueltas por la Corte Nacional no pueden ser excluidas del previo juzgamiento por el máximo órgano judicial de la provincia.  En los casos aptos para ser conocidos por el Tribunal según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales, no pueden vedar el acceso a aquel órgano en tales supuestos.  La interpretación judicial restrictiva de las normas que regulan los recursos extraordinarios en el Código Procesal de la Provincia de Buenos Aires, resulta excesivamente ritualista en cuanto impide el examen de cuestiones federales conducentes por el tribunal superior local, toda vez que los planteos antes señalados (constitucionalidad del plexo normativo de la emergencia), se hallan inexcusablemente comprendidos en el ámbito cognoscitivo propio de la Corte bonaerense en cuanto investida del poder -deber de aplicar con preeminencia la Constitución y las leyes de la Nación- lo que constituye el fin supremo y fundamental de la actividad jurisdiccional. Así lo tiene dicho la Corte en los precedentes "Strada" y "Di Mascio" al reafirmar que es facultad no delegada por las provincias al Gobierno Nacional, la de organizar su administración de justicia y, por ello, la tramitación de los juicios es de su incumbencia exclusiva por lo que pueden establecer las instancias que estimen convenientes, pero, tal ejercicio, resulta inconstitucional si impide a los magistrados locales considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional, las leyes que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con potencias extranjeras, a las que las autoridades de cada estado están obligadas a conformarse no obstante cualquier disposición en contrario que contengan sus constituciones o leyes.


    Romay, Adriana C. c/ Silva, Humberto César


    R, 583, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso Extraordinario Federal. Requisitos de admisibilidad. Cámara de Casación Penal. Tribunal superior de la causa para la justicia nacional penal.


    Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte por vía del recurso extraordinario, en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de órgano intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en esa materia, a los efectos del artículo 14 de la ley 48.


    P., Juan Ángel s/ Incidente de regulación de honorarios promovido por el Dr. Torcuato E. F. (h) -causa nº 12.600/01-


    P, 84, L. XL, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Validez de normas nacionales (ley 25.561, decretos 214/02 y 320/02). Rechazo de recurso de queja por denegación del extraordinario, por parte del superior tribunal provincial: improcedencia. Agotamiento de todas las instancias locales. Precedente "Di Mascio". Moneda de pago en que deberán cancelarse los créditos: Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El Tribunal ha resuelto en el precedente "Di Mascio", que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que susciten cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, pues los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprenden puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales, y los tratados internacionales, por lo que las decisiones que son idóneas para ser resueltas por la Corte Nacional no pueden ser excluidas del previo juzgamiento por el máximo órgano judicial de la provincia.   A partir del mencionado fallo, la Corte dejó establecido que, en los casos aptos para ser considerados por el Tribunal según el artículo 14 de le ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales, no pueden vedar el acceso a aquél órgano en tales supuestos, v. gr.: por el monto de la condena, por el grado de la pena, por la materia o por otras razones análogas.   Los obstáculos a la procedencia del recurso sostenidos sobre la base de una interpretación judicial restrictiva del artículo 161, inciso 1° de la Constitución Provincial, constituyen un exceso de rigor formal en cuanto impide el examen de cuestiones federales conducentes por el tribunal superior local, toda vez que los planteos antes reseñados, se hallan inexcusablemente comprendidos en el ámbito cognoscitivo propio de la Corte bonaerense en cuanto investida del poder lo que constituye el fin supremo y fundamental de la actividad jurisdiccional.


    Lospice, Eduardo c/ Institutos Médicos S.A.


    L, 1841, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia definitiva. 


    Pronunciamientos que exhiben agravios irreparables.


    El pronunciamiento por el que se desecha la revocatoria pedida y se dispone continuar el juicio no es sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario, aun cuando se invoque la garantía de defensa en juicio con respecto al auto que tuvo por contestada la demanda en rebeldía, con la excepción, sin embargo, de aquellos pronunciamientos que exhiben agravios -prima facie- con entidad como para generar perjuicios de imposible o insuficiente reparación ulterior.  No procede la apelación federal si el escrito recursivo no rebate los fundamentos de la sentencia mediante una crítica prolija y las objeciones del quejoso se oponen meramente a las conclusiones del sentenciador que, allende su grado de acierto, exteriorizan fundamentos suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga. Los efectos legales imputados a la rebeldía, en tanto resultan de la conducta procesal o de la propia negligencia de los litigantes por ella alcanzados, no plantean, por norma, problema de tenor constitucional. Las cuestiones que incumben al régimen legal de la rebeldía, su alcance y consecuencias, no revisten por regla, raigambre federal ni plantean asuntos de tal índole, atento al carácter procesal que les atañe.  No resulta atendible la alegada violación de la garantía del derecho de defensa en juicio si el quejoso no destaca de qué pruebas o defensas se vio privado y cuál sería la incidencia que habrían tenido en la decisión del caso.  Cuando no se demuestra que la cuestión exceda el interés individual de la parte, afectando de manera directa el de la comunidad, no se configura un supuesto de gravedad institucional.  La doctrina sobre sentencias arbitrarias no ha sido concebida para corregir decisiones que se reputan equivocadas, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema, en los que se verifique un apartamiento palmario de la ley o una absoluta carencia de fundamentación, deviniendo incompatible con argumentos no federales que, allende su grado de acierto, alcanzan para sustentar lo decidido.


    Genoud, Martín Miguel c/ Jurisprudencia Argentina S.A y otros s/ Cuestiones procesales


    G, 1429, L. XXXIX, 09 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia: ausencia de sentencia definitiva. Excepción: denegatoria del fuero federal.


    Las decisiones recaídas en materia de competencia cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48.  No es sentencia definitiva la que trata de un debate en el que se controvierte la competencia de la Justicia Nacional en lo Comercial y del Trabajo, pues los pronunciamientos que deciden respecto de la distribución de competencia entre los tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, son insusceptibles de apelación extraordinaria.


    Rey Quintana, Daniel Eduardo c/ Mercolab Argentina S.A. y otros


    R, 1784, L. XLI, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Contrariamente a las conclusiones del pronunciamiento impugnado, Ia controversia sobre la moneda de pago no se encontraba cerrada (lejos de encontrarse firme, se hallaba en pleno debate) y, de la articulación armónica de las normas, surge que, al aplicar el régimen de refinanciación, no se producirá ninguna colisión en cuanto a dicha moneda.


    Soto, Beatriz Berenise c/ Prestano, Leopoldo Antonio s/ Ejecución hipotecaria


    S, 111, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resolución dictada en un juicio ejecutivo: no es sentencia definitiva.


    Para que proceda el recurso extraordinario se requiere que la resolución apelada revista el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Tal es el caso de las decisiones que ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. La invocación de cláusulas constitucionales no excusa la falta de aquel requisito cuando los agravios pueden encontrar remedio en las mismas instancias o por vía de la intervención de la Corte al dictarse la sentencia final de la causa. La resolución dictada en el marco da un juicio ejecutivo carece del carácter de sentencia definitiva, en tanto no obsta a que el apelante pueda obtener el reconocimiento de su derecho en un proceso de conocimiento.


    Montello, Ana María  c/ De Felice, Ana María


    M, 3235, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Decisiones equiparables a sentencia definitiva. 


    Decisiones que deniegan el fuero federal. Fuero de atracción. Ley 24.522. Sentencia apelada.


    Si bien la decisión atinente a la cuestión de competencia que supone el fuero de atracción no constituye sentencia definitiva o equiparable a tal, dicho requisito se suple cuando media denegatoria del fuero federal.  En aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Arigital S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI


    A, 1884, L. XXXIX, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Ausencia de supuestos que permitan abrir la instancia extraordinaria. Conexidad.


    Las decisiones judiciales que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia extraordinaria por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permiten equiparar esas resoluciones interlocutorias a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando lo decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior; y dicho requisito no pueda suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.   La atracción del concurso respecto de los juicios de contenido patrimonial, tanto en la versión anterior del art. 21 de la ley 24.522 como en su nueva de la ley 26.086, opera sólo en forma pasiva, o sea respecto de las acciones iniciadas contra el concursado y no por las que este pudiera promover.  El fuero de atracción, después de la reforma introducida por la ley 26.086, es restringido al incorporarse entre los procesos no alcanzados por él, a los juicios de conocimiento en trámite y aquellos en que el concursado sea parte de un litisconsorcio pasivo necesario, los cuales proseguirán ante el tribunal de su radicación originaria, con la intervención necesaria del síndico.


    Correo Argentino S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Concurso preventivo


    C, 217, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Las sentencias recaídas en la etapa de ejecución no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario. Excepción: Agravio de imposible reparación ulterior.


    Si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepción cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior.  Es formalmente admisible el recurso extraordinario si se discute la interpretación de normas federales y su decreto reglamentario y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que la apelante sustentó en ellas.  El régimen de consolidación -ley 23.982-, es de orden público y prevé un sistema específico para cancelar el pasivo estatal.


    Pam S.A. Compañía Financiera s/ Liquidación s/ Incidente de revisión por el Banco Central de la República Argentina


    P, 1534, L. XLI, 10 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones que rechazan la prescripción de la acción penal: no equiparables a sentencia definitiva. Discusión relativa a si ciertos hechos interrumpen la prescripción conforme la ley 25.990: materia ajena al recurso extraordinario. Derecho a obtener unjuicio sin dilaciones indebidas: necesidad de que la defensa evalúe las circunstancias del caso y el perjuicio sufrido por el imputado.


    Las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48 y esto es lo que ocurre con las resoluciones que rechazan la prescripción de la acción penal, en cuanto no dan fin a la cuestión, que puede ser invocada nuevamente en otros estadios procesales.  La discusión sobre si determinados actos acaecidos en el proceso -que tramita bajo el régimen procesal de la ley 2.372- deben considerarse de aquellos interruptivos de la prescripción conforme las previsiones de la ley 25.990, no es susceptible de ser revisada por vía del recurso extraordinario federal, ya que ella no resulta apta para revisar qué actos procesales interrumpen el transcurso de la prescripción de la acción penal.  Si se invocan precedentes del tribunal según los cuales la excesiva duración del proceso es, de por sí, causal de admisión del recurso extraordinario por constituir la violación al derecho que tiene toda persona a liberarse del estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito, mediante una sentencia que establezca, de una vez para siempre, su situación frente a la ley penal, la defensa debe al menos mencionar por qué considera que el proceso se ha extendido irrazonablemente en el tiempo ponderando: la duración del retraso, las razones de la demora, y el perjuicio concreto que al imputado le ha irrogado dicha prolongación.  Esto es así ya que, no obstante la indiscutible inserción constitucional del derecho a obtener un juicio sin dilaciones indebidas (art. 14, inc. 3°) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la duración razonable de un proceso depende en gran medida de diversas circunstancias propias de cada caso, por lo que no puede traducirse en un número de días, meses o años, criterio que la Corte Interamericana de Derecho Humanos propugna, al establecer que el concepto de plazo razonable "debe medirse en relación a una serie de factores tales como la complejidad del caso, la conducta del inculpado y la diligencia de las autoridades competente en la conducción del proceso".  La supuesta insuficiencia de fundamentación de la sentencia en crisis no resulta atendible toda vez que el fallo se basa en fundamentos fácticos y jurídicos que, más allá de su acierto o error, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que las divergencias expuestas tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional.


    A. K., Monzer s/ Incidente de prescripción -causa 22.618-


    A, 2225, L. XLI, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Restricción de la libertad del imputado con anterioridad a la sentencia definitiva.


    La decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa se equipara a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior al afectar un derecho que exige tutela inmediata.   Ese sólo aspecto no resulta suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, pues para ello se requiere además que se halle involucrada una cuestión federal, o que el agravio se funde en la arbitrariedad o en los graves defectos del pronunciamiento.  Son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.  Este criterio resulta de aplicación más rigurosa aún en supuestos en que los agravios se encuentran vinculados a resoluciones que deciden sobre el derecho a permanecer en libertad mientras dure el proceso al que el Tribunal le ha reconocido jerarquía constitucional.  La manera de resolver importó desvirtuar la esencia de los recursos ante los superiores tribunales de provincia, en tanto el a quo, al remitirse a los fundamentos del tribunal inferior en grado, omitió tratar la cuestión de constitucional sometida a su examen.  Corresponde hacer excepción a la doctrina del Tribunal por la que ha establecido que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos extraordinarios locales no justifican el otorgamiento del remedio previsto en el artículo 14 de la ley 48 pues, lo resuelto se ha sustentado en fundamentos dogmáticos que no dieron respuesta jurídica a la controversia suscitada lo cual, no sólo vicia a la sentencia como acto jurisdiccional válido por omisión de pronunciamiento de cuestiones conducentes, sino que también constituye una negativa a juzgar la materia constitucional planteada, de ineludible competencia para el tribunal superior.


    P., G. C. s/ Abuso sexual s/ incidente de excarcelación -causa nº 115/05-


    P, 276, L. XLII, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


     


    Motivos en los que debe apoyarse. 


    Admisibilidad del recurso extraordinario. Análisis de la inteligencia de un pronunciamiento de la Corte.


    Cuando se encuentra en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento de la Corte recaído en la propia causa, en cuyo mérito el recurrente funda el derecho que estima asistirle, la admisibilidad de la queja está condicionada a que la resolución que se impugna desconozca, en lo esencial, lo decidido en el anterior pronunciamiento de la Corte Suprema.


    Ortiz, Guillermo Raúl y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    O, 319, L. XL, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Prevalencia en el tratamiento de admisibilidad del recurso de la doctrina de arbitrariedad.


    Cuando se cuestiona el pronunciamiento de la instancia anterior con sustento en la doctrina de la arbitrariedad -además de la materia federal planteada-, corresponde tratar, en primer término, los agravios que atañen a esa tacha, dado que de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha.  Es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados y una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes.  Cuando se produzca prueba relevante acerca de la posible configuración de los supuestos fácticos y jurídicos que harían procedente el recurso extraordinario con fundamento en la legislación de fondo, esto debe ser objeto de una concreta evaluación por el Tribunal, sin que alcance a ello su genérica y dogmática referencia a una supuesta insuficiencia probatoria.  Cuando el Tribunal se limita a revocar lo decidido en la instancia anterior remitiéndose dogmáticamente a jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y soslayando el tratamiento de las probanzas introducidas relativas al derecho que asiste a los peticionantes, el pronunciamiento que se dicte carece del debido fundamento, deviniendo inválido.  La solución que se proceda adoptar sobre el fondo del tema es un extremo que constituye potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, extrañas a la instancia de excepción.


    Benítez Leopoldo Marino y otro c/ Juki S.A. y otros


    B, 3827, L. XXXVIII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Prevalencia en el tratamiento de admisibilidad del recurso de la doctrina de arbitrariedad.


    Si al fundamentarse el recurso extraordinario se alegó, entre otras cuestiones, la arbitrariedad del fallo, corresponde tratar en primer término, los agravios que atañen a dicha tacha, dado que de existir no habría, en rigor, una sentencia propiamente dicha -En el recurso, amén de una cuestión federal estricta, se reprocha al fallo omisión en el pronunciamiento-.  El principio según el cual la determinación de las cuestiones comprendidas en el proceso y el alcance de las peticiones de las partes constituye una materia privativa de los jueces de la causa, reconoce excepción cuando lo resuelto es susceptible de frustrar garantías legisladas en la Constitución Nacional.


    Colorín S.A. c/ Elizalde, Jorge


    C, 224, L. XLI, 07 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad. Ausencia de configuración. Presunta inconstitucionalidad del art. 245 LCT: remisión a “Vizzoti”.


    En caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término pues, de existir dicha tacha no habría en rigor, sentencia propiamente dicha.  La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no autoriza a la Corte Suprema a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales; y exige para su procedencia que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.  En lo que se refiere a la invalidez constitucional del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, la cuestión traída guarda sustancial analogía con la examinada en autos S.C. V. n° 967, L. XXXVIII, "Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. s/ despido", a cuyos términos y consideraciones corresponde remitir, en lo pertinente, en razón de brevedad.


    Vacotti, Marcos Emilio c/ Car One S.A. s/ Despido


    V, 1181, L. XL, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. A. 124, L. XL, "Alonso, Rubén W. c/ Marifran Internacional S.A. s/ despido”.


    Le asiste razón a la recurrente, en cuanto refiere que el resolutorio del ad quem se expidió exclusivamente sobre el régimen del decreto n° 1772/91 y su constitucionalidad, remitiéndose -entre otros puntos- a antecedentes de la Corte, y omitiendo el tratamiento de aspectos concretamente argumentados por la pretensora, así como hacerse cargo de la inteligencia legal en que delimitadamente los sustentó.  Son descalificables como actos judiciales los pronunciamientos que omiten el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas, prima facie conducentes para la solución del litigio, desde que tal proceder resulta incompatible con las garantías que protegen la defensa en juicio y el debido proceso; pues, siempre al decir de la Corte, la sentencia que no contiene una apreciación razonada de las constancias de la causa, en armonía con la normativa legal aplicable, posee un fundamento sólo aparente, sustentado en aseveraciones dogmáticas que la descalifican como acto jurisdiccional, contraviniendo las citadas garantías constitucionales.  Es condición de validez de los pronunciamientos jurisdiccionales que sean fundados, exigencia que, al decir de la Corte, no se orienta exclusivamente a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura, sino que procura la exclusión de decisiones irregulares; y que, en mérito de lo expresado hasta aquí, no aparece debidamente satisfecha en el presente caso, procediendo, por ende, que se invalide el fallo de la alzada.


    Cavaliere, Francisco c/ Esso S.A.P.A.


    C, 3988, L. XXXVIII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Sobreseimiento no firme. Ausencia de afectación a las garantías de cosa juzgada y ne bis in idem.


    No se verifica el agravio federal invocado -fundado en la violación de la intangibilidad de la cosa juzgada y el sometimiento a una doble persecución penal-, cuando la decisión liberatoria (sobreseimiento) no ha quedado firme por no haber sido consentida por una de las querellas.


    K., David Alberto y otros s/ Causa Nº 23.014


    K, 316, L. XLI, 31 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Agravio irreparable. 


    Improcedencia del recurso extraordinario cuando el recurrente no demuestra en qué medida su consideración habría incidido en la resolución definitiva de la causa.


    Es improcedente el recurso extraordinario si, aun cuando se aceptara que la cámara no trató el planteo a que alude el recurrente, éste no demostró en qué medida su consideración habría incidido en la resolución definitiva de la causa; asimismo, la existencia de efectivo gravamen que afecte a quien deduce la apelación extraordinaria constituye uno de los recaudos jurisdiccionales cuya previa comprobación condiciona la admisibilidad del recurso y a la Corte Suprema compete verificar aun de oficio.  Lo atinente a establecer la insuficiencia del escrito de expresión de agravios y la consiguiente deserción del recurso, remite al estudio de cuestiones de hecho y de derecho procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, máxime si la decisión cuenta con fundamentos suficientes que le confieren base jurídica y descartan la tacha de arbitrariedad.


    Reggio, Rosa c/ Codias, Ernesto


    R, 1709, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    La circunstancia de referirse los agravios a cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, ajenas -como regla y por naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, no resulta óbice para la apertura del recurso extraordinario cuando, con menoscabo del derecho de defensa en juicio y el de propiedad, lo decidido no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados en la causa.  Esta jurisprudencia resulta aplicable al sub lite, toda vez que la Alzada no reparó que la situación en debate se encuentra dentro de las excepciones a la inapelabilidad contempladas por el artículo 560 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En efecto, por un lado, pues la inaplicabilidad del Sistema de Refinanciación Hipotecaria y la continuación del trámite de subasta, provocan al apelante agravios de insusceptible reparación en un juicio ordinario posterior (inc. 1°), y por otro, la decisión versa sobre puntos ajenos al ámbito natural del proceso, ya que trata del ejercicio por el deudor de la opción de ingresar al sistema de fideicomiso creado por la ley 25.798 (modificada por la ley 25.908), y la imposibilidad de ejercer dicha opción causaría un gravamen irreparable, pues derivaría en la subasta de su vivienda (arts. 560, inc. 4°, y 554 inc. 4° del Código Procesal).


    El Barri, José y otros c/ Ariotti, Carlos Alberto y otra


    E, 355, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Arbitrariedad. 


    Etapa de ejecución: excepciones a la no definitividad. Garantía del debido proceso. Resolución revestida de un injustificado rigor en la apreciación de los hechos de la causa y de las normas procesales. Remisión a S.1221, XXXVI, "Szpakowsky, José Domingoc/ Dirección General de Fabricaciones Militares".


    Si bien, en principio, las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución de sentencia no configuran el pronunciamiento definitivo requerido por el art. 14 de la Iey 48, ello admite excepciones cuando pone fin a lo discutido o decide una cuestión ajena a la sentencia que se pretende ejecutar y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, extremos que se verifican en autos, toda vez que el a quo, al rechazar la posible lesión o excesiva onerosidad alegada por la apelante, impide todo debate posterior sobre el punto y el afectado carece de otra oportunidad para discutir la materia más adelante, lo que le causa un perjuicio no susceptible de posterior reparación.  En el sub examine se advierte que el tribunal a quo omitió considerar los argumentos del apelante que, si bien estuvieron referidos en un primer momento a cuestionar la tasa de interés aplicada en la liquidación que finalmente se aprobó, ha tratado de demostrar que, en definitiva, se lo está condenando a pagar una suma actualizada, de un valor desproporcionado con relación a la pretensión deducida en autos, que se traduciría en un injustificado enriquecimiento en favor de los actores.  Por ello, su rechazo por el tribunal de la causa sobre los motivos de considerar que el fallo que fijaba los parámetros había quedado firme y consentido y que no merecía atención su revisión por "incidente de impugnación de planilla", aparece revestido de un injustificado rigor en la apreciación de los hechos de la causa y de las normas procesales, defecto que vulnera la garantía del debido proceso y que da lugar a que lo decidido sea descalificable en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Figueroa, Juan Carlos y otros c/ Municipalidad de La Banda


    F, 1045, L. XLI, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Excepción a las cuestiones ajenas del recurso extraordinario: tratamiento inadecuado del planteo propuesto por el recurrente en materia de costas y honorarios. Menoscabo de los derechos constitucionales invocados.


    El hecho de que los agravios se refieran a cuestiones relativas a costas y honorarios -de evidente naturaleza fáctica y procesal-, no constituye óbice decisivo para la apertura del recurso cuando lo decidido importa un tratamiento inadecuado del planteo propuesto y redunda en menoscabo de los derechos constitucionales invocados.  Procede el recurso extraordinario deducido contra la regulación de honorarios considerados procedentes en un pronunciamiento anterior que quedó firme, si lo decidido por el a quo importa un apartamiento palmario de los alcances del fallo de cuya aplicación se trata, en términos que, por vulnerar el principio de cosa juzgada, causa lesión a derechos tutelados por expresas garantías constitucionales.  La estabilidad de la sentencia, en la medida que constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica -que prevalece aún ante la existencia de un error-, es exigencia de orden público y tiene jerarquía constitucional.  La cosa juzgada busca amparar, más que el texto formal del fallo, la solución real prevista por el juzgador.  La cosa juzgada atribuida a las sentencias, no se funda en una ficción, sino en la necesidad imperiosa de poner fin a los pleitos, a los efectos de dar certidumbre y estabilidad a los derechos en litigio, como consecuencia de la tutela del Estado ejercida por intermedio de los jueces.


    García de Agostini, Dora y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    G, 1141, L. XL, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Facultad de los jueces para graduar las sanciones: cuestión ajena al recurso extraordinario. Excepción: arbitrariedad.


    Si bien el ejercicio de la facultad de los jueces de la causa para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas no suscita, en principio, cuestiones que quepan decidir en la instancia del artículo 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicha regla cuando se ha ocasionado un agravio a la garantía de la defensa en juicio y del debido proceso que, con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, se tiende a resguardar, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.


    G., Ángel Bernardo s/ Causa nº 22.355


    G, 1504, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inclusión del importe de la condena en el régimen de consolidación de deudas. Sentencia que declara la improcedencia del recurso. Arbitrariedad. Omisión de cuestiones conducentes para la solución del caso.


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional.  Esta situación excepcional se configura en el sub lite, toda vez que la Cámara, con apoyo en meras consideraciones formales y aun advirtiendo la existencia de excepciones legales a la regla de la irrecurribilidad prevista por el art. 109 de la ley 18.345, se limitó a señalar que éstas no se daban pese a que en la anterior instancia se resolvió excluir el crédito de autos del régimen de consolidación de deudas y, por ende, se omitió considerar los argumentos invocados por la demandada en torno de la correcta aplicación de las leyes 23.982 y 25.344 -cuyas normas revisten carácter de orden público- como así también las circunstancias puestas de relieve por la apelante acerca de la relevancia que corresponde atribuir a la previsión presupuestaria efectuada en virtud del art. 20 de la ley 24.624, demostrativas de un gravamen insusceptible de reparación ulterior.  El pronunciamiento apelado -que omite expedirse sobre cuestiones oportunamente planteadas y que son conducentes para la solución del caso- exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    Rocha, Rodolfo Rogelio c/ Agua y Energía Eléctrica


    R, 2155, L. XL, 07 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso extraordinario: sentencia arbitraria.


    Ante la ambigüedad del auto de concesión del recurso extraordinario y dada la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio, corresponde que la Corte también trate los agravios referentes a la arbitrariedad del fallo.  El a-quo no se ocupó del recurso de apelación de los demandados, no obstante haber sido debidamente sustanciado.  En atención a lo expuesto, el pronunciamiento recurrido debe ser dejado sin efecto, ya que no constituye un acto jurisdiccional válido por defectos en la consideración de extremos conducentes y omisiones en el pronunciamiento.


    Elibo S.A. c/ Moreno, Carlos Domingo y otro s/ Ejecución especial Ley 24.441


    E, 416, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas: validez constitucional frente a la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los magistrados. Excesivo rigor formal.  Procedencia del recurso extraordinario: arbitrariedad de la sentencia.


    Las resoluciones que declaren desierto un recurso ante el tribunal de alzada, no son, debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo que lo decidido revele un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio.   En el sub lite concurren los supuestos de excepción que permiten revisar la sentencia apelada. Ello es así, toda vez que aquélla no sólo trasunta un excesivo rigor formal en la manera de apreciar la insuficiencia técnica del recurso interpuesto, sino que omite pronunciarse sobre cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para la resolución del caso, como son el régimen de consolidación y su validez constitucional frente a la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los magistrados, como crítica a lo resuelto por el tribunal de primera instancia. De tal manera, los agravios esgrimidos por la apelante no constituyen una mera discrepancia subjetiva, sino que, antes bien, se apoyan en argumentos que no evaluó adecuadamente la alzada, lo que lleva a descalificar la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    


    Barba, Elvecio Martín y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional


    B, 966, L. XLI, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a A. 996, L. XLI, "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ despido".


    Si lo debatido refiere a aspectos no federales criticados en el plano de la doctrina sobre sentencias arbitrarias, de procedencia excepcional e incompatible con razones que, allende su grado de acierto, basten para sustentar lo decidido, corresponde que, en el punto, la tacha de arbitrariedad se desestime, pues el reproche no excede la mera discrepancia con lo resuelto.


    Morán, Rodolfo Ariel y otro c/ Coto C.I.C.S.A.


    M, 1733, L. XLI, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El recurso extraordinario no puede prosperar en lo atinente a la excepción de arbitrariedad de la sentencia, toda vez que las críticas de la apelante reciban suficiente respuesta en las consideraciones del juzgador. Los argumentos que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, a la vez que no compete a la Corte Suprema revisarlos, son suficientes, al margen de su acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada.


    Solari, Rosa Angélica c/ Gurrini, Guillermo Efraín y otros s/ Ejecución


    S, 2063, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen P. 122, XXXIX, "Persico Luigi c/ Maffuli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI, XlIl a XV.


    El recurso no puede prosperar, toda vez que las críticas de los apelantes evidencian tan sólo discrepancias con los fundamentos no federales del tribunal, a la par que reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores que fueron desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, suficientes, al margen de su acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una “sentencia fundada en ley”, con directa lesión a la garantía del debido proceso, situación que no ocurre en el sub lite.


    YPF S.A. c/ Goñi, Hugo Horacio y otro


    Y, 21, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia debidamente fundada: inexistencia de arbitrariedad.


    No resulta arbitraria la sentencia que rechaza el reclamo efectuado cuando los argumentos dados por el apelante no son aptos para conmover la sentencia, los jueces fundamentan el contenido en precedentes de la Corte y, lejos de omitir tratar agravios, tienen en cuenta todos y cada uno de ellos.


    Acevedo, Nélida Beatriz  y otros c/ I.N.S.S.J.P.


    A, 1661, L. XXXIX, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Supuestos. 


    Concepto de bien común. Personería jurídica. IGJ.


    La resolución que es objeto del recurso extraordinario en estudio, es susceptible de ser descalificada como acto judicial, desde que omite un estudio pormenorizado de los problemas conducentes para la correcta dilucidación del pleito. Además, ha efectuado afirmaciones dogmáticas, que sólo otorgan al fallo una fundamentación aparente, situación que redunda en un innegable menoscabo del derecho de defensa de la recurrente.  El bien común es un concepto referido a las condiciones de vida social que permiten a los integrantes de una comunidad alcanzar el mayor grado de desarrollo personal y que tiende como uno de sus imperativos a la “organización de la vida social en forma que preserve y promueva la plena realización de los derechos de la persona humana”. Se ha considerado erróneo plantear el problema de la persona y del bien común en términos de oposición. Y es que si los derechos individuales no son absolutos y sí susceptibles de razonable reglamentación, también lo es que el ejercicio armónico de los derechos y garantías constitucionales requiere un adecuado equilibro en las relaciones de la comunidad hacia cada uno de sus miembros.   Cabe poner de relieve que lo "común" hace referencia a lo que por su naturaleza no puede ser alcanzado, ni se agota en el ámbito de un solo individuo, sino que es obtenido y compartido por todos o parte de los integrantes de un grupo. Excede entonces los parámetros de razonabilidad que debe evidenciar todo pronunciamiento judicial, sostener que ideales como el acceso a la salud, educación, trabajo, vivienda y beneficios sociales de determinados grupos es sólo un beneficio propio de los miembros de esa agrupación, desde que en realidad esas prerrogativas son propósitos que hacen al interés del conjunto social, como objetivo esencial y razón de ser del Estado, al amparo de los artículos 14 y 16 de la Constitución Nacional y de los Tratados Internacionales incorporados en su artículo 75 inciso 22.  La personería jurídica denegada por la autoridad de aplicación puede ser objeto de examen del recurso extraordinario, el cual se limita a los vicios de ilegitimidad y arbitrariedad, en tanto que dicho control judicial posterior resulta una eventual tutela de las garantías del afectado y faculta a la alzada para examinar las defensas atinentes a la legitimidad de las decisiones recurridas.  Si bien la Inspección General de Justicia tiene cierta amplitud de criterio para el cumplimiento de sus funciones, no es menos cierto que dicho ente estatal debe fundar las distinciones o exclusiones que realiza en motivos objetivos razonados y razonables, lo cual no sucedió en el sub lite.  En el caso los jueces no dieron cabal respuesta, como es menester a los argumentos esgrimidos por la asociación requirente, omisión ésta que adquiere particular relevancia en cuanto se observa la importancia que tribunales y organismos internacionales han otorgado a temas relacionados con prácticas discriminatorias fundadas en la identidad sexual de los individuos.


    Asociación Lucha por la Identidad Travesti-Transexual c/ Inspección General de Justicia


    A, 2036, L. XL, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria: omisiones en el pronunciamiento sobre cuestiones serias oportunamente introducidas y carencia de fundamento.


    La circunstancia de que los agravios del apelante remitan al examen de cuestiones de índole procesal, no es óbice para invalidar lo resuelto cuando, con menoscabo de garantías que cuentan con amparo constitucional, el tribunal omitió pronunciarse sobre articulaciones serias oportunamente introducidas a su consideración y fundó su decisión en forma insuficiente.


    Organización Brandsen Asesores de Seguros S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    O, 418, L. XL, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tribunales Colegiados: Resolución emitida sin existir una mayoría válida.


    Corresponde dejar sin efecto la sentencia que declaró inadmisibles los recursos extraordinarios de inaplicabilidad de ley y nulidad pues, al no existir una mayoría válida, se privó a la resolución de aquello que debe constituir su esencia, es decir, una unidad lógico-jurídica, cuya validez depende no sólo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal.  Las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas.  Cabe hacer excepción al principio según el cual el modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materia ajena al recurso extraordinario federal, si no ha existido una mayoría real de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida.


    Dirección General de Rentas s/ Incidente de revisión


    D, 952, L. XXXIX, 20 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Apartamiento de la solución normativa. 


    El pronunciamiento impugnado resulta arbitrario por haberse apartado de la solución normativa prevista para el caso, prescindiendo de la ley vigente sin dar razón plausible para ello. En efecto, el juzgador omite considerar que la existencia de sentencia firme, no resulta impedimento para que el deudor, pueda optar por ingresar al sistema de ejecución hipotecaria.


    Di Tomaso, Paola Silvina y otros c/ Drew, Horacio Roberto s/ Ejecución especial Ley 24.441


    D, 761, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces relativas a materia y normativa de naturaleza procesal y común, no es menos cierto que el Máximo Tribunal, ha hecho excepción a tal criterio cuando la resolución impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido, circunstancia que genera agravios no susceptibles de reparación ulterior.  Tal supuesto se verifica en el sub-lite en orden a que el tribunal recurrido con el objeto de un alegado intento de preservar la verdad sustancial, altera principios esenciales tales como el de la cosa juzgada, de legalidad e igualdad, debido proceso, defensa en juicio de los derechos y seguridad jurídica.  La potestad jurisdiccional no puede ejercitarse respecto de una controversia más de una vez, pues de lo contrario se reproduciría indefinidamente el tratamiento de las mismas cuestiones litigiosas, desvirtuando la esencia misma del proceso y resultando gravemente afectadas las finalidades del ordenamiento procesal.  El tribunal incurre en un exceso jurisdiccional inadmisible, y en una aplicación contraria al texto expreso de la ley procesal ya que los artículos 166 inciso 2°, y 238 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no sólo impedían modificar su decisión sino también admitir la vía recursiva intentada, ya que la sentencia del superior tribunal de la causa, en todo caso, sólo era susceptible de un recurso extraordinario ante la Corte, vía procesal que más allá de su procedencia ulterior apreciable por el Alto Tribunal, no fue intentada por el recurrente, circunstancias éstas que tornan arbitraria y por tanto descalificable la sentencia.


    Banco Mercurio S.A. c/ Valicenti, Silvia Beatriz s/ sumarísimo


    B, 724, L. XLI, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario: cuestiones de naturaleza procesal. Excepción: Arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa o menoscabo de la garantía de defensa en juicio.


    Si bien las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos locales no son, por regla, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su naturaleza procesal no exceden del marco de las atribuciones propias de los jueces de la causa, sobre todo cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en que la doctrina de arbitrariedad es particularmente restringida, también es cierto que tal criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada se aparta de las constancias del juicio o conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta la garantía de la defensa en juicio.  Cabe hacer excepción al principio según el cual la resolución denegatoria de la suspensión del juicio a prueba no puede ser equiparada a sentencia definitiva, toda vez que la tutela del derecho que se invoca, no podría hacerse efectiva en una oportunidad posterior a su dictado.  No existe una supuesta vulneración al derecho de recurrir el fallo ante un juez o tribunal superior (Art. 8.2.h. de la Convención Americana de Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), en la medida que la tesis que se pretende sustentar en la opinión que emitió la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre ciertos casos que se citan al efecto, no tiene en cuenta la necesidad de oportuno planteamiento de la cuestión cuya revisión reclama el apelante.  La posibilidad de recurrir el fallo ante un tribunal superior, reconoce como límite a aquellas decisiones que adquirieron firmeza. Los plazos procesales y el régimen de preclusión tiene por fin reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva y con carácter de certeza, todo ello, en defensa de la garantía constitucional del debido proceso.  La garantía de la defensa en juicio, si bien requiere que se acuerde a las partes oportunidad suficiente de audiencia y prueba, no exige la efectividad del ejercicio de tal derecho, ni impide su reglamentación en beneficio de la correcta sustanciación de las causas.


    D., Martín Fernando y otros s/ Lesiones graves en agresión - causa N° 111/04-


    D, 1627, L. XLI, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro" (P. 122, L. XXXIX). Sentencia arbitraria: introducción de aspectos que no fueron traídos por las partes al litigio. Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones planteadas. Afectación derecho de defensa.


    Es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación  razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes.


    Glikson, Carlos Alfredo y otro c/ Soltz, Mario Jorge y otro s/ Ejecución hipotecaria


    G, 881, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El pronunciamiento impugnado resulta arbitrario, por haberse apartado de las constancias de la causa, pues omitió que el Banco de la Nación Argentina informó que fue declarado elegible el mutuo hipotecario en los términos de la 25.798, en razón de haber cumplido con todos los requisitos establecidos en la referida norma. Por ello, no se advierte motivo alguno para que el a quo haya diferido dogmáticamente el tratamiento de la cuestión, sin precisar a qué formas y vías se refiere.


    Arrigoni, Fulvio c/ Páez, María Cristina s/ Consignación


    A, 1285, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Autocontradicción. 


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", apartados X y XI.


    Habrá de ser admitido el recurso con fundamento en la doctrina de arbitrariedad de sentencia,  en virtud del cuestionamiento del apelante respecto a la determinación de la entidad cuantitativa de la cláusula penal a aplicar en el caso, ya que media clara contradicción entre los argumentos y consideraciones efectuadas por el a-quo mediante las cuales concluye que no corresponde aplicar la cláusula penal en su integridad por entender que sólo mediaron incumplimientos parciales y accesorios del deudor de la obligación y en razón de ello, decidir su reducción, mientras que al propio tiempo la fija en la suma de 110.000 dólares estadounidenses, determinación ésta que, en rigor, resulta equivalente o mayor a la estimada por el tribunal de primera instancia.


    Li Rosi, Patricia y otro c/ Arcaval S.A. y otro s/ Sumario


    L, 770, L. XL, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Carencia de fundamentos. 


    Corresponde declarar procedente el recurso extraordinario toda vez que la sentencia carece de la debida fundamentación, porque los argumentos del precedente al cual remite, no se adecuan a las circunstancias de la causa.


    Enjo, Hilda Haydeé c/ Krakly, Patricia Adriana


    E, 71, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    El recurso extraordinario es procedente pues, aún cuando los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, que por regla y naturaleza resultan temas ajenos a la vía del artículo 14 de la ley 48, la decisión apelada no constituye derivación razonada del derecho vigente, presenta graves defectos de fundamentación respecto a la valoración de la prueba y prescinde de la consideración de elementos conducentes para resolver el litigio, que la invalidan como acto jurisdiccional e imponen su descalificación conforme a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias.


    Esinel S.R.L. c/ Teyma Abengoa S.A.


    E, 319, L. XL, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes.  Asiste razón al recurrente toda vez que el a quo ha sustentado el rechazo de la inconstitucionalidad de las normas que prohíben la actualización monetaria -que, por otra parte, tiene incidencia directa en lo decidido en cuanto a la tasa de interés aplicable-, únicamente en la supuesta falta de demostración del agravio por parte del quejoso, sin efectuar un estudio sobre la suficiencia o insuficiencia de los argumentos presentados por el letrado beneficiario. Ello exterioriza una decisiva carencia de fundamentación, que descalifica la resolución atacada como acto jurisdiccional valido. lo cual, asimismo, importa un desmedro de la garantía constitucional de defensa en juicio que asiste al quejoso.


    Mercedes Benz Leasing Argentina S.A. c/ Brandauer y Compañía S.A. y otro s/ lncidente pago de honorarios


    M, 1004, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    La garantía de la doble instancia ha sido suficientemente resguardada con la amplia revisión efectuada por el superior tribunal provincial de la sentencia de primera instancia, que valoró y trató en detalle todas las cuestiones traídas por la defensa.  Pretender que toda decisión contraria a las pretensiones defensistas, sin importar en qué instancia se la dicte, deba ser obligatoriamente revisada so pena de violar la garantía de la doble instancia, constituye una irrazonabilidad, puesto que implicaría multiplicar los recursos ad infinitum o hasta que algún tribunal absuelva a sus clientes, hipótesis -ambas- a todas luces impertinentes.  La determinación de la pena por el superior tribunal provincial no ha sido ni siquiera mínimamente fundamentada. Este agravio se encuentra confusamente esbozado en el recurso pero, en aplicación al principio iuria novit curia puede la Corte aceptar su tratamiento.  Es especialmente exigible la fundamentación de la pena que se impuso si la alzada descarta uno de los delitos por los cuales había sido condenado el imputado pero mantiene otro -por considerar que los hechos están plenamente subsumidos por este delito- sin modificar el monto original de la pena. Si bien esto no pareciera implicar un agravamiento de la sentencia de la instancia, ya que el monto nominal de la pena se mantiene incólume, sí implica una valoración más severa, pues a un menor contenido de injusto penal no se aplica una reducción de la pena.  La trascripción de la consideración de las pautas de los artículos 40 y 41 del Código Penal es insoslayable en cualquier fijación de pena, pues no se trata de un mero cálculo matemático o una estimación dogmática, sino de la apreciación de los aspectos objetivos del hecho mismo y de las calidades de su autor.  Resulta aplicable al presente la doctrina de la arbitrariedad por cuanto a este respecto la sentencia apelada denota una carencia absoluta de fundamentación, que la descalifica como acto jurisdiccional válido.


    R., Román Fernando s/ Robo agravado con arma


    R, 1913, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ausencia de debida fundamentación. Omisión de tratamiento sobre medidas de prueba que podrían ser decisiva para resolver.


    Si bien es muy cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.  Tal es lo que acontece en la especie, donde el juzgador se apartó de las constancias de autos al considerar inconsistentes las defensas articuladas, y, al abrigo del rigor formal, invocó el reducido marco cognoscitivo del presente proceso, para rehusar la producción de pruebas que podrían resultar conducentes para averiguar la verdad objetiva. Este enfoque, no configura el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial, y obligaba, por tanto, a los jueces de la causa a buscar en otros elementos probatorios el mayor grado de verosimilitud de las argumentaciones y defensas vertidas en el sub lite. Al respecto el Tribunal tiene dicho que la omisión del tratamiento de una medida probatoria que la recurrente solicitó en forma clara y que a tenor de la prueba que a su favor allegó a la causa podía llevar a una decisión favorable a su pretensión, importa un desmedro del derecho que a su favor consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional. Estableció, asimismo, que corresponde dejar sin efecto la sentencia, si el a quo omitió tratar y expedirse concretamente sobre las medidas de prueba ofrecidas, pruebas cuya producción y valoración podía ser decisiva para resolver acerca de si se habilitaba o no la vía judicial denegada.  El fallo en recurso debe ser dejado sin efecto, a fin de que otros jueces se dediquen a analizar en plenitud las circunstancias de hecho y prueba de esta causa para que puedan ofrecer el debido basamento sobre lo que en definitiva estimen al respecto, sin que, obviamente, el señalamiento de dichos defectos de fundamentación importe abrir juicio alguno sobre cómo deberá dirimirse, en su aspecto sustancial, el conflicto.


    Citibank N.A. c/ Le Radial S.R.L.


    C, 1179, L. XL, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia que carece de la debida fundamentación: simple remisión a los argumentos de un precedente.


    Toda vez que la sentencia carece de la debida fundamentación, porque los argumentos del precedente al cual remite, no se adecuan a las circunstancias de la causa, corresponde declarar procedente el recurso extraordinario.


    Tcach, Carlos c/ Ibarreche, Néstor Antonio


    T, 707, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Exceso ritual. 


    Controversia sobre la regularidad de la intimación de pago. Depósito de la suma fijada en el mandamiento. Interpretación del art. 545, inc. 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Adolece de un excesivo rigor formal el reparo del juzgador en tratar la controversia sobre la regularidad de la intimación de pago, so pretexto de no haber depositado el deudor la suma fijada en el mandamiento, o por no haber opuesto excepciones, toda vez que restringe la interpretación del art. 545, inc. 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación a su contenido estrictamente literal, apartándose de las circunstancias concretas de la causa, que omite examinar. El esclarecimiento de la verdad objetiva no puede resultar turbado por un excesivo rigor formal en la interpretación de las normas procesales, pues esto resulta lesivo del adecuado servicio de justicia garantizado en el art. 18 de la Constitución Nacional. Es elemental en nuestra organización constitucional la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta. Si bien las objeciones de las sentencias relativas a la aplicación de normas de derecho común y procesal, son ajenas, por principio, al recurso extraordinario, cabe admitir su procedencia en aquellos supuestos donde el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que los sustentan válidamente como tal, en razón de arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas en la causa, omisión de tratamiento de cuestiones sustancialmente planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio.


    Canavosio, Osvaldo L. c/ Rizzi, Ernesto Eduardo


    C, 2521, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina sobre arbitrariedad de sentencias: cercenamiento de la posibilidad de revisar la sentencia que resuelve un punto regido directamente por la Constitución Nacional.


    Con arreglo a la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, corresponde remediar la sentencia apelada por la vía del artículo 14 de la ley 48, toda vez que, so pretexto de deficiencias formales al manifestarse la voluntad impugnativa, se ha cercenado la posibilidad de revisar la sentencia que resuelve un punto regido directamente por la Constitución Nacional, sentencia que, no está de más aclarar, es equiparable a una definitiva por cuanto produce un gravamen actual de imposible reparación ulterior. Puede tolerarse la falta de fundamentación por parte del apelante cuando se trata un aspecto jurídico debatido en la misma cámara de casación, y se han planteado agravios concretos de índole federal, por lo que un excesivo formalismo podría causar un serio menoscabo de los derechos constitucionales en que se funda el recurso.


    R., Jorge y B., Alfredo Pedro s/ Causa Nº 4.121


    R, 335, L. XLI, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a "EMM S.R.L. c/ Tía SA s/ ordinario s/ incidente de medidas cautelares" (S.C. E. n° 68, L. XL).


    El decisorio no se sustenta, toda vez que se incurre en él en un rigorismo formal, con agravios de imposible reparación ulterior, susceptibles de lesionar las garantías de defensa en juicio y el debido proceso.  Y es que el pronunciamiento impugnado omite el estudio de cuestiones planteadas, de eminente naturaleza federal, en orden a la aplicación, inteligencia y regularidad constitucional de normas dictadas con motivo de la emergencia (Ley 25.561, Dec. 214/02 y concs.), a propósito de la conversión a pesos de los depósitos judiciales constituidos en dólares estadounidenses, con fundamento en la falta de la copia de la sentencia de la instancia anterior, sin valorar las particulares circunstancias del caso y elementos esenciales para su correcta solución, afectando de esa forma los derechos amparados constitucionalmente invocados.


    Río Dulce S.A. Compañía Financiera c/ Fogwill, Rodolfo Enrique


    R, 1131, L. XXXIX, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes. 


    Es procedente el recurso extraordinario en aquellos supuestos donde el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento da constancias comprobadas de la causa, omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico producto de la sola voluntad de los jueces.


    Droguería del Norte S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Rofina S.A.


    D, 1814, L. XL, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    La sentencia resulta arbitraria por omitir el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas, y que, indudablemente, resultan conducentes para la resolución de la causa.  Así pues, le asiste razón al apelante en orden a que el pronunciamiento impugnado resulta arbitrario, en primer lugar, por haber omitido tratar los agravios vertidos por su parte (aplicabilidad de la ley 25.798), pronunciándose en cambio solamente sobre la suspensión del proceso y, en segundo lugar, por haberse apartado de la solución normativa prevista para el caso, prescindiendo de la ley vigente sin dar razón plausible para ello.


    Olender, Julio c/ Tarakdjian, Eduardo y otro


    O, 335, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Los pronunciamientos que omiten el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas, que eventualmente resultarían conducentes para la decisión del juicio, son descalificables como actos judiciales.  Al haberse reprochando en la alzada la falta de tratamiento del agravio por el juez de grado, y atento a que la normativa citada se ha invocado en ambas instancias, en el supuesto de que el a-quo la hubiera considerado inaplicable, debió decirlo expresamente, toda vez que, por tratarse de un planteo oportuno y eventualmente conducente, se imponía un pronunciamiento a su respecto.  En tales condiciones, el fallo en recurso debe ser dejado sin efecto, a fin de que otros jueces se dediquen a analizar en plenitud las alegaciones de las partes en esta causa y decidan lo que en definitiva estimen al respecto, sin que, obviamente, el señalamiento del defecto en el tratamiento de la cuestión oportunamente planteada, importe abrir juicio alguno sobre cómo deberá dirimirse, en su aspecto sustancial, el conflicto.


    Bondorevsky, lsabel Leonor c/ Trans Neldin S.A. y otro s/ Ejecución hipotecaria


    B, 683, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ ordinario s/ incidente de medidas cautelares".


    Es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes.  El pronunciamiento atacado omite el estudio sobre cuestiones oportunamente planteadas, en orden a la aplicación del decreto n° 410/02, en particular su inciso g), al sistema de depósitos judiciales.


    Schumiachkin de Trosman, Ruth Noemí y otro c/ L.A.P.A. S.A.


    S, 278, L. XL, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", en ítems VII a XI y XIII a XV.


    La Corte tiene reiteradamente dicho, que es arbitrario el fallo que omite tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la correcta solución del pleito, pues tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Esto es lo que ocurre con la sentencia en recurso, toda vez que el argumento sobre la aplicación del artículo 1° de la ley 23.091, fue introducido por los apelantes desde la contestación del traslado al planteo del actor acerca de la inconstitucionalidad de los artículos 1, 10 y 12 del decreto 214/01, y mantenido en la apelación ordinaria, sin que fuera tratado ni por la Jueza de Primera Instancia, ni por la Alzada, ni siquiera para rechazarlo.


    Gazzo de Cacciatore, Delia Elisa c/ Lista, Claudia Monica y otro


    G, 2030, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión Federal. 


    Deserción del recurso: naturaleza fáctica y procesal que no suscita cuestión federal. Excepción: exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de defensa en juicio. Ausencia de dicha excepción en el caso concreto.


    Lo decidido por los tribunales de la causa acerca de la deserción del recurso interpuesto ante ellos no suscita, como regla, cuestión federal que habilite la instancia del artículo 14 de la ley 48, en razón de su naturaleza fáctica y procesal, salvo cuando lo decidido revela un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio.    No se configura en el sub lite una hipótesis de excepción pues, los argumentos esgrimidos en la apelación federal no llegan a demostrar la existencia de un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en una materia ajena a su competencia cuando conoce por la vía extraordinaria.   Eso es así ya que, en lo relativo al excesivo rigor formal invocado por el apelante, esa doctrina exige para su aplicación que el sometimiento a las normas procesales signifique prescindir de la finalidad última que las inspira, y que en la exigencia del mantenimiento del recurso se persigue una clara manifestación del ejercicio de la acción y la expresión de voluntad de mantenerlo en tal sentido.  En esas condiciones, los agravios expuestos en la impugnación extraordinaria sólo trasuntan meras discrepancias en relación con una decisión del tribunal de casación que cuenta con suficiente sustento en sus propias motivaciones y en los artículos 163, 451 y 453 del Código Procesal Penal de la Nación -que establecen claramente que la omisión de expresar la voluntad de mantener el recurso se sanciona con la deserción y que los términos son perentorios e improrrogables- sin que se haya demostrado la irrazonabilidad de tales argumentos ni un error manifiesto en la aplicación o interpretación de esas normas procesales.


    N. A., Eleonora Lucila y otro s/ Defraudación por desbaratamiento -causa n° 24.464-


    N, 488, L. XL, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Clases. Cuestión Federal Simple. 


    Interpretación de una norma de naturaleza federal: cuestión federal simple.


    Es improcedente el recurso extraordinario si los argumentos presentados por el recurrente como de naturaleza federal, remiten en esencia, al estudio de cuestiones propias de los jueces de la causa y ajenas al Art. 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales, que, más allá de su acierto o error, permiten desestimar la tacha de arbitrariedad.  Asimismo, el recurso extraordinario es improcedente cuando las manifestaciones de los actores no alcanzan para desvirtuar la decisión del a quo, que, si bien puede ser opinable, debe merituarse como razonable en el marco del proceso.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas de razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como una "sentencia fundada en ley" con directa lesión a la garantía del debido proceso.


    Galletti, Luis Oscar y otro c/ Lebon, José Esteban s/ Nulidades de patentes


    G, 2748, L. XL, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 835, L. XXXIX, “Banco Central de la República Argentina s/ Incidente de revisión”.


    Procede el recurso extraordinario toda vez que se halle en cuestión la inteligencia otorgada a la Ley 21.526, de indudable naturaleza federal.


    Banco Caseros S.A. s/ Quiebra Incidente de revisión


    B, 1401, L. XL, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Introducción oportuna. 


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”, en especial en el ítem IV.


    En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino en el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que dicho planteo requiera de fórmulas sacramentales.  La arbitrariedad no es una cuestión a decidir que deba ser introducida, sino que constituye un defecto de invalidez jurisdiccional resguardado por el artículo 18 de la Constitución Nacional, que siempre ha de nacer con el dictado del acto inválido.


    Nacci, Saverio y otro c/ Sainz, Ethel Otilia


    N, 89, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa: S.C. G. N° 1360, L. XLI, caratulada “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    En el marco del recurso extraordinario, no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera fórmulas sacramentales.


    Fausti, Alejandro Anselmo c/ Oriente, Enrique Emilio y otro


    F, 1714, L. XLI, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario. 


    El remedio procesal interpuesto no puede prosperar, toda vez que el apelante no ha logrado demostrar la arbitrariedad de la sentencia, ya que sólo se desprende del escrito recursivo una reiteración de divergencias con los argumentos del fallo, relativas a cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas a la instancia de excepción, máxime cuando la resolución se funda en razones no federales que, allende su grado de acierto, bastan para sustentarla.  Los asuntos atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su índole y por norma, ajenos a la instancia extraordinaria, así como que la doctrina acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida a este respecto, sin que se advierta en el caso la existencia de motivos que justifiquen apartarse de tal temperamento.


    Ahumada, Mirta Ecilda c/ Difusora Baires S.A.


    A, 173, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    En orden a verificar las condiciones requeridas para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, cabe recordar que, en principio, son ajenas a esta instancia tanto el examen de decisiones que resuelven temas de naturaleza procesal como de las que involucran cuestiones regidas por el derecho público local. En el primer caso, porque son privativas de los jueces de la causa y en el segundo porque ello corresponde a los tribunales provinciales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo, claro está, supuestos de arbitrariedad.  Los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.  La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los magistrados de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, ni tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, extremos que no concurren en el caso.


    López Osuna, Hebe Alicia c/ Estado Provincial


    L, 1023, L. XLI, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Los jueces fijaron la base conclusiva de la condena en el andamiaje de los principios de la sana crítica, sin apartarse de lo que la Corte ha prevenido sobre el particular. Esto es, que "en materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa, lo que adquiere especial significación en el juicio oral, toda vez que su fundamento específico radica en la posibilidad de que los jueces tengan directa vivencia de los hechos ocurridos y sobre la base de la inmediación y concentración de los actos procesales, juzgados según su libres convicciones, lo que inexcusablemente impone a los magistrados intervinientes el máximo respeto a las garantías de la defensa en juicio y debido proceso".  La pretensión del impugnante, introducida inicialmente y reiterada en toda la línea recursiva, se dirige netamente al examen de la valoración otorgada a hechos y pruebas, cuestiones acerca de las cuales, no corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio, pues la evaluación de ellas es exclusiva de los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida.  La tacha de arbitrariedad procede cuando el defecto en la fundamentación del fallo radica, precisamente, en la falta de valoración unívoca de los indicios que componen el material probatorio, lo cual -concordantemente con la casación-, no puede predicarse de autos pues, en la estructura de razonamiento de la sentencia se vislumbra de qué manera, y a partir de cuáles indicios y pruebas colectadas, se llegó a una certeza, reconstruyendo la verdad objetiva.  Las objeciones del quejoso sobre que los elementos de convicción analizados por el tribunal de mérito no traducen otra cosa que meras divergencias con el criterio de selección y ponderación de la prueba, y con el alcance otorgado a normas del derecho común aplicable, que no resultan idóneas para abrir el recurso.


    A., Miguel Florentino y otro s/ Homicidio con alevosía en concurso real con homicidio en grado de tentativa -causa nº 91/03-


    A, 348, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Caducidad de instancia: cuestión ajena al recurso extraordinario. Excepción: injustificado rigor formal.


    Si bien lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del art. 14 de la ley 48, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúe con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio, y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.  La perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio, especialmente cuando el trámite se encuentra en estado avanzado y los justiciables lo han instado durante años, encontrándose la causa ya para definitiva, aunque estuviese pendiente el llamamiento de autos a cargo del juzgador.  Las caducidad de la instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o prolongar situaciones en conflicto; de manera que por ser dicho instituto un modo anormal de la terminación del proceso, su aplicación debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio.


    Zunino, María Antonia y otros c/ Núñez y Cabaña S.A.


    Z, 270, L. XLI, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones atinentes a la caducidad de instancia: examen de temas de hecho y de derecho procesal y común.


    Lo atinente a la caducidad de la instancia, por ser una cuestión que remite al examen de temas de hecho y de derecho procesal y común, resulta ajeno, como regla y por su naturaleza, a la vía del art. 14 de la ley 48, salvo que medie arbitrariedad.  Cuando la sentencia de la cámara dio fundamentos por los que consideró adecuado pronunciarse respecto al fondo de la cuestión invocada por la recurrente, más allá de su acierto o error, corresponde descartar la arbitrariedad, máxime si el agravio principal de la recurrente fue rechazado implícitamente por la mayoría del tribunal.


    González Alvárez, Manuel c/ Anses s/ Avocación


    G, 86, L. XLI, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de hecho y derecho procesal: materia ajena al recurso extraordinario, salvo arbitrariedad. Mera reedición de cuestiones ya resueltas fundadamente en instancias anteriores. Rechazo del recurso interpuesto.


    Los agravios contenidos en la apelación federal denegada se sustentan en cuestiones de hecho y derecho procesal que por regla, son de resorte exclusivo de los jueces de la causa y carecen de aptitud para habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48, salvo el supuesto de arbitrariedad de sentencias de aplicación particularmente restringida en estos casos, pues no corresponde al Tribunal inmiscuirse para suplantar su juicio sobre estos asuntos.  Se vulnera la doctrina que prohíbe la mera reedición por las partes de los argumentos vertidos en las instancias anteriores, lo que determina el rechazo del recurso, pues lo planteado una vez más implica la mera reedición de cuestiones que han tenido suficiente respuesta en las instancias anteriores, circunstancia que, consecuentemente, denota la sola disconformidad del presentante con lo decidido.  En síntesis, los agravios cuya reedición pretende la demandada en esta instancia involucran cuestiones de hecho y derecho procesal que han sido objeto de examen por los jueces de la causa y resueltos con fundamentos de la misma especie, sin que las apelaciones hayan acreditado defectos de gravedad que permitan su descalificación.


    L., Leonardo y otro s/ Estafa y adulteración de documento privado


    L, 1043, L. XLI, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de naturaleza procesal y de hecho.


    La sentencia del tribunal de alzada que declara deducida fuera de término la apelación sobre el fondo del asunto por no interrumpir la aclaratoria interpuesta en primera instancia, resuelve cuestiones de naturaleza procesal y de hecho, irrevisables en la instancia extraordinaria.  El término para interponer la apelación extraordinaria no se interrumpe ni suspende por la deducción de un pedido de aclaratoria que resulte, a la postre, desestimado sin alterar la resolución impugnada por esta vía.


    Waise, Silvia c/ Mentasti, Gustavo


    W, 116, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones referentes a la aplicación de tasas judiciales: materia por regla ajena al ámbito del recurso extraordinario. Excepciones: resolución que vulnera de los derechos de defensa en juicio y propiedad, o que da un tratamiento inadecuado según las constancias de la causa y la normativa aplicable. Pretendida nulidad de la resolución por falta de firma del juez que vota en minoría: improcedencia del planteo.


    Las controversias suscitadas en torno a la aplicación de la ley de tasas judiciales en procesos sustanciados ante los tribunales ordinarios de la Capital Federal -y ante los tribunales nacionales con asiento en las provincias- son ajenas, como regla, al ámbito del recurso extraordinario, salvo que, mediante una valoración inadecuada de las circunstancias particulares del caso, o a través de una comprensión ritual de las normas involucradas, se hubiese arribado a una solución notoriamente injusta, que redundara en menoscabo de los derechos constitucionales de defensa y propiedad. Idéntico criterio corresponde seguir en aquellos casos en los que la decisión recurrida hubiese prescindido de dar un tratamiento adecuado a la controversia, según las constancias de la causa y la normativa aplicable, y en aquellos en los que se hubiese efectuado una apreciación limitada y fragmentaria de los argumentos expuestos por las partes, que restringe la vía utilizada sin fundamentación idónea suficiente con menosprecio de la garantía de defensa en juicio.  Si el apelante aceptó sin objeciones la forma en que se constituyó el tribunal, y sus miembros pronunciaron el fallo en mayoría, no se advierte cuál es el perjuicio concreto que a la garantía de juez natural le causa la circunstancia de que un tercer magistrado omitiera suscribir la resolución. Por ello, los agravios propuestos en tal sentido sólo revelan la pretensión de la parte de obtener la declaración de nulidad por la nulidad misma, en el sólo interés del cumplimiento formal de la ley, lo que importa un exceso ritual no compatible con el buen servicio de justicia.


    D., Julio César s/ Recurso de casación


    D, 620, L. XLI, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Decisión de los tribunales superiores de provincia acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos. Facultad  propia de los jueces de la causa. Meras discrepancias con el alcance de una norma procesal. Inexistencia de cuestión federal.


    Las resoluciones por las cuales los tribunales superiores de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad, a su respecto, es sumamente restrictiva.  Es por la propia actividad discrecional del apelante que se vio frustrada una vía apta para reparar su gravamen, en la medida en que la desestimación de esa protesta obedeció a un ejercicio defectuoso de su derecho, razón por la cual resulta inatendible la alegada violación a la garantía de defensa en juicio y al derecho a la revisión del fallo condenatorio por un tribunal superior.  No puede interpretarse que exista menoscabo alguno al derecho de recurrir el fallo ante un juez o tribunal superior pues, pretender soslayar los requisitos mínimos que se ponen en cabeza del impugnante para el ejercicio de sus derechos -como el de interponer sus agravios en la oportunidad procesal correspondiente- provocaría como consecuencia de su aplicación inadecuada la creación de una instancia de revisión automática con menoscabo de la autonomía provincial prevista en los artículos 121, 122 y 125 de la Constitución Nacional.


    A., Javier Horacio s/ Homicidio en ocasión de robo - causa nº 368/4-


    A, 1331, L. XL, 26 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Improcedencia del recurso extraordinario contra decisiones que remiten a la interpretación de normas procesales. Excepción: arbitrariedad.


    No procede el recurso extraordinario contra decisiones cuyo objeto remite a la interpretación de normas procesales, en particular las relativas a la admisibilidad de recursos deducidos ante órganos provinciales, por tratarse de asuntos atinentes a la organización de las instancias judiciales locales, admitiendo como excepción que la sentencia atacada revele un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración de los derechos federales alegados.  Corresponde dejar sin efecto la sentencia que denegó el recurso de inaplicabilidad de ley, si para denegar el recurso de inaplicabilidad de la ley incurrió en una aplicación mecánica de la norma ritual.


    Amaya, Liliana Elsa y otros c/ Provincia de Buenos Aires


    A, 2099, L. XXXVIII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Improcedencia del recurso extraordinario: Cuestiones de derecho público local. Carácter restrictivo de la doctrina de la arbitrariedad: meras discrepancias con la sentencia apelada.


    Es inveterada doctrina de la Corte que el respeto de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo esencial, versan sobre aspectos propios del derecho público local, sin perjuicio, desde luego, de que las cuestiones federales, que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.  También tiene dicho el Tribunal que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.  Sobre la base de tales premisas, los recursos planteados resultan inadmisibles pues, para rechazar la pretensión fiscal, el a quo dio fundamentos de hecho, prueba y derecho público local que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias de los recurrentes resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada.


    Corp Banca S.A. (en liquidación) y BBVA Banco Francés S.A. (antes Banco Francés) c/ Provincia de Mendoza


    C, 1459, L. XL, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inadmisibilidad o improcedencia de recursos locales: cuestión ajena al recurso extraordinario federal. Excepción: arbitrariedad o vicios graves de razonamiento. Inexistencia de afectación al derecho de acceso a la justicia, si el apelante obtuvo respuestajurisdiccional a sus planteos en primera y segunda instancia.


    Las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican -en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan- la apertura de la instancia extraordinaria.  Sólo puede revisarse en esta instancia esta clase de cuestiones y reemplazarse el criterio de los jueces, por lesivo, si se demuestra que constituye una arbitrariedad intolerable o un grave atentado a las leyes del raciocinio.  Los pronunciamientos que se impugnan configuran el resultado de razonamientos lógicos construidos a partir de la valoración realizada por los jueces de la causa de cuestiones fácticas y de la inteligencia asignada a normas no federales (como ser las disposiciones del ordenamiento procesal local que regula el archivo de la causa y la desestimación de la denuncia por inexistencia de delito), que más allá de su acierto o error, su examen resulta ajeno a la instancia de excepción del artículo 14 de la ley 48.  Por otro lado, tampoco se ha restringido o denegado el acceso a la justicia, pues el apelante obtuvo respuesta jurisdiccional a sus planteos, tanto en primera como en segunda instancia, esta última de carácter común y amplia.


    S., Hugo Antonio y otro s/ Denuncia -causa nº 138.225-


    S, 1056, L. XLI, 31 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incidente de nulidad: no suspende el plazo para interponer recurso extraordinario, dispuesto en art. 257 del CPCyCN.


    Lo atinente a la notificación de actos procesales constituye una cuestión de hecho y de derecho procesal, ajena al recurso extraordinario, si fue resuelta con exposición de fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad.  El artículo 149 del Código Procesal, invocado por el apelante cuando planteó el incidente de nulidad, establece en su segundo párrafo que "cuando del expediente resultare que la parte ha tenido conocimiento de la resolución, la notificación surtirá sus efectos desde entonces".  El plazo del artículo 257 del Código Procesal debe computarse desde el momento en que se planteó formalmente la nulidad de lo actuado, por implicar dicho acto una notificación de la decisión impugnada. Asimismo, los planteos efectuados por medio de incidentes de nulidad no suspenden el plazo previsto para interponer el recurso extraordinario dispuesto por el mencionado artículo.


    Suárez, Marcelo Luis y otros c/ Del Campo, Osvaldo José y otro


    S, 1566, L. XLI, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    La existencia o no de relación laboral es una cuestión ajena a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


    Si bien lo atinente a la existencia o no de relación laboral entre las partes remite al examen de una materia de hecho, prueba y derecho común, regularmente ajena a la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción a ese principio cuando el juez no ha dado un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y la normativa aplicable, y la decisión se apoya en afirmaciones dogmáticas que les dan un fundamento sólo aparente.  Corresponde dejar sin efecto la sentencia si del examen de las constancias del caso y de la sentencia recurrida surge que no fueron ponderados diversos elementos probatorios conducentes para el esclarecimiento de la causa, omitiendo realizar un minucioso estudio que valorara las particularidades del caso.


    Farini Duggan, Héctor Jorge c/ Swiss Medical Group S.A.


    F, 636, L. XXXIX, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    La interpretación del régimen de adopción resulta ajena a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


    Si bien es posible que las discrepancias de las partes con la interpretación que formulan los jueces de la causa de los principios que rigen el instituto de la adopción resulten ajenas a la instancia extraordinaria por remitir al examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, cabe dejar de lado este criterio cuando la sentencia atacada incurre en un apartamiento de las normas aplicables, de las circunstancias particulares del caso, y de la prueba ofrecida, en especial, por la delicada misión que incumbe a los jueces que deben resolver asuntos de familia, con la consecuente frustración de los derechos amparados por los arts. 18 y 19 de la Ley Fundamental.  La misión específica de los tribunales especializados en temas de familia queda totalmente desvirtuada si éstos se limitan a decidir problemas humanos mediante la aplicación de aspectos formales o de una suerte de fórmulas o modelos prefijados, desentendiéndose del caso concreto que la ley les manda valorar, pues no es posible prescindir del estudio de los antecedentes reunidos en la causa a fin de apreciar si correspondía modificar la situación actual del menor por imponerlo su conveniencia y la configuración de circunstancias excepcionales.  En los casos en que concurren relevantes conflictos interpersonales, cabe privilegiar la consideración primordial del interés de los menores, que la Convención sobre los Derechos del Niño impone a toda autoridad nacional en los asuntos concernientes a ellos, puesto que esta última variable orienta y condiciona toda decisión de los tribunales de todas las instancias llamados al juzgamiento de los casos, incluyendo a la Corte Suprema.  A la Corte Suprema, como uno de los órganos supremos de uno de los poderes del Gobierno Federal, le corresponde aplicar -en la medida de su jurisdicción- los tratados internacionales a los que nuestro país está vinculado, con la preeminencia que la Constitución les otorga.  La regla jurídica que ordena sobreponer el interés del niño a cualesquiera otras consideraciones tiene, al menos en el plano de la función judicial donde se dirimen controversias, el efecto de separar conceptualmente aquél interés del niño como sujeto de derecho de los intereses de otros sujetos individuales o colectivos, incluso llegado el caso, el de los padres.  En una controversia entre progenitores y adoptantes acerca de lo que más conviene al interés del niño, la premisa de que es mejor para este último la convivencia con los primeros, no puede ser tomada como una verdad autoevidente; hacerlo no sólo es una petición de principio (pues afirma en la premisa lo mismo que se pretende demostrar), sino, también, un desconocimiento del principio jurídico supralegal que marca la independencia conceptual del interés del niño respecto de toda otra persona. Ello no significa aceptar que el niño no necesita del amparo, cuidado y respeto de su madre y padre, sino solamente que, desde el punto de vista del derecho, es una persona con intereses diferenciados que pueden coincidir, pero no se reducen a los de sus mayores.  Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.  Previo a ordenar la restitución del menor a cualquiera de sus progenitores, deben tenerse en cuenta los informes presentados por los peritos, ya que las prudentes conclusiones de dichos informes presentan un valor convictivo concluyente dado su mayor precisión, inmediación con la evolución de la situación y proximidad temporaria con el menor.  En todo conflicto donde se discuta la tenencia de un menor, cabe privilegiar el interés de éste y proteger, en caso de que resulte controlada, la situación en la que se encuentre a la hora de resolver el litigio, sin generarle nuevos temores sobre situaciones inciertas, priorizando así la estabilidad del niño, y teniendo en cuenta las prerrogativas de los padres sobre sus hijos que emanan de nuestro derecho interno junto a los principios de derecho internacional que desaconsejan separar a los hijos de sus padres de sangre.  La identidad filiatoria del niño no puede ser desconocida ya que no se trata de apartar al menor de su familia de sangre pues, sin perjuicio del mantenimiento de la guarda actual, se impone que éste continúe en la toma de conocimiento de su verdadera identidad biológica, así como también propiciar, a través de expertos, su reinserción paulatina dentro de la familia de sangre, de ser posible, en el marco conceptual del denominado "triángulo adoptivo" donde, cuidando sobre todo la salud integral del niño, deberá atenderse a la trama de relaciones y calidad de los vínculos, teniendo en consideración la existencia de los tres grupos de sujetos involucrados, cuales son el menor, la madre biológica, su grupo familiar; y los guardadores, con el pertinente apoyo psicológico para todas las partes y salvaguardando, en lo posible, todos los derechos en conflicto.


    A., F. s/ Protección de persona


    A, 418, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Las cuestiones a la existencia o inexistencia de cosa juzgada son ajenas a la vía extraordinaria. Excepción: arbitrariedad por los excesos en los límites del pronunciamiento.


    Si bien lo atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada es un problema de hecho y de derecho procesal, extraño a la instancia extraordinaria, ello no impediría conocer en un planteo de dicha naturaleza cuando su examen por los tribunales de la causa extiende su valor formal más allá de límites razonables, utiliza pautas de excesiva latitud y prescinde de una adecuada ponderación de aspectos relevantes del expediente, todo lo cual redunda en menoscabo de la garantía consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional.


    Vega Milesi, Francisco Rafael c/ Provincia de Santa Fe


    V, 203, L. XL, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Las cuestiones de hecho, derecho común y procesal son ajenas a la vía extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


    Si los agravios, en su mayor parte, remiten al examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para abrir el recurso cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la disputa de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida. En tales condiciones, la decisión no constituye un acto judicial válido.  Por norma, los jueces no pueden abstenerse de calificar las pretensiones de las partes y valorar su viabilidad a la luz del derecho vigente, tanto más, cuando se han invocado tratados a los que el país está vinculado, cuya omisión, en el caso de resultar viable su aplicación, puede acarrear la responsabilidad internacional del Estado.


    Tevelez, Yamila c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía


    T, 828, L. XXXIX, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Las cuestiones emanadas de la relación laboral resultan ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


    Si bien, por principio, las cuestiones entre empleados y empleadores tocantes a derechos que emanan de la relación de trabajo, debatidos ante los jueces laborales, no habilitan, por sus extremos de hecho, prueba y derecho procesal y común, la vía extraordinaria, procede hacer excepción a esta regla cuando la solución a que se arriba no puede ser considerada una aplicación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias probadas del caso.


    Cachi, Ester c/ La Albertina S.A. y otro c/ Despido


    C, 3894, L. XL, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Las cuestiones relativas a los hechos, prueba, derecho común y procesal resultan ajenas a la vía extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


    La solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    Unión Com S.R.L. c/ Sol Petroleo S.A. s/ Daños y perjuicios


    U, 126, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Las resoluciones de los tribunales provinciales acerca de la procedencia del recurso extraordinario federal son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad. Ausencia de la misma.


    Los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden local que les son llevados, no resultan, como regla, susceptibles de revisión en la instancia del art. 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva al respecto.  La recurrente no demuestra que exista arbitrariedad en la interpretación que realizaron los jueces locales de las disposiciones pertinentes de la ley que rige la organización y procedimientos de los Tribunales de Familia provinciales.


    M., V. P. A. y L., L. S., G. O. y G. F. s/ Prevención - recurso de apelación


    M, 405, L. XL, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Los agravios referidos al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho procesal resultan ajenos al recurso extraordinario. Excepción: arbitrariedad.


    Si bien los agravios referidos al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho procesal resultan ajenos por su naturaleza a la instancia del recurso extraordinario, ello no impide su apertura cuando el estudio de los recaudos legales atinentes a la fundamentación de las apelaciones se ha efectuado con injustificado rigor formal, y mediante afirmaciones dogmáticas el tribunal ha omitido el tratamiento de temas oportunamente propuestos y conducentes para la adecuada solución del litigio, todo lo cual redunda en menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad.


    Grosso, Irma Inés c/ Anses


    G, 341, L. XXXIX, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Planteo de inconstitucionalidad que no corresponde ser tratado. Leyes de emergencia: prórroga. Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Las críticas de la apelante pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador, que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su admisión. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.  Para que el planteo de inconstitucionalidad corresponda ser tratado, no basta la sola mención de que la norma cuestionada afecta garantías constitucionales, sino que resulta indispensable la indicación concreta del derecho federal invocado y de su conexión con la materia del pleito, lo que supone un mínimo de demostración de la inconstitucionalidad alegada y de su atinencia al caso. El examen de inconstitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto, y el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar, además, que ello ocurre en el caso concreto, requisitos que no concurren en el planteo reseñado.  Con relación a la impugnación de la prórroga legal corresponde recordar que, por regla, no es tarea del juzgador pronunciarse sobre el mérito, la eficacia, oportunidad o conveniencia de los actos de otros poderes del Estado. La Corte debe respetar al Congreso en su interpretación de los poderes atribuidos por la Constitución. Los jueces deberán revisar la legislación federal solamente para verificar si se encuentra razonablemente relacionada con una de las facultades expresamente concedidas por la Constitución y, en la medida en que ello haya sido así debe mantenerse la validez de la ley, a menos que el poder del Congreso se encuentre limitado por derechos o garantías constitucionales u otras restricciones específicas.   Teniendo ello presente, cabe señalar que el artículo 1°, de la ley 26.077, faculta al Poder Ejecutivo para adoptar las medidas necesarias tendientes a lograr una salida ordenada de la situación de emergencia pública y, con ese fin, prorroga hasta el 31 de diciembre de 2006, la vigencia de la ley 25.561 y sus modificatorias. En tales condiciones, no puede afirmarse de modo categórico -como lo hizo el apelante- que han desaparecido completamente las circunstancias que sirvieron de apoyo al régimen de excepción. Al respecto se ha establecido que: "la temporalidad que caracteriza a la emergencia, como que resulta de las circunstancias mismas, no puede ser fijada de antemano en un número preciso de años o de meses. Todo lo que cabe afirmar razonablemente es que la emergencia dura todo el tiempo que duran las causas que la han originado".


    De Oto, Graciela Beatriz y otro c/ Kaplun, Sergio Claudio y otro


    D, 1441, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de inaplicabilidad: por regla general es una cuestión ajena al recurso extraordinario. Excepción: arbitrariedad.


    La regla referida a que lo atinente a si el recurso de inaplicabilidad interpuesto ante los máximos tribunales locales reúne las exigencias de la normativa provincial, es privativa del respectivo tribunal y ajena a la vía del art. 14 de la ley 48, sólo admite como excepción que la sentencia atacada revele un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración de los derechos federales invocados.  Toda vez que el tribunal superior de provincia, apartándose de las constancias de la causa, y con un injustificado rigor formal en el examen de los requisitos del memorial, veda definitivamente el acceso a la instancia superior, sin hacerse cargo de los reparos expuestos por los apelantes en cuanto al alcance de la cosa juzgada, el pronunciamiento se presenta como lesivo de la garantía de defensa en juicio. Corresponde dejar sin efecto la sentencia que desestimó el recurso local de inaplicabilidad de ley y dejó firme el rechazo de la excepción de cosa juzgada si, incurriendo en exceso ritual prescindió, mediante argumentos estrictamente formales, del examen de alegaciones relacionadas con el fondo del asunto, que en forma inequívoca eran conducentes para la correcta solución del caso.


    Zubiri, Carlos Francisco y otros c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires


    Z, 16, L. XL, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Decision del superior tribunal de provincia que decide sobre la procedencia de recursos locales: cuestiones ajenas al recurso extraordinario, salvo arbitrariedad. Análisis de la labor revisora del superior tribunal de la causa. Imposibilidad de reeditar cuestiones planteadas en instancias anteriores.


    Las resoluciones por las cuales los tribunales superiores de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios locales que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad, a ese respecto, es sumamente restrictiva, y no puede tener por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, menos aun cuando la decisión sobre las cuestiones debatidas, por regla, constituye una facultad propia de los jueces de la causa.  Si el tribunal de casación, cumpliendo con su tarea de órgano de control, analizó un conjunto de factores a partir de los cuales válidamente arribó a una conclusión en consonancia con el tribunal de juicio, cabe concluir que el tribunal dio una respuesta aceptable a los agravios que le fueron sometidos a su conocimiento, efectuando un análisis mínimo de los puntos cuestionados de la sentencia de mérito.  En efecto, la corte provincial bien puede rechazar el planteo si los argumentos que le dieron sustento constituyen una reproducción de los planteados en la casación. De ahí que la decisión del a quo de considerar insuficiente el recurso por ausencia de crítica del fallo impugnado, no parece encubrir un exceso de rigor formal frustratorio de las garantías de defensa en juicio y debido proceso, por lo que el asunto se reduciría al examen de cuestiones de hecho, prueba, derecho penal y procesal local, propias de los jueces de la causa.


    C., Esteban Rolando s/ Homicidio calificado y violación en grado de tentativa


    C, 1725, L. XLI, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. La resolución de tribunal ordinario que declara desierto un recurso interpuesto resulta ajena al remedio federal.


    Las resoluciones que declaran desiertos los recursos interpuestos ante los tribunales ordinarios son, como regla insusceptibles de ser revisadas mediante la vía del art. 14 de la ley 48, en virtud de su carácter fáctico y procesal. Incumbe a los jueces de la causa determinar el alcance de las presentaciones de las partes, facultad cuyo ejercicio no está sujeto a revisión en la instancia extraordinaria salvo manifiesta arbitrariedad. Si toda vez que la recurrente persiga que se admita una determinada interpretación de normas de naturaleza federal y de orden público, y omitiera alegar y demostrar la arbitrariedad del pronunciamiento, resulta, entonces, improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad de una norma federal.


    Pérez García y otros c/ Estado Nacional


    P, 853, L. XLI, 31 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas. Improcedencia del recurso extraordinario. Discusión sobre la existencia de cosa juzgada: corresponde entender a los jueces de la causa.


    El recurso extraordinario interpuesto es inadmisible toda vez que en el sub lite no se ha puesto en tela de juicio la inteligencia que corresponde atribuir a las leyes 25.344 y 25.725 de carácter federal, sino que se discute la existencia o inexistencia de cosa juzgada, tema de derecho procesal cuyo conocimiento incumbe a los jueces de la causa y, por lo tanto, resulta ajeno al remedio excepcional del art. 14 de la ley 48.  Si bien la Corte sostuvo que tal regla admite excepciones cuando la sentencia impugnada dispone de una fundamentación sólo aparente o cuando los tribunales de la causa extienden el valor formal de la cosa juzgada más allá de límites razonables y prescinden de una adecuada ponderación de las constancias relevantes del expediente, en la especie no se encuentra configurado ninguno de tales supuestos de excepción.


    Yacuzzi, Nora Beatriz c/ YPF S.A.


    Y, 88, L. XLI, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El recurso no puede prosperar, toda vez que las críticas de la apelante, pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador sobre los mismos, que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su admisión. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecha común y procesal.


    Deli, Carlos Luis c/ Sus de Tubio, Viviana María


    D, 142, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    La materia relativa a la mora, en orden a la exigibilidad o no de la totalidad del crédito adeudado, y a la aplicación de intereses moratorios, son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, de un lado, a la naturaleza ejecutiva del proceso, y de otro, al recurso extraordinario; ello sin perjuicio de los derechos que las partes puedan hacer valer por la vía y forma que estimen corresponder.


    Pantuso, María Angélica c/ De León Álvarez, Sergio Enrique


    P, 2063, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Las críticas del quejoso conducen al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, por su naturaleza, a la instancia extraordinaria, a la par que pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador a su respecto, que exteriorizan fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su admisión.


    Collongues, Angélica c/ López, Graciela Alcira


    C, 3130, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a S.C. P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    La mora y la caducidad de los plazos, como temas conducentes en orden a la exigibilidad o no de la totalidad del crédito adeudado, son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, de un lado, a la naturaleza ejecutiva del proceso ejecutivo, y de otro, al recurso extraordinario; ello sin perjuicio de los derechos que las partes puedan hacer valer por la vía y forma que estimen corresponder.  La inhabilidad de título, como excepción, sólo es viable cuando se cuestiona la idoneidad jurídica del título, sea porque no figura entre los mencionados por la ley, o porque no reúne los requisitos a que ésta condiciona su fuerza ejecutiva, o porque el ejecutante o el ejecutado carecen de legitimación procesal en razón de no ser las personas que figuran en el título como acreedor o deudor. Además, la excepción de inhabilidad de título sólo puede fundarse en las irregularidades que el título adolezca en sus formas extrínsecas, sin que sea posible cuestionar la causa de la obligación.  El diferimiento del examen de los intereses se trata de una cuestión que se ha de dilucidar en la etapa de liquidación, sobre la base del capital adeudado.


    As Inversiones S.A. c/ Fundación Universidad de Belgrano Dr. Avelino Porto s/ Ejecución hipotecaria


    A, 1992, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones de los tribunales provinciales acerca de la procedencia del recurso extraordinario federal. Excepción: arbitrariedad.


    Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del art. 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.  La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso.


    Sensación S.R.L. c/ Nestlé Argentina S.A.


    S, 1091, L. XL, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Decisiones recurribles. Decisiones Judiciales. Sentencia definitiva. 


    Las decisiones sobre competencia son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: Denegatoria del fuero federal o efectiva privación de justicia.


    Si bien las decisiones sobre competencia no autorizan la vía extraordinaria en tanto no constituyen sentencia definitiva, es formalmente admisible el recurso extraordinario, y cabe apartarse del principio mencionado, en caso de haberse denegado el fuero federal o consagrado una efectiva privación de justicia.  La declaración de incompetencia del fuero federal y el consecuente archivo de la causa, existiendo una resolución firme similar en el fuero ordinario, conllevan el eventual agotamiento de las vías a las que el actor puede ocurrir para encauzar su reclamo, situación que importaría una privación de justicia opuesta a la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional -que se configura cuando un particular queda sin juez ante quien reclamar la tutela de su derecho- y que atañe a la Corte Suprema reparar, decidiendo sobre el tribunal competente.   En lo referente a la cuestión debatida -competencia para entender en el reclamo que el actor dirige a su empleadora con fundamento en la ley n° 24.557- corresponde remitirse al antecedente recaído en autos S.C. C. n° 2605, L. XXXVIII; "Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.".


    Belmar, Aldo Hugo c/ Comercializadora Mara S.A. s/ Accidente de trabajo


    B, 430, L. XLI, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. 


    Admisibilidad del recurso extraordinario: requisitos propios. Existencia de cuestión federal y resolución del tribunal contraria a la pretensión del recurrente.


    Es formalmente procedente el  recurso extraordinario si se ha puesto en tela de juicio la validez de un acto dictado por una autoridad nacional y la decisión impugnada es contraria al derecho constitucional en que se fundaron los recurrentes. Si la impugnación del fallo, además de basarse en cuestiones federales estrictas, plantea con particular énfasis la arbitrariedad de la sentencia, corresponde considerar la aludida tacha en primer término, pues al existir de ésta no habría sentencia propiamente dicha. Corresponde dejar sin efecto la sentencia que no provea en rigor una respuesta concreta sobre las disposiciones cuestionadas, sino sobre diversas deficiencias formales en cuanto a la manera en que pueden llegar a deducirse tales planteos.


    Asociación Argentina Distribuidores, Representantes de Editores c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos


    A, 324, L. XXXIX, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos Subjetivos. Sujetos facultados para interponerlo. 


    Legitimación para requerir la tacha de un elector del padrón electoral. Artículo 28 del Código Electoral Nacional: alcance. Nulidad de los actos posteriores al erróneo reconocimiento de la calidad de parte del recurrente. Falta de fundamentación del recurso


    El estudio de la legitimación procesal del presentante (quien acciona como "habitante de la Nación"), es un requisito comprobable de oficio, pues su ausencia o desaparición importa la de juzgar y no puede ser suplida por la conformidad de las partes o su consentimiento por la sentencia.  Conforme el artículo 28 del Código Electoral Nacional, cualquier elector se encuentra legitimado para requerir la tacha de otro del padrón, pero tal legitimación resulta acotada a realizar esta presentación y al derecho a ser notificado de la resolución definitiva dictada en la información que se sustancie con vista al fiscal.  Si un sucinto examen de las actuaciones permite advertir que, no obstante la claridad del artículo citado, el denunciante tuvo una participación que excede largamente la intervención que, como elector, dicho texto le confiere, cabe concluir que con la notificación de la resolución del juez de grado quedó agotada, para el apelante, toda posibilidad de intervenir y ha carecido de legitimación para realizar las presentaciones subsiguientes, por lo que cabe declarar la nulidad de aquellos actos cumplidos a partir del erróneo reconocimiento de la calidad de parte al presentante. Es que la ley prevé, de todas maneras, que si el interés general lo requiriere, su tutela está asegurada con la intervención necesaria del fiscal, quien, huelga decirlo, representa por mandato constitucional los intereses generales de la sociedad.  Yendo en subsidio al análisis de los requisitos sustanciales del recurso, cabe advertir que se insiste en presentar argumentos que han encontrado respuesta en una sentencia que no contiene razonamientos que se puedan tachar de arbitrarios, siendo esto suficiente para resolver la errónea concesión por falta de fundamentos del recurso impetrado.


    P., Miguel s/ Presentación


    P, 1571, L. XL, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia ultra petita. Doctrina de la Arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El caso federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación. Por lo tanto, es inatendible un planteo alegado recién al deducirse la impugnación federal. Carece de fundamentación suficiente el agravio cuando el apelante se limita a invocar la genérica privación de derechos contenidos en la Convención Americana de Derechos Humanos, sin vincularla con las circunstancias concretas de la causa ni con el derecho interno aplicable. El artículo 8.2.h. de la Convención Americana de Derechos Humanos no impone necesariamente la doble instancia como renovación del debate realizado en el proceso. El derecho "de recurrir el fallo ante un juez o tribunal superior" no implica descalificar genéricamente la instancia única, sino asegurar que la condena definitiva provenga de la instancia más alta en la escala jerárquica y no de un tribunal inferior. Carece de la fundamentación suficiente la queja relativa a la fijación de la pena por parte del superior tribunal de provincia cuando la impugnante sólo alega que se omitió el conocimiento personal establecido por el artículo 41 del Código Penal, pero no explica de qué manera ello causaría un perjuicio a su defendido, ni objeta el monto de la sanción escogido. Carece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48 la crítica dirigida a cuestionar el debido correlato entre la acusación y la condena cuando el recurrente alega la conculcación del principio de congruencia y, por ende, del principio de defensa, pero no demuestra que el defecto señalado haya tornado ilusorio o menoscabado la facultad de su asistido de contestar los hechos que se le atribuyen y señalar las pruebas en sustento de su pretensión, ni precisa cuáles eran las defensas que se vio imposibilitado de ejercer y, por ende, en qué medida habrían influido en la solución adoptada. En orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualquiera que fueren las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellos mismos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron materia de juicio y, satisfecha esta exigencia, no existe afectación alguna de las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso. No existe violación al principio de congruencia cuando de las constancias es posible concluir que la defensa tuvo amplias oportunidades de ser oída, alegar y probar sobre cada punto que conformó el hecho que fue motivo de condena.


    C., María Eugenia y otro s/ Defraudación por retención indebida -causa n° 648/2004-


    C, 2663, L. XL, 05 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Retiro militar. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al Fallo S.C  S. 393, L. XXXVIII “Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional PEN s/ Amparo”.


    Gómez Escalante, Marcelo Diego c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos Decreto 894/01 s/ Empleo público


    G, 1273, L. XLI, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa "Bustos" publicado en Fallos: 327:4495.


    Cancela, Edith y otros c/ Banco de Boston S.A. Sucursal Corrientes


    C, 166, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI "Benítez Irbid, Judith Lucía c/ Bankboston".


    Alcaraz, Elvia Noemí c/ Bank Boston


    A, 1638, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI "Benítez Irbid, Judith Lucía c/ Bankboston".


    Lentijo, Celia Rosa c/ Citibank N.A.


    L, 1364, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI "Benítez Irbid, Judith Lucía c/ Bankboston".


    Mac Govern de Billingurst, Elba Nidia c/ Bank Boston S.A.


    M, 263, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI "Benítez Irbid, Judith Lucía c/ Bankboston".


    Raczkowsky, María Cristina c/ Banco de Boston


    R, 297, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Bertos, Marta Graciela c/ Bank Boston S.A.


    B, 349, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Goldfarb, Moises c/ Citibank N.A.


    G, 686, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Llano Britez, Raúl c/ HSBC Bank Argentina S.A. y Bank Boston N.A.


    L, 214, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Llano Britez, Raúl c/ HSBC Bank Argentina S.A. y Bank Boston N.A.


    L, 232, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Mitre, Emilio y otra c/ HSBC Bank S.A. sucursal Corrientes


    M, 2110, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Morton, Juan Antonio c/ Citibank N.A.


    M, 328, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Ortiz, Rita Mercedes c/ Banco de Boston


    O, 27, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Richini, Rosa Esther c/ Banco Citibank


    R, 225, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Saint Martin, Eduardo Raúl c/ Banco HSBC sucursal Corrientes


    S, 155, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2592, L. XL, "Giovinazzo Pablo c/ Femández Alberto Martín s/ Ejecutivo".


    Giovinazzo, Pablo c/ Fernández, Alberto Martín s/ Ejecutivo


    G, 21, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 1177, L. XLI "Vera, Gustavo Adolfo c/ Bankboston Suc. Corrientes".


    Fontana, Diego c/ Bank Boston N.A.


    F, 1417, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa G. 2592, L. XL, "Giovinazzo Pablo c/ Femández Alberto Martín".


    Giovinazzo, Pablo c/ Fernández, Alberto Martín y otro s/ Ejecutivo


    G, 2593, L. XL, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia de ejecución. Confirmación de sentencia. 


    El planteo vinculado con la no aplicación al caso de la regla de inapelabilidad de las sentencias que establece el arto 92 de la ley 11.683 constituye el pronunciamiento defínitivo al que alude el art. 14 de la ley 48, pues el fallo recurrido lo desestimó, lo que supone mantener el curso de la ejecución fiscal, sin que el agravio que de ello resulte pueda ser revisado en trámite ulterior, donde no sería ya proccdente.  El recurso extraordinario resulta inadmisible, toda vez que al haber tenido el recurrente la posibilidad de ejercer debidamente su derecho de defensa en juicio, no lo hizo en forma adecuada, pues al omitir utilizar la vía procesal apta para el reconocimiento de su derecho, no puede pretender que en forma tardía se subsane aquella conducta omisiva ni aun bajo pretexto de un excesivo rigor formal, dado que esta pauta jurisprudencial sólo es idónea para la interpretación de las normas procesales y no para salvar la conducta negligente de las partes.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Sporting Club M.S.D.C. Y B


    A, 1712, L. XL, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Trámite ante la Corte. 


    Suspensión del trámite del recurso extraordinario por estar pendiente de resolver la prescripción de la acción penal.


    Cuando de las certificaciones se desprende que se encuentra pendiente de resolución una cuestión de orden público como es la prescripción de la acción penal, la Corte Suprema puede suspender el trámite del recurso extraordinario a las resultas de esa decisión y, en su caso, correr nueva vista a esta Procuración General.


    A., Julio Christian y otros s/ Causa nº 15.176


    A, 430, L. XL, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: entendimiento exclusivo de las circunstancias existentes al momento de ser dictadas.


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Si lo demandado carece de objeto actual su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar, circunstancias comprobables aún de oficio.   Resulta formalmente procedente el recurso extraordinario, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de una norma federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha declarado su inconstitucionalidad, en contra de la tesitura sostenida por la recurrente y del derecho que en ella se ampara.   Siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo, ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ AFIP DGI s/ Dirección General Impositiva


    E, 272, L. XLI, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Concurso preventivo. Coeficiente de estabilización de referencia. Contratos de préstamo garantizados. 


    Cuando se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal junto a los agravios que atañen en estricto a la causal de arbitrariedad, corresponde tratar, en primer término, a estos últimos, dado que de existir arbitrariedad no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha. Es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes.


    Cerámica Zanón S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión


    C, 975, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Sentencia. 


    Proceso de renegociación de contratos de concesión. Cuestión abstracta. Sentencias del tribunal: ajustarse a las circunstancias existentes al momento en que se dictan.


    Si lo demandado carece de objeto actual y la sentencia no puede satisfacer la pretensión requerida, la decisión de la Corte es inoficiosa, ya que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar. El Máximo Tribunal ha dicho también que ello obsta a cualquier consideración, en la medida en que le está vedado expedirse sobre planteos que devienen abstractos.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


    B, 671, L. XXXVI, 11 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso Extraordinario. 


    Remisión a lo resuelto en autos "Harzlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel s/ Ordinario", Fallos: 312:1881, y en los autos "Córdoba, Noemí Silvia y otro c/ Clínica Ntra. Sra. de Fátima S.A. y otros s/ daños y perjuicios".


    Ortiz de Mendoza, Antonia Zunilda c/ Obra Social U.O.C.R.A Sanatorio Franchini


    COMP, 1376, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sanciones del Colegio de Abogados. Código de ética. Recurso Extraordinario Federal. Requisitos de admisibilidad. Denegatoria del recurso. 


    En materia de fundamentación autónoma del remedio extraordinario, el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal mediante una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de las que el apelante se agravia.  El planteo del recurrente traduce, en realidad, su mera discrepancia con la decisión de los jueces de la causa, toda vez que quedan sin rebatir los argumentos del a quo acerca de que los conceptos desarrollados por el Tribunal de Disciplina para sancionar al actor ; De este modo, aun cuando los hechos juzgados por el Tribunal de Disciplina despiertan sospechas sobre la autenticidad, veracidad y corrección de la conducta del abogado, ello no resulta suficiente para admitir el remedio extraordinario, en tanto el apelante se limita a calificar de infundada la sentencia de la Alzada sin desarrollar argumento alguno por el cual considera que ésta es arbitraria.  Por lo expuesto, el recurso extraordinario es formalmente inadmisible.


    Roca, Julio Rosales c/ Colegio Público de Abogados de la Capital Federal


    R, 934, L. XLI, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal. 


    Admisibilidad formal del recurso extraordinario en juicios ejecutivos: gravamen irreparable. Cuestión federal. Precedentes de la Corte. Posible superposición de tributos. Impuesto a las ganancias y a los ingresos públicos. Procedencia de la queja.


    Si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el Art. 14 de la Ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del Fisco o, por el ejecutado, tal doctrina reconoce excepción cuando lo decidido en ella reviste gravedad institucional y puede resultar frustratorio de derechos federales, perturbando la prestación de servicios públicos.  Por otro lado, también los agravios suscitan cuestión federal bastante para su examen por la vía elegida, sin que obste a ello que las cuestiones debatidas sean de hecho, prueba y derecho público local y, como regla, ajenas al recurso del Art. 14 de la Ley 48, toda vez que lo decidido sobre temas de esa índole admiten revisión en supuestos excepcionales cuando se omiten ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito e importan la aplicación mecánica de un precepto legal.  La Corte invalidó el tributo reclamado cuando se pretendía aplicar a los prestatarios de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que acreditaron que sus tarifas habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerarlo y eran contribuyentes, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.  El Tribunal sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable -por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial- su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9°, inc. b, párrafo cuarto, de la ley 20.221 y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias, la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a las reglas señaladas.  La vía ejecutiva prevista para el cobro del impuesto sobre los ingresos brutos no puede amparar procedimientos que se desentiendan de las características propias y específicas de este gravamen, el que necesariamente debe ser examinado o juzgado en relación a los otros impuestos que forman parte del conjunto impositivo.  La resolución apelada ha aplicado un criterio contrario al utilizado por el Tribunal y no ha tenido en cuenta las particularidades del juicio, que hacían imprescindible el tratamiento de la prueba, la cual no podía dejar de producirse y ponderarse al amparo del rigor formal de la ejecución, por cuanto la restricción cognoscitiva de este tipo de litigios no puede traducirse en un menoscabo de la verdad jurídico objetiva ni conducir al extremo de ordenar el pago de una deuda manifiestamente inexigible.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Sociedad Anónima Expreso Sudoeste (SAES)


    F, 78, L. XLI, 08 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión de competencia. Inexistencia de sentencia definitiva. Falta de denegación de fuero federal. Rechazo de la queja.


    Es de aplicación la tradicional doctrina de la Corte, con arreglo a la cual, las cuestiones de competencia no habilitan la jurisdicción del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Este principio admite excepción en los asuntos en que mediare denegación del fuero federal, supuesto que, como surge del propio relato del recurrente, no concurre en el sub lite.


    O., J. A. c/ R. S., A. s/ Filiación


    O, 163, L. XLII, 07 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Demanda por incapacidad laboral. Desproporción en el quantum indemnizatorio establecido por ley especial. Planteo de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557. Diferencias con el antecedente “Gorosito”. Remisión a precedentes “Aquino” y “Díaz”. Sentecia arbitraria


    Se debe hacer lugar al recurso interpuesto, desde que el juzgador, por un lado, ha sustentado su decisión en el precedente de Fallos 325:11, sin emprender siquiera un mínimo esfuerzo argumentativo que justifique su aplicación al sublite, máxime cuando, prima facie, las circunstancias fácticas de uno y otro caso aparecen como disímiles.  Por otro lado, en el decisorio se reprocha al reclamante no haber explicitado un cálculo que deje en evidencia que la indemnización establecida en la ley especial resulta peyorativa en relación a la que correspondería de ocurrir por la vía civil, extremo que se destaca, además, como argumento central del rechazo decidido en la instancia anterior. A ese respecto, dejando de lado el rigorismo formal, bastaba con observar que en la demanda abundó sobre "el escueto y paupérrimo esquema de prestaciones establecido por la ley 24.557", y que con el informe pericial contable se demostró lo propio.  Cabe destacar que el reclamante en su demanda resistió, expresamente, la aplicación del sistema especial de la ley 24.557, peticionando la declaración de inconstitucionalidad del art. 39, apartado 1°, del precitado dispositivo y la reparación integral de una minusvalía laboral derivada de un accidente atribuido a las cosas riesgosas de propiedad y/o guarda de las co-demandadas. Es por ello que fundó su pretensión en el artículo 1113 del Código Civil y, más tarde, en la responsabilidad subjetiva por el incumplimiento de normas de seguridad e higiene.  Frente a tales elementos, que diferencian, por cierto, el presente caso del de Fallos: 325:11, donde ni siquiera se había substanciado la causa, cabe tener presente lo manifestado por la Corte al examinar la causa S.C. A. 2652, L. XXXVIII; "Aquino, lsacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A", del 21 de septiembre de 2004", recientemente ratificado con la nueva integración de la Corte, en autos S.C. D. 995, L. XXXVIII; "Diaz, Timoteo Filiberto c/ Vaspia S.A.", sentencia del 7 de marzo de 2006, a cuyos términos y conclusiones cabe remitir en lo pertinente, por razón de brevedad.  La sentencia satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos de la causa, por lo que, ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    Villalba García, Gilberto c/ Alto Paraná S.A. y otros


    V, 360, L. XXXIX, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario improcedente. Inexistencia de arbitrariedad.


    Corresponde hacer lugar a la queja y declarar admisible el recurso extraordinario interpuesto en tanto ha sido presentado ante el tribunal apelado y dentro del plazo legal.  El recurso extraordinario debe ser declarado improcedente, por no contar con una crítica suficiente del fallo cuestionado que autorice a tener por acreditada la arbitrariedad que se invoca, máxime cuando los agravios aluden a la discrepancia de los recurrentes con la valoración que han efectuado los jueces de las pruebas obrantes en juicio para acreditar el extremo alegado por el recurrente y al trámite procesal impreso al incidente, cuestiones que por principio no autorizan el remedio excepcional.


    Consorcio de Propietarios Reconquista 6XX/XX c/ La Principal S.A. Argentina de Capitalización y Ahorro


    C, 3686, L. XL, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario infundado. Rechazo de la queja.


    Debe ser descartada la tacha de arbitrariedad invocada pues la sentencia reúne fundamentos que mas allá de su acierto o error, sirven para dar respaldo suficiente. Por lo demás, toda vez que la recurrente tampoco se hace cargo de los argumentos expuestos en la sentencia respecto a la cuestión de fondo, ni de las razones dadas parar tener por acreditado el recaudo del art. 15 de la ley 18.820, el recurso extraordinario interpuesto se encuentra infundado.


    Batellini, Mirta Inés Lucia c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    B, 1037, L. XL, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 1037, L. XL “Batellini, Mirta Inés Lucía c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva".


    Perotto, Beatriz c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    P, 1165, L. XL, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 1037, L. XL “Batellini, Mirta Inés Lucía c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva".


    Sosa Rodríguez, Marcelino Martir c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    S, 2295, L. XXXIX, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos P. 315, L. XLII; "Pardo, Hugo Alfredo c/ La Colina S.A. y otros".


    Paez, Juan Marcelo c/ La Colina S.A. y otros


    P, 316, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos de Admisibilidad. 


    Conflicto de competencia devenido abstracto. Falta de sentencia definitiva. Improcedencia del recurso de queja.


    La presente queja no debe ser admitida, en primer lugar, porque la objeción referida a la omisión de elevar la causa a conocimiento de la Corte por el conflicto de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción, más allá de resultar improcedente, devino abstracto, ya que el conflicto dado quedó dirimido con la sentencia del Alto Tribunal.  En segundo término, tampoco puede prosperar esta presentación directa, porque la arbitrariedad invocada respecto de la no admisión de las excepciones de inhabilidad del título base de la acción, no constituyen la sentencia definitiva sobre los aspectos cuestionados, en virtud de que como lo reconoce el propio apelante, han sido motivo de tratamiento en el incidente de verificación que inició el ejecutante en el juzgado del proceso que, concluido, según su resultado final, tendrá la incidencia propia del proceso ordinario sobre el ejecutivo, y si corresponde, sus conclusiones podrán hacerse valer por los interesados en la presente acción.


    Banco de la Nación Argentina c/ Hilados S.A, y otros


    B, 540, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso Extraordinario Federal. 


    Decreto 2528/85. Remisión al dictamen de la causa G. 661, L. XXXV, "Galván, Hernando Ramiro y otros c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Juicio de conocimiento".


    La circunstancia de que en la nota de elevación del proyecto de Estatuto para el Personal Civil de las Fuerzas Armadas se haya destacado que sería sancionado simultáneamente con su Reglamento y que ambos conformaban un cuerpo normativo, no parece un fundamento suficiente como para extraer de él que compartan ambas la misma naturaleza jurídica (ley), máxime cuando fueron individualizadas y registradas en un caso como ley y en el otro como decreto y cuando también de sus textos surge esa disimilitud.  En segundo lugar, respecto a las facultades del PEN para incrementar las remuneraciones y disponer si esos aumentos deben servir de base para el cálculo de bonificaciones, en sentido análogo a lo resuelto por el a quo, resulta de aplicación al caso lo declarado por la Corte en torno a que el Poder Ejecutivo Nacional, en ejercicio de la facultad acordada en el art. 5 de la ley 21.307 de incrementar las remuneraciones de los agentes de los sectores público y privado, bien pudo hacerlo por vía de aumentar, en el ámbito de que se trata, el valor de los índices de los cargos respectivos, o por vía de la creación de nuevos beneficios; rubros éstos respecto de los cuales estaba en su esfera de atribuciones disponer que se computaran a los efectos del cálculo de los otros adicionales, como que no se lo hiciera.  En ello, el ejercicio de aquella facultad no estaba sujeto a límite normativo alguno, habiéndosela dejado librada al criterio del primer magistrado, y sólo trasunta una decisión de política salarial, en virtud de una ley que lo habilitaba al efecto, coherente con su papel de jefe de la administración.   Que, a mayor abundamiento, es dable recordar que las decisiones de esa naturaleza, adoptadas sobre la base de criterios de oportunidad, mérito o conveniencia tenidos en cuenta al momento de su dictado, no son susceptibles de revisión judicial, y sólo corresponde a los jueces controlar la legitimidad del obrar de las autoridades administrativas, no estando facultados para sustituirse a ellas en la valoración de circunstancias ajenas al campo de lo jurídico.  Que no empece a lo dicho el carácter remunerativo de los referidos adicionales o “sumas fijas", toda vez que una cosa es considerar que ellos forman parte de la percepción normal, habitual y permanente, y que su contenido es de esencia retributiva, y otra, muy distinta, que por tal circunstancia deban automáticamente ser tenidos en cuenta para el cálculo de otras bonificaciones.


    López, Luis Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino p/ Laboral


    L, 823, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Dictamen complementario de Z.138, L.XL. "Zhang, Hang el E.N. – M° de Relaciones Exteriores y Culto".


    Zhang Hang c/ E.N. Miniterio de Relaciones Exteriores y Culto s/ Recurso de hecho


    Z, 138, L. XL, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso.


    Spezzi, Ángel c/ Galicia Retiro Cia. de Seguros S.A. s/ Ordinario


    S, 1490, L. XLI, 15 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Intereses punitorios. Intereses compensatorios. Pesificación.


    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en una suerte de tercera instancia las decisiones de los jueces de la causa relativas a cuestiones de derecho común, como es la de la determinación de la tasa de interés a aplicar al cumplimiento de una obligación salvo que se demuestre la arbitrariedad del decisorio por ausencia de fundamentación.


    Baider, Ana y otro c/ Fequino, Jorge


    B, 1328, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en "Pena, Francisco Eduardo c/ provincia de Buenos Aires s/ inconst. arts. 29 y 30, ley 12.874". Sobre el fondo: dictamen en la causa "Ferrario, Edith Iris c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    La presente causa guarda substancial analogía con la examinada en el expediente S.C. P. 396; L. XL. "Pena, Francisco Eduardo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconst. Arts. 29 y 30, Ley 12.874" a cuyos términos cabe remitirse, "mutatis mutandis", por razones de brevedad.  Sin perjuicio de lo expuesto, cabe poner de resalto que sobre el fondo de la cuestión se emitió dictamen, en la causa S.C. F. 747; L. XL "Ferrario, Edith Iris c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    Ghione, Ernesto Victor c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Artículos 29 y 30 Ley 12.874


    G, 1164, L. XLI, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en "Pena, Francisco Eduardo c/ provincia de Buenos Aires s/ inconst. arts. 29 y 30, ley 12.874". Sobre el fondo: dictamen en la causa "Ferrario, Edith Iris c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    La presente causa guarda substancial analogía con la examinada en el expediente S.C. P. 396; L. XL. "Pena, Francisco Eduardo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconst. Arts. 29 y 30, Ley 12.874" a cuyos términos cabe remitirse, "mutatis mutandis", por razones de brevedad.  Sin perjuicio de lo expuesto, cabe poner de resalto que sobre el fondo de la cuestión se emitió dictamen, en la causa S.C. F. 747; L. XL "Ferrario, Edith Iris c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    Laborde, Elías Homero c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Artículos 29 y 30 Ley 12.874


    L, 776, L. XLI, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a la causa C.755, XXXVIII, Originario "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ acción de amparo".


    Salamone, Irene Esther c/ Formosa, Provincia de y Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    S, 1990, L. XLI, 08 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos S. 620; L. XLII, "Sociedad Comercial del Plata S.A. s/ concurso preventivo".


    Sociedad Comercial del Plata S.A. s/ Concurso preventivo


    S, 467, L. XLII, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en G. 1360, L. XLI, caratulada "Guijun S.A. y otros c/  Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Herrero, Mabel Amanda y otro c/ Bertol De Tallarita, Eva s/ Ejecución hipotecaria


    H, 151, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 219, L. XLII, "Isaura S.A. c/ Palma de Mallorca S.A. s/ incidente civil de inhibitoria".


    Palma de Mallorca s/ Concurso preventivo


    COMP, 32, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo resuelto de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General en autos S. 393, L. XXXVIII “Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional PEN s/ amparo”.


    Núñez, Graciela Nora c/ Estado Nacional - Decreto 894/01


    N, 28, L. XLI, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo resuelto en autos C. 2605, L. XXXVIII; "Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.".


    Garrido, José Luis s/ Recurso de apelación Artículo 46 de la Ley 24.557


    G, 884, L. XXXIX, 31 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo resuelto por la Corte en los autos S.1221, XXXVI, "Szpakowsky, José Domingo c/ Dirección General de Fabricaciones Militares".


    Petroservice S.A. c/ YPF s/ Ordinario


    P, 520, L. XXXIX, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1339, L. XL, "Aguas Argentinas S.A. c/ Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios".


    Aguas Argentinas S.A. c/ Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios s/ Proceso de conocimiento


    A, 1561, L. XL, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina- s/ Daños y perjuicios".


    Álvarez, Jorge Osvaldo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía federal s/ Daños y perjuicios


    A, 349, L. XLI, 07 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1754, L. XL, “Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social de Directivos de Empresarios Pequeños y Medianos".


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social del Personal de la Industria Siderúrgica


    S, 893, L. XL, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen emitido en V.1210, XLI, Originario, "Vesubio S.A.C.I.F.E.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de  inconstitucionalidad".


    Wal Mart S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    W, 179, L. XLI, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen en F. 1678, L. XLI, Fernández, Alicia Esther c/ Banco Río (Suc. Goya).


    Vacas, Alicia Lilia c/ Banco Francés sucursal Corrientes s/ Recurso de hecho


    V, 891, L. XL, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa M. 3724, L. XXXVIII, "Milone, Juan Antonio c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - Ley 9688".


    Ossa Peña, Danilo Enrique c/ Liberty A.R.T. S.A.


    O, 370, L. XXXIX, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicita traslado a las partes de acontecimiento sobreviniente que podría resolver el conflicto.


    Comunidad Indígena Eben Ezer c/ Provincia de Salta, Ministerio de Empleo y de la Producción


    C, 2124, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicita traslado a las partes de acontecimiento sobreviniente que podría resolver el conflicto.


    Fundación Greenpeace Argentina, Fundación Vida Silvestre Argentina y Asociación Illay c/ Provincia de Salta


    F, 380, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Prefacio, Salvador c/ YPF S.A. y/o YPF Repsol S.A. s/ Ordinario


    COMP, 179, L. XLII, 07 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Pensiones militares. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión a lo dictaminado y luego resuelto por la Corte en el precedente L. 1706, L. XXXVIII "Llell, José Alberto c/ Estado Mayor Gral. del Ejercito s/ Personal Militar y Civil de la FFAA y de Seguridad".


    Respecto a la aplicación de la ley militar, la cuestión es análoga a la discutida y resuelta en el el caso "Mengual"(Fallos 318:1959).


    Martín, María Leonor c/ Ejercito Argentino s/ Accidente en el ámbito militar y Fuerzas Armadas y de Seguridad


    M, 2398, L. XLI, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Quiebra. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa B. 835, L. XXXIX, "Banco Central de la República Argentina s/ incidente de revisión en: Banco Coopesur Coop. Ltda. - quiebra", resuelto de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General.


    Banco General de Negocios S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Banco Central de la república Argentina


    B, 312, L. XLI, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Gomez Morilla, Elsa Elena c/ Bank Boston


    G, 2555, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Brayer, Alberto Andrés y Sánchez de Brayer, Isabel Micaela c/ HSBC Bank Argentina S.A.


    B, 472, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Capoccetti, Ricardo Alberto c/ Citibank N.A. Sucursal Corrientes


    C, 4713, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Esperón, Américo Miguel y Esperón, Teresa Rogelia c/ Citibank N.A.


    E, 546, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Ferraro, Norma Beatriz c/ HSBC Bank Argentina S.A.


    F, 1254, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI “Benítez, Irbid Judith Lucia c/ Bank Boston".


    Ruiz Ortiz, Andrés Ricardo c/ Banco de Boston sucursal Corrientes


    R, 1757, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia definitiva. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien la Corte ha sostenido reiteradamente que los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden local no resultan, en principio, susceptibles de revisión por medio de la apelación federal y que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida con respecto a aquéllos, ha afirmado a la vez que ello admite excepción cuando lo resuelto no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa y, en particular, cuando la sentencia impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio.  La decisión recurrida, en cuanto declara mal concedido el recurso extraordinario local con fundamento principal en que aquél no se dirigió contra una sentencia definitiva, evidencia ese defecto, toda vez que soslaya las argumentaciones de la actora según las cuales la alzada, al rechazar el amparo, se introdujo en el fondo de la cuestión propuesta. Adviértase en este sentido que, en cuanto al carácter definitivo de la decisión sometida a recurso de casación, el propio Superior Tribunal local, al conceder el recurso extraordinario, afirmó que "si bien la sentencia que rechaza el amparo no reviste el carácter de definitiva a los fines del recurso extraordinario federal, es dable hacer una excepción cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de imposible o muy dificultosa reparación ulterior".  En tales condiciones, el rechazo del a quo fundado en la razón expuesta revela un injustificado rigor formal, incompatible con el derecho de defensa y demuestra la existencia de una relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, circunstancias que habilitan a descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido.


    Jurado, Francisco Gabriel c/ Estado Provincial - Defensoría General s/ Acción de amparo


    J, 90, L. XLI, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos de admisibilidad. 


    Desestimación de la queja. Falta de fundamentación autónoma.


    La presente acción directa debe ser desestimada por no cumplir con el requisito de fundamentación autónoma, desde que conforme surge de las constancias de la causa, el apelante sólo se limitó a acompañar escrito de interposición del recurso de queja, el que no sólo no contiene el relato de los hechos de la causa, presenta los agravios de modo genérico y confuso, sino que también carece de una crítica concreta y razonada de los fundamentos por los cuales el tribunal habría fundado su declaración de incompetencia.


    Fornelli, Rodolfo Eduardo c/ Ocupantes y/o terceros de Corvalán 3XXX Departamento x, Lanús (E)


    F, 196, L. XLII, 07 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Disolución, liquidación y rendición de cuentas de la sociedad. Cláusula de prórroga de la competencia judicial: acuerdo de arbitraje. Ausencia de arbitrariedad. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Es doctrina del Tribunal que el recurso extraordinario federal no tiene por objeto revisar en una suerte de tercera instancia aquellas sentencias que interpretan circunstancias de hecho y normas de derecho común y procesal, salvo que medie manifiesta arbitrariedad del decisorio por carencia de fundamentos fácticos o jurídicos generando agravios no susceptibles de reparación ulterior.  La sentencia cuenta con fundamentos suficientes en cuanto a que el objeto de este juicio excede los límites de la cláusula compromisoria incluida en el contrato social celebrado entre las partes, sin que el recurrente logre demostrar la arbitrariedad que atribuye a la decisión. En este contexto, más allá del acierto o error de tales argumentos que se sustentan en doctrina y jurisprudencia sobre el alcance restrictivo de la interpretación que cabe otorgar a las cláusulas de prórroga de la competencia judicial, en el limitado marco cognoscitivo de las cuestiones de jurisdicción y de esta queja, cabe sostener al pronunciamiento apelado como acto jurisdiccional válido.


    Klein, Santiago Esteban c/ Melton S.A.


    K, 144, L. XLI, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos de actividad. Fundamentación. 


    Ausencia de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso extraordinario.


    La apelación deducida no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal que señala que el escrito de interposición del recurso extraordinario debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna.  Pues aun cuando la recurrente persiga, en definitiva, que se admita la aplicación de normas de naturaleza federal y de orden público, se limitó a efectuar un breve relato de lo ocurrido en autos y a afirmar dogmáticamente que la Cámara omitió aplicar al caso lo dispuesto por el art. 61 de la ley 25.565 y violó así garantías constitucionales. De ello resulta evidente que no se hizo cargo, como hubiera sido menester, de los fundamentos expuestos por el a quo en torno a que la demandada consintió el pronunciamiento dictado que, al resolver el embargo solicitado por los profesionales, consideró que sus emolumentos estaban excluidos del régimen de consolidación, ni tampoco rebatió en lo más mínimo el argumento basado en que, de admitirse los agravios planteados por la apelante, se violentaría el principio de la cosa juzgada y se afectarían derechos de jerarquía constitucional.


    Villena, Nilo Carlos c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro


    V, 542, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Requisitos Objetivos. Decisiones recurribles. Decisiones Judiciales. Sentencia definitiva. Decisiones equiparables a sentencia definitiva. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Aporta, José Luis c/ Y.P.F. S.A. y otros


    A, 2216, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Garay, Atanacio Orlando c/ Y.P.F. S.A. y otro


    G, 1798, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI. "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Barrionuevo, Jesús Antonio y otros c/ Y.P.F. S.A.


    B, 1190, L. XL, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI. "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Basualdo, Osvaldo Raúl c/ Y.P.F. S.A y otro


    B, 1557, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI. "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Cancino, Venjamin c/ YPF S.A. y otro


    C, 2053, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI. "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Cárdenas, Pedro Gustavo c/ YPF S.A. y otro


    C, 3901, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI. "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Castillo, Pablo c/ YPF S.A. y otro


    C, 3368, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI. "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    D' Paula, Ernesto Carlos c/ YPF S.A. y otro


    D, 1158, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI. "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Davo, Julio Alberto c/ YPF S.A. y otro


    D, 1093, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI. "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Dott, Armando c/ YPF S.A. y otro


    D, 253, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI. "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Erazzu, Aldo Pascual c/ Y.P.F. S.A. y otro


    E, 441, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Motivos en los que debe apoyarse. Arbitrariedad. 


    Proceso de ejecución. Cuestión ajena al recurso extraordinario. Excepción: arbitrariedad. Improcedencia del cobro a un tercero no demandado ni condenado.


    Si bien la Corte ha dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones donde se cuestiona la interpretación y aplicación de normas de derecho común y procesal o la apreciación de circunstancias de hecho; en particular en situaciones como la que se verifica en el caso de autos en que los planteos se dan en un trámite de ejecución de sentencia, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio cuando la decisión no contiene los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido y de ella se deriven agravios no susceptibles o de tardía reparación ulterior.  En el sub-lite se verifica este último supuesto que hace procedente el remedio excepcional al amparo de la doctrina de la arbitrariedad acuñada por el Máximo Tribunal, si se toma en cuenta que se pretende ejecutar la sentencia recaída en autos, contra un tercero que no fue demandado en el proceso, ni fue sujeto de condena, a lo que cabe agregar que tampoco se permite que tal tercero defienda sus derechos, aludiendo a que la cuestión fue resuelta por el juez en lo comercial al tiempo de informar sobre su incompetencia para entender en la causa, todo lo cual predica una directa afectación a los derechos de defensa en juicio y al debido proceso.


    Brizuela, Alfredo Juan c/ Scotiabank Quilmes S.A.


    B, 959, L. XLI, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Supuestos. Apartamiento de la solución normativa. 


    Indemnización por despido. Cálculo de intereses. Improcedencia de la aplicación del Régimen de Consolidación de deuda pública. Sentencia arbitraria.


    El recurso extraordinario es procedente con sustento en la doctrina sobre sentencias arbitrarias. Y es que el artículo 13 de la ley n° 25.344, entre otras previsiones, extendió la consolidación prevista en la ley n° 23.982 a las obligaciones análogas de causa o título anterior al 1.01.00; solución ampliada -por el artículo 58 de la Ley de Presupuesto para  2003, n° 25.725- a las obligaciones similares anteriores al 31.12.01.  Las normas reseñadas -prima facie- no parecen suscitar dudas sobre la vigencia del artículo 6° de la ley n° 23.982 respecto al cálculo de intereses para las deudas enmarcadas en el periodo consolidado. Se advierte, empero, una vez establecido aquí que la causa determinante de los rubros indemnizatorios es la rescisión incausada del 30.04.02 -fecha, por cierto, ajena al ámbito temporal de aplicación de las mencionadas leyes n° 23.982,  25.344 y 25.725- que la decisión de la Sala que mandó estar a la tasa promedio de la caja de ahorro común publicada por el Banco Central prevista en el Régimen de Consolidación, no se sustenta como es menester y corresponde que sea invalidada como acto jurisdiccional, toda vez que, como la propia Juzgadora admite, los rubros de condena, en su casi totalidad, se originaron en un despido ulterior a dicho lapso.


    Martínez, Ernesto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social ANSES s/ Despido


    M, 3582, L. XLI, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Trámite ante la Corte. 


    Pronunciamiento inoficioso en atención a lo dictaminado en la causa E. 362, L. XLI, "El Marisco S.A. (TF 20.315-1) c/ DGI".


    El Marisco S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    E, 335, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Penal


    General. Actos Procesales. Plazos. 


    Falta de notificación del condenado. Extemporaneidad del recurso presentado por el defensor.


    La falta de notificación del condenado, no puede funcionar como causa de justificación o de plazo de gracia a la actividad que debe realizar el letrado defensor, que fue legalmente enterado de todas las incidencias resolutivas y por su propia actividad discrecional no se llevó a cabo oportunamente la actividad revisora que ahora pretende.


    S., Raúl Oscar s/ Robo calificado en grado de tentativa - homicidio calificado, etc. -causa nº 27/2003-


    S, 1823, L. XL, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recursos. Mantenimiento. 


    Se mantiene el recurso interpuesto por el fiscal general.


    B., Juan Felipe s/ Recurso de hábeas corpus


    B, 2160, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de Casación. 


    Doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Para garantizar el derecho -de jerarquía de derecho internacional- al recurso del condenado, la revisión tiene como único límite aquello que surja directa y únicamente de la inmediación -principio inseparable de la oralidad y publicidad del juicio-, es decir, se exige el análisis de todo aquello que no esté exclusivamente reservado a la experiencia perceptiva de quienes hayan estado presentes como jueces en el juicio oral, limitación fáctica impuesta por la naturaleza de las cosas y que debe apreciarse en cada caso. En cuanto al rechazo de los agravios relativos a la individualización de la pena, si bien es cierto que compete a los jueces del juicio la ponderación de las circunstancias que determinan su imposición concreta, ello no implica que su fundamentación escape a toda posibilidad de control pues aquí también rige el principio de que toda operación intelectual, para predicar su acierto, debe ser revisada según las reglas del pensamiento lógico y experimental. De tal modo, la aseveración del Superior Tribunal provincial en el sentido de que "no corresponde el control casatorio en virtud de no existir un criterio objetivo que determine la actitud que debe guardar el juzgador", aparece desprovista de todo sustento.


    C.,  Jorge y otros s/ Homicidio a Jorge M. -causa N° 130/02-


    C, 3375, L. XL, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento inoficioso


    Remisión a la causa S. 515, L.XLII " Semorille, Ana María y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción Social) s/ empleo público".


    Semorille, Ana María y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y Acción Social s/ Recurso de hecho


    S, 437, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión abstracta. 


    Remisión a los dictámenes de las causas  P. 1859, L. XLI, “Procurar c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción declarativa de certeza” y Comp. 1230, L. XLI, “Asociación Vecinal Belgrano C –Consumidores Activos- incidente medida cautelar II y otro c/ Estado Nacional –Poder Ejecutivo Nacional Decreto 277/2 y otro s/ Amparo –Proceso sumarísimo”.


    Asociación Vecinal Belgrano c/ Consumidores activos y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional


    A, 2481, L. XLI, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Colegio Público de Abogados de Capital Federal c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    C, 767, L. XL, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Colegio Público de Abogados de Capital Federal c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.414 Decreto 1.204/01


    C, 848, L. XXXVIII, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Concursos universitarios. Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 1406, XLL "Piaggi, Ana Isabel c/ Univerisidad de Buenos Aires ".


    Piaggi, Ana Isabel c/ Universidad de Buenos Aires


    P, 1573, L. XLI, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Concursos universitarios. Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen en la causa P. 1406, XLL "Piaggi, Ana Isabel c/ Univerisidad de Buenos Aires ".


    Piaggi, Ana Isabel c/ Universidad de Buenos Aires - Resolución 3582/200


    P, 1553, L. XLI, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad. Leyes de emergencia económica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, caratulada "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro sI Ejecución Hipotecaria".


    Jacob, Diego Ricardo c/ Martínez, Celia Mabel


    J, 83, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Homicidio criminis causa. Recurso de inaplicabilidad de ley. Cuestión federal. Doble instancia. Admisibilidad del recurso. 


    Remision al fallo y al dictamen de la causa  V. 1100, L. XL, en autos "Velárdez, Rodrigo David s/ Robo agravado por el uso de armas".


    Existe cuestión federal suficiente cuando el recurso de inaplicabilidad de la ley apunta a remover obstáculos rituales alegados por el Tribunal de Casación para sustraerse al conocimiento de una cuestión que los mismos jueces admiten reservada a su competencia afectando, así la garantía de la doble instancia.  La garantía de la doble instancia exige de la casación la revisión amplia de la decisión que resulta adversa para el imputado, la que no puede quedar subordinada a exigencias formales que obstaculicen su ejercicio.  La validez constitucional del artículo 494 del Código Procesal Penal de Buenos Aires se supedita a que las limitaciones que contiene en orden a la admisibilidad del recurso de inaplicabilidad de ley sean obviadas en aquellos casos donde se encuentren involucradas cuestiones de índole federal.


    Z., José Luis s/ Homicidio agravado en grado de tentativa


    Z, 149, L. XLI, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Leyes de emergencia económica. Constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, caratulada "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro sI Ejecución Hipotecaria"


    Gepal S.A. c/ Burstein, Boris


    G, 811, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, caratulada "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro sI Ejecución Hipotecaria".


    Del Negro, Claudio Alberto c/ Axelrad, Jorge Alberto


    D, 606, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    AFIP. Contribuciones patronales. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal, y de otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término este último, pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.  La doctrina pretoriana de la arbitrariedad no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema; así como también para aquellos supuestos derivados del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada, sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico con el sólo sustento de la voluntad de los jueces.


    HB Fuller Argentina S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Impugnación de deuda


    H, 347, L. XL, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, “Hutchinson Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social”.


    Dolomaniuk, Andrés c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    D, 1096, L. XL, 02 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contrabando. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    El reclamo del recurrente, en tanto se refiera al análisis de cuestiones de hecho y derecho común, remite al examen de aspectos que, en principio, resultarían ajenos a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria. Sin embargo, es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.  Se presenta un supuesto de arbitrariedad, toda vez que el fallo recurrido omita el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas que resulten conducentes para la decisión, en especial, cuando se prescinda de examinar parte de la prueba susceptible de incidir en la solución del juicio.  Las cuestiones vinculadas a la selección y valoración de la prueba y, en general, a hechos y derecho común, resultan ajenas al recurso extraordinario, de modo tal que sólo cabe hacer excepción a dicha regla cuando se demuestra un notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamentación que impiden considerar a la sentencia como un acto judicial.  Los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarlos no habilitan la vía del artículo 14 de la ley 48, aun cuando el recurso se base en agravios de orden constitucional, pues cualquiera sea la solución que pueda darse a las cuestiones de aquella naturaleza suscitadas en la causa, para que proceda el recurso se requiere que ellas tengan relación directa e inmediata con lo resuelto en el juicio y ello no ocurre cuando la sentencia conserva fundamentos de hecho, de prueba o de derecho no federal irrevisables en el caso. Es por ello que la supuesta violación a las garantías constitucionales que se derivaría de la forma en la que el a quo valoró las pruebas, no aparece así más que como la pretendida invocación genérica y esquemática de agravios que no resultan suficientes para la apelación extraordinaria.  Existe un defecto de fundamentación que no permite hacer lugar al recurso extraordinario, toda vez que la recurrente se limitó a invocar la genérica privación del derecho de recurrir la condena reconocido por el artículo 8.2.h de la Convención Americana de Derechos Humanos y el artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, sin vincularla con las circunstancias concretas de la causa ni con el derecho interno aplicable.


    P., Hugo; C., Ángel y otros s/ Contrabando -causa N° 50.522-


    P, 1626, L. XL, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sistema previsional. Depósito previo. Deserción del recurso. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Debido proceso. Procedencia del recurso. 


    Falta de fundamentación: sentencia arbitraria. Simple remisión a fallos precedentes. Apreciación genérica de la prueba.


    Corresponde dejar sin efecto la sentencia que declara desierto el recurso extraordinario si, para así decidir, sólo se basa en las citas de distintos fallos y en la apreciación abstracta y genérica de que la prueba aportada no resulta suficiente.  La Cámara Federal de la Seguridad Social es un organismo que debe controlar  los actos surgidos de los entes administrativos a fin de impedir que puedan actuar con discrecionalidad.  Implica un real menoscabo de los derechos de defensa en juicio y del debido proceso adjetivo el pago de una suma de dinero en juego que resulte exorbitante y desproporcionado con la concreta capacidad económica de la parte, conforme se desprende de la prueba que pueda aportar.


    Empresa San Vicente S.A.  de Transporte c/ Administración General de Ingresos Públicos


    E, 133, L. XL, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Abogados. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Invalidez del acto jurídico. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las cuestiones de hecho y derecho público local -materia propia de los jueces de la causa- son insusceptibles de revisión por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, máxime cuando el pronunciamiento cuente con argumentos fácticos y jurídicos mínimos que, más allá de su acierto o error, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un "acto jurisdiccional válido", pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.  Los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de recursos extraordinarios de orden local, no resultan susceptibles, como regla, de revisión en la instancia del art. 14 de la ley 48.


    Martínez, Víctor René s/ Apelación de resolución del Tribunal de Disciplina del Colegio de Abogados


    M, 424, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Abuso sexual. Cuestión de derecho común. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    Pronunciamientos de superiores tribunales de provincia.


    Es doctrina de la Corte que la arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden recursos extraordinarios de orden local.  Las críticas que realiza el recurrente no llegan a demostrar la existencia de una cuestión federal, ni un supuesto de arbitrariedad como el que invoca, a la que la Corte le ha reconocido el carácter de medio idóneo para asegurar el reconocimiento de alguna de las garantías consagradas en la Constitución Nacional.   Los reparos invocados sólo trasunta una mera disconformidad con relación al alcance otorgado a normas de derecho común y a la valoración de circunstancias de hecho que, por regla, constituyen cuestiones propias de los jueces de la causa y ajenas a la instancia de excepción, sin que la discrepancia manifestada por el recurrente se encuentre razonada con referencia a los términos del fallo que resuelve tales cuestiones.   Los jueces no están obligados a ponderar todas las constancias de la causa ni todos los argumentos de las partes, sino sólo aquéllos que estimen decisivos y conducentes para la solución del caso.  La apelación federal adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que la defensa se limitó a aseverar una determinada solución jurídica y a criticar situaciones no consignadas en el pronunciamiento que impugna, sin hacerse cargo ni rebatir adecuadamente las razones que permitieron al a quo concluir que el encausado, atento la naturaleza de los delitos por los que fue condenado, carecía de interés para invocar la presunta inobservancia del requisito exigido en aquella norma de derecho común.


    M., F. E. s/ Abuso sexual - causa N° 70/13


    M, 1228, L. XLI, 18 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    En el sub lite el a quo sustentó la decisión de rechazar el amparo en dos cuestiones que, en su criterio, obstaba la procedencia del recurso, por un lado, la existencia de otras vías aptas para satisfacer el requerimiento del actor y, por el otro, la falta de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta en la conducta de la demandada.   La sentencia que rechaza la acción de amparo, cuando deja subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria, no puede ser considerada como sentencia definitiva, salvo cuando cause un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional.  Si el apelante no ha demostrado que concurren las condiciones que permitan obviar el requisito de sentencia definitiva, circunstancia que impide habilitar la instancia de excepción -máxime cuando su falta no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional y supuestamente violadas, ni con la existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento-, es inadmisible el recurso extraordinario.


    Pezzutti, Miguel Ángel s/ Amparo


    P, 762, L. XLI, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el estado. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a los dictamenes de las causas A. 270, XLI, "Aguirre, Carlos Luis c/ PEN s/ Amparo" y B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ E.N. y otros s/ Amparo".


    Briolini, Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional


    B, 2439, L. XL, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión a lo dictaminado en autos D. 406; L. XL, "Dadon, Víctor Carlos y otro c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Machado, Alfredo Enrique c/ AFIP s/ Acción de amparo


    M, 3345, L. XLI, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Ley de emergencia. Revocación de sentencia. Arbitrariedad. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico Luigi c/ Maffulli Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler Mercedes c/ Martorano Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


    A la vez que se conceda el recurso extraordinario sólo en cuanto se cuestiona la inteligencia brindada por el tribunal a normas de carácter federal, si éste también se fundó en la arbitrariedad del pronunciamiento, teniendo en cuenta la íntima vinculación existente entre la referida materia federal y la aludida arbitrariedad, en el marco de la total ausencia de tratamiento por parte de la Alzada respecto de la cuestión federal mencionada, corresponde hacer lugar por ambas cuestiones, al recurso extraordinario deducido por la demandada.  Es arbitrario el fallo que omite tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la concreta solución del pleito, toda vez que tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional.   Lo relativo a la determinación de la tasa de interés fijada por los jueces, deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que, aplicada la solución que se propicia, se determine en definitiva, el capital de condena.


    Lavagna, Juan Carlos c/ Suárez, Marta s/ Ejecución hipotecaria


    L, 241, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. Doctrina de los actos propios. Iura novit curia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo", P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    La doctrina de los propios actos no resulta un sustento adecuado del fallo cuando éste desestima un pedido de adecuación del crédito al sistema legal contemplado para la emergencia, ya que el método contractual de pagos convenido -ajustado a la realidad de su origen-, fue desbordado en términos que importaron un aniquilamiento del equilibrio de las prestaciones negociales. La ley 25.561 tuvo por objeto conjurar, del mejor modo posible, las consecuencias derivadas de situaciones económicas anómalas o penurias financieras que, en lo principal, dificultan a los deudores el cumplimiento de sus obligaciones. El propósito de la ley 25.561 es establecer un conjunto de disposiciones tendientes a favorecer una adecuada recomposición de las relaciones jurídicas, económicas y patrimoniales y, a tal fin, entre otras disposiciones, suspende o limita el ejercicio del derecho de los acreedores, como forma de atenuar los perjuicios del estado de crisis, que en definitiva alcanzaría a los titulares de tales derechos. Conforme a la regla iura novit curia, el juzgador tiene la facultad y el deber de discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas que la rigen, con prescindencia de los fundamentos o argumentos jurídicos que enuncien las partes.


    Obra Social del Personal de Sociedad de Autores c/ Sociedad Argentina de Autores y Compositores de Música


    O, 517, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    AFIP. Aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. 


    Le asiste razón al recurrente cuando sostiene que se encuentra excluido del procedimiento de la ley 19.983. Ello es así porque dicha ley, al definir su ámbito de aplicación subjetivo, se refiere a las contiendas pecuniarias que se susciten entre organismos administrativos del Estado Nacional, centralizados o descentralizados, incluyendo a las entidades autárquicas y a las empresas del Estado, presupuesto subjetivo que no se verifica en el sub lite, en razón del carácter público no estatal del INSSJP.  En efecto, esa entidad no integra los cuadros de la administración en ninguna de las estructuras utilizadas por la técnica administrativa para el desarrollo de su actividad, no pertenece a la administración central ni desconcentrada, ni tampoco es alguno de los entes que, en su conjunto, conforman la administración descentralizada.  En tales condiciones, la aplicación de los criterios expuestos permite concluir en que la controversia de autos debe ser dirimida en los estrados judiciales, por lo que corresponde dejar sin efecto la sentencia apelada, sin que resulte necesario examinar los restantes agravios del recurrente, toda vez que ellos deberán ser considerados por los jueces competentes.


    Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    I, 138, L. XLI, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el estado. Cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario deducido es formalmente procedente, pues se ha cuestionado la inteligencia otorgada por el superior tribunal de la causa a normas federales y la sentencia definitiva ha sido contraria al derecho que el recurrente funda en ellas (art. 14, inc. 3°, ley 48).


    Productos Agroindustriales c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    P, 271, L. XL, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Almacenamiento de estupefacientes. Doble instancia. Denegatoria del recurso. 


    Cuando el tribunal de juicio no concede el recurso de casación en relación a uno de los agravios introducidos y la defensa no presenta queja en casación, estamos ante un abandono de la cuestión.  Si nada se dijo sobre un asunto en el recurso extraordinario, no puede replantearse en la presentación de la queja, cuyo marco no puede exceder el del recurso federal cuya apertura se demanda.  La garantía de doble instancia está sujeta al respeto de las formalidades del caso, ya que de otro modo no se trataría de un recurso amplio, sino de un sistema de consulta obligatoria, semejante al que existe en el procedimiento de hábeas corpus.


    G., Gerardo Gabriel s/ Recurso de queja


    G, 1345, L. XLI, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Asociación ilícita. Falta de fundamentación autónoma. Interpretación de la Constitución. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    La apelación federal carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, pues en él se reiteran dogmáticamente asertos ya vertidos en las instancias anteriores sin que el recurrente haya rebatido todos y cada uno de los fundamentos dados por el a quo en la sentencia apelada.  Los planteos formulados con base en la presunción de inocencia y en los principios de acción y tipicidad, no configuran el sostenimiento de una cuestión federal si no suscitan una controversia acerca de la interpretación o el alcance de las normas constitucionales invocadas.  Por el contrario, si los argumentos desarrollados en ese orden se reducen a reiterar las discrepancias con el criterio del tribunal oral y del a quo para juzgar por demostrado el cuerpo del delito, y remiten al análisis de cuestiones de hecho y prueba, ajenas a la instancia extraordinaria, acerca de las cuales la decisión impugnada contiene fundamentos suficientes que no fueron debidamente refutados y que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional.


    R. M., Alionzo Rutillo; R. M., Esidio Teobaldo y E. G., Marco Antonio s/ Infracción Artículos 210, 1° y 2° parte, 296 y 293 del Código Penal -causa n° 844-


    R, 185, L. XLI, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Astreintes. Defensa en juicio. Régimen de consolidación de deudas. Sentencia no firme. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 2580, L. XLI, "Benítez Irbid, Judith Lucía c/ Bankboston".


    Celulosa Argentina S.A. s/ Concurso preventivo - Planteo de inconstitucionalidad


    C, 2670, L. XLI, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Caducidad de instancia. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Para que proceda el recurso extraordinario, se requiere que la resolución apelada revista carácter definitivo en los términos del artículo 14 de la ley 48, lo que sucede en el caso de las decisiones que ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, lo que no ocurre con la disposición cuestionada.  La invocación de cláusulas constitucionales no excusa la falta de sentencia definitiva cuando los agravios pueden encontrar remedio en las mismas instancias o por vía de intervención de la Corte al dictarse la sentencia final de la causa.


    Manuso, Francisco c/ Menem, Carlos Saúl y otros s/ Recurso


    M, 438, L. XLI, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Caja de subsidios familires. Asignaciones familiares. Ejecución de honorarios. Gravamen irreparable. Exceso ritual manifiesto. Interpretación de la ley. 


    Si bien las resoluciones recaídas en los procesos de ejecución de sentencia no revisten, como principio, el carácter de definitivas en los términos del artículo 14 de la Ley Nº 48, cabe hacer excepción cuando lo resuelto implica un exceso de rigor formal susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio.  En el sub lite se configura el supuesto indicado, desde que el pronunciamiento atacado omite pronunciarse sobre las cuestiones planteadas en orden a la aplicación e interpretación del artículo 23 de la ley 24.463.   La Corte ha sostenido, en reiteradas y similares oportunidades que la ley 24.463 y específicamente su artículo 23,  debe ser interpretado en el sentido amplio que resulta de su finalidad y comprensivo de la diversidad de procesos y jurisdicciones en que deba actuar la Administración Nacional de la Seguridad Social.


    Caja de Subsidios Familiares para Jubilados de Comercio c/ Gawar S.R.L.


    C, 3486, L. XXXVIII, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Agencia de turismo. Responsabilidad de la agencia de viajes. Sentencia no firme. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Sin perjuicio de la procedencia formal del recurso en orden a los agravios federales que puedan invocarse, corresponde tratar en primer término la arbitrariedad que se le impute a la sentencia, en orden a que de verificarse tal anomalía no habría sentencia propiamente dicha.  Asiste razón al apelante, en cuanto sostiene que la sentencia es descalificable en el marco de la doctrina de la arbitrariedad, desde que los jueces de la causa omitieron el tratamiento de cuestiones oportunamente articuladas e incurrieron en defectos en la fundamentación normativa, aspectos éstos invocados al tiempo de apelar la decisión de primera instancia que admite la demanda respecto de los dos actores en juicio.


    Bosso, Claudia Silvia y otro c/ Viajes ATI S.A. Empresa de viajes y turismo s/ Sumario


    B, 2359, L. XXXIX, 09 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa “Meza Araujo”, Fallos: 326: 1663 y al dictamen de la causa C. 2.139, L. XLII, "Casas José Alfredo c/ Comisión Municipal de la Vivienda".


    Consorcio de propietarios Edificio 33 Barrio General Manuel Nicolás Savio c/ Comisión Municipal de la Vivienda


    C, 3266, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Cuestión abstracta. Inadmisibilidad del recurso. 


    En atención a que se decretó la quiebra de la empresa en concurso por no haber obtenido las mayorías para la aprobación del acuerdo (decisión que se halla firme), que se dispuso el cese de la explotación provisoria del local comercial y que obra constancia de que los locadores han recibido en devolución el citado inmueble, la cuestión traída a conocimiento de la Corte por medio del recurso de queja devino abstracta.


    Junín 1XXX S.R.L. s/ Concurso preventivo


    J, 255, L. XLI, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar que, las sentencias emanadas de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre recursos extraordinarios previstos en el orden local, son en principio, irrevisables en la vía del Art. 18 de la ley 48, salvo arbitrariedad. En el sub lite no se configura una hipótesis de excepción ya que todos los argumentos expuestos por el apelante fueron objeto de análisis por el tribunal provincial al resolver el recurso de inconstitucionalidad y casación.   La Sala analizó todas y cada una de las cuestiones planteadas, concluyendo que el recurso había sido rechazado sustancialmente y que no procedía el dictado de nueva sentencia pues el crédito reclamado contaba con sentencia verificatoria en los distintos concursos de las demandadas. Ponderó consecuentemente,  que el único agravio real consistía en la falta de resolución sobre las costas del juicio, pretensión que al no haber sido esgrimida por el apelante ante el juez de grado, infirió no podía abordar.  Dado que nada alega en cuanto al argumento de los jueces de la Sala relativo a la falta de requerimiento de un pronunciamiento sobre las costas, los agravios vertidos no resultan suficientes para demostrar la tacha que endilga al fallo, pues en definitiva resulta extemporáneo el planteo en la instancia extraordinaria.   Finalmente los argumentos relativos a la denegación del recurso de inconstitucionalidad y casación local, remiten al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal y común, que como tales resultan ajenos a la instancia extraordinaria, más aún si, como ocurre en el caso, la decisión cuenta con fundamento bastante.


    Banco de la Nación Argentina c/ López, Héctor y otros s/ Concurso preventivo


    B, 20, L. XL, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Verificación de créditos. Gravamen irreparable. Derivación no razonada del derecho vigente. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. 


    Si bien las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley Nº 48, este criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una limitación sustancial de la vía utilizada por el recurrente, afectando su derecho de defensa en juicio y debido proceso.  En el sub lite se configura el supuesto indicado, desde que el Superior Tribunal Provincial desestimó el recurso local con sustento en la falta de definitividad de la sentencia recaída en el incidente de revisión, en tanto, a su entender, no pone fin al concurso preventivo, sin efectuar un estudio sobre las cuestiones presentadas, que distan de resultar irrazonables, en torno a la decisión de la Cámara ponía fin al objeto en debate, e implicaba la pérdida del privilegio de su crédito, no pudiendo ser oído sobre el extremo que lo agravia en ninguna otra instancia local.   Presentan carácter de sentencias definitivas las decisiones recaídas en incidentes de revisión y de verificación de créditos en los procesos concursales, cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de imposible o difícil reparación ulterior.


    Mangione Miguel Ángel s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión


    M, 597, L. XLI, 25 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad. Ley de emergencia. Sistema de refinanciación hipotecaria. Porcedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    López, Evaristo c/ Mene, Lida


    L, 244, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contrabando. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios del recurrente, en tanto se refieren al análisis de cuestiones de hecho y derecho común, remiten al examen de aspectos que, en principio, resultan ajenos a la competencia de la Corte.  La Corte tiene establecido que los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarlos, aun cuando el recurso se base en agravios de orden constitucional, no habilitan la vía del artículo 14 de la ley 48, pues cualquiera sea la solución que pueda darse a las cuestiones de aquella naturaleza suscitadas en la causa, para que proceda la apelación se requiere que ellas tengan relación directa e inmediata con lo resuelto en el juicio y ello no ocurre cuando la sentencia conserva fundamentos de hecho, de prueba o de derecho no federal irrevisables.   Se puede acceder al recurso extraordinario con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. En el sub examine no es uno de  esos supuestos, pues la decisión cuenta con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad.   Respecto de la valoración de las pruebas periciales, se ha dicho que los fundamentos según los cuales, sin arbitrariedad, un pronunciamiento se aparta de las conclusiones de un peritaje constituyen cuestión propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria, a lo que debe sumarse el carácter no obligatorio que la Corte le ha reconocido a dichos dictámenes cuando las circunstancias objetivas de la causa pudieran aconsejar no aceptar totalmente sus términos.  La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestra un notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamentación. En este sentido, el recurso extraordinario no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas por la discrepancia de la parte con la selección y valoración de la prueba realizada ya que no incumbe al Tribunal juzgar -tal como si fuera una tercera instancia ordinaria de revisión- sobre el acierto o el error de la decisión con respecto al valor o alcance de la prueba, facultad ésta que es propia de aquéllos.


    P., Hugo; C., Ángel y otros s/ Contrabando -causa N°50.522-


    P, 1659, L. XL, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación de sentencias. 


    Las cuestiones de hecho, prueba y derecho común, como son las vinculadas con el acierto o error de los jueces de la causa con respecto al valor o alcance de la prueba, remiten al examen de aspectos que, en principio, resultarían ajenos a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria. Sin embargo, es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.  Existe un supuesto de arbitrariedad toda vez que el fallo recurrido omita el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas que resulten conducentes para la decisión en especial, que prescinda de examinar parte de la prueba susceptible de incidir en la solución del juicio.  El tratamiento de pruebas conducentes para la pretensión del imputado, sin perjuicio de la posibilidad de desestimar su valor frente al resto que el a quo pudiera entender como más convincentes, no puede obviarse. Este requisito resulta tanto más exigible cuando se revoca el sentido de la sentencia dictada en la instancia anterior, que se apoya, precisamente, en el resultado de la apreciación de esa prueba.  Si bien los jueces no están obligados a tratar todas y cada una de las pruebas logradas en la investigación, tampoco pueden realizar un examen fragmentario y parcializado o aislado de ellas y prescindir de una visión conjunta y de la necesaria correlación de los testimonios entre sí y de ellos con otros elementos indiciarios.


    P., Hugo; C., Ángel y otros s/ Contrabando -causa N° 50.522-


    P, 1648, L. XL, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Corporación Financiera Internacional. Tasa de justicia. Exenciones impositivas. Inmunidades especiales. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Finalidad de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El tema decidendum estriba en determinar si la franquicia establecida en el Art. VI, sección 9, del Convenio Constitutivo de la Corporación Financiera Internacional, aprobado por la ley 14.842, comprende el pago de las tasas judiciales establecidas en la ley 23.898.   Es doctrina de la Corte que las exenciones al pago del tributo fijado por la ley 23.898 puede provenir, aparte de los casos previstos en el Art. 13, también de lo establecido en disposiciones de otras leyes nacionales, por lo que si esto es así respecto de normas de derecho interno, también lo es cuando el beneficio está contemplado en un tratado internacional, pues éste es ley suprema de la Nación, en los términos del Art. 31 de la Constitución Nacional.   La primera fuente de interpretación de la ley es su letra, pero, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, corresponde indagar lo que dicen jurídicamente, y si bien no cabe prescindir de las palabras, tampoco resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la interpretación razonable y sistemática.  La interpretación en materia de exenciones tributarias debe resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que establezcan y su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla es dar pleno efecto a la intención del legislador.  Del Art. IV sección  1°, del Convenio Constitutivo de la Corporación Financiera Internacional surge que la totalidad  de los Estados que lo firmaron coincidieron en reconocer personalidad jurídica y otorgar determinadas inmunidades y privilegios a favor de la Corporación, dicho reconocimiento no constituye una finalidad en sí misma, sino que se trata de uno de los mecanismos ideados por aquellos Gobiernos que  lo celebraron para lograr la consecución del objeto definido en su Art. 1.  Si el objeto de la Corporación es la promoción del desarrollo económico mediante el estímulo de empresas privadas productivas en los países miembros, para cuyo íntegro cumplimiento se le reconocieron  inmunidades y privilegios directamente vinculados con ese fin, forzoso es colegir que la tasa de justicia que se reclame, debe quedar también amparada por la dispensa en análisis.  La interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás y considerárselos como dirigidos a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en miras proteger.  Los  tratados deben ser interpretados y cumplidos de buena fe, criterio hermenéutico e inderogable por las partes (Art. 31, Inc 1°, de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados).


    Corporación Financiera Internacional c/ Aragón, Luis Alberto Facundo


    C, 2327, L. XLI, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cosa juzgada. Gravamen irreparable. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Procedencia parcial. 


    Régimen de consolidación de deudas del Estado. Ley 23.982. Cuestionamiento de la normativa local que rige la ejecución de las sentencias contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Inexistencia de cosa juzgada. Arbitrariedad de  la sentencia.


    En principio, las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el Art. 14 de la ley 48 y, asimismo, la Corte tiene dicho que la ley 23.982, en cuanto sea de aplicación en el ámbito de la Capital Federal, ha sido dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del Art. 75, inc. 30), de la Constitución Nacional y, en consecuencia, reviste el carácter de derecho público local.  Por el contrario, el recurso debe ser admitido en cuanto se basa en que el pronunciamiento, por un lado, omite tratar los argumentos referidos a que los créditos contra el GCBA anteriores al 1° de abril de 1991 quedan comprendidos en los términos del Art. 1° de la ley 23.982 y, por el otro, considera erróneamente que existe cosa juzgada cuando no se cumplen los requisitos para su aplicación. Ello es así, pues los principios antes mencionados admiten excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, o también cuando la sentencia es descalificable en los términos de la doctrina de la arbitrariedad por omitir el examen de alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado pudiera resultar conducente para la adecuada solución del litigio.  Tales extremos privarían a lo resuelto de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa, lo cual ha conducido al dictado de un pronunciamiento que lesiona el derecho de defensa en juicio de la recurrente, lo que justifica su descalificación en este aspecto, ya que media una relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (Art.15 de la ley 48).


    Sociedad Anónima Dominga B. de Marconetti c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    S, 1455, L. XLI, 10 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Cuando se recurre la sentencia arguyendo falta de fundamentación, sin perjuicio de la materia federal planteada, compete tratar en primer término a aquélla, pues en el caso de existir arbitrariedad, no habría una sentencia propiamente dicha.  Tiene dicho la corte que es insuficiente la fundamentación del fallo observado cuando se sustenta en dos opiniones disímiles o divergentes, porque tal falta de concordancia impide la conformación de la unidad lógica exigible en las decisiones judiciales, la cual debe resultar no sólo de la parte dispositiva, sino también de las motivaciones que le sirven de base.


    Insaurralde, Jorge Rául y otro c/ Transportes Olivos Sociedad Anónima Comercial Inmobiliaria y Financiera


    I, 305, L. XXXIX, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 623, L. XLI, "Compañía Azucarera Bella Vista S.A. c/ Cía. Nacional Azucarera S.A. y otros s/ incidente de ejecución de honorarios".


    Caraballo, Jorge Oscar y otros c/ Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios


    C, 1919, L. XLI, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario no constituye una tercera instancia de revisión salvo en caso de arbitrariedad.


    Si bien el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una tercera instancia la apreciación otorgada a hechos y pruebas incorporados al proceso o  la interpretación asignada a normas de derecho común y procesal que es propia de la facultad de los jueces de la causa, no es menos cierto que ha admitido excepciones a tal criterio cuando la decisión cuestionada no cumple con los requisitos mínimos que la sustente como acto jurisdiccional válido en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.  Cuando la sentencia de un tribunal satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos de la causa, y ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    Guixa, Carlos Patricio c/ Banco Francés BBVA


    G, 511, L. XLI, 20 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario: cuestiones de naturaleza procesal. Excepción: Arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa o menoscabo de la garantía de defensa en juicio.


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Sin embargo, se ha reconocido la excepción a esa regla cuando existe un apartamiento de las constancias de la causa, o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que conduzca a una restricción sustancial de la vía utilizada, con menoscabo a la garantía constitucional de la defensa en juicio.  Para tener por acreditada la concurrencia del motivo de apartamiento de las constancias de la causa, resulta imperioso revisar la forma en que fue apreciado el hecho que se le reprocha al encausado, las pruebas acumuladas en el proceso y la calificación legal adoptada, aspectos que constituyen, por regla, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a la instancia extraordinaria. Pero, ante las particularidades que presentan determinados casos, ello no impide que su análisis permita apartase de esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.  En nuestro ordenamiento tanto la riña como la agresión en sí no son punibles, sino que constituyen una característica o circunstancia del homicidio y las lesiones, razón por la cual el reproche penal respecto del delito previsto en el artículo 95 del Código Penal, dependerá del grado de intervención que tuvieron aquéllos que participaron en la riña o agresión, y del resultado que de aquélla derive.  La presunción de autoría prevista en el delito del art. 95 Cód. Penal, sólo juega en la medida que concurran con certeza los demás elementos típicos -intervención en la riña o agresión, ejercicio de la violencia, causalidad entre ésta y el resultado- y no pueda establecerse como consecuencia del carácter tumultuario de tal tipo de eventos, a los autores entre los que tomaron parte en esas condiciones. De manera tal que para atribuir responsabilidad penal a los intervinientes en una agresión, no sólo las lesiones deben ser consecuencia de la violencia ejercida sobre el ofendido por alguno de los que participaron en ella, pues de lo contrario, la presunción de autoría ni siquiera puede alcanzar a los partícipes por ausencia de atribución causal entre la acción y el resultado. Además, esa violencia tenida en cuenta por el legislador, debe ser aquélla idónea para causar las lesiones, sin que ello implique la necesidad de saber quien las causó, sino que es necesario y suficiente que exista un nexo causal entre la violencia y el resultado.


    D., Martín Fernando y otros s/ Lesiones graves en agresión -causa N° 111/2004-


    D, 1617, L. XLI, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho al recurso. In dubio pro reo. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 


    Las objeciones que se pretende introducir de manera tardía contra la sentencia de condena, sólo exhiben una mera discrepancia con el criterio del tribunal de juicio para tener por comprobado el cuerpo del delito y la responsabilidad penal del imputado, y remiten al examen de cuestiones que se suscitan en torno a los hechos y la prueba, ajenas a la vía del artículo 14 de la ley 48 en tanto no se haya incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema o en contradicciones de tal magnitud que hagan prácticamente irreconocible la aplicación del método de reconstrucción histórica.  La cuestión constitucional debe plantearse en la primera oportunidad posible en el curso del proceso. Tal exigencia en materia de recurso extraordinario federal tiene por objeto que el tema de agravio haya sido sometido a las instancias ordinarias y debatido en ellas, evitando así lo que constituye una reflexión tardía de las partes.  El acceso a la instancia de revisión de la sentencia no es incondicionado, y los Estados pueden subordinarlo al cumplimiento de determinados requisitos, con tal de que respete aquel límite. Es decir que, no todo alzamiento contra un fallo tiene aptitudes impugnatorias para justificar su procedibilidad formal, ni es idóneo para alcanzar la revisión que se propone, lo que no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme a la reglas que reglamentan su ejercicio (artículo 14 de la Constitución Nacional). La Constitución Nacional no consagra derechos absolutos, ni ellos tienen en sí tal carácter.  En el ordenamiento procesal penal nacional, la facultad estatal de regular el derecho a recurrir del fallo, se manifiesta a través de las disposiciones que organizan la actividad recursiva en general y el recurso de casación en particular, por virtud de las cuales el impugnante debe indicar, de manera concreta y razonada, motivos atendibles que sustenten su pretensión. Esa primordial exigencia en la materia no contraría la naturaleza ni la finalidad del derecho de impugnar la sentencia, en tanto no se examine su cumplimiento con rigor formalista, ni se requiera una exhaustiva fundamentación autónoma que importe un obstáculo meramente ritual para el análisis sustancial de los agravios.  El régimen recursivo debe ser aplicado de modo tal que permita al imputado denunciar todos los errores que considere existentes en la sentencia condenatoria con independencia de su naturaleza. La ausencia de limitaciones formales se encuentra así referida al objeto de lo impugnable, pero no a la exigencia de la expresión de los motivos en que se sustenta la crítica, en tanto no se trata de un requisito carente de sentido, sino que su cumplimiento aparece en principio como estrictamente necesario para que el tribunal superior pueda discernir qué aspectos del fallo debe revisar, y cuáles son los defectos que se le atribuyen.  Es necesario que el tribunal revisor realice su máximo esfuerzo en el estudio de la impugnación, pese a las dificultades,  cuando la sentencia es derivada de un proceso oral.   Por ello, especial relevancia adquiere en el sub lite el cumplimiento de ese recaudo, frente a la invocación del principio in dubio pro reo pues, en razón de la naturaleza predominantemente subjetiva de la duda, resulta factible que, a partir de determinados instrumentos de prueba, se obtengan conclusiones disímiles.  Ello significa que el estado de duda pueda reposar en una pura subjetividad. Por el contrario, ese particular estado de ánimo debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto.   En el proceso penal, debido a la importancia de los intereses individuales involucrados, la sentencia de condena sólo puede ser el resultado de un convencimiento de que esté más allá de toda duda razonable, acerca de la responsabilidad del acusado por un hecho punible. Sin embargo, no cabe extraer de ello que la mera invocación de cualquier incertidumbre o de versiones contrapuestas acerca de los hechos impida, per se, obtener razonablemente, a través de un análisis detenido de toda la prueba en conjunto, el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena.   El concepto más allá de duda razonable” es, en sí mismo, probabilístico y, por lo tanto no es, simplemente, una duda posible, del mismo modo que no lo es una duda extravagante o imaginaria. Es, como mínimo, una duda basada en razón.   En el sub examine la defensa no expuso una real situación de incertidumbre, de entidad tal que habilite cuestionar la certeza subjetiva en que los jueces basaron el fallo condenatorio, o que autorice a sostener que ninguna evaluación razonable de la totalidad de la prueba pudo haber brindado sustento a esa decisión. Al contrario pretendió fundar su planteo en la mera invocación del principio in dubio pro reo acerca de la concurrencia del elemento "arma", sin indicar, al menos, por qué razón cabría suponer su afectación.


    P., Pablo Marcelo s/ Causa N° 4.551


    P, 894, L. XXXIX, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas A. 2652, L. XXXVIII, “Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A.” y D. 995, L. XXXVIII, “Díaz, Timoteo c/ Vaspia S.A.”


    A la decisión que no constituya una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a la circunstancias del caso, y por lo tanto afecte garantías constitucionales, corresponde descalificarla con base en la doctrina de la arbitrariedad.


    Martínez, Rumilda c/ Hipólito Yrigoyen S.R.L. y otros


    M, 802, L. XXXIX, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Desestimación del recurso. Planteo extemporáneo. Empresa extranjera. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Si la cuestión relativa a la norma federal de exclusión que se invoca, fue incoada por primera vez al interponer el recurso extraordinario federal, tal circunstancia permite concluir la extemporaneidad del planteo sobre dicho aspecto.


    Rancherías S.A. c/ Inversora Sargolux S.A.


    R, 1940, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Prescripción. Valoración de la prueba. Inexistencia de cuestión federal suficiente. 


    Inexistencia de gravedad institucional.


    Lo atinente al cumplimiento del plazo de prescripción y a la determinación de su cómputo constituye materia de hecho, prueba y de derecho común y procesal, propia de los jueces de la causa y no revisable por la vía del art. 14 de la ley 48; máxime en casos en los que el a quo ha resuelto la cuestión sobre la base de la eficacia que correspondía asignar a los elementos de prueba obrantes en la causa, con argumentos suficientes para fundar lo decidido e impedir su descalificación como acto judicial.  La selección y valoración de las pruebas así como la carga de su producción no constituyen regularmente materia federal, sin que los jueces estén obligados a considerar todas las constancias de la causa sino sólo aquéllas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones.  Carecen de fundamento idóneo del recurso los agravios en los que no puede tenerse por tal la aserción de una solución jurídica en tanto ella no resulte razonada y constituya un agravio concretamente referido a las circunstancias del juicio y contemple los términos del fallo que lo resuelve.  No es verificable la existencia de un supuesto de gravedad institucional si sólo se discuten derechos patrimoniales que no exceden el mero interés de las partes.


    Acosta, Manuela y otros c/ Propietario de Calle Mendoza 1XXX/1XXX/1XXX/1XXX/1XXX/1XXX


    A, 756, L. XLI, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Despido sin causa. Monto de la indemnización. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1352, L. XL, "Salemme, Héctor c/ Emecé Editores S.A. y otro s/ Despido" y a los Fallos: 327:3677 ("Vizzoti").


    Hazrum, Carlos Alberto c/ Emece Editores S.A.


    H, 516, L. XL, 19 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Despido. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 996, L. XLI, "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido".


    González Segovia, Manuel c/ Peñaflor S.A.


    G, 1644, L. XLI, 12 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fundamentación de sentencias. Cuestión no federal. 


    Carácter excepcional de la doctrina de sentencias arbitrarias. Supuestos en los que interviene.


    La doctrina sobre sentencias arbitrarias posee carácter excepcional y no se dirige a corregir pronunciamientos que se reputan equivocados en orden a temas no federales, pues, para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una total ausencia de fundamento que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido; siendo ella incompatible con argumentos ajenos a la vía que, más allá de su grado de acierto, alcanzan para sustentar lo decidido.  En el supuesto, la quejosa no logra evidenciar que la decisión carezca de adecuado sustento en las consideraciones no federales de la causa.


    De Carvalho, Mónica c/ LS 1 Radio Municipal s/ Despido


    D, 1753, L. XL, 18 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Diferencias salariales. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 587, L. XLI, "Barros, Ramón Humberto y otros c/ DUVI S.A. s/ Diferencias de salarios".


    Lugo, Maximiliano Gastón c/ Duvi S.A.


    L, 418, L. XLI, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones recurribles. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, y dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.  Los pronunciamientos que deciden respecto de la distribución de competencia entre los tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, son insusceptibles de apelación extraordinaria.  El articulo 21 inc. 2º de la ley 24.522 (según ley 26.086), dispone que los juicios laborales -en los que deberá dar necesaria intervención al síndico- quedan exceptuados de la aplicación del principio del fuero de atracción, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo dispuesto por los artículos 32 y concordantes de la ley 24.522.  La doctrina de arbitrariedad reviste un carácter estrictamente excepcional y exige que medie un inequívoco apartamiento de las normas que rigen el caso o una decisiva carencia de fundamentación.


    Barros, Ramón Humberto y otros c/ DUVI S.A.


    B, 587, L. XLI, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión a lo dictaminado en autos D. 406, L. XL “Dadon, Víctor Carlos y otro c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Aguirre, Ramón Adolfo y otros c/ AFIP s/ Diferencias de salarios


    A, 409, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Doble instancia. Procedencia del recurso. 


    Procedencia del recurso de acuerdo al fallo de la Corte S. 579, XXXIX, “Squilario, Adrián;  Vázquez,  Ernesto Marcelo s/ Defraudación especial en grado de participe primario –Smoldi, Néstor Leandro s/ Defraudación especial en grado de participe secundario".


    Es requisito para una fundamentación suficiente del recurso extraordinario federal que el recurrente refute todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la decisión impugnada.  No resulta viable la tacha de arbitrariedad de una sentencia que no atiende el planteo del recurrente respecto de la falta de fundamentación del requerimiento de elevación a juicio, cuando el apelante no indica concretamente cuáles fueron las defensas que no pudo hacer valer con motivo de la defectuosa motivación que le atribuye a dicho acto procesal, y de qué manera ellas hubieran incidido en la decisión final.  Se ha respetado la garantía de la doble instancia consagrada en los artículos 14.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, toda vez que el análisis de los agravios que al respecto invoca la defensa no se encuentran afectados por la inmediatez propia de la oralidad, circunstancia que habilita al superior Tribunal provincial a proceder a la revisión de la sentencia impugnada, a fin de controlar si el razonamiento empleado se ajustó a la regla de la sana crítica que debe observar todo pronunciamiento judicial.  No parece que se haya respetado la pauta de interpretación respecto del recurso de casación (según la cual todo lo que no implique inmediación podrá ser revisado), al haber afirmado el a quo que la defensa encamina veladamente su cuestionamiento a la obtención de una nueva ponderación del plexo probatorio que conformó la convicción del tribunal de mérito, actividad que pertenece de manera exclusiva a la esfera de su dominio y, por ende, es ajena a la competencia funcional de la jurisdicción casatoria, salvo supuestos de vicios lógicos o legales que habiliten la vía extraordinaria por arbitrariedad o absurdo, afectando a la motivación, extremo que no se observa ni fue demostrado en autos.  Resulta materia ajena a la revisión de la instancia extraordinaria, aquellos agravios que sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas en la causa, aspectos que en la medida que fueron tratados y resueltos, tanto por el magistrado de grado como por el a quo con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad alegada.  Si bien las sentencias de la Corte Suprema sólo deciden en los procesos concretos que le son sometidos y no resultan obligatorias para los casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a aquéllas, razón por la cual, el recurso extraordinario sería viable al carecer el pronunciamiento impugnado de la debida fundamentación.


    D., Martín Fernando y otros s/ Lesiones graves en agresión -causa N° 57.038/04-


    D, 1608, L. XLI, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina del esfuerzo compartido. Ley de emergencia. Derecho de defensa. 


    Aplicación, interpretación y constitucionalidad de la normativa de emergencia: pronunciación en el dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro".


    Corresponde admitir el recurso extraordinario si el pronunciamiento atacado, por un lado, consideró inaplicable la ley 25.820 con sustento -sólo- en la vigencia de los artículos 617 y 619 del Código Civil, y por otro, autocontradictoriamente, aplicó el criterio de esfuerzo compartido, sin haber declarado la inconstitucionalidad de la normativa de emergencia, que también se encuentra vigente y, asimismo, es de orden público (ver arts. 19, ley 25.561 y 4º, ley 25.820). Todo ello produce un desmedro de la garantía de defensa en juicio normada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, máxime si el valor resultante de la aplicación del criterio propiciado por el tribunal, es menor que el que resulta de la aplicación de los coeficientes correspondientes.


    Xenta Comunicaciones Gráficas S.A. c/ Sociedad de Propietarios de Automóviles


    X, 1, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de alquileres. Ley de emergencia económica. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820). Remisión al dictamen de la causa  P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Galler, Aida y otros c/ Della Fiore, Silvana Carla y otros


    G, 2227, L. XLI, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de sentencia. Resoluciones irrecurribles. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del Art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el Art. 18 de la Constitución Nacional. La situación excepcional se configura en el sub iudice, toda vez que la Cámara, con apoyo en meras consideraciones formales y aun advirtiendo la existencia de excepciones legales a la regla de la irrecurribilidad prevista por Art. 109 de la ley 18.345, se limitó a señalar que éstas no se daban, sin tener en cuenta los argumentos expuestos por el recurrente que, ciertamente, podrían conducir a un resultado distinto al que llegó al juez de primera instancia.   En tales condiciones, la decisión impugnada exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (Art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarla como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    Obando, Zully Nilda c/ Ministerio de Trabajo Empleo y Formación de Recursos Humanos y otros


    O, 225, L. XLI, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Ejecución por otro. Sentencia no firme. Falta de agravio concreto. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Para la procedencia del recurso extraordinario, no puede obviarse la ausencia de sentencia definitiva, aunque se invoque arbitrariedad o la violación de garantías constitucionales.


    Dorma Sistema de Controles para Portas S.A. s/ Szlago, Alejandro Víctor


    D, 928, L. XLI, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (Leyes 25.561, 25.563 y 25.820 y Decretos 214/02 y 320/02): remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi  c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    En lo concerniente al agravio en lo relativa a la tasa de interés fijada, cabe señalar que esta Procuración General tiene reiteradamente dicho que su determinación deberá dirimirse en la etapa de liquidación.


    Rubio, Olga c/ Barone, Norberto s/ Ejecución hipotecaria


    R, 1820, L. XLI, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución hipotecaria".


    Muszak, Jorge M. c/ Rodríguez, Daniel J. s/ Ejecución hipotecaria


    M, 3538, L. XLI, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. Intereses. Revocación de sentencia. 


    Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820) y del Régimen de Refinanciación Hipotecaria establecido por ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    De acuerdo a la solución dada, se torna inoficioso tratar los agravios relativos a la tasa de interés y lo atinente a la oportunidad de la introducción por los ejecutantes del planteo constitucional referido a la ley 25.798, en la versión de la ley 25.908.


    Rodríguez, Getino c/ Albornoz, Juan s/ Ejecución hipotecaria


    R, 197, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Refinanciación hipotecaria. Procedencia del recurso. 


    Aplicabilidad y constitucionalidad de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908: Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria". Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Bisio, Jorge c/ Saricas, Constantino s/ Ejecución hipotecaria


    B, 328, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Galinsky, Boris c/ Cicarelli, Alberto Ángel s/ Ejecución hipotecaria


    G, 1516, L. XLI, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Kravetz, Patricia c/ Farengo, Graciela s/ Ejecución Hipotecaria


    K, 3, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820). Remisión al dictamen de la causa  P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Petronacci c/ Revaluar S.R.L. s/ Ejecución hipotecaria


    P, 2156, L. XLI, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820). Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Kibrik, Mauricio c/ Bello, Oscar s/ Ejecución hipotecaria


    K, 60, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Giraldi, Norma c/ Prieto, Margarita s/ Ejecución hipotecaria


    G, 747, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Emergencia Económica. Constitucionalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En lo concerniente a la constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908) remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Toscano, Anunciación María c/ Muñoz, Ramón Bernardo


    T, 716, L. XLI, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Refinanciación hipotecaria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (Ley 25.561, decreto 214/02, y Ley 25.820) y del Régimen de Refinanciación Hipotecaria establecido por ley 25.798 (texto según Ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Alfie, Alicia Bella y otros c/ Sánchez, Sergio Javier y otra


    A, 417, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    En lo relacionado a la constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908) remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Ugarte, José María c/ Catalfamo, Antonio


    U, 13, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Entidades financieras. Reestructuración de entidades financieras. Medidas cautelares. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El recurrente no demuestra que haya recaído una sentencia que le cause un agravio irreparable que habilite la vía extraordinaria intentada.   Es requisito de procedencia del recurso extraordinario que el pronunciamiento apelado revista el carácter de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito o impide su continuación, como así también la que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.  Las cuestiones federales resueltas por autos no definitivos, durante la tramitación del litigio, son susceptibles de conocimiento por la Corte Suprema en ocasión del recurso extraordinario que quepa deducir contra la sentencia final de la causa.


    J. Roger Balet e Hijos S.A. c/ Banco el Hogar de Parque Patricios Cooperativo Limitado


    J, 134, L. XL, 25 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Expropiación irregular. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    La adquisición del dominio sobre el bien expropiado por el Estado se halla sujeta al pago de una indemnización previa fijada en la sentencia definitiva del juicio expropiatorio, y sólo a partir de ese momento puede comenzar a correr el plazo de la prescripción.  Ello es así, por cuanto, al resultar la indemnización una condición para el desapropio, ese derecho al cobro del valor del bien expropiado ha de calificarse como ilíquido e inexigible, hasta tanto exista una sentencia judicial que determine su precio. Es ésta inexigibilidad la que hace que el derecho no pueda ser extinguido por el transcurso del tiempo.  Por ende, cualquiera que fuere el plazo extintivo al que se pretende sujetar la acción expropiatoria irregular, no cabe admitir el inicio de su cómputo antes de que se hayan cumplido los requisitos previstos en el art. 17 de la Constitución Nacional. En virtud de ello, hasta que no se verifiquen los extremos indicados no es posible concluir del modo en que lo hizo el a quo al interpretar el art. 56 de la ley 21.499.


    Arroyo, Marta Susana c/ Dirección Nacional de Vialidad


    A, 450, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Extradición. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 


    Inadmisibilidad del recurso de casación ante sentencia que no reviste el carácter de definitiva.


    Sobre el tribunal competente en los términos del artículo 61 del Código Procesal Penal de la Nación, se dijo que una vez ingresado el proceso en la etapa de juicio propiamente dicha, es la Cámara Nacional de Casación Penal.   Teniendo en cuenta que el rechazo del presente recurso por parte de la Cámara Nacional de Casación Penal se funda en el equivocado criterio de que el tribunal no sería competente en ningún recurso que pueda acaecer en el marco del proceso de extradición, en ese sentido corresponde hacer lugar a la queja interpuesta y revocar dicha decisión.  Esto resultaría de un rigorismo formal inaceptable puesto que, más allá de la errónea fundamentación de la sentencia, el recurso casatorio es igualmente inadmisible si la decisión en crisis  no reviste carácter de definitiva, requisito que -en similares condiciones a la ley 48- exige el artículo 457 del Código Procesal Penal de la Nación.


    A., Alfredo Ignacio s/ Extradición


    A, 1066, L. XL, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Falsedad ideológica. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte  que las decisiones relativas a la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, ya que por la índole exclusivamente procesal de las cuestiones que suscitan, no exceden el marco de las facultades que le son propias.  Cabe señalar que la Corte ha hecho excepción a este principio cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justificable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, éste no es la situación que aquí se presenta.   Por otra parte, al haber optado por determinada normativa procesal de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12 de la ley 24.121, mal puede ahora el recurrente agraviarse porque no se le aplique el régimen recursivo del ordenamiento que descartó.


    D., Atilio José s/ Infracción Artículo 293 del Código Penal - causa n° 2.724-


    D, 1487, L. XL, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Nulidad procesal. Defensa en juicio. Cuestiones de hecho y prueba. Cédula de notificación. Preclusión. Denegatoria del recurso. 


    Las decisiones relativas a nulidades procesales y lo atinente al régimen legal de notificaciones es cuestión ajena, como principio, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando a raíz del vicio en que se frustró alguna garantía constitucional, como la defensa en juicio.  La resolución que declara desierto el recurso de casación en los términos de los artículos 453 y 465 del C.P.P.N, luego de considerar que había transcurrido el plazo previsto en la norma citada desde la notificación por cédula a la defensa, sin que se presentara a mantener la impugnación, no es arbitraria si se sustenta con argumentos suficientes y razonables relativos a cuestiones de hecho, y al alcance otorgado a normas del derecho procesal vigente -arts. 149 del CPPN, sobre las formas de notificar- y normas de derecho común como la referida a la incidencia que debería plantearse sobre la redargución de falsedad de un instrumento público.  El recurso extraordinario no es la vía apropiada para discutir la presunta falsedad ideológica atribuida a la cédula de notificación, puesto que el derecho vigente pone a disposición de la parte otros caminos legales, para lograr esa finalidad con la formulación de acciones autónomas singulares y, en principio, de carácter meramente declarativo.  Por otra parte, y a pesar de que no se obtenga la declaración de falsedad por la vías indicadas precedentemente, no podría decirse que se encuentre afectado el derecho a revisión, pues éste queda indefectiblemente circunscripto al cumplimiento de las formalidades básicas, a los requisitos de oportunidad, modo y tiempo, fundamentales en todo proceso para no frustrar el principio de preclusión, que, precisamente, resulta impuesto en salvaguarda de los derechos de los justiciables. Las garantías y derechos judiciales deben ejercitarse regladamente, de lo contrario, este acceso a una segunda instancia se transformaría en un sistema de consulta obligatoria.


    B., Hugo Ernesto y P., Juan Carlos s/ Causa nº 5.828


    B, 2592, L. XLI, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fuerzas armadas. Juicios contra el estado. Incapacidad laboral. Indemnización. Admisibilidad del recurso. 


    Si se tiene en cuenta que la incapacidad que afecta al actor es del treinta y cinco por ciento de la total obrera, corresponde resolver que no puede demandar una indemnización basada en normas del derecho civil. Ello en razón que de un lado no se configuran las circunstancias que dieron lugar a la doctrina de la Corte Suprema en los precedentes "Gunther"  y "Mengual" (Fallos 318:1960 y Fallos 308:1118, respectivamente) y de otro la ley especial 19.101 -que no se ha tachado de inconstitucional- establece el pago de una verdadera indemnización que obsta a la procedencia de la responsabilidad genérica.   Los agravios fundados en que, en el caso, el hecho desencadenante de la incapacidad reclamada no constituiría un acto de servicio y que, por lo tanto, no le correspondería la indemnización acordada sino la del derecho común, son cuestiones cuyo examen remiten a temas de hecho, prueba y derecho común, propios del tribunal de la causa y ajenas -como regla y por su naturaleza- al remedio del art. 14 de la ley 48.


    Markon, Diego Miguel c/ Estado nacional - Fuerza Aerea Argentina


    M, 842, L. XL, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Funcionarios públicos. Cargo de mayor jerarquía. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien la recurrente esgrimió, principalmente, argumentos no federales dirigidos a sostener la arbitrariedad del fallo, es dable recordar que la Corte Suprema puede conocer en esos supuestos excepcionales cuando la Cámara ha prescindido, sin dar razones suficientes, de la consideración de cuestiones oportunamente propuestas y eventualmente conducentes para la adecuada solución del litigio; tanto más cuando lo decidido desatiende los propósitos tuitivos de la legislación previsional con grave menoscabo de las garantías constitucionales.   Corresponde declarar procedente el recurso extraordinario toda vez que el causante, si bien reingresó al servicio con un cargo superior al que había ostentando hasta su primera dimisión (secretario y cónsul de primera clase), fue ascendiendo desde allí, paulatinamente, en el escalafón (ver artículos 2°, ley 12.951 y 3°, ley 20.957) hasta obtener el cargo de embajador con que renunció, situación que merece, cuanto menos, un estudio más concienzudo que el realizado por la Cámara, tanto más, frente a lo establecido por los arts. 4º de la ley 12.951 y 5º de la ley 20.957.


    Balbín de Ferrer, Lía Elena c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    B, 2290, L. XL, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Gravedad institucional. Desestimación del recurso. 


    Individualización y monto de la pena: cuestión ajena al recurso extraordinario federal.


    Resulta inadmisible el recurso federal, si el único agravio mantenido en el recurso de hecho recién fue introducido en el recurso extraordinario, ya que la cuestión constitucional debe plantearse en la primera oportunidad posible en el curso del proceso, exigencia tiene por objeto que el tema de agravio haya sido sometido a las instancias ordinarias y debatido en ellas, evitando así lo que constituye una reflexión tardía de las partes.  El cumplimiento de tal requisito formal resultaba aún más exigible en el caso que la discusión en torno a la inteligencia y alcance del último párrafo del artículo 55 del Código Penal, en tanto se vincula con la individualización y el monto de la pena impuesta, por lo que constituye una cuestión de hecho y derecho común cuyo análisis es propio de los jueces y ajeno, por regla, a la instancia extraordinaria.  Ese defecto no puede ser superado a partir de la supuesta gravedad institucional del caso, ya que su invocación, ha sido tomada en consideración para superar obstáculos de forma a la procedencia del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, pero no para suplir la inexistencia de cuestión federal o de arbitrariedad.  Si la crítica del recurrente no supera la mera discrepancia sobre un aspecto que resulta ajeno a la instancia extraordinaria, sin que se aprecie una decisiva carencia de fundamentación, ni menos aún, que la interpretación asignada a la norma en cuestión y su aplicación al caso resulte manifiestamente inadecuada o irrazonable, corresponde desestimar la queja interpuesta.


    D., Alcides Armando s/ Causa N° 525


    D, 639, L. XLI, 11 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Honorarios del perito. Fundamentación de sentencias. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    Honorarios: cuestión ajena a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


    Las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, y si bien la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio en aquellos casos donde se ha omitido dar indispensable y mínima fundamentación a la decisión conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la regulación dispuesta no encuentra relación alguna con el respectivo arancel, lo cual importa dictar un pronunciamiento descalificable como acto judicial.


    Trel S.A.C. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Banco Crédito Rural Argentina S.A.


    T, 22, L. XLI, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Improcedencia del recurso. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa V. 658, L. XL, "Vega, Leonardo Ismael s/ Homicidio simple en grado de tentativa, etc, causa n° 84.625".


    E., Julio s/ Homicidio en ocasión de robo –Causa n° 4.972-


    E, 341, L. XLI, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión a Fallos: 326: 1663 ("Meza Araujo").


    Casas, José Alfredo c/ Comisión Municipal de la Vivienda


    C, 2139, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incapacidad laboral. Constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Se debe hacer lugar al recurso interpuesto toda vez que un tribunal prescinda, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de argumentos propuestos oportunamente por el peticionante y, prima facie, conducentes para la adecuada solución del litigio.  Es válido extender a los litigios laborales la pauta hermenéutica sentada en materia de previsión social, según la cual, debe actuarse con cautela para llegar a la denegatoria de beneficios reconocidos por las leyes en la materia.


    Silva, Facundo Jesús c/ Unilever de Argentina S.A.


    S, 1789, L. XL, 19 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los fallos de la causa A. 2652, L. XXXVIII, “Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A.” y D. 995, L. XXXVIII, “Diaz, Timoteo F. c/ Vaspia S.A.”.


    Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que rechace el reclamo por incapacidad laboral si el juzgador sólo sustenta su parecer en un precedente de la Corte Suprema, sin emprender si quiera un mínimo esfuerzo argumentativo que justifique su aplicación y dejando de lado que, prima facie, las circunstancias de uno y otro caso aparecen como disímiles.  La sentencia satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos de la causa, por lo que, ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    Giménez, Domingo Faustino c/ Decker Indelqui S.A. y otros


    J, 54, L. XXXIX, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Cosa juzgada. Invalidez del acto jurídico. Admisibilidad del recurso. 


    Para determinar la viabilidad del recurso extraordinario, se impone tratar en primer término, sin perjuicio de la materia federal planteada, lo que toca a la tacha de arbitrariedad, pues de existir ésta no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha.  El requisito indispensable para dar intervención al Fondo de Garantía es que el proceso haya pasado en autoridad de cosa juzgada, pues su citación obedece al único fin de efectivizar créditos firmes y liquidados -cumplidas otras formalidades irrelevantes para el caso- ante la insolvencia de la deudora originaria, de tal manera que los efectos preclusivos queden fijados irrevocablemente y puedan servir de sustento de futuras actuaciones.  La firmeza de los actos procesales es una necesidad jurídica que justifica su validez, no obstante los vicios que puedan presentar, si no se verificó en su oportunidad la correspondiente impugnación.  Cuando la sentencia satisface en modo aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos de la causa, y ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    Pussati, Ramón Ruben c/ Murchison S.A. Estibajes y Carga y otros


    P, 2202, L. XL, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por muerte del trabajador. Iura novit curia. Ley sobre riesgos del trabajo. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que es condición de validez de los fallos judiciales que sean fundados, exigencia que, al decir del Tribunal, antes que orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura la exclusión de decisiones irregulares que afecten la garantía del debido proceso.  Según jurisprudencia de la Corte los jueces tienen no sólo la facultad sino también el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos con ajuste al derecho aplicable, valorando autónomamente la realidad fáctica y encuadrándola en las normas jurídicas con prescindencia de los fundamentos que enuncian las partes, siendo que la facultad que deriva del ejercicio de la regla iura novit curia no comporta agravio constitucional.  Por lo expuesto, correspondía al juez de la causa fijar el marco jurídico pertinente conforme al principio iura novit curia.    Además en este caso, se debe le debe conferir preeminencia al interés superior de los menores adecuándose el planteo a la normativa vigente al tiempo del infortunio.


    Cuffaro, Viviana Silvia c/ Comin, Darío Fernando


    C, 567, L. XXXVII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización tarifada. Personal civil de las Fuerzas Armadas. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien las cuestiones referidas al análisis de los hechos y la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal son, por principio, ajenas al recurso extraordinario, existen, sin embargo, supuestos suficientes que habilitan su concesión, al no ajustarse, por ejemplo, el decisorio apelado a las circunstancias comprobadas de la causa, y a una interpretación lógica y razonada de las normas de expreso reconocimiento constitucional.  La doctrina pretoriana de la arbitrariedad no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema; así como también para aquellos supuestos derivados del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada, sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico con el sólo sustento de la voluntad de los jueces.


    Idiart Borda, Carina Fabiana c/ Fuerza Aérea Argentina


    I, 306, L. XL, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Responsabilidad solidaria. Denegatoria del recurso. 


    Las cuestiones fácticas y de derecho procesal y común resultan ajenas al recurso extraordinario.


    La apreciación de cuestiones fácticas y de derecho procesal y común son temas ajenos a la instancia extraordinaria.  Cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, bastan para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, los mismos no resultan suficientes para patentizar la arbitrariedad que se predica.  Los presupuestos fácticos previstos en el Régimen de Contrato de Trabajo, a efectos de imponer la responsabilidad solidaria a las entidades, deben determinarse en cada caso atendiendo al tipo de vínculo y circunstancias particulares que se hayan acreditado.  Para determinarse la procedencia de la doctrina de la arbitrariedad se requiere un apartamiento indudable de la solución normativa prevista o una absoluta falta de fundamentos.  Las objeciones correspondientes al derecho laboral remiten, en suma, al estudio de temas ajenos a la instancia extraordinaria, pues lo que se resuelva sobre tales dilemas resulta, por regla, concerniente a la apreciación de cuestiones fácticas y de derecho procesal y común, propias de los jueces intervinientes.  Cuando en los agravios no se evidencia con la nitidez que es menester, situados en el marco de una tacha de extrema excepcionalidad como la argüida, la presencia en el fallo de defectos invalidantes, sino que la crítica revela únicamente a su respecto un mero disenso que no resulta suficiente para patentizar la arbitrariedad que se predica -máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, bastan para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial-, no corresponde hacer lugar al recurso extraordinario.  Los presupuestos fácticos previstos en el Régimen de Contrato de Trabajo, a efectos de imponer la responsabilidad solidaria a las entidades, deben determinarse en cada caso atendiendo al tipo de vínculo y circunstancias particulares que se hayan acreditado.


    Barco, Julio César c/ Socialmed S.A. y otro


    B, 964, L. XL, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicio Ejecutivo. Gravamen irreparable. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales.  Por esta razón, resulta particularmente necesario -en esta clase de juicios- que, al interponer el recurso extraordinario, el apelante demuestre la existencia de este requisito indispensable para su procedencia: que el pronunciamiento impugnado posee carácter “definitivo”, en el sentido de que el agravio alegado es de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior, precisamente porque no habría posibilidad en adelante -o ésta sería inoportuna- para volver sobre lo resuelto.  Dicho recaudo no aparece cumplido en el sub lite, pues la sentencia recurrida no ha importado un pronunciamiento contrario a los derechos del Fisco Nacional, en forma tal que impida el inicio de un nuevo proceso de apremio por los conceptos aquí reclamados.  En efecto, la actora no ha acreditado que ese futuro juicio ejecutivo resulte indefectiblemente inoportuno o ineficaz para el cobro que procura, conforme a la doctrina de la Corte.   En tal sentido, el alegado tiempo que insuma a la Cámara resolver el recurso de apelación, es un hecho incierto. Por ello, sin abrir juicio acerca del acierto o error de la tesis que propone el recurrente acerca de la eventual incidencia que ese lapso posee respecto de la prescripción de sus acciones de cobro, el planteo efectuado es prematuro, pues se refiere a una situación que, por el momento, se presenta como meramente conjetural.  Idéntica conclusión se impone respecto de la hipotética defensa de prescripción que pudiera oponer la ejecutada en un nuevo proceso de apremio, pues –sin perjuicio de que tal circunstancia puede o no producirse-, recién en ese momento futuro quedará configurado el “caso” o “causa” que habilitará el análisis de los Arts. 65, 76 y 194 de la ley 11.683 en la manera que la actora propone. En estas circunstancias no cabe atender, en la instancia de excepción, agravios meramente conjeturales.  Por tanto, no habiendo probado la recurrente, con el rigor exigible, que la apelada es la sentencia definitiva a la que alude el Art. 14 de la ley 48, el recurso extraordinario que interpuso ha sido bien rechazado.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - c/ Grupo República S.A.


    F, 1486, L. XLI, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Lesiones. Doble instancia. Procedencia del recurso. Cumplimiento de la pena. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 1627, XLI, “D., Martín Fernando y otros s/ Lesiones graves en agresión – Causa N°111/04” con la salvedad expuesta en el apartado IV.   Respecto de la discusión suscitada en torno a la modalidad de cumplimiento de la pen


    La intervención de la Corte Suprema debe limitarse a los agravios que se expresan en el escrito de interposición del recurso extraordinario. Por otro lado, la doctrina que propugna el recurso de revisión amplio no exime de cumplir con tal recaudo sino que lo torna aún más exigible, pues mal puede afirmarse un menoscabo al derecho de obtener una revisión de la condena en relación a un aspecto que la misma parte no sometió al examen del tribunal de instancia superior.  No se configura en el su judice un caso de gravedad institucional que autorice a soslayar el óbice formal.   Toda vez que no se alcanzó a demostrar que los elementos de juicio cuya falta de consideración se aduce resulten conducentes para variar el temperamento adoptado, la situación denunciada carece de trascendencia institucional, en la medida que la omisión que el recurrente atribuye a los funcionarios que señala no afectó ni comprometió la recta administración de justicia, por lo que la intervención que se reclama de la Corte en este sentido, no excede del interés personal del apelante.


    D., Martín Fernando y otros s/ Lesiones graves en agresión -causa N° 57.038/04-


    D, 1624, L. XLI, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Constitucionalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02 y ley 25.820), remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y  respecto de la existencia de sentencia firme de trance y remate de larga data, que impide la pesificación ante la existencia de cosa juzgada, remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", (ítem V a ítem VIII).


    Bergonzi, Juan Carlos c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    B, 542, L. XLI, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad. Refinanciación hipotecaria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta A. y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Cremeruis, José Pedro y otros c/ Agnelli, Bruno Alberto y otro s/ Ejecución Ley nº 24.441


    C, 292, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inconstitucionalidad de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Resolución de contrato de compraventa en dólares estadounidenses. Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820). Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Toconas, Laura María Magdalena c/ Almagro Construcciones S.A.


    T, 5, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Fijación del valor moneda estadounidense en un mutuo hipotecario. Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decretos 214/02, 320/02 y ley 25.820): remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Benas, Roberto c/ Herrera, Norma Susana Vicenta


    B, 2397, L. XLI, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios. Procedencia del recurso. 


    Cuestión federal compleja: Conflicto entre normas de carácter federal y resolución contraria al derecho federal invocado por el apelante.


    Es formalmente admisible el recurso extraordinario si se encuentra en juego la aplicación de normas de carácter federal y el pronunciamiento del superior tribunal de la causa no sólo ha sido contrario al derecho que el apelante funda en ellas, sino que, además al no pronunciarse sobre la aplicación al caso de la ley 25.344, cabe considerar que el fallo es implícitamente contrario al derecho invocado por el recurrente  (Art. 14, inc. 3° de la ley 48).   Si las causales de arbitrariedad se vinculan de modo inescindible con los temas federales en discusión deben ser examinados en forma conjunta.  En el sub examine surge que los jueces de ambas instancias ordinarias al omitir considerar argumentos de la apelante referidos a la aplicación de las disposiciones de la ley 25.344 se traduce en un proceder violatorio de los derechos de defensa y de propiedad que conduce, inequívocamente a la revocación de lo decidido. Ello es así, máxime cuando aplicación del régimen de consolidación resulta inexcusable atento al carácter de orden público que reviste sus disposiciones.   La percepción de los emolumentos de los profesionales debe ajustarse a los mecanismos de la ley 25.344 ya que la causa de las obligaciones, a los efectos de la consolidación, la constituyen los hechos o actos que de modo directo e inmediato les hubiesen dado origen.  En el régimen instaurado por la ley nacional 23.982, a cuyos términos remite la ley 25.344, no es posible atribuir carácter accesorio a los honorarios profesionales respecto del capital de condena, pues la causa de la obligación de pagar dichas retribuciones está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial, por lo que no resulta del objeto de la obligación ventilada en la litis ni de la relación con el sujeto pasivo de aquélla.  No corresponde atribuir carácter alimentario a los honorarios, de modo que se los excluya del régimen de consolidación, pues ello carece de fundamento normativo al no haber sido enumerado el pago de aquellos entre las excepciones a ese régimen.


    Hadid, Jaled Osman c/ Nación Argentina


    H, 86, L. XL, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medicamentos. Expendio de medicamentos. Denegatoria del recurso. 


    No corresponde que la Corte se pronuncie al respecto, toda vez que esa vía ha quedado frustrada por decisión del propio apelante, al no presentar la pertinente queja con motivo de su denegatoria.   Respecto de la cuestión que se vincula con los requisitos que debe reunir la apelación entre los tribunales de la causa, por regla y atento su naturaleza fáctica y procesal, resulta ajena a la instancia extraordinaria federal, salvo cuando lo decidido implique un apartamiento de las constancias del proceso, o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio.   En este caso, los argumentos del recurrente no llegan a demostrar la existencia de un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte, ni llegan a controvertir los fundamentos en los que se sustenta el fallo.


    I. A. S.A. y B., Miguel E. s/ Queja


    I, 388, L. XL, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que las resoluciones sobre medias cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o revoquen, no reviste carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el Art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Este principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, o insuficiente reparación ulterior o exista gravedad institucional y ello se presenta cuando la resolución impugnada puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general, dictadas en ejercicio de facultades privativa de uno de los poderes del Estado.  La resolución apelada es equiparable a definitiva en los términos del Art. 14 de la ley 48 y debe ser revocada en atención a que el a quo ha concedido la medida precautoria sin que se encontraran configurados los recaudos para su procedencia, es decir que la resolución recurrida carece de sustento válido y es por lo tanto arbitraria, al no constituir una derivación razonada del derecho vigente con particular aplicación a las circunstancias de la causa.   En ese sentido, cabe recordar que la resolución de la Secretaría de Energía N° 406/03, tuvo como objetivo minimizar los riesgos de desabastecimiento de energía eléctrica en una situación de emergencia, así como favorecer que las empresas cubrieran mínimamente los costos requeridos para su operación y mantenimiento, para lo cual estableció un mecanismo para la asignación de los recursos escasos e insuficientes del Fondo de Estabilización entre los acreedores del Mercado Eléctrico Mayorista (MEM). En consecuencia, en atención a sus fundamentos y fines, no se advierte configurada la verosimilitud del derecho frente a la presunción de legitimidad que es propia de los actos estatales como el impugnado.   En cuanto al peligro en la demora, debe ser descartada por varias razones, la primera  por la propia resolución impugnada que instituye un procedimiento para autorizar pagos mayores a las empresas. Por el otro lado, el supuesto riesgo económico o financiero se mostraba difuso. Y por último, al momento en que la Cámara dictó la resolución recurrida, el Estado Nacional había dispuesto autorizar un préstamo al Fondo de Estabilización, esto debió ser considerado por el a quo para dicha decisión.


    Consorcio de Empresas  Mendocinas  para  Potrerillos  S.A. c/  Secretaría de Energía de la Nación


    C, 217, L. XLI, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Municipalidad. Nulidad del acto administrativo. Administración pública. Cuestión federal. Carga de la prueba. Admisibilidad del recurso. 


    La interpretación de las sentencias de la Corte en las mismas causas en que ellas han sido dictadas constituye, en principio, cuestión federal bastante para ser examinada en la instancia extraordinaria  cuando se desconoce, en lo esencial, lo decidido en su anterior pronunciamiento.  En materia de contratos públicos, la Administración y las entidades estatales se hallan sujetas al principio de legalidad, en cuya virtud se desplaza la regla de la autonomía de la voluntad de las partes, en la medida en que somete la celebración del contrato a las formalidades preestablecidas para cada caso y el objeto del acuerdo de partes a contenidos impuestos normativamente, sobre los cuales las personas públicas no se hallan habilitadas para disponer sin expresa autorización legal.  La validez y eficacia de los contratos de la Administración Pública se supeditan al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes, en cuanto a la forma y los procedimientos de contratación.  Los presupuestos de procedencia de la acción de enriquecimiento sin causa deben ser previstos al incoarse la demanda, así como también la carga de la prueba corresponde a la actora.


    Diagnóstica S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y otro


    D, 176, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pagaré. Sentencia. Procedencia del recurso. Economía procesal. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    La sentencia constituye un todo indivisible demostrativo de una unidad lógico-jurídica y no es sólo el imperio del tribunal ejercido puntualmente en la parte dispositiva lo que le da validez y fija sus alcances; ya que estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base al pronunciamiento.


    Hay Chaia, Luis Gerardo c/ Forma Crédito S.A.


    H, 87, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Porcedencia del recurso. Revocación de sentencia. Interpretación de leyes federales. Ley de emergencia. Iura novit curia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo", P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria" y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Corresponde declarar admisible el recurso extraordinario por hallarse en cuestión la aplicación e inteligencia otorgada a normas federales y ser la decisión contraria a las pretensiones del recurrente con sustento en las mismas. La ley 25.561 tuvo por objeto conjurar, del mejor modo posible, las consecuencias derivadas de situaciones económicas anómalas o penurias financieras que, en lo principal, dificultan a los deudores el cumplimiento de sus obligaciones. Su propósito fue "establecer un conjunto de disposiciones tendientes a favorecer una adecuada recomposición de las relaciones jurídicas, económicas y patrimoniales" (cfr. Mensaje del Poder Ejecutivo al Congreso de la Nación del proyecto de Ley de Emergencia Pública y de Reforma del Régimen Cambiario, Antecedentes Parlamentarios, febrero 2002, nº 1, p. 238) y, a tal fin, entre otras disposiciones, suspende o limita el ejercicio del derecho de los acreedores, como forma de atenuar los perjuicios del estado de crisis, que en definitiva alcanzaría a los titulares de tales derechos. Conforme a la regla iura novit curia, el juzgador tiene la facultad y el deber de discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas que la rigen, con prescindencia de los fundamentos o argumentos jurídicos que enuncien las partes.


    Transportes Metropolitanos General Roca S.A. s/ Incidente de pronto pago por Crespo, Horacio


    T, 17, L. XXXIX, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    El plazo del Art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación es fatal y perentorio, corre por diez días hábiles contados desde la notificación de la sentencia definitiva por el superior tribunal de la causa y no se suspende por la interposición de otros recursos de carácter local, declarados improcedentes, o cuando la aclaratoria o reposición fue rechazada sin expresar ningún fundamento nuevo que pudiera integrar el fallo anterior. En este caso, la apelación federal resulta extemporánea.   Las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales, no autorizan en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto en el Art. 14 de la ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras situaciones excepcionales que permitan equiparar a esas resoluciones interlocutorias a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada configura un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  En el sub lite no concurren esas condiciones que permitan apartarse de la regla general, porque el conocimiento de la causa no corresponde a la justicia federal y la decisión impugnada no coloca a los recurrentes en un estado de privación de justicia -ni éstos demuestran lo contrario – que afecte, en forma directa e inmediata, a la defensa en juicio.   La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la  pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento.


    Indovino de Villafañe, Elisa Gladis c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza


    I, 136, L. XLII, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    Más allá de la omisión del tribunal a quo de proveer en tiempo propio el remedio federal y la petición del pronto despacho presentados por el interesado, lo cierto es que la intervención del Tribunal en el recurso de queja requiere una denegatoria expresa del mismo ante el tribunal superior de la causa.


    Mena, José Rodolfo c/ Citibank N.A.


    M, 1132, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa H.82, L. XLI "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria" (Primera parte del ítem III).


    Patorniti, Ernesto Dario c/ Miccolis, Francisco Roberto y otro


    P, 524, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Arbitrariedad. Derecho de defensa. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución Hipotecaria".


    Es arbitrario el fallo que omite tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la concreta solución del pleito, toda vez que tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Lopresti, Pascual c/ Aguirre Jackson, Gladys María y otro


    L, 202, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. Moneda extranjera. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    El recurso de hecho resulta procedente en cuanto en el caso se cuestiona la inteligencia brindada por el tribunal a normas de emergencia respecto de obligaciones expresadas originariamente en moneda extranjera, que podrían prima facie involucrar cuestiones de orden federal.  Corresponde tratar las críticas relativas a la supuesta arbitrariedad del pronunciamiento en la consideración de argumentos planteados en la causa, toda vez que a ello se imputa la directa violación de los derechos constitucionales invocados, guardando, en consecuencia, ambos aspectos, estrecha conexidad entre sí.  En lo atinente a la interpretación de leyes federales, la Corte Suprema de Justicia de la Nación no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de la parte o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto en debate.  No corresponde admitir el recurso extraordinario cuando los reproches del quejoso pretenden meramente oponerse a las conclusiones de los juzgadores sobre el tema debatido, que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga.  Lo decidido acerca de la mora del deudor, remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, máxime cuando las quejas del apelante en tal sentido sólo traducen discrepancias con el criterio del sentenciador en cuanto a la apreciación de las circunstancias respecto a la conducta de las partes, que fueron resueltas por aquél con argumentos del carácter antes referido, y que, cualquiera sea el grado de su acierto o error, prestan a la decisión sustento bastante y permiten descartar la tacha de arbitrariedad.  El cuestionamiento sobre la tasa de interés se trata de una cuestión que se ha de dilucidar en la etapa de liquidación, sobre la base del capital adeudado que resulte, en definitiva, de la solución que se propicie en orden a la constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia.


    Gallucci, Claudio c/ Andia, Enrique


    G, 2496, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Aplicabilidad y constitucionalidad de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908: Remisión al dictamen de la causa H. 82; L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Amin Capitales S.A. c/ Verón, Ramón Nicasio y otra


    A, 496, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos D. 406, L. XL “Dadon, Víctor Carlos y otro c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Sobrero, María Cristina y otro  c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    S, 1452, L. XLI, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos I. 248, L. XLI, "Infantes, Carla c/  Provincia de Buenos Aires (IOMA) s/ Amparo".


    Carracedo Patrault, María Eugenia Belén c/ Provincia de Buenos Aires


    C, 4169, L. XLI, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos I. 248, L. XLI, "Infantes, Carla c/  Provincia de Buenos Aires (IOMA) s/ Amparo".


    Marchesani, Nicolás y otra c/ Provincia de Buenos Aires


    M, 3120, L. XLI, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos I. 248, L. XLI, "Infantes, Carla c/  Provincia de Buenos Aires (IOMA) s/ Amparo".


    Sotelo, Isarías Jacob c/ Provincia de Buenos Aires


    S, 2200, L. XLI, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos I. 248, L. XLI, "Infantes, Carla c/  Provincia de Buenos Aires (IOMA) s/ Amparo".


    Surowka, Ivana Laura c/ Provincia de Buenos Aires


    S, 2215, L. XLI, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos I. 248, L. XLI, "Infantes, Carla c/  Provincia de Buenos Aires (IOMA) s/ Amparo".


    Valada, Francisco Ricardo y otra c/ Provincia de Buenos Aires


    V, 1080, L. XLI, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Barroso, Lauro y otros c/ Yacimientos petrolíferos Fiscales y otro


    B, 539, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", (ítem V a ítem VIII).


    López, Mercedes Mónica c/ Azaro, Honorio Mónica Alicia


    L, 197, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Reserva de la cuestión federal. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    En el marco del recurso extraordinario, no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera fórmulas sacramentales. Cuando las cuestiones federales relativas a la regularidad constitucional del régimen de emergencia (leyes n° 25.561 y 25.820 y decretos n° 214/02 y 320/02 ), y de refinanciación hipotecaria (leyes n° 25.798 y 25.908 y decretos n° 1284/03 y 352/04), fueron tratadas por los jueces del caso, se torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito en la instancia extraordinaria.


    Guijun S.A. y otros c/ Rocha, Adolfo y otro


    G, 1194, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas R. 1170, L. XLII, "Recreativos Franco s/ Apelación Resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia" y C. 1216, L. XLI, “Credit Suisse First Boston Private Equity Argentina II y otros s/ Apelación Resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia”.


    Recreativos, Franco s/ Apelación Resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    R, 1172, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 623 L. XLI “Cia. Azucarera Bella Vista S.A. c/ Cia. Azucarera S.A. s/ Incidente de ejecución de honorarios”.


    Dalla Vía de Arenas, Claudia E. c/ Dirección General Impositiva


    D, 1187, L. XLI, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Publicación de fotografía. Derecho a la imagen. Interés público. Principio de dignidad humana. Libertad de expresión. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Tratamiento conjunto de los agravios relativos a la arbitrariedad y las cuestiones federales sólo en caso de vinculación inescindible de ambas.


    Corresponde tratar en forma conjunta los agravios relativos a la supuesta arbitrariedad del pronunciamiento en la consideración de los hechos, pruebas y argumentos planteados en el proceso, con los referidos a las cuestiones federales en juego, pues a ello se imputa la directa violación de los derechos constitucionales invocados, guardando, en consecuencia, ambos aspectos, estrecha conexidad entre sí.  La Corte tiene dicho que el Art. 31 de la ley 11.723, cabe extraer que el legislador ha prohibido como regla la reproducción de la imagen en resguardo del correlativo derecho a ella que sólo cede, si se dan circunstancias que tengan en mira un interés general que aconseje hacerlas prevalecer por sobre aquel derecho. Esta situación no se verifica en el caso en estudio, ya que la aparición de la fotografía acompañando la nota, fue una decisión del diario, que podría haberla tomado respecto de cualquier otra persona sobre la base de su exclusiva impresión subjetiva respecto de su idoneidad y utilidad a los fines perseguidos en la investigación periodística.   Los argumentos expuestos traducen que los jueces han incurrido en una interpretación arbitraria de la disposición legal aplicable al caso, que descalifica la decisión no sólo porque sin fundamento válido niega la reparación pretendida por los daños que el pretensor alega le habría provocado la publicación, sino porque al hacerlo desconoce el orden jerárquico superior y constitucional invocado que protege los derechos a la privacidad, imagen, dignidad y reputación de las personas.   El derecho a la libre expresión o información no es absoluto en cuanto a las responsabilidades por su desenvolvimiento, y ello no se traduce en el propósito de asegurar la impunidad de la prensa, así como la función primordial que en toda sociedad moderna cumple el periodismo supone que ha de actuar con la más amplia libertad, pero el ejercicio del derecho de informar no puede extenderse en detrimento de la necesaria armonía con los restantes derechos constitucionales, entre los que se encuentran el de la integridad moral y el honor de las personas, artículos 14 y 33 de la Constitución Nacional.


    Herrera, Ramón Santiago c/ La Nación S.A.


    H, 18, L. XL, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Quiebra. Cuestiones de hecho y prueba. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Si bien los agravios que remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba, son ajenos, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley Nº 48, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que le dan un fundamento sólo aparente y que no encuentran respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa, afectando el derecho de defensa que asiste a las partes.


    Banco Patricios S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de realización de bienes de la calle Corrientes 8XX


    B, 2510, L. XLI, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Reajuste jubilatorio. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa S. 3053; L. XXXVIII "Sisterna Ramón Silvano c/ Anses".


    Bergero, Amalia Elvira Magdalena c/ ANSES


    B, 633, L. XXXIX, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Rechazo del recurso. Juicio sucesorio. Acción de simulación. Contratos. Arbitrariedad. Cuestión de derecho común. 


    El embate de los apelantes que en el fondo esconde una mera discrepancia con el valor que la Cámara atribuyó a la transacción celebrada en el juicio sucesorio en orden a la procedencia de la acción de simulación, constituye materia privativa de los jueces ordinarios y no es susceptible de ventilarse en sede extraordinaria.  A pesar de la conexidad que pudiera mediar entre diferentes litigios y por más que estos versaren sobre contratos que externamente se corporizaron en una misma escritura pública, de todas maneras, si en cada una de las causas que se acumularon en la demanda se discuten contratos diferentes entre sí, ningún principio o norma de derecho impide adoptar decisiones de distinto sentido respecto de una y otra operación, ni siquiera los tocantes al instituto del litisconsorcio necesario, el que no se configura entre los otorgantes de distintos contratos.  No promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación.  La solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    Bergia de Báez, Elda Ramona c/ Nihany, José Antonio; Bergia de Nihany, María Raquel; Campos, Eduardo José; Bergia de Campos, Susana Raquel y Hasner, Juan Carlos


    B, 304, L. XLI, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de nulidad. Nulidad procesal. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las resoluciones que rechazan planteos de nulidad y cuya consecuencia es continuar sometido al proceso, no constituyen sentencia definitiva o equiparable a tal, a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de la tacha de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir ese requisito. En esas condiciones, corresponde desestimar la queja si el recurso extraordinario, cuya denegación la origina, no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal -Art. 14 de la ley 48-.  Para que prospere la declaración de nulidades procesales, se requiere la existencia de un perjuicio concreto para alguna de las partes, porque cuando se adopta en el sólo cumplimiento de la ley importa un manifiesto exceso ritual no compatible con el buen servicio de justicia.  En este caso, no existe un agravio actual, lo que importa un defecto esencial en la fundamentación de la apelación extraordinaria introducida -Art. 15 de la ley 48-.


    C., Marcos s/ Causa N° 5.459


    C, 996, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Refinanciación hipotecaria. Revocación de sentencia. 


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Medaglia, Alberto Américo y otro c/ Grula, Alejandro Francisco


    M, 658, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Menghetti, Marta c/ Torilla, Luis s/ Ejecución hipotecaria


    M, 1308, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas. Exceso ritual manifiesto. Gravamen irreparable. Arbitrariedad. Violación al debido proceso. Procedencia del recurso. 


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no son revisables, como regla, mediante el remedio del Art. 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a ese principio cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso adjetivo, consagrada en el Art. 18 de la Constitución Nacional.   El fallo exhibe defectos de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales toda vez que, ante la impugnación sobre la base de una norma de orden público, la decisión de sostener la irrecurribilidad de las sentencias en la etapa de ejecución frustró el derecho de la demandada a obtener un pronunciamiento del órgano jurisdiccional y, con ello, la garantía del derecho de defensa en juicio, lo que lleva a descalificar la sentencia como acto jurisdiccional válido.   En este caso concurren los supuestos de excepción que permiten revisar la sentencia apelada la que, además de trasuntar un excesivo rigor formal, omite pronunciarse sobre cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para la resolución del caso, como son la incidencia del régimen de consolidación en el monto de la liquidación aprobada y la fecha en la cual la deuda se devenga, que no es justamente la del auto de regulación de los honorarios como sostiene erróneamente la resolución dictada sino la de la efectiva prestación del servicio profesional.   Aunque la resolución apelada se dictó durante el período de ejecución de sentencia y como tal, no constituye en principio una sentencia definitiva, resulta igualmente equiparable a ésta por sus efectos toda vez que provoca en el apelante agravios en su derecho de propiedad de imposible reparación posterior.  Respecto del principio de la preclusión procesal y la cosa juzgada, referido a la aprobación de las liquidaciones judiciales la Corte concluyó en que frente a la seriedad de los planteos de la demandada, que remitían al examen de cuestiones susceptibles de tener influencia decisiva para calcular el monto de la condena – y en consecuencia, sobre el recto cumplimiento del fallo firme y consentido- se imponía su consideración por la alzada, a fin de no arriesgar, bajo el supuesto amparo de normas adjetivas, la correcta solución del pleito. Aclaró que, si bien debe ser reconocida la trascendencia de las técnicas y principios tendientes a la organización y desarrollo del proceso, no por ello cabe legitimar que dichas formas procesales sean utilizadas con prescindencia de la finalidad que las inspira y con el olvido de la verdad jurídica.


    Contreras, Blanca Gladis c/ Administración General de Aduanas


    C, 3655, L. XL, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a Fallos: 324:1733 "Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Feltrin, Alberto Juan y otro c/ Banco Francés S.A.


    F, 523, L. XLI, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remoción de jueces. Debido proceso. Revisión judicial. Denegatoria del recurso. 


    Los argumentos del quejoso no bastan para demostrar en forma concluyente que durante el trámite de remoción se haya verificado un grave menoscabo a la garantía del debido proceso.  El apelante no sólo no logra acreditar la concurrencia de los extremos que afirma -en tanto denotan una mera discrepancia con lo decidido-, sino que, además, su conducta fue adecuadamente valorada e interpretada por el jurado como impropia e incompatible con la condición de juez de la Nación y constitutiva de la causal de mal desempeño prevista en el art. 53 de la Constitución Nacional.  El alcance limitado de la revisión que compete a la Corte y la falta de prueba de una concreta violación a la garantía del debido proceso, determinan la suerte del recurso extraordinario, puesto que ni la subsunción de los hechos en las causales de destitución ni la apreciación de los extremos fácticos o de derecho que llevaron al jurado a adoptar la remoción, constituyen materia de pronunciamiento, dado que no resulta procedente que el órgano judicial constituya un tribunal de alzada y sustituya el criterio de quienes por imperio de la ley están encargados en forma excluyente del juicio de responsabilidad política del magistrado.


    Mahdjoubian, Juan José s/ Pedido de enjuiciamiento


    M, 2402, L. XLI, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resolución del contrato. Defensa en juicio. Abuso del derecho. Autonomía de la voluntad. Revocación de sentencia. 


    Más allá de que los agravios se remiten al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley Nº 48, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que la dan un fundamento sólo aparente y que no encuentran respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa y en la aplicación del derecho vigente, afectando el derecho de defensa que asiste a las partes.  En principio nadie puede quedar obligado indefinidamente, máxime cuando se trata de un contrato de comercialización que implica una delegación por parte del concedente de una parte de su actividad comercial, cuestión que no fue debidamente tratada en el pronunciamiento recurrido.  Al tratarse el contrato de concesión privada de un contrato atípico, el que, por ende, carece de normas expresas que lo regulen, su régimen debe buscarse, principalmente, en la propia voluntad de las partes expresadas en la convención y en los principios generales de los contratos.


    Distribuidora San Diego S.R.L. c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. y G.


    D, 1590, L. XLI, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Retiro militar. Otorgamiento del beneficio. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    Es menester destacar que tanto la ley n° 19.101 como su decreto reglamentario n° 806/82, prevén dos clases de cómputos relativos al tiempo de los servicios prestados. El primero de ellos, con el objeto de determinar el derecho al haber de retiro (arts. 71 y 75, ley n° 19.101; Y3401, decreto n° 806/82; etc.); y, el segundo, dirigido a la determinación de su monto (arts. 69, 70, 74, 76,79; ley n° 19.101; Y3.402, decreto n° 806/82; etc). Ambas normas, además, prevén reglas que tocan a ambos aspectos (arts. 78, 80bis, ley n° 19.101; y 3.411, decreto n° 806/82, etc.).  De ello se sigue que la ad quem yerra al fundamentar su decisión pues, a tal efecto, invoca preceptos referidos, notoriamente, al segundo problema.  Explicado lo que antecede, vale apuntar que la situación del peticionante se encuentra alcanzada por el artículo 75, inciso c), de la ley n° 19.101, que prevé que para tener derecho al haber de retiro se deben computar quince años de servicios militares simples. Como expone la demandada, igual exigencia se sienta en el artículo 73 de la ley para la bonificación de los servicios. Ahora bien, como se desprende de lo relatado en el apartado "el punto a dilucidar es si los prestados en la conscripción se encuentran en la categoría de "militares simples".  La respuesta adecuada surge de lo dispuesto por los incisos a) y c) del artículo 3.450 -definiciones- del mencionado decreto n° 806/82. Así, el primero de ellos establece: "a) Servicios militares simples: aquellos realmente prestados en las Fuerzas Armadas integrando el cuadro permanente"; el segundo, por su lado, refiere: "c) Servicios virtuales: son aquellos cumplidos durante el servicio de conscripción". Es claro, entonces, que el "servicio militar simple" no comprende el tiempo que el peticionante pretende que se le compute para poder obtener su retiro.  El artículo 3.401 del mismo decreto estipula, a lo largo de sus siete incisos, las diferentes situaciones que deben calificarse como servicios simples a los fines de establecer el derecho al haber de retiro, entre las que no se incluye el período correspondiente al servicio militar; cabe interpretar estrictamente la mencionada norma, toda vez que -amén de lo expresado en relación al artículo 3.450- si se hubiera querido incluir tal concepto, se lo habría hecho en forma expresa como se desprende del artículo 3.402, apartado 2), inciso c), que lo recepta como uno de los lapsos a computar para establecer el monto del pertinente beneficio previsional.


    Cabrera, Ángel Esteban c/ Fuerza Aérea Argentina


    C, 2685, L. XLI, 13 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Retiro policial. Beneficios previsionales. Denegatoria del beneficio. Caja complementaria. Personal civil de las fuerzas armadas. Ley de procedimientos administrativos. Derecho de propiedad. Defensa en juicio. Debido proceso adjetivo. Revocación de sentencia. Admisibilidad del recurso.


    Al encontrarse en tela de juicio la interpretación y aplicación de las leyes 13.593, de creación de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Policía Federal Argentina -ratificatoria del decreto 15.943/46- y 19.549, de carácter federal, el recurso extraordinario interpuesto resulta procedente, aun cuando sólo se haya alegado arbitrariedad, pues cuando se trata de esclarecer la inteligencia de disposiciones de tal naturaleza, ello no modifica la conclusión relativa a la viabilidad del remedio de excepción.  No resultan aplicables, en el ámbito de las Fuerzas Armadas y de Seguridad, los requisitos de admisión de la acción contencioso administrativa previstos en la ley 19.549, criterio que no varia aun cuando el decreto 9101/72 había sido derogado por el 722/96 (modificado éste por el decreto 1155/97), puesto que la aplicación supletoria de la ley 19.549 citada a los procedimientos especiales no podía ser extendida a disposiciones restrictivas de derechos.


    Rossi, Carlos Alberto y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    R, 972, L. XL, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S.2225, L.XLI, "Sánchez, Carlos Próspero c/ Auditoría General de la Nación".


    Bertachini, Cora Susana y otros c/ Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente


    B, 2191, L. XLI, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 623 L. XLI, "Cia. Azucarera Bella Vista S.A. c/ Cia. Azucarera S.A. s/ Incidente de ejecución de honorarios".


    Dalla Vía de Arenas, Claudia E. c/ Dirección General Impositiva


    D, 437, L. XL, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Participación accionariado obrero".


    Bejarano, Beatriz Gloria c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    B, 2415, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, “Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero”.


    Álvarez, Gladis Beatriz c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    A, 6, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, “Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero”.


    Chavero, Jorge Osvaldo c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    C, 4347, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, “Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero”.


    Herrera, Víctor Hugo c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    H, 412, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación del requerimiento de instrucción. Falta de fundamentación autónoma. Vista al fiscal. Deber de imparcialidad. Improcedencia del recurso. 


    En tanto el quejoso no demuestra que en el código procesal penal provincial se le atribuye alguna facultad a los tribunales para dar órdenes al Ministerio fiscal, el recurso de queja carece de la fundamentación suficiente que exige el art. 15 de la ley 48.  El escrito que contiene el recurso no contiene ninguna explicación que demuestre que el "requerimiento se motivó únicamente en la insistencia del juez", tal como sostiene el presentante, lo que quiere decir, que pruebe que el requerimiento no ha sido un acto válido por emanar de una voluntad no autónoma del funcionario competente para otorgarlo. Ello es más bien una interpretación propia del quejoso, cuya validez general no resulta fundamentada de ninguna manera. En efecto, es cierto que en un primer momento, luego de la denuncia, el fiscal solicitó la comparecencia del denunciante a los fines de que determinara las circunstancias del hecho que había denunciado. Esto revelaría, ya de por sí, la voluntad del Ministerio Fiscal de impulsar la investigación, lo cual es un principio de indicio en relación a que en la causa no existió un proceso de investigación sin voluntad de una parte que la impulse.  En tanto el quejoso no demuestra que en el código procesal penal provincial se le atribuye alguna facultad a los tribunales para dar órdenes al Ministerio Fiscal, no se entiende cómo una supuesta orden del juez al fiscal de que requiera la instrucción provocaría en éste, necesariamente, una conducta de obediencia.  En efecto, más allá de que no puede deducirse del auto del juez que otorgó la vista al fiscal un carácter explícita o implícitamente coactivo, tampoco se comprende por qué razón el simple otorgamiento por parte del juez al fiscal de la vista del 176 del código habría de implicar una orden normativamente implícita de requerir. Antes bien, ello quiere decir que el fiscal, si lo consideraba pertinente, tenía la facultad de dictaminar la imposibilidad de requerir la investigación, sin que el recurrente haya siquiera alegado que un eventual requerimiento conclusivo del fiscal pudiera ser desautorizado por el juez con algún mecanismo análogo al del arto 348 del código procesal penal nacional, declarado inconstitucional.  Por lo tanto, la alegación de que el requerimiento sería nulo porque fue provocado sólo por la voluntad del juez es una interpretación no válida generalmente, en tanto no está apoyada en ninguna circunstancia fáctica objetiva y demostrada (coacciones) ni en ninguna deducción normativa relativa a la imposibilidad del fiscal (ya sea por vía de sanción por parte de los tribunales, ya sea por la vía de la desautorización judicial de la decisión fiscal-llámese procedimiento de consulta, remoción del fiscal de la causa, etcétera-) de dictaminar en el sentido de que no debía instruirse un sumario.  En lo que respecta a la segunda argumentación, la cuestión relativa a si el requerimiento de instrucción satisfizo los requisitos de la norma procesal provincial es una cuestión de derecho procesal, ajena por principio a esta instancia extraordinaria, sin que el recurrente haya tampoco alcanzado a demostrar que el supuesto incumplimiento del artículo 176 del código provincial haya implicado un menoscabo de la garantía de imparcialidad del tribunal. Es que el apelante se limitó a cuestionar la determinación del hecho en el requerimiento fiscal, sin que las razones que brinda alcancen, a demostrar que la descripción del hecho, tal como fue realizada y conforme la etapa procesal, resulte insuficiente para expresar la intención de impulsar la acción y delimitar el acontecimiento objeto de investigación.


    L., Ernesto Adrián, M., Horacio, R., Sergio y otros s/ Denuncia -causa Nº 825/05-


    L, 1403, L. XLI, 18 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Cuestión no federal. Defensa en juicio. Debido proceso. Derecho a la libertad. Derecho al honor. Denegatoria del recurso. 


    Si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, la Corte ha hecho excepción a ese principio, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando se frustra la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea suficiente.  No se advierte que los agravios del recurrente alcancen para demostrar la existencia de una cuestión federal, ni de un supuesto de arbitrariedad al cual la Corte le ha reconocido el carácter de medio idóneo para asegurar el respeto de alguna de las garantías consagradas en la Constitución.  En relación con el agravio que se apoya en la ausencia de asistencia jurídica adecuada es necesario recordar que, según tiene dicho la Corte, en materia criminal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. Asimismo, la tutela de dicha garantía ha sido preocupación del Tribunal desde sus orígenes, en los que señaló que su ejercicio debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de este modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio.  No basta para cumplir con los requisitos básicos del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, pues ello no garantiza un verdadero juicio contradictorio, sino que es menester además que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia por parte de su defensor.  También sostuvo la Corte que los jueces de las diferentes instancias debían velar por el cumplimiento de tales principios, incluso de los tribunales locales al conocer respecto de la  procedencia de los recursos previstos en los ordenamientos provinciales.  Cabe destacar que en el sub judice, la violación al derecho de defensa que se Invoca no apunta a la carencia, de asistencia letrada que pudo haber sufrido el acusado como consecuencia de consideraciones de índole formal, sino a su defectuosa actuación, al no sustentar los motivos por los cuales su identificación debía reputarse ilegítima.  Resulta indispensable armonizar aquellos principios con lo establecido también por el Tribunal, en el sentido que no es obligación de la asistencia técnica del imputado fundar pretensiones de su defendido que no aparezcan mínimamente viables, aunque para ello es menester realizar un estudio serio de las cuestiones eventualmente aptas para ser canalizadas por las vías procesales pertinentes.


    L., Marcelo s/ Robo calificado


    L, 416, L. XL, 09 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de casación. Presentación extemporánea. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión federal. Doble instancia. Defensa en juicio. Revocación de sentencia. Procedencia del recurso. 


    Frustración de la garantía de doble instancia. Derecho a recurrir ante un tribunal superior.


    Los agravios de la recurrente suscitan cuestión federal, si el rechazo por razones formales del recurso de inaplicabilidad de ley evidencia un exceso de rigor formal que justifica la vía intentada con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad. Ello es así, pues más allá de que el punto se rija por una disposición del ordenamiento procesal local, lo que en verdad regula es un aspecto fundamental del ejercicio de la garantía constitucional de la defensa en juicio, como es la posibilidad que tiene el inculpado de algún delito de recurrir la decisión que le es adversa ante un tribunal superior (Art. 8º, inc. h del Pacto de San José de Costa Rica).  En estas condiciones, la negligencia de los letrados particulares consistente en omitir presentar el recurso técnico conforme la exigencia de la representación, dejando vencer el término sin siquiera optar por renunciar expresamente a la asistencia asumida, produjo un estado de indefensión en el justiciable por lo menos desde que se presentó la reserva de recurrir hasta que fueron removidos y sustituidos por la defensa oficial, independientemente de que en el transcurso de ese lapso haya fenecido el plazo legal para la impugnación de que se trata.   La Corte tiene dicho al respecto que los principios que subyacen en la garantía constitucional de la defensa en juicio y la obligación de ser observados por aquellos que tienen a su cargo la dirección del proceso. Entre estos enunciados, puede citarse los siguientes: que la falta de diligencia del abogado defensor no puede acarrear perjuicio al procesado, ni se puede sancionar la falta del defensor en cabeza del defendido, que no alcanza con que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal sino es menester además que aquél reciba una efectiva y sustancial asistencia de parte de su defensor, que los tribunales deben evitar en la espera penal situaciones de indefensión, como cuando el defensor no hizo uso de los medios impugnativos ni agotó las instancias a favor de su defendido, que cabe proteger al imputado de los descuidos de su defensor y ante la manifestación de éste de no poder fundar los agravios del acusado en un recurso de casación por no contar con el tiempo material, darle la posibilidad real para ello o reemplazarlo por otro defensor, o que es de equidad y aún de justicia, apartarse del rigor del derecho para reparar los efectos de la ignorancia de las leyes por parte del acusado o del descuido de su defensor, entre otros.   Por otro lado la Corte ha prevenido que "si bien no es obligación de la asistencia técnica del imputado fundar las pretensiones de su defendido que no aparezcan, a su entender, mínimamente viables, ello no la releva de realizar un estudio serio de las cuestiones eventualmente aptas para ser canalizadas por las vías procesales pertinentes, ya que no puede imputarse al procesado la inoperancia (a la que ha sido ajeno) de la institución prevista para asegurar el ejercicio de su derecho constitucional, cuya titularidad ostenta exclusivamente  Y cuya inobservancia puede acarrear responsabilidad internacional al Estado Argentino (Art. 75, inc. 22 de la Ley Fundamental; Arts. 1 y 8, párrafo 2, incs. d y e, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Arts. 2.1; 14.3b y  d)".   El apartamiento de constancias comprobadas de la causa, por parte de quien debe decidir el litigio, conlleva "per se" las razones de su descalificación como acto jurisdiccional válido, con base en la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    D., Leopoldo Anselmo y S., Colabella s/ Robo calificado por el uso de armas -causa nº147/651-


    D, 393, L. XL, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Robo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 1067, L. XXXIX, "Lortau. Carlos Ariel s/ Homicidio culposo -causa N° 2214-".


    V., Fernando Gastón s/ Robo -causa Nº 11.213-


    V, 217, L. XLII, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Rubros indemnizatorios. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte ha dicho que las resoluciones en materia de competencia cuando no media una denegación del fuero federal, no son susceptibles de la apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley n° 48, lo que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de un supuesto de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.  Por lo demás, los agravios esgrimidos bajo la alegación de que irrogan perjuicios no susceptibles de reparación posterior, no distan de ser dogmáticos o meramente hipotéticos o conjeturales, lo que obsta a su admisión. La excepcionante, no es ocioso puntualizarlo, no pretendió en ningún momento que la causa incumba a la justicia federal.  Los reproches dirigidos a lo resuelto por la Cámara del Trabajo, como es obvio, constituyen, por último, una protesta extemporánea.


    Pardo, Hugo Alfredo c/ La Colina S.A. y otros


    P, 315, L. XLII, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. 


    En cuanto al fondo de la cuestión remisión al fallo de la causa “Vizzoti”, Fallos: 327:3677.


    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, temas que constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, alcanzan para sustentarla e impiden su descalificación como acto jurisdiccional.  La doctrina de la arbitrariedad es de índole excepcional  incompatible con argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, no demuestran error o desacierto, sino una mera discrepancia con aspectos de hecho y prueba que se encuentra al margen de la doctrina invocada y dentro de las reglas de la sana crítica en materia probatoria.


    Tendin Uriburu, Virgilio Ignacio c/ Banco de la Nación Argentina


    T, 112, L. XL, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia ultra petita. Procedencia del recurso. 


    Procede el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que condenó a la demandada al pago de diversos rubros laborales adicionando a éstos las indemnizaciones de los Arts. 9 y  15 de la Ley de Empleo Nacional y de las derivadas del despido indirecto si, para así decidir, se excedió del marco prudencial a que se refiere el Art. 242 de la ley de contrato de trabajo, así como la razonable apreciación judicial de eficacia probatoria legislada en el Art. 142 del mismo ordenamiento desde que el temperamento de la alzada foral, ceñido de un excesivo formalismo, no sólo no da cuenta de las ponderadas razones del juez de grado y circunstancias particulares del caso, sino que tampoco consulta los fines tenidos en miras por el legislador al dictar la ley n° 24.013.


    Atanasio, Antonio Mario c/ Viajes Verger S.A.


    A, 1660, L. XXXIX, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Fallos de la Corte Suprema. Invalidez del acto jurídico. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. 


    Se impone tratar en primer orden, sin perjuicio de la materia federal planteada, los agravios que atañen a la arbitrariedad, dado que de existir ésta no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha.  La aplicación mecánica de un fallo de la Corte Suprema a un caso, sin emprender el esfuerzo argumentativo que lo justifique, imposibilita que el pronunciamiento pueda ser juzgado razonable, máxime cuando, prima facie, las circunstancias fácticas de uno y otro aparecen como disímiles.  A la sentencia que satisfaga sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos de la causa, se le impone su descalificación como acto jurisdiccional.  Lo relativo a la cuestión de intereses queda ubicado en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa en la interpretación de aspectos no federales, sin que se demuestre, como es menester, lesión alguna a las garantías constitucionales invocadas.


    Bernald, Darío c/ Bertoncini Construcciones S.A.


    B, 3534, L. XXXVIII, 17 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tribunales provinciales. Doctrina de la arbitrariedad. Resoluciones recurribles. Admisibilidad del recurso. 


    La apreciación de la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales provinciales, salvo cuando median graves defectos de fundamentación que descalifican el fallo como acto jurisdiccional válido.  La sentencia recurrida adolece de una decisiva carencia de fundamentación, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    S., Edgardo Alberto y H., Carlos Washington s/ Falsedad material de documentos -causa nº 2.948-


    S, 58, L. XLI, 23 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Nulidad procesal. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las resoluciones que implican seguir sometido a proceso: no son equiparables a sentencia definitiva.


    Las resoluciones cuya consecuencia implique seguir sometido a un proceso no son sentencia definitiva en los términos del recurso extraordinario federal.


    A., Alfredo Ignacio s/ Causa nº 4.755


    A, 1885, L. XL, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sistema de refinanciación hipotecaria. Constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, “Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria” y G. 1360, L. XLI, “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Milharcic, Ludovico y otros c/ Scocco, Silvia Graciela s/ Ejecución hipotecaria


    M, 1504, L. XLI, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Emerging Markets Fixed Income Ltd. c/ Kevorkian, Tadeo Jorge y otro s/ Ejecución hipotecaria


    E, 418, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia Firme. Revocación de sentencia. 


    Aplicabilidad y constitucionalidad de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908: Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria". En lo relacionado al fondo de la cuestión (Constitucionalidad de la ley 25.798 -texto según ley 25.908-): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Grillo, Vicente c/ Sparano, Claudio s/ Ejecución hipotecaria


    G, 88, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Suspensión del juicio a prueba. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 


    La apelación no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48 si no demuestra adecuadamente que el fallo que se impugna resulte equiparable a una sentencia definitiva, por causar agravios de imposible o tardía reparación ulterior, que habiliten hacer excepción a la doctrina del Tribunal según la cual los pronunciamientos cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reúnen, por regla, aquella calidad.   Ello adquiere especial significación si en la resolución impugnada no se adoptó una decisión definitiva acerca de la extinción de la acción penal por cumplimiento de las condiciones de suspensión del juicio a prueba, sino que la misma se supeditó al dictado de sentencia final en otro proceso que se sigue contra el imputado, por lo que los agravios planteados no resultarían definitivos.  No es atendible el agravio atinente a la alegada vulneración del derecho de obtener un pronunciamiento judicial en un plazo razonable, desde que se formula tal planteo exclusivamente con base en el tiempo transcurrido hasta la interposición del recurso extraordinario federal, y en la sencillez de las causas que se siguen contra el imputado, mas se omite examinar los diversos actos llevados a cabo por los magistrados y las partes en el transcurso del proceso, indicar cuáles de ellos habrían dado lugar a dilaciones indebidas, y demostrar que tengan entidad suficiente para generar un menoscabo a ese derecho. Sobre todo si en la apelación tampoco se explica por qué ese lapso resultaría, por sí mismo, excesivo, ni se demuestra por qué razón el exceso se habría configurado recién al momento de plantear el recurso extraordinario federal.


    F. c/ R. B., Carlos Humberto


    F, 772, L. XL, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas de guerra. Debido proceso. Non bis in ídem. Calificación legal. Procedencia del recurso. 


    Lo escueto de la redacción de un escrito de presentación directa no puede ser entendido como un defecto formal que constituya obstáculo para la procedencia de la apelación federal cuando el escrito plantee de modo suficiente el problema y el agravio constitucional que la decisión le causa.  El reclamo del recurrente, en tanto pudiera referirse al análisis de cuestiones de hecho y derecho común, remite al examen de aspectos que, en principio, resultan ajenos a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria, en especial cuando se vincula a las reglas que permiten establecer la unidad o pluralidad de conductas. No obstante, debe habilitarse esta instancia cuando se ha puesto en tela de juicio el alcance que corresponde asignar a las cláusulas constitucionales de la defensa en juicio, del debido proceso adjetivo y del principio que impide ser juzgado dos veces por el mismo hecho, y la interpretación efectuada por el a quo ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente fundó en ellas. Cabe recordar que esa prohibición tiene rango constitucional.  Al considerar el a quo que las bases fácticas de los procesos dirigidos contra el imputado conformaban un mismo hecho, lo cual resulta irrevisable para la instancia extraordinaria, no pudo luego sostener que la calificación legal que correspondía a cada uno de ellos permitía un desdoblamiento válido constitucionalmente, a partir de las reglas formales que organizan la competencia de los magistrados en materia penal, pues ello importa un menoscabo a la garantía que veda el doble juzgamiento. Dicha garantía protege a los individuos contra la doble persecución por un mismo hecho, sin importar los diversos encuadramientos que se puedan efectuar a su respecto.  La Corte ha sentado que el mandato constitucional que veda el doble juzgamiento, no es susceptible de alteración ni aun por vía de la invocación de leyes de orden público, como son las de la competencia, pues los preceptos adjetivos se presumen sancionados en salvaguardia de los derechos fundamentales de los justiciables contenidos en los mandatos de la Constitución Nacional. La garantía del debido proceso, en la que se integra la del juez natural determinado por las normas sobre competencia, ha sido consagrada fundamentalmente en favor del acusado, por lo que no es válido recurrir al argumento de la incompetencia para adoptar una decisión que importe someterlo nuevamente a juicio, temperamento éste que lesiona el fundamento garantizador -como tal de raigambre constitucional- que ha inspirado la consagración legislativa de ciertos pilares básicos del ordenamiento penal, entre los cuales se encuentra el principio del non bis in idem.  Sostener una unidad fáctica pero distinguir su juzgamiento en dos tribunales de diferente competencia, en virtud de calificaciones legales, implica apartarse del mandato constitucional que prohíbe volver a juzgar ese hecho que se ha considerado único y por el cual el imputado ya ha sido sometido a proceso.  La circunstancia de que el acusado haya sido absuelto en el primer juicio, no es óbice para la procedencia de la garantía de non bis in idem, cuya protección impide no sólo imponer una nueva pena por el mismo delito, sino que lleva a la prohibición de un segundo proceso por el mismo delito, sea que el acusado haya sufrido pena o no la haya sufrido, y sea que en el primer proceso haya sido absuelto o condenado.


    H., Ramón Claudio s/ Recurso de hecho - causa n° 26.458-


    H, 521, L. XL, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de estupefacientes. Almacenamiento de estupefacientes. Oportunidad procesal. Cuestión federal. Allanamiento. Denegatoria del recurso. 


    No se cumple con el requisito de oportunidad en la introducción del caso federal cuando el cuestionamiento al procedimiento policial no es formulado por los defensores ni por el imputado en el transcurso del juicio o del procedimiento recursivo sino que recién es planteado en la queja por el extraordinario denegado. Cabe destacar que  esos derechos, para que no decaigan, deben ser ejercidos en la oportunidad establecida por las leyes, ya que una vez que se los resignó y avanzó el proceso, no corresponde, para no tornar ilusorio el principio de preclusión, que se retrotraigan las cosas al estado anterior.  La invocación de que se halla involucrada en el pleito una cuestión constitucional, no puede ser el resultado de una reflexión tardía o de una mera ocurrencia.  Para que se pueda afirmar legitimidad del secuestro de elementos constitutivos de delitos diferentes de aquellos por los cuales se había ordenado el allanamiento, se deben reunir los requisitos de presencia justificada de la policía en el lugar, de que naturaleza delictiva de los objetos sea evidente y de que el descubrimiento sea accidental, según lo pide la llamada doctrina del "plain view".


    C., Desiderio s/ Recurso de queja


    C, 2114, L. XL, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tentativa. Robo simple. Robo calificado. Homicidio. Superior Tribunal de Justicia. Autonomía provincial. Presentación extemporánea. Cosa juzgada. Denegatoria del recurso. 


    En los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de la justicia local. Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna -y menos a las más altas- la aplicación preferente de la Constitución Nacional.  La cuestión atinente a los requisitos que debe reunir la apelación ante los tribunales de la causa es, por regla y atento su naturaleza procesal, ajena a la instancia extraordinaria federal. No obstante, cabe hacer la excepción a ese principio, cuando la decisión no aparece suficientemente razonada en relación con las especiales características del caso, o media un apartamiento de las constancias del juicio, o cuando el examen de los recaudos de admisibilidad se lleva a cabo con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio.  Si la declaración de extemporaneidad de un recurso no aparece como producto de una interpretación en exceso ritualista de las normas procesales, sino de la manifiesta inactividad de la defensa del imputado, la afirmación de que la demora no le era atribuible al encausado no resulta admisible como fundamento de su agravio, ya que sostener lo contrario implicaría dejar librado al capricho del recurrente la justificación de la demora en ejercer su derecho y, de tal suerte, desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza . En otras palabras, significaría soslayar los efectos de la cosa juzgada, cuya jerarquía constitucional y su carácter de presupuesto ineludible de la seguridad jurídica han sido reconocidos por la Corte en numerosos precedentes.  Si la defensa contó con la posibilidad de acudir a la vía contemplada para impugnar la condena y en cuanto la pretendida revisión no pudo concretarse por la injustificada inobservancia de mínimos recaudos formales -los cuales, por otra parte, lejos de ser interpretados o aplicados con rigor formalista, lo fueron con la necesaria elasticidad que exigía el caso- no puede concluirse que en la especie se haya verificado una violación a la garantía de la doble instancia.  El mero hecho de que un recurso no produzca un resultado favorable al reclamante no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz.


    B., Nazareno Ariel s/ Robo simple, etc. -Causa Nº 33-


    B, 1693, L. XLI, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Siendo que lla resolución que decide no hacer lugar a la suspensión del debate ni al pedido de suspensión del juicio a prueba, ordenando, en consecuencia, su prosecución, no puede ser considerada  sentencia definitiva o equiparada a tal, cabe rechazar la queja interpuesta.


    S. L., David Raúl s/ Defraudación -causa nº 90.197-. s/ Recurso de queja


    S, 1596, L. XLI, 13 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Falta de fundamentación autónoma. Autonomía del Ministerio Público. Denegatoria del recurso. 


    Carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, el recurso en el que se invocan en forma genérica garantías constitucionales y un fallo de la Corte Suprema, pero no se refutan los motivos expuestos por el a quo, ni explica porqué la doctrina del  precedente "Quiroga" resultaría aplicable a las particularidades del caso.  El párrafo segundo del artículo 348 debe entenderse inconstitucional en cuanto somete al Ministerio Fiscal, en el ejercicio de su función requirente, a las instrucciones emanadas de un órgano ajeno a su estructura, lo que no resulta ya admisible ante lo dispuesto por los artículos 120 de la Constitución Nacional y  1º de la ley 24.946.    Sin embargo,  esa invalidez -con sustento y límites en lo estrictamente necesario para materializar la autonomía externa del Ministerio Fiscal- en modo alguno puede ser interpretada como una decisión del legislador en favor de la ausencia de control del requerimiento conclusivo del fiscal que actúa durante la instrucción, sino que, por aplicación de los principios de jerarquía, unidad y coherencia de actuación que rigen la organización y funcionamiento del Ministerio Fiscal, consagrados en el artículo 1º, cuarto párrafo, de la ley 24.946, y con base en las atribuciones previstas en esa misma norma, en cuanto establece que corresponde a cada uno de sus miembros controlar el desempeño de sus inferiores, es el fiscal ante la respectiva cámara de apelaciones quien deberá evacuar la consulta prevista en el artículo 348, párrafo segundo, del Código Procesal Penal.  Tal es el criterio que ha sido a los señores fiscales a través de la resolución PGN 32/02, y el que se da en caso de que el fiscal general haya sido quien dictaminó en favor de elevar la causa a la vista pública, en ejercicio de la facultad de control jerárquico que emana del artículo 1º de la ley 24.946.


    G., Andrés s/ Causa nº 5.910


    G, 1602, L. XLI, 18 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso de casación


    Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Si el actor recurrió la sentencia arguyendo falta de fundamento, sin perjuicio de la materia federal planteada, compete tratar, en primer orden, los agravios que tocan a la arbitrariedad, dado que de existir éste no habría, en rigor, una sentencia propiamente dicha.  Sin preterir los defectos en materia de fundamentación que trasunta la presentación extraordinaria de la actora, no puede dejar de resaltarse que la denegatoria del recurso de casación local exhibe un excesivo rigor formal, incompatible con la garantía de la defensa en juicio tutelada por el artículo 18 de la Norma Fundamental y la naturaleza de los derechos en juego -integridad psicofísica del trabajador-.


    Rodríguez, Hugo Alberto c/ Benito Roggio e Hijos S.A. y/u otros


    R, 1325, L. XLI, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de ley


    Fundamentación del recurso. Defensa en juicio. Cuestión federal. Superior tribunal de la causa. Resoluciones equiparables a definitiva. Prisión preventiva. 


    Las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento del recurso extraordinario, mas ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  La salvedad al principio sentado por la Corte Nacional puede aplicarse al sub lite, en la medida en que con fundamento aparente, que reconoce como eje un aspecto formal de la ley local ritual –sentencia definitiva-, se ha impedido el debate ante una instancia superior de una cuestión federal que versa sobre el plazo razonable de detención preventiva, prescripta por las convenciones internacionales que integran nuestro plexo constitucional.  La resolución de la cámara que se impugna, claramente, se trata de una sentencia equiparada a definitiva, en los términos de la doctrina de la Corte que surge del precedente "Trusso”, cuyas conclusiones no han sido tomadas en cuenta por la casación local.  De este modo, la decisión del tribunal casatorio al igual que las correspondientes al superior tribunal de la provincia que denegaron el recurso de inaplicabilidad de ley y el extraordinario federal, para soslayar el conocimiento de los agravios postulados, se erigen como arbitrarias en el sentido de la doctrina elaborada por la Corte sobre la especie.  El recurso de inaplicabilidad de ley intentado apuntó, en definitiva, a remover los obstáculos rituales alegados por el Tribunal de Casación para sustraerse al conocimiento de una cuestión propia de su competencia, esto es, los fundamentos dados por la cámara departamental para entender que el plazo de prisión no resulta en el caso irrazonable y así revocar la libertad de los imputados, a cuyo respecto la corte provincial debió examinar la procedencia de aplicar la garantía de doble instancia judicial pues este derecho exige de la casación la revisión amplia de la decisión que resulta adversa para el imputado, la que no puede quedar subordinada a exigencias formales que obstaculicen su ejercicio.  Por consiguiente, los carriles recursivos debieron quedar despejados con la interposición de aquel remedio, en tanto los agravios resultaban de innegable carácter federal.  Bajo esta óptica, la corte bonaerense restringió indebidamente la vía utilizada por el apelante y denegó finalmente el acceso a la máxima instancia, so pretexto de no reunir la impugnación ciertos recaudos que taxativamente la ley de rito estipula para la admisibilidad de los recursos extraordinarios locales.  La tesitura adoptada importó soslayar arbitrariamente el criterio desarrollado por la Corte en materia de superior tribunal de la causa, a partir de los precedentes "Strada" y "Di Mascio", los cuales fueron correctamente invocados en toda la línea recursiva, por resultar plenamente aplicables para la solución del presente.  En alusión a esa doctrina, es pertinente reproducir un principio cardinal allí establecido, según el cual, "no concierta con el régimen imperante el hecho de que un tema –en el que se encuentre planteada una cuestión federal- no merezca, por limitaciones de fuente local, el conocimiento del órgano máximo de una provincia, y sí que sea propio de la Corte Suprema de la Nación.  Del mismo modo, se dejó establecido que en los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquél órgano, en tales supuestos, v.gr.por el monto de  la condena, por el grado de la pena, por la materia o por otras razones análogas". A lo que se agregó: "Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional".  En consonancia con las pautas enunciadas, el apartamiento de tan clara jurisprudencia del Tribunal, sin justificación expresa, se opone al deber que tienen las instancias inferiores de conformar sus decisiones a las sentencias de la Corte dictadas en casos similares, en virtud de su condición de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en consecuencia, especialmente en supuestos en los que dicha posición ha sido invocada por el apelante.  Sentado lo que antecede, y al igual que en el caso "Di Mascio", corresponde aquí también declarar que la validez constitucional del artículo 494 del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, se supedite a que las limitaciones que contiene en orden a la admisibilidad del recurso de inaplicabilidad de ley sean obviadas en aquellos casos donde se encuentren involucradas cuestiones de índole federal.   En consecuencia, y toda vez que en el sub judice ese remedio contenía una cuestión de carácter federal, la vía recursiva planteada por la defensa oficial ha sido incorrectamente denegada por la superior instancia provincial, razón por la cual se debe propiciar su descalificación como acto jurisdiccional válido, según lo indica la doctrina de la arbitrariedad.


    K., Mario Eduardo y otro s/ Asociación ilícita


    K, 143, L. XLI, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de inconstitucionalidad


    Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Derecho a la intimidad. Insuficiencia del agravio. Fundamentación de sentencia. 


    Art. 14, párr. 2º de la ley 23.737. Doctrina actual de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Fallo "Montalvo".


    En Concordancia con la doctrina de la Corte Suprema, la apelación carece de la adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. Reiteradamente se ha dicho que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la prédica de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.   La Corte tiene dicho que las cuestiones federales se tornan insustanciales cuando una clara y reiterada jurisprudencia, indudablemente aplicable a ellas, impida cualquier controversia seria respecto de su solución, máxime cuando el apelante no aduce razones que pongan en tela de juicio la aplicabilidad de esos precedentes o importen nuevos argumentos que puedan llevar a una modificación del criterio establecido en ellos.


    R., Lucas Antoni s/ Recurso de inconstitucionalidad


    R, 1425, L. XL, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de Queja por denegación del recurso extraordinario


    Fundamentación del Recurso. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los agravios traídos a conocimiento no suscitan cuestión federal sustancial que merezca la consideración la Corte como máximo tribunal de la Nación, y además, por otro lado, el recurso carece de la fundamentación adecuada, por lo tanto, cabe rechazar la queja.


    B., Rafael s/ Causa nº 6.138


    B, 710, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja


    Acuerdo preventivo extrajudicial. Suspensión de las garantías constitucionales. Instancia judicial. Vista del procurador. 


    Unidad contextual. Remisión al fallo de la causa R. 458, L. XLII, "R.O.M.I. S.R.L. s/ Acuerdo preventivo extrajudicial s/ Incidente de recurso".


    Romi S.R.L. s/ Acuerdo preventivo extrajudicial


    R, 412, L. XLII, 06 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Unidad contextual.


    Es formalmente admisible el recurso presentado si, entre otros aspectos, se cuestiona la validez del régimen previsto en los artículos 69 a 76 de la Ley Nº 24.522, al que se considera contrario a garantías tuteladas por la Constitución Nacional -así como también a tratados internacionales-, y la decisión del tribunal ha sido adversa a los derechos que el recurrente fundó en ellas.  El marco del principio de unidad de acción en que debe desenvolverse el Ministerio Público Fiscal, impide vedar el acceso de la recurrente a una instancia judicial plena.


    Romi S.R.L. s/ Acuerdo preventivo s/ Incidente de recurso extraordinario


    R, 458, L. XLII, 06 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Constitucionalidad y aplicación de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908. Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria". Devolución de los actuados al tribunal de origen


    Chevnik, Rebeca c/ Ciocci de Santoro, Cristina


    C, 3478, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión  a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria" y P. 1099, L. XLI, "Prosdocimi, Estela y otros c/ Pérez, Manuel Rafael s/ Ejecución hipotecaria".


    Figueredo, Beatriz P. c/ Campos, Marta Nilda


    F, 988, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Di Leiva de Venaccia, M. c/ Nowik, Dora


    D, 953, L. XL, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Fanelli, Fabián c/ Luvelo, Alejandro


    F, 929, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Lacasa, Guillermo Alberto Próspero c/ Oggero, Nenso Bautista y otro


    L, 830, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


    Requejo, Norberto Alfredo y otro c/ Comesaña de Barone, Esther y otro s/ Ejecución hipotecaria


    R, 1761, L. XL, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Derecho a la salud. 


    Sentencia que rechaza el amparo: asimilación a sentencia definitiva en caso de arbitrariedad. Derechos que cuentan con especial resguardo constitucional.


    La sentencia que rechaza el amparo es asimilable a definitiva cuando se demuestra que produce agravios de imposible o dificultosa reparación ulterior, por la presencia de arbitrariedad manifiesta, al incurrir en un injustificado rigor formal; o no se exhibiese como derivación razonable del derecho aplicable, dado que, entonces, resultan vulneradas las garantías de defensa en juicio y debido proceso; si bien dicha vía no está destinada a reemplazar los medios necesarios para solucionar controversias, su exclusión por existir otros recursos administrativos o judiciales, no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación o resguardo de competencia.  Aún cuando la sentencia apelada se fundamenta en cuestiones de hecho y de derecho procesal local ajenas, tal circunstancia no resulta óbice para admitir la apertura del recurso, en tanto le asiste razón a la apelante cuando afirma que el sentenciador al incurrir en un exceso ritual, omitió tratar cuestiones planteadas con fundamentos y pruebas suficientes relativas a su derecho a la salud, autodeterminación y resguardo familiar, que exigían una rápida solución que se vió postergada a resultas de un juicio posterior en el que sólo se reiterarían diligencias ya cumplidas.  Las particulares circunstancias que rodean al caso, por encontrarse, en definitiva, comprometidas prerrogativas constitucionales que hacen al derecho a la salud en su más amplio sentido, entendido como el equilibrio psico-físico y emocional de una persona, el derecho a la vida, a la libre determinación, a la intimidad, al desarrollo de la persona en la máxima medida posible y a la protección integral dé la familia, hacen que no resulte razonable ni fundado impedir la continuidad de un procedimiento cuyo objeto es lograr soluciones que se avengan con la urgencia que conlleva este tipo de pretensiones, para lo cual cabe encauzarlas por vías expeditivas entre las cuales era razonable incluir al juicio de amparo y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con especial resguardo constitucional.


    Y., G. c/ Nuevo Hospital El Milagro y Provincia de Salta


    Y, 112, L. XL, 08 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión federal. Garantía de imparcialidad. Imparcialidad del juez. Responsabilidad del Estado. 


    Remisión al fallo de la causa L. 486 L. XXXVI, "Llerena, Horacio Luis s/ Abuso de armas y lesiones (arts. 104 y 89 del Código Penal) -causa nro. 3221".


    Procede el remedio federal, si se dirige contra una sentencia definitiva emanada del superior tribunal de la causa, en el que se alega principalmente, la afectación del derecho de defensa y de ser juzgado por un tribunal imparcial, garantía reconocida como implícita de la forma republicana de gobierno y que comprende la de ser juzgado por los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa.  Existe cuestión federal suficiente puesto que la defensa pone en discusión el alcance de la garantÍa de juez imparcial reconocida dentro de los derechos implícitos del art. 33 constitucional, o más estrictamente, derivada de las garantías de debido proceso y de la defensa en juicio establecidas en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  En virtud de ello, y al hallarse cuestionado el alcance de una garantía del derecho internacional, el tratamiento del tema resulta pertinente por la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48, puesto que la omisión de su consideración puede comprometer la responsabilidad del Estado argentino frente al orden jurídico supranacional.  La imparcialidad del tribunal es uno de los aspectos centrales de las garantÍas mínimas de la administración de justicia.


    D., María Graciela y F., Carlos Andrés s/ Homicidio calificado por el vínculo y por alevosía -causa n° 120/02-


    D, 81, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 19, L. XL "Bazán, Javier Omar c/ Instituto de Seguros de Jujuy -Estado Provincial (recurso de queja)".


    Reales, Normando c/ Estado Provincial


    R, 2078, L. XL, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 982, L. XXXIX, "Duce de Conde, Rosa Estela c/ Estado Provincial"; y al de la causa B. 19, L. XL, "Bazan, Javier Omar c/ Instituto de Seguros de Jujuy -Estado Provincial (recurso de queja)".


    Crado, Víctor Abraham c/ Estado Provincial


    C, 944, L. XL, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. 


    Constitucionalidad y aplicación de legislación de emergencia. Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria". Aplicabilidad y constitucionalidad de la ley 25.798, modificada por la ley25.908. Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria". Remisión de los actuados al tribunal de origen.


    Covacich, Mario Nicolás c/ Scordia Laviuzza, Liliana A. y otros


    C, 3722, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y  H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria".


    Olivera, María Isabel c/ Lescure, María Esther


    O, 357, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y también al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


    Russo, Alberto y otro c/ Schejman, Jorge M.


    R, 1400, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Crida, Valeria c/ Micoli, Julio y otros


    C, 3164, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Pala, Domingo A. y otro c/ Hegoburo, Pedro


    P, 1440, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contrato de compraventa. Rescisión del contrato. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Vincifiori, R. c/ Almagro Construcciones S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    V, 586, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Recurso de Casación. Revisión judicial. 


    La Cámara Nacional de Casación debe examinar, en el marco de los planteos vertidos en los recursos, todo lo que hace al juicio de imputabilidad, atribución de responsabilidad, calificación legal y grado de participación en el hecho juzgado. De esta manera, se cumplirá cabalmente con el derecho a una efectiva revisión judicial de la sentencia condenatoria en todos los puntos cuestionados.


    G. M., María Elizabeth s/ Causa nº 5.448


    G, 1468, L. XL, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución hipotecaria".


    Lara, Marta c/ Cascabelo, Roberto R.


    L, 1286, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Arbitrariedad de sentencia. 


    Las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos locales no son, por regla, revisables en la instancia extraordinaria, ya que por su naturaleza procesal no exceden el marco de las atribuciones propias de los jueces de la causa, sobre todo cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en que la doctrina de arbitrariedad es particularmente restringida.   No obstante, se ha reconocido una excepción posible a ese principio cuando la decisión adoptada se sustenta en afirmaciones dogmáticas o cuando con injustificado rigor formal lo decidido omite ponderar argumentos conducentes para la solución del litigio, lo cual conduce a una restricción sustancial de una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado, con menoscabo de la defensa en juicio.  Resulta procedente el recurso extraordinario con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad de las sentencias, cuando el fallo impugnado propone una exégesis irrazonable de la norma aplicada que la desvirtúa y torna inoperante, en consonancia con aquella otra que establece que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias de la hipótesis expresamente prevista por la norma.


    R., Lisandro Luis María; S., Diego Javier y L., Jesús Salvador s/ Privación ilegal de la libertad y otro -causa nº 4.206-


    R, 1737, L. XL, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Personas con discapacidad. 


    Reclamo a obra social: medida cautelar innovativa a favor de menor con Síndrome de Down.


    Si bien las decisiones vinculadas con medidas cautelares y/o precautorias, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, resultan en principio ajenas a la vía del recurso extraordinario federal, por no tener el carácter de definitivas, cabe hacer excepción a ese principio cuando lo resuelto es susceptible de provocar un perjuicio que, por las circunstancias de hecho puede ser de tardía, insuficiente o de imposible reparación ulterior.  Cuando se trata de resguardar el interés superior del niño, atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia y la naturaleza de las pretensiones, encauzar los trámites por vÍas expeditivas y evitar que el rigor de la formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con particular tutela constitucional.   La cuestión en el marco de los derechos a la vida y su derivado a la salud, reconocidos por nuestra Constitución Nacional y por los tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional es obligación impostergable de las autoridades públicas, obras sociales y entidades de la llamada medicina prepaga y la obligación es de garantizarlos con acciones positivas.  La ley 24.901 estableció un sistema de prestaciones básicas de atención integral a favor de las personas con discapacidad, contemplando acciones de prevención, asistencia, promoción y protección, con el objeto de brindarles una cobertura integral que pone a cargo de las obras sociales enunciadas por el art. 1 de la ley 23.660, que deben satisfacerlas por sÍ o por medio de servicios contratados.  Aún cuando las partes nada hubiesen previsto en la relación jurídica que las vincula, la obligación en cuestión emana de normas de orden público que por su propia naturaleza no pueden ser modificadas por silencio o acuerdo de partes. En los casos de contratos con cláusulas predispuestas, en caso de duda, debe prevalecer la interpretación que favorezca a quien contrató con aquél o contra el autor de ellas, regla hermenéutica que se impone en razón de expresas disposiciones legales y se acentúa en el supuesto de contratos de prestaciones médicas, habida cuenta de la jerarquía de los valores que se hallan en juego: la vida y el derecho a obtener conveniente y oportuna asistencia sanitaria.  Finalmente, también resulta aplicable la directriz expresada por la Corte Suprema, de acuerdo a la cual el intérprete no puede desentenderse del resultado concreto de su tarea exegética, sino que debe contemplar las particularidades del caso, el orden jurídico en su armónica totalidad, los principios fundamentales del derecho, las garantías y derechos constitucionales y el logro de resultados jurídicamente valiosos.


    A., G. M. c/ Swiss Medical S.A.


    A, 804, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procediencia del recurso. Constitucionalidad. Ley de emergencia. Refinanciación hipotecaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria".


    González, Edith Inés c/ Martín, Alicia Noemí


    G, 1617, L. XLI, 20 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales.


    Balestro, Enry y otros c/ Agostinelli, Julio


    B, 1188, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. Sistema de refinanciación hipotecaria. Ley de emergencia. Imposición de costas. 


    Corresponde considerar que la controversia sobre la moneda de pago no se encontraba cerrada y, de la articulación armónica de las normas de emergencia (leyes 25.561, 25.820, decretos 214/02, 320/02 y demás referidas a la "pesificación") con las leyes que conforman el Sistema de Refinanciación Hipotecaria (leyes 25.798 y 25.908, decreto reglamentario N° 1284/03), surge que, al aplicar dicho régimen, no se producirá colisión con decisión alguna, pues, en caso de que se hubiese propuesto el esfuerzo compartido, y si tal régimen luego no fuese consentido, la sentencia, entonces, no ha de considerarse como autoridad de cosa juzgada.  Son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del sentenciador en cuanto a la apreciación de las circunstancias respecto a la conducta de las partes, a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el art. 1198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada.  Las discrepancias de la recurrente en orden a la constitución en mora de las partes y sus consecuencias legales, son cuestiones opinables de derecho, ajenas al recurso extraordinario, cuyo carácter es excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que les son privativas ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.  La imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa y ajena al remedio federal.


    Cacheda, Pedro Lorenzo c/ Weis, Carlos Alfredo y otra


    C, 847, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de la sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Morgan, Jeremías Guillermo y otro c/ Caillava, María Teresa y otros


    M, 2209, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 771, L. XXXVIII, "Prada Errecart, Pedro Horacio c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires y otros" y P.772, L. XXXVIII, "Parra, Vilma y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros.


    Colegio de Odontólogos de la Provincia de Buenos Aires c/ Nación Argentina - Poder Ejecutivo Nacional y Banco Central de la República Argentina


    C, 3612, L. XXXVIII, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Defensa en juicio. Debido proceso. 


    Los reclamos de quienes se encuentren privados de su libertad, más allá de los reparos formales que pudieran merecer, deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley.  La resolución recurrida resulta arbitraria en tanto se aparta de las constancias del expediente y realiza afirmaciones dogmáticas al dar por cierta una diligencia procesal que no puede razonablemente tenerse por comprobada y que, ha tenido directa incidencia en la frustración del derecho de revisión que pretendieron ejercer los condenados.  La doctrina de la arbitrariedad resulta el medio idóneo para asegurar el respeto de alguna de las garantías consagradas en la Constitución Nacional.  Debe admitirse el remedio federal si lo que se cuestiona es la decisión que, con fundamentos aparentes, en tanto no se ajustan a las constancias del expediente, frustró el acceso a la vía procesal intentada con menoscabo de las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso.


    G., Víctor Alejandro y otros s/ Por supuestos autores - Robo calificado, etc.


    G, 1109, L. XXXIX, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Equiparación a sentencia definitiva. 


    Si bien es cierto que las resoluciones por las que se declara la improcedencia de los recursos en las instancias ordinarias no autorizan, en principio, su revisión por la vía del artículo 14 de la ley 48, ello admite excepción cuando el pronunciamiento impugnado realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación ante el tribunal de la causa con inusitado rigor formal, que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos.   La decisión por la cual se rechaza el recurso de casación con tal formalismo inadmisible impone la descalificación de su decisión bajo la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.  Para que una decisión sea considerada definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48 no es necesario que se lo diga expresamente sino que basta con que sus efectos tengan ese carácter definitorio.


    A., Rubén Aníbal s/ Causa Nº 1459


    A, 2441, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria" y al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    No le compete a la Corte Suprema de Justicia de la Nación intervenir en  cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


    Frignani, Livio y otro c/ Subizar, José Miguel


    F, 1231, L. XXXIX, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Desestimación del recurso. 


    Ausencia de intervención de la Cámara Nacional de Casación Penal. Cámara Nacional de Casación Penal: tribunal intermedio.


    No procede la queja no sólo por la calidad de tribunal intermedio que la Corte le ha reconocido a la Cámara Nacional de Casación Penal a partir del precedente "Giroldi", sino también porque el recurrente ha omitido toda motivación sobre las razones por las cuales prescindió de esa instancia para procurar la reparación de los agravios federales aquí invocados. Ello conspira, contra la debida fundamentación de este requisito del recurso extraordinario intentado.


    A. S.A. s/ Infracción Ley 22.415 -causa nº 48.799-


    A, 657, L. XXXIX, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incompatibilidad de la doctrina de la arbitrariedad con argumentos de orden no federal. Ataque al fundamento central de la sentencia.


    La tacha de arbitrariedad es de procedencia excepcional e incompatible con argumentos de orden no federal.  Si los los reproches del actor no exceden la mera discrepancia con lo resuelto, resulta insuficiente para conmover la conclusión a la que se arriba en ambas instancias.   Si el quejoso sólo esboza argumentos dogmáticos tendientes a desvirtuar la conclusión de la instancia anterior, prescindiendo de atacar el fundamento central de la sentencia confirmada, corresponde desestimar la presentación.


    Lorenzo, Jorge Virgilio c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    L, 2, L. XXXVI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 783, L. XXXIX  "S., Pedro Lucindo s/ Homicidio en grado de tentativa".


    Nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz. El voluntario sometimiento, sin reserva expresa, a un régimen jurídico, a una decisión judicial o a una determinada jurisdicción, comporta un inequívoco acatamiento que fija la improcedencia de impugnación posterior -con base constitucional- mediante recurso extraordinario.


    R., Carlos s/ Homicidio -causa nº 1.229-


    R, 1109, L. XL, 09 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión abstracta. 


    Si la cuestión que se intenta traer a conocimiento de la Corte se ha tornado abstracta, corresponde desistir de la queja interpuesta.


    P., Daniel Rodolfo s/ Causa n° 4485


    P, 1976, L. XL, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rodríguez, Jorge c/ Pérez, Susana


    R, 479, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunales provinciales. Facultades del tribunal. 


    Demanda contencioso administrativa. Carácter excepcional de la instancia.


    Las cuestiones que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, son materias que se encuentran regladas por la Constitución y leyes locales y escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, aunque dicho principio cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad.  La Corte no puede transformarse en el intérprete final de las decisiones que adoptan los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones y por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos jurídicos, o en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial. El Tribunal puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales. Por ello, no son revisables, en principio, por vía del recurso extraordinario, los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden los casos que les son sometidos a su conocimiento mediante la aplicación de las normas de derecho público local.  Si los argumentos del recurrente carecen de entidad suficiente para abrir una instancia que tiene carácter excepcional y que no busca sustituir a los jueces naturales en la solución de los problemas que le son privativos, corresponde desestimar la queja.


    Empresa Ingaser S.R.L. c/ Municipalidad de Fray Mamerto Esquiu


    E, 579, L. XL, 09 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Ley de emergencia. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Mafulli, Ciro y otro".


    Di Leva de Vinaccia, Marta c/ Nowik, Dora


    D, 873, L. XL, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada por el señor Fiscal General recurrente, se mantiene la queja interpuesta.


    M. Q., Germán s/ Causa n° 4.747


    M, 2637, L. XL, 18 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada, se mantiene la queja interpuesta.


    B., Pedro Felipe y otros s/ Causa nº 1404


    B, 492, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Emergencia económica. Constitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 70, L. XL, "Empedrado Grande S.R.L. c/ J.F. 2000 S.A. s/ Ejecución hipotecaria". Devolución de los actuados al tribunal de origen.


    Bourdieu, Laura M. c/ Villagra, Alberto R.


    B, 853, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso Extraordinario Federal. Debido proceso. Defensa en juicio. 


    Regulación de honorarios. Remisión al fallo de la causa P.187, XXXVII, "Pomponi, Jorge Francisco y otros s/ Robo en poblado y en banda con efracción".


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. No obstante ello, la Corte ha hecho excepción a ese principio, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando la decisión frustra la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea o suficiente.


    M., Martín s/ Falso testimonio -causa Nº 1.644


    M, 2480, L. XL, 11 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Rechazo del recurso. Ley de emergencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Niaco S.A. c/ Impresora Chubutense S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    N, 421, L. XL, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Interpretación de la ley. Detención ilegal. Indemnización. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 541, L. XXXIX, "Rito de los Santos, Julio César c/ Ministerio de Justicia y Derecoh Humanos - Artículo 3 Ley 24.043".


    Es formalmente admisible el recurso extraordinario si se halla en tela de juicio la interpretación de una ley federal -sus normas reglamentarias y ley modificatoria- y que la decisión definitiva del superior tribunal de la causa  es contraria al derecho que en ella funda la apelante.  Por discutirse el contenido y alcance de una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del tribunal anterior, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  Con la sanción de la ley 24.096 quedó establecida la indudable voluntad del legislador de aclarar que las detenciones ilegítimas que se resarcen en el régimen de la ley 24.043 son las comprendidas entre la fecha de declaración del estado de sitio y la reinstauración del sistema democrático.


    Romero Ubal, Nicasio Washington c/ Ministerio del Interior -Artículo 3 Ley 24.043-


    R, 787, L. XXXVI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Caldara, Paula Gabriela c/ Cadenas García, Carlos y otra


    C, 2118, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. Recurso de inconstitucionalidad. Ley de emergencia. Ssitema de refinanciación hipotecaria. 


    Control de constitucionalidad: reiteración de argumentos ya planteados en instancias anteriores. Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Los agravios respecto al planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.441 corresponden a la reiteración de argumentos ya planteados en las instancias inferiores y que recibieron adecuada respuesta en la sentencia recurrida en la que los jueces decidieron que el sometimiento voluntario a un régimen legal determinado, sin reserva expresa, obsta a su ulterior impugnación con base constitucional, y que los argumentos de la quejosa no constituyen una crítica concreta y razonada de la sentencia en los términos que prescriben los artículos 265 y 266 de la ley adjetiva.


    Erlich, Zendel y otros c/ Iglesias, Beatriz Pilar


    E, 232, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Revocación de sentencia. Acción de amparo. 


    Las decisiones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, lo cual resulta aplicable también a las decisiones en los juicios de amparo. Al respecto, si lo demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales.


    Cresto, Juan José c/ Estado Nacional - Secretaría de Cultura y Comunicación de la Presidencia de la Nación


    C, 1968, L. XL, 15 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 595, L. XLI, “Cambiaso Peres de Nealon, Celia María Ana y otros c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Médicas s/ Amparo”.


    Argüelles de Iriondo, Florencia c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas


    A, 407, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    El examen de cuestiones relativas a la interpretación de normas de derecho común es ajeno a la vía del recurso extraordinario.


    N., Rubén Eduardo, F., Daniel Rogelio, U., Alexander y A., César Ezequiel s/ Robo agravado por su comisión con arma -causa Nº 6453-


    N, 524, L. XLI, 13 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Reynoso, Horacio Virginio c/ YPF S.A.


    R, 1697, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Mantenimiento del recurso extraordinario.


    V., Raúl Alcides s/ Recurso de casación


    V, 603, L. XLII, 19 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medida para mejor proveer.


    Gazzo de Cacciatore, Delia Elisa c/ Lista, Claudia Mónica y otro


    G, 2030, L. XLI, 15 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer.


    Modulor S.A. s/ Quiebra


    COMP, 1810, L. XLI, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    No habiendo dado cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal, devuélvanse las actuaciones a los fines indicados.


    Yatchesen, Roberto c/ Amarilla Automotores


    Y, 101, L. XL, 15 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Prisión preventiva. Reincidencia. Sentencia no firme. Invalidez del acto jurídico. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso.



    En el caso se encuentra comprometida la libertad del imputado, por lo que el pronunciamiento apelado es asimilable a uno de índole definitivo, en los témlinos del articulo 14 de la ley 48, toda vez que podría ocasionar un peIjuicio de imposible reparación ulterior al afectar un derecho que exige tutela inmediata. Asimismo, existe cuestión federal suficiente, en la medida en que se ha planteado la violación de las garantías que versan sobre la razonabilidad de los plazos de detención preventiva y duración del proceso, reconocidas en las convenciones internacionales que integran el bloque constitucional de derechos hunlanos, y la máxima instancia provincial se ha negado a su debido tratamiento so pretexto de obstáculos fornlales, circunstancia que descalifica el fallo impugnado como acto jurisdiccional válido, según lo indica la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    C., Carlos Fabián s/ Su presentación


    C, 1264, L. XLII, 13 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso pendiente de resolución.



    P. P. S.A. s/ Infracción a la ley 23.771 - Causa nº 3738-


    P, 493, L. XL, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Caldelari, Gladys Nelly c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía - Banco HSBC s/ Amparo


    C, 1646, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25,561; Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Laborde, María del Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros


    L, 1063, L. XL, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B.109, L. XLI “Baterplac S.R.L. c/ AFIP s/ Contencioso administrativo".


    Baterplac S.R.L. c/ AFIP


    B, 108, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 4633, L. XLI, "Compañía General de Negocios SAIFE. s/ Pedido de quiebra por Mihanovich Ricardo L.".


    Compañía General de Negocios S.A.I.F.E. s/ Pedido de quiebra por Mihanovich Ricardo L.


    C, 4210, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 86, L. XLI, "Cohen Arazi, Eduardo c/ Estado Nacional - Jefatura de Gabinete - Resolución 155/01 s/ Empleo público".


    Schnoller, Andrés c/ Estado Nacional (Jefatura de Gabinete) - Resolución conjunta SENASA 12/06/01 y otro s/ Proceso de conocimiento


    S, 1608, L. XLI, 16 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 393, L. XL, caratulada: "Díaz, Leopoldo Anselmo y otro s/ Robo calificado por el uso de armas -causa N° 147/651-".


    C., Fernando Damián s/ Homicidio en concurso real con robo agravado -causa Nº 665-


    C, 4701, L. XLI, 09 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Trecenave S.A. s/ Quiebra s/ Incidente por Fluviomar S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    T, 367, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria".


    Cocini Amneris, Etelvina c/ Vaccarezza, Carlos Diego


    C, 3375, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 3551, L. XLI, “Meabe, María Graciela c/ Bankboston - Suc. Corrientes”.


    Del Giorgio, Gladys Rosa c/ BBVA Banco Francés S.A. Sucursal Corrientes


    D, 1677, L. XLI, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro".


    Camero, José Luis c/ Compuspar Mercosur S.R.L. s/ Ejecutivo


    C, 1374, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Beatrisini, Luis Gaetano c/ Y.P.F.


    B, 83, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Brizuela, Lucas c/ YPF


    B, 120, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Deimundo, Nélida Margarita c/ Y.P.F. y otros


    D, 11, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Díaz, Alejandra del Valle c/ YPF y otro


    D, 196, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Lazarte, José Luis c/ YPF S.A.


    L, 1391, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Murúa, Mirta Elba y otro c/ YPF S.A. y otros


    M, 2974, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Ornella, Miguel Ángel c/ YPF S.A. y otro


    O, 484, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Pereyra, Pedro Celestino c / YPF S.A. y otro


    P, 1560, L. XL, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Pires, María Noemí y otros c/ YPF S.A.


    P, 252, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Reales, Martín c/ YPF S.A. y otro


    R, 1986, L. XLI, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Reija, Néstor Hugo c/ YPF S.A. y otro


    R, 1625, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Rodríguez, Héctor Liborio c/ Estado Nacional Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos


    R, 24, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Romero González, Norah c/ YPF S.A.


    R, 239, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Sedan, Rubén Jesús y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otro


    S, 94, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Turu de Kagami, Teresa y otros c/ Ministerio de Economía


    T, 739, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Vera, Manuel y otros c/ Y.P.F. S.A. y otro


    V, 1144, L. XL, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1754, L. XL, "Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social de Directivos de Empresarios Pequeños y Medianos".


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social del Personal de la Industria Cervecera y Maltera


    S, 993, L. XLI, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1754, L. XL; "Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social de Directivos de Empresarios Pequeños y Medianos".


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social Asociación del Personal Superior de la Organización Techint


    S, 1154, L. XLI, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen emitido en la causa F. 72, L. XXXIX. "Falcón, Isabel Y. de c/ M° de Economía"


    Costoya, José Luis Marcial c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.661 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986 (Recurso extraordinario)


    C, 1708, L. XL, 03 de febrero de 2006


    Ver Di ctamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVIII, "Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.".


    Juárez, Carlos Horacio c/ Cattorini Hnos. S.A.I.C.I.F.C.I. s/ Enfermedad Ley 24.557 y Daños y perjuicios


    J, 154, L. XL, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se le Solicita que requiera al apelante copia de las resoluciones judiciales que dieron origen a la queja interpuesta.


    Tayar, Abraham Antonio c/ Banco Río de la Plata S.A.


    T, 168, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Solicita remisión de autos principales. Luego, se corra nueva vista.


    V. D. S., Marta s/ Extradición


    V, 327, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Vuelvan los autos a fin de notificar a los interesados la denegación parcial del recurso extraordinario federal.


    Soraire de Paoletti, M. de las Nieves c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    S, 581, L. XLI, 15 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a lo dictaminado en autos D. 406; L. XL, "Dadon, Víctor Carlos y otro c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Fontana Rosa, Angélica y otros c/ AFIP DGI-DISP 290/02 s/ Amparo Ley 16.986


    F, 1131, L. XLI, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. Revocación de sentencia. 


    Declaración de inconstitucionalidad de decretos por impuestos diferenciales. Recurso extraordinario del Poder Ejecutivo. Circunstancias sobrevinientes: culminación del plazo de vigencia. Cuestión inoficiosa. Sin perjuicio de ello, se deje sin efecto la sentencia recurrida


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, lo cual resulta aplicable a las decisiones en juicios de amparo.  Más allá de los interrogantes que pudieran plantearse acerca del agravio concreto que ocasiona a la actora la ratificación del denominado “Convenio para mejorar la recaudación y los controles sobre la evasión y la competencia ilegal en el mercado de cigarrillos” por medio del decreto 294/04, lo cierto es que aquel se extinguió al culminar su plazo. Idéntica situación se verifica respecto de los regímenes implementados por los decretos 295/04 y 296/04, que han perdido su vigencia.  Sin perjuicio de ello, también corresponde dejar sin efecto la sentencia recurrida pues su subsistencia podría causar un gravamen no justificado, en la medida en que no cabe descartar que alguna consecuencia gravosa para él pudiera ser extraída de una sentencia declarativa de inconstitucionalidad que no pudo ser revisada.


    Dólar S.A. c/ Estado Nacional Decretos 294/04, 295/04  s/ Amparo Ley 16.986


    D, 967, L. XLI, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acervo sucesorio. 


    Ejecución de una transacción para zanjar diferencias en la distribución de un haber sucesorio, expresada en dólares estadounidenses. Aplicación legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820). Remisión al dictamen de la causa P. 122,


    Bonnesere, Isabel María y otro c/ Gougy, Raúl Oscar y otro s/ Ejecutivo


    B, 1709, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 327:3610.


    Espósito, Mauro Javier c/ Carrefour Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    E, 192, L. XLII, 12 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución prendaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Konigsberg, Jonathan Mario c/ González, Martín y otros s/ Ejecución prendaria


    K, 76, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Latasa Argentina c/ Embotelladora de los Andes S.A.


    L, 1672, L. XL, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    De Miguel, Carlos c/ Chalof, Emilio


    D, 1275, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Los argumentos aducidos en el recurso extraordinario, en cuanto se relacionan con la aplicación de normas de emergencia respecto de obligaciones expresadas originalmente en moneda extranjera, podrían involucrar cuestiones de orden federal.


    Spirito, Cristina A. c/ García, J. s/ Ejecución hipotecaria


    S, 536, L. XL, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad de las leyes. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Arona, Arturo y otros c/ Bunge, Máximo y otros s/ Ejecución hipotecaria


    A, 1012, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pagaré. 


    Ejecución de pagarés librados en dólares estadounidenses. Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


    Fernández, Alberto Octavio c/ Acevedo, Miguel Ángel y otro


    F, 1585, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Rosidan S.A. c/ La Rosa, Luis Nicolás s/ Ejecutivo


    R, 782, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas. Deuda pública. 


    Remisión al fallo de la causa S. 960, L. XXXV, "Sindicato de Prensa de la Provincia del Chaco c/ Diario "El Territorio" y/o Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación s/ Demanda laboral".


    Obra Social Personal Artes Gráficas c/ Diario El Territorio


    O, 292, L. XXXIX, 08 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al ditamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Participación en el Accionariado obrero".


    Romero, Carlos c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Participación en el Accionariado Obrero


    R, 1340, L. XLII, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Arbitrariedad. Ley de emergencia. Norma de carácter federal. 


    Si bien la Cámara concedió el recurso extraordinario sólo en cuanto en el caso se cuestiona la inteligencia brindada por el tribunal a normas de carácter federal, a su vez, en virtud de que el recurso extraordinario en consideración también se fundó en la arbitrariedad del pronunciamiento apelado en cuanto a la aplicación de las leyes de refinanciación hipotecaria N° 25.798 y 25.908, teniendo en cuenta la íntima vinculación existente entre la referida materia federal y la arbitrariedad aludida, procede tratar en forma conjunta aquellos agravios que se hallan inescindiblemente unidos a la referida cuestión federal. Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario si los juzgadores no solamente avanzaron sobre una cuestión que, en principio, es de competencia del ente fiduciario (Banco de la Nación Argentina), sino que, además, desautorizaron la elección efectuada por éste y, consecuentemente, desconocieron la validez del mutuo de refinanciación suscripto con la demandada.


    Videa, Juan Martín c/ Bernardo Saraiva, María Felicia s/ Ejecución hipotecaria


    V, 276, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Mafulli, Ciro y otro".


    Si bien el recurso extraordinario fue concedido sólo en cuanto se refiere a la interpretación de normas de naturaleza federal, se advierte, sin embargo, que las causales de arbitrariedad alegadas por el apelante tienen una íntima vinculación con la referida materia, por lo que corresponde también tratar a éstas.  Frente a la solicitud de la parte actora de un reajuste equitativo del precio, en correlación con el valor de reposición de la mercadería, la falta de consideración del impacto de la -eventual- aplicación de los coeficientes correspondientes sobre el valor de la prestación, permite hacer lugar al recurso extraordinario interpuesto y disponer que vuelvan los actuados al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a derecho.


    I.G.T. Argentina S.A. c/ Green S.A. s / Ordinario


    I, 107, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Causas regidas por normas federales. Exilio. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 


    Compensación prevista en la Ley 24.043.


    Por discutirse el contenido y alcance de una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del trinunal anterior, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  Al analizar si corresponde determinar si la persecución de la que habría sido víctima en el país así como su posterior exilio, constituye una circunstancia equiparable a la que prevé la ley 24.043 y al ver que deben examinarse cuestiones de hecho y prueba para determinar si en la causa se reúnen las condiciones señaladas, que no fueron evaluadas por el tribunal superior atento a la forma en que resolvió, corresponde proponer que la sentencia recurrida sea dejada sin efecto, sin que ello implique abrir juicio sobre si debe ser concedido el beneficio solicitado.


    Dragoevich, Héctor Ramón c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos  -Art. 3 ley 24.043 (Resolución 612-01)


    D, 730, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Consolidación de deudas del Estado. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas S. 64, L. XXXVI, "Savid García, Fernando c/ Banco Nacional de Desarrollo s/ Ejecución de sentencia", y B. 2307, L. XL, "Bodeman, Felix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro".


    Si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando ponen fin a la discusión y causan un gravamen de imposible reparación ulterior.


    Patrimonio en liquidación Banade c/ Exportadora Buenos Aires S.A. y otros s/ Incumplimiento de contrato


    P, 1177, L. XLII, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad. Ley de emergencia. 


    Remisión  al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gawianski, Rubén Leonardo c/ Gaddi o Gaddi de Condoleo, Graciela Alicia


    G, 1861, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gerscovich, Eugenia Rosa y otro c/ Deletieres, Marcelo Hernán y otros


    G, 1807, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Vila Moret, Carlos Alberto c/ Jaime Bernardo Coll S.A. y otro


    V, 615, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Leyes de emergencia económica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, caratulada "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro sI Ejecución Hipotecaria" ítems VII a XI y XIII a XV.


    Laboratorios Argenpack S.A. c/ Biocrom S.A. s/ Sumarísimo


    L, 753, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cosa juzgada. Garantía de defensa en juicio. 


    Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    La sentencia de la Alzada en el juicio ejecutivo no es oponible al concurso, ya que el actor desistió de la acción contra el concursado antes del dictado de dicha sentencia. En tales condiciones los efectos de cosa juzgada de tal decisorio, sólo pueden alcanzar al demandado solidario, dado que, al haber desistido el actor de la acción contra el concursado, éste quedó excluido de la ejecución y, obviamente. ya no pudo ejercer en dicho juicio ningún acto conducente para su defensa.  Sobre el particular, corresponde recordar que el Tribunal tiene dicho que, si bien lo atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada es en principio una cuestión de hecho y de derecho procesal, extraña a la instancia extraordinaria, tal regla debe dejarse de lado cuando se extiende su valor formal más allá de límites razonables, lo que se traduce en definitiva, en la frustración del derecho amparado por su eficacia y el consiguiente menoscabo de las garantías de la defensa en juicio y de la propiedad. Ha dicho asimismo la Corte que el reconocimiento del carácter inmutable de una decisión judicial, requiere la existencia de un trámite anterior contradictorio en el que se hayan respetado sustancialmente las exigencias de la garantía de la defensa en juicio.


    Cecchi, Carlos Miguel s/ Concurso preventivo


    C, 4141, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión Federal. Competencia nacional. Pedido de quiebra. Sociedad constituida en el extranjero. 


    Existe cuestión federal suficiente, desde que se encuentra en tela de juicio, a partir de la interpretación y aplicación de normas de jurisdicción internacional de naturaleza federal, la jurisdicción de los tribunales argentinos para entender en tales asuntos.  Corresponde sustentar la competencia de los tribunales nacionales para entender en el pedido de quiebra de una sociedad constituida en el extranjero para ejercer la intermediación financiera externa entre la oferta y la demanda de bienes radicados fuera de ese país.


    Compañía General de Negocios S.A.I.F.E. s/ Pedido de quiebra por Mihanovich, Ricardo L.


    C, 4633, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Requisitos de admisibilidad. Decisiones recurribles. Decisiones Judiciales. Denegatoria del recurso. 


    Las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencia definitiva, salvo en caso de denegatoria del fuero federal.


    Las cuestiones de competencia no habilitan la jurisdicción del Art. 14 de la ley 48  por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, salvo en aquellos asuntos que mediare denegación del fuero federal.


    Brugo, Marcela Lucila  c/ Areco, Horacio Luis s/ Simulación


    B, 81, L. XLII, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Derecho de igualdad. Jurisdicción provincial. 


    Si bien las resoluciones que resuelven cuestiones de competencia, no revisten carácter de sentencia definitiva, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley Nº 48, cabe hacer una excepción a este principio en los supuestos que importen una denegatoria del fuero federal.  La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), el primer supuesto lleva, centralmente, el propósito de afirmar las atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que el segundo procura, en lo esencial, asegurar la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.  La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, y procedente en tanto el interesado demuestre claramente de qué forma aquélla contraría la Constitución Nacional, causándole un gravamen, y para ello es menester que precise y acredite fehacientemente en el supuesto concreto el perjuicio que le genera la aplicación del dispositivo, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente conjeturales.  La garantía de igualdad (art.16, C.N.) radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, por lo que ello no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, en tanto dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal, de clase o de ilegítima persecución.


    Bank Boston National Association c/ La California Sociedad Anónima s/ Ejecución hipotecaria


    B, 2135, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Desestimación del recurso. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Al advertir que existe una sentencia de trance y remate de fecha anterior a la entrada en vigencia de la normativa de emergencia, corresponde remitir en lo pertinente brevitatis causae a los argumentos vertidos en el ítem VI del dictámen S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


    Alasino, Silvia Viviana c/ Alieno, Margarita del Valle s/ Ejecución hipotecaria


    A, 1699, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina del esfuerzo compartido. Confirmación de sentencia. Planteo extemporáneo. 


    La no expresión por parte del apelante de ningún agravio relativo a la manera en que el tribunal inferior mandó llevar adelante la ejecución, esto es, en los términos de lo resuelto en el proceso de amparo tramitado entre las mismas partes, disponiéndose la aplicación del esfuerzo compartido, implicó un consentimiento tácito respecto a la aplicación de la teoría mencionada, por lo que los agravios de la apelante al respecto en el recurso extraordinario, devienen extemporáneos.


    Magnacca, Jorge Alberto y otro c/ Finameris S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    M, 2846, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Emergencia económica. Reordenamiento del sistema financiero. 


    Remisión al dictamen de la causa M.245, L. XXXIX. "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Vera, Gustavo Adolfo c/ Bank Boston sucursal Corrientes


    V, 1177, L. XLI, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fuerzas Armadas. Interpretación de la ley. Ley especial. Cuestión de derecho común. Admisibilidad del recurso. 


    Requisitos propios. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria a las pretensiones del recurrente.


    El recurso extraordinario es admisible si se ha puesto en tela de juicio la inteligencia y aplicación de leyes de naturaleza federal y  la decisión ha sido contraria a las pretensiones que la recurrente funda en ellas.  No existe impedimento alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas o de seguridad ya sea que su incorporación haya sido voluntaria o consecuencia de las disposiciones sobre el servicio militar obligatorio, cuando las normas específicas que rigen a las citadas instituciones no prevén una indemnización sino sólo un haber de retiro de naturaleza previsional.


    Zapata, Gustavo Carmelo c/ Ejército Argentino


    Z, 152, L. XLI, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Gravedad institucional. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Pretensión de inconstitucionalidad de normas que reglamentan régimen de consolidación de pasivos provinciales. Devolución de actuaciones al tribunal de procedencia.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, toda vez que el caso reviste gravedad institucional, la que resulta manifiesta en razón de que el diferimiento de los plazos de atención de la deuda pública fue previsto por la ley local 7112 y el decreto 357/01 con el fin de permitir una administración racional de los recursos y asegurar la continuidad en la prestación de los servicios que están a cargo de la provincia.  La declaración de inconstitucionalidad de un precepto constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, o cuando una estricta necesidad lo requiera y no exista la posibilidad de una solución adecuada del juicio a la que cabe acudir en primer lugar.  La aplicación del sistema de consolidación de deudas no priva al acreedor del crédito declarado en la sentencia sino que sólo suspende temporalmente la percepción íntegra de las sumas adeudadas, lo que obsta a su declaración de inconstitucionalidad y que la limitación impuesta está dirigida a proteger derechos como los del demandante, que corrían el riesgo de convertirse en ilusorios debido al desequilibrio de las finanzas públicas.


    Estado Provincial  - Casación (Autos "Guillén, Antonio y otros c/ Ex - Banco de la Provincia de La Rioja y Estado provincial")


    E, 225, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Improcedencia del recurso. Inexistencia de cuestión federal suficiente. 


    Invocación de jurisprudencia de la Corte Suprema. Necesidad de fundamentar su aplicación al caso.


    Las críticas del recurrente no alcanzan para demostrar la existencia de una cuestión federal, ni de un supuesto de arbitrariedad, al cual la Corte le ha reconocido el carácter de medio idóneo para asegurar el respeto de alguna de las garantías consagradas en la Constitución, si la defensa se limita a invocar la aplicación de la jurisprudencia de la Corte sin explicar por qué ella resultaría aplicable al caso.


    R., Enrique Horacio s/ Homicidio culposo


    R, 1573, L. XL, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento del contrato. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen emitido en la causa L. 337, L. XL, "La Pampa, Provincia de c/ Fondo Fiduciario de Infraestructura Regional s/ Incumplimiento de contrato", resuelto de conformidad por la Corte Suprema.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional (Fondo Fiduciario Federal de Infraestructura Regional) s/ Cumplimiento de contrato


    N, 478, L. XLI, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Interpretación de las normas. Ley de emergencia. Retiro voluntario. 


    Inteligencia de normas federales. Emergencia administrativa.


    En la tarea de establecer la inteligencia de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  No parece razonable inferir del plexo normativo en materia de emergencia administrativa, que el retiro voluntario solamente estuviera previsto para el personal que no pudiera ser transferido por un impedimento atribuible a la Administración.  La ley 23.696 expresa un verdadero sistema destinado a enfrentar la emergencia a través de un proceso de transformación del Estado y su Administración Pública, donde se destaca, como elemento singular, la política de privatizaciones decidida y desarrollada por el legislador y en el cual se le han otorgado amplias facultades al Poder Ejecutivo. Asimismo, cabe poner de relieve que el capítulo IV de esta ley está destinado a la "protección del trabajador" y establece que durante el proceso de privatización "el trabajador seguirá amparado por todas las instituciones legales, convencionales y administrativas del derecho del trabajo".  Cuando la letra de la ley no exige un esfuerzo de interpretación, la norma debe ser aplicada directamente con prescindencia de consideraciones que limiten o excedan los supuestos comprendidos en ella y procurando dar pleno efecto a la intención del legislador.  La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción.  A fin de analizar la validez constitucional del régimen de consolidación de deudas dispuesto por ley 23.982, al que remite expresamente la ley 25.344, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia, así como también que la restricción que aquélla impone al ejercicio normal de derechos patrimoniales tutelados por la Constitución debe ser razonable, limitada en el tiempo y constituir un remedio a la grave situación excepcional, sin provocar la mutación en la sustancia o esencia del derecho reconocido.  La demora en percibir las acreencias no significa una violación constitucional, y no es exacto sostener que se suspende por varios años el cobro de la deuda, pues se realizan periódicos pagos parciales y, en caso de ser necesario, existe la posibilidad de enajenar los bonos en el mercado.


    Arpe, José Eugenio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Resolución 678/97 s/ Empleo público


    A, 1093, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Costitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Borrione, Sergio Omar Aníbal c/ Calandra, Mateo Pedro y otro s/ Ejecución hipotecaria


    B, 1386, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Waldman, Mario Bernardo y otros c/ Abbruzzese, Claudia


    W, 87, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Emerging Markets Fixed Income Ltd. c/ Alessandrini, Jorge Fabián y otro s/ Ejecución


    E, 299, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Fecred S.A. c/ De la Vega, Máxima Haydeé s/ Ejecución hipotecaria


    F, 845, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Blanco, José Ignacio c/ Marítima de Servicios S.R.L. s/ Ejecución hipotecaria


    B, 1887, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Cosa juzgada. 


    Remisión  al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria". Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    EG3 S.A. c/ Bonomi, Carlos H. s/ Ejecución hipotecaria


    E, 235, L. XL, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Reserva de la cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    En el marco del recurso extraordinario, no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera fórmulas sacramentales. Si las cuestiones federales relativas a la regularidad constitucional del régimen de emergencia y de refinanciación hipotecaria fueron tratadas por los jueces del caso, tal acto torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito en una instancia superior.


    Cooperativa de Crédito, Vivienda y Consumo Limitada c/ Funes, Sonia Analía


    C, 1781, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Gravamen actual. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Resulta prematuro expedirse en esta oportunidad si se encuentra pendiente un pedido de caducidad, cuyo resultado puede proyectarse sobre esta presentación directa y que, a todo evento, debe ser abordado en la instancia procesal correspondiente, máxime cuando la Corte tiene resuelto reiteradamente, que los fallos del Tribunal deben atender a circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario.


    Banfi, José León c/ Poder Ejecutivo Nacional


    B, 110, L. XXXIX, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Norma de carácter federal. 


    Requisitos propios. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria a las pretensiones del recurrente.


    Procede el recurso extraordinario si se halla en tela de juicio la inteligencia y aplicación de la ley 23.696 y demás normas reglamentarias -que revisten carácter federal- y lo resuelto por el superior tribunal de la causa es contrario al derecho que esgrimió el recurrente.


    Gentini, Jorge Mario y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro s/ Partido Accionario Obrero


    G, 1326, L. XXXIX, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Demanda de inconstitucionalidad. Rechazo del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Bank Boston N.A. c/ Agravano, Ariel s/ Ejecución hipotecaria


    B, 952, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Pagaré. 


    Ejecución de pagaré librado en dólares. Aplicación legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820). Subasta pendiente de aprobación. Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Tere


    Álvarez, Juan Carlos c/ Schiaffino, Ángel José y otros s/ Ejecutivo


    A, 1306, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Moneda extranjera. Ley de emergencia. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro".


    Textil Carril S.R.L. c/ James Smart S.A. s/ Ejecutivo


    T, 227, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pago por consignación. Ley de emergencia. Desestimación del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Las discrepancias de la recurrente en orden al alcance asignado por el a quo a las reservas formuladas por el vendedor en los recibos de pago y el efecto liberatorio atribuido a las prestaciones cumplidas y a la consignación de autos, la constitución en mora de las partes y sus consecuencias legales, son cuestiones opinables de derecho, ajenas al recurso extraordinario, cuyo carácter es excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que les son privativas ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales. Toda vez que las críticas del quejoso pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador, que exteriorizan fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, dicha circunstancia obsta a la admisión del recurso.


    Falcón, Pablo y otro c/ Curolan S.A. s/ Consignación


    F, 702, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. Ley de emergencia. Moneda extranjera. Cuestión federal. Interpretación de tratados internacionales. 


    Corresponde declarar procedente el recurso extraordinario, si los argumentos aducidos en él, en cuanto se relacionan con la aplicación de las normas de emergencia respecto de obligaciones expresadas originariamente en moneda extranjera, podrían, prima facie, involucrar cuestiones de orden federal susceptibles de examen en la instancia del artículo 14 de la ley 48. Lo atinente a la interpretación de tratados internacionales -Ley Suprema de la Nación (art. 31 de la Constitución Nacional)- suscita cuestión federal de trascendencia a los efectos de la habilitación de la vía del artículo 14 de la ley 48. Sore la base de lo dispuesto en el artículo 1°, inciso e), del decreto 410/02 y en los textos pertinentes de la Convención de Panamá, ratificada por ley 22.691, que en su artículo 3 establece que "todas las obligaciones resultantes de una letra de cambio se rigen por la ley del lugar donde hubieren sido contraídas", si la letra se suscribió en Guayaquil, Ecuador, la obligación (es decir, su objeto, la prestación) debe regirse por la ley ecuatoriana y no por la argentina. La interpretación de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta su contexto general y los fines que las informan. Ello supone no sólo armonizar sus preceptos, sino también conectarlos con las demás normas que integran el orden jurídico, de modo que concuerden con su objetivo y con los principios y garantías que emanan de la Constitución Nacional.


    Sanes S.A. c/ Sanes S.A. c/ Sanes S.A. p/ Ejecución cambiaria


    S, 1965, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia. Moneda extranjera. Cuestión federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Corresponde declarar procedente el recurso extraordinario si los argumentos aducidos en él, en cuanto se relacionan con la aplicación de las normas de emergencia respecto de obligaciones expresadas originariamente en moneda extranjera, podrían, prima facie, involucrar cuestiones de orden federal susceptibles de examen en la instancia del artículo 14 de la ley 48.


    Refmar S.R.L. c/ Zetone y Sabbag S.R.L.


    R, 648, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. Sistema de refinanciación hipotecaria. Arbitrariedad. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario cuando éste se funda tanto sobre la base de materia federal, como también en la arbitrariedad del pronunciamiento apelado, ya que existe íntima vinculación entre ambos supuestos.


    Sklar, Claudio c/ Seib, Carlos s/ Ejecución hipotecaria


    S, 64, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa G. 560, L. XL, “Gramajo, Marcelo Eduardo s/ Robo en grado de tentativa -causa n° 1573-“.


    R., Marcelo Alejandro s/ Causa n° 5436


    R, 821, L. XLI, 11 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Ley de emergencia. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Garófalo, Francisco c/ Pisano, Daniel s/ Ejecución hipotecaria


    G, 606, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ley federal. 


    Resulta procedente el recurso extraordinario toda vez que se ha cuestionado la validez de los decretos 1382/01, 1407/01 y 1604/01, normas de carácter federal, y la decisión final en la causa fue contraria a las pretensiones que la parte apelante fundó en sus disposiciones.


    Federación Nacional de Trabajadores Camioneros y Obreros del Transporte Automotor de Cargas y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional


    F, 1336, L. XL, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Obras sociales. Inconstitucionalidad. Gravedad institucional. 


    Procede el recurso extraordinario si la situación planteada está contemplada en el art. 2° de la ley 48 y la decisión final del pleito ha sido adversa al derecho que el apelante funda en ella.  El decreto ley 8999/62 de la provincia de Buenos Aires fue sancionado a efectos de crear la Caja de Previsión y Seguro Médico de la Provincia de Buenos Aires como ente autárquico para la realización de un sistema de previsión y asistencia fundado en los principios de solidaridad profesional, y de su texto se desprende que el capital estaría formado, entre otros tantos ítems, por el 10 % adicional a cargo de las obras sociales -en general, sin distinguir entre los estatales y privadas- que se haría sobre la facturación por servicios prestados por los médicos afiliados.  No resulta razonable entender que la norma del decreto-ley 8999/62 de la provincia de Buenos Aires haya violado derechos constitucionales al no haber hecho una distinción entre los distintos tipos de obras sociales, así como tampoco es posible considerar que era irrazonable el aporte adicional que establecía el art. 35, inc. d, en el momento en que la caja recién se creaba y necesitaba formar su capital, máxime cuando la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico.


    Obra Social para Empleados de Comercio y Actividades Civiles c/ Caja de Previsión y Seguro Médico de la Provincia de Buenos Aires


    O, 420, L. XL, 16 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pagaré. 


    Ejecución de pagaré librado en dólares estadounidenses. Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rogers, Eima Narlu c/ Bagnato, Salvador y otro


    R, 1708, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Ley de emergencia. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictámen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Glasman, Michel c/ Begorre, Carlos s/ Ejecutivo


    G, 372, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Reserva de la cuestión federal. Revocación de la sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otrosc/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    En el marco del recurso extraordinariono no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino en el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que dicho planteo requiera de fórmulas sacramentales.


    Ferrari, Ana María c/ Araya, Rosa


    F, 363, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. Sistema de refinanciación hipotecaria. Constitucionalidad de las leyes. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    La sentencia configura un todo indivisible demostrativo de una unidad lógico-jurídica, criterio que torna procedente el tratamiento por la Corte Suprema del fondo de la cuestión relativo a la constitucionalidad de las normas ley 25.798 (texto según ley 25.908) y el decreto 1284/2003.


    Calentino, Carlos c/ Guidita, Sebastián s/ Ejecución hipotecaria


    C, 1069, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sistema de refinanciación hipotecaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Al asumir los deudores, de modo explícito, la diferencia que resulte entre el importe que abone el ente fiduciario y el que determina la sentencia por aplicación del esfuerzo compartido, no existe la colisión que señaló el a quo como fundamento de su decisorio, entre el sistema establecido por la norma y el pronunciamiento judicial que ha cerrado la controversia sobre la moneda de pago. Ello es así, toda vez que los deudores, sin perjuicio de la refinanciación a la que adhirieron, han consentido expresamente tal pronunciamiento, tomando a su cargo el saldo que reste hasta completar el importe de la condena calculado del modo establecido en la sentencia.


    Curolan S.A. c/ Furno, Sergio A. s/ Ejecución hipotecaria


    C, 710, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia parcial. Confirmación de sentencia. Ley de convertibilidad. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Cuestiones de hecho, prueba y derecho público local. Falta de arbitrariedad: meras discrepancias con la resolución recurrida.


    Respecto de la pretensa arbitrariedad de la sentencia por la falta de aplicación de la ley 23.928, el recurso es formalmente inadmisible y por ello, fue incorrectamente concedido, pues si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a la omisión de aplicar la ley de convertibilidad, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y de derecho local que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48.  En tales condiciones, en tanto en la decisión se aplican normas de derecho local, sin que se sustente -en principio- en fundamentos irrazonables, y los argumentos de la Provincia apelante no se dirigen a cuestionar su aplicación al caso sino que se limitan a agraviarse por el supuesto desconocimiento de la ley 23.928, no hay cuestión federal, en ese sentido, a dilucidar.  La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamientos que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    Tecsa S.A. c/ Provincia de Formosa y otro s/ Contencioso administrativo


    T, 544, L. XLII, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Rechazo del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Liberman, Oscar Norberto c/ Godoy, María de las Mercedes s/ Ejecución hipotecaria


    L, 1128, L. XLI, 06 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Jucicios universales. Fuero de atracción. Verificación de créditos. 


    Decisiones que deniegan el fuero federal. Carácter de actora de la concursada.


    Si bien las decisiones atinentes a la determinación de competencia que surgen con motivo del fuero de atracción, no constituyen sentencia definitiva o equiparable a tal que habiliten el remedio excepcional, tal requisito se suple cuando media denegatoria del fuero federal.  El fuero de atracción de los juicios universales -sean de sucesión o concurso-, opera aun tratándose de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine la jurisdicción.  Si bien la concursada reviste el carácter de actora en la demanda, esta acción constituye el ejercicio de una vía de revisión en sede judicial de la decisión administrativa que determina la existencia del crédito cuyo cobro se pretende y que ineludiblemente debe reclamarse en el concurso preventivo de la supuesta deudora, ya que importa una demanda judicial que discute la existencia del crédito, materia ésta que debe sujetarse al régimen establecido por la ley de concursos, salvo las excepciones allí previstas.  Si el organismo administrativo reconoció haber iniciado el período de verificación de crédito, por la sumas reclamadas en concepto de impuesto a las ganancias, ello demuestra la estrecha vinculación de dicho trámite concursal con la acción que impugna la determinación oficiosa de la deuda fiscal, la que debe tramitar conjuntamente con el citado incidente de verificación ante el juez del proceso concursal.  El objeto de la verificación de créditos no es un mero trámite de verificación formal sino de determinación de la real existencia del crédito.


    Baterplac S.R.L. c/ AFIP


    B, 109, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios. Costas. 


    Cuando las conclusiones del a-quo no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio, advirtiéndose que las críticas del apelante sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, sin resultar suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta, no corresponde habilitar la instancia extraordinaria.  Las cuestiones atinentes a la regulación de honorarios en las instancias ordinarias constituye, como regla, materia ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48, pues la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos profesionales cumplidos y la aplicación de normas arancelarias no son, a raíz de su carácter fáctico y procesal, cuestiones susceptibles de tratamiento por la vía extraordinaria.  La imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal.  La constitución y composición de los tribunales de la causa, al igual que las cuestiones vinculadas con las formalidades de la sentencia, y el modo de emitir el voto en dichos tribunales cuando son colegiados, constituye materia ajena al recurso extraordinario.


    AUT-O-GAS S.A. c/ Yacimientos Pretrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Incidente de regulación de honorarios


    A, 488, L. XLII, 12 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja (procesal). 


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 2225, L. XLI.


    A., Adur s/ Prescripción de la acción -causa nº 22.907-.


    A, 211, L. XLII, 16 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 2293, L. XLI, caratulada Recurso de hecho deducido por Peugeot Citroen Argentina S.A. en los autos "Automotores Saavedra S.A. c/ Fiat Argentina S.A.".


    Automóviles Citroën Argentina S.A. (automóviles Saavedra S.A.) c/ Fiat Argentina S.A.


    A, 2300, L. XLI, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 86, L. XLI.


    Cohen Arazi, Eduardo c/ Estado Nacional - Jefatura de Gabinete Resolución 155/01


    C, 3616, L. XL, 16 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos de admisibilidad. Asegurador por riesgos del trabajo. Accidentes de trabajo. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Ausencia de sentencia definitiva.  Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVIII, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”.


    La Corte tiene dicho que las cuestiones federales resueltas por autos no definitivos, durante la tramitación del litigio, son susceptibles de conocimiento por la Corte en ocasión del recurso extraordinario que incumba deducir contra el fallo final de la causa.  La normativa de la Ley de Riesgo del Trabajo es de índole común y las aseguradoras en esta materia poseen la calidad de entidades de derecho privado.


    Venialgo, Inocencio c/ Mafre Aconcagua Aseguradora de Riesgo de Trabajo


    V, 159, L. XLI, 26 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones de hecho y derecho público local: ajenas al recurso extraordinario.


    Las cuestiones de hecho y derecho público local resultan extrañas, por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley Nº 48, y la apreciación de la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, cuando deciden sobre aspectos de aquélla índole.  La competencia del juez del concurso no puede comportar mengua ni menoscabo de los poderes y funciones atribuidos por las leyes a las autoridades administrativas.  Si el acto administrativo en estudio no fuese recurrido, tal circunstancia conllevaría al reconocimiento de su legitimidad, sin que conste alegación o prueba en contrario.  La resolución respecto a la procedencia o improcedencia del recurso local, no es revisable en la instancia extraordinaria, máxime cuando los agravios presentados por los recurrentes sólo reflejan discrepancias con las razones que, sobre materia no federal -derecho público y procesal local-, sustentan la decisión, que, al margen de su grado de acierto, bastan para acordarle validez.


    Provincia de Río Negro s/ Mandamus


    P, 440, L. XLI, 06 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la casua M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad artículo 39 Decreto 7.881/84".


    Ansaldo, Nora Norma s/ Sucesión intestada


    A, 1919, L. XL, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tribunal de enjuiciamiento. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. 


    Tribunal de enjuiciamiento. Pedido de habilitación de feria. Resolución no asimilable a definitiva: improcedencia de la vía extraordinaria.


    Para habilitar la instancia de excepción del artículo 14 de la ley 48, la resolución apelada debe ser definitiva o equiparable a esa categoría. Dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando la decisión impugnada cause un agravio que por su magnitud y circunstancia, de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional.  Esta doctrina es aplicable a procesos de enjuiciamiento de magistrados o a aquellos a él vinculados, pues aun cuando el principio general en la materia indica que se trata de cuestiones que, de ordinario, no son justiciables, por ser un trámite con características especiales, la jurisprudencia fue extendiendo los temas que pueden ser sometidos a revisión judicial. Primero en procesos seguidos contra jueces provinciales y luego contra magistrados, pero siempre que el apelante satisfaga todos los requisitos formales y sustanciales del recurso extraordinario y siempre que pudiera encontrarse seria y gravemente afectado el derecho de defensa.  La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.  La falta de elementos que acrediten los agravios que se denuncian, así como la posibilidad de que los daños que se invocan puedan encontrar solución en el proceso de juicio político, impide habilitar esta vía. Es que el cumplimiento de los recaudos aludidos no es un mero requisito formal para abrir la instancia extraordinaria, sino, antes bien, es el presupuesto ineludible que permite acudir a los órganos judiciales para controlar las decisiones adoptadas en los procesos de remoción de magistrados. Máxime cuando el impugnante cuenta con otros medios judiciales idóneos que le permiten cuestionar la decisión final del jurado, en caso de que ésta le resulte desfavorable.


    Gallardo, Roberto Andrés c/ Consejo de la Magistratura de la Ciudad


    G, 1, L. XLII, 27 de enero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Mayser S.A. c/ Palamito, Carlos Alberto


    M, 3398, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Estese al dictamen de la causa Comp. 1900, L. XLI, “Y.P.F. c/ Lareu Marcelo Andrés s/ Ordinario”.


    YPF S.A. c/ Lareu, Marcelo Andrés s/ Materia a categorizar


    COMP, 91, L. XLII, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas A. 436, L. XXXV, “Ahumada, Mariano Moisés y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa – s/ Personal Militar y Civil de las FF. AA. y de Seguridad” y B. 408, L. XXXV, “Bandic, Alejandro Hernán c/ I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las FF. AA. y de Seguridad”.


    Alonso, María Rosa y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    A, 605, L. XLI, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 324, L. XXXIX, “Asociación Argentina Distribuidores Representantes de Editoriales c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos".


    Asociación Argentina Distribuidores Representantes de Editores c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos


    A, 389, L. XXXIX, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria".


    Castagnola, Carlos Alberto c/ Pacer, Carlos Guillermo


    C, 2640, L. XLI, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI “Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero”.


    Paredes, Julio Clemente c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    P, 1262, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se devuelven las actuaciones al Tribunal.


    Guerra, Natalia Inés y otra c/ Vinocur, Liliana Mónica y otras


    G, 1854, L. XLI, 25 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se remite la causa para agregar a los autos principales.


    Mencillo, Víctor Aníbal y otra c/ Ayala de Suárez, Clelia Yolanda


    M, 2061, L. XLI, 12 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se solicita remisión de la resolución del incidente de revisión de crédito planteado por la actora en el concurso de la demandada.


    Tilex Investment S.A. c/ Compañía General de Hacienda S.A.


    T, 464, L. XLI, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Accidente de tránsito. Ejecución de sentencia. Emergencia económica. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior.  En la tarea de establecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  Cabe tener presente como premisa fundamental que la declaración de invalidez constitucional de un precepto de jerarquía legislativa constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico  Por ello, sólo cabe formularla cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados  Cuando una situación de crisis o de necesidad pública exige la adopción de medidas tendientes a salvaguardar los intereses generales, se puede, sin violar ni suprimir las garantías que protegen los derechos patrimoniales, postergar, dentro de límites razonables, el cumplimiento de obligaciones emanadas de derechos adquiridos. No se trata de reconocer grados de omnipotencia al legislador ni de excluirlo del control de constitucionalidad, sino de no privar al Estado de las medidas de gobierno que considere útiles para llevar un alivio a la comunidad. De ello se desprende que, si por razones de necesidad, sanciona una norma que no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos ni les niega su propiedad, sino que sólo limita temporalmente la percepción de aquellos o restringe el uso de ésta, no hay violación del art. 17 de la Constitución, sino una limitación impuesta por la necesidad de atenuar o superar una situación de crisis.  En condiciones de emergencia social o económica, la facultad de regular los derechos personales puede ser más enérgicamente ejercida que en los períodos de sosiego y normalidad; el gobierno está facultado para establecer la legislación pertinente con el límite de que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías individuales o las restricciones que la misma Constitución contiene en salvaguarda de las instituciones libres.


    Ávalos, Hugo Mariano c/ Czumadewski, Alejandro s/ Ejecución de sentencia - incidente civil


    A, 1125, L. XL, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción contencioso administrativa. Cuestion federal. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    La cita genérica de las disposiciones de carácter federal no es suficiente para tener por configurada dicha cuestión.  Lo relativo a la exégesis de la voluntad contractual suscita el examen de cuestiones de hecho y de derecho común, cuyo esclarecimiento compete a los jueces de la causa y resultan extraños a la vía del recurso extraordinario; máxime, cuando aquellos han expuesto motivaciones suficientes de igual carácter que impiden descalificar su decisión como acto judicial válido.  El carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad, no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales a raíz de su mero disenso con el fallo, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional,  y exige que medie un inequívoco apartamiento de las normas que rigen el caso o una decisiva carencia de fundamentación.


    Distribuidora de Gas del Centro S.A.  - Ecogas/ Contecioso Administrativo de Plena Jurisdicción


    D, 458, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho público local. Defensa en juicio. Jueces naturales. Revocación de la sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 139, L. XLII “Aragón Zwieger, Estela Alejandra c/ Estado Pcial. de San Luis y Sup. Gob. de la Provincia de San Luis s/ Demanda contencioso administrativa”.


    Olmedo, Magdalena Luisa c/ Gobierno de la Provincia de San Luis s/ Demanda contenciosa administrativa


    O, 241, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Depósito a plazo fijo. Revocación de sentencia. 


    Las cuestiones concernientes a los depósitos a plazo fijo, remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo” y respecto a la discusión del fondo  común de inversión, remisión al dictamen de la causa M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Lepera, Graciela Nancy y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Economía- Resolución 9/02 s/ Amparo Ley 16.986


    L, 530, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    La sentencia que rechaza el amparo no habilita la instancia del recurso extraordinario federal.  Ausencia de sentencia definitiva.


    A efectos de habilitar la instancia del Art. 14 de la ley 48, el recurso debe dirigirse contra una sentencia definitiva o asimilable, calidad de la que carecen las que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria.  Cabe destacar que la sentencia recurrida no importa un pronunciamiento contrario a los derechos de las apelantes, sino sobre la improcedencia de la acción instaurada (por ausencia de ilegalidad o arbitrariedad manifiesta) para poner en debate el respecto a esos derechos, ni existe, en consecuencia gravedad institucional que justifique prescindir del requisito de sentencia definitiva.   La ausencia del recaudo de "definitivo" que debe tener el pronunciamiento recurrido no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Comunidades Indígenas La Bendición y El Arenal c/ Refinería del Norte S.A. (Refinor) y Conta S.R.L. s/ Amparo


    C, 4418, L. XLI, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 602, L. XLII, “Bonasi, Héctor Constante c/ Estado Nacional – AFIP s/ Amparo Ley 16.986 y medida cautelar”.


    La Corte carece de jurisdicción para examinar los agravios fundados en la arbitrariedad de sentencias, toda vez que la apelación federal fue denegada por el a quo en este aspecto y la apelante no dedujo la correspondiente queja.


    Montagna, Edmundo Ángel c/ Estado Nacional - AFIP- s/ Amparo Ley 16.986 y medida cautelar


    M, 516, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el estado. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561- Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo  ley 25.561".


    Gaitán, María Carolina y otros c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    G, 1534, L. XLI, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, “Galli, Hugo Gabriel  y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional (Ley 25.561 Decretos 1570/01,241/02) s/ Amparo Ley 25.561”.


    Paulovich, Claudia Alejandra c/ Poder Ejecutivo Nacional - Banco Macro s/ Amparo


    P, 1643, L. XL, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones recurribles. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Cuando el recurso extraordinario se interpone contra un pronunciamiento dictado por un juez de primera instancia, es asimilable la decisión recurrida con aquellas dictadas por el superior tribunal de la causa sobre la base del monto cuestionado en el juicio y la inapelabilidad prevista por el artículo 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  Las resoluciones en materia de competencia no habilitan la instancia extraordinaria en los términos del artículo 14 de la ley 48, sino media denegación del fuero federal.  La distribución de competencia entre los tribunales permanentes del país, es cuestión extraña a la garantía de los jueces naturales y ajena al recurso extraordinario.


    Di Paolo, Humberto c/ SPM Sistema de Protección Médica S.A. s/ Amparo


    D, 1651, L. XLI, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa “Castillo”, Fallos: 327:3610 y a los dictámenes de las causas S. 1781, L. XLI, “Strangio, Domingo c/ Cattorini Hnos. S.A.I.C.” y E. 192, L. XLII, “Espósito, Mauro c/ Carrefour Arg. S.A.”.


    Tosti, Néstor O. c/ Garovaglio y Zarraquín S.A. s/ Daños y perjuicios


    T, 630, L. XLII, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa F. 72, L. XXXIX, "Falcón, Isabel Y. de c/ Estado Nacional- M º de Economía".


    Usenki, Dora Haydeé c/ Poder Ejecutivo Nacional


    U, 68, L. XL, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Caducidad de instancia. Cuestiones de hecho y prueba. Carga procesal. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Fiore, Sabina Inés le pide la quiebra Magallanes Daniel s/ Recurso extraordinario


    F, 1733, L. XLI, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 1019, L. XXXIX, “Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Loba Pesquera S.A. Marit. Com. e Ind. s/ Ejecución hipotecaria”.


    Bilotte, Alberto Jorge c/ Lynn, Osvaldo Juan y otra


    B, 2422, L. XLI, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Concesión de servicio público. Confirmación de sentencia. 


    Demanda contra Estado Nacional. Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios. Art. 36 del Régimen Tarifario de la Concesión. Concesión de servicio: "cargo por conexión del agua". Pretensa devolución de sumas cobradas por el servicio y ejecución del reintegro. Supuesto exceso de competencia. Ausencia de arbitrariedad.


    El thema decidendum consiste en dilucidar la discrepancia que separa a las partes con relación al alcance del Art. 36 del Régimen Tarifario de la Concesión, a efectos de determinar si los valores allí consignados están destinados a sufragar a la entonces concesionaria del servicio las tareas administrativas (de aprobar y de supervisar) los trabajos y materiales para la ejecución de la "conexión domiciliaria" a cargo de los usuario -tal como lo sostiene la actora- o si, por el  contrario, dichos valores remuneran los trabajos, materiales y costos necesarios para ejecutar la "conexión domiciliaria" a cargo de la concesionaria del servicio, sin que el usuario tenga que pagar suma alguna adicional a tales montos, tal como afirman los jueces que resolvieron el caso.  Contrariamente a lo argumentado por la actora, a partir de la privatización del servicio se modificó sustancialmente el marco jurídico del "cargo por conexión", sin que sea posible mantener la ultra actividad de las normas que rigieron los servicios prestados por su incompatibilidad con aquél.  Sin perjuicio de señalar, como bien afirma el a quo, que el nuevo texto sólo puso a cargo de los usuarios el pago de las conexiones, no así su construcción, las normas reglamentarias tampoco previeron que los usuarios estuvieran obligados, simultáneamente, a abonar el cargo por conexión (entendido como derecho, como postula la actora) como también los gastos por ejecutar y proporcionar el material necesario para las obras de construcción de las conexiones, sino que, como se verá en las disposiciones cuya aplicación reclama la actora, ambas posibilidades se regularon en forma independiente, pues el pago del cargo por inspección y empalme tenía como contrapartida la instalación y provisión de la totalidad de los materiales por el usuario.  En la especie, este aspecto de la cuestión adquiere particular relevancia, ya que conducirá a establecer si resulta compatible dicho régimen en lo que '... resulte aplicable" (Art. 5° incs. b y c del Marco Regulatorio) y "en lo pertinente" (punto 1.6.1. del pliego de bases y condiciones y punto 1.6.1. del contrato de concesión) con el Art. 36 transcripto, pues la naturaleza del "cargo por conexión" constituye el planteo principal de la apelante.  Una correcta hermenéutica de las normas lleva a confirmar el criterio de la alzada pues, tal como ella infirió, dichos regímenes, al establecer la diferencia entre las obligaciones de hacer y de dar sumas de dinero a cargo del usuario, disponen que éstos tienen el deber de "... instalar a su cargo los servicios domiciliarios internos" -es decir, los que van de la línea municipal (o de la llave de paso) hacia adentro de un inmueble-, aunque, cuando se refiere a la “conexión domiciliaria", por el contrario, establecen que los usuarios "Están, (...) obligados al pago de la conexión domiciliaria...".  En cuanto al reproche que formula la apelante a la orden de reintegro dispuesta en el Art. 2° de la resolución 115/94 por estimar que excede la competencia del ETOSS para disponerla, en razón de que el punto 13.5 del contrato únicamente regula la competencia para aplicar sanciones a la empresa, no así para que reintegre suma alguna a los usuarios, no puede prosperar. Ello es así, pues la competencia del ETOSS para ordenar el reintegro de los importes cobrados en exceso, encuentra su fundamento en el Marco Regulatorio (Arts. 3°, inc. e, 13, 17 primer párrafo, inc. u y último párrafo) y se compadece con la expresa disposición contenida en el Art. 42 de la Constitución Nacional que obliga a las autoridades públicas a velar por la tutela de los derechos de los usuarios.  No cabe atribuir otra inteligencia a la cuestión en debate que aquella sustentada por la Alzada, en tanto y en cuanto decidió, con ajuste a las normas vigentes y a los hechos de la causa, confirmar la resolución 115/94.  Sin embargo, respecto de la carga impuesta a la concesionaria, en el Art. 7 de la resolución aludida, para que ponga “…en conocimiento de los usuarios perjudicados que la devolución ha sido adoptada como consecuencia de la intervención del Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios, remitiéndoles copia de la presente resolución”, ha devenido abstracta, toda vez que por decreto 303/06 se rescindió el contrato de concesión entre el Estado Nacional y la actora.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios


    A, 1339, L. XL, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad. Emergencia económica. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En lo concerniente a la constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908) remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Lesa, Olinda c/ Costanzo o Costanzo y Bonilla, Miguel Ángel


    L, 103, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Refinanciación hipotecaria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En lo concerniente a la Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908) remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV."


    La existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), pueda optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria. (Art. 16, Inc. d de la ley 25.798, reformado por el Art. 2 de la ley 25.908).


    Cazachkoff, Isaías c/ Azcuy, Claudio Efraín y otro


    C, 4536, L. XLI, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contrato de comisión. Ley de emergencia económica. Constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    González, Jorge Roberto y otro c/ Campobasso, Franco s/ Consignación


    G, 521, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión federal. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1597, L. XL. "Cardiocorp S.R.L. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Rapel S.A.C.I.F.I. y A. y otro c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    R, 1456, L. XLI, 31 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa "Transportes Almanzora SA c/ ASEA Brown Boveri SA s/ Prepara vía ejecutiva s/ Requerimiento de inhibitoria", resuelto de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General.


    ABB S.A. / Transporte Almanzora S.A.


    COMP, 1178, L. XL, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones procesales. Falta de agravio concreto. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. Improcedencia del recurso. 


    Las decisiones relativas a la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento del recurso extraordinario, ya que por la índole exclusivamente procesal de las cuestiones que suscitan, no exceden el marco de las facultades que le son propias a los jueces de la causa. Se ha hecho excepción a esta regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación  idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de las garantías del debido proceso y la defensa en juicio consagradas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, tal como sucede cuando lo resuelto implica un exceso de rigor formal incompatible con esos principios constitucionales.  Sin embargo, no es ésa la situación que se presenta en el caso si el a quo ha dado razones suficientes de su decisión relacionadas con el alcance que entiende corresponde asignar a la norma procesal, de acuerdo a otros precedentes del mismo tribunal y a la opinión de doctrina especializada, las cuales, en tanto no se demuestre un notorio desvío de las leyes aplicables ni una total ausencia de fundamentación, impiden aplicar la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.  Asimismo, se ha destacado el carácter irrevisable de las decisiones de los superiores tribunales que, con fundamentos de derecho procesal, rechazan recursos de revisión sin arbitrariedad, máxime teniendo en cuenta que esa doctrina es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden recursos extraordinarios de orden local.  Tampoco resulta admisible el agravio relativo a la violación del principio constitucional de igualdad ante la ley pues, el desmedro de ese derecho fundamental se configuraría si emanase la desigualdad del texto mismo de la ley, y no de la diversa interpretación que pudieran acordarle los jueces.


    S., Ángel Fabián s/ Lesiones leves calificadas -causa N° 21/97-


    S, 1978, L. XLI, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Derechos patrimoniales. Excepción de incompetencia. Revocación de sentencia. 


    Excepción al requisito de sentencia definitiva: privación de la jurisdicción de los tribunales argentinos.


    Si bien como regla las decisiones que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de la ley n° 48, cabe hacer excepción al principio cuando la resolución impugnada importa, privar al quejoso de la jurisdicción de los tribunales argentinos para hacer valer sus derechos y, en consecuencia, alcanzar el eventual acceso a la instancia federal por agravios de naturaleza constitucional.  En el caso, respecto de la cuestión de competencia, el artículo 352 del Código de rito, en cuanto habilita a la Corte, cuando actúa en instancia originaria, y a los jueces federales con asiento en las provincias, para declararse incompetentes "... en cualquier estado del proceso...", permite inferir que los restantes tribunales nacionales han de ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los artículos 4, 10 y 352 de aquél Código.  A fin de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que la actora realiza en la demanda y luego, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como base del planteo.  Cuando lo debatido en un caso se refiera a un asunto exclusivamente patrimonial del que aún no se ha corrido traslado a las requeridas, la declaración de incompetencia se evidencia por de pronto prematura, habida cuenta de la naturaleza eminentemente prorrogable de la cuestión, y restringida, en tales supuestos, de la declinatoria oficiosa.


    José Cartellone Construcciones Civiles S.A. y otro c/ Electrowatt Ingineering Chile S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    J, 185, L. XLI, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Defensa de la competencia. Interpretación y aplicación de la ley. Autoridad de aplicación. Revocación de sentencia. 


    Disposiciones aplicables: Art. 58 de la Ley 25.156, Art. 12, 16 y 17 de la Ley 22.262, La sección II del Capítulo II de la ley 22.262.


    En cuanto al fondo del asunto, cabe analizar qué órgano entiende competente para dictar las multas en examen.   Las disposiciones legales mencionadas en referencia no hace más que reflejar la intención del legislador, en cuanto delimita la competencia de la Comisión Nacional al prever el ejercicio de las facultades apropiadas para el funcionamiento del organismo, que está básicamente destinado a la investigación de hechos hipotéticamente lesivos de la competencia, y a un estudio de los mercados, también enuncia las medidas que puede adoptar el secretario de Estado de Comercio y Negociaciones Económicas internacionales una vez concluida la investigación sumarial. Es decir que se lo faculta tanto a adoptar recaudos que eviten la instalación y desarrollo de una actividad anticompetitiva, cuando a imponer multas y solicitar la disolución y liquidación de la sociedad infractora.   Son facultades de la Comisión Nacional: la instrucción e investigación de las infracciones a la ley, como también la de emitir  los dictámenes pertinentes que indiquen y aconsejen a la autoridad administrativa competente, cuando la ley así lo prevé, el tratamiento a seguir en las actuaciones;  la facultad  resolutoria de estos procedimientos,  por  medio  del  dictado  de  actos  administrativos,  ello es así hasta tanto el Tribunal Nacional, creado por la ley 25.156 se constituya, en cuyo caso le corresponderá, tanto la tarea instructoria como la de decisión, mientras rija el sistema de transitoriedad previsto en su Art. 58.


    Credit Suisse First Boston Private Equity Argentina II y otros s/ Apelación Resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    C, 1216, L. XLI, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen emitido en I. 136, L. XLII "Indovino de Villafañe Elisa Gladis c/ Gobierno Provincia de Mendoza".


    Indovino de Villafañe, Elisa Gladis c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza


    I, 135, L. XLII, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho de los beneficios de la seguridad social. Vistas y traslados. 


    Remisión al precedente de Fallos: 327:4607 (Milone).


    A., A. R. p/s y en rep. de sus hijos menores N. A. y M. O. M. A.


    A, 2486, L. XL, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Desistimiento de la acción. 


    Se solicita se exima de opinión al Procurador.


    Halperin, Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    H, 154, L. XLI, 10 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Despido. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a los Fallos: 327:4422 ("Valente") y al dictamen de la causa L. 643, L. XXXIX, "Lynch, Cecilia c/ Banco Bansud S.A. s/ Despido".


    Valle, Fernando José c/ Banco Bansud S.A. s/ Despido


    V, 359, L. XLI, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión no federal. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 996, L. XLI, "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido".


    Mas, Cristian Alejandro c/ Coto C.I.C. S.A. s/ Despido


    M, 3296, L. XLI, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión a los Fallos: 327:4422 ("Valente") y al dictamen de la causa L. 643, L. XXXIX, "Lynch, Cecilia el Banco Bansud S.A. s/ Despido"


    Montero, Julio César c/ Exologística S.A. y otro s/ Despido


    M, 3052, L. XLI, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Diferencias salariales. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. Accionariado obrero".


    Milone, Santiago c/ Ministerio de Obras y Servicios Públicos s/ Diferencia de salario


    M, 1871, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Interpretación de la constitución. Facultades delegadas. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del Art. 14 de la ley 48. También tiene dicho la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino atiende solamente a supuesto de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.   Es formalmente inadmisible el recurso extraordinario intentado por el Estado provincial, toda vez que no se ha puesto allí en tela de juicio la aplicación e interpretación de normas de carácter federal, sino que los agravios invocados conducen al examen de cuestiones de derecho procesal y público local, pues se halla en tela de juicio la aplicación del régimen de consolidación de la deuda pública instituido por el Estado provincial, sin que la adhesión dispuesta en tales ordenamientos a las leyes nacionales altere la naturaleza del derecho público local de los regímenes instaurados.  Los trabajos profesionales constituyen la causa de la obligación de pagar honorarios que, por lo tanto, debe atenderse a la fecha de su realización y no a la del auto regulatorio.  Resultan formalmente admisibles los agravios planteados en la apelación en lo atinente a la presunta colisión que existiría entre las normas locales de consolidación, el Art. 19 de la ley nacional 23.982 y la Constitución Nacional, puesto que se trata de establecer la compatibilidad existente entre disposiciones de diversa jerarquía.  El legislador nacional previó que la adhesión provincial no debe superar los parámetros previstos en el régimen nacional de consolidación de deudas públicas.  La Corte Suprema ha asignado la máxima importancia a la función de interpretar la Constitución de modo que el ejercicio de la autoridad nacional y provincial se desenvuelva armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa.


    Brítez, Juan Carlos y otros c/ Dirección Provincial de Vialidad s/ Laboral


    B, 1542, L. XLI, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 7, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal” en especial en los puntos VII, VIII y IX.


    Si bien en principio las sentencias de los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el Art. 14 de la ley 48, dada la manera en que ha sido resuelto el sub lite el Fisco Nacional  no podría iniciar un nuevo juicio ni trabar medidas cautelares mediante el trámite previsto en el Art. 92 de dicha norma (texto según su similar 25.239), lo cual  por otro lado, configura una cuestión que excede el interés individual de las partes y afecta al de la comunidad en razón de que lo resuelto podría importar un entorpecimiento en la percepción de la renta pública.  No compete a los jueces de la Nación hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial  decidir colisiones  efectivas de derechos.  Si no hay una discusión real entre el actor y el demandado, ya sea porque el juicio es ficticio desde su comienzo o porque, a raíz de acontecimientos subsiguientes, se ha extinguido la controversia o ha cesado de existir la causa de la acción, o donde las cuestiones a decidir no son concretas, o los sucesos ocurridos han tornado imposible para el tribunal acordar una reparación efectiva, la causa debe ser considerada abstracta.  La inexistencia de una controversia concreta puede y debe ser comprobada de oficio, por tratarse de un requisito sin el cual el juez de grado carecía de jurisdicción.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Cesaratto, Ricardo Luis s/ Ejecución fiscal


    A, 1710, L. XLI, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Cuestión abstracta. Facultades del juez. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa F.428. L.XLI "AFIP c/ Leadcam S.A. s/ Cobro de actas de fiscalización".


    Es inveterada jurisprudencia de la Corte que no compete a los jueces de la Nación hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos. Allí donde no hay una discusión real entre el actor y el demandado, ya porque el juicio es ficticio desde su comienzo o porque, a raíz de acontecimientos subsiguientes, se ha extinguido la controversia o ha cesado de existir la causa de la acción, o donde las cuestiones a decidir no son concretas, o los sucesos ocurridos han tornado imposible para el tribunal acordar una reparación efectiva, la causa debe ser considerada abstracta.   Ello ocurre en el sub lite, pues no existe en autos constancia alguna que demuestre el empleo por parte del agente fiscal, de las facultades conferidas por el Art. 92, décimo primer párrafo de la ley 11.683 para trabar medidas precautorias sobre fondos y valores.  La inexistencia de la controversia concreta puede y debe ser comprobada de oficio, por tratarse de un requisito sin el cual el juez de grado carecía de jurisdicción.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Bastanchuri, Haydeé Beatriz Polón s/ Ejecución Fiscal


    F, 316, L. XLI, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Refinanciación hipotecaria. Procedencia del recurso. 


    Aplicabilidad y constitucionalidad de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908: Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria". Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Corvaro, Elsa Catalina c/ Gold, Paula Andrea


    C, 1433, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Revocación de sentencia. 


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Costanzi, Enrique Alberto c/ Añasco, Martha Elena y otro s/ Ejecución hipotecaria


    C, 1213, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Do Porto, Eduardo c/ Fernández, Marta s/ Ejecución hipotecaria


    D, 459, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Moroni, Oscar c/ Rodríguez de Minovas s/ Ejecución hipotecaria


    M, 16, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Sassone, José y otros c/ Cammalleri de Cabanillas, Elba Rosa s/ Ejecución hipotecaria


    S, 942, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Liberman, Abraham y otro c/ Córdoba, Juan Carlos s/ Ejecución hipotecaria


    L, 503, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Revocación de sentencia. Procedencia del recurso. 


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    González, Urbano c/ Burchi, José s/ Ejecución hipotecaria


    G, 657, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. Procedencia del recurso. 


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Marinic, Carlos Roberto y otros c/ Casado, Romina s/ Ejecución hipotecaria


    M, 1068, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Emergencia económica. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En lo relacionado a la constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908) remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Pistani de González Améndola, María Teresa y otros c/ Ortenzi, Jorge Eduardo


    P, 479, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Refinanciación hipotecaria. Revocación de sentencia. 


    En lo concerniente a la constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908) remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Romo, Armando y otros c/ Jamonicolas, Fernando Alberto y otros


    R, 425, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Estado de emergencia. Juicio ejecutivo. Revocación de sentencia. 


    Para las cuestiones vinculadas con la constitucionalidad y aplicación de las leyes 25.561 y 25.820 y decretos N° 214/02 y 320/02, remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítemsVII a XI y XIII a XV.


    Giannoro, Dante Oscar y otro c/ Prestigiácomo, Guillermo Francisco y otro s/ Ejecutivo


    G, 908, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Extradición. Cooperación internacional. Pacta sunt servanda. Cuestiones de hecho y prueba. Confirmación de sentencia. 


    La arbitrariedad no comprende a la discrepancia de los apelantes con la apreciación de los hechos y la valoración de las pruebas efectuada por el tribunal a quo, cualquiera que sea su acierto o error.  Los jueces no están obligados a ponderar todas las constancias de la causa ni todos los argumentos de las partes, sino sólo aquéllos que estimen decisivos y conducentes para la solución del caso.  Para la procedencia del remedio federal no basta con la invocación genérica y esquemática de agravios o sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso formular una crítica prolija, concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en la misma.  Las cuestiones sobre la ausencia de notificación a la extraditable del inicio del proceso en su contra no pueden ser usadas como argumentos impeditivos para la extradición. Ello es así puesto que esta alegada falencia está dirigida a cuestionar la validez del proceso extranjero, por lo que es allí donde la imputada debe plantear estas cuestiones.  El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo.  Sin perjuicio de la regla de subsidiariedad expresada en el artículo 2 de la ley de cooperación internacional en materia penal, para aquello que no disponga en especial el tratado que rija la ayuda, la normativa interna no puede agregar requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanda y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.  En los casos en que la legalización de documentos extranjeros no es exigida por los tratados internacionales firmados por la República Argentina, basta con su introducción por vía diplomática para que los jueces los tengan por auténticos sin más requisitos, pues aquellos se encuentran al amparo de la fe que le prestan, doblemente, el ministro extranjero que solicita la extradición y el Ministerio de Relaciones Exteriores que le da curso.  Si se presume la incompetencia del tribunal requirente, su prueba incumbe a quien la alega, por tratarse de una excepción. Ya sea aplicando el principio real o de defensa o la idea de la extraterritorialidad, el Estado holandés tiene fundamentos suficientes para sustentar la competencia para juzgar el hecho. Por ello, la mera afirmación del recurrente de que la República Argentina podría tener también jurisdicción sobre él no es suficiente para sostener el rechazo de la extradición: la defensa debió alegar, y probar, que la competencia argentina debería prevalecer sobre la extranjera.


    Interpol s/ Solicitud de tareas (extradición K.V., L.)


    I, 168, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Hábeas corpus. Cuestión de derecho público local. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es formalmente inadmisible el recurso extraordinario deducido, ya que por su intermedio se pretende la revisión de una sentencia de la Suprema Corte de Justicia provincial acerca de una materia que integra el derecho público local, como es el contenido y alcances de los privilegios y las prerrogativas que el texto constitucional local confiere a las cámaras legislativas para asegurar su correcto funcionamiento, decisión que fue adoptada con fundamentos suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad invocada.  Las quejas de la apelante traducen el diferente criterio que sostiene respecto de la posición del a quo pero no logran demostrar que el fallo carezca de los presupuestos mínimos que lo sustentan como acto jurisdiccional válido, extremo que impide habilitar esta vía excepcional; máxime cuando la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho y prueba a través de los cuales los magistrados de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, ni tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, situaciones que, no concurren en el caso.


    Hábeas Corpus en favor de Hernández, Augusto V.


    H, 105, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por despido. Actualización monetaria. Ley de emergencia económica. Procedencia del recurso. 


    Remisión a causas B. 39, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros el Estado Nacional y otros s/ Amparo", P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", en especial lo expresado en el ítem VI.


    La ley 25.561 tuvo por objeto conjurar, del mejor modo posible, las consecuencias derivadas de situaciones económicas anómalas o penurias financieras que, en lo principal, dificultan a los deudores el cumplimiento de sus obligaciones.  Su propósito es "establecer un conjunto de disposiciones tendientes a favorecer una adecuada recomposición de las relaciones jurídicas, económicas y patrimoniales" y, a tal fin, entre otras disposiciones, suspende o limita el ejercicio del derecho de los acreedores, como forma de atenuar los perjuicios del estado de crisis, que en definitiva alcanzaría a los titulares de tales derechos. Enfrentados en el caso a una de esas situaciones, procede, en consecuencia, efectuar una interpretación amplia de su texto respecto de las deudas que ella comprende.  Según lo tiene dicho la Corte, conforme a la regla iura novit curia, el juzgador tiene la facultad y el deber de discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas que la rigen, con prescindencia de los fundamentos o argumentos jurídicos que enuncien las partes.


    Berra, Mariano Francisco c/ Astilleros Corrientes S.A. s/ Despido


    B, 1355, L. XL, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Empleo no registrado. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    El recurso extraordinario resulta procedente con sustento en la doctrina sobre sentencias arbitrarias. Y es que se advierte que al momento de replicar los agravios vertidos por la contraria, la actora contra lo afirmado por la Cámara, mantuvo su reserva inicial respecto de la aplicación subsidiaria de la sanción prevista en el artículo 1° de la ley 25.323.   En el presente caso, al haber denegado la Alzada la procedencia de las multas de los artículos 9 y 15 de la ley 24.013, habida cuenta lo tardío de la intimación de registro, corresponde la ponderación de la duplicación indemnizatoria prevista en el artículo 1° de la ley 25.323.


    Lescano, Arminda c/ Consorcio Propietarios edificio V.  2XXX s/ Despido


    L, 1674, L. XLI, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por incapacidad. Accidentes de trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Denegatoria del recurso. 


    Remisión a Fallos: 327:4607.


    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa relativas a cuestiones de hecho y derecho común y procesal, salvo que medie inequívoco apartamiento de las constancias comprobadas de las actuaciones o una manifiesta e incontrastable omisión de las reglas conducentes para la solución del litigio.  No se configura en el sub lite un supuesto de excepción. Y es que, contrariamente a lo alegado por la apelante, la Sala sí dio tratamiento a la excepción de litispendencia planteada, examinando las causas involucradas  y concluyendo que el pronunciamiento de la Cámara Federal se circunscribió a confirmar la resolución que determinó la incapacidad absoluta del dependiente, sin pronunciarse sobre la forma de pago de la prestación de que se trata.


    Torales, Gustavo Ramón c/ Provincia A.R.T. s/ Accidente Ley 9.688


    T, 168, L. XLI, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el estado. Personal militar. Revocación de sentencia. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. Accionariado obrero".


    Ferrari, Eduardo Andrés c/ Estado Nacional, Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    F, 755, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Constitucionalidad. Refinanciación hipotecaria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1360, L. XLI, “Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta A. y otros s/ Ejecución hipotecaria”.


    Figueredo Do Nascimento, Ignez Helena c/ Malagoli, Enrique y otros


    F, 531, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Inconstitucionalidad de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Constitucionalidad de la ley 25.798 (texto según ley 25.908): remisión al dictamen de la causa  G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria", en especial en el ítem IV.


    Goitía, Hugo Fernando c/ Martínez, Adriana Elisa s/ Ejecución hipotecaria


    G, 13, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820), remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria", ítems VI.


    Lapieza Spota, Ángel Hernán y otros c/ Parrilla Margarita s/ Ejecución hipotecaria


    L, 245, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Obligaciones en moneda extranjera. Conversión de moneda. Interpretación de la ley. 


    En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas federales, la Corte Suprema no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate.   La Ley 25.561 en su artículo 1° declaró la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, y delegó en el Poder Ejecutivo Nacional el ejercicio de las facultades establecidas en esa ley a fin de proceder el reordenamiento del sistema financiero, bancario y del mercado de cambios, y reglar la reestructuración de las obligaciones, en curso de ejecución, afectada por el nuevo régimen cambiario.  El Poder Ejecutivo Nacional dispuso en el artículo 1° del decreto n°410/02 las excepciones de los casos que quedan excluidas en la conversión de las obligaciones del sector público y privado de dar sumas de dinero en moneda extranjera para para cuyo cumplimiento resulta aplicable la ley extranjera.   La situación aquí planteada encuadra en lo dispuesto por el inciso e) del artículo 1° del decreto n° 410/02, desde que el valor del daño sufrido en el patrimonio del actor, por el incumplimiento del mandato otorgado al Banco de la Provincia de Buenos Aires cuyo domicilio está situado en el extranjero, que determina la ley aplicable. Por ello es que la obligación en estudio está legalmente excluida de la conversión a pesos.


    Cohen, Rafael c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Sumario


    C, 1953, L. XL, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Aplicabilidad y constitucionalidad de la ley 25.798, modificada por la ley 25.908: Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Fecred S.A. c/ Tejedor, Carlos Hernán


    F, 1423, L. XLI, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Liquidación de haberes. Computo de servicios. Antigüedad. Sentencia firme. Ejecución de sentencia. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso deducido no es formalmente admisible toda vez que se trata de impugnar la decisión recaída durante el proceso de ejecución de una sentencia que había quedado firme en la causa principal, pues aquélla no reviste el carácter definitivo que exige el art. 14 de la ley 48 como requisito de procedencia del recurso extraordinario.  Por otra parte, aun cuando la Corte ha considerado en determinadas oportunidades que cabe hacer excepción a tal principio cuando lo resuelto importe un apartamiento palmario de los términos del fallo final de la causa lo cierto es que en el sub lite no se configura ese extremo que habilitaría la apertura de la vía extraordinaria.  Un examen de ambas decisiones permite concluir en que la Cámara en la etapa de ejecución, se limitó a aprobar la liquidación que se ajustaba a lo dispuesto en la sentencia que resolvió las cuestiones de fondo debatidas durante el proceso, en la cual se determinó que, de conformidad con lo establecido por el art. 5° de la ley  23.238, debe serie reconocido al actor el rubro "antigüedad" por el período de once años y veintinueve días en la liquidación de sus haberes mensuales desde su reincorporación a la actividad docente pues dicha norma autoriza computar como trabajado el período de cese a los efectos de percibir la bonificación salarial por antigüedad y como antecedente para los concursos y ascensos. En esas condiciones, el a quo revocó la ordenanza del Consejo Superior 1825/99 -que había rechazado el reclamo del actor- en la inteligencia de que la petición se encontraba dirigida,  precisamente, a que se computara el rubro mencionado "a los fines de la liquidación de sus haberes actuales y a los efectos de la Licencia Anual Ordinaria".  Si lo expuesto se confronta con los términos de la resolución apelada, es posible advertir que ésta no cambia los contenidos de la resolución originaria, no se aparta de sus términos ni altera lo resuelto,  sino que se limita a aprobar la liquidación practicada por el perito oficial por entender que es la que se ajusta a las pautas sentadas, lo que obsta a la admisibilidad de la vía intentada. Por lo demás, la apelante insiste en que la liquidación debe incluir el rubro antigüedad en el período que media entre la fecha de cese forzoso (1975) y la de su reincorporación a la Universidad (1986) con sustento en la finalidad reparatoria perseguida por el legislador al sancionar la ley 23.238 y, de este modo, desconoce que la sentencia claramente dispone el reconocimiento de los años de servicios no efectivos pero ordena expresamente que la liquidación de esa bonificación en las remuneraciones debe realizarse desde su reincorporación a la actividad docente.  La falta de cumplimiento del recaudo supra mencionado tampoco puede ser subsanada con la invocación de la doctrina de la arbitrariedad, ni esgrimiendo la existencia de un supuesto de gravedad institucional, máxime cuando los agravios que trae la apelante derivan de su propia conducta, puesto que, en la inteligencia de que el reconocimiento de sus derechos comprendía también el período durante el cual no prestó servicios en forma efectiva, no recurrió en tiempo oportuno la sentencia recaída en la causa principal, la que quedó firme y adquirió el carácter de cosa juzgada, tomándose lo resuelto inmutable e inimpugnable.


    Samaja Toro, Juan Alfonso c/ Universidad Nacional de Mar del Plata


    S, 1474, L. XLI, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sueldo anual complementario. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencias contradictorias. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Si bien las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y común constituyen temas propios de los jueces de la causa y resultan ajenas, por principio, a la vía del artículo 14 de la ley n° 48, tal principio es exceptuado cuando el fallo no se encuentra fundado en las constancias del litigio, carece del sustento necesario como para otorgarle validez o resulta autocontradictorio.  Se le asiste razón al quejoso en cuando refiere que la sentencia es autocontradictoria, a lo que se agrega que tampoco se advierte la necesaria coincidencia en los fundamentos de los diversos pareceres de los jueces de la Alzada, extremo que obsta a la conformación de la unidad lógica exigible en las decisiones judiciales, la cual debe resultar no sólo de la parte dispositiva, sino también de las motivaciones que le sirven de apoyo.   La decisión atacada no satisface el requisito de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias del caso, por lo que mediando relación directa e inmediata entre lo resulto y las garantías constitucionales invocadas, incumbe hacer lugar al remedio extraordinario deducido.


    Pozzi, Raquel N. c/ Universidad Nacional de Mar del Plata s/ Laboral


    P, 1677, L. XL, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Medida cautelar”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Total Austral S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Medida cautelar


    T, 411, L. XLII, 10 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer. 


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    Instituto de Servicios Sociales Bancarios c/ Mendoza, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    I, 235, L. XLII, 16 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    M, 391, L. XXXIX, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Monto de la pena. Defensa en juicio. Declaración autoincriminante. Admisibilidad del recurso. 


    Uno de los argumentos utilizados por el a quo para agravar el monto de la pena consistió en la consideración del fuerte reproche que merecía el autor del hecho al no haber experimentado arrepentimiento, sentimientos de culpabilidad, ni demostrado capacidad para aprender "en su justo alcance la penosa lección de vida experimentada".  Ahora bien, en primer lugar, la Corte tuvo por acreditadas estas circunstancias en base a una pericia que, conforme a lo alegado por la defensa y a lo que negativamente puede comprobarse, no había sido incorporada al debate. Su valoración, por lo tanto, por parte de la Corte, y tal como lo argumenta el recurrente, es contraria a la garantía de a defensa en juicio (artículo 18 de la Constitución Nacional) en tanto se privó a la defensa de una oportunidad adecuada de rebatir o argumentar acerca del sentido de esa constancia.  En segundo lugar, esas conformaciones de la personalidad merecedoras, según el a quo, de especial reproche, fueron deducidas de las mismas palabras del imputado en la audiencia de debate. En efecto, la Corte razonó que la negativa, expresada en las palabras finales del imputado, de haber conducido alcoholizado y rápidamente "cuando en autos, indubitablemente se ha demostrado lo contrario" indicaban esa falta de arrepentimiento que debía agravar la pena.  Como bien lo expresa la defensa si la Corte valora negativamente (a los efectos que fueran: en este caso, para agravar la pena en virtud de la falta de arrepentimiento del autor por el hecho) expresiones defensivas del imputado, relativas a que no habría cometido el hecho, o que lo habría cometido en circunstancias menos graves, viola la prohibición que lo protege de la autoincriminación, consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  El imputado niega haber cometido el hecho y ello es usado como agravante de "falta de arrepentimiento" en su contra. La consecuencia de ese razonamiento implica la existencia de un estímulo -para ese imputado, pero además, válido para los casos siguientes- de confesar el hecho, para que su negativa no sea valorada en su contra. Pero justamente ese tipo de estímulo a la confesión está prohibido por el artículo 18 de la Constitución Nacional, ya que por definición, pone al imputado en una alternativa tal que, en caso de no seguirlo, le esperan consecuencias gravosas.  Contraviene a la protección constitucional contra la autoincriminación la creación, por parte de las autoridades que conducen el proceso, de una situación tal que si se elige no confesar, se sufrirán consecuencias negativas directamente relacionadas con el proceso. En este caso, la conducta del imputado se inscribe en el marco de una práctica violatoria de la garantía porque si no confiesa como de hecho sucedió- se le agrava la pena por "falta de arrepentimiento", mientras que si confiesa se le valorará tal confesión como prueba de su responsabilidad penal.


    C., A. E. s/ Homicidio culposo


    C, 2016, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Multa aduanera. Revocación de sentencia. 


    Si bien es cierto que ha dicho el Tribunal que los reglamentos integran la ley en la medida en que respeten su espíritu, y que pierden vigencia cuando se deroga o modifica la norma legal que integraban, no lo es menos que ello es así en la medida en que la disposición reglamentaria anterior sea compatible con el sistema de la nueva ley, extremo que, por lo expuesto en el párrafo anterior, no concurre en el sub lite.  Por ello, la conducta de la recurrente, enjuiciada en autos, fue correctamente subsumida dentro del tipo infractor del art. 991 del ordenamiento aplicable, sin que quepa hacer lugar a su pretensión de encuadrarla en la descripción realizada en el art. 992.  Sin embargo, y paralelamente, le asiste la razón a la recurrente en cuanto a que la infracción del art. 991 tiene claramente naturaleza formal, compartida con los demás tipos infraccionales del Capítulo XIII citado (arts. 985 a 987). En tales condiciones, resultaba merituable en la especie si se daban o no las condiciones para la aplicación de lo dispuesto por el art. 3° del decreto 1.403/01 que dejó sin efecto las multas correspondientes al incumplimiento de obligaciones formales siempre que el infractor cumpla con la obligación respectiva en el plazo que establezca la Administración Federal de Ingresos Públicos, extremo que ha omitido considerar el a quo y que, por ello, vicia la decisión en recurso.


    Ilguisonis, Aníbal David c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso extraordinario


    I, 237, L. XLI, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Nulidad parcial. Cuestiones de hecho y prueba. Perito calígrafo. 


    Asiste razón al recurrente desde que el a quo defendió la validez del instrumento público impugnado, omitiendo expedirse, como era menester, sobre aspectos que fueron resaltados en la pericia caligráfica, y que resultaban relevantes y conducentes para la solución de causa, debiendo destacarse que la acción se fundó en la falsedad material del instrumento público, y el perito señaló que el testado en crisis se encuentra por encima de los rasgos de la primera de las firmas de la escritura y que fue escrito sobre borrado.


    Incidente de redargución de falsedad y nulidad parcial de instrumento público en autos: Samuel Eidman S.A.I.C. s/ Prueba anticipada


    S, 748, L. XLI, 12 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Personal de planta permanente. Suspensión del cargo. Revocación de sentencia. 


    Corresponde habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que se discute la validez de actos emanados de una autoridad nacional con fundamento en la interpretación y aplicación de normas de carácter federal y la decisión de los jueces de la causa ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente funda en ellas.  En la tarea de establecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por la posición del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.


    Miolano, José Luis c/ Universidad Nacional de San Juan s/ Recurso Artículo 32 Ley 24.521


    M, 573, L. XLII, 20 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, “Salazar Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Participación Accionariado obrero”.


    Barroso, Jorge Aniano y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de conocimiento


    B, 1760, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen emitido en la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Baigorria, Omar Mario y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    B, 10, L. XLII, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Refinanciación hipotecaria. Constitucionalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. N° 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria" especialmente al ítem IV.


    Corominas, Domingo A. c/ Radonich, Sandra G. s/ Ejecución hipotecaria


    C, 833, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios. Traductores públicos. 


    Incidente de resolución de honorarios en la causa S. 143. L. XXIV instruida con motivo del atentado a la embajada de Israel.   Resulta adecuada la suma regulada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la Perito Traductora Graciela Perrone de Toretti (idioma portugués)


    S, 143, L. XXIV, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios. Traductores públicos. 


    Resulta adecuada la suma regulada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la Perito Traductora Graciela Perrone de Toretti (idioma portugués)


    S, 143, L. XXIV, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Interposición del recurso extraordinario argumentando falta de fundamento. Prevalencia del trámite de la arbitrariedad. Procedencia de tal doctrina: es insuficiente la mera referencia al temperamento de un fallo.


    Si el actor recurrió la sentencia arguyendo falta de fundamento, sin perjuicio de la materia federal planteada, compete tratar, en primer orden, los agravios que tocan a la arbitrariedad, dado que de existir ésta no habría, en rigor, una sentencia propiamente dicha.  Debe hacer lugar al recurso deducido dado que el juzgador ha sustentado su decisión en el precedente "Gorosito" de Fallos 325:11, citando, para ello, párrafos completos del mismo, sin emprender siquiera un mínimo esfuerzo argumentativo que justifique su aplicación al sub-lite, tanto más cuando, prima facie, las circunstancias fácticas de uno y otro caso aparecen como disimiles.  La decisión de la Cámara no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a la circunstancias del caso, por lo que, al afectar las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificarla con base en la doctrina de la arbitrariedad.


    Reynoso, Daniel Mario c/ Transporte Frío Sur S.R L.


    R, 1750, L. XXXIX, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1216, L. XLI, “Credit Suisse First Boston Private Equity Argentina II y otros s/ Apelación Resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia”.


    Recreativos Franco s/ Apelación Resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    R, 1170, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1517, L. XLI, “Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Pérez, Francisco Antonio c/ YPF S.A. s/ Participación en el accionariado obrero


    P, 1273, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Salllrnino y olros c/ Yacimientos Petroliferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Villegas, N. Arturo c/ YPF y otro s/ Participación en el accionariado obrero


    V, 660, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Tiscornia, Alejandro c/ YPF S.A. y otro s/ Participación en el accionariado obrero


    T, 578, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Palavecino, Simeón c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales  y otro


    P, 2191, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, “Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Spabenti, Santiago Eduardo c/ YPF S.A. y otro s/ Participación en el accionariado obrero


    S, 1470, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, “Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero”.


    Cortez, José Humberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otros s/ Participación en el accionariado obrero


    C, 4552, L. XLI, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1571, L. XLI, “Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. Accionariado obrero”.


    Giménez, Luis Ernesto c/ YPF S.A. s/ Particiapación en el accionariado obrero


    G, 1350, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen en la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Ruiz Díaz, Héctor c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Participación en el accionariado obrero


    R, 8, L. XLII, 27 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa G. 588, L. XXXVII, "Recurso de hecho deducido por Adriana Gallo en los autos Gallo de Ellard, Adriana s/ Causa n° 1-G-96 y su acumulado n° 2-G-96” y C. 1678, L. XXXVIII, “Cangiano, Jorge Alberto intendente municipal de VillaMercedes San Luis Expte. 1-D-99 s/ Su denuncia c/ Careaga, Ana María – juez titular del Juzgado del Crimen N° 1 Segunda Circunscripción Judicial".


    Denunciado Dra. Maluf de Christin, Silvia - Juez del Juzgado Civil Comercial y Minas N°2- Segunda Circunscripción Judicial.- Denunciante Dra. Bernal, Diana María - Procuradora General Subrogante -Recurso de queja-


    M, 135, L. XLII, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Robo Calificado. Falta de agravio concreto. Improcedencia del recurso. 


    Para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.  En tanto el cuestionamiento de la defensa se dirige contra la decisión que al remitir los autos a la anterior instancia implicaría la imposición de una pena a cumplir en detención, el gravamen traído ante la Corte Suprema aparece como futuro o meramente conjetural y, en ese sentido, inhábil para determinar la admisibilidad de la apelación federal.  Resulta improcedente el recurso extraordinario toda vez que, el apelante se ha limitado a invocar la doctrina del Tribunal, pero sin explicar cómo ella resultaría aplicable al caso frente a las diferencias sustanciales que presenta respecto de aquellos precedentes en que fue establecida, en particular, cuando la decisión que critica sólo ha devuelto la causa a la instancia anterior para graduar la penalidad a aplicar dentro de la escala ya delimitada por el máximo órgano de la jurisdicción local en el pronunciamiento en el que se definieron los hechos y la responsabilidad penal del imputado, y que no fue cuestionado en estos aspectos. Tal defecto de fundamentación adquiere especial relevancia, atento que se encuentra regido por normas de derecho común, como son las vinculadas con la aplicación y mensuración de la pena, cuya interpretación es ajena a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria.


    O., Cristian s/ Robo calificado


    O, 48, L. XLII, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Robo seguido de homicidio. Defensa en juicio. Constitución Nacional. Cosa juzgada. Autonomía provincial. Improcedencia del recurso. 


    La discusión en torno a la tempestividad de los recursos resulta, por regla y atento su naturaleza procesal, ajena a esta instancia extraordinaria federal, salvo cuando media una apartamiento de las constancias del juicio o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio.  En los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de justicia local.   Las provincias son libres de crear las instancias provinciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.  Los reclamos de quienes se encuentran privados de su libertad, más allá de los reparos formales que pudieran merecer, deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley. Es obligación de los tribunales suministrar la debida asistencia letrada que permita ejercer la defensa sustancial que corresponda. Esa situación no se verifica cuando el imputado contó con dicha asistencia técnica al materializar la defensa oficial en tiempo oportuno la correspondiente reserva tendiente a lograr la revisión de la pena a la que fue condenado y que, en definitiva, no pudo concretarse por su propia actividad discrecional o negligencia, y no por una interpretación excesivamente ritualista de las normas procesales aplicables.  La circunstancia de que la demora en la que incurrió la defensa oficial no le sea atribuible al encausado, no puede ser invocada por quienes cumplen esa función para evitar los efectos de su propia negligencia. Sostener lo contrario implicaría dejar librado al capricho del recurrente la justificación de la demora  para ejercer tal derecho y, de esa forma, desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza. En otras palabras, significaría soslayar los efectos de la cosa juzgada, cuya jerarquía constitucional y su carácter de presupuesto ineludible de la seguridad jurídica han sido reconocidos por la Corte Suprema en numerosos precedentes.  El mero hecho de que un reclamo no produzca un resultado favorable al reclamante -como podría ocurrir, por ejemplo, cuando no hubiera acudido oportunamente al procedimiento apropiado- no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz.  El hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes como para justificar su procedibilidad formal, ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone, no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme a la reglas que reglamentan su ejercicio (artículo 14 de la Constitución Nacional), y así lo ha entendido la Corte Suprema al concluir que la Constitución Nacional no consagra derechos absolutos, ni ellos tienen en sí tal carácter.  No puede interpretarse que en el sub júdice exista menoscabo alguno de la garantía que se dice vulnerada pues, pretender soslayar los requisitos mínimos que se ponen en cabeza del impugnante para el ejercicio de sus derechos, provocaría como consecuencia de su aplicación inadecuada la creación de una instancia de revisión automática con menoscabo de la autonomía provincial prevista en los artículos 121, 122 y 125 de la Constitución Nacional.


    R., Jaime Cristian Javier s/ Recurso de casación


    R, 1272, L. XLI, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sustracción de menores. Inconstitucionalidad. Excarcelación. Ley penal más benigna. Prisión preventiva. Improcedencia del recurso. 


    Al no haber presentado el recurrente la correspondiente queja respecto de los agravios por los que no se concedió el recurso extraordinario, la Corte se encuentra impedida de examinar sus fundamentos.  Tiene dicho la Corte que los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarse son irrevisables en la instancia extraordinaria, pues la presencia de aquellos impide considerar otros de índole federal que pudiera contener la decisión por faltar la necesaria relación directa e inmediata con la materia decidida en el juicio.  La solución jurídica fueron resueltos con argumentos suficientes, independientemente de su acierto o error, en tanto la parte no ha demostrado que el a quo hubiera incurrido en una postura irrazonable, descartan también cualquier tacha de arbitrariedad.   De acuerdo con la doctrina de la Corte, las figuras de retención y ocultamiento de un menor de diez años integran la categoría de delitos permanentes, en los que la actividad consumativa no cesa al perfeccionarse el delito, sino que perdura en el tiempo, por lo que éste continúa consumándose hasta que culmina la situación antijurídica. Frente a estos hechos, la reforma de la ley 24.410 no introduce uno de los supuestos contemplados en el artículo 2 del Código Penal, sino que su aplicación al caso debe resolverse según la regla general del artículo 3 del Código Civil en virtud de la cual el delito debe regirse por las normas vigentes.   .


    R., V. E. s/ Sustracción de menores de 10 años (Artículo 146)


    R, 1236, L. XLI, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Término de interposición. Sentencia definitiva o equiparable. Defensa en juicio. Plazo razonable. Arbitrariedad. Apartamiento de constancias de la causa. Falta de fundamentación suficiente. Procedencia del recurso. 


    Frente a la desestimación de un recurso de reposición en la que no se expresan nuevos fundamentos que pudieran integrar el fallo anterior, en particular cuando se desprende del propio texto del recurso extraordinario que aquello que se intentó cuestionar es el pronunciamiento original, debe considerarse extemporánea la interposición de la vía consagrada por el artículo 14 de la ley 48 contra la última decisión, cuando ha transcurrido el plazo del artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación respecto de la primera; toda vez que el término legal no se interrumpe ni se suspende por el trámite de otros recursos que en definitiva no prosperan.  No se verifica tal situación en el sub lite, pues la apelación federal resulta deducida en término, ya que cuando la resolución que rechazó el recurso de reposición agregó nuevos argumentos atinentes a la cuestión federal planteada que integra la decisión anterior y que fueron objeto de crítica en el recurso extraordinario.  Las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida no son, en principio, impugnables por la vía del recurso extraordinario federal en la medida en que no ponen fin al pleito ni impiden su continuación. Sin embargo, cabe hacer excepción a esa regla cuando concurre un supuesto de privación de justicia que afecta en forma directa e inmediata el derecho de defensa en juicio y se verifica un gravamen de imposible o muy difícil reparación ulterior, lo cual permite que la decisión sea equiparable a definitiva en sus efectos. Tal es la situación que aquí se presenta, pues la paralización del trámite en las condiciones en que fue resuelta, produce una demora injustificada en la decisión del derecho que se proyecta con los alcances propios de un denegación de justicia y causa un agravio de entidad suficiente que permite equiparar la resolución a la sentencia definitiva requerida por el artículo 14 de la ley 48.  La garantía constitucional de defensa en juicio incluye el derecho a obtener un pronunciamiento rápido dentro de un plazo razonable, pues la dilación injustificada de la solución de los litigios implica que los derechos puedan quedar indefinidamente sin su debida aplicación, con grave e injustificado perjuicio de quienes los invocan.  Tal como lo reclamó la defensa, para la suspensión sine die de la decisión requerida mediante la interposición del recurso de casación, el a quo se valió de afirmaciones genéricas y dogmáticas que importaron tomar como base circunstancias que no se corresponden con las constancias de la causa, o bien que resultan apreciaciones infundadas que privan de validez al fallo, como acto jurisdiccional.  En consecuencia, la resolución impugnada en cuanto ha dispuesto la paralización del  trámite del recurso de casación, debe ser dejada sin efecto pues reconoce una fundamentación sólo aparente, apoyada en conclusiones dogmáticas o inferencias sin sostén jurídico o fáctico, que no parece responder más que a la exclusiva voluntad de los jueces.  La decisión que restringe la libertad personal del imputado con anterioridad al dictado de la resolución final de la causa se equipara a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior al afectar un derecho que exige tutela inmediata.  No obstante que las sentencias de la Corte Suprema sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y ellas no resultan obligatorias para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia y, por tal razón, carecen de fundamentación los pronunciamientos de los tribunales que se apartan de los precedentes de la Corte sin proporcionar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada. Tal es el caso de autos, en tanto el a quo denegó la vía extraordinaria obviando el análisis de la clara doctrina del Tribunal en sentido contrario a lo decidido y que fuera específicamente alegada por los recurrentes.  Sin embargo, también se ha resuelto que ese sólo aspecto no resulta suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, pues para ello se requiere además que se halle involucrada una cuestión federal o el agravio se funde en la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como ocurre en el caso.  Si bien la Corte ha establecido que los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquellos que estimen pertinentes para la resolución del tema, también ha resuelto que son descalificables aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, o utilizando pautas de excesiva latitud en sustitución de normas positivas inmediatamente aplicables en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.  Se afecta el derecho de defensa del imputado cuando el tribunal superior decide tratar directamente en esa instancia y sin sustanciación un pedido de excarcelación sin que se advierta en esa resolución cita legal alguna que le brinde sustento tanto a la decisión cuanto a su competencia, con la consiguiente imposibilidad para los recurrentes de debatir los distintos aspectos fácticos y normativos que invocaron en apoyo de su pretensión y, en su caso, lograr el control de la decisión contando con una doble instancia judicial, conforme se asegura constitucionalmente.  Todo ello demuestra el carácter dogmático de la resolución cuestionada, la cual más allá de su acierto o error, no puede ser considerada como la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, ni cuenta con una fundamentación suficiente para sustentarla, por lo que también debe ser descalificada como acto judicial válido.


    T., Romina Anahí s/ Homicidio calificado - San Pedro - causa nº 3.897/05-


    T, 938, L. XLI, 17 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Usurpación. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    No satisface los requisitos necesarios para su admisión en la Corte Suprema el recurso extraordinario federal que no se dirige contra la sentencia del tribunal superior de la causa, según el artículo 14 de la ley 48.


    H., Rosa Higinia


    H, 237, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Revocación de sentencia.



    Remisión al dictamen de la causa G.1534, L. XLI, "Gaitán, María Carolina y otros c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo".


    Duhagon, César s/ Acción de amparo


    D, 1857, L. XLI, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Aplicación de la ley. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien las objeciones a las sentencias, relativas a la aplicación de normas de derecho común y procesal, y la apreciación que efectúan de las cuestiones de hecho y prueba, son ajenas, por principio, al recurso extraordinario, cabe admitir su procedencia en aquellos supuestos donde el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico con el sólo sustento de la voluntad de los jueces.


    Banco de la Nación Argentina c/ Volpe de Pascuali Roca, N. s/ Demanda ordinaria


    B, 1362, L. XLI, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Despido. Vistas y traslados. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 124, L. XL, "Alonso, Rubén W. c/ Marifran Internacional S.A. s/ Despido"; V. 41, L. XXXIX, "Valerdi, Pedro A. c/ ESSO S.A.P.A." y C. 3988, L. XXXVIII, "Cavaliere, Francisco c/ ESSO S.A.P.A.".


    Herrero, Carlos c/ ESSO S.A.P.A.


    H, 344, L. XLI, 17 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicio sumarísimo. Vista al fiscal. Obras sociales. Derecho constitucional. 


    La subsistencia de la afectación de los derechos constitucionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la del poder de juzgar, lo cual ocurre, entre otros casos, cuando no es posible otorgar al interesado una reparación efectiva a la concreta pretensión formulada en el caso sometido a la Corte.


    Lescano, Rita c/ Instituto de Obra Social del  Ejército I.O.S.E. s/ Juicio sumarísimo


    L, 966, L. XLI, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen en la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Conde, Aníbal Delio y otros c/ YPF s/ Participación en el accionariado obrero


    C, 2131, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencias equiparables a definitiva. Resoluciones recurribles. Defensa en juicio. 


    Son equiparables a sentencia definitiva y susceptible, por tanto, de instancia extraordinaria, aquellos pronunciamientos que causan un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.  Es condición de validez de los pronunciamientos judiciales, que éstos sean fundados, exigencia que no se satisface cuando las decisiones atacadas no proveen un estudio razonado de cuestiones introducidas oportunamente y que resultan conducentes para la dilucidación de la causa.  Si bien las controversias suscitadas en torno a la aplicación de la Ley de Tasas Judiciales -Ley Nº 23.898- en procesos sustanciados ante los tribunales ordinarios de la Capital Federal, son ajenas, como regla y por su naturaleza, al ámbito del recurso extraordinario, tal principio admite excepción cuando la sentencia recurrida no establece la solución adecuada a las particulares circunstancias del caso, arribando a un resultado manifiestamente injusto y violatorio de los derechos de propiedad y defensa en juicio amparados constitucionalmente.


    Theseus S.A. c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A s/ Ordinario s/ Inc. de pago de tasa de justicia


    T, 42, L. XLI, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Recursos


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión "mutatis mutandis", a lo dictaminado en autos C. 2882, L. XL; "Corona, Ricardo c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos de la Provincia del Chaco".


    Marcori de Aguirre, Alma Rosa c/ Instituto de Previsión Social de la Provincia del Chaco y otro


    M, 1546, L. XL, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión "mutatis mutandis", a lo dictaminado en autos C. 2882, L. XL; "Corona, Ricardo c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos".


    Mercado, Mirta Gladis c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos de la Provincia del Chaco y/o Provincia de Chaco y/o quien resulte responsable


    M, 3291, L. XL, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. 


    La apelación federal carece de la fundamentación autónoma que exige el Artículo 15 de la Ley 48, pues en él se reiteran dogmáticamente asertos ya vertidos en las instancias anteriores, se omite rebatir todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia apelada, y se formula una invocación genérica de arbitrariedad que carece de todo desarrollo razonado con referencia a los términos del fallo.  Conforme la Corte ha sostenido a través de su jurisprudencia, que la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional, y no tiene por objeto corregir en una nueva instancia pronunciamientos equivocados o que las partes reputen tales, Sino que requIere, para resultar aplicable, un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso, o una decisiva carencia de fundamentación.


    R., Hugo Enrique s/ Causa nº 5.315


    R, 804, L. XL, 27 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. 


    El recurso deducido por la actora es formalmente procedente, porque, no sólo se encuentra en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento de la Corte, en el que vale reiterar, remitió a los fundamentos dados por esta Procuración General, en cuyo mérito el recurrente funda el derecho que estima asistirle, sino, en lo fundamental, porque la resolución que se impugna importa un inequívoco apartamiento de lo resuelto en su oportunidad por la Corte.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Propietario del inmueble Av. Juan B. Justo 1XXX (Estado Nacional)


    A, 730, L. XLII, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    El recurso extraordinario deducido es formalmente procedente toda vez que la discusión versa sobre el alcance y aplicación de preceptos federales y el fallo cuestionado ha sido contrario a las pretensiones que la apelante funda en ellos. Siendo del caso recordar la doctrina según la cual, en la tarea de establecer la inteligencia de normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada por las  posiciones de los jueces de la causa ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos debatidos.


    Boston Compañía de Seguros S.A. c/ Federal Express Corp. s/ Faltante y/o avería de carga transporte aéreo s/ Ordinario


    B, 1133, L. XLI, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, desde que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de normas de naturaleza  federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente funda en ellas.  La Corte ha establecido al examinar situaciones que guardan, en lo pertinente, analogía con la planteada en autos, que no existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas o de seguridad cuando las normas específicas que rigen a las citadas instituciones no prevén una indemnización sino un haber de retiro de naturaleza previsional.


    González, Liliana Lucía c/ Estado Nacional Argentino - Servicio Penitenciario Federal


    G, 866, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos C. 2882, L. XL; "Corona, Ricardo c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos".


    Lowenthal de Melli, Lidia c/ Insitituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos


    L, 1913, L. XL, 28 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión "mutatis mutandis" a lo dictaminado en autos C. 2882, L. XL; "Corona, Ricardo c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos".


    Milessi, Osvaldo Oscar c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos, Cámara de Diputados, Poder Ejecutivo Nacional y/o quien resulte responsable


    M, 3128, L. XL, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión "mutatis mutandis", a lo dictaminado en autos C. 2882, L. XL; "Corona, Ricardo c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos".


    Queirel de Paiz, Margarita Elia c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos


    Q, 69, L. XL, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen in re R. 1646, L. XLI.


    Rodríguez, José Herasmo c/ Yacimientos Mineros Aguas de Dionisio


    R, 1647, L. XLI, 16 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión dictamen emitido por esta Procuración General en la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Cuatro Vientos S.A. c/ Rodríguez Venzano,  Alberto Héctor y otro


    C, 453, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Resulta aplicable la abundante jurisprudencia de la Corte que ha establecido que la falta de interés económico o jurídico, determina la inexistencia de gravamen, circunstancia que cancela la competencia extraordinaria de la Corte.


    Sánchez, Elvira Norma c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otro


    S, 670, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ PEN-Ley 25.561-Dtos. 1570/01,214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Se hace notar que la Corte dictó sentencia en la causa de referencia, en sentido coincidente con lo dictaminado, el 5 de abril de 2005.


    Keller, Raúl Alberto c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    K, 139, L. XL, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Desistimiento del recurso. 


    Recurso desistido.


    Total Austral S.A. sucursal Argentina y otros s/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción de Amparo


    T, 406, L. XLII, 07 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. 


    El recurso en examen no puede prosperar, toda vez que la cuestión que se intenta someter a la Corte. remite al análisis de normas referidas a una materia propia del derecho común y procesal, tal como es el cómputo de la prisión preventiva, y la cuestión fue resuelta  con fundamentos de igual naturaleza, los cuales, más allá de su acierto o error, obstan a la pretendida tacha de arbitrariedad. Es oportuno recordar que la doctrina de la arbitrariedad de sentencias reviste carácter excepcional y no tiene por objeto abrir una nueva instancia ordinaria donde puedan discutirse cuestiones de derecho común y procesal, ni buscar la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende sólo a supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema a causa de los cuales las sentencias queden descalificadas como actos judiciales.  La Corte tiene resuelto en numerosos precedentes que, ante las particularidades que presentan determinados casos, el análisis de aspectos como los señalados permite la excepción posible a dicha regla con base en aquella doctrina, toda vez que con ésta  se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    V., Juan José s/ Incidente de cese de prisión


    V, 154, L. XLII, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Despido. 


    El recurso no se sustenta según es menester, máxime cuando, como ha reiterado la Corte, la ventaja, acierto o desacierto de la prohibición de indexar, impuesta por las Leyes Federales n° 23.928 y 25.561, escapa al control de constitucionalidad, pues la conveniencia del criterio escogido por el legislador no está sujeta a revisión judicial, salvo que sea arbitrario o irrazonable, extremo no demostrado en el caso.


    Passamani, Oscar Alberto c/ El Id, Roberto Orlando s/ Despido


    P, 455, L. XLI, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. 


    Según la Corte tiene reiteradamente dicho, en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la  arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir esa tacha, en principio, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.  Si bien lo atinente a la determinación del alcance de las peticiones de las partes y de las cuestiones comprendidas en la litis es materia de hecho y derecho común y procesal reservada a los jueces de la causa y ajena, por tanto, al remedio excepcional previsto por el Art. 14 de la Ley 48, corresponde hacer excepción a ese principio cuando, en forma manifiesta, la decisión recurrida ha prescindido de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con los términos en que fue planteada por las partes, el derecho aplicable y la prueba rendida.


    Ramírez, Sandra y otros c/ DGI s/ Laboral


    R, 142, L. XLII, 22 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencias. 


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del Art. 14 de la Ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el Art. 18 de la Constitución Nacional.   El pronunciamiento apelado exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas, circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia y torna innecesario el tratamiento de las restantes cuestiones planteadas por la apelante.


    Rodríguez, José Herasmo c/ Yacimientos Mineros Aguas de Dionisio


    R, 1646, L. XLI, 16 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fuerzas Armadas. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1517, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Part. accionariado obrero".


    Larrosa, Gustavo Germán y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina - Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas


    L, 472, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Nacionalidad. Ciudadania. 


    El recurso extraordinario concedido es admisible por hallarse en tela de juicio la interpretación de normas federales y ser la sentencia definitiva del tribunal superior de la causa adversa a las pretensiones que el recurrente fundó en ellas.  Cabe recordar que la Corte ha dicho que, en la tarea de esclarecer la inteligencia de tales normas que le asigna el Art. 14 de la Ley 48, no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  La Corte ha expresado que si bien las palabras o los conceptos vertidos en el seno del Congreso, con motivo de la discusión de un norma son, en general, simples manifestaciones de la opinión individual de los legisladores que las pronuncian, poseen especial relevancia y son fuente de legítima interpretación, las explicaciones, aclaraciones o informes de las comisiones parlamentarias encargadas del estudio de los proyectos que despacha, puesto que debe suponerse que ellas efectúan un examen minucioso y detenido del fondo y de la forma de dichos proyectos. Asimismo, resulta de utilidad recordar que en toda tarea de interpretación de normas  es pertinente rastrear el espíritu que informa a aquéllas en procura de su aplicación racional.  Ahora bien, de acuerdo a lo manifestado por los representantes de este Ministerio Público Fiscal en sus diversas presentaciones, cabe reparar en que las normas migratorias imponen ciertas condiciones para obtener la residencia permanente en el país y que la inconstitucionalidad de tales disposiciones no ha sido discutida en el sub lite.  Cabe destacar que la Ley 346, en su Art. 11, ha confiado exclusivamente a los jueces federales la competencia para expedirse sobre el otorgamiento y la denegación de la ca.tbt de ciudadanía, con los elementos de juicio que obren en autos.  La Corte ha declarado que el incuestionable derecho de la Nación a regular y condicionar la admisión de extranjeros en la forma y medida que, con arreglo a los preceptos constitucionales, lo requiera el bien común de cada circunstancia, no es incompatible con las garantías de los derechos individuales consagrados en la Ley Suprema. Empero, el Tribunal admitió que la condición irregular de la permanencia en la República del extranjero puede ser purgada no sólo por la demostración de que nada hay de objetable en los antecedentes cuya comprobación se eludió, sino también mediante la justificación del recto comportamiento en el país durante un tiempo razonablemente suficiente para ponerlo a prueba y acreditar que responde a una leal voluntad de arraigo y subordinación a los principios rectores de la vida nacional, que habilite para invocar la garantía constitucional de permanecer en el territorio.


    Ni, I - Hsing c/ s/ Carta de Ciudadanía


    N, 13, L. XLII, 09 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesos de ejecución. Ejecución hipotecaria. 


    Remisión a los dictamenes emitidos por esta Procuración General en lacausa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio  s/ Ejecución Hipotecaria" y G. 1360, L. XLI, "Guijun S.A. y otros c/ Wrubel, Marta Ángela y otros s/ Ejecución hipotecaria".


    Álvarez, Pedro José c/ Arias, Jorge Raúl s/ Ejecución hipotecaria


    A, 1483, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación de recurso extraordinario. Gastos del proceso. Costas. 


    Resulta plenamente aplicable al caso la jurisprudencia de la Corte que reiteradamente ha establecido que la imposición de costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa y ajena al remedio federal, máxime cuando la decisión ápelada se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su grado de acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga.  Vale recordar que la Corte tiene dicho, además, que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación.


    Cuatro Vientros S.A. c/ González Venzano, Alberto Héctor y otro


    C, 83, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sin perjuicio de que el recurso extraordinario intentado por el Estado Nacional fue concedido por entenderse cuestionada la interpretación de normas de carácter federal, es formalmente inadmisible y por ello, se entiende que fue mal concedido desde el momento en que no se encuentra configurada una cuestión federal típica. Ello es así pues, si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y cuestiones procesales que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del Art. 14 de la Ley 48.  Ahora bien, con relación al recurso federal interpuesto por los actores, en tanto se encuentra en tela de juicio la inteligencia de un  pronunciamiento de la Corte Nacional y los apelantes se agravian de lo resuelto por el alcance que el a qua le atribuyó en desmedro de sus argumentaciones, corresponde admitirlo formalmente.


    Semorile, Ana María y otros c/ Estado Nacional (Ministerio  de Salud y Acción Social) s/ Empleo público


    S, 515, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho constitucional. Control de constitucionalidad. 


    El recurso interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de normas de carácter federal y la decisión del superior tribunal de la causa -a la que cabe atribuir el carácter de definitiva por ser de insusccptible reparación ulterior- ha sido adversa a la pretensión que la recurrente fundó en ellas. Por otra parte, si bien los agravios relativos a la arbitrariedad de la sentencia fueron denegados y dieron origen a la queja que tramita en Expte. C. 3616, L. XL, corresponde examinarios en forma conjunta con la cuestión federal articulada, ya que ambos aspectos guardan entre sí estrecha conexidad. En cuanto al fondo del asunto, cabe recordar que, en la tarea de establecer la inteligencia de normas de la índole mencionada, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  Ante todo, procede recordar que corresponde al legislador regular el cauce procesal en el que las controversias encontrarán solución judicial.  Es jurisprudencia de la Corte que nuestro sistema se asienta sobre la base de un amplio control por parte del Poder Judicial de los actos emanados de la Administración, aunque sometida a ciertas condiciones de procedencia de la acción, esto es, la habilitación de la  competencia judicial por el agotamiento de la instancia administrativa, integrada con el plazo de caducidad de la acción o recurso de que se trate, aunque también la Corte se encargó de destacar que la demandabilidad del Estado exige que sea en condiciones tales que, por un lado, el ejercicio de sus funciones no sea afectado por las demandas de los particulares pero, por otro, que las garantías de los habitantes no sean tampoco menoscabadas por privilegios que se tomen irritos a la luz del texto constitucional.  Cabe retener que la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados y que el control que al respecto compete a la Corte Suprema no incluye el examen de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador.  La facultad de revisión encuentra su límite en el ejercicio regular de las funciones privativas de los poderes políticos del Estado, pues la función jurisdiccional no alcanza al modo del ejercicio de tales atribuciones, en cuanto de otra manera se estaría invadiendo el ámbito de las facultades propias de las restantes autoridades de la Nación.  Es doctrina de la Corte que a fin de conciliar los intereses públicos y privados, admite ciertas condiciones para demandar al Estado, pero siempre que las garantías de los habitantes no se vean menoscabadas por privilegios contrarios al texto constitucional.


    Cohen Arazi, Eduardo c/ Estado Nacional - Jefatura de Gabinete Resolución 155/01 y otro s/ Empleo público


    C, 86, L. XLI, 16 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. 


    Cabe destacar, en primer lugar, que si bien es cierto que la Corte tiene reiteradamente dicho que los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de que los recursos extraordinarios de orden local no resultan, en principio, susceptibles de revisión por medio de la apelación federal, y así como que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida con respecto a aquellos, no lo es menos que ha reconocido que tal doctrina admite excepción cuando el escrito contiene argumentos mínimos sobre el tema que se pretende someter a conocimiento de la alzada local, en los que se encuentran contenídas las exigencia legales para sustentar la apelación.  Cabe destacar la reiterada doctrina de la Corte en cuanto señala que desconocer las circunstancias relevantes de la causa, haciendo mérito de una deficiente introducción de la cuestión equivale tanto como a una renuncia de Ia verdad jurídica objetiva, incompatible con el servicio de la justicia.


    Quiroga, José c/ Solar Turbines Inc. y otro


    Q, 161, L. XL, 07 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones como las aquí planteadas son ajenas, como regla y por su naturaleza, a la vía del Artículo 14, de la Ley 48, razón que habilitaría su desestimación.   Se advierte que en el caso el recurrente se ha agraviado de temas que harían procedente el remedio federal por vía de la doctrina de la arbitrariedad, pues la garantía de defensa en juicio no solo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino, también, la de obtener una sentencia que sea una derivación razonada del derecho vigente en relación a los hechos demostrados en el proceso.


    Migliaro, Luis Rubén c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    M, 2768, L. XL, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso. 


    Las conclusiones del aquo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, se advierte que las críticas de los quejosos, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.  Procede citar como corolario, la doctrina de la Corte que ha establecido que la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siéndo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    Cuatro Vientos S.A. c/ González Venzano, Alberto Héctor y otro


    C, 213, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. 


    La Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los Superiores Tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del Artículo 14 de la Ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. Así como que la doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.  Como lo ha reiterado la Corte, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión de la garantía del debido proceso.


    Alacid, Ricardo c/ Werner Joachim, Friedich Hans Oskar y otros


    A, 853, L. XLI, 28 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Ejecución de alquileres. 


    Remisión a al fallo y dictamen de la causa S.C. P N° 122, L. XXXIX, caratulada "Pérsico, Luigi el Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", dictaminada por esta Procuración el día 26 de octubre de 2004.


    Le asiste razón a la demandada y corresponde hacer lugar al recurso extraordinario, fundado por un lado en la arbitrariedad del pronunciamiento, y por otro en cuanto se encuentra controvertida la constitucionalidad de normas de carácter federal, y la resolución apelada ha sido contraria a ellas.


    Balayán, María Rosa c/ Nahmod, Liliana Gloria s/ Ejecución de alquileres


    B, 2414, L. XLI, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que una provincia es parte. 


    Cabe recordar que si bien la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de los recursos concedidos ante ellos compromete sólo cuestiones de derecho procesal ajenas a la instancia extraordinaria, ese principio debe ceder cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso consagrada en el Art. 18 de la Constitución Nacional. Sobre la base de tal doctrina  corresponde hacer lugar al recurso interpuesto, toda vez que la decisión del a quo que denegó la queja, fundada en que la sentencia que hizo lugar al amparo no es definitiva y que el código ritual no contempla la posibilidad de revisar en instancia extraordinaria de la Provincia las cuestiones que no se refieran a las inconstitucionalidades locales desconoce las garantías consagradas en la Constitución Nacional y efectúa una interpretación errónea de los principios que emanan del Art.31.  La Corte ha declarado, en una consolidada doctrina, que las limitaciones recursivas impuestas en los ordenamientos jurídicos provinciales no pueden ser óbice que impidan el conocimiento, por los superiores tribunales locales, de las cuestiones debatidas que  podrían vulnerar derechos constitucionales, pues si bien las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.


    Villivar, Silvana Noemí c/ Provincia del Chubut y otros


    V, 1015, L. XXXIX, 20 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. Custión abstracta. 


    Remisión a los fallos de las causas "H. 172, XXXV. "Hooft", Fallos: 327:5118; "G. 841, XXXVI y G. 835, XXXVI 'Gottschau, Evelyn Patrizia c/ Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Amparo".


    La Corte ha reiteradamente señalado que sus sentencias deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan, aunque éstas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Por aplicación de esa doctrina, se considera que ha devenido inoficioso el planteo del actor dirigido a cuestionar la desestimación de su solicitud para concursar en el cargo de auxiliar de Biblioteca de la Corte.  Para la procedencia del recurso extraordinario se requiere que la decisión que se apela revista el carácter de sentencia defmitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48. Tal es el caso de las que ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.  Cabe señalar que, no constituye obstáculo para el tratamiento de los agravios del apelante la conocida doctrina según la cual el sometimiento voluntario a un régimen jurídico sin reserva expresa impide su ulterior impugnación con base constitucional.   La Corte ha precisado que la renuncia a las garantías constitucionales sólo es admisible cuando se amparan derechos de contenido  patrimonial y no cuando aquéllos se relacionan directamente con el estatuto personal de la libertad, al igual que desestimó la aplicación de la teoría de los actos propios cuando el interesado cuestionó la validez de una norma a la que se vio obligado a someterse como  única vía posible para acceder al ejercicio de su actividad.


    Mantecón, Valdés Julio c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Resolución 13/IX/04


    M, 1650, L. XLI, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. 


    Ante todo, cabe recordar que, por vía de principio, la detenninación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las  pretensiones de las partes no constituye materia de la instancia extraordinaria.  Se encuentra  atendible el agravio de la apelante en cuanto considera que se ha lesionado su derecho de propiedad y la garantía del derecho de defensa, al haber desestimado el a qua la reparación independiente del daño estético.  En este aspecto, se estima que se ha configurado en el sub examen una excepción a la regla general establecida por la Corte para la habilitación de esta instancia, toda vez que el fallo apelado trasunta un análisis insuficiente cuando manifiesta que las lesiones estéticas deben estar comprendidas en los daños patrimoniales o morales, según el caso, mas nada dice acerca de en cuál de éstos las  incluye.  Cabe recordar, al respecto, que la Corte ha dicho que si bien, en principio, es improcedente el recurso extraordinario que se dirige contra la sentencia que ha resuelto cuestiones de hecho y de derecho común, cabe apartarse de tal regla cuando el pronunciamiento exhibe defectos graves de fundamentación y omite el tratamiento de extremos conducentes para la solución de las cuestiones propuestas.


    González, Liliana Lucía c/ Estado Nacional Argentino - Servicio Penintenciario Federal


    G, 775, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa S.C. A. 517, L. XL, "Avaluar Sociedad de Garantía Recíproca c/ Luvama S.A. s/ Ejecución Hipotecaria".


    Avaluar S.G.R. c/ Ecological Planet S.A.


    A, 2079, L. XLI, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario. 


    La defensa no logra refutar en esta queja las razones que da el a qua para no conceder el recurso extraordinario, por lo que no cumple  con el requisito de la debida fundamentación, motivo suficiente para su rechazo formal.  Sin embargo, y yendo al fondo de la pretensión, se agrega que no se advierte en todo este planteo la presencia de un caso federal, aun cuando se lo haya cifrado en el non bis in ídem.


    L., Roberto Julio s/ Defraudación -causa nº 116.169/00-


    L, 1600, L. XLI, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Los agravios traídos a conocimiento del suscripto no suscitan, en este caso, cuestión federal sustancial que merezca la consideración de la Corte, como máximo tribunal de la Nación; por otro lado, el recurso carece de la fundamentación adecuada.


    R. F., Raúl Rolando y otros s/ Peculado y uso de documento privado falso -causa Nº 19.697/01-


    R, 1078, L. XLI, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Si bien el escrito de apelación extraordinaria puede ser pasible de la crítica que le endilga el a quo en cuanto a su limitado contenido critico respecto del fallo que por su intermedio se cuestiona, de todas formas podría considerarse que supera el umbral de fundamentación que se requiere para habilitar el tratamiento de las cuestiones que ahí se proponen, a fm de hacer efectiva la garantía de la defensa en juicio, máxime cuando indudablemente el de autos constituye un caso de relevancia institucional. Además, por tratarse de un proceso de amparo corresponde indicar que la sentencia apelada es defmitiva, toda vez que, más allá de los términos que ahí se emplean, la cámara se pronunció sobre el fondo del asunto y la recurrente muy difícilmente pueda replantearlo en otra vía judicial.  En autos se encuentra en discusión el alcance e interpretación de disposiciones federales y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la apelante funda en ellas. En tales condiciones, conviene recordar que, en la tarea de esclarecer la inteligencia de aquel tipo de normas, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del a quo ni de las partes, sino que le  incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible y, en consecuencia, corresponde ingresar al examen de los temas de naturaleza federal involucrados en la causa.


    AABA c/ Estado Nacional Ley 26.080 s/ Amparo


    A, 1343, L. XLII, 03 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la  comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas.


    Vieyra, Juan Carlos c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    V, 587, L. XLI, 06 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. 


    Según ha reiterado la Corte las sentencias de la Corte Surema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sobrevengan al recurso extraordinario.   También, la existencia de los requisitos jurisdiccionales del recurso extraordinario es comprobable de oficio y su desaparición importa la del poder de juzgar.   En ese plano, se opina que la cuestión a dilucidar se ha tornado abstracta.    En tales condiciones, según jurisprudencia de la Corte, el pleito carece de objeto actual, extremo que obsta a cualquier consideración por la Corte Suprema.


    Corona, Ricardo A. P. B. c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos y/o Provincia del Chaco y/o quien resulte responsable


    C, 2882, L. XL, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. 


    Remisión al dictamen emitido por esta Procuración General en la causa R. 142, L. XLII.


    Ramírez, Sandra y otros c/ Dirección General Impositiva


    R, 1353, L. XLI, 22 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. 


    Previo a todo, se impone destacar que, en lo sustantivo, las cuestiones debatidas comprometen aspectos de hecho y derecho procesal y común, ajenos, por norma, a la instancia extraordinaria.  Sin perjuicio de lo anotado, se debe poner igualmente de resalto que, con arreglo a jurisprudencia de la Corte que manda atender a las circunstancias existentes al tiempo de la decisión, aunque sobrevengan al recurso federal, la cuestión se ha tomado abstracta.


    Mechetti, Carlos c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Sumarísimo


    M, 684, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. 


    Remisión al precedente de Fallos 323:3924 "Recurso de hecho deducido por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en la causa Ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Resulta inoficioso pronunciarse sobre la aplicación de la Ley 23.982.


    Universal Médica S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ordinario


    U, 46, L. XLII, 22 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto. en tela de juicio la inteligencia y la aplicación de normas de índole federal y la decisión del superior tribunal de la causa -a la que cabe atribuir el carácter de definitiva en virtud de que los perjuicios que se invocan son insusceptibles de reparación ulterior- es contraria a las pretensiones que la apelante funda en ellas.  Resulta aplicable al sub lite la doctrina sentada por la Corte en el sentido de que en el régimen instaurado por la Ley nacional 23.982, a cuyos términos remite la Ley 25.344, la causa de la obligación de pagar honorarios está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial. Tal criterio exige atenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los emolumentos y no la fecha de su regulación o previsión presupuestaria.  Se estima que la obligación de pagar honorarios debe considerarse alcanzada por la consolidación en la medida en que corresponda a la retribución de la tarea profesional cumplida hasta la fecha de corte.  La Corte reiteradamente ha declarado -en tomo al régimen de consolidación de deudas dispuesto por Ley 23.982, al que remite expresamente la Ley 25.344- que, a fin de analizar su validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia, así como que la restricción que aquélla impone al ejercicio normal de derechos patrimoniales tutelados por la Constitución debe ser razonable, limitada en el tiempo y constituir un remedio a la grave situación excepcional, sin provocar la mutación en la sustancia o esencia del derecho reconocido.  Asimismo, sostuvo que la aplicación del sistema de consolidación de deudas no priva al acreedor del resarcimiento patrimonial declarado  en la sentencia, sino que sólo suspende temporalmente la percepción íntegra de las sumas adeudadas, circunstancia que obsta a la declaración de inconstitucionalidad pretendida y, en la especie, no se advierte que la letrada aporte argumentos novedosos que desvirtúen la doctrina sentada en tales precedentes.


    Safra S.A. s/ Infracción 19.359


    S, 2204, L. XLI, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo resuelto en Fallos: 324:1733 "Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo", donde la Corte adhirió a los fundamentos expuestos en el dictamen de la Procuración.


    Feltrín, Alberto Juan y otro c/ Banco Francés S.A.


    F, 575, L. XLI, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Refinanciación hipotecaria


    Sentencia firme. Cosa juzgada. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. 


    Conforme lo ha establecido el Tribunal, cuando el recurso extraordinario se funda, como ocurre en el caso, por un lado, en agravios de naturaleza federal -tales como el plateo de validez de una ley nacional, y la decisión impugnada ha sido contra su validez-, y de otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues, de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.  El pronunciamiento impugnado resulta arbitrario al haberse apartado de la solución normativa prevista para el caso, prescindiendo de la ley vigente sin dar razón plausible para ello.  Contrariamente a lo sostenido por el juzgador, la existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria. Así lo establece el inciso “d", del Art. 16°, de la Ley 25.798, reformado por el Art. 2°, de la Ley 25.908.  La Cámara declaró inaplicables las disposiciones de la ley de marras, sin otro fundamento en cuanto a la existencia de sentencia firme, contrariando una estipulación expresa de la norma, y sin explicar los motivos de su apartamiento del precepto.   El a quo, al tomar una determinación tan significativa, tampoco se pronunció acerca de la constitucionalidad del sistema de refinanciación hipotecaria, no obstante que la cuestión fue planteada por el actor y mantenida por las partes en la apelación ordinaria. En tales condiciones, la sentencia también resulta arbitraria por omitir el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas, y que resultarían conducentes para la resolución de la causa.


    Piaggesi, Gissiano c/ Goncalves, María Inés


    P, 452, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Régimen de visitas


    Curatela. Sentencia no firme. Superior Tribunal de Justica. Resoluciones judiciales. Revisión judicial. Recurso extraordinario local. 


    Los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden local que les son llevados, no resultan, como regla, susceptibles de revisión en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva al respecto.  No puede imputarse arbitrariedad al decisorio impugnado, toda vez que, la resolución que difiere el establecimiento de un régimen de visitas a favor del actor -a quien se reconoció el derecho de revincularse con su hija-, hasta el dictado de la sentencia en los autos sobre inhabilitación y curatela, no reviste el carácter de sentencia definitiva. Máxime cuando en esta última causa se ha declarado la inhabilitación de la causante en el marco del art. 152 bis, inc. 2°, del Código Civil, con las inhabilidades que allí se especifican, y se ha designado curadora definitiva a su tía materna, sentencia que no se encuentra firme, dado el recurso de inaplicabilidad de la ley interpuesto por la propia causante, el cual se hallaba en sustanciación cuando el expediente fue requerido por la Corte Suprema.


    C., M. Á. c/ B. de R., N. y otra


    C, 1067, L. XLI, 13 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios


    Peritos. Vistas y traslados. 


    Con motivo de una nueva solicitud de regulación de honorarios presentada por la perito traductora, se le corrio vista en el presente incidente de la causa S. 143, L. XXIV.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Cristina Rita Forconi (idioma italiano)


    S, 143, L. XXIV, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Rescisión de contrato


    Indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien los agravios que remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho público local son ajenos por su naturaleza a la instancia del art. 14 de la ley 48, tal principio cede y no resulta óbice para habilitar la vía extraordinaria cuando median razones suficientes para invalidad el pronunciamiento, lo cual ocurre, por ejemplo, cuando el tribunal interviniente ha prescindido de tratar argumentos conducentes para desestimar la pretensión esgrimida en la demanda, asi como de aplicar las disposiciones del pliego de bases y condiciones que invalidarían la contratación, con grave afectación del derecho de defensa en juicio.  Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por haber prescindido el a quo del marco legal aplicable e ignorar la prueba incorporada al proceso son aptos para suscitar la apertura de la instancia.  Dicha omisión impide considerar a la sentencia como un acto jurisdiccional válido y lo decidido guarda una relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, lo cual hace procedente el recurso intentado.


    Venturino Eshiur S.A. c/ Municipalidad de General Pueyrredón


    V, 456, L. XL, 02 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado


    Agravio concreto. Gravamen actual. Acceso a la justicia. Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 


    En los casos aptos para ser conocidos por la Corte Suprema según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo órgano de la justicia provincial.  Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional, los tratados internacionales y las leyes federales.  El gravamen debe ser actual, concreto y existente al momento de la articulación de los diferentes recursos, y todo gravamen futuro o meramente conjetural es inhábil para determinar la admisibilidad de la apelación federal.  El acceso al beneficio contenido en el artículo 13 del Código Penal no tiene ningún sentido una vez que el detenido ha recuperado su libertad, por lo que resulta inoficioso un pronunciamiento sobre la cuestión constitucional cuando la obtención de la libertad por parte del imputado por agotamiento de la pena ya a la fecha de la interposición del recurso extraordinario ha tornado inútil la resolución pendiente.


    B., Ramón Eduardo y otro s/ Robo calificado, etc. -causa N° 34/525-


    B, 280, L. XLI, 12 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Reincidencia. Debido proceso. Defensa en juicio. Delitos contra el honor. Delitos contra la libertad. 


    Si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resultan, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, la Corte Suprema ha hecho excepción a ese principio, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando se frustra la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea suficiente. En materia criminal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. El ejercicio de dicha garantía debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de este modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio. En consecuencia, no basta para cumplir con los requisitos básicos del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, pues ello no garantiza un verdadero juicio contradictorio, sino que es menester además que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia por parte de su defensor.   No es obligación de la asistencia técnica del imputado fundar pretensiones de su defendido que no aparezcan, a su entender, mínimamente viables, aunque para ello es menester realizar un estudio serio de las cuestiones eventualmente aptas para ser canalizadas por las vías procesales pertinentes.  Deben analizarse la totalidad de las circunstancias del proceso; pues no existe un catálogo exhaustivo de reglas que permita determinar a través de su confrontación si la conducta del defensor ha sido satisfactoria o no; por el contrario, un sistema de este tipo significaría restringir la amplia latitud que debe tener la defensa para tomar decisiones tácticas pues el acto u omisión de un defensor que es impropio en un caso puede ser legítimo e incluso inteligente en otro.  Un desacierto en la estrategia de la defensa, un error en la ponderación de los hechos y el derecho o desacuerdos entre el defensor y su pupilo no implican necesariamente lesión a la garantía constitucional de defensa en juicio; de otro modo, en todos aquellos casos donde la decisión de los jueces no condice con las expectativas del justiciable éste podría rebatir incesante y caprichosamente las decisiones judiciales a partir de una valoración ex post facto de los resultados obtenidos por su asistencia legal técnica, afectando principios esenciales como lo son los de preclusión, cosa juzgada y economía procesal.  No suple el requisito de fundamentación suficiente del remedio federal la sola mención de los preceptos constitucionales, porque de otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, toda vez que no hay derecho que en definitiva no tanga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.  En la medida que los argumentos expuestos por el recurrente no demuestra que el pronunciamiento que se pretende impugnar carezca manifiestamente tanto de objetividad como de razonabilidad, ni que las críticas del acusado resulten idóneas para variar el temperamento adoptado, ello autoriza a sostener que el estado de indefensión que se alega no se encuentra corroborado por las constancias de la causa, lo que impide advertir la existencia de una relación directa e inmediata entre la pretensa cuestión federal y la resolución impugnada.


    N., Manuel s/ Robo - Expediente 3/03-


    N, 67, L. XL, 09 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo


    Voto de los jueces. Gravedad inconstitucionalidad. Fallos de la Corte Suprema. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    En principio, lo referente a la constitución e integración de los tribunales de la causa, al igual que las cuestiones vinculadas con las formalidades de la sentencia y el modo de emitir el voto en dichos tribunales cuando son colegiados, son extremos que por su naturaleza procesal resultan ajenos al recurso extraordinario federal, salvo cuando las irregularidades observadas en el procedimiento por el cual se dictó el acto impugnado, importen un grave quebrantamiento de las normas legales que determinan el modo en que deben emitirse las sentencias definitivas de las cámaras nacionales y causen agravio a la defensa en juicio.  En relación a que no se procedió conforme el art. 26 del decreto 1285/58, no resulta exacto, si precisamente la legalidad del pronunciamiento encuentra sustento en la excepcionalidad prevista en dicha norma, al haber sido dictado "por deliberación y voto de los jueces que la suscriben" (3° párrafo) y la decisión fue adoptada "por el voto de la mayoría absoluta de los jueces que la integran" (1° párrafo).  Por otro lado, si la defensa fue debidamente notificada de los jueces que intervendrían en el tratamiento de su apelación y de la excusación de uno de los jueces del tribunal, todo lo cual quedó consentido por esa parte al no haber presentado oposición, ni haber impugnado las notificaciones, por lo que cabe concluir que hubo debido control por las partes.  La argumentación utilizada para solicitar la tacha resulta incongruente, si en la primera presentación aparece peticionando la inconstitucionalidad de una norma y, al momento del remedio federal resalta toda la virtualidad y legalidad de esta norma, al tiempo que se queja de haber sido soslayada por los jueces al confeccionar la sentencia.  La manifiesta contradicción verificada en los argumentos del recurrente conlleva per se el rechazo in limine del agravio, habida cuenta que la cuestión introducida -inconstitucionalidad de una norma-, en los términos de la jurisprudencia de la Corte Suprema, representa, al menos, un asunto de suma gravedad institucional.  La revisión por dos jueces imparciales, resulta aceptable a la luz de la garantía de la doble instancia.  No proceden los agravios cuando el a quo ha dado argumentos suficientes acerca de la legitimidad del procedimiento, basados en la legislación y doctrina aplicable, sin que el quejoso haya logrado desbaratarlos ni aportado nada nuevo en el recurso que intenta, respecto de su anterior presentación sobre el punto.  Los agravios referidos a la denegación de la producción de una prueba, y los relativos a la ponderación de las pruebas e indicios que constatan en la causa, remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y común, ajenos, por regla, a la instancia extraordinaria federal. Sin embargo, esta regla debe ceder en los casos en que medie exclusión arbitraria de los derechos que pudieren asistirle a quienes invocan tal calidad.  Corresponde no hacer lugar al recurso de hecho intentado cuando los agravios cuya reedición pretende el apelante ante esta instancia de excepción involucran cuestiones no federales que han sido objeto de examen por los jueces de la causa y resueltos con fundamentos de la misma especie, sin que la apelación haya acreditado defectos de gravedad que permitan su descalificación.


    L. F., Rafael Félix s/ Secuestro extorsivo


    L, 953, L. XLI, 18 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia condenatoria


    Fundamentación de sentencias. Doble instancia. Recursos. Superior Tribunal de la Causa. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Excesivo ritual manifiesto. Interpretación restrictiva. 


    Precedente “Casal”.


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Sin embargo, cabe hacer excepción a esa regla cuando el examen de los requisitos que debe reunir la apelación se efectúa con injustificado rigor formal que obsta una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio.  Lo resuelto por el a quo significó un interpretación restrictiva de las normas que regulan el medio de impugnación utilizado por el recurrente, según las pautas establecidas por la Corte al fallar en la causa C. 1757, L. XL, "Casal, Matías Eugenio s/ Robo simple en grado de tentativa - causa n° 1681".  Atento que el planteo recursivo se dirigió, esencialmente, a señalar la ausencia de un desarrollo lógico en los fundamentos de la condena a partir de la descripción del hecho que allí se realizó, de la conducta desplegada por cada uno de los encausados y de la calificación legal adoptada, no cabe duda que de acuerdo con el criterio fijado en dicho precedente, el a quo debió examinar tales extremos para la adecuada satisfacción de la garantía de la doble instancia que consagran los artículos 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Ello es así pues, tal como se sostuvo en las causas D. 864, L. XXXIX "Díaz, Juan Carlos y Verón, Sergio David s/ Robo agravado etc.- causa n° 982" y G. 845, L. XXXIX, "Gallego, José Luis s/ Corrupción en concurso real con el delito de violaciones reiteradas etc. - causa n° 10.18", el análisis de esos agravios no se encuentra afectado por la inmediatez propia de la oralidad, circunstancia que habilita a la Cámara a proceder a la revisión integral de la sentencia con la amplitud que exige la doctrina citada en dicho precedente, a fin de controlar si el razonamiento empleado por el tribunal de juicio se ajustó a la regla de la sana crítica que debe observar todo pronunciamiento judicial.


    V., Ángel Rubén s/ Causa N° 5.119


    V, 959, L. XL, 07 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sistema de refinanciación hipotecaria


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Edelman, Lucila Irene y otros c/ Scorza, Leticia Teresa


    E, 498, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Emerging Markets Fifed Income Ltd. c/ Martín, Antonio Alberto


    E, 15, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Fernández, Raúl Faustino c/ Funes, Miguel Ángel y otro


    F, 272, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Garnelo, Hortensio c/ La Terza, Sigfrido Rodolfo


    G, 2307, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Napoli, Carlos Horacio c/ Linares, Rodrigo y otro


    N, 543, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria".


    Taboada, Hernán c/ Moccia, Rubén Alberto y otra


    T, 142, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, “Hodari, Estela Carina y otros c/ Vila, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria”.


    Morselli, Osvaldo Héctor y otro c/ Costas, Jorge César Alvino


    M, 3090, L. XLI, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, “Hodari, Estela Carina y otros c/ Vila, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución hipotecaria”.


    Seri, Francisco y otro c/ Bottazzini, Beatriz Emma


    S, 7, L. XLII, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Superior Tribunal de Provincia


    Recurso extraordinario local. Inadmisibilidad del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinario de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del art. 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva, máxime cuando lo objetado se refiere, finalmente, a la procedencia del reintegro al actor del pago efectuado al Fisco Provincial en concepto de impuestos inmobiliarios, en tanto remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho local que resultan ajenas -como regla y por su naturaleza- a esa vía excepcional.


    Jordan Conrado, Juan s/ Sucesión de Juan José Riera


    J, 119, L. XL, 07 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Vista de las actuaciones


    Vista del procurador. Recurso extraordinario federal. 


    Téngase por evacuada la vista.


    Villar, Eduardo Martín c/ Automóviles Deportivos 2000 S.A.


    V, 646, L. XL, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Capítulo IX


    Derecho Procesal Penal


    Cámaras de casación



    Ley penal más benigna. Interpretación de la ley.  


    Naturaleza incidental de los trámites. Excepciones.


    Las cuestiones que remiten a la necesidad de revisar una sentencia, por aplicación de una ley penal más benigna, son trámites de naturaleza incidental respecto del procedimiento de ejecución de la pena, aun cuando los regímenes procesales los hubiesen incluido entre los supuestos del denominado recurso de revisión. Sin embargo, esta conclusión no se compadece siempre con las circunstancias a partir de las cuales se originan las contiendas.  La inconsecuencia no se supone en el legislador y por esto se reconoce como principio que las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto.  El tribunal de casación ha sido establecido para examinar por vía de los recursos de casación e inconstitucionalidad y, aun de revisión, las sentencias que dicten, sobre los puntos que hacen a su procedencia, tanto los tribunales orales como los juzgados en lo correccional. Por ello, corresponde a la Cámara Nacional de Casación Penal entender en el recurso oportunamente interpuesto.


    M., Demetrio s/ Revisión de sentencia


    COMP, 1451, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Clausura de la instrucción


    Elevación a juicio. Diligencias procesales. Elevación en consulta. Independencia del Ministerio Público. Deber de imparcialidad. Defensa en juicio.  


    Interpretación del artículo 348 del CPPN. Remisión al precedente de la CSJN: "Quiroga".


    En el caso "Quiroga" la Corte se pronunció contra la vigencia del procedimiento de consulta previsto en el segundo párrafo del artículo 348 del Código Procesal Penal. Con un fundamento similar al postulado por este Ministerio Fiscal en el dictamen del caso B. 320 L. XXXVII "Banco Nación s/ Defraudación", la Corte descalificó la norma en cuanto autoriza a la cámara de apelaciones, en los casos en que el juez no está de acuerdo con el pedido de sobreseimiento, a apartarlo e instruir al magistrado que designe el fiscal de cámara, a fin de que requiera la elevación a juicio. De esta manera se estableció que la necesidad de asegurar la independencia funcional del Ministerio Público Fiscal consagrada en el artículo 120 de la Constitución Nacional y, con ello, la garantía de imparcialidad y el derecho de defensa del imputado imponían la invalidación de ese precepto procesal.  Sin embargo, y dado que la inconstitucionalidad declarada por la Corte no se refiere a la existencia misma de un sistema de control de la actuación de los agentes del Ministerio Público que no es ajeno a esta institución, sino al órgano encargado de realizarlo, salvo la mejor interpretación que la Corte pueda realizar de sus propios pronunciamientos, la solución propuesta en el dictamen de esta en la causa C. 2975, L. XXXIX, "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación", se complementa con el criterio sostenido por el Tribunal en el precedente antes citado. En dicha presentación, se postuló un sistema de control interno jerárquico de los dictámenes conclusivos, con base en el artículo 1°, último párrafo, de la ley 24.946.   En el mismo sentido el señor Procurador General de la Nación ha instruido a los integrantes de este Ministerio Público Fiscal para que, en los supuestos en los que se haga lugar a la inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 348 del Código Procesal Penal de la Nación, se solicite al juez competente que remita las actuaciones al señor Fiscal General que actúe ante la Cámara de Apelaciones respectiva para que revise la procedencia de la solución liberatoria postulada en la instancia inferior.


    E., Francisco José s/ Recurso de casación


    E, 289, L. XLI, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema


    Agentes diplomáticos extranjeros. Recurso de amparo.   


    Imposibilidad de ampliar los límites constitucionales para la jurisdicción originaria.


    La competencia originaria de la Corte en materia penal, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1963, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse por las leyes que la reglamentan.  No es admisible, utilizando otras vías procesales, ampliar los límites constitucionales para la jurisdicción originaria. El recurso de amparo no allana los mencionados límites ni autoriza a sustraer a los jueces competentes del conocimiento de las causas que les incumben.


    Consulado General de la República de Paraguay s/ Acción de amparo


    C, 1, L. XLII, 09 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Incompetencia. Embajadores. Genocidio. Torturas.   


    Limitación taxativa a los supuestos en los que sea parte un agente extranjero que goce de status diplomático. Supuesto de un agente que no se encuentra en el territorio nacional.


    La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1963, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse.  Si bien el imputado gozaría de inmunidad diplomática, si no se encuentra más en el país, donde solo permaneció por pocos días, en calidad de invitado del gobierno nacional, no existe  circunstancia alguna que imponga la intervención del Tribunal, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.


    L. G. s/ Imposición de tortura


    L, 38, L. XLII, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Agentes diplomáticos. Residuos peligrosos.  


    Taxatividad de los casos de competencia originaria de la Corte Suprema. Excepción: Afectación de las relaciones con potencias extranjeras. Carácter civil de la causa.


    Si bien la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1963, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse, se han admitido algunos supuestos de excepción ante una cierta o inminente afectación de las relaciones con potencias extranjeras.  Para la procedencia de la jurisdicción originaria en un juicio en que un Estado provincial es parte, debe tratarse de una causa "civil", entendida esta última expresión como opuesta a "criminal".


    B., Jorge Pedro y otros s/ Denuncia - Artículo 55, Ley 24.051


    B, 183, L. XLII, 20 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Competencia


    Contienda negativa de competencia. Competencia Federal. Amenazas.   


    Contienda negativa de competencia. Amenazas recibidas por el denunciante para que desista de su actitud incriminatoria. Competencia federal.


    Si las presuntas amenazas recibidas por el denunciante con identidad reservada en los términos de la ley 23.737, habrían sido efectuadas por las personas a las que éste imputara la comisión de delitos, con la finalidad de que desista de su actitud, y esa conducta podría entorpecer la investigación que se desarrolla ante el tribunal interviniente, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de las actuaciones.


    N.N. s/ Ley 23.737


    COMP, 1821, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.   


    Determinación de la competencia. Declaraciones del denunciante y/o del imputado. No corroboradas pero tampoco desvirtuadas. Competencia local.


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    H., Roberto Daniel s/ Artículo 94 del Código Penal


    COMP, 1869, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1584, L. XL, "Mangialavori, Sonia Verónica Marcela s/ Falsificación de de documentos públicos".


    G., Alejandro Amado s/ Extorsión


    COMP, 1871, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia.   


    Remisión a la Competencia N° 462, L. XLII, in re "Araujo, Karina Alejandra s/ Defraudación"


    N.N. s/ Hurto


    COMP, 1323, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a la Competencia N° 690, XLI, en autos:"Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" resuelta el 8 de noviembre de 2005, y mantenida en numerosas sentencias posteriores, conforme se desarrolló en la Competencia N° 75, XLII, en autos: "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" resuelta el 8 de noviembre de 2005, y mantenida en numerosas sentencias posteriores, conforme se desarrolló en la Competencia N° 75, XLII, en autos: "Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal", resuelta el 3 de mayo de 2006.


    G., Adrián Sebastián y otro s/ Artículo 170


    COMP, 1343, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.   


    Remisión a la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" resuelta el 8 de noviembre de 2005, y mantenida en numerosas sentencias posteriores, conforme se desarrolló en la Competencia N° 75, XLII, en autos: "Robledo,Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal", resuelta el 3 de mayo del 2006.


    S. R., David  s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP, 1253, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Conteinda negativa de competencia. Encubrimiento.  


    Remisión a los fallos Competencias n° 1366; L. XL, "Ferreira, Juan Ramón s/ Falsificación de instrumento público";  n° 1630 L. XL, "Comisaría Puerto San Julián s/ Investigación dominio"; y  n° 924; L. XL, "Marino, Salvador Mario y otro s/ Falsificación dedocumentación automotor" resueltas las dos primeras el 31 de mayo de 2005 y la última el 20 de diciembre del mismo año.


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.  También ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.  Respecto del fondo del asunto, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para encuadrar con  el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Por ello, entiendo que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.  La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.  La sustitución de las placas  guarda, en el caso, estrecha vinculación con el documento apócrifo que determina la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    B., Italo Emilio s/ Encubrimiento


    COMP, 1053, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado quedó trabada entre dos tribunales de la misma provincia, la misma no es de aquéllas que corresponde a la Corte resolver.


    G., Miguel s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP, 1112, L. XLII, 16 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales


    M., Jorge M. s/ Su denuncia


    COMP, 1087, L. XLII, 06 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, ya que es doctrina de la Corte que la realización de medidas de instrucción con posterioridad al inicio de la misma, importa asumir la competencia que fue atribuida y que una declinatoria efectuada con posterioridad, da inicio a unnuevo conflicto.  Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    V., Jorge Osvaldo s/ Denuncia


    COMP, 1214, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    La totalidad de los hechos pesquisados deberán ser investigados por la justicia bonaerense, que previno, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


    F.P., Enrique Mario s/ Denuncia


    COMP, 1138, L. XLII, 22 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    los escasos elementos reunidos en la causa presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.   Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado interviniente en la causa por de la sustracción de la cédula de identificación del automotor, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Comisaría Cuarta s/ Secuestro


    COMP, 1029, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Se ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    F., Ricardo Omar s/ Coacción


    COMP, 1024, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58.  En tales condiciones, se entiende que es el juzgado provincial, que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    O., Irma y otros s/ Denuncia


    COMP, 1317, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Necesidad de excluir la participación en el delito anterior. Consecuencias de la ausencia de acreditación de ese requisito.


    La escasa investigación llevada a cabo no alcanza para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que podría haber cometido el imputado. En tales condiciones, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado en autos respecto de la sustracción.  La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.  En ese sentido, tiene establecido la Corte, que si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.  Por último, atento que no existe constancia en autos si la mercadería robada se encontraba sujeta a control aduanero, se entiende  que deberá ser el juez nacional quien precise esa circunstancia lo que en su caso daría lugar a la aplicación del criterio establecido en Fallos: 322: 3264.


    Averiguación de ilícito


    COMP, 1169, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a la Competencia N° 222, L. XXXIV, "Plaza, Agustina s/ Denuncia".


    T., María José s/ Su denuncia


    COMP, 1230, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal. Derecho marcario. Marcas.   


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal conocer en la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones penales -Leyes 22.362  y 11.723-, pues ellas concurrirían en forma ideal, en tanto ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    N.N. o varios s/ Presunta estafa infracción a la Ley 22.362


    COMP, 1179, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Aborto propio.   


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrolló la conducta a investigar y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarla.  En tales condiciones, corresponde al juzgado nacional de instrucción, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos de juicio necesarios para conferirle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de esa investigación.


    B., I. M. s/ Aborto propio


    COMP, 1245, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Amenazas.  


    Tiene resueltola Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los Jueces del lugar en que aparecen cometidos.


    N. M. s/ Amenazas coactivas


    COMP, 839, L. XLII, 16 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Coacción.  


    La presente contienda negativa de competencia, carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58.


    T., Mirta Sofia y otro por coacción


    COMP, 1096, L. XLII, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Coacción.   


    En atención a que de las constancias incorporadas al expediente, surge que existieron otros hechos de similar tenor denunciados por la víctima en esta ciudad, circunstancia que no permite descartar a esta altura de la investigación que todos, formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal.  Por lo expuesto, se opina que corresponde declarar la competencia del juzgado nacional, sede en la que se efectuó la denuncia y se llevó adelante la investigación para juzgar también el que constituye el objeto de este incidente.


    P., Constanza Valeria s/ Coacción


    COMP, 1332, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia criminal y correccional.   


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, la misma, de acuerdo a lo reglado por el Artículo 24, Inciso r, del Decreto Ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    L., Jorge s/ Denuncia falsificación de moneda


    COMP, 1328, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal.   


    Corresponde asignar competencia a la justicia federal, toda vez que se haya violado una pieza postal y la sustracción de su contenido se haya producido cuando aquélla se encontraba aún bajo la custodia o servicio del correo.


    G., Jorge s/ Denuncia


    COMP, 1235, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta,  corresponde a la justicia federal continuar con la sustanciación de la causa, más allá que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    S., Víctor Daniel s/ Infracción Ley 11.723


    COMP, 1090, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tiene establecido la Corte que la infracción al Artículo 289, Inciso 3°, del Código Penal corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial  donde se lo comprobó.  Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuyo conocimiento está a cargo de la justicia federal a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones considero que corresponde  al fuero de excepción, aunque no haya sido parte en la contienda.


    O., Pablo Daniel s/ Artículo 289 inciso 3º  del Código Penal


    COMP, 1065, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a la Competencia N° 1010, L. XLI, "Gómez, Esteban y Moren s/ Infracción Ley 22.362".


    C., Miriam Noemí s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP, 1260, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a la Competencia N°1010, L. XLI, "Gómez, Esteban y Moren s/ Infracción Ley 22.362".


    P., Pablo Oscar s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP, 1351, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo y dictamen Competencia N° 842, L. XLII, "Cano, Esteban David s/ Su denuncia".


    V., José Ramón s/ Su denuncia


    COMP, 1359, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      Remisión al fallo y dictamen de la  Competencia N° 367, L. XLII, "Monteverde, Juan Martín s/ Denuncia".


    D., Sara s/ Su denuncia


    COMP, 1176, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo y dictamen de la Competencia N° 1380, L. XLI, "Alvarez, Graciela s/ Infracción Ley 22.362".


    B., Juan C. s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 1258, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo y dictamen de la Competencia N° 1380, L. XLI, "Alvarez, Graciela s/ Infracción ley 22.362".


    C. M., J. s/ Presunta infracción Leyes 22.362  y 11.723


    COMP, 1160, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo y dictamen de la Competencia N° 1380, L. XLI, "Alvarez, Graciela s/ Infracción Ley 22.362".


    G., Carlos s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 1144, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo y dictamen de la Competencia N° 1380, L. XLI, "Alvarez, Graciela s/ Infracción Ley 22.362".


    I., Viviana N. s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 1142, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo y dictamen de la Competencia N° 1380, L. XLI, "Alvarez, Graciela s/ Infracción Ley 22.362".


    M., Alejandro s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 1161, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo y dictamen de la Competencia N° 1380, L. XLI, "Alvarez, Graciela s/ Infracción Ley 22.362".


    R., Pedro A. s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 1143, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo y dictamen de la Competencia N° 1380, L. XLI, "Alvarez, Graciela s/ Infracción Ley 22.362".


    V., Martín s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP, 1162, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Coacción.   


    Remisión a la Competencia N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    M., Carlos s/ Coacción


    COMP, 1219, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Defraudación. Estafa.   


    Remisión a la Competencia N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    E., Carlos s/ Estafa


    COMP, 1226, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Estupefacientes.  


    Remisión, a contrario sensu, a contrario sensu, a lo dictaminado por esta Procuración General en la competencia n° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas-Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    O., Cristian Alejandro s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 1177, L. XLII, 01 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Extorsión.   


    Remisión al fallo y dictamen de la causa, competencia N° 739, L. XLII, in re "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de la libertad" , resuelta el 29 de noviembre de 2005.


    D., Hugo Sebastián s/ Denuncia extorsión


    COMP, 1263, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y competencia. Accidente ferroviario.   


    Al resultar de las constancias de autos que a consecuencia del accidente aquí investigado el tren detuvo su marcha, circunstancia  reconocida por el juez federal, cabe inferir que, sin perjuicio del tiempo en el que se mantuvo la interrupción, el hecho tuvo entidad  para entorpecer el tráfico ferroviario. En esa inteligencia, se opina que corresponde declarar la competencia del fuero federal para entender en estas actuaciones.


    M. L., Walter W. s/ Averiguación de causales de muerte


    COMP, 1262, L. XLII, 22 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Personal de la Prefectura Naval.   


    Habida cuenta que de las constancias del expediente se desprende que en los hechos materia de investigación habrían intervenido  funcionarios de la Prefectura Naval Argentina, quienes entregaron credenciales falsas a cambio de una remuneración, se estima que no puede descartarse una posible afectación al buen servicio que debe prestar esa institución nacional y que corresponde ser investigada por la justicia de excepción.  Por lo demás, y no obstante la provincialización del puerto de Ushuaia referida por el juez federal, no puede soslayarse en la discusión  que el poder de policía de seguridad que ejerce la Prefectura Naval Argentina sobre tenninales portuarias tiene su origen y fundamento en la salvaguarda del normal desarrollo de las funciones específicas de aquéllas, esto es el comercio marítimo y transporte interprovincial e internacional -ámbito específicamente federal-  y que el Estado ha conservado, a este respecto, una potestad de control.


    S., Avelino s/ Presunta infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP, 1095, L. XLII, 28 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Secuestro extorsivo.   


    Remisión a la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" resuelta el 8 de noviembre de 2005, y mantenida en numerosas sentencias posteriores, conforme se desarrolló en la Competencia N° 75, XLII, en autos: "Robledo,Julio Víctors/ Infracción Art. 170 del Código Penal".


    P., José Manuel s/ Víctima de secuestro extorsivo


    COMP, 1313, L. XLII, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Habida cuenta que el eventual secuestro extorsivo suscita la intervención del fuero de excepción, corresponde al magistrado federal, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la noticia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    M., Carlos s/ Infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP, 1349, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia de armas.   


    El hecho materia de investigación en este proceso es, por definición, en atención a sus particulares características, de aquéllos que suscitan la competencia del fuero de excepción.  La Corte, como órgano supremo y cabeza de uno de los poderes de la Nación, cumpliendo sus facultades inherentes a la alta función que desarrolla, atiende a la correcta distribución de las competencias judiciales cuando las cuestiones le son sometidas a su conocimiento, posibilitando una redistribución de esas competencias para la salvaguardia de la eficacia de la función judicial.  Por otro lado la Corte tiene decidido que cuando la jurisdicción federal surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios y la incompetencia de la justicia ordinaria puede promoverse en cualquier estado del proceso.  A ello no obsta, que el juzgamiento de los participes en un mismo hecho se efectúe en distintas jurisdicciones y bajo normas procesales diferentes, ya que el juicio oral implica la reproducción de las pruebas obtenidas en la instrucción y su valoración independiente, en cada  caso, atendiendo a la responsabilidad de los imputados, sin que la sujeción a normas procesales en uno y otro supuesto, y por  cuestiones de orden público, implique una violación a la garantía de igualdad ante la ley, en tanto ello no acarrea, de por sí, privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales condiciones.


    P., Maximiliano Gabriel s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP, 1115, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional.  


    El presente conflicto suscitado no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58.  Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Adrián Carlos Fernando s/ Su denuncia presunta comisión de delito de acción pública


    COMP, 1148, L. XLII, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por la materia. Competencia correcciónal.   


    El hecho a investigar encuadraría prima facie en el delito contemplado en el Artículo 149 bis del Código Penal, por lo que corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo correccional, toda vez que no hay concurso ideal entre delito y contravención y que el ejercicio de la acción penal desplaza al de la acción contravencional.


    K., Susana Alicia s/ Su denuncia


    COMP, 1213, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.  


    El presente conflicto suscitado, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, Inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58.  Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., María s/ Infracción Ley 11.723


    COMP, 1116, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 3, inciso 5, de la ley 48. Caso es que los hechos tienen estricta motivación particular: competencia ordinaria.


    Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el Artículo 3°, Inciso 5°, de la Ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.   Tal es la situación cuando el caso se vincula con problemas derivados de relaciones familiares, sin que además se haya puesto en peligro la seguridad del Estado o de sus instituciones.


    P., O. G. s/ Amenazas con arma blanca


    COMP, 861, L. XLII, 16 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Deber de asistencia familiar.   


    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Competencia en función de razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, la Corte tiene establecido, que no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economia procesal y mejor defensa de las partes.  En consonancia con esta doctrina, se estima que resulta aconsejable asignar competencia a la justicia nacional para entender en la causa, toda vez que en esta jurisdicción tramitó el juicio de divorcio, se convinieron los alimentos y se inició la ejecución de estos últimos. Por lo demás, dado que fue esta sede ante la cual acudió la madre para hacer valer sus derechos, cabe inferir que la solución propuesta no la perjudica en el ejercicio de la defensa de los intereses de los menores, ni afecta "el interés superior del niño", pese a la circunstancia de que los beneficiarios de la obligación tengan su residencia en Pilar.


    M., G. C. s/ Ley 13.944


    COMP, 856, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Deberde asistencia familiar.   


    Es doctrina de la Corte que, en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    B., Javier Alejandro s/ Infracción Ley 13.944


    COMP, 1355, L. XLII, 29 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Defraudación.  


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.   En caso de ausencia de dichos requisitos, cabe concluir que la contienda no se halla precedida, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, y corresponde devolver la causa al tribunal que previno, a sus efectos.


    B., Armando s/ Defraudación


    COMP, 1048, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa.  


    Ha establecido la Corte en casos que guardan similitud con el presente, que quien resulte autor del encubrimiento de la sustracción de un bien, no puede ser respecto de esa misma cosa y de manera simultánea víctima de estafa, toda vez que la existencia de este último delito excluye la comisión del primero, razón por la cual no puede escindirse la investigación.


    T., Marcelo Carlos s/ Estafa


    COMP, 1139, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Las particularidades señaladas no permiten descartar la existencia, en el caso, de una pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo, en los que, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    A., Pedro s/ Estafa


    COMP, 1064, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por el territorio.  


    Para decidir la cuestión de competencia resulta relevante el lugar en el que se dispone del bien gravado,  sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y, en ausencia de prueba en concreto al respecto, debe presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido  contractualmente.


    C., Javier Oscar s/ Estafa


    COMP, 995, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la libertad individual. Delitos contra la propiedad. Robo.  


    Tiene resueIto la Corte, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la  libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que  corresponde entender en la causa.


    Empresa S. C. S.A. s/ Robo de automotor


    COMP, 1035, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la propiedad. Delitos contra la administración pública. Encubrimiento.  


    La Corte tiene resuelto que es presupuesto necesano para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.  Los escasos elementos reunidos hasta el momento no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido. Por lo que es conveniente recordar que, tal como lo tiene establecido la Corte a través de numerosos precedentes, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando  surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    Juan G.  s/ Robo agravado y encubrimiento


    COMP, 1140, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Deraudación. Estafa.   


    Es de aplicación al caso la doctrina de la Corte, que establece que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    G., Adrián s/ Defraudación


    COMP, 1212, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Delitos contra la propiedad. Defraudación.  


    Es doctrina de la Corte que para la correcta traba de una contienda, debe ser la Cámara que confirmó la declinatoria la que insista o no en su criterio. No obstante, a pesar de la forma defectuosa en que se planteó la cuestión, se estima que en el caso la Corte puede prescindir de ese reparo procedimental, atento las razones de economía procesal, concurren en el presente y así lo aconsejan.  Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración.


    C., Luis Roque y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP, 1158, L. XLII, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento.  


    Es doctrina de la Corte que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre  quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto.  La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por ese delito no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    O. M., Bernardo Cristobal s/ Encubrimiento


    COMP, 1123, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima Jacie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Asimismo, tiene decidido, que la infracción al Artículo 33 del  Decreto Ley 6582/58, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.  Por otra parte, y aún cuando no haya sido materia de contienda, se advierte que también se incautó documentación del vehículo  que podría resultar apócrifa, por lo que la justicia de Rosario deberá profundizar la investigación en tal sentido, lo que además contribuiría a dilucidar la competencia material.  Acerca del hecho restante, relativo al hallazgo del vehículo en poder del imputado, entiendo que los escasos elementos reunidos hasta  el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que éste habría cometido. En este sentido, entiendo que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su  situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    D., Víctor Orlando s/ Encubrimiento


    COMP, 1130, L. XLII, 15 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Estupefacientes.  


    Remisión, "a contrario sensu", a lo dictaminado por esta Procuración General en la Competencia n° 130 L. XLII, "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    Atento que no todo el material estupefaciente se hallaba acondicionado en la forma prevista por el Artículo 2° de la Ley 26.052, se opina que corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


    G., Alberto Carlos s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1135, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Extrosión.   


    Remisión a la Competencia N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    H., Ignacio s/ Denuncia por extorsión


    COMP, 1220, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Homicidio calificado por el vínculo. Derechos de las niñas.   


    Corresponde otorgar el conocimiento de la totalidad de los hechos denunciados al juzgado de garantías, que previno en la causa, y en cuya jurisdicción tienen domicilio los padres de la menor y aquellos familiares que ante la ausencia de éstos cuidaban de ella, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.  La solución propuesta es la que mejor se compadece con la finalidad tuitiva de la "Convención sobre los Derechos del Niño", que dispone atender el "superior interés del niño" en todas las medidas a tomar concernientes a ellos  y en tanto la unidad de jurisdicción obraría en pos de tilla protección integral de los derechos de quien es víctima en este proceso.


    Q., Luciana s/ Homicidio agravado por el vínculo


    COMP, 1051, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y competencia.   


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere y de llegar a un criterio cierto acerca el lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    A. G., G. René José s/ Denuncia


    COMP, 1050, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Si uno de los magistrados intervinientes en la contienda  no cuestiona que los hechos con relevancia típica se llevaron a cabo en su jurisdicción, corresponde declarar su competencia para conocer en las actuaciones.


    G., Alicia Beatriz s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 1218, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Amenazas.   


    Habida cuenta que el caso versa sobre una denuncia por coacción, que se continuaría perpetrando en perjuicio de una persona mayor que, según su hija, "no sabe desenvolverse", se estima que, sin perjuicio de que no se ha determinado aún la ubicación precisa del lugar donde se desarrollaría la conducta a investigar, corresponde atribuir competencia al juzgado de General Acha para entender en estas actuaciones.


    R., Isabelina Beatriz s/ Denuncia


    COMP, 1155, L. XLII, 21 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    La Corte tiene establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Personal Policial P. s/ Amenazas


    COMP, 1183, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Defraudación. Abuso de firma en blanco.   


    Habida cuenta que de las constancias reunidas hasta el presente no surge la comisión de una infracción a la ley penal tributaria, se opina que la conducta a investigar encuadraría prima facie en el delito de defraudación por abuso de firma en blanco, que debe  ser investigado por los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se hizo valer el documento incriminado.


    D., Oscar Rodolfo s/ Denuncia


    COMP, 1154, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa.   


    La ausencia de constancias relativas a la necesana investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa procesal  reqmere y de llegar a un criterio cierto acerca el lugar donde fueron cometidos, para fmalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.   Se estima que no ha mediado el correcto planteamiento de un conflícto negativo de competencia que corresponda a la Corte dirimir.


    V., Elba y otros s/ Estafa


    COMP, 1180, L. XLII, 28 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Robo con armas.  


    Es doctrina de la Corte que resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal  que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    F., Guillermo Osvaldo s/ Robo con armas


    COMP, 1150, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Violación con fuerza o intimidación.   


    La Corte tiene resuelto, que ante la multiplicidad de lugares de perpetuación del delito, corresponde determinar la jurisdicción competente de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.  La solución propuesta tiende a preservar a la victima de reeditar los sucesos y vivencias traumáticas en otra sede, y de acrecentar la impronta del "sentimiento de ultraje" generado por el delito.


    D. P., Lissa R. s/ Denuncia violación con fuerza o intimidación


    COMP, 1243, L. XLII, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.   


    Remisión al fallo y dictamen de la causa, competencia N° 474, L. XLI, in re "Graña, María Celina y Suárez Grandi, Femanda s/ Denuncia", resuelta el8 de noviembre de 2005.


    Z., Edgardo s/ Hurto


    COMP, 1201, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la propiedad. Defraudación. Estafa.  


    La Corte Suprema se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el Artículo 24, Inciso 7º del Decreto-Ley 1285/58 si, al momento de la traba del conflicto, se carece de la investigación suficiente para individualizar los hechos con la certeza necesaria y subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada.  En tales cricunstancias corresponde al juzgado que previno continuar conociendo en las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    G., Silvia Graciela Fátima por Estafa


    COMP, 1084, L. XLII, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y competencia. Delitos contra la libertad individual. Privación ilegal de la libertad.  


    Tiene resuelto la Corte que, cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    G., Roberto Aníbal s/ Robo con armas


    COMP, 1175, L. XLII, 20 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y competencia. Encubrimiento.  


    Remisión al fallo de la Corte en la Competencia n° 1569, L. XL  in re "Comisaría San Julián s/ Iinvestigación presunta infracción", resuelta el 5 de abril de 2005.


    Más allá de la forma defectuosa en que se ha planteado el conflicto, se entiende que los escasos elementos reunidos hasta el presente  no alcanzan, en el caso, para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su  posible participación en ella.  La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    S., Héctor Hugo s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP, 1062, L. XLII, 16 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal. Secuestro extorsivo.   


    Remisión a los fallos de la Corte s Competencia N° 690, XLI, en autos:"Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" resuelta el 8 de noviembre de 2005, y mantenida en numerosas sentencias posteriores, conforme se desarrolló en la Competencia N°75, XLII, en autos: "Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal".


    L., Matías Federico s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 1223, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal.   


    Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ Infracción Ley 22.362".


    O., Emetrio y otros s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP, 1207, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


      Remisión al fallo y dictamen de la Competencia N° 1378, L. XLI, "Falabella S.A. s/ Inf. Ley 22.362  y 11.723".


    B., Mario s/ Denuncia por infracción a las Leyes 11.723 y 22.362


    COMP, 1185, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal.   


    Actos que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal.


    Habida cuenta que el magistrado federal reconoce su competencia respecto de los hechos que se le atribuyen a uno de los imputados (un funcionario público), los cuales en esta etapa embrionaria de la investigación, abarcarían también las conductas reprochadas a los otros imputados, y en tanto no puede descartarse la existencia de una pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo, en los que, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal, corresponde a este magistrado continuar con el trámite de las actuaciones.


    J., Jorge s/ Denuncia


    COMP, 1094, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y competencia.  


    Tiene establecido la Corte que para la correcta traba de una contienda de competencia es necesario que el tribunal declinante tenga oportunidad de insistir o retractarse de su postura. Si bien ese requisito no se ha cumplido en el caso, razones de economía procesal aconsejan dejar de lado ese reparo formal y dirimir la cuestión, a fin de evitar mayores demoras.  Sobre el fondo del asunto, es criterio de la Corte, que el Artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del  funcionamiento de las distintas jurisdicciones.  También ha sostenido la Corte que no existe óbice constitucional alguno en que la justicia federal sea la competente para dictar la sentencia única conforme al Artículo 58 del Código Penal, pues de ese modo se evita una eventual desnaturalización del sistema instituido en esta materia como resultado de la coexistencia de diferentes jurisdicciones y competencias.


    M., Oscar Ramón por Infracción Artículos 292 y 45 Código Penal


    COMP, 1178, L. XLII, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia


    Secuestro extorsivo. Competencia federal.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    C. C., Cristian Ramón y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 164, L. XLII, 23 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia


     


    Solicita el requerimiento de testimonios de las causas en trámite en ambas jurisdicciones.


    Incidente de inhibitoria entre el Juzgado de Garantías Nº 4 de La Plata y el Juzgado Federal Nº 3 de La Plata


    COMP, 1385, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Encubrimiento. Competencia federal. Robo. Competencia Nacional.  


    Contienda negativa de competencia. Automotor con pedido de secuestro. Alternatividad ente la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    G., Daniel Omar s/ Averiguación de ilícito


    COMP, 160, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia del juez que previno.  


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las  declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  La ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.  En tales condiciones corresponde al tribunal que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas.


    N.N. s/ Estafa


    COMP, 1703, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional.  


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Corresponde al tribunal que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas.


    S., Esteban Luis s/ Estafa


    COMP, 1772, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia.   


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N" 1192, L. XLI, "C., Mónica Silvana s/ Suicidio en grado de tentativa".


    S., Pamela s/ Suicidio en grado de tentativa


    COMP, 1882, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Cheque extraviado. Estafa. Competencia del juez que previno.   


    Lugar de entrega de los títulos. Elementos incorporados insuficientes.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.   Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP, 1877, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Planteo extemporáneo. Calificación legal.  


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Corresponde al tribunal que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    B., Darío y F., Mauricio Ángel s/ Estafa


    COMP, 1743, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia


    
      Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia Provincial.

      

    


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    En cuanto a la idoneidad de la vía intentada para objetar la validez del decreto 1390/01 cabe recordar que la Corte ha declarado que la acción de amparo constituye un remedio de excepción y es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, así como cuando la determinación de la eventual invalidez del acto requiere amplitud de debate y de prueba. Dichos extremos, cuya demostración es decisiva para su procedencia, la Corte los ha calificado de imprescindibles.


    B., Jaime Ramón s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 499, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.



    Remisión al fallo de la causa Fallos: 328: 3825.  Incorrecta traba de la contienda.


    M., María Luisa s/ Denuncia hurto


    COMP, 1456, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Defraudación. Tribunal de alzada. Juez previniente.  


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    B., Fabián G. p/ Defraudación por estelionato


    COMP, 131, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1192, L. XLI, "C, Mónica Silvana s/ Suicidio en grado de tentativa".


    G., Marta Esther s/ Suicidio en grado de tentativa


    COMP, 1881, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos ambientales. Residuos Peligrosos. Competencia federal.   


    Determinación de la peligrosidad de las sustancias encontradas.


    Cuando sea objeto de la causa que motivó el conflicto determinar si los desechos hallados en la vía pública contienen sustancias que puedan considerarse "residuos peligrosos",  y si ellos pudiesen afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados, en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de la ley 24.051, es ante la justicia federal donde debe sustanciarse la investigación.


    E., Mario s/ Denuncia


    COMP, 1668, L. XLI, 07 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    Cuando la cuenta corriente de la denunciante se encuentra abierta en una entidad bancaria sita en determinada jurisdicción, donde también se encuentra la sucursal en la que se depositó el dinero cuya acreditación no se pudo corroborar, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción conocer en la causa.


    B. S. S. G. s/ Estafa


    COMP, 476, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de instrumento público. Documentos de identidad. Competencia federal.   


    Las oficinas seccionales del Registro de las Personas situadas en las provincias revisten el mismo carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir los documentos nacionales de identidad, ya sea en forma directa o por intermedio de los organismos que legalmente lo representen.


    C., Susana s/ Denuncia


    COMP, 843, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Abandono de personas. Mar territorial. Aguas jurisdiccionales. Competencia federal.   


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 336, L. XXXV, "Marinero A. s/ Av. desaparición del B/P Hoyo Maru N°37".


    El Estado Nacional ejerce jurisdicción exclusiva sobre el mar territorial argentino, es decir, entre las tres y las doscientas millas marinas desde la línea de las más bajas mareas, según lo prescriben los Arts. 1° de la Ley 17.094 y 2° de la Ley 18.502. Sobre la franja del mar territorial adyacente a las costas y hasta las tres millas marinas, la jurisdicción será ejercida por las provincias.


    G., Enzo Ariel s/ Abandono de persona


    COMP, 466, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dict.men


     


    Abuso de autoridad. Competencia provincial.   


    Fiscal que habría ordenado diligencias irregulares.


    Si de las constacias del expediente surge que un funcionario público ordenó las diligencias presuntamente irregulares en el curso de una investigación que tramitaba en la sede a su cargo, corresponde asignar competencia a la justicia provincial.


    N.N. s/ Delito de acción pública


    COMP, 1820, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Abuso deshonesto. Competencia provincial.  


    La regla contenida por el artículo 34 de la ley 23.737 es clara, en tanto establece que sólo los delitos previstos y penados por ella serán de competencia de la justicia federal, extremo que no se da en el supuesto del artículo 13 de la citada norma ya que no crea una figura especial sino que contempla una circunstancia de agravación de la pena en aquellos supuestos en los que se usaren estupefacientes para facilitar o ejecutar otro delito, concepto este último empleado en un sentido general y no circunscripto a una clase determinada.


    L., R. s/ Abuso deshonesto


    COMP, 400, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Domicilio del menor. Competencia provincial.   


    Si de las constancias incorporadas al legajo surge que la víctima y su madre conviven con el concubino de ésta, y su grupo familiar desde hace siete meses, y que, según surge de las constancias de la causa, la menor habría sido contagiada de una enfermedad producida por contacto directo interhumano en ese lapso, razones relativas a una mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia -Artículo 3° de la Convención sobre los Derechos del Niño- aconsejan que sea el tribunal del lugar donde ella se domicilia y donde, además, tramita un expediente tutelar relativo a su persona por el hecho denunciado, el que intervenga para lograr la protección integral de sus derechos.


    O., J. E. s/ Abuso deshonesto


    COMP, 840, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Abuso sexual. Competencia provincial.   


    Atribución de competencia territorial en función de las declaraciones de la víctima y su hermanastra.


    Al resultar coincidentes los dichos de la víctima con los de su hermanastra, en el sentido de que los hechos a investigar habrían ocurrido cuando el núcleo familiar residía en determinada localidad, corresponde asignar la competencia al juzgado de aquélla jurisdicción para conocer en las actuaciones.


    C., J. C. s/ Abuso sexual


    COMP, 1865, L. XLI, 07 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Corrupción de menores. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    B., P. H. s/ Corrupción de menor de 18 años


    COMP, 1085, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial.   


    El Tribunal tiene establecido que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    G., F. D. s/ Su denuncia delito c/ Integridad sexual


    COMP, 1039, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.  Por ello y toda vez que de las constancias agregadas al incidente surge claramente que la víctima fue sometida sexualmente y  desapoderada en un desagüe que se encuentra en territorio bonaerense, corresponde al magistrado de esa provincia el conocimiento de los hechos.


    S., G. s/ Violación con fuerza o intimidación


    COMP, 967, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Accidente ferroviario. Competencia federal.   


    Hecho que produjo la afectación del tráfico ferroviario.


    Si de las constancias del legajo resulta que a consecuencia del accidente se vio afectado el tráfico  ferroviario, corresponde a la justicia federal conocer en la causa.


    P., Walter A. s/ Interrupción medios de transporte - Artículo 194 Código Penal


    COMP, 19, L. XLII, 22 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Acopio de municiones. Competencia federal.  


    Si en el caso, el juez a cago del juzgado federal no cuestionó la calificación legal del hecho, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1), inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, su conocimiento corresponde a la justicia federal.


    C., Richard Ross P.S.A  de infracción Ley 20.429 y/o Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP, 956, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Actos discriminatorios. Competencia federal.   


    Compete al fuero federal el juzgamiento de lo atinente a la realización de actos discriminatorios en violación al artículo 1º de la ley 23.592, dada la naturaleza federal de la norma y la circunstancia de reglamentar un principio constitucional que excede el concreto interés de la parte e involucra y afecta a toda la comunidad.


    M., César Abel s/ Denuncia


    COMP, 911, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia provincial.   


    Conducta dirigida a inducir a error al titular del juzgado donde tramita una sucesión.


    Si el objeto del conflicto de competencia es determinar si la conducta reprochada a los imputados estuvo dirigida a inducir a error al titular del juzgado donde tramita la sucesión de su progenitor, a fin de lograr un pronunciamiento perjudicial para el denunciante, corresponde al juzgado del lugar donde tramita la sucesión asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos, y resolver luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    K., Pinchos y otros s/Administración fraudulenta


    COMP, 705, L. XLII, 11 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Lugar donde se ejecuta el acto infiel. Ante el desconocimiento: presunción de ejecución en el domicilio de la administración.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquel se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    C. S., Hernán y otros s/ Defraudación


    COMP, 1874, L. XLI, 07 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Robo. Investigación inconclusa. Competencia provincial.  


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotores con patentes sustituidas. Elementos escasos. Necesidad de profundizar la investigación.


    Respecto de la sustitución de las placas individualizadoras del rodado, conforme Art. 289 del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En relación con el hallazgo del vehículo, sobre el cual pesa un pedido de secuestro proveniente de una seccional de esta ciudad, los escasos elementos reunidos hasta el momento resultan insuficientes para discernir las conductas en que habrían incurrido los encausados, y en su caso el juez a quien compete investigarlas.


    S., Oscar s/ Averiguación dudosa procedencia de rodado


    COMP, 1921, L. XLI, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.  


    Único tribunal a cargo.


    Tiene establecido el Tribunal, que la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  No puede desconocerse la estrecha vinculación que, en el caso, existe entre esa infracción y la falsificación de la que conoce la justicia de excepción, atento la coincidencia que se observa entre la numeración adulterada de motor y chasis del vehículo, así como respecto de la del dominio, y aquella que consta en la documentación. A ello cabe añadirle la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.  Corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal provincial para conocer también respecto de la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Diego s/ Infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP, 809, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Estafa. Competencia provincial.  


    La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el Art. 289, inc. 3°, del Código Penal, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.  No puede desconocerse la estrecha vinculación que existe entre la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- y la falsificación cuyo conocimiento está a cargo de la justicia federal -atento la coincidencia que se observa entre los datos insertos en los documentos apócrifos y el rodado secuestrado-, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto.


    N.N. s/ Delito contra la fe pública


    COMP, 615, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. Competencia provincial.  


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Cuando de las probanzas del expediente no surja dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al tribunal local en cuya jurisdicción se comprueben las anomalías y se secuestre el rodado.


    V., Omar Ernesto s/ Averiguación de ilícito


    COMP, 147, L. XLII, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Devolución del expediente. Competencia nacional.  


    En los casos en que, al declinar la competencia uno de los jueces intervinientes en la contienda, modificó el criterio que previamente había sostenido acerca del carácter delictivo del hecho al dictar el procesamiento del imputado, sin que de las constancias del incidente surja que desde esa oportunidad se haya incorporado elemento alguno que permitiera variar ese juicio sobre la configuración típica, esta circunstancia que torna insustancial la contienda.  Los procedimientos que conducen a deducir cuestiones de competencia insustanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia, por lo que corresponde advertir al magistrado que la promovió innecesariamente.


    R., Felipe Francisco s/ Supresión, alteración o falsificación de bienes registrables


    COMP, 732, L. XLII, 23 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Economía procesal. Competencia Federal.  


    No puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuyo conocimiento está a cargo de la justicia federal a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.   Por estas razones, también corresponde al Juzgado Federal de Junín conocer en relación con la infracción al artículo 289, inciso 30, del Código Penal.


    B., Marcelo Alejandro s/ Infracción Artículos  277, 292 y 296 Código Penal


    COMP, 559, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de documentos. Competencia federal.  


    Infracciones al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria.


    La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.  No puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuyo conocimiento está a cargo de la justicia federal – atento la coincidencia que se observa entre los datos insertos en el documento apócrifo y el rodado secuestrado – a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Comisaría 6ta. Allen s/ Investigación presunta infracción Artículo 289 Inciso 3° del Código Penal


    COMP, 634, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Competencia provincial.  


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya numeración de chasis había sido adulterada, corresponde declarar la competencia al juez provincial.


    C., Carlos Alberto s/ Infracción Artículo 289 Inciso 3


    COMP, 388, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración del automotor. Competencia local.  


    Existen solo dos vehículos -de la misma marca y modelo- cuya numeración de chasis es coincidente con la que se ha logrado determinar, y solo uno de ellos, además de ser del mismo color que el rodado incautado, posee pedido de secuestro, por lo que cabe concluir que, en principio, se trata del mismo vehículo.


    C., Guillermo Oscar (encargado de Registro Tigre 2) su denuncia por infracción al Artículo 192 Código Penal


    COMP, 1231, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Adulteración de medicamentos. Competencia federal.   


    Infracción a la ley 16.463. Uso indebido de medicamentos.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  La ratio manifiesta de la ley 16.463 y el decreto reglamentario 9763/64, es evitar el uso indebido de medicamentos, así como determinar la peligrosidad de éstos, su comprobada y comprobable acción y finalidades terapéuticas y sus ventajas científicas, técnicas o económicas, de acuerdo con los adelantos científicos. En consecuencia, la adecuación de los hechos a las previsiones del artículo 22 de la ley 16.463, hace surtir la competencia del fuero de excepción, en función del carácter federal de las normas contenidas en ella.


    P., Mario s/ Denuncia


    COMP, 246, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Amenazas. Derecho contravencional y de faltas. Competencia provincial.  


    La Corte ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.  En consecuencia, y toda vez que el juez de instrucción entendió que el hecho no configuraba el delito de amenazas corresponde declarar la competencia del magistrado local.


    C., Héctor s/ Coacción


    COMP, 657, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Apremios ilegales. Competencia por el territorio. Competencia Provincial.   


    Si de los dichos del denunciante -no controvertidos por otras constancias del expediente-, surge que los apremios comenzaron en determinada jurisdicción, por aplicación de la doctrina que pregona que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se consuma  el delito, corresponde al juez de dicha provincia continuar con el trámite de la causa, no obstante un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    M., Mirta s/ Denuncia


    COMP, 778, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Arma secuestrada. Arma de fuego. Juez previniente. Competencia provincial.  


    Atento que no se han incorporado al incidente las piezas necesarias que permitan sustentar la declinatoria cuyo contenido tampoco ha podido ser considerado por el juez provincial, corresponde devolver las actuaciones al juzgado de origen a sus efectos.


    S., Antonio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP, 1126, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Asociación ilícita. Cheque. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    En atención al carácter permanente de del delito de asociación ilícita, si el accionar se ha verificado en varias jurisdicciones, corresponde atribuir la competencia al magistrado que resulte más conveniente por razones de economía procesal, con el fin de procurar una mejor actuación de la justicia que permita que la investigación y el proceso se lleven a cabo cerca del lugar donde ocurrió el injusto y donde se encuentran los elementos de prueba.


    G., Héctor s/ Asociación ilicita


    COMP, 95, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Automotores. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. Estafa. Falsificación de instrumento público. Concurso ideal. Competencia federal.  


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Desde esa perspectiva, en cuanto al hallazgo de los automotores sobre los que pesa pedido de secuestro, los escasos elementos reunidos hasta el momento no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido las personas involucradas en la causa, por lo que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica en cuanto a la sustracción de los bienes incautados corresponde que los respectivos tribunales que entienden en esos hechos ilícitos tomen debida intervención a esos fines.  Con base en tales consideraciones, y habida cuenta que el juez federal ordenó oportunamente la remisión de testimonios a la justicia de instrucción a la que corresponde investigar los desapoderamientos ocurridos, el magistrado local, que previno, deberá continuar con la profundización de la pesquisa, en el sentido señalado, respecto de los automóviles cuyas sustracciones tuvieron lugar en territorio provincial, sin perjuicio de que si aquél considera que debe entender otro juez de su misma provincia, le asigne su conocimiento de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.  Por otra parte, en lo relativo a las presuntas estafas, aunque del incidente no surgen con precisión las respectivas circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se habrían desarrollado cada una de las etapas de las negociaciones concernientes a la venta de los rodados de procedencia ilícita, toda vez que de sus constancias se desprende que en aquellas operaciones se habrían utilizado documentos públicos falsos, resulta de aplicación al presente la doctrina de la Corte según la cual, en los casos en que el delito de falsificación concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como forma de agotamiento del primero.   En ese orden de ideas, y habida cuenta que también surge de los elementos incorporados al expediente  que entre la documentación falsa utilizada se hallan instrumentos públicos de carácter nacional, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional, para entender en la presunta comisión del delito de estafa perpetrado mediante el empleo de documentos públicos falsos.


    B., Norberto s/ Averiguación Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP, 422, L. XLII, 25 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Calumnias. Injurias. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  


    Delitos contravencionales


    Cuando el delito investigado resulta escindible de la infracción contravencional, más allá de la vinculación que podría existir entre ambos, corresponde al juez contravencional y de faltas conocer sobre este último.


    Propietario local sito en Dorrego 8XX “D. P. M.” por Infracción Artículos 116, 117 y otros del Código Penal


    COMP, 174, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Cámara federal de apelaciones.   


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    L. G., Juan E. s/ Denuncia


    COMP, 1430, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Cheque sin fondos. Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Competencia provincial.   


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Corresponde al juez del domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    S. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP, 1030, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Domicilio del banco. Competencia provincial.   


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Corresponde al juez del domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    B., Juan s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP, 1091, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Coacción calificada. Competencia provincial.   


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal local que intervino primigeniamente en la cuestión haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. A tal efecto, el rechazo del juez federal debe haber sido puesto en conocimiento del juez provincial, y sólo en el supuesto de una posterior insistencia por parte de éste -y no de la agente fiscal- se habría suscitado una contienda que deba resolverse de acuerdo a lo normado en el artículo 24, inciso 7º, del Decreto- Ley 1.285/58.


    D. L., César y otro s/ Averiguación infracción Artículo 149 ter del Código Penal


    COMP, 1889, L. XLI, 25 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Coacción. Competencia por el territorio. Declaración de la víctima. Competencia provincial.   


    Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


    La Corte tiene establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  Es doctrina del Tribunal, que las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    V., Silvia Andrea s/ Coacción


    COMP, 159, L. XLII, 23 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Coacción. Extorsión. Seguridad pública. Competencia provincial.   


    Cuando de los elementos de convicción reunidos en el incidente no surge que tuvieran entidad para afectar la seguridad pública –finalidad perseguida por las Leyes N° 25.742, 25.760 y 25.886-corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa.


    E., José s/ Su denuncia


    COMP, 527, L. XLII, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Comercialización de estupefacientes. Competencia federal.  


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII, "Investigación del trafico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    R., Claudia s/ Comercialización de estupefacientes


    COMP, 1335, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ investigación", aplicación al caso, a contrario sensu.


    B., Héctor Leandro s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1451, L. XLII, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal.  


    Si el material estupefaciente no se hallaba fraccionado en dosis destinadas al consumidor, no se verifica en la causa la pauta objetiva prevista en el artículo 2 de la ley 26.052 para asignar su conocimiento a la jurisdicción local.


    P., Marcelo Domingo y otros s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 896, L. XLII, 25 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 130, L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ investigación", a contrario sensu.


    T., Daniel y otros s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


    COMP, 477, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130 L. XLII, "Investigación del tráfico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    B., Sabrina Alejandra y otros s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 991, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII, “Investigación del tráfico de drogas ilícitas – Delegación Mar del Plata s/ Investigación” (aplicación a contrario sensu).


    Atengo que el estupefaciente no se hallaba acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la ley 26.052, corresponde a la justicia federal conocer en la presente causa.


    S., Silvia s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 264, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII, “Investigación del tráfico de drogas ilícitas-Delegación Mar del Plata s/ Investigación”.


    Miguel Ángel O. y otra s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1335, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación" aplicación al caso a contrario sensu.


    R., Jorge David s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1457, L. XLII, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia por conexidad. Competencia federal.  


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a  ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en la regla del artículo  4°. Lo dispuesto en el artículo 3° responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en el caso a favor de la jurisdicción federal.


    Familia H. s/ Presunta infracción a la Ley 23.737


    COMP, 804, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional.  


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a  ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en la regla del artículo  4°. Lo dispuesto en el artículo 3° responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal, sin que la fecha de iniciación de los distintos procesos constituya, según el texto legal, un aspecto a tener en cuenta.


    Presunta infracción Ley 23.737


    COMP, 936, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 130, L. XLII, "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    Atento que la droga se encontraba en las condiciones previstas por el Art. 2° de la ley 26.052, corresponde al juez local atender en la presente causa.


    Incidente de incompetencia en causa 655.912


    COMP, 438, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    G., Luis Maximiliano Gastón y otros s/ Tenencia de estupefacientes para su comercialización


    COMP, 629, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII, “Investigación del tráfico de drogas ilícitas-Delegación Mar del Plata s/ Investigación”.


    C., José Luis s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1249, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente.  


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII, “Investigación del tráfico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación”.


    A., Alcides Enrique s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1210, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Fraccionamiento de estupefacientes. Competencia federal.  


    Remisión  "contrario sensu" al dictamen de la causa en Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    Atento que el estupefaciente no se hallaba acondicionado en la forma prevista por el artículo 2° de la ley 26.052, corresponde a la justicia federal conocer en la presente causa.


    M., Néstor Antonio s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 670, L. XLII, 04 de septiembre de 2006



    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Su omisión provoca un notable perjuicio para la buena administración de justicia que debe ser evitado.


    Averiguación presunta infracción Ley 23.737


    COMP, 345, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Su omisión provoca un notable perjuicio para la buena administración de justicia que debe ser evitado.


    Averiguación infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1379, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Su omisión provoca un notable perjuicio para la buena administración de justicia que debe ser evitado.


    Claudia Ester S. s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 358, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Fallos: 308:275, 315:312, 323:171 y 3867.


    El juez declinante debió realizar todas las diligencias necesarias para darle precisión a los hechos, pues la corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Por lo tanto, continuar conociendo en la presente causa el juzgado provincial que previno.


    S., Ricardo s/ Infracción  Ley 23.737


    COMP, 589, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia del juez que previno.  


    Falta de individualización de los hechos y de las calificaciones. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.   Si no concurren los elementos señalados, corresponde al juzgado que previno, continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A., Guillermo Roberto s/ Estafa


    COMP, 1775, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.   


    Remisión a los fallos de las causas Comp. N° 690, XLI, “Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo”  y Comp. N°75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    R., Alcides s/ Denuncia


    COMP, 803, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ Infracción ley 22.362".


    B., Jonathan M. s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP, 1390, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de la libertad".


    G., Elba Estela s/ Averiguación de ilícito


    COMP, 113, L. XLII, 23 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Venta de discos compactos presuntamente apócrifos. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    I., Mariano s/ Denuncia estafa


    COMP, 1868, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso ideal de delitos.   


    Contienda negativa de competencia. Ley de Marcas y Patentes. Ley de Propiedad Intelectual. Concurso ideal. Única conducta.


    Si no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -la Ley 22.362 y la Ley 11.723- que concurririan en forma ideal en el caso de que ambas infracciones sean cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, corresponde declarar la competencia del magistrado federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento y sin perjuicio de lo que resulte de su investigación ulterior.


    C., Rolando Diego s/ Infracción a la Ley 22.362


    COMP, 1870, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia local.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. 892, L. XL, "Goldaracena, Eusebio (Apoderado Autopistas del Sol) s/ Denuncia -causa N° 8218".


    G., José s/ Coacciones


    COMP, 1907, L. XLI, 22 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria.  


    Secuestro de automotor con numero de chasis adulterado y chapas patentes que no le pertenecían. Ausencia de perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


    Respecto de la sustitución de las placas y la adulteración de la numeración del chasis, las  infracciones al artículo 33 del Decreto Ley 6582/58 -Artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma Ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió el hecho, corresponde investigar al Juzgado en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías y se secuestró el rodado.


    T., Isidro s/ Presunta infracción Artículo 277 del Código Penal


    COMP, 1873, L. XLI, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia Provincial.  


    Atento que el magistrado local no desconoce que los hechos tuvieron lugar en territorio provincial y que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, a él corresponde conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de que si considera que debe entender otro juez de su misma provincia, le asigne su conocimiento de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Delito de acción pública


    COMP, 752, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.   


    Contienda negativa de competencia. Ausencia de elementos de convicción para atribuir la competencia al fuero federal. Competencia provincial.


    Habida cuenta que de los elementos de convicción reunidos en el incidente no surge que los hechos materia de esta contienda tuvieran la entidad requerida para surtir el fuero federal, corresponde atribuir competencia a la justicia provincial para entender en estas actuaciones.


    E., Jorge Ezequiel s/ Su secuestro extorsivo


    COMP, 1594, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones ajenas a la justicia de excepción.


    Atento que el hecho materia de investigación no encuentra adecuación en ninguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 y que tampoco surge de lo actuado hasta el momento que exista alguna vinculación con las funciones del denunciante como magistrado nacional, o que resulten afectados intereses federales, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para conocer en esta causa.


    R., Carlos s/ Denuncia


    COMP, 245, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Hechos que no tienen entidad para surtir el fuero federal. Falta de afectación al normal desempeño de un organismo nacional o de alguno de sus empleados.


    Habida cuenta que de los elementos de convicción reunidos en el incidente no surge que los hechos materia de esta contienda tuvieran la entidad requerida para surtir el fuero federal, ni que hubieran afectado el normal desempeño del organismo nacional o de alguno de sus empleados, corresponde atribuir competencia a la justicia provincial para entender en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    P., Juan Alfredo s/ Su denuncia por presunto secuestro extorsivo


    COMP, 1742, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a Fallos: 327:4679.


    A., Juana Raquel s/ Denuncia


    COMP, 744, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Secuestro de automotor con chapas patentes cambiadas. Lugar donde se comprobó la anomalía.


    Si del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde investigarla al magistrado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    C., Emilio Rolando s/ Denuncia


    COMP, 1890, L. XLI, 23 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal.   


    Presunto delito de extorsión cometido desde una unidad penitenciaria. Llamadas extorsivas.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.  En atención a que la competencia criminal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, y teniendo en cuenta los dichos del denunciante, que no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa, en cuanto a que las llamadas extorsivas tuvieron lugar en la unidad de Ezeiza, es en esa sede donde debe proseguir la investigación.  En los casos en que el accionar hubiere afectado el normal desempeño de una institución nacional, corresponde a la justicia federal, que es precisamente quien mejor se encuentra habilitada para investigar los delitos cometidos desde establecimientos del Estado Federal, continuar con el trámite de las actuaciones.


    M., Fabián s/ Denuncia presunta extorsión


    COMP, 12, L. XLII, 22 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso ideal de delitos. Propiedad intelectual. Marcas. Competencia federal.  


    Venta de discos compactos apócrifos. Violación a las leyes 22.362 y 11.723. Unidad de conducta.


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723 - que concurren en forma ideal, si ambas fueron cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    A., Nancy s/ Ley 11.723


    COMP, 1822, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Conducción clandestina de aeronaves. Competencia federal.  


    Corresponde declarar la competencia del tribunal federal toda vez que, de acuerdo a lo que surge del informe del Registro Nacional de Aeronaves, el hecho podría encuadrar en alguna de las figuras penales que describe y reprime el artículo 219 del Código Aeronáutico, en sus incisos 1° y 4°, en cuanto éstas sancionan la conducta de quien condujese una aeronave que carezca de la habilitación correspondiente, o cuya marca de matriculación haya sido adulterada o eliminada. Es decir que, se trata de delitos cuya comisión afectaría directamente la navegación aérea y que, por tal motivo, de acuerdo con lo establecido por el artículo 198 de aquel cuerpo legal, surten la jurisdicción federal.


    Agente Fiscal s/ Infracción Ley 17.285


    COMP, 236, L. XLII, 23 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia. Distribución de competencias.  


    Secuestro de automotor con numeraciones erradicadas. Vinculación entre la infracción al art. 289 inc. 3° del Código Penal y la falsificación. Necesidad de profundizar la investigación.


    La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.  Sin embargo, no puede desconocerse -si existe- la estrecha vinculación entre esa infracción y la falsificación, cuya investigación se encuentra a cargo de la justicia federal, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, de que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones, corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto.  En cuanto al secuestro del automotor si resultan escasos los elementos reunidos hasta el momento y no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza necesario que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica en cuanto a la sustracción del bien.  Con base en tales consideraciones es el magistrado que previno quien deberá realizar las diligencias pertinentes a fin de establecer esas circunstancias, y remitir luego las actuaciones al tribunal que corresponda, para que finalmente profundice la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del bien.


    T. J., Cecilia s/ Encubrimiento


    COMP, 1757, L. XLI, 20 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Control sanitario. Código alimentario argentino. Autoridad de aplicación. Competencia correccional.  


    Corresponde a la justicia correccional entender en el recurso contra la decisión de la Justicia de Faltas de la Municipalidad toda vez que a raíz de la sanción de la ley 13.230 de la Provincia de Buenos Aires, en virtud del Art. 1°, la citada Provincia adhirió a la Ley Nacional 18.284, Código Alimentario Argentino, que en su Art. 5° establece que la autoridad de aplicación conocerá en grado de apelación de los reclamos que recaigan sobre actos administrativos emanados por él o los municipios en ejercicio de las facultades delegadas de acuerdo a lo que establece la normativa de procedimiento administrativo de la Provincia de Buenos Aires.  Esta adhesión de la Provincia de Buenos Aires supuso la incorporación de las normas del Código Alimentario Argentino al orden local e hizo aplicable al caso, de modo analógico, la  jurisprudencia de la Corte, que decidió que las leyes-convenio entre la Nación y las provincias hacen parte del derecho local; esa condición asumen en el campo del derecho público, de modo que su violación colisiona, en primer término, con el plexo normativo provincial, y tal circunstancia excluye la cuestión de la materia exclusivamente federal.


    Bossero, Martín “Autoservicio Día %” apela sanción del juez de faltas municipal s/ Infracción Ley 18.284 y ordenanza 3.559 en Dolores


    COMP, 1140, L. XLI, 08 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Correspondencia. Competencia federal.  


    Sustracción de una motocicleta utilizada para reparto de correspondencia.


    El hecho supone la comisión de uno de aquellos supuestos que violentan o estorban la correspondencia de correos, si la motocicleta fue sustraída en circunstancias en que estaba siendo utilizada por un empleado del correo para el reparto postal.  En tal sentido, la competencia de excepción lo es en razón de la materia y no de las personas, y es independiente, por tanto, del carácter público o privado de la empresa a cuyo cargo se encuentre la distribución de la correspondencia.  Por ello, si el robo  importó una afectación de ese servicio, corresponde declarar la competencia del juez federal para que continúe conociendo en las actuaciones.


    I., Carlos Alberto s/ Artículo 164 del Código Penal


    COMP, 1887, L. XLI, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Corrupción de menores. Competencia criminal.   


    Remisión al fallo de la causa Fallos: 315: 2859.


    H., D. s/ Corrupción de menores


    COMP, 305, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Daño ambiental. Delitos contra el medio ambiente. Límites interprovinciales. Competencia federal.   


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051. Posible afectación a las personas y al medio ambiente mas allá de los límites provinciales: comeptencia federal.


    En aquellos casos en que se investigue la presunta infracción a la ley 24.051, y no se pueda descartar que los gases y los líquidos puedan afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites provinciales, corresponde al juzgado federal proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    R., Mirta María s/ Denuncia


    COMP, 200, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Daño en bienes de uso público. Servicio telefónico. Telecomunicaciones. Competencia federal.   


    Cuando de los términos de la denuncia surja que a causa de los múltiples daños producidos a los teléfonos instalados en la vía pública se produjo la incomunicación del aparato de telefonía, configurándose una efectiva obstrucción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, corresponde declarar la competencia del juzgado federal, para seguir conociendo en la causa.


    T. de A. S.A. s/ Denuncia


    COMP, 1120, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Daño. Desechos peligros. Competencia provincial.   


    Falta de configuración de alguno de los supuestos contemplados en la ley 24.051.


    Si no se advierte de los elementos de juicio incorporados al incidente la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051 que habilitan su aplicación y la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    G., Luisa s/ Daño calificado


    COMP, 425, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Defraudación. Apropiación de prenda. Competencia provincial.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es presupuesto para una correcta traba de la contienda negativa de competencia que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede cuando uno de los magistrados no cuestiona la competencia local que se le atribuye. En esas condiciones corresponde a aquél continuar conociendo en el proceso, sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su mismo territorio, se la remita de conformidad con las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S. S.A. s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP, 537, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Asegurador. Póliza. Competencia provincial.  


    Si de las manifestaciones del denunciante, que resultan verosímiles y deben ser tenidas en cuenta para resolver el conflicto, todos los actos con relevancia típica se realizaron en territorio provincial, correspode declarar la competencia del juzgado local para entender en la causa.


    M., Osvaldo Enrique


    COMP, 1060, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional.   


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 462, L. XLII, “A., Karina Alejandra s/ Defraudación”.


    J., Claudio Omar s/ Defraudación


    COMP, 851, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.  


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el Art. 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58, ya que las falencias plasmadas en la declinatoria que aparece incorrectamente planteada por el magistrado local, no pueden suplirse a la luz del criterio establecido en Fallos: 310:2755, pues los elementos de juicio incorporados al incidente y a sus agregados, no permiten inferir que los hechos motivo del conflicto formen parte de las mismas maniobras delictivas, cuyo conocimiento fue parcialmente aceptado por el juzgado de instrucción.  Además de las carencias y contradicciones señaladas por el magistrado nacional, las constancias agregadas al incidente no alcanzan para delimitar con precisión cuáles son los sucesos objeto de investigación, ni tampoco consta en la resolución de la juez local una descripción precisa de ellos ni, mucho menos, se ha ensayado una calificación legal.  Las circunstancias no bastan aún para dilucidar el verdadero alcance y la significación jurídica de las supuestas conductas que no pueden ser apreciadas in extenso, como para encuadrarlas en alguna figura determinada y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponde investigarlas.  La multiplicidad de circunstancias que surgen del contexto fáctico, podría traer aparejada la atribución de más de una calificación legal posible.


    Incidente de competencia en I.P.P. N° 2.133, N° 1.421, N° 1.352, y N° 3.271


    COMP, 1434, L. XL, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Pluralidad de jurisdicciones. Remisión a Fallos: 318:2034.


    R. S.A. s/ Defraudación


    COMP, 1224, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Consumación del delito. Lugar de comisión del hecho. Competencia provincial.  


    Compras efectuadas con la utilización de tarjeta de débito. Jueces del lugar donde aparecen cometidas las defraudaciones.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.  Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y  economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    H., Lucas Eduardo y otro s/ Estafa


    COMP, 21, L. XLII, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional.   


    Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    P., Aldo s/ Defraudación


    COMP, 724, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Fideicomiso. Sistema de seguro de garantía de los depósitos. Economía procesal. Competencia provincial.   


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso un conflicto de competencia pendiente de resolución entre los magistrados nacionales intervinientes, cabe destacar con relación al que es objeto de análisis, que la Corte tiene resuelto que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, circunstancia que no se verificó en autos.  Siendo que el sistema de seguro de garantía de los depósitos se creó con el objeto de cubrir los riesgos de los depósitos bancarios, en forma subsidiaria y complementaria al sistema de privilegios y protección de los depósitos establecido por la ley de entidades financieras, sin comprometer los recursos del Banco Central de la República Argentina ni del Tesoro Nacional, que la querellante es una sociedad anónima regida por la ley 19.550, por lo que está sujeta a las disposiciones de derecho común, que la participación accionaria del Estado en ella es ínfima y que el BCRA tiene un sólo representante en el comité directivo de la sociedad, con derecho de veto pero no de voto, es razonable concluir que la administración fraudulenta del fideicomiso en perjuicio de la querellante no tuvo entidad suficiente para afectar directa y efectivamente las rentas de la Nación.  En atención a que tanto el fiduciario como el fiduciante tienen el asiento principal de sus negocios en sede provincial, cabe inferir que la presunta administración fraudulenta del fideicomiso se desarrolló en esa jurisdicción.


    Banco R. D. C. S.A. s/ Defraudación (Artículo 173, inciso 12 del Código Penal)


    COMP, 1331, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia local.  


    Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    La Corte Suprema se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º del decreto-ley 1285/58 cuando, a pesar de la calificación legal que el juez declinante atribuye a los hechos, aún se carece de la investigación suficiente para individualizarlos con la certeza necesaria y subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada. En tales circunstancias corresponde al juzgado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    D. P., Rubén s/ Defraudación


    COMP, 594, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional.   


    Investigación insuficiente a los fines de la calificación legal. Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


    Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente.  En consencuencia, siendo que una sola declaración testimonial no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, corresponde que el juzgado que previno continúe conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P., Adrián Gustavo s/ Defraudación


    COMP, 711, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional.   


    Investigación insuficiente para que la Corte resuelva el conflicto. Competencia del juzgado que previno para profundizar la investigación.


    Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente. En consecuencia, siendo que la sola denuncia no alcanza para discernir el tribunal al que corresponde investigar el hecho, es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    L., Andrés Alberto  s/ Estafa


    COMP, 712, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia nacional.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y cuando no existió acuerdo acerca del mismo, debe tenerse en cuenta a esos fines el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    C., Graciela Ángela s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 50, L. XLII, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    La defraudación por retención indebida constituye un delito de índole común, sin perjuicio de las disposiciones de carácter federal, cuya interpretación podría resultar necesaria para evaluar la naturaleza delictiva del hecho.  Por otra parte, si la conducta a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del Código Penal, se habría desarrollado en determinada localidad, pues allí se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos, corresponde asignar competencia al juzgado de aquélla jurisdicción para conocer en las actuaciones.


    A. V., Benito Francisco s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 1041, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Domicilio del deudor. Juzgado de garantías. Competencia provincial.   


    El delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca de ese lugar, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, según los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    M., Mariana Alejandra s/ Defraudación


    COMP, 932, L. XLII, 06 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Delito cometido en territorio nacional. Transporte fluvial. Competencia provincial.  


    Contienda de competencia. Hechos sucedidos en un territorio reservado al Estado Nacional. Afectación de intereses federales.


    La sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no basta para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  En este sentido, cabe destacar que la jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionado o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial.


    C., Kiril Lordanav s/ Su denuncia


    COMP, 1913, L. XLI, 05 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la integridad sexual. Prostitución calificada de menores. Competencia Provincial.   


    Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    N., M. C. s/ Corrupción de menor de 13 años


    COMP, 916, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la salud pública. Expendio de medicamentos. Economía procesal. Competencia criminal y correccional. Competencia federal.   


    Incorrecta traba de la contienda. Único tribunal a cargo.


    Toda vez que los hechos acontecidos forman parte de la investigación más amplia que lleva a cabo la justicia nacional, en la que confluyen tanto la cadena de comercialización del fármaco adulterado como las consecuencias de su suministro, dada la íntima relación fáctica y la comunidad probatoria entre las causas resulta conveniente concentrar el trámite ante un único magistrado, para favorecer la buena administración de justicia y evitar la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.  Desde esta perspectiva y en atención a que la Cámara Nacional de Casación Penal declaró la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal, para intervenir en las actuaciones que se sustancian en esta sede, corresponde asignarle competencia a este último para conocer en la causa que originó este incidente, aunque no haya sido parte en la contienda.


    G., Santiago y otro s/ Delito contra la salud pública


    COMP, 962, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos tributarios. Tribunal de alzada. Juez previniente.   


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del aquél que primero hubiere conocido, de acuerdo a lo reglado por el Art. 24, inciso 7º del decreto ley 1285/58, sustituido por ley 21.708.


    M., Omar s/ Infracción a la Ley 24.769


    COMP, 777, L. XLII, 24 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Derecho de gentes. Competencia local.   


    Denuncia por genocidio de una comunidad indígena.


    La intervención del fuero federal está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Si los funcionarios denunciados pertenecen al gobierno provincial, y los fondos de Programa Nacional de Nutrición y Alimentación, cuyo manejo irregular se atribuye, son transferidos a las provincias o a los municipios, que tienen a su cargo la administración de esos recursos, y teniendo en cuenta que los delitos contra el derecho de gentes reconocen una jurisdicción universal, corresponde a la justicia local seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior, puesto que, precisamente por la naturaleza de estos delitos, no existe ninguna razón que justifique la sustracción de su conocimiento e investigación a ningún juez de la República, ya sea del orden provincial o nacional.


    R., Lorenzo y otros s/ Denuncia


    COMP, 1435, L. XLI, 07 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Cadáver. Contaminación de aguas. Competencia provincial.   


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley de residuos peligrosos.


    La competencia del fuero federal sólo se justifica en los casos en los que se hubieren comprobado los supuestos de excepción contemplados por el artículo 1º de la ley 24.051. De no darse esos supuestos, corresponde conocer en la causa a la justicia local.


    B., Juan s/ Denuncia


    COMP, 1366, L. XLI, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia de instrucción.   


    Posible infracción a la ley 24.051. Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. Competencia de la justicia criminal.


    No existe óbice alguno para que el Tribunal dirima el  conflicto de acuerdo con lo normado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 ya que, más allá del carácter administrativo que reviste la justicia de faltas, ejerce también funciones jurisdiccionales.  Sobre esa base, es de aplicación la doctrina que establece que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.  Por ello, cuando el hecho en estudio pudiese constituir un acto delictivo en los términos de capítulo IX de la ley 24.051, corresponde a la justicia criminal continuar con el trámite de las actuaciones, ello sin perjuicio que de la ulterior investigación logre determinarse la existencia de una conducta culposa, ajena a la competencia material de ese fuero.


    Avenida Directorio 4XX s/ Infracción Ley 24.051


    COMP, 197, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Redes cloacales. Protección de medio ambiente. Competencia federal.   


    Existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.  Siendo que no resulta posible descartar que los líquidos derramados podrían ser considerados tóxicos y que al pasar directamente a la red pluvial sin tratamiento alguno desembocarían finalmente en el Río de La Plata, puedan afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la ciudad de Buenos Aires, corresponde a la justifica federal.


    C., Roberto Néstor s/ Infracción Ley 24.051


    COMP, 86, L. XLII, 17 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Desobediencia. Lugar del hecho. Competencia nacional.   


    La investigación del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


    H., O. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP, 755, L. XLII, 11 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Desviación de poder. Lugar del hecho. Competencia federal.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    Además de no hallarse controvertido que el presunto incumplimiento se habría producido en la Provincia, donde tiene su sede una sucursal de una institución bancaria, si bien habría afectado intereses particulares de los denunciantes, podría tratarse de uno de esos hechos que, también, obstruyan el buen servicio que debe prestar una entidad nacional y sus empleados en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48.


    M., Felisa Josefina y K., Néstor Horacio s/ Artículo 248 Código Penal


    COMP, 252, L. XLII, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Devolución del expediente.   


    Contienda negativa de competencia. Incidente que carece de los elementos indispensables para dictaminar. Devolución del expediente a la Corte.


    Cuando el incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda negativa de competencia, ya que tanto la copia de la declinatoria como la del rechazo de competencia no se encuentran completas, se impide tomar cabal conocimiento de las razones que llevaron a los  magistrados a adoptar tales criterios.  En consecuencia, corresponde devolver las actuaciones a la Corte a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia, y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    F. R., Carlos s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP, 1884, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Discriminación. Investigación inconclusa. Juez previniente.   


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V. E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.   En atención a las particularidades de la conducta denunciada, y toda vez que el juez federal consideró que no configura ninguno de los supuestos contemplados por la ley 23.592, debió disponer la desestimación de la denuncia y no su incompetencia, ya que tal desprendimiento debe efectuarse respecto de un delito concreto.  Por ello, el juzgado federal, que previno, es el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    D., Patricia E. s/ Presunta infracción Ley 23.592


    COMP, 846, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


     


    Ver Dictamen


     


    Distribución de competencias. Administración de justicia.  


    Hallazgo de vehículo con numeraciones erradicadas y documentación apócrifa. Necesidad de profundizar la investigación.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  En relación con la presunta infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.  La estrecha vinculación que existe entre esa infracción y la falsedad de la cédula verde hace conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto, y además, acerca de la posible falsedad del formulario de verificación que también se secuestrara junto con esa documentación de carácter nacional.  Por otro lado, corresponde al juzgado que previno y donde se incautó el automotor, profundizar la investigación respecto de esos hechos, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    B., Antonia s/ Investigación de automotor


    COMP, 1392, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal.  


    En el caso se presenta una presunta supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley.  Al respecto, es doctrina de la Corte que las infracciones al articulo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento  Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla a la justicia provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada.  Acerca del hecho restante, referido al hallazgo del vehículo en poder del imputado, es doctrina del Tribunal que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del desapoderamiento.  Cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.   En consecuencia, y atento que de las constancias del incidente no resulta posible determinar el lugar de comisión de este delito, corresponde declarar la competencia de la justicia federal provincial, aunque no haya sido parte en la contienda, en cuyo ámbito territorial fue secuestrado el vehículo y se detuvo al encausado.


    G., Carlos s/ Encubrimiento


    COMP, 1194, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional.  


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    A., Alejandro Gastón y otros s/ Estafa


    COMP, 1319, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Ya sea que los hechos encuentren adecuación típica en el delito de falsa denuncia o en el de robo y privación ilegítima de la libertad, razones de economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan asignar competencia a la justicia nacional, que llevó adelante una profusa investigación, para seguir conociendo en la causa.


    N.N. s/ Robo de automotores con armas


    COMP, 1885, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa. Competencia del juez que previno.  


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición  patrimonial constitutiva del perjuicio han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal procesal.  Considero que es el Juzgado en cuya jurisdicción se domicilia el denunciante y a cuyos estrados acudió a hacer valer sus derechos, el que se encuentra en mejores condiciones para llevar adelante esta investigación, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., José Luis y otros s/ Defraudaciones


    COMP, 1698, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Competencia del juez que previno.  


    Elementos insuficientes para precisar los hechos a investigar y la calificación legal.


    Si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285.  En aquellos casos, corresponde al juez que previno continuar entendiendo de estos sucesos, sin perjuicio de lo que surja del avance de la investigación.


    C., Sergio G. s/ Estafa


    COMP, 1707, L. XLI, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Afectación al servicio público. Competencia provincial.  


    Ha sostenido el Tribunal que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  En consecuencia, y toda vez que no surge de las actuaciones dónde se cometió la infracción, deberá conocer a su respecto el juzgado provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    M., Fabián Martín s/ Encubrimiento


    COMP, 891, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional.  


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre el Juzgado Nacional en lo  Criminal de Instrucción y el Juzgado Federal de Primera Instancia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    C., Mónica Viviana s/ Encubrimiento


    COMP, 864, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Competencia de instrucción.  


    Necesidad de atribución recíproca de competencia. Investigación insuficiente. Competencia del tribunal que entiende en el delito presuntamente encubierto.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.  Si los escasos elementos reunidos hasta el momento no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerido la conducta en que habría incurrido el imputado, y resultando indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado en cuanto al delito presuntamente encubierto, corresponde que el tribunal que entiende en ese hecho ilícito tome intervención a esos fines.


    Destacamento G. R. s/ Secuestro de automotores


    COMP, 1879, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.  


    Secuestro de chapas patentes pertenecientes a automotor. Lugar del secuestro. Lugar donde se detuvo al procesado.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción.  Cuando de las constancias del incidente no resulte posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, corresponde declarar la competencia del juzgado federal de la sección donde fueron secuestradas las chapas, y además se detuvo al procesado, aunque no haya sido parte en la contienda.


    C., Lindor Normando s/ Encubrimiento


    COMP, 1701, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Adulteración de numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Competencia provincial.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado en autos respecto de la sustracción.   La Corte tiene establecido que corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En ese sentido La Corte también tiene dicho que si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.   Respecto de la sustitución de la chapa patente, las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    S., Federico s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP, 340, L. XLII, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Robo. Competencia provincial.  


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.  Si las escasas constancias reunidas en la causa no alcanzan para calificar con el grado de certeza requerido el delito que habrían cometido los imputados, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del delito presuntamente encubierto, especialmente si no surge del incidente que se hayan realizado medidas tendientes a dilucidar ese aspecto.


    A., Carlos Hugo y otro s/ Encubrimiento


    COMP, 1086, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito contra la propiedad.  Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerido, la conducta en que habría incurrido el imputado, es indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la  situación jurídica del imputado en cuanto a la sustracción del bien, por lo que corresponde que el tribunal que entiende en ese hecho ilícito tome intervención a esos fines.


    A., José Rolando s/ Encubrimiento


    COMP, 1356, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.   


    Remisión a Fallos: 326:4530.


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP, 90, L. XLII, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de instrumento público. Afectación al servicio público. Competencia nacional. Automotor secuestrado. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juzgado de garantías.  


    En relación con los hechos materia de esta incidencia, son dos las hipótesis delictivas a considerar.  En primer lugar, en el caso se presenta una presunta supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley. Al respecto, es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla a la justicia nacional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada.  Respecto al hallazgo del vehículo en poder de los imputados, los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que se habría incurrido.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en ella.


    T., Jorge y otro s/ Encubrimiento


    COMP, 754, L. XLII, 05 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal.  


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.  Tal extremo impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado, por parte de la judicatura que instruye las actuaciones seguidas por el delito principal, respecto de su participación o no, en ese hecho.  Cuando de las constancias del incidente no resulta posible determinar el lugar de comisión del hurto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal del lugar donde sea secuestrado el vehículo y detenido el imputado.


    C. V., Hugo Alberto y N., Darío Ariel s/ Encubrimiento


    COMP, 395, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    Meiyun, C. s/ Encubrimiento (Artículo 277 Inciso 1)


    COMP, 362, L. XLII, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido en la instrucción, el delito que habría cometido el imputado. Por lo que corresponde a la justicia provincial profundizar en la investigación.


    T., Raúl Matías s/ Encubrimiento


    COMP, 607, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar de comisión del delito. Competencia federal.  


    Secuestro de motocicleta previamente sustraida. Imputado desvinculado de la sustracción.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, motivo por el que resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    T. M., Walter s/ Encubrimiento


    COMP, 433, L. XLI, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia federal.  


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    N. N. P. s/ Encubrimiento


    COMP, 1022, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa. Cámara Nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional.   


    Conflicto entre jueces nacionales. Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido debe ser resuelta por la alzada del que dependa el que primero hubiese conocido.


    N., Jorge Alberto y otros s/ Estafa


    COMP, 1156, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Cheque. Concurso ideal de delitos. Competencia del juez que previno.   


    Sustracción de cheque. Lugar donde se entregaron los títulos.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa.


    C., Miriam s/ Robo


    COMP, 1903, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional.   


    Único tribunal a cargo.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.  Cuando exista una íntima relación fáctica y comunidad probatoria entre causas que tramitan en distintas jurisdicciones, es conveniente concentrar el trámite ante un único magistrado, para favorecer la buena administración de justicia y evitar la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.  En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Sin embargo, si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    B. F. s/ Robo


    COMP, 935, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia del juez que previno. Competencia provincial.   


    Tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar donde los cheques fueron entregados. Necesidad de profundizar la investigación.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    G., Azucena Beatriz s/ Estafa en tentativa


    COMP, 1073, L. XLII, 01 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia del juez que previno.  


    Investigación insuficiente. Necesidad de profundizar la investigación.


    Las escasas constancias agregadas al incidente que resultan insuficientes para determinar las circunstancias en que habría ocurrido el hecho que motivó este conflicto, impiden discernir la competencia.  El juez que previno, deberá profundizar la investigación, lo que además contribuirá a dilucidar la competencia material.


    N.N. s/ Su denuncia


    COMP, 1824, L. XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal.   


    Estafa cometida mediante el uso de un documento nacional de identidad ajeno. Declaraciones no corroboradas pueden determinar la competencia.


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.  Toda vez que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -la estafa cometida mediante el uso del documento nacional de identidad ajeno, que concurrirían en forma ideal- corresponde a la justicia federal del lugar donde se utilizó continuar con el trámite de las actuaciones.


    N.N. s/ Estafa


    COMP, 1818, L. XLI, 07 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incorrecta traba de la contienda.   Necesidad de atribución recíproca de la competencia.


    En atención a lo que surge del capítulo II, sección 1ª, artículo 23, apartado b) del Digesto de Normas Técnico Registrales del Registro Nacional de la Propiedad Automotor, en cuanto a la documentación requerida a fin de realizar la transferencia de dominio, y toda vez que el documento cuestionado podría haberse utilizado para sortear los controles propios de ese organismo, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal, a fin de que su titular adopte el temperamento que corresponda respecto del fondo de esta cuestión.


    C., Blanca María (denunciante) s/ Estafa


    COMP, 410, L. XLII, 22 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 364, L. XLII, "W., Laura Sandra s/ Estafa".


    P., María s/ Denuncia


    COMP, 1429, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de documentos. Concurso de delitos.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    G., Jorge Fabio s/ Denuncia


    COMP, 1247, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional.   


    Resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, el iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    D., Marcelino s/ Denuncia


    COMP, 1910, L. XLI, 02 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    La competencia criminal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., Hugo J. y otro s/ Estafa


    COMP, 135, L. XLII, 23 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.   


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Consideración tanto del lugar donde se despliega el ardid como el de la disposición patrimonial a efectos de la atribución de la competencia territorial.


    Cuando exista coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación del hecho a investigar,  resulta de aplicación al caso la doctrina, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.  En concordancia con esa doctrina, y si de las declaraciones del denunciante -que no se encuentran  desvirtuadas por otros elementos de la causa-, surge que la disposición patrimonial para la configuración del delito se habría desarrollado en determinada localidad, ciudad en la que, además, se domicilia la víctima, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción conocer en la causa.


    G., Juan C. y otros s/ Estafa


    COMP, 111, L. XLII, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de vecindad y extranjería: irrelevancia para la intervención del fuero de excepción.


    Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.   No pueden tenerse en cuenta para la intervención del fuero de excepción las cuestiones de vecindad o de extranjerías invocadas por el magistrado declinante cuando, además de no hallarse acreditadas en el caso, esos supuestos contemplados por el artículo 116 de la Constitución Nacional sólo se refieren a causas civiles que tratan de aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado -nacidos de estipulación o contrato- en la totalidad de lo concerniente a la relación jurídica de que se trate.


    C., Jorge Alberto s/ Denuncia


    COMP, 1593, L. XLI, 23 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal.  


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    S., Juan A. s/ Estafa


    COMP, 1753, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso ideal. Falsificación de cheque. Competencia provincial.   


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheque extraviado o sustraído. Ignorancia del lugar donde los titulos fueron entregados.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Al respecto, si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP, 1858, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Concursos de delitos. Competencia federal.   


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima- provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    L. L., Ana Claudia s/ Denuncia estafa


    COMP, 1425, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Contravenciones. Competencia contravencional.  


    Contienda negativa de competencia. Archivo de actuaciones por presunta defraudación. Subsistencia de una posible contravención. Continuidad de la causa por ante el fuero contravencional.


    La Corte Suprema ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance  puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    M., Pablo Félix s/ Artículo 76 del Código Contravencional


    COMP, 73, L. XLII, 18 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia Nacional.   


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    M., Gregorio M. y otros s/ Estafa y asociación ilícita


    COMP, 964, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Provincial.   


    Tiene dicho la Corte que en  los supuestos de pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    G., Matías Eduardo s/ Estafa


    COMP, 905, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia federal.   


    Pluralidad de actos defraudatorios que formarían parte de un único contexto delictivo: conveniencia de que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    La Corte tiene resuelto que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos nacionales que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta, en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como un agotamiento del primero, que compete investigar a la justicia federal.   Por otra parte, si los magistrados intervinientes en la contienda coinciden en cuanto a la identidad existente entre los dos actos defraudatorios, si no se puede descartar que ambos hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    R., Rosana Paola s/ Denuncia estafa


    COMP, 623, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Extravío del cheque. Competencia provincial.   


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, y en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    S., Susana B. s/ Estafa


    COMP, 77, L. XLII, 03 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial.   


    Delito de estafa o su tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar de entrega de los cheques: competencia del juzgado que previno.


    La Corte tiene resuelto que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados al incidente -entre los que no se encuentran las copias de los documentos- no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo surja del trámite ulterior.


    Q., Silvia Liliana s/ Denuncia presunta estafa


    COMP, 290, L. XLII, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de documentos. Concurso de delitos. Competencia federal.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.  Habida cuenta de que en parte de la maniobra ardidosa se habría utilizado documentación falsa, entre la que se encuentra un instrumento público de carácter nacional, y respecto del cual además, aun entiende el juzgado federal, corresponde a ese tribunal conocer acerca de la presunta comisión del delito de estafa mediante el empleo de documentos públicos.  En relación con la presunta infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, corresponde al magistrado del fuero de excepción entender en este hecho ilícito, habida cuenta de la coincidencia que se observa entre las numeraciones del vehículo y las consignadas en la documentación.


    L., Estella Maris s/ Denuncia infracción Artículos 292 y 172 del Código Penal


    COMP, 1833, L. XLI, 20 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    N.N. s/ Estafa


    COMP, 1240, L. XLII, 11 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso ideal. Competencia provincial.   


    La Corte tiene dicho que si no se determinó el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo investigar la falsificación, así como la también la estafa que se habría intentado con su utilización, ya que ambos delitos concurrirían en forma ideal.


    G., Alberto s/ Defraudación


    COMP, 468, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Competencia nacional.   


    Estafa cometida con un cheque extraviado o sustraído.


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    N.N. s/ Estafa


    COMP, 248, L. XLII, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. Juez Previniente.  


    Extracción fraudulente de datos de tarjetas de crédito y posterior uso de las mismas. Ausencia de investigación suficiente. Necesidad de profundizar la pesquisa.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de formar fundado criterio acerca del lugar de comisión de los hechos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    N.N. s/ Estafa denunciante: L., Santiago Alberto


    COMP, 449, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial.   


    Defraudaciones cometidas por un funcionario de un juzgado provincial en diferentes jurisdicciones.


    El imputado se habría valido de su condición de funcionario de un juzgado civil y comercial de la provincia de Buenos Aires y de los medios que el ejercicio de esa función le facilitaba para la falsificación de las sentencias y testimonios de éstas y así consumar las defraudaciones; por lo que corresponde al juez provincial analizar la conducta atribuida en tanto habría afectado a esa administración de justicia, sin perjuicio de que parte de los actos con relevancia típica se hubieren desarrollado en otra jurisdicción.


    P., Claudio Alejandro s/ Estafa


    COMP, 112, L. XLII, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. Competencia nacional.   


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Francisco Luis s/ Tentativa estafa


    COMP, 1433, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    En el sub lite carece de la investigación suficiente para individualizar los pormenores de los hechos con certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos “prima facie”, en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el Art. 24, inciso 7°, del decreto ley 1285-58.   La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    S., Claudio Daniel y otro s/ Estafa


    COMP, 1354, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  En su defecto, si los elementos del juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    C., Pedro Eduardo s/ Estafa en tentativa


    COMP, 565, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este caso, no resulta posible individualizar fehacientemente los hechos ni su presunto encuadre legal.   De acuerdo con lo expresado, corresponde al tribunal nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas.


    T., José Luis s/ Estafa


    COMP, 735, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Delito de estafa o su tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar de entrega de los cheques: competencia del juzgado que previno.


    La Corte tiene dicho que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    G., Hernán A. s/ Presunta estafa


    COMP, 292, L. XLII, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


    Necesidad de profundizar la investigación a fin de delimitar el objeto y su competencia.


    Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria la totalidad de los hechos que motivaron esta causa. Tales deficiencias impiden dilucidar el verdadero alcance de los hechos materia del proceso  a fin de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, y discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos.


    S., Roberto y otros s/ Estafa


    COMP, 157, L. XLII, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial.   


    Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente.  Por ello, siendo que la sola denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que es el juzgado que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    A., Elizabeth s/ Denuncia


    COMP, 762, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial.   


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.  Si de la investigación realizada no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de entrega originaria, y si ésta fue o no fraudulenta.


    S., Silvia Mabel s/ Denuncia


    COMP, 440, L. XLII, 13 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial.  


    Si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que se habrían producido las supuestas maniobras delictivas denunciadas, cabe concluir que no es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Cooperativa M. del P. s/ Estafa


    COMP, 9, L. XLII, 25 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunal de alzada.  


    Tribunal superior encargado de resolver.


    La presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    D., Jorge Oscar Adrián y otros s/ Estafa


    COMP, 535, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar de comisión del hecho. Competencia territorial. Principio de economía procesal.   


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Delito de estafa. Razones de economía procesal.


    No existe un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, sin una contienda entre dos tribunales o jueces. No se advierte que los jueces entre los que se suscitó el conflicto se hayan atribuido recíprocamente la competencia, dado que el magistrado bonaerense si bien rechazó el conocimiento de la causa, no descartó que pudiera corresponderle a otro juez de su misma provincia con jurisdicción sobre el domicilio de la firma denunciada.  Respecto al fondo de la cuestión, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.   Toda vez que de las constancias agregadas al incidente se desprende que los hechos con relevancia típica habrían ocurrido tanto en la provincia de La Pampa como en jurisdicción bonaerense, razones de economía procesal aconsejan declarar la competencia del juzgado de General Pico, en atención a lo avanzado de la investigación en esa sede.


    D. M., Mariano s/ Defraudación


    COMP, 1857, L. XLI, 02 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional.   


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido.


    L., Martín s/ Estafa en tentativa


    COMP, 168, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Estafa cometida mediante uso ilegítimo de tarjeta de compra en concurso ideal con falsificación de documentos privados.


    Si bien cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    F., Sergio Horacio s/ Estafa


    COMP, 142, L. XLII, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial.



    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    N.N. s/ Defraudación


    COMP, 465, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    



    Cuando de las constancias reunidas hasta el momento de la traba del conflicto no se advierta algua circunstancia que habilite el fuero de excepción, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.



    G., Fernando s/ Denuncia


    COMP, 1222, L. XLII, 19 de diciembre de 2006



    Ver Dictamen


     


    La competencia en materia penal por razón del territorio debe dirimirse atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    A. N., José Gonzalo s/ Estafa


    COMP, 54, L. XLII, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa y falsificación de documento público: concurso ideal. Consideración de las declaraciones del denunciante a efectos de determinar la competencia.


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.  La Corte tiene resuelto, que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    V., Jorge C. s/ Estafa


    COMP, 743, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Defraudación mediante uso ilegítimo de tarjeta de débito.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.  Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    H., Lucas Eduardo y otros s/ Estafa


    COMP, 1606, L. XLI, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cuando de los dichos de los denunciantes -no  desvirtuados por otros elementos de la causa- surge que la cuenta bancaria del vendedor y la sucursal en la que se depositó el dinero que constituye la disposición patrimonial constitutiva de la estafa se encuentran en determinada jurisdicción, es a la justicia local a la que corresponde conocer en la causa, sin perjuicio de que, si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    T., Roberto y otro s/ Estafa


    COMP, 738, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso una contienda negativa de competencia correctamente trabada, pues para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso, ya que el juez provincial no cuestionó la competencia local. Por lo tanto corresponde declarar su competencia, atento que no ha desconocido que el hecho haya ocurrido en territorio provincial aunque perteneciente a otro departamento judicial, sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP, 494, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia provincial.   


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    P., Norberto Eladio s/ Su denuncia


    COMP, 1153, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Iter criminis. Competencia provincial.   


    Competencia territorial en función de los actos con relevancia típica.


    Es doctrina de la Corte, según la cual, el iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición. Cuando de las constancias agregadas al incidente surge que los actos con relevancia típica para la configuración del delito se habrían desarrollado en la misma jurisdicción, corresponde a la justicia de aquel lugar conocer en la causa.


    O., María Gabriela s/ Robo con armas


    COMP, 493, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Nulidad procesal. Hechos nuevos. Revisión judicial.   


    Es nula toda actuación producida ante un juez incompetente. Si la Corte declara la competencia de un tribunal para entender en una causa, los tribunales inferiores no pueden dejar sin efecto lo resuelto. En consecuencia, los actos procesales efectuados con posterioridad a lo resuelto por la Corte, relativos al hecho que motivo la contienda originaria, son nulos, en tanto constituyen una clara violación a la garantía constitucional del juez natural y un alzamiento contra la decisión de la Corte.  Si el fiscal considera que los elementos probatorios incorporados al proceso con posterioridad -o paralelamente- al inicio de la contienda primigenia, de ser conocidos por la Corte Suprema, podrían haber hecho variar el criterio adoptado, el representante del Ministerio Público puede requerir al juez que plantee una cuestión positiva de competencia ante el fuero que fue declarado competente, reclamando su jurisdicción, ya que para el caso en que se hubiere trabado un conflicto, la Corte puede modificar su propia decisión sobre la base de los nuevos elementos de juicio que sólo puede conocer mediante las actuaciones posteriores al fallo.


    P., Alberto Mario y otro s/ Estafa


    COMP, 909, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Obstrucción de servicios públicos. Concurso de delitos. Competencia federal.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.  Corresponde asignar competencia al fuero federal en razón de que la presentación de instrumentos apócrifos ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor no sólo habría completado el fraude, sino también la obstrucción de su normal desenvolvimiento y el buen servicio de sus empleados.


    T., Jason Daniel s/ Estafa


    COMP, 614, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Prenda. Competencia por el terriotrio. Competencia federal.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cabe señalar que la Corte tiene resuelto que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente  lo que, no sucede en el sub lite, en tanto que el juez de garantías, pese a sostener que ante la posible afectación a intereses de la Nación correspondía a la justicia de excepción conocer en el causa la devolvió al juzgado declinante.  La presentación ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor de un contrato prendario, cuya firma correspondiente a uno de los garantes resultaría falsa, entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    F. A. S.A. de Ahorro para fines determinados


    COMP, 1246, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Sobreseimiento. Cuestión abstracta.  


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 406, L. XLI, "R., Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    G., Guido y otros s/ Estafa


    COMP, 1830, L. XLI, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 406, L. XLI, "R., Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    P., Eusebio Julio por Estafa


    COMP, 1749, L. XLI, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Tarjeta de crédito. Juez previniente. Competencia nacional.  


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de formar fundado criterio acerca del lugar de comisión de los hechos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.  En tales condiciones corresponde al juzgado que previno y a cuyos estrados concurrió el denunciante a hacer valer sus derechos continuar conociendo en la causa sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    M., Paula s/ Estafa


    COMP, 1047, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Estupefacientes.  


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Denuncia sobre presunta infracción Ley 23.737


    COMP, 1097, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.  


    Remisión a "contrario sensu" al dictamen de la causa Comp. 130 L. XLII, "Investigación del tráfico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    P. de L., Jerónimo s/ Infracción de la Ley 23.737


    COMP, 1269, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Competencia nacional.  


    Remisión a lo dictaminado en la Comp. 398 L. XLII "Incidente de incompetencia en causa 9757/1".


    Incidente de incompetencia en causa 9.758/1


    COMP, 399, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 398, L. XLII, “Incidente de incompetencia en causa 9757/1”.


    Incidente de incompetencia en causa 9.716/1


    COMP, 433, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.  


    Incorrecta traba de la contienda.   Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 130, L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    Atento que el estupefaciente se hallaba en las condiciones previstas por el artículo 2 de la ley 26.052, corresponde conocer la presente causa al juzgado de Garantías.


    Incidente de incompetencia en causa 12.806


    COMP, 455, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial.  


    No corresponde asignar competencia al magistrado federal, pues no se ha practicado medida alguna que permita vislumbrar siquiera si en el lugar en cuestión se comercian estupefacientes, y mucho menos aún, las características de ese delito que permitan discernir la competencia de acuerdo con las previsiones de la ley 26.052.  Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Su omisión provoca un notable perjuicio para la buena administración de justicia que debe ser evitado.


    M., Juan José s/ Denuncia


    COMP, 428, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial.  


    No corresponde asignar competencia a la justicia federal, dado que la escasa investigación llevada a cabo por el juez provincial, impide hasta el momento encuadrar la conducta imputada a los prevenidos como infracción a la ley 23.737.


    F., María José y otro s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 279, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Evasión fiscal. Administración fraudulenta. Adulteración de documento. Competencia federal.   


    Al resultar la íntima vinculación existente entre la evasión fiscal, la administración fraudulenta y la adulteración de los documentos, maniobras que integrarían un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan declarar la competencia del fuero de excepción para conocer en la causa.


    G., Fernando y otros s/ Defraudación


    COMP, 92, L. XLII, 23 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Extorsión. Competencia federal.   


    Remisiónal fallo Comp. N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ privación ilegítima libertad".


    G., Ariel A. s/ Presunta Infracción Artículo 168 del Código Penal


    COMP, 123, L. XLII, 23 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisiónal fallo Comp. N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ privación ilegítima libertad".


    R., Gustavo José s/ Denuncia extorsión


    COMP, 107, L. XLII, 23 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo Comp. N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ privación ilegítima libertad".


    S., Silvia Liliana s/ Extorsión


    COMP, 931, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    M., Mauricio s/ Denuncia


    COMP, 805, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.   


    Si el magistrado local no cuestiona la competencia ordinaria en el hecho materia de investigación y que tanto el denunciante como el imputado se domicilian en jurisdicción provincial, corresponde a esa judicatura continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio, claro está, que para el caso de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    H., Enrique s/ Extorsión


    COMP, 1330, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Establecimientos penitenciarios. Competencia federal.   


    Toda vez que no se puede descartar que ese accionar hubiere afectado el normal desempeño de una institución nacional, corresponde a la justicia federal de esa jurisdicción, que es precisamente quien mejor se encuentra habilitada para investigar este tipo de delitos cometidos desde establecimientos del Estado Federal, continuar con el trámite de estas actuaciones.


    A., Arturo Germán s/ Extorsión


    COMP, 913, L. XLII, 29 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional.   


    Remisión al fallo de la causa Comp.1328, L. XLI, "Nofal, Carlos Pedro s/ Infracción artículo 302 C.P.".


    P., Federico s/ Infracción Artículo 302


    COMP, 1361, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de cheque. Cheque de pago diferido. Comptencia por el territorio. Competencia nacional.   


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    N.N. s/ Denuncia


    COMP, 869, L. XLII, 06 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia federal.   


    Incorrecta traba de la contienda.


    Desde el punto de vista formal no se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oporttmidad de insistir o desistir de la cuestión. A tal efecto,el rechazo del juez nacional debió haber sido puesto en conocimiento de la cámara de apelaciones y, sólo en el supuesto de una posterior insistencia por parte de ésta, se habría suscitado una contienda que deba resolverse de acuerdo a lo nonnado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58.  Toda vez que no puede descartarse, que la interposición del recurso de amparo ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Federal -del que se carecen testimonios requiriendo la devolución de los depósitos-, con posterioridad a que éste dispusiera de una parte importante de ese dinero mediante el endoso de los certificados emitidos luego de la reprogramación de la deuda, hubiere afectado, cuanto menos, corresponde al magistrado federal asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    B., Fabián Alejandro s/ Denuncia


    COMP, 841, L. XLII, 21 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de documento público. Licencia de conducir. Competencia nacional.  


    Indeterminación del lugar donde se efectuó la falsificación. Lugar de descubrimiento del delito.


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso.  Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    C. H. L. s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 1767, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de documentos. Competencia federal.  


    De acuerdo al carácter nacional del documento apócrifo, debe entender en esta causa el Juzgado Federal.


    Incidente de competencia en causa n° 30.821


    COMP, 597, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    Las medidas instructorias realizadas por el magistrado nacional con posterioridad al inicio de la contienda importaron reasumir la competencia y, por lo tanto, la resolución en cuestión constituye el inicio de una nueva contienda, que recién habría quedado correctamente trabada en caso de insistencia de este tribunal.   Tiene dicho la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado el conflicto no obsta su pronunciamiento por razones de economía procesal.   Respecto del fondo del asunto, con la entrada en vigencia de la Resolución ENARGAS n° 2768/02 donde estableció que las cédulas de identificación de equipos de gas natural comprimido serán provistas por ese Ente Nacional a través de los Productores de Equipos Completos, y llevarán impreso el isologotipo del ENARGAS. Por ello, al tratarse de un documento que tiene validez nacional, su falsificación debe ser investigada por la justicia federal.


    V., Roberto Enrique s/ Infracción Artículo 296 del Código Penal


    COMP, 330, L. XLII, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Competencia por el territorio. Competencia provincial.   


    Cuando el magistrado provincial reconoce su competencia territorial, corresponde a éste continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de que, para el caso de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    B., Luis s/ Denuncia


    COMP, 783, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Competencia federal.  


    Contienda negativa de competencia. Elementos indispensables. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  No se ha llevado a la práctica ninguna medida probatoria con el objeto de establecer con precisión la real naturaleza de esas supuestas maniobras delictivas.  Cabe destacar que no se ha fijado la calificación jurídica de los presuntos episodios delictivos motivo de la contienda, lo que impide a la luz de los precedentes antes citados, la adecuada resolución de la controversia.


    I., Alberto Omar s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP, 383, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.  


    Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    En el sub lite carece de la investigación suficiente para individualizar los pormenores de los hechos con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos “prima facie”, en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58.   Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se cumple cuando el juez sólo remite genéricamente a la calificación ensayada por el ministerio público, circunstancia que tampoco permite apreciarlos in extenso, formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos.  En tales circunstancias corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    P., Juan s/ Presunta infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP, 172, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional.   


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente: competencia del juzgado que previno.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de determinar las circunstancias en las que se desarrollaron los hechos y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlos, ya que la dilucidación de estos aspectos resulta imprescindible a los efectos de discernir adecuadamente la competencia territorial.  Ante su ausencia, corresponde al tribunal que previno continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    S., Raúl Eduardo s/ Denuncia falsificación de documentos públicos


    COMP, 500, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional.   


    Independencia del hecho respecto de hechos investigados en otra jurisdicción.  Incorrecta traba de la contienda.


    Si de las probanzas del expediente no surge el lugar en el que se confeccionó el certificado apócrifo, y los hechos  se presentan prima facie como independientes de los investigados en sede provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional para seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Estafa –Damnificado: C. del P. S.A.


    COMP, 771, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunal de alzada. Juez previniente.  


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó trabada entre dos Juzgados Federales, ambos de la provincia de Buenos Aires, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


    G., Graciela s/ Averiguación presunta infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP, 585, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de instrumento público. Afectación al servicio público. Competencia federal.  


    Tiene establecido la Corte que corresponde a la justicia federal entender en los delitos que afectan el normal desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48.  No se encuentra controvertido en autos que los documentos falsos fueron presentados ante el Ministerio del Interior de la Nación, circunstancia que determina la posible obstrucción al buen servicio que tiene a su cargo un organismo nacional.


    G. G., Pablo y otro s/ Falsificación de documentos


    COMP, 646, L. XLII, 05 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es presupuesto para una correcta traba de la contienda negativa de competencia que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede cuando uno de los magistrados no cuestiona la competencia material que se le atribuye sino que rechaza la atribución con base en razones de orden territorial.  Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    B., Luis Abel


    COMP, 474, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Robo. Juez previniente. Competencia provincial.  


    Según tiene establecido el Tribunal, los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto existen en el caso tres hipótesis delictivas a considerar.  Al respecto, ha sostenido la Corte que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.  En tal sentido, y habida cuenta que tal como se desprende de las constancias agregadas al expediente para la venta se habría utilizado documentación falsa, entre la que se encuentran instrumentos públicos de carácter nacional, y respecto de los cuales ya entiende el juzgado federal, corresponde a ese tribunal conocer acerca de la presunta comisión del delito de estafa perpetrado mediante su empleo respecto de la presunta sustitución de chapas patentes, cabe recordar que ha sostenido la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento por lo que corresponde su investigación a la justicia provincial, en cuya jurisdicción se conoció la anomalía.  Atento que el automotor -puesto a disposición del juzgado local- registra pedido de secuestro por robo, el tribunal que previno, deberá arbitrar los medios necesarios a fin de que el juez que entiende en aquel hecho ilícito conozca del hallazgo del bien.


    R., Luis Alberto s/ Estafa


    COMP, 984, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia local.  


    Habida cuenta que no surge del incidente que los instrumentos presuntamente falsos hubieran sido ingresados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, ni que de lo actuado hasta el momento se advierta circunstancia alguna que pueda surtir la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del magistrado local para seguir conociendo en estas actuaciones.


    S., Raúl Eduardo s/ Infracción Artículo 292 y 296 del Código penal


    COMP, 491, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Escritura pública. Competencia nacional. Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial.  


    La falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél, y aquél delito se consuma cuando se confecciona el documento falso.


    M., Gustavo Javier y otra s/ Estafa


    COMP, 1825, L. XLI, 02 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial.  


    El conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º del decreto ley 1285/58 cuando de las constancias agregadas al incidente no surgen los elementos necesarios que permitan precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, los hechos a investigar y, consecuentemente, las tipificaciones que les puedan ser atribuidas, cuyo sustento debe encontrarse en los antecedentes de la causa. En tal situación, corresponde al juez que previno profundizar la pesquisa.


    M., Sergio Omar


    COMP, 518, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial.   


    Posibilidad de que las conductas integren un único contexto delictivo. Conveniencia de que la investigación quede a cargo de un único tribunal.


    La Corte tiene resuelto que los delitos de uso de documento falso y de falsificación, cuando se refieren a instrumentos públicos, se excluyen mutuamente, asimismo, es doctrina de éste que el lugar de creación del instrumento público falso, por principio, es dirimente de la competencia en los delitos de falsificación de documentos.  Pero cuando las particularidades del caso no permiten descartar, al momento de la traba del conflicto, que se trata de una pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    G., Ana María s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 669, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Revisión técnica vehicular. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia Federal.  


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.  La justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación del certificado de revisión técnica de vehículos si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional. De haberse presentado, ello implicaría un entorpecimiento en el normal funcionamiento de dicha institución, lo que habilita la competencia del juez federal.


    F., Jorge Claudio s/ Infracción Artículos 296 y 292 del Código Penal


    COMP, 824, L. XLII, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Uso de documento falso. Competencia federal.  


    Cuando el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Por ello, debe entender la cuestión el juzgado federal.


    G., José María s/ Falsificación de documento


    COMP, 100, L. XLII, 23 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de marca o designación. Competencia federal.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ Infracción ley 22.362".


    L., Alberto H. s/ Presunta infracción Ley 11.723 y 22.362


    COMP, 649, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      Remisión al fallo de la causa Comp. N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ Infracción ley 22.362".


    A., Miguel Ángel s/ Infracción a la Ley 11.723


    COMP, 1021, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de sellos.  


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales que concurrirían en forma ideal (leyes 11.723 y 22.362) y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    S., Gabriel s/ Denuncia


    COMP, 1038, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia federal.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. 367, L. XLII, "Monteverde, Juan Martín s/ Denuncia".


    C., Verónica Luisa s/ Denuncia


    COMP, 979, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial.   


    Cuando de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierta la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051 que habilitan su aplicación y la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    V. G., Sixto s/ Denuncia


    COMP, 1026, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Hospitales públicos. Responsabilidad del estado. Competencia federal.   


    Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.  Sentado ello, si de los términos de la denuncia surge que la conducta denunciada habría afectado, cuanto menos, el normal funcionamiento de un organismo nacional, corresponde al magistrado federal asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    N., Diego Hernán s/ Denuncia


    COMP, 1028, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.  


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Cristian s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 1164, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal.   


    Cuando la declinatoria no se encuentra precedida de una investigación suficiente, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    T., Luis Alberto s/ Denuncia extorsión


    COMP, 1111, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    RENAR s/ Denuncia


    COMP, 978, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional.  


    Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerida, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél, en especial cuando ni siquiera se lo ha interrogado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que, atento lo expuesto, no se advierte en el caso.


    L., Luis Antonio s/ Encubrimiento


    COMP, 1061, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia nacional.   


    Relación de alternatividad entre las figuras penales.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.  En consecuencia, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de altematividad existente entre ambas infracciones.


    G., Mirtha Beatriz s/ Infracción Artículo 277 Código Penal


    COMP, 963, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por la materia. Competencia federal.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, que asignó a la jurisdicción local respecto de aquellas provincias que adhirieran a su régimen. Asimismo, mediante su artículo 4º estableció que en caso de duda sobre la competencia, prevalecerá la justicia federal.


    Averiguación infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1071, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.  


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido algún grado de participación en el delito de robo, lo que no se presenta en el caso.  En tales condiciones, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de la imputada en relación con el desapoderamiento, por parte del juez que entienda en ese hecho ilícito.


    G., Mara s/ Encubrimiento


    COMP, 1200, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    En los casos en que, a partir de los elementos de juicio incorporados al incidente, no se advierta la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051 que habilitan su aplicación y la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    Comisaría de Sarmiento s/ Investigación


    COMP, 796, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar con el grado de certeza requiere, el delito que habría cometido el imputado, atento la alternatividad existente entre el robo y su encubrimiento, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    P., Sergio Francisco s/ Denuncia pesunto robo


    COMP, 1025, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente.   


    Cuando los elementos prueba reunidos hasta la traba del conflicto resultan insuficientes para determinar la materialidad de los hechos denunciados y, en su caso, el encuadre típico y la eventual responsabilidad que pudiera caber en su comisión a un funcionario aforado, no es posible determinar si se trata de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional. En tal situación corresponde rechazar la declinatoria de competencia y devolver las actuaciones al juzgado de origen.


    G. Q., Álvaro s/ Infracción Ley 25.871


    G, 1680, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Devolución del expediente. Competencia de la Corte Suprema.  


    Si los elementos que integran el incidente resultan insuficientes para resolver la contienda, corresponde devolver a la Corte las actuaciones, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tales deficiencias y, si lo juzga pertinente, corra luego una nueva vista.


    M., Adolfo y otro s/ Estafa


    COMP, 1045, L. XLII, 19 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. Competencia federal.   


    Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente. En ausencia de ella es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    D. B., Carlos Federico s/ Denuncia


    COMP, 1072, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente. En ausencia de ella es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    R., Jorge Luis s/ Falsificación de documentos


    COMP, 1052, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Denuncia identidad reservada s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 1196, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional.   


    Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente. En ausencia de ella es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa.


    R., Vanina Paola s/ Robo en poblado


    COMP, 1046, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Si de las constancias de la causa no surgen elementos que permitan apreciar los hechos in extenso, formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, y discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos, cabe concluir que la contienda de competencia carece de la investigación suficiente para individualizar los pormenores de los hechos con la certeza necesaria y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    P., Aníbal y otro por defraudación por desbaratamiento


    COMP, 1049, L. XLII, 19 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial.  


    Constituye un elemento indispensable para el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    I.P.P. 4.098 s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 1113, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    La Corte se encuentra impedida de ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita calificar con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa, y, en particular, el delito que habría cometido el imputado.  Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Ernesto s/ Encubrimiento


    COMP, 1198, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Daniel y otro s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 814, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional.  


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley  1285/58.  Ello es así, pues los escasos elementos agregados al incidente resultan insuficientes para determinar las circunstancias en que habrían ocurrido los hechos motivo de contienda, lo que impide discernir la competencia.  Cabe destacar que, tal como lo tiene establecido la Corte, constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  En el caso no concurren los elementos señalados, pues la ausencia de constancias relativas a una adecuada investigación, obsta la posibilidad de establecer esos extremos lo que se ve corroborado por la propia declinatoria donde no se observa una concreta calificación legal.  .


    C., Javier s/ Estafa


    COMP, 879, L. XLII, 23 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Competencia federal.   


    Si uno de los jueces contendientes no cuestiona su competencia sino que se limita a indicar para rechazarla la falta de realización de medidas destinadas a comprobar la existencia de un delito de conocimiento exclusivo de su fuero, si la conducta a investigar es de carácter inescindible,  corresponde que se atribuya el conocimiento de la totalidad de los hechos pesquisados a dicho magistrado.


    P., Marisa Beatriz s/ Defraudación


    COMP, 511, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hechos que prima facie serían de competencia federal.


    Si de los hechos materia de investigación surgen prima facie conductas delictivas -defraudación en perjuicio de la administración pública y uso de documento nacional de identidad ajeno- que suscitan la competencia del fuero de excepción, corresponde al magistrado federal asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Fiscal c/ Autores ignorados s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP, 110, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Fraude a la propiedad intelectual. Falsificación de marca o designación. Concurso ideal. Competencia federal.  


    Unidad contextual.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    C., Omar Armando s/ Infracción Leyes 11.724 y 22.362


    COMP, 959, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.  


    No surge a partir de las constancias agregadas al incidente la posible aplicación al caso de las disposiciones penales de la ley 22.362, que surtirían la competencia federal, atento que del informe no se aclara si las portadas que allí se mencionan o las etiquetas de los discos son imitativas de los originales. En tales condiciones, corresponde a la justicia local, que previno, continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P., IIdes s/ Defraudación a los derechos intelectuales


    COMP, 240, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial.   


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Infr. ley 11.723".


    V., David Baldomero s/ Infracción Ley 11.723


    COMP, 1019, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Fraude. Lugar de comisión del hecho. Competencia local.  


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse, y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones le atribuyen los jueces.   La conducta prevista en el artículo 173, inciso 7° del Código Penal debe reputarse cometida en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    P., Eusebio Julio s/ Estafa


    COMP, 1749, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Funcionarios públicos federales. Competencia provincial.   


    Si del análisis de los de los elementos reunidos en la causa no se advierte la participación de funcionarios nacionales en los hechos a investigar, corresponde a la justicia local continuar conociendo en la causa.


    R., Ricardo Marcial s/ Denuncia


    COMP, 80, L. XLII, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Funcionarios públicos provinciales. Competencia por conexidad. Competencia provincial.   


    Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    L., Esteban Pascual s/ Su denuncia (Inf. Com. Bicameral)


    COMP, 1395, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Homicidio culposo. Competencia federal.   


    Remisión al dictamen de la causa Comp.117, L. XLII, "C., Felipo s/ Artículo 94 del C.P."


    G. y otros s/ Homicidio culposo


    COMP, 1149, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    Si de las declaraciones de los hermanos y del sobrino de la víctima resultan coincidentes en que el hecho habría ocurrido en determinada localidad, y las mismas no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa, corresponde declarar la competencia de la justicia de esa jurisdicción, sin perjuicio de lo que resulte de una investigación posterior.


    V., Carlos s/ Homicidio culposo


    COMP, 484, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Hurto de automotor. Falsificación de instrumento público. Competencia federal.  


    Único tribunal a cargo.


    Si el documento presuntamente falsificado es de carácter nacional, tanto la investigación de su uso como de su falsedad corresponde al fuero federal, más allá de cuál de esas calificaciones deba adoptarse según el resultado de la pesquisa y, aún en el caso en que se verifiquen ambos supuestos, de comprobarse que el imputado por el uso no ha sido autor de la falsificación.  Por otra parte, si el automóvil incautado junto con la cédula de identificación presuntamente apócrifa, presentaba su chapa patente cambiada y se observa la coincidencia entre la numeración del dominio colocado y la que consta en aquel documento, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre la posible infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, y la falsedad del documento, lo que determina la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    A., María Paula s/ Hurto del automotor


    COMP, 992, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Hurto. Devolución del expediente. Competencia provincial.   


    Si el incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda negativa de competencia suscitada, esa falencia impide un pronunciamiento en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, por lo que corresponde devolver las actuaciones a la Corte a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia, y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    H., Cristopher Jens s/ Denuncia hurto


    COMP, 1364, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia Nacional.   


    Cuando los hechos a investigar sean delitos que pueden juzgarse separadamente, estos deben ser investigados por los jueces de las jurisdicciones donde fueron cometidos.


    G., Hugo  s/ Hurto


    COMP, 848, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia nacional.   


    Si de los dichos del denunciante resulta que lo relativo al régimen de tenencia y visitas del menor con el cual el contacto se encuentra impedido tramita ante un juzgado nacional, donde se habría dispuesto que el retiro y la entrega de aquel tendría lugar en un domicilio de la Ciudad de Buenos Aires, es ése el lugar donde la imputada habría impedido al denunciante tomar contacto con el menor, por lo que corresponde asignar la competencia al juzgado de aquélla jurisdicción.


    N., A. s/ Denuncia


    COMP, 734, L. XLII, 11 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.   


    Habida cuenta que la niña reside junto a su madre en una localidad bonaerense y que ese domicilio había sido establecido para implementar el régimen de visitas, en atención al carácter permanente de la infracción y "el interés superior del niño", resulta aconsejable asignar competencia al juzgado de garantías, para entender en estas actuaciones.


    M., S. H. s/ Ley 24.270


    COMP, 121, L. XLII, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1750, L. XLI, “Peña, María Ignacia s/ Impedimento de contacto de hijos menores con padres no convivientes”


    G., C. B. s/ Ley 24.270


    COMP, 562, L. XLII, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia Nacional.   


    Si de los dichos del denunciante -y de la documentación acompañada que los corrobora-, surge que conforme lo establecido en el régimen de visitas de los menores homologado ante la justicia civil, éstas tenían lugar en el domicilio de la sociedad conyugal, cabe concluir que éste es el lugar donde la imputada habría impedido al padre tomar contacto con sus hijos.


    C., M. G. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP, 859, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Provincial.   


    Al resultar de los dichos del denunciante - que no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa-  que existiría un convenio celebrado con la imputada relativo a un régimen de visitas, y en atención a que la progenitora reside con la menor en un domicilio de la localidad de Lomas de Zamora circunstancia no controvertida por la magistrada provincial, éste es el lugar donde la imputada habría impedido al padre tomar contacto con su hija.


    A. P., D. C. s/ Denuncia Ley 24.270


    COMP, 867, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Incautación.  


    Incautación de auto cuyo pedido de secuestro no fue dejado sin efecto. Inexistencia de cuestiones de competencia.


    Si la incautación del rodado se efectuó teniendo en cuenta un pedido de secuestro que no fue dejado sin efecto oportunamente, sin que se haya podido establecer que esa medida se vincule con la comisión de un nuevo delito, cabe concluir que no existe una cuestión de competencia que la Corte deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24,  inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    M., Miguel Ángel s/ Encubrimiento


    COMP, 1867, L. XLI, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Alimentos. Investigación inconclusa.   


    Devolución del expediente a la Corte.


    Si las constancias agregadas al incidente de contienda negativa de competencia resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa, corresponde devolver las actuaciones a la Corte, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    M., Gabriel César s/ Infracción Ley 13.944


    COMP, 856, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Insolvencia fraudulenta. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia Nacional.  


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que se habrían producido las supuestas maniobras delictivas que motivaron esta causa.


    P., Nilda Susana s/ Infracción Artículo 179 inciso 2° del Código Penal


    COMP, 125, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Internación. Abandono de personas. Competencia Federal.   


    Sin perjuicio de que el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados es una persona jurídica de derecho público no estatal, en la medida en que tiene a su cargo el cumplimento de un servicio de interés público, el supuesto rechazo de los responsables de una prestadora del PAMI de brindarle servicio a beneficiarios de dicho instituto puede afectar el buen servicio del mismo y, por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en el caso.


    P., A. s/ Abandono de personas


    COMP, 823, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Interpretación de la ley. Defensa de la competencia. Lugar del hecho. Competencia federal.  


    Tribunal competente para entender respecto de impugnaciones contra resoluciones de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia.


    Cuando la ley 22.262 ha buscado determinar la competencia judicial "según sea el domicilio de la sociedad", lo hizo expresamente, tal como surge de su artículo 22, inciso "d", para los casos en que el Secretario de Estado de Comercio y Negociaciones Económicas Internacionales considere procedente solicitar la disolución y liquidación de la persona jurídica. La ausencia de una regulación similar para los restantes supuestos, autoriza entonces a sostener que allí la sede social no representa un dato trascendente para determinar la jurisdicción territorial y que, a tal fin, cabe atender al mercado y comunidad presuntamente afectados por la conducta anticompetitiva imputada, los cuales podrán o no coincidir con el domicilio de la sumariada. De este modo se cumplen los fines de protección del interés económico general, el correcto funcionamiento de los mercados y el beneficio de la comunidad contenidos en la ley y que gozan de protección constitucional desde la reforma de 1994.  Por lo tanto son los tribunales federales con jurisdicción en el lugar donde la conducta investigada tuvo efectos prima facie anticompetitivos los que deben conocer en las apelaciones que se plantean, pues merced a su inmediatez con el mercado y la comunidad afectados, esos jueces serán quienes se encuentren en mejores condiciones de revisar las decisiones adoptadas por la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia que, con sede en Buenos Aires, instruye sumarios por hechos ocurridos en todo el país.


    C. S.A. s/ Recurso de queja por apelación denegada


    COMP, 259, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación de los hechos. Competencia del juez que previno.  


    Suscripción de plan de ahorro y de planillas en blanco. Presunta cesión engañosa de un plan de ahorro. Necesidad de profundizar la investigación.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer, con la certeza necesaria, los pormenores de los hechos investigados, ni se ha determinado aún si habrían sido cometidos por más de una persona, y si habrían tenido desarrollo en distintas jurisdicciones.  La ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos, máxime cuando ante la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podría existir más de una calificación posible.


    G., Guido y otros s/ Estafa


    COMP, 1830, L. XLI, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Encubrimiento. Robo. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Competencia provincial.  


    Contienda de competencia. Infracciones al artículo 289 inc. 3° del Código Penal. Competencia territorial.


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma ley 24.721-, corresponde declarar la competencia de la justicia en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada y cuya numeración de chasis había sido adulterada.


    N.N. s/ Encubrimiento y sustitución de numeración


    COMP, 109, L. XLII, 17 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial.  


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Los elementos agregados al incidente de incompetencia resultan insuficientes para individualizar los hechos que permitan ensayar con razonable certidumbre una calificación legal delictiva a su respecto, mientras que la multiplicidad de circunstancias que comprenden los sucesos denunciados podrían dar lugar a más de una calificación posible. Por ello, corresponde a la justicia que previno continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    C., Fernando Jorge Horacio s/ Formula denuncia


    COMP, 326, L. XLII, 23 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente, pues para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada.


    A., Armando s/ Denuncia


    COMP, 544, L. XLII, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Justicia nacional. Competencia criminal y correccional.  


    Necesidad del Tribunal de alzada correspondiente de resolver el mismo.


    Si la contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos juzgados nacionales de primera instancia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


    D., Alicia Telma s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 1803, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia en lo penal económico.   


    Necesidad del Tribunal de alzada correspondiente de resolver el mismo.


    La contienda negativa de competencia trabada entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el  tribunal de alzada del que depende aquel que primero hubiere conocido.


    Departamento de Drogas Peligrosas s/ Denuncia contrabando estupefacientes


    COMP, 5, L. XLII, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunal de alzada. Competencia criminal y correccional.  


    Si la contienda se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    G., Laura Delia y otros por encubrimiento


    COMP, 1225, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunal superior. Competencia federal.  


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    C., Mario s/ Denuncia


    COMP, 1152, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Lealtad Comercial. Defensa de la competencia. Competencia federal.  


    Remisión al dictamen de la causa: Comp. 259, L. XLII, “C. S.A. s/ Recurso de queja por apelación denegada”.


    M. S.A. y otro s/ Denuncia infracción 22.262


    COMP, 285, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Lesiones agravadas. Competencia provincial.   


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cuando los dichos del oficial preventor resulten verosímiles y no se encuentren desvirtuados por otros elementos de la causa, deben ser tomados en cuenta para determinar la competencia, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación.


    V., C. s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP, 862, L. XLII, 03 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Lesiones graves. Por el lugar. Aguas.  


    De acuerdo con el criterio establecido en Fallos: 321: 3453, y sus citas, corresponde declarar la competencia de la justicia federal.


    S., Estanislao s/ Lesiones culposas


    COMP, 1157, L. XLI, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Lesiones leves. Discriminación racial o religiosa. Competencia provincial.   


    Toda vez que de los términos de la denuncia no se advierta que las expresiones atribuidas a la imputada hubieran tenido la capacidad suficiente como para alentar o incitar a la persecución o al odio contra la persona de la denunciante a causa de su raza, religión, nacionalidad o ideas políticas, sino que se tratarían de expresiones esgrimidas en el marco de reyertas entre las partes motivadas en otras razones, no corresponde la competencia del fuero de excepción.


    C., Silvia s/ Lesiones leves


    COMP, 763, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Lesiones. Compatencia provincial.   


    Hechos sucedidos en establecimiento carcelario. Ausencia de entorpecimiento del normal desenvolvimiento del Servicio Penitenciario Federal.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    V. D., Alicia s/ Lesiones


    COMP, 18, L. XLII, 22 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial.  


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Artículo 94 del Código Penal


    COMP, 1114, L. XLII, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    V., Nicolás Daniel s/ Lesiones


    COMP, 344, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Lugar de comisión del hecho. Estafa.   


    Estafa: extracciones ilícitas realizadas con una tarjeta de débito ajena retenida por un cajero automático. Ausencia de constancias sobre el lugar de comisión: competencia del juzgado que previno para profundizar la investigación. Falta de investigación suficiente.


    Cuando no exista constancia del lugar donde se produjeron las extracciones con una tarjeta de débito retenida por un cajero automático, es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Banco S. s/ Estafa


    COMP, 1819, L. XLI, 10 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Falsificación de documentos. Competencia federal.  


    Instrumentos emitidos por organismos nacionales


    Toda vez que un instrumento es emitido por un organismo nacional, su falsificación debe ser investigada por la justicia de excepción. Dado que no surge el lugar donde se confeccionó la falsificación del instrumento emitido por un organismo nacional, debe estarse al lugar en que el imputado los exhibió y se descubrió su falsedad.


    H., Enrique s/ Infracción Artículo 296 Código Penal


    COMP, 226, L. XLII, 23 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Mala praxis. Economía procesal. Competencia federal.   


    Prescindencia de requisitos formales por razones de economía procesal y buen servicio de justicia.


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente- en tanto el magistrado provincial se limitó a manifestar que el hecho podría resultar de competencia del fuero de excepción. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado el conflicto no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal y del buen servicio de justicia autorizan a prescindir de ese reparo formal.


    C., F. s/ Artículo 94 del Código Penal


    COMP, 117, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Malversación de caudales públicos. Competencia federal.   


    En caso de que se hubiese impedido el acceso de un oficial de justicia al domicilio al que se había dirigido para proceder al secuestro de determinados bienes ordenado por un juzgado comercial, esa conducta encuadraría en las previsiones del artículo 263 en función del artículo 261 del Código Penal, pues habría afectado el normal desempeño de la administración de justicia de la Nación.


    R., Daniel s/ Defraudación por desbaratamineto


    COMP, 1089, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Muerte. Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    Si de las constancias de la causa surge que los hechos investigados se habrían producido en determinada localidad, corresponde declarar la competencia de la justicia de esa jurisdicción para entender en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    H., Raúl Héctor s/ Muerte por causas dudosas


    COMP, 1363, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Municiones. Competencia por la materia. Competencia provincial.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  En atención a la cantidad y características de las municiones secuestradas, no se aprecia que, se trate en el caso del delito de acopio.


    P., Mario Esther s/ Acopio de municiones


    COMP, 1146, L. XLII, 15 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Narcomenudeo. Competencia federal.  


    Remisión al dictamen de la causa Comp.130, L. XLII, "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación"


    R., Marcos Héctor s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1027, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Organismos del Estado. Relación funcional. Competencia provincial.   


    La Corte tiene resuelto que el carácter excepcional y estricto de la competencia federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.  Al resultar de las constancias del incidente que los hechos no aparecen vinculados a las funciones que cumplían los empleados, por cuanto se habrían desarrollado en el transcurso de una reunión de carácter gremial, corresponde al juzgado local seguir entendiendo en la causa.


    R., Javier s/ Amenazas


    COMP, 84, L. XLII, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia provincial.   


    Remisión al dictamen de la causa la Comp. 1555, L. XLI,  "M. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del C.P.".


    M. S.A. s/ Infracción Artículo 302


    COMP, 10, L. XLII, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Personal policial. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional.   


    Para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada. Sin ellos el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al juzgado que previno continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Peronal Policial Pilar s/ Apremios ilegales


    COMP, 1124, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Poder general. Uso de documento falso. Competencia nacional.   


    Si no existe controversia entre los magistrados contendientes en cuanto a la naturaleza ordinaria de los hechos denunciados, y de los dichos de la denunciante -no controvertidos por las otras constancias del expediente- se desprende que uno de los hechos investigados se desarrolló en determinada localidad, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción, ante la cual se investiga parte de los hechos denunciados, y en pos de que un solo juez analice la conducta atribuida al imputado en su totalidad -razones de una mejor administración de justicia así lo aconsejan- continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de que no haya sido parte en la contienda y de lo que surja de la investigación ulterior.


    L., Claudia Marcela y otros s/ Falsificación de documentos destinados a acreditar identidad


    COMP, 1352, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Pornografía infantil. Competencia provincial.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. 351, L. XLII, "Hoyos de Praino s/ denuncia".


    G. D., M. F. s/ Su denuncia infracción Artículo 128, 2º párrafoCódigo Penal


    COMP, 1402, L. XLII, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Portación ilegítima de armas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No se dan estos requisitos cuando la calificación legal que ensaya el magistrado declinante carece de suficiente sustento en los elementos de la causa. En tales condiciones corresponde al juez que previno continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    S., Fernando Saúl; R., Mirna Edith y C., Ernesto Fabián s/ Infracción Artículo 189 bis inciso 5º del Código Penal


    COMP, 554, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Principio de economía procesal. Encubrimiento. Competencia de instrucción.  


    Falta de atribución recíporca. Real naturaleza del delito. Necesidad de profundizar la investigación.


    La contienda de competencia no se encuentra correctamente trabada, si los tribunales intervinientes no se atribuyen recíprocamente el conocimiento de la causa.  Sin embargo, la forma defectuosa en que se plantea la cuestión no obsta al pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.  Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción, extremo que, no se presenta si ni  siquiera consta que se lo haya interrogado.


    S., Claudio Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP, 1826, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia federal.   


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 739, L. XLI, "H., Eduardo Horacio s/ Privación ilegítima libertad".


    Z., Norberto s/ Defraudación


    COMP, 960, L. XLII, 18 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    M., Jorge Ricardo s/ Privación ilegal de la libertad


    COMP, 1147, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Competencia nacional.  


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo a la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces.  Tiene resuelto la Corte que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    Hallazgo de vehículo - Denunciante  A., Eufemio Ramón


    COMP, 758, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Robo con armas. Desapoderamiento. Competencia nacional.  


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  También tiene resuelto la Corte que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    C., Héctor Miguel s/ Robo con armas


    COMP, 171, L. XLII, 16 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Robo calificado. Competencia local.   


    Afectación de la seguridad públca.


    Toda vez que de los elementos de convicción reunidos en el incidente no surge que los hechos tuvieran entidad para afectar la seguridad pública -finalidad perseguida por las leyes 25.742, 25.760 y 25.886- corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa.


    I., Roberto H. s/ Infracción Artículos 166, 167 y 142 del Código Penal


    COMP, 1915, L. XLI, 22 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Robo. Competencia nacional. Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia federal.   


    En relación a la presunta privación ilegítima de libertad, la Corte tiene dicho que cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, corresponde a los tribunales donde se cometió el último hecho entender la causa, en este caso a la justicia nacional.   En cuanto a la presunta tenencia ilegítima de la mercadería robada, es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta competente la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    N.N. s/ Robo calificado


    COMP, 513, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Propiedad intelectual. Competencia Federal.   


    Remisión al fallo Comp. N° 1380, L. XLI, "Alvarez, Graciela s/infracción ley 22.362".


    V., Marcos Adolfo s/ Infracción Ley 11.723


    COMP, 747, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal.   


    Incorrecta traba de la contienda.   Remisión al fallo de la causa Comp. 1380, L. XLI, “Álvarez, Graciela s/ Infracción Ley 22.362”.


    G., Diego S. s/ Ley 11.723


    COMP, 492, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente.  


    Doctrina de Fallos: 311 :67; 317:486 y 319:753


    El Juez que previno en la causa debe continuar con su conocimiento hasta tanto una adecuada investigación permita individualizar los hechos sobre los cuales versa el conflicto, y las calificaciones que les puedan ser atribuidas, elementos éstos que resultan indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Propietario Librería "S. L." s/ Estafa


    COMP, 736, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Marcas. Concurso ideal. Competencia federal.  


    Contienda negativa de competencia. Venta de discos compactos apócrifos. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723. Unidad de conducta. Competencia federal.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- Leyes 22.362 y 11.723 - que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    R., Sebastián s/ Supuesta infracción Ley 11.723


    COMP, 78, L. XLII, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Medidas para mejor proveer. Devolución del expediente.   


    Las constancias agregadas resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa instruida por la presunta infracción a las leyes 11.723 y 22.362.


    G., Claudio y otros s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP, 1398, L. XLII, 19 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Prostitución. Narcotráfico. Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Competencia por la materia. Competencia provincial.   


    Cuando el magistrado local reconoce su competencia material respecto del hecho cuyo conocimiento le es atribuido, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Oficina Anticorrupción s/ Denuncia


    COMP, 1229, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Publicaciones obscenas. Competencia nacional.   


    Remisión al fallo de la causa  Comp. N° 1540, L. XLI, "Embajada Alemana s/ Denuncia corrupción de menores de trece años".


    National Criminal Service s/ Reproducciones obscenas


    COMP, 860, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa: Comp. 1540, L. XLI, “Embajada Alemana s/ Denuncia corrupción de menores de trece años”.


    D. C., Enrique Horacio s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    COMP, 291, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Puertos. Navegación portuaria. Poder de policía. Competencia local.   


    Es doctrina del Tribunal que el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo parte, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarla a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivos de hechos extraños a su intervención directa.  Siendo que el accidente no hubiere afectado el normal funcionamiento de alguna terminal portuaria o afectado la navegación corresponde a la justicia local continuar con el trámite de las actuaciones.


    M., Roberto s/ Denuncia


    COMP, 72, L. XLII, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Registro nacional de las personas. Falsificación de documentos. Competencia federal.   


    Competencia federal en razón del carácter nacional de las seccionales provinciales del Registro Nacional de las Personas.


    El lugar de creación del instrumento público falso, por principio, es dirimente de la competencia en los delitos de falsificación de documentos.  Las oficinas seccionales situadas en las provincias revisten el mismo carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir los documentos nacionales de identidad, ya sea en forma directa o por intermedio de los organismos que legalmente lo representen -artículo 62 de la ley 17.671-.


    V. F., Olinda Isabel y otro s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP, 749, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial.  


    En este caso resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida.


    P., Lorenzo Amadeo s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 87, L. XLII, 24 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial.   


    Unidad contextual.


    Cuando las particularidades del caso no permiten descartar, al momento de la traba del conflicto, que los hechos investigados se traten de una pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    J., Pablo Javier s/ Estafa


    COMP, 847, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Robo calificado. Portación ilegítima de armas. Concurso real. Competencia por el territorio. Competencia provincial.  


    Habida cuenta que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las constancias agregadas al incidente surge que los hechos habrían ocurrido en determinada una localidad bonaerense, corresponde a la justicia provincial conocer en las actuaciones.


    W., Ricardo s/ Robo con armas en grado de tentativa


    COMP, 1063, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Lugar del hecho. Competencia nacional.   


    En los hechos que hayan tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal y eficaz investigación.


    C., Mario Raúl s/ Denuncia


    COMP, 786, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. Encubrimiento. Competencia federal.  


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél, en especial cuando ni siquiera se lo ha interrogado al respecto.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    A., Lucas Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP, 1199, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas (sin que para ello resulten suficientes las declaraciones del denunciante), pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional, que previno, y en cuya jurisdicción se halló el vehículo sin su equipo musical, continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A., Oscar Alberto  s/ Robo de automotor vía pública


    COMP, 250, L. XLII, 23 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial.  


    Si los elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para calificar con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa, cabe concluir que se carece de la investigación suficiente que debe preceder a toda cuestión de competencia para que la Corte pueda ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    D., Sergio Eduardo s/ Denuncia


    COMP, 105, L. XLII, 26 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional.  


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las declaraciones del propietario del vehículo, que en el caso resultan suficientes para discernir la competencia, surge que la sustracción se habría producido en esta ciudad, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para que conozca en esta causa.


    R., Julián Javier s/ Robo agravado de vehículos


    COMP, 323, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente.  


    Los escasos elementos reunidos no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria la realidad de los hechos que motivaron el conflicto, así como la posible calificación legal que podría serie atribuida,en virtud de ello , no es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, decreto ley 1285/58, por lo tanto, el juez que previno deberá continuar con la investigación.


    E., Hugo s/ Encubrimiento


    COMP, 813, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Fraude. Investigación inconclusa. Competencia nacional.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    W., Fabián Gastón


    COMP, 52, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial.  


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    N.N. s/ Robo


    COMP, 15, L. XLII, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Delito continuado. Juez previniente.  


    Tiene resuelto la Corte, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.  De acuerdo con ese criterio,corresponde al juez de instrucción que previno seguir conociendo en estas actuaciones.


    F., Javier Hernán y otros s/ Denuncia


    COMP, 645, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial.  


    Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    D., Andrés s/ Robo y privación ilegal de la libertad


    COMP, 892, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    En los hechos desarrollados en distintas jurisdicciones territoriales, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal.


    R., Marcelo s/ Privación ilegal


    COMP, 918, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Secuestro de bienes. Concurso ideal de delitos. Competencia federal.  


    Infracciones a las leyes 22.362 y 11.723. Única conducta.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurren en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    Z., Pablo Andrés s/ Infracción Leyes 22.362 y 11.723


    COMP, 1872, L. XLI, 23 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal.   


    Consideración de circunstancias del hecho y la modalidad empleada a los fines de la atribución de competencia federal.


    No se puede afirmar, de manera inequívoca y fehaciente, que el hecho no tenga la entidad requerida para surtir la competencia del fuero federal, sino que por el contrario, cabe destacar en abono de aplicar el criterio contrario: el conocimiento que poseían los secuestradores sobre la ubicación de la vivienda de la víctima, sus movimientos y el de los automóviles que poseía; la realización, por parte de la banda de secuestradores, de tareas de vigilancia sobre ese domicilio mientras otros de sus integrantes mantenían cautivo en una vivienda al rehén y negociaban el rescate ; el alto monto exigido para la liberación, y la singular manifestación de uno de los secuestradores acerca de que se dedicaba a este tipo de delitos "como profesión".  Por lo expuesto, y en atención a la modalidad empleada, semejante a la de otros secuestros extorsivos investigados  por la justicia federal de esa misma jurisdicción, es esta  última la que debe continuar conociendo en la causa.


    L. I., José María s/ Víctima secuestro


    COMP, 1760, L. XLI, 09 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


      


    Consideración de circunstancias del hecho y la modalidad empleada a los fines de la atribución de competencia federal.


    Si la escasa investigación practicada en la causa no permite descartar que el hecho en atención a su modalidad comisiva -en la que se puede señalar la hora y lugar en el que se secuestró a la víctima; la forma y lugar en el que se exigió el pago del rescate; las circunstancias del cautiverio y de la liberación de la cautiva al tercer día-  es semejante a la empleada en otros secuestros extorsivos investigados por la justicia federal de la misma jurisdicción, corresponde al tribunal federal continuar con el trámite de las actuaciones.


    I., Laura s/ Su secuestro extorsivo


    COMP, 1777, L. XLI, 07 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 472, L. XLII, "A., Emanuel s/ Secuestro extorsivo".


    C., Rubén Ángel s/ Secuestro Extorsivo


    COMP, 471, L. XLII, 25 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 472, L. XLII, "A., Emanuel s/ Secuestro extorsivo".


    G., Franco Augusto s/ Secuestro Extorsivo


    COMP, 473, L. XLII, 25 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 690, XLI,  "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" y Comp. 75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    B., Héctor s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 799, L. XLII, 24 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" y Comp. 75, XLII, "Robledo, Julio Víctor s/ Infracción art. 170 del Código Penal".


    T., Diego Gastón s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 1059, L. XLII, 06 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a los fallos de las causas Comp. N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" y Comp. 75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    D., José s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 855, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a los fallos de las causas: Comp. 690, XLI, “Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo” y Comp. 75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    A., Hugo Abel s/ Víctima de secuestro extorsivo


    COMP, 742, L. XLII, 10 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a los fallos de las causas: Comp. 690, XLI, “Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo” y Comp. 75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    F., Eduardo Fabián s/ Secuestro extorsivo y robo agravado por el uso de armas y portación ilegal de arma


    COMP, 745, L. XLII, 10 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 472, L. XLII, "A., Emanuel Adrián s/ Secuestro extorsivo".


    D., Sergio Néstor s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 1066, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 472, L. XLII, "A., Emanuel Adrián s/ Secuestro extorsivo".


    S., Darío Jesús s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 1136, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    G., Hugo Matías s/ Infracción Artículo 166 del Código Penal


    COMP, 1069, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegítima libertad".


    E., Rafael s/ Averiguación presunto secuestro extorsivo


    COMP, 278, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 472, L. XLII, "A., Emanuel Adrián s/ secuestro extorsivo".


    V., Mario Fernando y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 930, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de causa Comp. 690, XLI, “Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo”, y al dictamen de la causa Comp. 75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    A., Gino Ángelo s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 341, L. XLII, 26 de abril de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    E., Duarte s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 163, L. XLII, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    G., Luis s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP, 1450, L. XLI, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    L. de L., Haydée Carmen s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP, 1, L. XLII, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    T., Luis Oscar y otros s/ Infracción Artículo 170


    COMP, 102, L. XLII, 23 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, XLI “Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo” y al dictamen de la causa Comp. 75, XLII, “R., Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    L., César Hernán y otros s/ Infracción artículo 170 del Código Penal


    COMP, 321, L. XLII, 26 de abril de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    A., Leoncio Reynaldo s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP, 784, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    B., Juan Manuel s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP, 1077, L. XLII, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     Remisión al fallo de la causa Comp. 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    M., Roberto Carlos y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 1165, L. XLII, 30 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Competencia 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    G., Reynaldo Alberto s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 1166, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Competencia 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    M., Gastón L. y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 1093, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    F., Hugo Alberto s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 1168, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Tribunal federal que reconoce su competencia material pero la declina en función de cuestiones ajenas a la contienda. Incorrecta traba de la contienda.


    Habida cuenta que la jurisdicción de excepción es improrrogable, excluyente y restrictiva, y que los principios de acumulación por conexidad sólo son aplicables a la jurisdicción nacional, si en el caso el tribunal federal reconoce su competencia -competencia material que no es atribuida por la ley a otro tribunal federal (artículo 32, inciso 1°, del código de forma)-, siendo que respecto de las cuestiones ajenas a la contienda la Corte no puede ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 6582/58, cabe concluir que corresponde al tribunal federal continuar con el trámite de las actuaciones.


    R., Adrián Andrés s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 730, L. XLII, 26 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Preclusión. Competencia federal.   


    Precedentes de la Corte en las causas Comp. 690, L. XLI,  “Ramaro, Cristián Luis s/ Secuestro extorsivo” y Comp. 75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”


    El régimen de la preclusión es ajeno, como principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre su respectiva competencia.  La regla que pregona que una vez establecida la competencia por el tribunal instituido para hacerlo, las partes no pueden renovar la cuestión ya resuelta, no se verifica si en el caso la cuestión ya resuelta es replanteada por un tribunal distinto al que la promoviera originariamente y con sustento en la jurisprudencia la Corte Suprema vigente al momento del pronunciamiento, la cual, debe ser acatada por los tribunales inferiores de la Nación.  En consecuencia, por aplicación de la doctrina de la Corte sentada a partir de los precedentes en referencia  corresponde asignar competencia a la justicia federal para entender en la causa.


    A., Emanuel Adrián s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 472, L. XLII, 25 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Subsidio estatal. Falsificación de instrumento público. Entes autárquicos nacionales. Competencia federal.   


    La falsificación de una firma para cobrar un subsidio debe ser investigada por el fuero de excepción, pues perjudica a las rentas de la Nación, dado que ellos se financian con créditos asignados en el presupuesto nacional, máxime si el hecho podría haber afectado el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación.


    T., Sandra Beatriz s/ Su denuncia


    COMP, 996, L. XLII, 04 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Malversación de caudales públicos. Competencia provincial.   


    La entrega de una suma de dinero proveniente de un subsidio implica la transferencia del dominio sobre ella.  La existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica.


    C., Juan Esteban s/ Denuncia


    COMP, 161, L. XLII, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Suministro de estupefacientes. Competencia Provincial.  


    La competencia federal es prioritaria en los delitos previstos en la ley 23.737, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia (ley 26.052), lo que hizo la provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la ley 13.392.  La asignación a favor de la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la ley 23.737, sino que ésta reserva para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos tipificados en la ley 23.737 que se vinculan con el comercio ilegal y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido: "la salud pública" son ajenas al derecho federal. Por lo tanto, y concordantemente con el fin último de la ley, la conducta prevista en el artículo 5, inciso "e", ley 23.737, quedó exento de la jurisdicción federal (art. 2 de la ley 26.052).


    A., Horacio Oscar y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 737, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Suministro infiel de medicamentos. Lugar de comisión del hecho. Competencia provincial.   


    La competencia criminal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito.Si las aserciones del denunciante, en cuanto a que los hechos materia de investigación se desarrollaron en jurisdicción provincial, corresponde al juez de la provincia proseguir la investigación, sin perjuicio de que si este magistrado entiende que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de confonnidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Clínica C. y otros s/ Homicidio culposo


    COMP, 1883, L. XLI, 07 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Supresión del estado civil. Falsificación de instrumento público. Concurso ideal. Competencia federal.   


    Concurso ideal entre el delito de supresión de estado civil y el de falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de una persona. Prohibición de doble persecución penal.


    Tratándose de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, la misma deberá ser investigada por la justicia federal habida cuenta del carácter nacional del último documento, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


    H., J. P.  y otros s/ Supresión de estado civil


    COMP, 295, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Sustracción de automotor. Encubrimiento. Competencia correccional.  


    Definición de la situación jurídica de los imputados.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción. Esa exigencia se cumple en tanto el juez provincial, luego de ponderar los elementos colectados en la causa y de descartar la participación del imputado en el hurto del vehículo, le imputa el delito previsto y reprimido en el artículo 277 del Código Penal.


    F., Omar Isidoro s/ Encubrimiento


    COMP, 1759, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Patentes. Distribución de competencias.  


    Documentación presuntamente falsa.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional que entiende en la sustracción del vehículo profundizar la investigación, a partir de los elementos recabados con motivo de su hallazgo en sede provincial.  Respecto a la sustitución de las placas, la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal,  corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.  Respecto a la documentación presuntamente falsa vinculada con el automotor, considero que el juzgado provincial deberá también profundizar la investigación en tal sentido, lo que además contribuirá a dilucidar la competencia material.


    B., Julio s/ Estafa


    COMP, 1827, L. XLI, 27 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Sustracción de menores. Investigación inconclusa. Competencia provincial.   


    Hechos que no tienen entidad para afectar la seguridad pública: competencia de la justicia local.


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda a los hechos analizados, cuando de los elementos de convicción reunidos en el incidente no surja que los hechos tuvieran entidad para afectar la seguridad pública -finalidad perseguida por las leyes Nº 25.742, 25.760 y 25.886-, corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa.


    M., M. s/ Denuncia


    COMP, 671, L. XLII, 11 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Disparo de arma. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  


    La expresión "contra una persona" que utiliza el artículo 104 del Código Penal, implica que el disparo de arma debe dirigirse físicamente contra ella, y que no resulta típica ni la acción de disparar al aire ni la de hacer disparos que están dirigidos sólo moralmente contra alguien con el propósito de amedrentar en la noche.  No se verifican los requisitos exigidos por el delito, si se realizan en un lugar donde hubiere otras personas pero sin apuntar a ninguna ya que, el peligro corrido, real y concreto, es lo único que justifica el encuadramiento del hecho como delito.  Cuando la detonación de arma de fuego se hubiese producido fuera de los ámbitos permitidos por la ley y sólo habría afectado la seguridad y tranquilidad pública en el sentido protegido por las previsiones de la figura contravencional, corresponde declarar la competencia de la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, para continuar conociendo en las presentes actuaciones.


    P., José Alberto s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP, 280, L. XLII, 15 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia de estupefaciantes. Competencia por conexidad. Competencia federal.  


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los  artículos 3° y  4°.  Lo dispuesto en el artículo 3° responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia.


    B., Cristian Gabriel y otro s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 926, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial.  


    La competencia federal es prioritaria en los delitos previstos en la ley 23.737, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia (ley 26.052), lo que hizo la provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la ley 13.392.  La asignación a favor de la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la ley 23.737, sino que esta reservada para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos tipificados en la ley 23.737 que se vinculan con el comercio ilegal y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido "la salud pública", son ajenas al derecho federal. Por lo tanto, y concordantemente con el fin último de la ley, la conducta prevista en el artículo 14, primer párrafo, ley 23.737, quedó exento de la jurisdicción federal (Art. 2 de la ley 26.052).


    C., Raúl Ariel s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 335, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Competencia provincial.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  No existen en autos elementos suficientes que permitan inferir que el estupefaciente incautado tenía otro destino, que excediera el cultivo para el consumo personal.  Debe conocer en la presente causa el juzgado provincial.


    A., José Antonio y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 972, L. XLII, 26 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia provincial.  


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 130, L. XLII  "Investigación del tráfico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    Atento que la droga se encontraba en las condiciones previstas por el Art. 2° de la ley 26.052, corresponde conocer en la presente causa al juzgado de garantías.


    P., Héctor s/ Infracción Ley  23.737


    COMP, 304, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. 130, L. XLII, "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    Atento que la droga se encontraba en las condiciones previstas por el Art. 2° de la ley 26.052, corresponde conocer en la presente causa el juzgado local.


    Averiguación infracción a la Ley 23.737


    COMP, 444, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII “Investigación del tráfico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación”.


    D., Alejandra Dolores y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 76, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.  


    La competencia federal es prioritaria en los delitos previstos en la ley 23.737, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia (ley 26.052), lo que hizo la provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la ley 13.392.  La asignación a favor de la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la ley 23.737, sino que esta reservada para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos tipificados en la ley 23.737 que se vinculan con el comercio ilegal y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido "la salud pública", son ajenas al derecho federal. Por lo tanto, y concordantemente con el fin último de la ley, la conducta prevista en el artículo 14, primer párrafo, ley 23.737, quedó exento de la jurisdicción federal (Art. 2 de la ley 26.052).


    E., Sergio Antonio s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 239, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Incorrecta traba de la contienda


    La competencia federal es prioritaria en los delitos previstos en la ley 23.737, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia (ley 26.052), lo que hizo la provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la ley 13.392.  La asignación a favor de la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la ley 23.737, sino que esta reservada para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos tipificados en la ley 23.737 que se vinculan con el comercio ilegal y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido "la salud pública", son ajenas al derecho federal. Por lo tanto, y concordantemente con el fin último de la ley, la conducta prevista en el artículo 14, primer párrafo, ley 23.737, quedó exento de la jurisdicción federal (Art. 2 de la ley 26.052).


    F., Cristian s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 342, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación"


    Atento que la droga incautada se hallaba en las condiciones previstas por el Art. 2 de la ley 26.052, corresponde entender la presente causa el Juzgado de Garantías.


    L., Lucía Leonor y otro s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 332, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII, “Investigación del tráfico de drogas ilícitas – Delegación Mar del Plata s/ Investigación”.


    Atento que el estupefaciente se hallaba en las condiciones previstas por el artículo 2° de la ley 26.052, corresponde al juez provincial continuar conociendo en la causa.


    L., Eduardo Alberto s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 146, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Fraccionamiento de estupefacientes. Competencia federal.  


    Remisión "contario sensu" al dictamen de la causa en Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    Atento que el material estupefaciente no se hallaba fraccionado en dosis destinadas al consumidor, no se verifica en la causa la pauta objetiva prevista en el artículo 2° de la ley 26.052 para asignar su conocimiento a la jurisdicción local. Por lo tanto corresponde al Juzgado Federal continuar con la presente investigación.


    M. J., Joel Gaspar y otros s/ Almacenamiento de estupefacientes


    COMP, 490, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial.  


    Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables, para el correcto planteamiento de incompetencia, que las declaraciones contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Presunta infracción Artículo 5º inciso "a" de la Ley 23.737


    COMP, 294, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial.  


    La escasa investigación llevada a cabo por el juez provincial, impide hasta el momento encuadrar la conducta imputada al prevenido.


    C., Fabián s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 619, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Competencia federal.  


    Remisión "contrario sensu" al dictamen de la causa en Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ Investigación"


    Atento que el estupefaciente no se hallaba acondicionado en la forma prevista por el artículo 2° de la ley 26.052, corresponde a la justicia federal conocer en la presente causa.


    V., Marta Beatriz y otros s/ Comercio de estupefacientes


    COMP, 739, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Devolución del expediente. Competencia provincial.  


    Si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.  Habida cuenta que según surge de las constancias del expediente, se verifica esa circunstancia, corresponde devolver la causa a la justicia local, a fin de que la Cámara de Apelaciones se expida sobre el recurso interpuesto.


    S., Marcos Sebastián s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP, 502, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial.  


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    R., Iván Rodrigo y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 970, L. XLII, 27 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Tentativa. Contrabando. Juez previniente. Competencia nacional.   


    Unidad contextual.


    Toda vez que la apropiación ilegítima de las especies protegidas tenga como fin su contrabando, en el caso existiría una pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del art. 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que el contrabando de los animales concurre idealmente con su apropiación ilegítima, y que debe ser investigada por la justicia en lo penal económico, sin perjuicio del carácter ordinario de la ley 22.421, en atención a que la competencia de dicho fuero es más amplia.


    V., Mauricio Marcelo s/ Infracción Ley 22.421


    COMP, 1383, L. XLII, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Tráfico de armas. Falsificación de instrumento público. Competencia federal.  


    Único tribunal a cargo.


    Cuando más allá de la cantidad y calidad de las armas y municiones que fueron secuestradas, surge de otros elementos de la causa, que el imputado se dedicaría a la compra y venta ilegal de armas, y que entre los elementos destinados a la falsificación de documentos nacionales que también se incautaron en su poder, algunos resultarían aptos para autorizar la portación o tenencia de armas, no resulta posible, descartar la calificación de acopio.  Sobre la base de estas consideraciones, y teniendo en cuenta la estrecha vinculación que existiría entre este último hecho -cuyo conocimiento fue aceptado por el fuero federal-  y el secuestro de las armas y municiones en poder del imputado, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda adoptar, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de la totalidad de la causa quede a cargo de un único tribunal. Más aún, en casos en los que es manifiesta la conveniencia de que ésta sea apreciada y juzgada en su conjunto y que no se divida entre los distintos fueros.


    R., Alfonso Enrique s/ Delito contra la fe pública y contra la seguridad pública


    COMP, 769, L. XLII, 31 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Almacenamiento de estupefacientes. Competencia federal.  


    Aplicación a contrario sensu del criterio del dictamen Comp. 130, L. XLII, “Investigación del tráfico de drogas ilícitas – Delegación Mar del Plata s/ Investigación”.


    Atento que el material estupefaciente no se halla fraccionado en dosis destinadas al consumidor, no se verifica la pauta objetiva prevista en el artículo 2 de la ley 26.052 para asignar su conocimiento a la justicia local.


    G., Omar Oscar s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 137, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.  


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 130, L. XLII, “Investigación del tráfico de drogas ilícitas – Delegación Mar del Plata s/ Investigación”, aplicación al caso a contrario sensu.


    Atento que el material estupefaciente no se hallaba acondicionado en la forma prevista por el Art. 2 de la ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


    V., Maximiliano y otra s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 303, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional.  


    El juez declinante debe realizar todas las diligencias necesarias para darle precisión a los hechos, pues resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente de incompetencia en causa 9.757/1


    COMP, 398, L. XLII, 28 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones.   


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    P., Jorge Rafael s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 586, L. XLII, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.   


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La contienda negativa trabado entre dos jueces nacionales debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido. (De acuerdo a lo reglado por el Art. 24, Inc. 7° del decreto ley 1.285/58)


    E., Ricardo s/ Denuncia


    COMP, 509, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunal superior. Competencia criminal y correccional.  


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre un Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción y otro Federal, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas


    COMP, 1221, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Comptencia federal.  


    Contienda trabada entre dos jueces nacionales.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    C., David s/ Denuncia


    COMP, 1151, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Uso de documento adulterado. Tribunal de alzada. Juez previniente.   


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La contienda negativa de competencia trabada entre dos jueces nacionales de primera instancia, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido, de acuerdo a lo reglado por el Art 24, inciso 7º del decreto ley 1285/58, sustituido por ley 21.708.


    A., Hernán N. s/ Denuncia: uso de documento adulterado o falso


    COMP, 782, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Violación de correspondencia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal.  


    De los antecedentes agregados al expediente no se puede establecer con la certeza necesaria si al momento de producirse la violación de la correspondencia y la sustracción de su contenido aquélla se encontraba aún bajo la custodia del correo. En consecuencia no es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, por lo que corresponde al juzgado federal que previno en la contienda, continuar conociendo en la causa.


    R., Reynaldo Roque s/ Denuncia


    COMP, 360, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Violación de domicilio. Competencia provincial.  


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 2073, L. XXXIX "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    S., Antonio s/ Supuesta violación de domicilio


    COMP, 282, L. XLII, 21 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Violación de sellos. Competencia contravencional.   


    Cuando el tribunal de alzada, al discurrir sobre la posibilidad de consunción entre las normas aplicables, se habría pronunciado respecto de la inexistencia de delito, si el hecho materia de investigación no afectó el buen funcionamiento de un organismo nacional, corresponde a la justicia contravencional, continuar con el trámite de las actuaciones.


    B., Davis s/ Artículo 254 Código Penal


    COMP, 611, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia del tribunal que previno.   


    Investigación insuficiente a los fines de la descripción de los hechos y la calificación legal.


    Si no se advierte a partir de las constancias de la causa que la contienda se encuentre precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el articulo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, y no pudiendo establecerse  con los elementos acumulados en el legajo, ningún hecho concreto con relación al cual pronunciarse acerca de la calificación legal, ni el lugar de comisión, para determinar luego el juez a quien compete investigarlo, corresponde al tribunal que previno, quien tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Supermercado S. s/ Presunto delito de acción pública


    COMP, 1831, L. XLI, 07 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Transfusión de sangre. Competencia federal.   


    Si uno de los jueces intervinientes en la contienda de competencia no cuestiona su competencia material para conocer en la causa, sino que rechaza el planteo por no haberse acreditado la configuración de alguna de las infracciones previstas en la ley 22.990, corresponde a éste magistrado asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos denunciados, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de la investigación ulterior.


    R., Juan César s/ Denuncia


    COMP, 1076, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia Provincial.   


    Actúa en desmedro del principio de celeridad procesal y de buen servicio de justicia el prolongado lapso transcurrido en la investigación que no presenta mayores complicaciones sin que en ella se hubiera logrado un avance sustancial, situación que por su persistencia podría llegar a configurar un caso de privación jurisdiccional.  Resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    B., Daniel Omar y otros s/ Supuesta defraudación


    COMP, 956, L. XL, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Sentencias contradictorias. Competencia provincial.  


    La justicia federal es un fuero de excepción y no dándose causal específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento queda librado al derecho común, en orden a la competencia, es decir, a la jurisdicción local.  Atento a lo avanzado de la investigación ante el Juzgado que conoció primigeniamente en el hecho, y en pos de que la investigación quede bajo la órbita de un solo magistrado a fin de evitar la posibilidad de que las investigaciones se superpongan, o en el futuro, se dicten pronunciamiento contradictorios, corresponde declarar su competencia para conocer en la causa que dio origen a este incidente, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Incidente de Inhibitoria entre el Juzgado de Garantías Nº 4 Departamento Judicial de La Plata y el Juzgado Federal Nº 3 de La Plata


    COMP, 1385, L. XLII, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia


     


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 1911 L. XLI,"U., Jorge Gastón s/ Denuncia".


    U., Jorge Gastón s/ Denuncia


    COMP, 232, L. XLII, 19 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual calificado. Delito continuo. Economía procesal. Competencia provincial. Supresión de estado civil. Competencia federal.   


    Posible abuso sexual: competencia de los jueces de los lugares donde se desarrollaron los actos con relevancia típica. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal. Delito de supresión de estado civil. Escindibilidad de los hechos.


    En lo atinente al abuso sexual, la Corte tiene resuelto que si se trata del delito continuado previsto en el artículo 119 del Código Penal, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal.  Respecto del delito de supresión de estado civil, toda vez que se trata de un hecho escindible del anterior y que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, cabe concluir que es la justicia federal del lugar donde se cometió el delito la que debe juzgarlo, ya que las oficinas seccionales del Registro de las Personas situadas en las provincias revisten el mismo carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir los documentos nacionales de identidad, ya sea en forma directa o por intermedio de los organismos que legalmente lo representen.


    R., H. A. s/ Abuso sexual agravado


    COMP, 710, L. XLII, 11 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Acción de penal. Convenio de honorarios. Remisión del expediente. Competencia nacional.  


    La conducta de los abogados al exponer ante la Corte Suprema hechos supuestamente ilícitos acompañando evidencias documentales obtenidas también durante su patrocinio letrado implica una violación no solo al principio amplio de la defensa en juicio, sino de los derechos a la privacidad e intimidad de sus clientes, garantías, que deviniendo del artículo 19 de la Constitución Nacional, se cristalizan en normas tan claras y específicas como el artículo 244 del Código Procesal Penal de la Nación y del artículo 156 del Código Penal, y en otro orden no menos importante, en las disposiciones que regulan el ejercicio de la profesión de abogado, artículos 6º inc, f) de la ley 23.187 y 10 inc. h) del Código de Ética del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal.


    C., Edgar y otro c/ Embajada de Rusia y otros s/ Cumplimiento de convenio de honorarios


    C, 2417, L. XLII, 24 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia del tribunal de casación.  


    Criterio de la Corte Comp. 1644, L. XXXVI, “Iglesias, Marcelo y Galindo Cáceres, Nilda E. s/ Recurso de queja”


    De acuerdo con el criterio citado en referencia el conflicto debe ser resuelto por la Cámara Nacional de Casación Penal.


    V., Héctor s/ Contrabando


    COMP, 300, L. XLII, 27 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal. Competencia del juez que previno.  


    Elementos indispensables para la correcta traba. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Corresponde devolver las actuaciones al juez federal que previno, en cuya jurisdicción quedó radicada la denuncia y que ya investiga la presunta falsificación de la cédula verde secuestrada al imputado, quien deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Averiguación presuntas irregularidades en causa 15.298


    COMP, 1756, L. XLI, 17 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia provincial.  


    Desisitimiento de la contienda por uno de los jueces intervinientes.


    En el caso que el magistrado declinante hace saber que, a su juicio, la cuestión de competencia se ha tornado abstracta con base en la calificación adoptada por las partes en el acuerdo de juicio abreviado, siendo que los términos de dicha comunicación importan un desistimiento de la contienda oportunamente planteada, corresponde devolver las actuaciones al juzgado a cargo de aquél, a sus efectos.


    C., Raúl Ariel s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 335, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de documento. Competencia federal.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Surge de las constancias que se habrían presentado documentos presuntamente falsos ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor de la Provincia, por ellos corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esa sección.


    C., Diego Carlos s/ Denuncia


    COMP, 604, L. XLII, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 364, L. XLII, "Wolf, Laura Sandra s/ Estafa".


    M., Verónica s/ Denuncia Infracción Artículo 292


    COMP, 1428, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Concurso de delitos. Concurso ideal. Propiedad intelectual. Competencia Federal.  


    Es doctrina de esta Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723 que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.  habida cuenta que de las constancias del incidente surge una presunta infracción a ambas leyes, corresponde declarar la competencia federal para conocer en estas actuaciones.


    M., Ariel Alberto s/ Presunta infracción a Ley 11.723


    COMP, 965, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra el honor. Calumnias. Injurias. Lugar del hecho. Competencia nacional.   


    Competencia territorial en función del lugar de exteriorización.


    La Corte tiene dicho que los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizaran los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas.


    B., Eugenio  y otro s/ Calumnias e Injurias


    COMP, 618, L. XLII, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial.  


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    T., Marcos David s/ Encubrimiento


    COMP, 1232, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones.  


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Las contiendas de competencia trabadas entre dos jueces nacionales deben ser dirimidas por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    V., Norberto Julio s/ Encubrimiento


    COMP, 101, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    En este caso resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    B. A., María Soledad y otros s/ Estafa


    COMP, 672, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.   


    Incorrecta traba de la contienda.   competencia del juzgado que previno para que profundice la investigación.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Sin embargo, si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    L., Juan Fermín s/ Hurto calificado y estafa


    COMP, 675, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Estupefacientes. Investigación inconclusa.  


    Solicita incorporación de elementos suficientes. Luego, se corra nueva vista.


    Incidente de declinatoria de competencia en causa 17.561


    COMP, 759, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Exhibiciones obscenas. Víctima menor de edad. Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    La competencia criminal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    D. T., M. V. s/ Exhibiciones obscenas


    COMP, 255, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Explosivos. Amenazas. Investigación inconclusa. Competencia nacional.  


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente.


    Si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita calificar con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa, la Corte se encuentra impedida de ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    U., Jorge Gastón s/ Denuncia


    COMP, 1911, L. XL, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia provincial.  


    Obstrucción al normal desenvolvimiento del Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados. En este caso, no surge del incidente que los instrumentos presuntamente falsos hayan sido ingresados ante la dependencia nacional es por ello que corresponde a la justicia local entender el asunto.


    S., Raúl Eduardo s/ Denuncia falsificación documento público


    COMP, 325, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional.   


    Estafa perpetrada mediante la falsificación o uso de documentos que inducen a error a la víctima. Concurso ideal. Ignorancia del lugar de creación del documento apócrifo.


    La Corte tiene resuelto, que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos voluntarios conforman una única conducta, en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como un agotamiento del primero.  Respecto de la competencia para conocer de este delito, en tanto no surja de las probanzas reunidas el lugar de su creación, corresponde conocer a su respecto al juez del lugar donde se utilice y compruebe la adulteración.


    C. de C., Hilda Mercedes s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 715, L. XLII, 15 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Firma falsa. Juez previniente. Competencia federal.   


    Corresponde asignar competencia a la justicia federal, toda vez que se haya presentado en una delegación de la AFIP documentación a nombre de una persona cuya firma se encuentra falsificada, toda vez que dicha conducta podría afectar el normal desenvolvimiento de la Agencia local de la Administración Federal de Ingresos Público, o el buen servicio que prestan sus empleados.


    G., Edgar s/ Denuncia


    COMP, 1427, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional.  


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Habida cuenta que en el caso no resulta posible determinar la verosimilitud de los hechos ni, mucho menos, su calificación legal, dado que no se han practicado las diligencias necesarias, corresponde al juez nacional, que previno, continuar investigando en la causa, a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    V., Graciela s/ Su denuncia


    COMP, 273, L. XLII, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional.   


    Determinación del delito.


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    H. S.A. s/ Falsificación documento público


    COMP, 1382, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Lesiones. Economía procesal. Competencia provincial.   


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    C., Nancy Mariela y otros s/Denuncia lesiones Artículo 94 del Código Penal


    COMP, 1353, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    G., José Pablo y otros s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP, 776, L. XLII, 14 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Contrabando. Competencia Nacional.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 1377, L.XLI, "Custre, Oscar Raúl s/ av. de contrabando".


    N.N. s/ Averiguación de contrabando


    COMP, 934, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Defraudación fiscal. Competencia provincial.   


    Incorrecta traba de la contienda.   Inexistencia de circunstancias que habiliten la competencia federal: competencia de la justicia local.


    Habida cuenta de que de las probanzas reunidas en la causa no se advierte alguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


    S., Guillermo Ernesto s/ Delito de acción pública


    COMP, 750, L. XLII, 11 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Competencia originaria. Incompetencia.  


    Cuestión ya resuelta.


    T., Luis Alberto s/ Encubrimiento


    COMP, 766, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa procesal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional.   


    Incorrecta traba de la contienda.


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  No concurren los elementos señalados, si el propio declinante refirió que, en atención a las contradicciones en las que habría incurrido la denunciante, no logra advertir concretamente el hecho denunciado, y si este constituye un delito, por lo que en ese caso corresponde al tribunal que previno, quien tomó conocimiento originario de la notitia criminis, continuar con el trámite de las actuaciones.


    C., Roberto s/ Estafa Procesal


    COMP, 716, L. XLII, 24 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal.  


    Criterio de la Corte Comp. 1569, L. XL, “Comisaría San Julián s/ Investigación presunta infracción”.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.  En relación con la presunta infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721-, también corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto, por aplicación del criterio establecido por la Corte.


    P., Jorge Luis s/ Denuncia estafa


    COMP, 1217, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Robo. Competencia Provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional.  


    Contienda de competencia. Encubrimiento e infracción al art. 189 inc. 3° del Código Penal.


    Si de lo actuado no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento haya sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.  La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    N.N. s/ Estafa


    COMP, 53, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar de pago. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional.   


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa o su tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar de entrega de los títulos: competencia del juzgado que previno.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    L., José H. s/ Estafa en tentativa


    COMP, 233, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Estupro. Domicilio del menor. Competencia provincial.   


    Si de los dichos del denunciante, que resultan verosímiles y contestes con las demás constancias agregadas al incidente, surge que la menor se encontraría con el imputado en determinada localidad, corresponde a la justicia de esa jurisdicción, ante la cual, además, tramitan las actuaciones tutelares y se domicilian el imputado y la víctima, continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    C., R. G. s/ Estupro


    COMP, 1393, L. XLII, 21 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Exhortos. Competencia por la materia. Competencia provincial.   


    Necesidad de que el juez exhortante y exhortado tengan la misma comeptencia material.


    La renuencia para el cumplimiento de una rogatoria constituye un caso de conflicto entre jueces que corresponde a la Corte dirimir.  En el exhorto -medio de comunicación entre órganos judiciales- debe existir, como regla, identidad o analogía entre la competencia por razón de la materia del exhortante y del exhortado.  Sentado ello, en el caso de que este requisito no lo cumpla uno de los jueces intervinientes en el conflicto, y cuando además los motivos alegados por el otro magistrado para rechazar el cumplimiento de la diligencia no encuentran sustento en las disposiciones de la ley 22.172, ni representan óbice alguno para su realización, corresponde a éste magistrado dar curso al exhorto, sin perjuicio de las atribuciones que los artículos 2° y 4° de la norma antes citada le acuerdan a tal fin.


    L., Augusto Manuel c/ G. s/ Ejecutivo


    COMP, 760, L. XLII, 25 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal.  


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados.


    S., Diego Marcos s/ Uso de documento público falso


    COMP, 356, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional.  


    A efectos de que la Corte pueda dirimir un conflicto de competencia de naturaleza penal, en los términos del artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, es necesario que el conflicto se halle precedido de una investigación suficiente que permita establecer fehacientemente cómo sucedieron los hechos motivo de contienda, permitiendo formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión.


    G., Roberto y otros s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 1891, L. XLI, 05 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Falta de calificación legal.  


    Incorrecta traba de la contienda. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    W., Stephan s/ Robo


    COMP, 1823, L. XLI, 21 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Encubrimiento. Competencia federal. Robo de automotor. Competencia nacional.  


    Incorecta traba de la contienda.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.  Corresponde a la justicia nacional de instrucción profundizar la investigación de la sustracción del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, aunque no haya sido parte de la contienda.


    B., Luis Antonio s/ Encubrimiento


    COMP, 129, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. Robo. Competencia Nacional.  


    Contienda de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Posible participación del imputado en el delito encubierto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    R., Ricardo Rufino s/ Averiguación encubrimiento


    COMP, 151, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Mabel Beatríz s/ Defraudación


    COMP, 726, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Juez previniente.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Lesiones


    COMP, 753, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia federal.  


    Incorrecta traba de la contienda.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas (sin que para ello resulten suficientes las declaraciones del denunciante), pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal, que previno, continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    V., Felipe s/ Denuncia


    COMP, 242, L. XLII, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Propiedad intelectual. Tramite de las cuestiones de competencia.   


    Remisión al fallo de la causa Fallos: 229:803.


    La resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la legislación procesal de previo y especial pronunciamiento.


    F. S.A. s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 1378, L. XLI, 26 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal.   


    Los procedimientos que conducen a deducir contiendas de competencia insubstanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia.  Cuando haya transcurrido desde el inicio de la primera contienda de competencia un lapso más que prolongado, sin que el justiciable pueda acceder a que se determine qué tribunal es el que resulta competente, puede devenir la posible privación de justicia que habilita la intervención de la Corte.  Una vez que ha establecido la competencia en forma definitiva el órgano con facultades para hacerlo, no corresponde a las partes renovar la cuestión ya resuelta máxime al no haberse introducido en el proceso nuevas circunstancias que permitan apartarse de lo oportunamente decidido.


    Q., Stella s/ Ley 11.723


    COMP, 757, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Revocación de sentencia.   


    Resolución sobre la competencia para juzgar el hecho: presupuesto necesario para el dictado de una resolución sobre el fondo del asunto.


    Tiene establecido la Corte que la resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, por lo que corresponde dejar sin efecto la resolución dictada sin dicho presupuesto.


    F., José Eduardo s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP, 1771, L. XLI, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Robo calificado. Competencia federal.   


    Remisión a los fallos de las causas Comp. N° 690, XLI,"Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" y  Comp. 75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    R., Ezequiel Ricardo y otro s/ Robo calificado y secuestro extorsivo


    COMP, 49, L. XLII, 22 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Robo con armas. Juez previniente. Cámara de Apelaciones.  


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre un Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción y otro Federal de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    E. O., Freddy Arnaldo s/ Robo con armas


    COMP, 1362, L. XLII, 26 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal.   


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo" y Comp. 75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    L., Walter s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 746, L. XLII, 24 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 690, XLI, “Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo” y Comp. 75, XLII, “Robledo, Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    G., Rodolfo Joel y otro s/ Secuestro extorsivo agravado


    COMP, 558, L. XLII, 26 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XLI "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    A., Luis Alfredo s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 143, L. XLII, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Suministro de estupefacientes. Competencia federal.  


    El último párrafo del artículo 5° de la ley 23.737 según reforma de la ley 26.052, establece como acciones típicas la entrega, suministro o facilitación. En ese sentido, según las constancias existentes en el sumario, el imputado habría al menos facilitado a la occisa la sustancia prohibida, en determinada jurisdicción, aún cuando haya sido en otra locación donde se la suministró definitivamente, corresponde asignar la competencia al juzgado federal de aquélla jurisdicción para conocer en la causa.


    N.N. s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 1384, L. XLII, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Derecho al recurso


    Cuestión federal. Cámaras de casación. Casación penal. Jurisprudencia aplicable. Fallos de la Corte Suprema. Recurso extraordinario federal. Exceso ritual manifiesto.  


    Si bien la Corte tiene establecido que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento del recurso federal, también ha reconocido la excepción a ese principio cuando se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio.  Lo resuelto por el tribunal de casación significó una interpretación restrictiva de las normas que regulan ese medio de impugnación según las pautas fijadas por la Corte al fallar "Casal”.  Por lo tanto, de acuerdo con el criterio establecido en aquel precedente, para la adecuada satisfacción de la garantía de la doble instancia que aseguran los artículos 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, correspondería al tribunal intermedio examinar tales extremos y así brindar plena vigencia al derecho de revisión del fallo condenatorio, pues la valoración de esos agravios permiten controlar si el razonamiento a través del cual se arribó a la sentencia de condena afectó o no los principios de defensa en juicio y debido proceso.


    B., Aníbal Leonel s/ Lesiones graves -causa N° 1.524-


    B, 1147, L. XL, 20 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Derecho Constitucional


    Declaraciones.   


    Acuerdo verbal entre el fiscal y el imputado: Tribunal que impone una pena mayor a la pactada, Alcance de la garantía de no autoincriminación. Derecho a interrogar a los testigos: supuesto en que la defensa desistió de sus testigos para el debate. Ponderación de los antecedentes penales para mensurar el monto de la pena.


    El recurso intentado no cumple con el requisito de autonomía del recurso que exige el artículo 15 de la ley 48, si los planteos que se intentan someter a estudio del Tribunal no son más que la reedición de los ya propuestos ante la casación y contestados de manera aceptable, sin que en esta ocasión se haya logrado demostrar desaciertos de gravedad que permitan descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido.  Los agravios basados en la violación de los principios de defensa en juicio, congruencia y proporcionalidad por aplicación de una pena superior a la requerida por el representante de este Ministerio Público, giran en tomo a la vigencia de un acuerdo verbal o informal que según la recurrente habría concertado con esa parte para la reducción del quantum de pena que le correspondía.  La garantía de no autoincriminación no impide la confesión hecha por expectativas que el propio imputado mantuvo a raíz de un acuerdo con el fiscal, sin que se demuestre que fue llevado a alentarlas por engaños del tribunal. El supuesto pacto verbal con el fiscal, llevaba ínsito el riesgo de que no fuera tenido en cuenta por los jueces.  No se produce avasallamiento del derecho de interrogar testigos cuando del principal se desprende que, días antes de celebrarse la audiencia de juicio oral, la defensa había desistido de la prueba testimonial ofrecida en su oportunidad, conformándose con las declaraciones prestadas en la instrucción.  No existe doble agravación de la condena si el juez no excedió de la pauta del artículo 41 del Código Penal, el cual autoriza al juez a ponderar los antecedentes penales en la medición y fijación de la sanción.


    S., R. E. s/ Causa Nº 1.658


    S, 693, L. XLI, 13 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    La facultad de impugnación es propia del encausado, en cuyo beneficio ha sido establecida , y la posibilidad de obtener un nuevo pronunciamiento judicial a través de los remedios procesales constituye un derecho del imputado y no una potestad técnica del defensor.  En la instancia recursiva rige el principio dispositivo y la voluntad del imputado es la que resulta decisiva, de allí que él pueda desistir de los recursos interpuestos por su defensor, y que a éste, a su vez, se le exija mandato expreso de su representado para hacerlo.  Por lo tanto, la expresa y válida manifestación de voluntad del imputado para que la sentencia condenatoria dictada a su respecto "quede firme", importa el desistimiento de la queja interpuesta por su asistencia técnica contra la inadmisibilidad del remedio federal que había resuelto la Cámara Nacional de Casación Penal.   En virtud de lo expuesto, teniendo en cuenta que las decisiones de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, la Corte debe tener por desistida la queja.


    F., Guillermo Raúl y otros s/ Causa nº 4.717


    F, 1401, L. XXXIX, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    



    Recurso Extraordinario Federal.  


    Remisión a causas C. 357, L. XLI, "Celind de Graetz R. y Kann C. S.H. c/ H.S.B.C. Bank Argentina S.A. s/ Amparo", B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ E.N. y otros s/ Amparo" en particular puntos VII a X, cuyos fundamentos y conclusiones forman parte integrante de la sentencia dictada por la Corte (considerando 8 del fallo), P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y G. 2181, L. XXXIX, “Galli, Hugo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561. Dtos. 1570/02 y 214/02 s/ amparo ley 25.561”.


    El principio de irretroactividad de las disposiciones legales, no emana de la Constitución Nacional sino de la ley, y es una norma de interpretación que debe ser tenida por los jueces en la aplicación de las leyes, pero no obliga el Poder Legislativo, que puede derogarla cuando el interés general lo exija. Lo que el legislador ni el juez pueden, en virtud de una ley nueva o de su interpretación, es arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la anterior.


    Voloschin, Luis J. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    V, 112, L. XL, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Desaparición forzada de personas


    Lesa humanidad. Sustracción de menores. Prueba. Extracción de sangre. Derecho a la intimidad. Derecho a la integridad física. Coerción procesal. Admisibilidad de la prueba.  


    Remisión a lo dictaminado en la causa G.1015; L. XXXVIII, "G.R. de P., E. E. y otros s/ Sustracción de menores de diez años - Causa A-46/85-".


    G. R. de P., E. E. y otros s/ Sustracción de menores de diez años -incidente de apelación de G. G. P


    G, 1970, L. XXXIX, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    La extracción de sangre para comprobar el vínculo entre las víctimas directas y los familiares no es sólo un medio para la persecución penal, sino también el ejercicio de la potestad estatal de llevar a cabo actos que prima facie sean idóneos para hacer cesar la ejecución de delitos.  Es un principio entendido que los derechos a la intimidad y a la privacidad, al igual que los demás derechos individuales que la Constitución Nacional garantiza, suponen límites a la averiguación de la verdad real en el proceso penal; Pero también lo es que la propia Constitución admite que la ley autorice en ciertos casos la intromisión de los órganos estatales encargados de la persecución penal en la libertad, la intimidad, la vida privada y demás derechos de las personas, incluso las no imputadas, cuando se debe salvaguardar el interés de la sociedad en la investigación y castigo de los delitos.  No cabe duda, que la extracción de sangre del cuerpo de constituye una medida indispensable para el esclarecimiento de los hechos de la causa, pues sólo la determinación fehaciente de su origen biológico permitirá establecer si fue sustraído a sus padres y luego retenido siendo un niño, en qué circunstancias ello habría ocurrido, qué personas habrían sido víctimas de esa sustracción (incluidos los progenitores) y quiénes habrían sido los autores; Más aún, la extracción de sangre, resulta una prueba imprescindible para establecer si nos encontramos ante un hecho de desaparición forzada de personas.  Teniendo en cuenta que la relación de parentesco que se invoca es precisamente la que se encuentra cuestionada, pienso que el apelante debió también fundar la procedencia de la norma en que basa su analogía respecto de los imputados. Pues si bien es cierto que desde un punto de vista estrictamente formal aún subsiste su actual estado de familia, también lo es que el documento que se tacha de falso, y en el que reside el objeto de la acusación penal, no puede servir de prueba misma de su autenticidad, pues de lo contrario no podría ser nunca materia de imputación en un proceso penal.  A falta de una norma expresa que autorice la extensión pretendida (Ordenanza Procesal Penal Alemana) no se advierte que el recurrente haya demostrado adecuadamente la identidad de razón para la analogía que propugna, ni tampoco que haya fundado mínimamente su plausibilidad en términos de conformidad con la lógica del sistema. En lo que atañe a este agravio, el recurso no cumple  el requisito de adecuada fundamentación (artículo 15 de la ley 48).  Por lo tanto, la medida dispuesta no acarrea violación alguna a los derechos y garantías constitucionales, en tanto concreta una razonable y proporcionada restricción de los derechos de la presunta víctima, que encuentra justificación en la necesidad de salvaguardar el deber estatal de investigar y sancionar graves violaciones de los derechos humanos, no sólo está aquí en juego la averiguación de la identidad biológica de un sujeto sino que nos encontramos ante la posible comisión de un crimen contra la humanidad cuya dilucidación depende -en gran medida- de la extracción de una pequeña muestra de sangre de una posible víctima.


    G. R. d. P., E. E. y otros s/ Sustracción de menores de 10 años -causa Nº 46/85


    G, 1015, L. XXXVIII, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa G. 1015; L. XXXVIII, "G. R. de P., E. E. y otros s/ Sustracción de menores de diez años -causa A-46/85-".


    G. R. de P., E. E. y otros s/ Sustracción de menores de diez años -causa Nº 6.390/97


    G, 1040, L. XXXVIII, 07 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ejecución de la pena


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.   


    Los fallos de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta -aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario- corresponde declarar abstracta la cuestión planteada.


    S. L., Martín s/ Su presentación


    S, 1554, L. XLI, 30 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Extradición


    Allanamiento. Requisa personal. Excarcelación. Torturas.   


    Si bien es cierto que, como afirma la defensa, la detención de su pupilo se inicia por iniciativa de una persona que se identificó como agente de la Secretaría de Inteligencia del Estado (SIDE), ésta sola circunstancia no alcanza a justificar la nulidad que se pretende.  En efecto, como bien se sostiene en la sentencia en crisis, el funcionario de la SIDE no produjo por sí el arresto, sino que solicitó la intervención policial para ello. Precisamente esta actitud puesto de manifiesto por el personal de inteligencia se encuentra en un todo acorde con las prescripciones de la Ley de Inteligencia Nacional que sólo proscribe a los agentes de inteligencia.  En cuanto a la alegada nulidad del allanamiento y requisa en el domicilio del nombrado, no se advierte -más allá de que estas medidas fueron regularmente dictadas- en qué causa agravio al recurrente; esto es, por qué la anulación de esos actos redundarán en alguna consecuencia sobre el resultado de este proceso, es decir, sobre la decisión de la extradición.  La defensa nada dice y sólo sustenta la nulidad en que, a raíz de lo secuestrado en el allanamiento, se le denegó la excarcelación. Ahora bien, la cuestión de la excarcelación fue oportunamente recurrida y se encuentra firme, luego de la confirmación de la decisión por la alzada, por lo que mal podría venir el recurrente a plantearla aquí.  En cuanto al requisito establecido por el artículo 11.e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (ley 24767) -aplicable en la especie ante la ausencia de instrumento internacional que rija la ayuda-, la decisión del juez de la instancia, de supeditar la entrega a que el Estado requirente formalice el compromiso, parece adecuada. No existen motivos para condicionar la decisión judicial de admisibilidad de la extradición a este requisito. Lo único inviable sería la efectiva entrega.  Se advierte que la decisión sobre la procedencia no implica necesariamente la concesión de la extradición: queda una última instancia en manos del Poder Ejecutivo quien puede, no obstante la declaración judicial favorable, rechazar la extradición. De adverso, si la decisión judicial es por la improcedencia, el rechazo de la extradición es irreversible para el Poder Ejecutivo.  En consecuencia, a partir de una lectura orgánica del texto legal, se advierte que la decisión del magistrado resulta razonable y acorde con el sistema: la no asunción del compromiso de computar el tiempo de detención sufrido en nuestro país solo impide la concesión de la extradición, pero no su procedencia.  Las invocaciones genéricas –sin sustento fáctico que las apoye– sobre la posibilidad de que el imputado sea sometido a tortura o tratos y penas crueles, inhumanas y degradantes no son argumentos que justifiquen, de por sí, el rechazo de la extradición.  El estándar para que resulte aplicable la excepción del artículo 3 de la Convención (correlativo con el artículo 8.e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal) no se satisface en el ámbito de las organizaciones internacionales de protección de los derechos humanos con simples especulaciones como las expuestas por el extraditable.  Lo expuesto no enerva, como es obvio, que la Corte disponga la entrega en condiciones que preserven la seguridad personal del extraditado.


    B., Mohamed s/ Extradición


    B, 868, L. XLII, 13 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Derecho de defensa. Delito político.  


    Pedido de Extradición por parte de la República de Chile. Posibilidad de defenderse por parte del imputado. Imposibilidad de analizar cuestiones probatorias por parte del estado requerido. Concepto de "delito político". Calificación. Interpretacióninternacional e histórica.


    La sentencia recaída sin la posibilidad de que el imputado sea oído y ejerza sus defensas afecta el orden público argentino al coartar las garantías del debido proceso y defensa en juicio sin posibilidad alguna de subsanación ulterior. Pero esto mismo no puede predicarse de una resolución donde, al persistir el proceso, el imputado todavía tiene oportunidad de declarar y defenderse.  Las cuestiones en torno a la validez de la prueba o de los actos procesales celebrados deben ventilarse donde se realiza el juzgamiento y no en el proceso de extradición.  El proceso de extradición posee singulares características ya que no constituye un juicio en sentido estricto y no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes o tratados aplicables.  Ponderar la prueba conlleva una violación al principio según el cual la normativa interna no puede agregar requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanda y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.  La decisión acerca de si un determinado hecho debe ser considerado delito político corresponde exclusivamente al estado requerido.  Lo principal del delito político reside en si el hecho ataca realmente a la forma de gobierno o a los poderes públicos. El hecho tiene que tener una faz objetiva, por constituir realmente un ataque a la forma de gobierno, a la organización de los poderes públicos, sus relaciones recíprocas, los derechos políticos de los ciudadanos - cuando el delito político ataca al "interior"- o a la independencia de la nación, la integridad del territorio y las relaciones del estado con otro estado - cuando tiene una relación con el "exterior".  Se requiere que exista objetivamente un ataque al sistema político, y ello significa, que debe existir objetivamente una situación de confrontación abierta entre sectores o bandos por el poder político.   El punto conflictivo consiste, justamente, en determinar cuándo la vinculación de un hecho con un delito político permite su calificación como delito político complejo o conexo. Como es claro, si el delito puede ser considerado político, al menos por conexión, ese carácter lo tiñe completamente a los fines de la extradición que, por lo tanto, no procede.


    A. G., Galvarino Sergio s/ Arresto preventivo


    A, 1579, L. XLI, 08 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Indulto. Prescripción de la pena.   


    Si en la causa el país informó por nota verbal que las autoridades concedieron el indulto al extraditable, pero al dictaminar en el caso, se consideró que la pena correspondiente estaría prescripta, el referido indulto no modifica lo dictaminado en su oportunidad.


    B., Edgardo s/ Extradición


    B, 1662, L. XLI, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Ley de Cooperación Internacional. Defensa en juicio. Suspensión del proceso judicial. Insuficiencia del agravio. Traducción de documentos. Finalidad de la ley.   


    Documentación exigida por la ley 24.767


    La documentación exigida por el Art. 13.d de la ley 24.767 constituye la presentación por parte del Estado requirente de una resolución judicial fundada que ordene, apruebe o ratifique la detención y la solicitud de extradición del requerido.  La imposición de un plazo al Estado requirente para el cumplimiento de los requisitos exigidos por el Art. 13 de la ley 24.767 sólo tiene la finalidad de salvaguardar el derecho del extraditable a su libertad personal en el transcurso del proceso, pero el cumplimiento del requerimiento con posterioridad al término temporal establecido, no afecta la completividad del pedido internacional y, por ello, no es causal de rechazo del extrañamiento.  El principio de la doble subsunción no requiere que la tipificación del delito sea una réplica exacta en ambas legislaciones, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal. Es que no son las calificaciones las que determinan el contenido de la extradición, sino los hechos por los que el Estado requirente solicita el extrañamiento.


    V. A., Fernando Daniel s/ Arresto preventivo


    V, 700, L. XLI, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Prescrpción. Cooperación internacional. Traslado de condenados.   


    El proceso de extradición tiene como esencia corroborar el cumplimiento de los requisitos legales y el compromiso asumido en los tratados firmados por el Estado Nacional, quedando el análisis de las cuestiones de fondo y la decisión sobre la culpabilidad o inculpabilidad del requerido a cargo de las autoridades judiciales extranjeras.  Sostener que si la solución normativa extranjera es diferente a la nacional, ésta debe prevalecer sobre aquella implica descalificar gravemente un procedimiento extranjero, con potencial menoscabo de las buenas relaciones bilaterales con la otra parte del tratado de extradición.  Respecto a si ha operado la prescripción en los hechos que motivan la solicitud de extradición, corresponde la aplicación de institutos diferentes para determinar si se halla extinta la pretensión punitiva del Estado. En un caso regirán las normas sobre prescripción de la pena y en el otro las de prescripción de la acción.  Toda vez que esta pretensión está planteada sin distinción para ambos pedidos de extradición, es pertinente dejar señalado que no es el Poder Judicial quien debe decidir respecto de la posibilidad de que el imputado cumpla la condena en la República Argentina.  Cuando los artículos 82 y 83 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal admiten que "las penas privativas de libertad impuestas por un tribunal de un país extranjero a nacionales argentinos podrán ser cumplidos en la Argentina" se trata es de una renuncia de la jurisdicción por parte de un Estado extranjero en favor de la República Argentina para que sus tribunales ejerzan la potestad punitiva que, en rigor, le corresponde al Estado extranjero.  Lo que se aplica es una medida administrativa destinada a determinar el lugar de cumplimiento de la condena, conforme la pretensión del condenado y siguiendo criterios humanitarios para una mejor resocialización; esto es, para que se cumplan adecuadamente los fines de la pena.


    B., Edgardo s/ Extradición


    B, 1662, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Falsificación de instrumento público


    Competencia federal. Robo. Competencia provincial. Investigación inconclusa.  


    Contienda de competencia. Falsificación de chapa patente y de la cédula de identificación de automotor.


    Corresponde a la justicia de excepción entender en el caso, dada la estrecha vinculación existente entre la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- y la falsificación de la cédula de identificación del automotor investigada por la justicia federal -atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en su documentación- a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, de que su investigación quede a cargo de un único tribunal.  Acerca del hecho relativo al hallazgo del vehículo en poder del imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito  que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    C., Jorge Alejandro s/ Delito contra la fe pública


    COMP, 82, L. XLII, 10 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Homicidio


    Nulidades. Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario.   


    No se advierte relación directa e inmediata entre la decisión condenatoria y las garantías constitucionales que se consideran conculcadas; a la par de que los agravios que dan base al recurso federal remiten al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal local, propio de los jueces de la causa y ajeno, por ende, a esta instancia de excepción.  El planteo de nulidad invocado constituye una reiteración del que fuera postulado en instancias anteriores y resuelto con fundamentos suficientes, sin que en esta oportunidad se hubieren sumado otras objeciones que pongan en evidencia la presencia de un supuesto de arbitrariedad que descalifique la sentencia como acto jurisdiccional válido.  La secuencia lógica seguida por la corte mendocina no acusa defectos censurables por medio de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.  Es válido utilizar el método de supresión mental hipotética para verificar si, suprimiendo el acto irregular, la condena impuesta al imputado permanece incólume, en tanto esté basado en prueba legalmente incorporada, ya que si no se ha predicado su uso irracional o abusivo, resulta dogmático sostener que es incorrecto echar mano a esa técnica.  En el sistema de nulidades la relevancia del acto viciado será la pauta que determinará si existe agravio directamente relacionado con el debido proceso. Su compromiso ocurrirá cuando la evidencia adquirida de modo ilegítimo sea el único elemento que vincule a los imputados con el hecho ilícito. Pero al contrario, si constan en la causa otras pruebas que logren igualmente aquel objetivo, no habrá lesión a esa garantía.


    Fiscal c/ A. M., J. C. y otros


    F, 1324, L. XLI, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Jurisdicción y Competencia


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de documento. Competencia nacional.   


    Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda.


    Es doctrina de la Corte, que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, significa el inicio de un nuevo conflicto.   Habida cuenta que el magistrado nacional no cuestionó su competencia material para entender en la causa, sino que se limitó a rechazarla por considerar que no estaría acreditada la falsedad de los instrumentos cuestionados, corresponde atribuirle el conocimiento de estas actuaciones.


    S. de P., Alba del Carmen s/ Denuncia


    COMP, 272, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Ley de tránsito. Prórroga de la competencia. Competencia provincial. Competencia de instrucción.  


    Contienda negativa de competencia. Impugnación de infracción a la ley 24.449. Apelación pendiente de resolución. Necesaria resolución del recurso, previo a resolver la competencia.


    Si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido, especialmente si se repara en que los tribunales de una provincia carecen de atribuciones para revisar las decisiones administrativas adoptadas por otra, desde que la distribución de competencias entre ellas no puede ser alterada por tratarse de una materia regida por la Constitución.


    A., Héctor Manuel s/ Impugnación resolución sobre infracción Ley de tránsito 24.449


    COMP, 1919, L. XLI, 17 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Ocultamiento del menor. Torturas. Seguridad pública. Competencia provincial.   


    Ocultación y retención de menor en concurso real con torturas.


    No corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción, dado que no se advierte que los hechos investigados constitutivos del delito de ocultación y retención de menor en concurso real con torturas, tuvieran entidad para afectar la seguridad pública -finalidad perseguida por las leyes 25.742, 25.760 y 25.886-.


    P., H. O. y otra s/ Ocultación y retención de menor en concurso real con torturas


    COMP, 118, L. XLII, 21 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Medidas para mejor proveer


     


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    G. N., Efraín s/ Pedido de inhibitoria


    COMP, 600, L. XLII, 28 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Ministerio Público Fiscal


    Facultades del fiscal. Derecho al recurso. Cuestión federal. Cámaras de casación. Casación penal. Jurisprudencia aplicable. Fallos de la Corte Suprema.  


    Tribunal intermedio.


    Según la doctrina de la Corte, más allá de la legitimidad de la restricción procesal a las facultades recursivas del Ministerio Público respecto de cuestiones de derecho común o de procedimiento, cuando lo que se pretende es el examen de una cuestión federal no es posible soslayar la intervención de la Cámara Nacional de Casación Penal.  Este criterio acerca del requisito de tribunal intermedio se ha consolidado a partir del fallo dictado en autos "Di Nunzio” y ha sido recientemente aplicado por la Corte a un caso en que este Ministerio Público había impugnado, precisamente, una cuestión análoga a la planteada en el sub júdice en autos “More”.  Toda vez que la vía recursiva intentada por la fiscalía se ha ajustado plenamente a la doctrina de esos precedentes de la Corte, por cierto posteriores a aquéllos invocados por la Cámara para vedar el acceso a esa instancia intermedia, con arreglo a los criterios seguidos en supuestos de evolución jurisprudencial es posible concluir que no existen obstáculos para que la Cámara Nacional de Casación Penal se aboque a una materia propia de su competencia.  Lo fallado por el a quo implicó una negativa a resolver una cuestión federal y cercenó de esa manera la facultad recursiva del Ministerio Público Fiscal, lo que descalifica a la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    M., Gerardo Alfredo y J., Sergio Gabriel s/ Tenencia ilegítima de estupefacientes con fines de comercialización


    M, 2867, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Procesal Constitucional


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal. Trámite.  


    Queja por denegación de recurso extraordinario federal. Resolución pendiente sobre la prescripción de la acción penal. Suspensión del trámite de la queja.


    Atento al tiempo transcurrido desde la fecha en que, según el a quo, se produjo el primer llamado a indagatoria, podría encontrarse prescripta la acción penal, de acuerdo con las reformas introducidas por la ley 25.990 al artículo 67 del Código Penal.  En consecuencia, en la medida que la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes al recurso extraordinario, el Alto Tribunal debe suspender el trámite de la presente queja, a resultas de la decisión que se adopte al respecto por los jueces de la causa.


    N. G., Amadeo s/ Causa nº 21.911


    N, 431, L. XLI, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal. Medidas para mejor proveer.  


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    L., Roberto s/ Lesiones leves, corrupción calificada, etc. -causa nº 92.414-


    L, 727, L. XLI, 09 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Procesal Penal


    Contienda negativa de competencia. Propiedad intelectual. Concurso de delitos. Competencia Federal.  


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723 - que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    O., Walter Isidro s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362


    COMP, 644, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Sergio Antonio s/ Estafa


    COMP, 506, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Investigación inconclusa. Juez previniente.  


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No se dan estos requisitos cuando la calificación legal que ensaya el magistrado declinante carece de suficiente sustento en los elementos de la causa. En tales condiciones corresponde al juez que previno continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    S., Héctor Gabriel y G., José Luis s/ Artículo 189 bis inciso 5º del Código Penal


    COMP, 756, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra el honor. Calumnias e injurias. Lugar del hecho. Competencia Nacional.   


    Toda vez que las calumnias e injurias proferidas excederían el ámbito local, es de aplicación al caso la doctrina del Tribunal que establece que los delitos como los que aquí se imputan deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas, sin perjuicio de que la publicación esté destinada a producir sus efectos en jurisdicción de otra provincia.


    T., Akamine y otros s/ Querella


    COMP, 632, L. XLII, 05 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Acopio de armas. Acopio de municiones. Competencia provincial.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  en atención a la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, así como también a las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis, no se aprecIa que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio.


    A., Marcelo  s/ Incidente de competencia


    COMP, 828, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Acopio de armas. Competencia provincial.  


    En atención a que la competencia federal es de carácter excepcional, sin que en el hecho se advierta circunstancia alguna que la surta, corresponde a la justicia local conocer a su respecto.


    H., José s/ Infracción Artículo 189  bis Código Penal


    COMP, 863, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Administración fraudulenta. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial.   


    Cuando exista coincidencia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación de la conducta investigada como administración fraudulenta, así como en que el presunto acto infiel perjudicial en violación del deber consistió en la venta de inmuebles que conformaban el patrimonio social, corresponde conocer en las actuaciones al juzgado con jurisdicción sobre la localidad donde se formalizó la operación.


    H., Gerardo Raimundo s/ Estafa


    COMP, 894, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Chapa patente del automotor. Lugar del hecho. Competencia provincial.  


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 289 del Código Penal, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías y se secuestró el rodado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    A., Alberto  s/ Sustitución de chapa patente


    COMP, 844, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal.  


    La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.   Sin embargo, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la presunta falsedad de la cédula verde secuestrada, a lo que debe añadirse, la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que su investigación quede a cargo de un único tribunal, corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto.  En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721-, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.


    Cuerpo de Seguridad Vial de General Roca s/ Investigación infracción Artículo 289 inciso 3° Código Penal


    COMP, 779, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal.  


    La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.   Sin embargo, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la presunta falsedad de la cédula verde secuestrada, a lo que debe añadirse, la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que su investigación quede a cargo de un único tribunal, corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto.  En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721-, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.


    Cuerpo de Seguridad Vial General Roca s/Investigación infracción Artículo  289 inciso 3º  del Código Penal


    COMP, 933, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Provincial.  


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    S., Fidel Humberto s/ Artículo 289 inciso 3°  Código Penal


    COMP, 196, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Provincial. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia Nacional.  


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio  al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Acerca del hecho restante, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los prevenidos.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente pala su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    P., Rita Romina y otro s/ Hallazgo de automotor


    COMP, 516, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia Federal.  


    La infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación de la cédula de identificación del vehículo y de la actuación notarial cuyo conocimiento está a cargo de la justicia federal, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    L., Pedro Rubén s/ Presunta infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP, 568, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia Provincial.  


    Contienda insustancial por falta de investigación suficiente.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte  pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley1285/58.  Se ha planteado una contienda insustancial, pues de los escasos elementos incorporados a ella no resulta posible determinar si el hecho tiene entidad delictiva ni, mucho menos, su calificación legal.  Por lo tanto, corresponde devolver el incidente al juzgado provincial.


    M., Carlos Manuel s/ Averiguación de ilícito


    COMP, 517, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional.  


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción,  corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuyas numeraciones de chasis y motor habían sido adulteradas.


    A., Juan Carlos y otros s/  Infracción Artículo 289 inciso 3° del Código Penal


    COMP, 714, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia Nacional.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  De acuerdo al carácter nacional de la cédula de identificación del automotor, debe ser la justicia federal del lugar donde se descubrió la falsificación -aunque no haya sido parte en la contienda- la que profundice la investigación en ese sentido.  Respecto de la infracción al artículo 289 del Código Penal, teniendo en cuenta la estrecha vinculación que en el caso existe entre esta figura y la falsificación de una documentación de carácter nacional -atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en la documentación-, debe ser la justicia federal provincial la que conozca en este delito.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Sin embargo, como esa circunstancia no se presenta, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional para profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.  Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base.


    M., Gustavo Bernardino s/ Encubrimiento


    COMP, 538, L. XLII, 25 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Adulteración de medicamentos. Competencia Federal.   


    Cuando las particularidades del caso no permitan descartar la posible infracción de la ley de medicamentos como de la ley de marcas, ambas de competencia federal, corresponde asignar competencia al fuero federal de Neuquén, sede en la que se incautaron y comercializaron los fármacos adulterados, aunque no haya sido parte en la contienda.


    C., Carlos Alberto s/ Envenenamiento de aguas, medicinas o alimentos


    COMP, 792, L. XLII, 20 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Amenazas. Investigación inconclusa. Competencia Nacional.  


    El Tribunal ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.  Atento que de la escasa investigación realizada, en la que solo se ha recibido declaración al denunciante, no es  posible determinar aún si se trata del delito de amenazas o una infracción al Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al magistrado correccional continuar conociendo en las presentes actuaciones.


    G., Marta Celia s/ Amenazas


    COMP, 849, L. XLII, 18 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Privación ilegal de la libertad. lesiones. Lugar del hecho. Competencia Provincial.  


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la  libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    G., Rubén Darío s/ Amenazas con armas o anónimas


    COMP, 740, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Apropiación de prenda. Competencia Provincial. Defraudación. Juez previniente.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  El delito de defraudación prendaria, que primeramente habría acontecido con motivo de la venta del vehículo, se desarrolla en el lugar en que se dispone del bien gravado sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control.  Habida cuenta que la disposición del automotor que se encontraba gravado -con perjuicio para el acreedor- se habría verificado en la localidad bonaerense, corresponde declarar la competencia de la magistrado local para conocer al respecto.  Por otra parte, en lo concerniente a la presunta defraudación que ulteriormente se habría materializado a través de la operación de compraventa del automóvil donde  presumiblemente- se habría ocultado su verdadera situación jurídica todavía no es posible para el tribunal ejercer las, atribuciones que le acuerda el artículo 24 inc. 7 del decreto ley 1285/58, pues los elementos incorporados hasta ahora al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar donde se habrían concretado las tratativas atinentes a esa transacción y sus precisas condiciones, ni tampoco donde habría ocurrido la disposición patrimonial perjudicial derivada de esa supuesta maniobra delictiva, Por lo tanto, le corresponde conocer al juez que previno.


    M., Alberto Jesús s/ Estafa


    COMP, 741, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Calumnias e injurias. Competencia Nacional.  


    Si la calumnia realizada mediante carta documento se habría exteriorizado al presentarse ésta en la oficina postal emisora, y no puede eliminarse la posibilidad de que los términos de ella hubieran sido conocidos por alguna persona distinta al destinatario, corresponde al magistrado nacional donde se realizó la primera divulgación entender en las presentes actuaciones.


    X., Raúl s/ Querella por calumnias e injurias


    COMP, 536, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Cohecho activo. Economía procesal. Juez previniente.  


    Remisión a los Fallos: Competencias n° 125 L. XXXIX, in re "Orsi, Ricardo Vicente s/Denuncia de contrabando", y n° 1094 L. XXXIX, in re "Simato, Roque y otros s/Encubrimiento - Artículo 278, 1° inciso a.".


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    R., Alejandro y otro s/ Cohecho activo


    COMP, 854, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Comercialización de estupefacientes. Investigación inconclusa. Competencia Nacional.  


    Fallos: 308:275, 315:312, 323:171 y 3867.


    El juez nacional debió realizar todas las diligencias necesarias para darle precisión a los hechos, pues la Corte  tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un pleito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Presunta infracción Ley 23.737


    COMP, 677, L. XLII, 04 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal.  


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ investigación".


    B., César Ariel s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 928, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ investigación".


    F., Walter Darío s/ Infracción Artículo 5° inciso "c" de la Ley 23.737


    COMP, 810, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas- Delegación Mar del Plata s/ investigación".


    L., Andrés s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 929, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional.  


    La declinatoria no se encuentra precedida de la investigación necesaria que permita vislumbrar siquiera la existencia en ese lugar del comercio de estupefacientes, y mucho menos aún, sus características a efectos de discernir la competencia de acuerdo con las previsiones de la ley 26.052.


    Averiguación Ley 23.737


    COMP, 781, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Su omisión provoca un notable perjuicio para la buena administración de justicia que debe ser evitado.


    G., Adelaida (la gorda M.)  s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 787, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Averiguación infracción a la Ley 23.737


    COMP, 920, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Presunta infracción Ley 23.737


    COMP, 973, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Provincial.  


    No se ha practicado medida alguna que permita vislumbrar siquiera en ese lugar se comercian estupefacientes, y mucho menos aún, las características de ese delito que permitan discernir la competencia de acuerdo con las previsiones de la ley 26.052. En ese sentido, el juez declinante debió realizar todas las diligencias necesarias para darle precisión a los hechos, pues tiene dicho la Corte, que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las  calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente de competencia en causa 7.030/2


    COMP, 485, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Competencia Provincial.  


    Contienda negativa de competencia. Denuncia sobre grupo de jóvenes presuntamente consumidores de estupefacientes. Necesidad de profundizar la investigación.


    No se ha practicado medida alguna que permita vislumbrar siquiera en ese lugar se comercian estupefacientes, y mucho menos aún, las características de ese delito que permitan discernir la competencia de acuerdo con las previsiones de la ley 26.052. En ese sentido, el juez declinante debió realizar todas las diligencias necesarias para darle precisión a los hechos, pues tiene dicho la Corte, que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D. L., Jorge s/  Infracción  Ley 23.737


    COMP, 606, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Provincial.  


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, y está circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes, las cuales son de interpretación restrictiva.


    Averiguación infracción Ley 23.737


    COMP, 650, L. XLII, 25 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de la libertad".


    M., Gustavo Eduardo s/ Denuncia extorsión


    COMP, 924, L. XLII, 13 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al Fallo Comp. N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de la libertad".


    T., Florencia s/ Denuncia extorsión


    COMP, 903, L. XLII, 13 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia nacional.  


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre un Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción y otro Federal de Primera Instancia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    G., Guillermo Hugo s/ Infracción Artículo 277 Código Penal


    COMP, 917, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Desechos peligrosos. Contaminación de aguas. Competencia Provincial.   


    Al no haberse comprobado la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 10 de la ley 24.051 que habilitan su aplicación y la intervención del fuero de excepción, corresponde al magistrado de garantías continuar con el trámite de las actuaciones.


    P., Manuel Santiago s/ Denuncia Infracción Ley 24.051


    COMP, 761, L. XLII, 05 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente.   


    La ausencia de constancias relativas al hecho denunciado impide calificarlo con razonable certidumbre, para discernir el tribunal al que compete investigarlo. En tales circunstancias, corresponde al juzgado que previno continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjucio de lo que surja de la investigación posterior.


    Dirección Delitos Ecológicos y Residuos Peligrosos s/ Infracción Ley 24.051


    COMP, 993, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ejecución prendaria. Juez previniente.   


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después importa el inicio de un nuevo conflicto.  Si de las constancias del legajo se desprende que los hechos investigados abarcarían la presentación de un documento apócrifo presentado para su ejecución ante la justicia civil y comercial de la Capital Federal, siendo que esa conducta habría afectado el normal desempeño de la administración de justicia de la Nación, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, que previno, continuar con el conocimiento de la causa.


    M. B. L. S.A. y otros s/ Malversación de caudales públicos


    COMP, 838, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional.  


    No puede resolverse la cuestión toda vez que la escasa investigación llevada a cabo no alcanza para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que el imputado podría haber cometido; En tales condiciones, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica.  El tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de los objetos y su incautación no constituye una pauta que autorice, sin más, a desechar la responsabilidad del imputado en el hecho acaecido y, menos aún, cuando ni siquiera se lo ha interrogado sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habría adquirido el rodado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    P., Gustavo Simón s/ Encubrimiento


    COMP, 794, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional.   


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    G., Mario s/ Denuncia


    COMP, 674, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia Federal.  


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.  Habida cuenta del carácter nacional de los instrumentos falsificados corresponde asignar el conocimiento de la causa al Juzgado Federal.


    T., Enrique Oscar s/ Denuncia


    COMP, 901, L. XLII, 15 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente.  


    Falta de investigación suficiente.


    Las escasas constancias incorporadas a este incidente impiden considerar que se encuentre cumplida la investigación  suficiente que debe precederlo para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°  del decreto ley 1285/58.  Corresponde al juez federal, que primero conoció de la "notitia criminis", subsanar la deficiencia de incorporación de elementos necesarios para darle precisión al hecho en cuestión, y resolver luego de acuerdo a lo que de ello surja.


    A., Ernesto  s/ Delito de acción pública


    COMP, 850, L. XLII, 18 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Tentativa. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Juez previniente.   


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    L., Cristóbal s/ Estafa en tentativa


    COMP, 515, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Estupefacientes. Competencia Federal.  


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 130 L. XLII in re "Investigación del tráfico de drogas  ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación" (a contrario sensu).


    Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la ley 26.052, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal.


    B., Walter Osvaldo s/ Tenencia de estupefacientes


    COMP, 577, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 130 L. XLII in re "Investigación del tráfico de drogas  ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación" (a contrario sensu).


    Atento que el material estupefaciente no se hallaba fraccionado en dosis destinadas al consumidor, no se verifica en la causa la pauta objetiva prevista en el artículo 2° de la ley 26.052 para asignar su conocimiento a la jurisdicción local.


    D., Patricia Lidia y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 608, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 130 L. XLII in re "Investigación del tráfico de drogas  ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación" (a contrario sensu).


    Atento que el material estupefaciente no se hallaba fraccionado en dosis destinadas al consumidor, no se verifica en la causa la pauta objetiva prevista en el artículo 2° de la ley 26.052 para asignar su conocimiento a la jurisdicción local.


    K., Diego Walter s/ Ley 23.737


    COMP, 550, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 130 L. XLII in re "Investigación del tráfico de drogas  ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación" (a contrario sensu).


    Atento que el material estupefaciente no se hallaba fraccionado en dosis destinadas al consumidor, no se verifica en la causa la pauta objetiva prevista en el artículo 2° de la ley 26.052 para asignar su conocimiento a la jurisdicción local.


    Q., Miguel Alejandro s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 592, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 130 L. XLII in re "Investigación del tráfico de drogas  ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación" (a contrario sensu).


    Atento que el material estupefaciente no se hallaba fraccionado en dosis destinadas al consumidor, no se verifica en la causa la pauta objetiva prevista en el artículo 2° de la ley 26.052 para asignar su conocimiento a la jurisdicción local.


    Incidente de Competencia en causa n° 12.450


    COMP, 588, L. XLII, 06 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de documento privado. Firma falsa. Economía procesal. Competencia Federal.  


    Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Excepción: razones de economía procesal.


    La contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso toda vez que el juez nacional admitió la competencia material, en tanto consideró que debía intervenir la justicia federal de capital. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.  La presentación del formulario ideológicamente falso ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal con jurisdicción territorial en el registro de la provincia de Buenos Aires, donde se presentó la documentación falsa.


    M., José Joaquín s/ Artículo 292 del Código Penal


    COMP, 571, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de documentos. Elecciones. Competencia provincial.  


    Habida cuenta que la presunta adulteración de una resolución que otorgaba personería jurídica a una agrupación, recayó sobre una impugnación deducida por un particular y que, además, habría sido presentada a la Junta Electoral provincial, el hecho a investigar no habría afectado una elección nacional, ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ella.


    R., Ricardo Manuel s/ Denuncia


    COMP, 427, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Economía Procesal. Competencia Federal.   


    Nada impide a un magistrado que toma conocimiento en un proceso por incompetencia de otro tribunal, atribuírsela a un tercero que considera competente, esa circunstancia no genera un conflicto jurisdiccional entre los dos primeros que deba resolverse.   En efecto, para el nacimiento de una contienda de esta naturaleza resulta necesario que dos tribunales se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Toda vez que la justicia Federal no cuestionó su competencia material en los hechos materia de investigación, y sin perjuicio de no contar con los elementos necesarios que permitan precisar cuales son los hechos que se investigan ante la justicia entrerriana,  corresponde al juez de esta ciudad donde tiene su sede la- División Prontuarios de la Policía Federal Argentina -organismo que habría expedido el documento cuestionado asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    A., Luisa  s/ Denuncia


    COMP, 807, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Pagaré. Estafa procesal. Competencia Provincial.   


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, si lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


    N.N. s/ Defraudación


    COMP, 812, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia Federal. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional.  


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721-, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.  La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la presunta falsedad de la cédula verde secuestrada, a lo que debe añadirse, la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que su investigación quede a cargo de un único tribunal, corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    A., Deborath Verónica s/ Falsificación de marcas y contraseñas


    COMP, 877, L. XLII, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Fraccionamiento de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia provincial.  


    Remisión a lo dictaminado en la Causa comp. N° 130 L. XLII "Investigación del tráfico de drogas ilícitas - Delegación Mar del Plata s/ Investigación".


    A., Antonio Daniel Oscar s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 723, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Hurto. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional.  


    Tiene establecido la Corte en numerosos porecedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    P., Richard s/ Hurto automotor


    COMP, 845, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia Provincial.  


    Si no se ha acreditado el lugar donde se produjo la sustracción corresponde atribuir el conocimiento de los autos al tribunal con asiento en el lugar donde se comprobó la comisión del hecho.


    H., Silvina  s/ Hurto


    COMP, 434, L. XLII, 22 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Devolución del expediente.   


    El caso no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58, si la ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa la contienda negativa de competencia, obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlo.


    D. B., G. P. s/ Ley 24.270


    COMP, 728, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Juez previniente.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Mario s/ Denuncia


    COMP, 596, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Z., Cecilia s/ Denuncia


    COMP, 380, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Lesiones culposas. Competencia provincial.  


    La contienda no ha sido correctamente trabada, pues para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso ya que el magistrado provincial, no cuestionó la competencia local. Con base en estas consideraciones, corresponde a éste continuar conociendo en el proceso, atento que no desconoce que los hechos tuvieron lugar en territorio de la provincia de Buenos Aires, sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    G., Modesta s/ Lesiones culposas


    COMP, 270, L. XLII, 12 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Competencia Nacional.  


    Fallos: 310: 1437


    Resulta de aplicación el criterio de la Corte, según el cual, si no se ha acreditado fehacientemente el lugar donde habría sido sustraída la carga transportada, corresponde atribuir el conocimiento de los autos al tribunal con asiento en el lugar donde se comprobó la comisión del hecho.  Por lo tanto,  corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para continuar conociendo en los hechos que originaron el presente conflicto.


    V. A., Patricio Alfredo s/ Hurto de mercaderías en tránsito


    COMP, 957, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Plantas de marihuana. Cultivo de estupefacientes. Competencia federal.  


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, que asignó jurisdicción local respecto de aquellas provincias que adhirieran a su régimen. Asimismo, mediante su artículo 4º estableció que en caso de duda sobre la competencia, prevalecerá la justicia federal. Tal es el caso si las constancias impiden aseverar que los elementos secuestrados estaban destinados a obtener estupefacientes sólo para el consumo personal del imputado, el juez federal debe continuar conociendo la causa.


    V. H., Pablo Damián s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 770, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Portación ilegítima de armas. Competencia Nacional.  


    Remisión a la doctrina sentada en el fallo de la causa Comp.  N° 871, L. XL "Maizares, Jorge Horacio s/ Infracción Artículo 189 bis del C.P."


    I., Roberto Alejandro s/ Infracción Artículo 189 bis párrafo 3º del Código Penal


    COMP, 725, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Desaparecidos. Apremios ilegales. Autonomía provincial. Competencia provincial.  


    El delito de privación ilegítima de la libertad contiene una descripción típica lo suficientemente amplia como para incluir también, en su generalidad, aquellos casos específicos de privación de la libertad que son denominados 'desaparición forzada de personas'. Se trata, simplemente, de reconocer que un delito de autor indistinto, como lo es el de privación ilegítima de la libertad, cuando es cometido por agentes del Estado o por personas que actúan con su autorización, apoyo o aquiescencia, y es seguida de la falta de información sobre el paradero de la víctima, presenta todos los elementos que caracterizan a una desaparición forzada.  El sistema federal que estatuye la Constitución Nacional, en el cual el respeto por las autonomías locales determina que cada provincia dictará para sí una Constitución que asegure entre otras cosas, su administración de justicia, no resulta incompatible con los deberes que recaen en la cabeza del Estado, por cuyo incumplimiento eventualmente deberá responder ante el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, como menciona el propio superior tribunal, el artículo 25, inciso 2.a, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que  el compromiso consiste en garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado -en el caso, los jueces locales- decida sobre los derechos de toda persona que interponga un recurso para lograr protección judicial.


    M. L., María Leontida s/ Incidente declinatoria de competencia


    COMP, 349, L. XLII, 25 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Propiedad intelectual. Concurso de delitos. Competencia Federal.  


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales-  leyes 22.362  y 11.723 que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    A., Iván Efraín s/ Artículo 72 bis Ley 11.723


    COMP, 459, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Resistencia a la autoridad. Abuso de armas. Unificación de penas. Competencia Nacional.  


    Ha sostenido la Corte, que corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. No obstante, habida cuenta que frente a la verificación de la hipótesis prevista por el artículo 27 del Código Penal, los magistrados provinciales no procedieron a dictar de sentencia única de oficio, pienso que cobra vigor el segundo apartado del artículo 58 y que, por lo tanto, corresponde ahora al tribunal nacional que impuso la pena mayor expedirse sobre la unificación de ambas condenas.


    M., Delmir Benjamín s/ Resistencia a la autoridad, abuso de armas agravado y encubrimiento agravado


    COMP, 827, L. XLII, 18 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Retención indebida. Extorsión. Economía procesal. Competencia Nacional.   


    Fallos: 314: 786 y 324: 1547.


    Es de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida  y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.  Cuando el hecho delictivo se reputa cometido en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, es preciso que la elección de una de ellas se determine atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la marcha de la administración de justicia y, en su caso, la defensa de los imputados.  Por lo tanto, es conveniente que el tribunal nacional continúe con la sustanciación del proceso, a este respecto, en atención al avanzado estadio en el que se encuentra ante dicha sede -celebración de la audiencia de debate- y en cuya jurisdicción se domicilian los imputados y se instruyó la causa desde sus orígenes.


    R., Elena y otro s/ Extorsión - defraudación por retención


    COMP, 808, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Robo automotor. Encubrimiento. Competencia Federal.  


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo; por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de Azul, lugar donde fue secuestrado el vehículo.


    G., Mariano Javier s/ Encubrimiento


    COMP, 605, L. XLII, 29 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Robo con armas. Privación ilegal de la libertad. Delito continuado. Competencia por el territorio. Consumación del delito. Competencia Nacional.  


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    O., Emilio Horacio y otros s/ Delito de acción pública


    COMP, 772, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Competencia Provincial.  


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la  libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    F., Matías Alejandro s/ Denuncia robo calificado


    COMP, 676, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Salud pública. Adulteración de aguas potables. Competencia Provincial.   


    Si de las constancias agregadas al expediente no se advierte circunstancia alguna que surta la jurisdicción federal, corresponde al juzgado local continuar el trámite de la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento, basado en los resultados obtenidos.


    G. B., Adrián Ernesto s/ Denuncia


    COMP, 788, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Subsidio estatal. Firma falsa. Competencia Federal.   


    La falsificación de una firma para cobrar un subsidio del "Plan Jefes y Jefas de Hogar" debe ser investigada por el fuero de excepción, pues perjudica a las rentas de la Nación, dado que los ellos se financian con créditos asignados en el presupuesto nacional, máxime cuando podrían haber afectado el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación del programa -el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y el Consejo Nacional de Administración, Ejecución y Control-.


    C., Esteban David s/ Denuncia


    COMP, 842, L. XLII, 14 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Telefonía celular. Investigación inconclusa. Juez previniente.  


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que habrían ocurrido los hechos que motivaron esta causa y sus pormenores.


    N.N s/ Denuncia


    COMP, 925, L. XLII, 19 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia de armas. Armas de uso civil. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional.  


    Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    W., Omar s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP, 836, L. XLII, 27 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Competencia por conexidad. Competencia provincial.  


    Las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, y la aplicación al caso de la norma en que se sustenta la declinatoria (artículo 3° de la ley 26.052) perjudicaría esos mismos fines pues, al encontrarse sendas causas en estadios procesales diferentes, la acumulación de ambos procesos actuaría en su desmedro.  La regla del artículo 3° de la ley 26.052 tiene como fin evitar que se frustren investigaciones, fundamentalmente por su complejidad, y advertir que la competencia puede generar un problema, como en el caso del vínculo entre el narcotraficante, su red de distribución y su red de consumidores.


    Incidente de competencia en causa 17.045


    COMP, 519, L. XLII, 25 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia federal.  


    La jurisdicción federal es prioritaria en los delitos previstos en la ley 23.737, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia, lo que hizo la provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la ley 13.392. Asimismo, mediante su artículo 4° estableció que en caso de duda sobre la competencia, prevalecerá la justicia federal y esa es la situación que aquí se presenta, pues la cantidad de sustancia estupefaciente encontrada y la circunstancias en la que fue secuestrada, impiden aseverar que la droga tuviera otro fin distinto al de la mera tenencia.


    I., Natalia Elizabeth s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 922, L. XLII, 26 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia Federal.  


    Cuando el imputado tenga una causa en trámite por ante el fuero de excepción por infracción al artículo 14 de la ley 23.737, corresponde a ese tribunal también conocer en una nueva causa contra el mismo imputado por la misma infracción.  Estos casos se rigen por el artículo 3º de la ley 26.052 y no se les aplican la limitación del artículo 7º de la citada norma.


    L., Miguel Ángel s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 797, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal.  


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 797 L. XLII "L., Miguel Ángel s/ Infracción ley 23.737".


    L., Diego Ramón y otro s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 890, L. XLII, 11 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Provincial.  


    Excepción a la competencia federal prioritaria en los delitos previstos en la ley de estupefacientes.


    La jurisdicción federal es prioritaria, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia, lo que la provincia de Buenos Aires hizo mediante la sanción de la ley 13.392.  La asignación a favor de la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la ley 23.737, sino que ésta reserva para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos tipificados en la ley 23.737 que se vinculan con el comercio ilegal y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido: "la salud pública" son ajenas al derecho federal. En tal sentido, y de acuerdo con el fin último de la ley, la tenencia simple de estupefacientes prevista y reprimida en el artículo 14, primer párrafo, ley 23.737, quedó exenta de la jurisdicción federal (art. 2 de la ley 26.052).


    C., Juan Carlos s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 660, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia.   


    Siendo que la resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la legislación procesal de previo y especial aplicables, corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento dictado en violación a esas reglas.


    G., C. B. s/ Ley 24.270


    COMP, 562, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Competencia Federal.   


    Remisión a los Fallos Comp. N° 690, XLI, en autos:"Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Secuestro extorsivo y Comp. N° 75, XLII, en autos: "Robledo, Julio Víctor s/ Infracción artículo 170 del Código Penal".


    B. A., Carlos Alberto y otros s/ Infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP, 923, L. XLII, 13 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a los Fallos Comp. N° 690, XLI, en autos:"Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Secuestro extorsivo y Comp. N° 75, XLII, en autos: "Robledo, Julio Víctor s/ Infracción artículo 170 del Código Penal".


    G., Andrea Soledad s/ Secuestro extorsivo agravado


    COMP, 870, L. XLII, 13 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión al Fallo Comp. N° 1380, L. XLI, "Alvarez, Graciela s/ infracción ley 22.362".


    D., Analía Laura s/ Denuncia


    COMP, 883, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia Provincial.  


    Remisión al criterio establecido en el fallo de la causa Comp. N° 2073, L. XXXIX "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    D., Sergio s/ Averiguación infracción Artículo 42


    COMP, 521, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al criterio establecido por la CSJN en el fallo Comp.  n° 2073, L. XXXIX "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    N.N. s/ Averiguación infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP, 522, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Personal policial. Competencia federal.   


    Orden incumplida por un agente policial. Aceptación de la administración de justicia de la Nación de un magistrado nacional.


    Corresponde a la justicia federal entender en aquellos casos en los que una orden incumplida por un agente policial hubiere sido dispuesta por un magistrado local y tal omisión afecte la administración de justicia de la Nación, en tanto obstaculice la investigación de un delito de competencia exclusiva del fuero federal.


    Personal Policial de Del Viso s/ Incumplimiento de deberes


    COMP, 1829, L. XLI, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento. Robo. Competencia federal.  


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de motovehículo sustraido en extraña jurisdicción. Desvinculación del imputado respecto de la sustracción. Subsistencia del encubrimiento. Lugar de adquisición del rodado.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional,  razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el encausado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    C., Darío Germán s/ Encubrimiento agravado por haber actuado con ánimo de lucro


    COMP, 1926, L. XLI, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial.  


    Toda cuestión de competencia debe ser precedida de la investigación que resulte necesaria a fin de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza requerido en la etapa de instrucción, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión.


    D. C., Ángel Francisco y otros s/ Estafa


    COMP, 17, L. XLII, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O., Diego Eduardo s/ Denuncia falsificación de instrumento público


    COMP, 289, L. XLII, 08 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia Federal.   


    Remisión a los Fallos Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Secuestro extorsivo" y Competencia  N° 75, XLII, en autos: "Robledo, Julio Víctor s/ Infracción artículo 170 del Código Penal".


    D. N., Carlos Alberto s/ Infracción Artículos 166 inciso 6° y 170 inciso 2°  del Código Penal


    COMP, 986, L. XLII, 20 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la humanidad. Detención ilegal. Imprescriptibilidad. Delitos comunes. Prescripción de la acción penal.  


    Crímenes de lesa humanidad. Diferencias con delitos comunes. Prescripción.


    El requisito más relevante para que un hecho pueda ser considerado un delito de lesa humanidad consiste en que haya sido llevado a cabo como parte de un ataque que a su vez -y esto es lo central- sea generalizado o sistemático.  Los crímenes de lesa humanidad no lesionan sólo a la víctima que ve cercenados por el delito sus derechos básicos, sino que también implican una lesión a toda la humanidad como conjunto.  Los elementos particulares de la descripción de crímenes contra la humanidad comprenden lo siguiente: se trata, en primer lugar, de actos atroces enumerados con una cláusula final de apertura típica (letra "k", apartado primero del artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional). Comprende, entre otras conductas, actos de asesinato, exterminio, esclavitud, tortura, violación, desaparición forzada de personas, es decir, un núcleo de actos de extrema crueldad. En segundo lugar, estos actos, para ser calificados como crímenes de lesa humanidad, deben haber sido llevados a cabo como parte de un "ataque generalizado o sistemático"; en tercer lugar, ese ataque debe estar dirigido a una población civil. En cuarto lugar, el final del apartado 1 incorpora otro elemento, que consiste en la necesidad de que ese ataque haya sido realizado de conformidad con una política de un estado o de una organización, o para promover esa política.  La conducta presumiblemente cometida en perjuicio de la víctima, no reviste la característica de constituir un ataque que forme parte de un conjunto de actos y, sobre todo, de una política estatal.  Los delitos de los que habría sido víctima el autor  no se corresponden con el propósito internacional tenido en vista al momento de estatuir crímenes de lesa humanidad.  En conclusión, la pretensión de que el hecho que se denunció en esta causa constituye un crimen de lesa humanidad no es en absoluto correcta.  La circunstancia es oportuna para recordar que el deber de investigar y sancionar las violaciones de los derechos humanos no puede constituir fundamento autónomo suficiente para proseguir el ejercicio de una acción penal que ha sido declarada extinguida cuando el hecho investigado no es un delito imprescriptible.


    D., René Jesús s/ Incidente de prescripción de la acción penal - Causa n° 24.079


    D, 1682, L. XL, 01 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Etapas del Proceso Penal. Ejecución. Pena Privativa de la Libertad.   


    Traslado de una persona privada de su libertad a una unidad carcelaria de otra jurisdicción, alejada de sus hijos. Consideración del interés superior del niño: necesidad de que los jueces adopten medidas expeditivas para evitar la frustración de derechos constitucionales.


    Si bien el juicio de amparo no es un proceso ordinario sino uno especial, ello no impide a los tribunales requeridos juzgar la procedencia de su intervención con arreglo a las normas sobre competencia por razón de la materia, o del lugar, cuando existe el peligro que sobre un mismo punto distintos magistrados dicten pronunciamientos contradictorios. En principio, el hábeas corpus y las demandas de amparo, no autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben.  La Corte Suprema puede prescindir del nomen iuris utilizado por el demandante, y atender a la real sustancia de lo solicitado, ya que no se encuentra atado a él, pudiendo analizar los hechos descriptos, la pretensión deducida, y juzgar aplicando el principio iura novit curia.  La interpretación constitucional ha de tender ante todo al desenvolvimiento armonioso de la actuación de las autoridades federales y locales, y no al choque y oposición entre ellas, pues su función más importante consiste en interpretar la Constitución de modo que el ejercicio de la autoridad nacional y provincial se desenvuelva armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa.  La cuestión constitucional referente a la vulneración de las garantías que protegen al procesado debe ser promovida ante el juez de la causa, con arreglo a las formas legales, y no ante un magistrado distinto.  En los casos en que se trata de resguardar el interés superior del niño, atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia y la naturaleza de las pretensiones, encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con particular tutela constitucional.


    Q., N. B. s/ Recurso de amparo -medida de no innovar-


    COMP, 387, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Juicio. Juicio Común. Sentencia. Sentencia Condenatoria. Individualización de la Pena.   


    Unificación de penas. Incumplimiento de la regla del artículo 58 del Código Penal: violación de las reglas relativas a los concursos de delitos.


    Cuando se emite un fallo omitiendo cumplir con la primera regla del artículo 58 del Código Penal, se produce la hipótesis que prevé la segunda regla de la norma implicada, en tanto existen dos condenas firmes dictadas en violación a las reglas relativas a los concursos de delitos legislados en los artículos 55, 56, 57 y 58 del código sustantivo. En ese supuesto corresponde al juez que haya aplicado la pena mayor dictar, a pedido de parte, la sentencia unificadora, sin alterar la declaración de los hechos contenidas en las otras.  No existe óbice constitucional alguno en que la justicia federal -por haber aplicado la pena mayor- sea la competente para dictar la sentencia única conforme al artículo 58 del Código Penal pues de ese modo se evita una eventual desnaturalización del sistema instituido en esta materia como resultado de la coexistencia de diferentes jurisdicciones y competencias. La norma mencionada responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, adoptando las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de distintas jurisdicciones.


    A., Patricio s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 132, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Etapas del proceso. Sobreseimiento. Incompetencia. Revocación del sobreseimiento.   


    La resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la regulación procesal de los artículos de previo o de especial pronunciamiento; En consecuencia, el decisorio del magistrado que no resultaría competente para conocer en el proceso, carece de validez y debería ser dejado sin efecto.


    A., José Ramón y otra s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP, 443, L. XLII, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    General. Contienda negativa de competencia. Estafa. Tentativa. Investigación inconclusa. Juez previniente.   


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos,cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro; Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde  al Juzgado de Garantías N° 3 seguir entendiendo en la causa,


    A. C. s/ Estafa Robo simple


    COMP, 802, L. XLII, 05 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., Ricardo s/ Amenazas


    COMP, 469, L. XLII, 12 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Extradición. Extradición Activa.   


    Excepción de prescripción de delito en el país que concede la extradición: debe ser interpuesta ante ese Estado. Falta de fundamento de la excepción de falta de acción planteada ante el país requirente una vez concedida la extradición. Carácter del proceso extraditorio. Cese de la jurisdicción del país requerido una vez concedida la extradición.


    Las excepciones relativas a la prescripción del delito para el Estado al cual se le ha requerido extradición de una persona deben ser interpuestas ante el Estado que la concedió la extradición. El análisis de la doble incriminación es un ejercicio que corresponde al Estado requerido a quien se le solicita la asistencia internacional.  Es infundada la excepción de falta de acción porque el delito que se le imputa al recurrente es competencia del Estado argentino por cuanto el hecho imputado ha ocurrido en su territorio y la acción penal no ha prescripto. Además, esta titularidad de la acción en cabeza de los tribunales nacionales fue asumida a raíz de su reconocimiento expreso por parte del Estado requerido al decidir sobre la extradición del imputado, corroborando las condiciones para proceder a la entrega del extraditable. Una vez reconocida la jurisdicción argentina y entregado el extraditable, el papel del Estado requerido concluye.  No puede aplicarse aquí retroactivamente la ley penal extranjera puesto que el objetivo perseguido por el Estado requerido al aplicar su ordenamiento jurídico se ha agotado en la determinación de la admisibilidad de la asistencia internacional.  El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo y no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. Agotado este objeto, el extraditurus queda sometido al tribunal requirente y cesa la jurisdicción del país que otorgó la ayuda internacional.


    A., Adur s/ Falsedad ideológica


    A, 1307, L. XL, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Extradición Pasiva. Procedimiento Extraditorio. Proceso Judicial. Defensas. Incumplimiento de Recaudos.   


    Extradición pasiva. Memorial que no incluye una crítica concreta del fallo cuestionado: abandono de la defensa correspondiente. Razonabilidad del arresto preventivo en un proceso extraditorio. Requisito de envío de la normativa aplicable en el país requirente: suficiencia de la transcripción del texto de la norma en el pedido de extradición debidamente autenticado.


    Si en la memoria no se incluye una crítica concreta y razonada de la parte del fallo que trató lo cuestionado, la  defensa se tiene por abandonada en la instancia. Ello sucede si el recurrente se limita a reiterar los argumentos  esgrimidos anteriormente y que el a quo había valorado y respondido en la sentencia de extradición.  La defensa no controvierte las valoraciones realizadas en el fallo para sustentar los motivos de urgencia que dan razonabilidad al arresto preventivo. En efecto, se dijo que lo justificaban el elevado monto de las penas previstas para el delito, su fuga del establecimiento carcelario en el que se encontraba y su procesamiento en nuestro país . Circunstancias que permiten concluir que el extraditable ha dado probadas muestras de que podría evadir el accionar de la justicia, frustrando así el fin del proceso extraditorio.  Resultaría ilógico considerar que estas condiciones no están dadas para un caso de extradición cuando alcanzarían para imponer una medida de restricción de la libertad preventiva en el marco de un proceso penal seguido en la justicia nacional.  La trascripción del tipo penal uruguayo en el pedido formal de extradición y no en un documento autónomo, no puede llevar a desconocer el cumplimiento del requisito de remisión de copia o transcripción auténtica de los textos legales que tipifican y sancionan el delito.  En los casos en que la legalización de documentos extranjeros no es exigida por los tratados internacionales firmados por la República Argentina, basta con su introducción por vía diplomática para que los jueces los tengan por auténticos sin más requisitos, pues se encuentran al amparo de la fe que le prestan, doblemente, el ministro extranjero que solicita la extradición y el Ministerio de Relaciones Exteriores que le da curso.  En consecuencia, la trascripción de un artículo en una resolución emitida por una autoridad judicial del Estado requirente, que se encuentra debidamente certificada por la actuaria de dicho tribunal y que, además, fue presentada en forma y por la respectiva vía diplomática integrando el pedido, completa los requisitos del artículo 13 del tratado de extradición que rige con la República Oriental del Uruguay.


    D. l. S. A., Alcino s/ Extradición


    D, 173, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Prescripción. Cómputo de la pena. Denegatoria del recurso.   


    Extradición solicitada por la República del Perú. Delitos de peculado, cohecho y asociación ilícita agravada. Supuesta ausencia de fundamentación: mera disconformidad e indeterminación del agravio. Derecho de defensa. Pretensa persecución política.Prescripción: vigencia de la acción. Legalidad de la obtención de prueba. Supuesta comisión especial. Computo del tiempo de detención durante el proceso. Estado del sistema carcelario del país requirente. Rechazo del recurso interpuesto.


    Respecto de la supuesta ausencia de fundamentación de la sentencia, el planteo debe ser rechazado porque no se determina el agravio y, además, por impertinente, ya que la sentencia sí fue fundada.  El recurrente no demostró que las pruebas rechazadas eran adecuadas a los efectos del juicio de extradición, esto es, para la determinación de la identidad de los requeridos y el cumplimiento de las condiciones estipuladas en el tratado que rige la entrega.  Introduciendo en esta cuestión especulaciones sobre una persecución política, la defensa intenta revisar la tipificación elegida por los Jueces peruanos, soslayando así la inveterada doctrina de la Corte según la cual los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente.  No parece haber controversia en que la participación de los imputados en la entrega del dinero al legislador es subsumible en el delito de cohecho activo, previsto en el artículo 258 del Código Penal argentino. Tampoco en que la recepción de dinero proveniente del erario peruano como contraprestación por el apoyo incondicional al ex presidente en sus pretensiones electorales, tipifica en el delito de malversación de caudales públicos, receptado en el artículo 261 del Código Penal nacional.  Respecto de la calificación del delito de asociación ilícita, la defensa comete el mismo error que critica. Según dice no se daría en el caso la doble sub sunción. De allí concluye que, dadas las circunstancias en que se desenvolvieron los hechos que se les imputan a los extraditables, no existe en el caso una asociación criminal típica.  Sin perjuicio de que la caracterización de qué debe entenderse por delito político está lejos de ser clara, sí es claro que la ley 24.767, establece ciertas limitaciones a esta categoría. Entre ellas se encuentra la prevista en el inciso g, del artículo 9, que establece que no se considerarán políticos los delitos respecto de los cuales la República Argentina hubiera asumido una obligación convencional internacional de extraditar o enjuiciar.  Se agravia la defensa de que los hechos por los que se requiere la extradición se encuentran prescriptos conforme a la legislación del Estado requirente, aplicable a estos fines en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 del tratado. Las acciones correspondientes a los delitos por los cuales se requiere a los imputados se encuentran plenamente vigentes, conforme también lo afirma el Juez en la sentencia recurrida, merced a otro proceso interpretativo de las normas penales peruanas.  La defensa sostiene que la prueba principal que funda este pedido, habría sido ilegalmente obtenida. Aun teniendo por ciertas las afirmaciones de la defensa, este agravio se traduce como insostenible. En síntesis, las obligaciones del Estado argentino de salvaguardar los derechos individuales no sólo no se ven afectadas por la negativa a expedirse sobre la legitimidad de la prueba extranjera sino que, por el contrario se reafirman, al asegurar que las personas recibirán una respuesta a sus pretensiones adecuada y mesuradamente ponderada, emitida por el juez natural del proceso.  No cabe duda de que el pedido de extradición proveniente del juzgado del que era titular el doctor en cuestión no proviene de una comisión especial adrede para este caso ya que el magistrado estaba a cargo de dicho tribunal antes de la creación del fuero del que pasó a formar parte.  La reforma que el recurrente tilda de agraviante contra el artículo 18 de la Constitución Nacional no es más que una redistribución de la competencia entre órganos ya existentes.  Se advierte que la defensa basa su impugnación en un argumento absolutamente formalista y que desatiende la jurisprudencia nacional sobre la materia.  No hay motivos suficientes para que el Tribunal le exija al Estado requirente que compute el tiempo de detención en este proceso de extradición, apartándose así de una pacífica práctica jurisprudencial.  El estado del sistema carcelario de la República de Perú no impide la extradición del nombrado porque, como se opinó en el precedente "Borelina" del Tribunal, "... debe tenerse en cuenta en estos casos, no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente".


    C. C., José Francisco s/ Pedido de extradición


    C, 4236, L. XLI, 07 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Tenencia de armas. Oposición a la extradición. Principio de reciprocidad. Confirmación de sentencia.   


    El proceso de extradición no es un juicio en sentido estricto ya que su función no es expedirse sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona por los hechos que se lo requiere.  La doble subsunción que exige la aplicación del principio de la doble incriminación no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación del hecho a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que el país requirente pretende probar, el examen de la adecuación del mismo hecho a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo la ley del país requerido.  Si el Estado requerido no pretende probar la responsabilidad del extraditable sino si están dadas las condiciones para proceder a su entrega, necesariamente esta adecuación hipotética al ordenamiento interno deberá hacerse sobre la base de la legislación vigente al tiempo del pedido de extradición. Y esto es así porque las normas de extradición no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, en tanto no es la finalidad de estos procedimientos la determinación de la culpabilidad del sujeto requerido por el hecho por el que se lo solicita, sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país.  El análisis de la doble incriminación debe hacerse respecto del tipo penal vigente en el orden jurídico argentino al tiempo de la extradición.  La procedencia de la extradición, cuando existe tratado, está condicionada al cumplimiento de las exigencias formales y requisitos prescriptos en él, en tanto que la reciprocidad y la práctica uniforme de las nacionales sólo son invocables -o discutibles- a falta de tratado.  Para aquello que no disponga en especial el tratado que rija la ayuda, la normativa interna no puede agregar requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanda y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.  La existencia de diferencias en el modo de regular la prescripción de la acción penal o de la pena por las leyes extranjeras no implica necesariamente que estas soluciones diferentes sean contrarias al orden público de la Nación. Es que no puede válidamente sostenerse que cualquier solución normativa que reglamente las garantías del debido proceso en otros términos a los nacionales importa de por sí violentar los principios del derecho público consagrados en la Constitución Nacional, ya que ello significaría trasladar la solución jurídica consagrada sobre el punto en el orden nacional a un Estado extranjero que, en ejercicio de facultades inherentes a su potestad estatal, ha optado por otra política -análoga o distinta- en la reglamentación del instituto.  La imprescriptibilidad, per se, no solo no resulta repulsiva a nuestro bloque de constitucionalidad sino que -precisamente dentro de los instrumentos internacionales de derechos humanos de jerarquía intencional- la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Lesa Humanidad prevé explícitamente esta solución para cierto grupo de delitos.  La mayor o menor inserción familiar del individuo requerido no es relevante para determinar la procedencia de su extradición, si ese requisito no está contenido en la norma que rige la extradición. Por supuesto que esto no implica desatender elementales aspectos de humanidad -íntimamente vinculados con la resocialización de la persona- que aconsejan, en algunas ocasiones, proveer el cumplimiento de la pena en la cercanía de su entorno afectivo pero esto no es una causal suficiente para rechazar la extradición. En su caso, podrá el extraditado requerir estas condiciones a las autoridades encargadas de la ejecución y contralor de la pena que atiendan a sus necesidades en este sentido.  Es impertinente el agravio que se opone a la extradición con base en que el requerido ha hecho de nuestro país el asiento de su domicilio ya que la legislación nacional permite inclusive el extrañamiento de personas que han nacido y viven en la Argentina.


    T., Patrick  s/ Extradición


    T, 354, L. XLII, 21 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y Competencia.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    A., M. E. s/ Infracción al Artículo 170, 1º párrafo, inciso 6 Código Penal


    COMP, 461, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia contravencional.  


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de armas y de municiones. Despenalización de la tenencia de municiones. Competencia de la justicia contravencional.


    En atención a que los pronunciamientos de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias imperantes en el momento de dictar sentencia, y habida cuenta que, a partir de la sanción de la ley 25.886 la tenencia de municiones no se encuentra incriminada, corresponde a  la justicia contravencional conocer en esta causa.


    T., Mauricio David s/ Artículo 189 bis Código Penal


    COMP, 81, L. XLII, 07 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia.  


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de material explosivo.


    Atento que en el caso se trata de un explosivo de tenencia prohibida (decreto 302/83), de acuerdo al criterio establecido por la Corte en las Competencias n° 1939 L. XL in re "Ojeda, Juan José y Toledo, Darío Antonio s/ inf. art. 189 bis del C.P.", y n° 1035 L. XLI in re "Sernani, Liliana s/ su denuncia", corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que conozca en esta causa.


    Comisaría 4ta. de Avellaneda s/ Denuncia hallazgo de material explosivo


    COMP, 498, L. XLII, 12 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia.  


    Imposibilidad del juez federal para alzarse contra las decisiones dictadas por su tribunal superior.


    Resulta de aplicación al sub júdice la doctrina de Fallos: 237:531; 256:496; 264:374 y 323:355, en tanto la titular del Juzgado Federal provincial, carece de atribuciones para alzarse contra las decisiones dictadas por su tribunal superior -Cámara Federal de Apelaciones- así como para plantearle legítimamente cuestiones o conflictos de competencia por razón de grado, más allá de la discrepancia que pueda tener respecto de la inteligencia adoptada por aquél.


    Banco Central de la República Argentina s/ Denuncia contra B., Omar Luis


    COMP, 457, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Por la Materia. Distribución de la Competencia. Competencia de Tribunales Nacionales.  


    Acto dictado en jurisdicción ajena. Facultades de los Jueces Nacionales.


    Los jueces nacionales carecen de competencia para revisar un pronunciamiento dictado en otra jurisdicción, la que se rige de acuerdo a su propio régimen procesal cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional, y cuyos actos gozan, en principio, de la presunción de validez que les acuerda el artículo 7 de la Constitución Nacional.


    F., Osvaldo s/ Encubrimiento agravado por el ánimo de lucro


    COMP, 1880, L. XLI, 31 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal. Por el tipo de delito.  


    Falsificación de documento. Cédula de identificación de automotor. Sustitución de chapa patente.


    En relación con la falsificación de la cédula verde debe ser el juez federal del lugar donde se descubrió la adulteración quien profundice la investigación.  Asimismo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la sustitución de chapa patente, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.   Por estas razones corresponde al fuero de excepción conocer también acerca de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal por lo cual la justicia local debe ceder su intervención en la causa originariamente instruida por ese delito.


    J., Mónica s/ Infracción al Artículo 292 Código Penal


    COMP, 156, L. XLII, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Delitos contra la Fe Pública. Falsificación de documentos públicos.  


    Contienda de competencia. Uso de documentos públicos falsificados ante Registro Nacional. Justicia Federal.


    Si los documentos públicos presuntamente falsos fueron presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor para realizar un trámite de transferencia de dominio, corresponde atribuir la competencia a la justicia de excepción.


    B., Santiago s/ Infracción Ley 24.557


    COMP, 133, L. XLII, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la salud pública. Estupefacientes.  


    Ley 26.052. Aplicación temporal: exclusión para casos en trámite al momento de la ley de adhesión.


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, al asignar su conocimiento a la justicia local. Sin embargo, su aplicación se encuentra condicionada a la adhesión de las provincias a ese régimen legal. Cabe destacar entonces, que la competencia federal es prioritaria, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia.


    E., Sandra P. s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 130, L. XLII, 13 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Competencia federal. Por las personas. Agentes diplomáticos y consulares.  


    Competencia en razón de las personas: embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Finalidad: preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados.


    En lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, la competencia federal responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia y la delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar para sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de naciones, cabe reconocérseles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.  Más allá de ser el denunciado funcionario público, el delito que se le imputa no está vinculado con el normal desempeño de su cargo, por lo que no procede el fuero de federal, cuya competencia es por naturaleza restrictiva, de excepción y con atribuciones limitadas a los casos previstos en la ley.


    A., Valeria Susana s/ Denuncia


    COMP, 1766, L. XLI, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia territorial.   


    Contienda de competencia. Delitos a distancia: adopción del criterio de la ubicuidad para establecer el lugar de comisión. Atribución de competencia en función de razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


    En los llamados "delitos a distancia", es decir, en todos aquellos hechos en que los diferentes pasos del iter criminis no se producen en el mismo lugar, la adopción del criterio de ubicuidad para establecer el lugar de comisión de los hechos supone como consecuencia, para los supuestos de tentativa, que el delito deba reputarse cometido tanto en el lugar donde comenzó la ejecución como en el lugar donde se habría consumado, y la atribución de competencia se hará atendiendo a exigencias de economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados.


    C., Pablo A. s/ Extorsión


    COMP, 313, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Conflictos de competencia.   


    Conflicto de competencia entre tribunales de distintas jurisdicciones: resolución en base a las leyes de procedimiento nacionales. Régimen de preclusión: ajeno por regla al conflicto de la competencia. Aplicación de los precedentes “Ramaro” y “Robledo”.


    Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas jurisdicciones territoriales deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, y el régimen de la preclusión es ajeno, como principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias.  En lo atinente al fondo de la cuestión, resulta aplicable la doctrina sentada a partir de la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/su secuestro extorsivo", y mantenida en numerosas sentencias posteriores, conforme se desarrolló recientemente en la Competencia N° 75, XLII, "Robledo, Julio Víctor s/infracción arto 170 del Código Penal".


    A., Gustavo Daniel y otros s/ Infracción Artículos 170, 167 y 210 del Código Penal


    COMP, 382, L. XLII, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Conflicto de competencia. Remisión a la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ su secuestro extorsivo".


    V., Jeremías Ezequiel s/ Infracción Artículos 170, 166 y 167 del Código Penal


    COMP, 453, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Menor víctima de hechos cometidos en diferentes jurisdicciones: atribución de la competencia contemplando su lugar de residencia. Interés superior del niño.


    En los procesos en los que un menor es víctima de hechos reiterados en distintas jurisdicciones, debe ponderarse, prioritariamente, a fin de definir el juez competente, su lugar de residencia. Esta solución es la que mejor contempla "el interés superior del niño", toda vez que evita lo que podría significar una traumática reiteración de procedimientos idénticos en distintas sedes.


    G., J. s/ Abuso deshonesto


    COMP, 104, L. XLII, 03 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ privación ilegal de libertad".


    N., Javier Nicolás s/ Extorsión


    COMP, 311, L. XLII, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 664, L. XLII, "C., Mariano Gabriel s/ estafa en tentativa".


    C., Mariano Gabriel s/ Estafa en tentativa


    COMP, 633, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento.  


    Frente a la ausencia de una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado de encubrimiento respecto de la sustracción presuntamente encubierta, corresponde seguir entendiendo en el caso al juez que lleva adelante esta última instrucción, atento la alternatividad existente entre ambas figuras.


    M., Diego s/ Encubrimiento


    COMP, 1748, L. XLI, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito cometido.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción sin que la referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del rodado y su incautación no puede constituir una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad del imputado en el hecho acaecido, sobre todo cuando ni siquiera se lo ha interrogado acerca de las circunstancias por las que se hallaba en poder del bien.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Sin embargo, como esa circunstancia no se presenta, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional para profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    R., Ricardo José s/ Encubrimiento


    COMP, 227, L. XLII, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Auto de mérito que desvincula al imputado del delito principal.


    Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base.


    L., Juan José s/ Encubrimiento agravado


    COMP, 1603, L. XL, 11 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor con pedido de secuestro. Desvinculación del imputado respecto del desapoderamiento. Continuidad de la causa respecto del encubrimiento.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    D. L., Ángel s/ Encubrimiento


    COMP, 106, L. XLII, 03 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Hurto de automotor. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Desvinculación del imputado respecto del hurto. Justicia Federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    B., Oscar s/ Hurto de automotor


    COMP, 150, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Duda respecto de la participación en el delito encubierto.


    Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    D. M., Nicolás Alberto s/ Artículo 164 del Código Penal


    COMP, 223, L. XXXVIII, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Imposibilidad de vincular el hallazgo del automóvil en la sustracción que se investiga en otra jurisdicción.


    No existe una cuestión de competencia que la Corte Suprema deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no es posible vincular el hallazgo del automóvil en la provincia de Buenos Aires en poder del imputado, con la sustracción que investiga la justicia nacional; por lo que corresponde devolver las actuaciones a la justicia provincial.


    P., Carlos Oscar s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 3)


    COMP, 424, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de un rodado y su incautación no es pauta válida para desechar la responsabilidad del imputado.


    La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del rodado y su incautación no puede constituir una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad del imputado en el hecho acaecido, especialmente si se repara en que no surge del expediente que se haya realizado medida alguna tendiente a dilucidar ese aspecto.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.  La infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, no posee entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que resulta de competencia ordinaria. Si a ello se agrega que no se ha determinado el lugar de su comisión, deberá continuar conociendo a su respecto la justicia provincial, en cuyo ámbito territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    A., Miguel Raúl s/ Encubrimiento


    COMP, 228, L. XLII, 09 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Por la materia. Distribución de la competencia. Competencia Federal. Por el tipo de delito. Delitos  contra la libertad. Secuestro extorsivo.   


    Remisión a Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ su secuestro extorsivo" y  Competencia N° 75, XLII, "Robledo, Julio Víctor s/ infracción art. 170 del Código Penal".


    L., José Rodolfo s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 337, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Secuestro extorsivo.   


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    H., Romina Elizabeth s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 152, L. XLII, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Por conexidad.   


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal: investigación a cargo de un único tribunal.


    Tratándose de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, puesto que el uso de los documentos se cumpliría como una forma de agotamiento de la presunta falsificación, la totalidad de los hechos pesquisados deberán ser investigados por la justicia provincial, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


    B., Pedro y otro s/ Uso de documento o certificado falso


    COMP, 549, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia.   


    Contienda negativa de competencia. Delitos de falsificación de poder general y estafa en concurso ideal. Investigación a cargo de un único tribunal. Prohibición de doble persecución penal.


    Sin perjuicio de no contar con copias de las escrituras hipotecarias que permitan determinar el lugar donde se realizaron y en tanto esta cuestión se encuentra controvertida entre las partes, la falsificación del poder general de administración que tuviera lugar en esta ciudad y su uso posterior en la adquisición de la propiedad, constituiría un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, puesto que la utilización del documento se cumpliría como una forma de agotamiento de la falsificación. Así pues, la totalidad de los hechos pesquisados deberán ser investigados por la justicia de esta ciudad, que previno, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


    G. C. S.A. s/ Estafa


    COMP, 665, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Según convenga a una mejor administración de justicia.   


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    B., Rodolfo s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP, 613, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos mediante tarjeta de compra. Lugar de comisión: cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial. Unidad de contexto delictivo: investigación a cargo de un único tribunal.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que ocurriría idealmente con aquélla.  No obstante ello, cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que la investigación debe quedar a cargo de un único tribunal.


    A., Karina Alejandra s/ Defraudación


    COMP, 462, L. XLII, 08 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hecho que se desarrolla en más de una jurisdicción. Atribución de competencia en función de razones de economía procesal y de eficacia en la investigación.


    Cuando los hechos investigados se hubiesen llevado a cabo en más de una jurisdicción, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal y eficaz investigación.


    M., Claudio Jorge s/ Robo calificado y privación ilegítima de la libertad


    COMP, 376, L. XLII, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones.


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    V., Norma s/ Extorsión en tentativa


    COMP, 479, L. XLII, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones: atribución de la competencia en función de razones de economía procesal y mayor eficacia de la investigación. Ignorancia del lugar donde se llevó a cabo la falsificación de documento.


    Cuando las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.  Las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar donde se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer.


    O., Leandro Mauricio s/ Incidente de competencia


    COMP, 315, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en más de una jurisdicción. Atribución de competencia en función de razones de economía procesal. Justicia provincial.


    En los casos de delitos cometidos en más de una jurisdicción, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    A., Carlos Alberto s/ Su denuncia


    COMP, 397, L. XLII, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Determinación de la competencia en virtud de una mayor economía procesal.


    Toda vez que no es posible descartar a esta altura de la investigación que todas las amenazas telefónicas formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal, en este caso, el juzgado que recibió la denuncia y que conoce en los otros hechos.


    S. M., Nancy s/ Amenazas


    COMP, 58, L. XLII, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Según el Juez que haya prevenido.  


    Contienda negativa de competencia. Adquisición de camión con pedido de secuestro. Presunta defraudación. Escasos elementos. Necesidad de profundizar la investigación por parte del juez que previno.


    Los escasos elementos agregados al incidente re sultán insuficientes para determinar las circunstancias en que habrían ocurrido los hechos motivo de contienda, lo que impide discernir la competencia.


    N.N. s/ Su denuncia


    COMP, 1861, L. XLI, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Supuestos de Conexidad. Conexidad material.  


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de chapas patentes pertenecientes a automóvil sustraído con anterioridad. Necesidad de definir la situación jurídica de los imputados respecto del desapoderamiento. Juez a cargo de investigación por asociaciónilícita vinculada al robo de automotores.


    Es doctrina de la Corte, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción.  Esos extremos no se verifican en el sub júdice pues, si bien consta en las actuaciones que respecto del secuestro de las chapas patentes, tuvo oportunamente intervención el magistrado que investiga el hurto del rodado al cual aquéllas pertenecen, no se advierte que éste haya realizado medida alguna tendiente a dilucidar la posible participación de los encausados en ese hecho ilícito, sin que la referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo constituyan una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad de los imputados en el hecho acaecido en esta ciudad, sobre todo cuando ni siquiera consta que hayan sido interrogados al respecto lo que resulta aquí especialmente relevante si se repara en que, tal como lo destaca el magistrado federal, se encuentran también investigados por el juez de garantías en orden al delito de asociación ilícita que, en el caso, aparece relacionado con actividades vinculadas con la sustracción de automotores.


    P., Oscar y otros s/ Encubrimiento


    COMP, 79, L. XLII, 22 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Por el Territorio. Distribución de la Competencia.   


    Contienda negativa de competencia. Entrega de cheque de pago diferido a cambio de una contraprestación: no implica simultaneidad. Posible infracción al artículo 302 del Código Penal.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.   En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    L., Romina Elizabeth y otro s/ Libramiento de cheque sin fondo


    COMP, 378, L. XLII, 22 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


      


    Determinación de la competencia en virtud de una mayor economía procesal.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    Q., Andrea Fernanda y otro s/ Defraudación


    COMP, 57, L. XLII, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Hecho desarrollado en diferentes jurisdicciones.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y defensa de los procesados.


    H., Héctor Rubén y otros s/ Defraudación


    COMP, 199, L. XLII, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Ignorancia del lugar de comisión.   


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos públicos. Ignorancia del lugar de creación del documento: competencia territorial en función del lugar donde fue usado.


    Resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado.


    Sergio L. s/ Falsificación de documentos


    COMP, 622, L. XLII, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Juez que reconoce que la investigación practicada en su sede fue infructuosa y no cuenta con datos relevantes para establecer el lugar donde sucedió el hecho.


    Si uno de los magistrados contendientes reconoce que la investigación practicada en su sede resultó infructuosa para esclarecer el hecho y dar con sus autores, así como también que no se cuenta con datos relevantes para establecer fehacientemente el lugar en el que se dio muerte a la víctima, corresponde a ese juzgado, que previno, seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    L. de A., Marta Susana s/ Privación ilegal de libertad


    COMP, 6, L. XLII, 02 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Falsificación, alteración o supresión de la numeración de un objeto registrada de acuerdo con la ley.


    Tiene establecido la Corte que la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.  Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuyo conocimiento está a cargo de la justicia federal a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto.


    F., Julio César s/ Delito contra la fe pública


    COMP, 529, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ignorancia del lugar donde se produjo la sustracción.


    Si no se ha acreditado el lugar donde se produjo la sustracción corresponde atribuir el conocimiento de los autos al tribunal con asiento en el lugar donde se comprobó la comisión del hecho.


    G., Clara s/ Denuncia


    COMP, 1664, L. XLI, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Lugar de Comisión.  


    Habida cuenta que el juez local no desconoce que el episodio motivo de investigación habría ocurrido en la provincia de Buenos Aires, sin perjuicio del temperamento que en definitiva considere que corresponda adoptar en cuanto a su juicio acerca de que ese hecho podría encontrarse abarcado por la resolución de la justicia nacional, corresponde declarar su competencia atento que, además, en esa jurisdicción ya se encontraba radicada una denuncia similar.


    L. R., Carlos Miguel y otros s/ Extorsión


    COMP, 377, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    L., Héctor s/ Robo agravado


    COMP, 51, L. XLII, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    La competencia por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.   El delito de retención indebida se consuma donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y, de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, debe tenerse por tal al domicilio del deudor.


    A., Carlos María s/ Retención indebida


    COMP, 386, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Adulteración de medicamentos. Lugar de elaboración: competencia del magistrado de dicha jurisdicción.


    Si el magistrado provincial no cuestiona que la fórmula magistral fue elaborada en la farmacia situada en su jurisdicción, corresponde a él asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión al hecho investigado y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    F. E. C. s/ Envenenamiento o adulteración de medicamentos


    COMP, 654, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia del juez local que no desconoce que el hecho investigado habría ocurrido en su provincia.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Por lo tanto, cuando el magistrado local no desconoce que los hechos tuvieron lugar en territorio provincial, corresponde declarar la competencia del juez local para conocer en las actuaciones, sin perjuicio de que si éste considera que debe entender otro magistrado de su misma provincia, le asigne su conocimiento de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., Eduardo Alejandro s/ Asociación ilícita


    COMP, 144, L. XLII, 22 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda de competencia. Estafa cometida mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Lugar donde fueron entregados: desconocimiento. Juez que previno.


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.  Habida cuenta que, de las escasas constancias incorporadas el incidente, no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega de los títulos, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de la entrega originaria y si ésta fue o no fraudulenta.


    R. G., s/ Estafa en tentativa


    COMP, 114, L. XLII, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia Delito de defraudación por desbaratamiento. Contrato de prenda: consignación del lugar de ubicación del bien.


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    F. R., Carlos s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP, 1884, L. XLI, 31 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Coincidencia de los magistrados contendientes respecto de la calificación legal. Delito de estafa.


    Habida cuenta que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes de que el hecho investigado encuadraría en el delito de estafa, y en atención a que de las constancias del incidente surge que las negociaciones y la entrega de los valores habrían tenido lugar en la sede de la vendedora situada en territorio bonaerense, corresponde declarar competente al juzgado provincial.  Ello sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    J., José Alberto s/ Defraudación


    COMP, 643, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos del denunciante.


    Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.  Si de los dichos del denunciante surge que los hechos se habrían desarrollado en jurisdicción provincial, parte de ellos en el marco de un proceso judicial en trámite ante la justicia local, y siendo que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de las actuaciones.


    S., Pablo s/ Estafa


    COMP, 574, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


      


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por administración fraudulenta. Acto infiel llevado a cabo mediante transferencias bancarias.


    Habida cuenta que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación de la conducta reprochada, así como que el presunto acto infiel perjudicial en violación del deber consistió en los giros efectuados a otro país, corresponde a la justicia nacional conocer en estas actuaciones.  Ello así, por cuanto las probanzas del expediente acreditan que las transferencias ordenadas por el imputado en su carácter de apoderado, se realizaron a través de la casa central del Banco situada en esta Capital, circunstancia no controvertida por los jueces entre los que se trabó la contienda.


    T., Sergio s/ Defraudaciones


    COMP, 628, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por retención indebida. Consumación: lugar de incumplimiento de la devolución o domicilio del deudor.


    Es doctrina de la Corte que la defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    F., César Daniel s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 423, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    C., José M. y A. Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Estafa


    COMP, 625, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    B., Juan s/ Administración fraudulenta


    COMP, 557, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Atribución de la competencia territorial en función del lugar donde se realizó el acto infiel.


    Si de las constancias de la causa surge que el denunciado habría tenido a su cargo el manejo de los bienes de las denunciantes y que habría perjudicado los intereses confiados al retener sumas de dinero que no utilizó para los fines encomendados ni restituyó a sus dueñas, los hechos denunciados encuadrarían prima facie en el delito de defraudación por administración fraudulenta, el cual debe reputarse cometido en el lugar en el que se realizó el acto infiel.


    A., Eduardo Jorge s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 404, L. XLII, 22 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Consideración de las declaraciones para la resolución.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.  Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    D. Y., Mariano s/ Estafa


    COMP, 486, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de desbaratamiento de derechos acordados. Competencia territorial.


    El desbaratamiento de derechos acordados es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente, víctima del segundo convenio que frustró el primer contrato, y que se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar. Es competente para conocer de estos casos el magistrado del lugar donde se perfeccionó el segundo convenio que frustró el primer contrato, y que se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar.


    B., S. s/ Defraudación a un menor incapaz


    COMP, 276, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa y/o falsificación de documentos privados. Requisitos para la traba de la contienda: atribución recíproca del conocimiento de la causa. Atribución de la competencia en función de las declaraciones del denunciante.


    La realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y una declinatoria efectuada después importa el inicio de un nuevo conflicto. Sólo en el caso de posterior insistencia del primero se habría cumplido con los requisitos para la traba de la contienda.  Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite, dado que el magistrado bonaerense no asignó competencia a la justicia de excepción, sino que se limitó a decir que debería conocer en el hecho denunciado el juez con jurisdicción sobre el lugar de entrega de los documentos.  En atención a que de las declaraciones de la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otros elementos-, surge que los cheques con su firma falsificada habrían sido entregados en la sede de la fundación, corresponde declarar la competencia del juzgado ordinario para conocer en la causa -más allá de que no existe constancia alguna de que esos documentos se hubieren presentado al cobro- y sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    I., Andrea C. s/ Denuncia estafa


    COMP, 314, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Maniobras que se habrían desarrollado en territorio de una misma provincia.


    Si la maniobra a investigar se habría desarrollado íntegramente en territorio bonaerense  -circunstancia no controvertida por los jueces entre los que se suscitó el conflicto- corresponde asignar competencia al juzgado provincial, sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Banco P. S. S.A. y otros s/ Hurto


    COMP, 1917, L. XLI, 07 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de hurto de cheques: competencia territorial en función del lugar de comisión.


    Habida cuenta que la competencia criminal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, cuando de los dichos de la denunciante surge que el hurto ocurrió en jurisdicción nacional, es en esa sede donde debe proseguir la investigación.  Es requisito para que la Corte Suprema pueda ejercer sus atribuciones jurisdiccionales que se someta a su decisión un caso contencioso y concreto y no una cuestión académica abstracta.  La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.


    S., Elsa Beatriz s/ Robo


    COMP, 460, L. XLII, 08 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Delito de hurto. Indeterminación del lugar donde se produjo el desapoderamiento. Necesidad de profundizar la investigación.


    Corresponde al juez provincial, en cuya jurisdicción se comprobó el hecho seguir conociendo en estas actuaciones.


    V., Silvia s/ Denuncia


    COMP, 1706, L. XLI, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de impedimento de contacto.


    Al resultar de los dichos del denunciante que lo relativo al régimen de visitas de las menores tramitó ante la justicia nacional en lo civil y que éstas tenían lugar en su domicilio de esta ciudad, circunstancia corroborada y no controvertida, éste es el lugar donde la imputada habría impedido al padre tomar contacto con sus hijas.


    V., L. d. C. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP, 480, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de impedimento del contacto de menores de edad con sus padres no convivientes.


    En las causas instruidas por infracción a la ley 24.270, si de los dichos de la denunciante -no desvirtuados por otras constancias en la causa- resulta que tanto su domicilio como el del imputado se encuentran situados en el territorio bonaerense, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquella provincia para conocer en la causa.


    B., A. C. H. s/ Ley 24.270


    COMP, 445, L. XLII, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de retención indebida: competencia territorial.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca de ese lugar, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, según los cuales, la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    N., Carlos s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 322, L. XLII, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Estafa o su tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar donde fueron entregados. Necesidad de profundizar la investigación por parte de la justicia que previno.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.   Sin embargo, si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    L., Silvio M. s/ Estafa en tentativa


    COMP, 346, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Estafa o su tentativa, perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar donde se entregaron los títulos. Juez que previno.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    S., Marcelo s/ Estafa


    COMP, 375, L. XLII, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos públicos. Ignorancia del lugar de creación del documento: competencia territorial en función del lugar donde fue usado.


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado.


    S. E. de B. y otros s/ Homicidio culposo


    COMP, 470, L. XLII, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal y mayor eficacia en la investigación.


    Cuando las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    G., Cristian L. y otro s/ Estafa


    COMP, 310, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones. Competencia en función de razones de economía procesal y mejor investigación.


    Cuando existen se produjeron actos con relevancia típica en varias jurisdicciones, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron aquéllos, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal y eficaz investigación.


    N.N. s/ Hallazgo de automotor


    COMP, 430, L. XLII, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hechos que habrían sido cometidos dentro de un hogar están internadas tanto la imputada como la víctima.


    Si resulta verosímil el informe de la directora del hogar en que tanto la víctima como la imputada se encuentran internadas, respecto de los hechos que se investigan en la causa. los que habrían sido presenciados por dos asistentes del establecimiento, corresponde asignar competencia al juzgado de esa jurisdicción para conocer en las actuaciones.


    G., C. s/ Abuso deshonesto


    COMP, 167, L. XLII, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Tentativa de estafa perpetrada mediante el uso de cheques sustraídos o extraviados. Ignorancia del lugar de entrega de los títulos.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posible de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    C., Mariano Gabriel s/ Estafa en tentativa


    COMP, 664, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Uso ilegítimo de una tarjeta de compra. Único contexto delictivo: economía procesal y mejor administración de justicia. Único tribunal.


    La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.  Sin embargo, cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    N. N. s/ Robo


    COMP, 551, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     Delito de encubrimiento.


    La competencia por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  De no resultar posible determinar el lugar de comisión del delito de encubrimiento, debe estarse al lugar donde se secuestró el vehículo.  Las declaraciones del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    B., Santos Darío s/ Encubrimiento


    COMP, 409, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Delitos que pueden ser juzgados separadamente: Lugar de comisión de cada uno de ellos.


    Existen dos hipótesis delictivas a considerar; por un lado la venta de los bienes que tenía el imputado bajo su custodia para ser transportados y, por otro, la falsa denuncia. Al tratarse de delitos que pueden ser juzgados separadamente, debe determinarse el lugar de comisión de cada uno de ellos a efectos de discernir la competencia territorial.  Respecto del primero de esos hechos resulta relevante a los efectos de determinar la competencia el lugar donde el imputado, que tenía la custodia de los bienes para su transporte, debía restituirlos.


    T., Daniel Irineo s/ Falsa denuncia


    COMP, 253, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     Estafa


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial  deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    M., Sergio s/ Estafa


    COMP, 148, L. XLII, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Estafa perpetrada mediante la utilización de un cheque extraviado o sustraído. Competencia territorial.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.   En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.   Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    R. H. S.A. s/ Infracción al Artículo 302 Código Penal


    COMP, 442, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones: economía procesal.


    En aquellos casos que resulten competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    Y., Raúl s/ Su denuncia


    COMP, 153, L. XLII, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones: economía procesal.


    En aquellos casos que resulten competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. En concordancia con esta doctrina, y en atención a que habría sido en jurisdicción bonaerense donde cesó la privación ilegítima de la libertad, se formuló la denuncia y se realizaron las primeras diligencias, corresponde al magistrado provincial conocer en estas actuaciones.


    S., Marcelo Gustavo s/ Robo con armas


    COMP, 169, L. XLII, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Venta de copias presuntamente apócrifas.


    Cuando de las constancias incorporadas al incidente surge que en principio el hecho investigado encuadraría en las previsiones de la ley 11.723, y que éste habría tenido lugar en el ámbito territorial de la provincia, corresponde declarar la competencia del magistrado local.


    N.N. s/ Infracción Ley 11.723


    COMP, 301, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Delito permanente.   


    Contienda de competencia. Delito de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, y comisión de otro delito en alguna de ellas: corresponde a los tribunales de esta última jurisdicción.


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    M., Jorge Oscar s/ Privación ilegítima de la libertad


    COMP, 413, L. XLII, 31 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda de competencia. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Atribución de la competencia en función del interés superior del niño.


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.  En consonancia con estos principios y atento al interés superior del niño, corresponde intervenir al tribunal del domicilio de los menores, pues, ése es el ámbito donde la progenitora podría ejercer una mejor defensa de sus intereses.


    G., L. E. s/ Denuncia incumplimiento deberes asistencia familiar


    COMP, 452, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal.


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    M., F. s/ Ley 13.944


    COMP, 403, L. XLII, 26 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Delito de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, y comisión de otro delito en alguna de ellas: corresponde a los tribunales de esta última jurisdicción.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    H., Omar Emilio s/ Robo con armas


    COMP, 166, L. XLII, 24 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Por la Materia.  


    Contienda negativa de competencia. Juego de apuestas clandestinas callejero. Sustracción de dinero. Contravención escindible del delito imputado.


    El hecho imputado en sede nacional resulta escindible de la posible contravención, pues las normas que la contemplan no se circunscriben a un solo acto de apuesta, sino que sancionan su explotación u organización, actividad que, según lo manifestado por el denunciante venía desarrollándose en la vía pública antes del suceso que denuncia.


    D., Evarista s/ Robo


    COMP, 1866, L. XLI, 07 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de amenazas. Motivaciones particulares.


    Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    Fiscal s/ Averiguación de delito


    COMP, 286, L. XLII, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Sustitución de chapa patente de automotor. Infracción al art. 289 del C.P.: ausencia de afectación al Registro de la Propiedad Automotor. Competencia local.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    N., Cristian Ariel s/ Encubrimiento


    COMP, 1888, L. XLI, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda positiva de competencia. Acción intentada contra el representante de una empresa emisora de televisión. Intervención restringida y excepcional del fuero federal. Competencia provincial.


    El hecho de que por imperio del artículo 2° de la ley 22.285, los servicios de radiodifusión estén sujetos a la jurisdicción nacional, no habilita por sí la competencia del fuero de excepción en materia criminal, ya que dicha norma y las disposiciones que le suceden aluden a las relaciones derivadas de la prestación del servicio que no se aprecian en el caso, en el que las manifestaciones  que son objeto de imputación se refieren al resultado de un juicio laboral que tramitó en los estrados locales, sin que tampoco se presente circunstancia alguna de la que pueda resultar una afectación directa de dicho servicio.


    A., Omar Rubén s/ Plantea inhibitoria


    COMP, 1918, L. XLI, 23 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia.  


    Habida cuenta que la licencia secuestrada fue emitida por la Dirección de Tránsito, Transporte y Seguridad Vial de la Municipalidad de San Fernando, a nombre de una persona y bajo el número de documento perteneciente a otra -lo que permite al menos suponer su falsedad ideológica- corresponde que la justicia provincial conozca en estas actuaciones.


    G., Osvaldo s/ Uso de documento adulterado o falso


    COMP, 373, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Toda vez que los pronunciamientos de la Corte deben atender a las circunstancias imperantes en el momento de dictar sentencia, y que las normas de jurisdicción y competencia se aplican aún a las causas pendientes, debe conocer en la causa el tribunal provincial atento que a partir de la sanción de la ley 25.886 tanto la tenencia como la portación de armas, pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria.


    E., Mario Agustín s/ Portación no autorizada de arma de uso civil


    COMP, 520, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Carácter excepcional del fuero federal: necesidad de perjuicio directo y efectivo.


    La intervención de la justicia de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.  Toda vez que de las constancias del legajo no surge esa circunstancia, corresponde al magistrado que previno asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    P., Sergio s/ Estafa


    COMP, 1403, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Incompetencia material de la justicia federal.


    Habida cuenta que el fuero de excepción resulta materialmente incompetente para conocer en el delito de estafa, corresponde atribuir su conocimiento al juzgado provincial, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación sobre el lugar en que se produjo la entrega originaria del documento.


    H., Jorge D. s/ Sumario iniciado por presunta falsificación documental


    COMP, 3, L. XLII, 02 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hechos que prima facie constituyen un delito de naturaleza común. Naturaleza restrictiva de la jurisdicción federal. Difusión por internet de imágenes relacionadas con la pornografía infantil.


    La realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fue atribuida y una declinatoria efectuada después, implica el inicio de un nuevo conflicto. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la contienda no obsta al pronunciamiento de la Corte Suprema cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal.   Cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3º de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria.   Las difusas imputaciones de un delito de índole común no constituyen base suficiente para surtir la competencia del fuero federal, limitada y de aplicación restrictiva ni, mucho menos, la jurisdicción originaria de la Corte.


    H. d. P., M. s/ Denuncia infracción Artículos 125 bis y 128 del Código Penal


    COMP, 351, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Inexistencia de constancias que acrediten una infracción a la ley 24.051. Competencia de la justicia local.


    Al no advertirse de los elementos de juicio incorporados al incidente la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051 que habilitan su aplicación y la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    Sumario s/ Presunto delito contra la salud pública


    COMP, 566, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Inexistencia de los supuestos contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051: competencia de la justicia ordinaria.


    Existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.  Si de la pericia efectuada en la causa surge que las muestras extraídas de las bolsas contienen restos de hidrocarburos parafínicos, considerados residuos peligrosos, toda vez que no se advierte hasta el presente la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, de acuerdo a la doctrina del Tribunal en Fallos: 325:269, corresponde declarar la competencia de la justicia ordinaria para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de una investigación ulterior.


    N. N.. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP, 497, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Juez que no cuestiona su competencia, sino que la rechaza alegando que los hechos no están acreditados.


    Habida cuenta que el juez provincial no cuestiona la competencia de la justicia local en los sucesos cuyo  conocimiento le es atribuido, sino que contrariamente a ello lo rechaza alegando la falta de acreditación de los hechos, es éste magistrado quien debe continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio que, de considerar que la investigación corresponde a otro tribunal de su mIsma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    G., Angélica s/ Denuncia


    COMP, 94, L. XLII, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Operación realizada con un cheque de pago diferido: ausencia de la simultaneidad necesaria para configurar estafa. Posible infracción al artículo 302 del Código Penal. Justicia del domicilio del banco girado.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.   En consecuencia, si de la operación que motivó su entrega no surge que hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad de la víctima, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de valores con promesa de pago futuro, corresponde al juez del domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    J. C. H. S.A. y otros s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP, 338, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de secuestro extorsivo, robo y encubrimiento.


    Cuando del análisis de los elementos de convicción reunidos en el incidente respecto del secuestro extorsivo, no se advierte que los hechos investigados tuvieran entidad para afectar la seguridad pública, corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  Esa circunstancia y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento del vehículo.


    B., Santiago s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 293, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051. Inexistencia de pruebas que acrediten una infracción a dicha ley. Competencia local.


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051 que habilitan su aplicación y la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    M., Dionisia s/  Denuncia presunta contaminación


    COMP, 567, L. XLII, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Residuos peligrosos. Competencia de la justicia local.


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente, no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051 que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    B., María Cristina s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP, 616, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Sobreseimiento dictado por el magistrado federal respecto de los hechos de su competencia. Competencia del magistrado provincial.


    Habida cuenta que el supuesto de excepción que fundó la decisión del Tribunal de dar intervención al fuero federal en los hechos materia de contienda, esto es, la presunta participación de los funcionarios nacionales en la defraudación cometida en perjuicio de la entidad bancaria, fue descartado por el magistrado federal que los eximió de reproche penal, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para entender en estas actuaciones.


    B. de C. S.A. s/ Denuncia supuesta defraudación


    COMP, 642, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Delitos de privación ilegítima de la libertad, robo y supresión de numeración de arma.


    Respecto del delito de privación ilegítima de la libertad, corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.  Habida cuenta de la unidad fáctica que existe entre el delito de privación ilegítima de la libertad y el robo, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, aunque no haya sido parte en la contienda, pues se encuentra conociendo en relación con la sustracción, y sin perjuicio, claro está, de que si el magistrado interviniente considera que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.  En relación con la supresión de la numeración del arma secuestrada, luego de la reforma introducida por la ley 25.886, esta figura se encuentra incluida entre aquella de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1º, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. En consecuencia, y toda vez que, hasta el momento, no se ha podido establecer el lugar en que fue cometido este delito, corresponde su conocimiento a la justicia federal, donde se secuestró el arma cuya numeración se encontraba limada.


    D. B., José Luis s/ Robo calificado por el uso de armas


    COMP, 464, L. XLII, 05 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia de Tribunales Nacionales.   


    Contienda negativa de competencia. Presentación de un documento público que contendría manifestaciones falsas ante un Juzgado Nacional en lo Civil. Afectación a la administración de justicia de la Nación.


    Atendiendo a las manifestaciones de la denunciante, no puede descartarse, por el momento, que la presentación de un documento público que contendría declaraciones presuntamente falsas -contrato de venta, cesión y transferencia de los derechos sobre el bien inmueble- respecto de la titularidad de esa propiedad, ante el Juzgado Nacional en lo Civil, por parte de la demandada y en marco de un proceso de desalojo, pudiere afectar el normal desenvolvimiento de ese organismo o el buen desempeño de su empleados y así afectar la administración de justicia de la Nación. Así pues, corresponde a la justicia nacional continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    D., Nora Cristina s/ Estafa


    COMP, 115, L. XLII, 21 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia Originaria Penal.   


    Funcionario de los comprendidos en el art. 37 de la Convención de Viena de Relaciones Diplomáticas: necesidad de requerir conformidad para su juzgamiento.


    Toda vez que el imputado mantiene el rango diplomático, goza de la inmunidad de jurisdicción conforme a lo normado por el artículo 37 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por el decreto-ley 7678/63. En tales condiciones el caso concierne, en principio, a la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, por lo que corresponde requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1º, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el imputado pueda ser sometido a juicio.


    G., T. y T., Horacio s/ Lesiones y resistencia a la autoridad


    G, 326, L. XLII, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia Federal.   


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal entre el uso de documento nacional de identidad falso y la falsedad ideológica del acta de nacimiento.


    La falsedad ideológica del acta de nacimiento y la utilización de un documento nacional de identidad falso conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal -insusceptible de ser escindida- pues la admisión del juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- importaría violar la prohibición de la doble persecución penal.


    R., Osorio s/ Infracción Artículo 296 del Código Penal


    COMP, 333, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal entre un delito común con uno de índole federal: competencia del fuero de excepción.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.   Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    M., Juan Martín s/ Denuncia


    COMP, 367, L. XLII, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa en concurso ideal con uso de documento nacional de identidad ajeno o falsificado. Justicia federal.


    Toda vez que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -la estafa cometida mediante el uso del documento nacional de identidad ajeno o falsificado, delitos que concurrirían en forma ideal- corresponde a la justicia federal con jurisdicción sobre la entidad bancaria en la que se utilizó el documento, continuar con el trámite de las actuaciones.


    W., Laura Sandra s/ Estafa


    COMP, 364, L. XLII, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Delito común en concurso ideal con delito federal. Justicia de excepción.


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    L., Alonso s/ Denuncia


    COMP, 145, L. XLII, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Determinación de la competencia en delitos que responden a un plan común o integran un único contexto delictivo.


    Cuando la justicia de excepción interviene en delitos propios de su competencia que, junto con otros, responden a un plan común o integran un único contexto delictivo, es ella quien debe investigar la conducta ilícita en su totalidad.


    B., Ricardo A. y otro s/ Eximisión de prisión


    COMP, 1922, L. XLI, 02 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento y sustracción de automotor: relación de alternatividad. Sustitución de chapa patente. Falsificación de cédula de identificación. Justicia federal.


    Tiene establecido la Corte, que si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.  Cuando exista coincidencia entre el número de dominio apócrifo que tenía colocado el vehículo y el que consta en la cédula del automotor presuntamente falsa, corresponde al juez federal que está investigando este último hecho también investigar respecto de la infracción del artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721-, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    M., Gustavo s/ Encubrimiento


    COMP, 1696, L. XLI, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Prescindencia de requisitos formales por razones de economía procesal y buen servicio de justicia.


    En los supuestos de pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo, es la justicia de excepción, que interviene en los delitos propios de su competencia, la que debe investigar la conducta delictiva en su totalidad. Si uno de los delitos no guarda relación con los demás que  se ventilan en la causa, su conocimiento corresponderá al juzgado local.


    E., Pedro Ignacio s/ Su secuestro extorsivo


    COMP, 11, L. XLII, 02 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Generalidades.  


    Contienda de competencia. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal.


    Si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723-  que concurrirían en forma ideal, corresponde a la justicia federal continuar con la sustanciación de la causa, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    C. P., Gregorio s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 14, L. XLII, 01 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Carácter excepcional de la jurisdicción federal. Perjuicio a las rentas de la Nación como resultado directo de la acción típica.


    Del análisis de las probanzas reunidas no se advierte, hasta el presente, alguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, pues la intervención de ese fuero está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.  En el mismo sentido, el Tribunal tiene resuelto que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica.


    D E., Luis Ángel s/ Denuncia


    COMP, 555, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal entre estafa y falsificación de documentos. Concurso de un delito común con uno de índole federal.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.  El Tribunal tiene dicho que si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    M., Vanesa s/ Presunta falsificación de documento público


    COMP, 630, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal.


    Si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa.


    B., Luis s/ Ley 11.723


    COMP, 1923, L. XLI, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 194 del Código Penal. Prohibición de doble persecución penal.


    Corresponde que la justicia federal prosiga con el conocimiento de las actuaciones, pues cualquiera que fuere el encuadramiento legal que pudiera asignársele al único acontecimiento por el cual podrían resultar incriminados los imputados, su juzgamiento por separado importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, cuyo rango constitucional ha sido reconocido por la Corte.


    G. M., Rosa s/ Estafa


    COMP, 648, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de documentos públicos. Carácter de las oficinas seccionales del Registro de las Personas.


    Las oficinas seccionales situadas en las provincias revisten el mismo carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir los documentos nacionales de identidad, ya sea en forma directa o por intermedio de los organismos que legalmente lo representen.


    B., Vicente Raúl s/ Averiguación infracción Artículo 293 del C.P.


    COMP, 624, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Presuntas infracciones a la ley de marcas y patentes, y a la ley de propiedad intelectual. Concurso ideal. Competencia federal.


    Habida cuenta que del peritaje efectuado se desprende que las portadas de los productos secuestrados son copias de los originales y tienen impresas las marcas que identifican a los editores de películas en video casette, no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -la ley 22.362 y la ley 11.723 - que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.  En tal inteligencia, cabe declarar la competencia de la justicia federal para entender en estas actuaciones, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    C., Rolando s/ Infracción Ley 11.723


    COMP, 429, L. XLII, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Por el tipo de delito.   


    Contienda negativa de competencia. Accidente que provocó la afectación del tráfico ferroviario.


    Al resultar de las constancias del legajo que a consecuencia del accidente se vio afectado el tráfico ferroviario, con la consiguiente paralización del servicio, corresponde a la justicia federal conocer en la causa.


    B., Oscar César s/ Supuesto homicidio y lesiones culposas


    COMP, 1245, L. XLI, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de difusión  de imágenes relacionadas con la pornografía infantil.  Delito de índole común. Justicia local.


    Las imputaciones de un delito de índole común, como es la difusión por internet de imágenes relacionadas con la pornografía infantil, no constituyen base suficiente para surtir la competencia del fuero federal, de carácter limitada y de aplicación restrictiva.


    D., J. s/ Infracción Artículo 128 del Código Penal


    COMP, 405, L. XLII, 26 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Hechos relacionados con programas de turismo gratuitos para personas de sectores carenciados. Afectación de los intereses nacionales: competencia federal.


    Los hechos relacionados a los programas de turismo gratuitos, en tanto están destinados a grupos familiares, niños, jóvenes y personas de la tercera edad proveniente de sectores carenciados, afectan los intereses del Estado nacional dado que los mismos cumplen una finalidad social importante para el desarrollo integral del ser humano.


    Secretaría de Turismo de la Nación s/ Denuncia de defraudación


    COMP, 371, L. XLII, 31 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Posible infracción a las leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal.


    Si de la pesquisa realizada se desprende que las grabaciones no son originales y que tanto las láminas -tapa y contratapa- como las etiquetas de los discos compactos son copias obtenidas mediante escáner, no pudiéndose descartar que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -la ley 22.362 y la ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, corresponde asignar competencia al magistrado federal para entender en estas actuaciones.


    A., Sebastián Gabriel s/ Supuesta infracción Ley 11.723


    COMP, 281, L. XLII, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda positiva de competencia. Delitos cometidos a través de los medios de comunicación: no aplicación de las disposiciones de la ley 22.285. Competencia de la justicia local.


    El hecho de que los servicios de radiodifusión estén sujetos a la jurisdicción nacional, por imperio del artículo 2º de la ley 22.285, no habilita por sí la competencia del fuero de excepción en materia criminal ya que dicha norma y las disposiciones que le suceden aluden a las relaciones derivadas de la prestación del servicio y de manera alguna asignan a las autoridades federales el juzgamiento de los delitos que se cometan a través de los medios de comunicación.


    D., Evangelisto y otros c/ A., Omar s/ Querella


    COMP, 93, L. XLII, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos  contra la libertad. Secuestro extorsivo.   


    Remisión a Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ su secuestro extorsivo" y  Competencia N° 75, XLII, "Robledo, Julio Víctor s/ infracción art. 170 del Código Penal".


    S., Carlos Alberto y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 381, L. XLII, 16 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Remisión a Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/su secuestro extorsivo" y  Competencia N° 75, XLII, "Robledo, Julio Víctor s/ infracción art. 170 del Código Penal".


    G., Juan Carlos s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 324, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra el derecho de gentes.   


    Delito de desaparición forzada de personas con intervención de personal militar o de fuerzas de seguridad.


    Dado que se trata de investigar, entre otros delitos, la presunta desaparición forzada de personas, en la que habría intervenido personal militar o de fuerzas de seguridad bajo el control de las Fuerzas Armadas, en operaciones emprendidas con el motivo alegado de reprimir el terrorismo -artículo 1º in fine de la ley 24.411 y artículo 2º de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, ley 24.556- corresponde asignar competencia al fuero federal.


    M., Carlos Aurelio s/ Homicidio


    COMP, 1925, L. XLI, 02 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra el funcionamiento de las instituciones nacionales.   


    Contienda negativa de competencia. Malversación de caudales públicos perpetrado por el depositario de bienes embargados por tribunales nacionales. Competencia federal en función de la posible obstrucción a la justicia nacional.


    El delito de malversación de caudales públicos perpetrado por el depositario de bienes embargados por los tribunales nacionales debe ser investigado, cuando el hecho ocurre fuera de la ciudad de Buenos Aires, por la justicia federal del lugar donde se hallaba depositado el bien, pues se trata de un delito del que puede resultar una obstrucción a la justicia nacional.


    L., Nélida s/ Malversación de caudales públicos


    COMP, 287, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de extorsión cometido desde un establecimiento penitenciario. Consideración de los dichos de la denunciante para establecer la competencia territorial. Competencia federal en función de la posible afectac


    Siendo que la competencia criminal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, si en función de los dichos de la denunciante, que no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa, surge que las llamadas extorsivas tuvieron lugar en la unidad donde se encuentra detenido su hijo las que habrían sido efectuadas por detenidos alojados allí, es en esa sede donde debe proseguir la investigación.  Cuando de las constancias del incidente no se puede descartar que el accionar investigado hubiere afectado el normal desempeño de una institución nacional, corresponde a la justicia federal de esa jurisdicción, que es precisamente quien mejor se encuentra habilitada para investigar este tipo de delitos cometidos desde establecimientos del Estado Federal, continuar con el trámite de las actuaciones aunque no haya sido parte en la contienda.


    Complejo Penitenciario Federal N° 1 (internos) s/ Extorsión


    COMP, 309, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra el medio ambiente. Residuos Peligrosos.   


    Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley 24.051. Determinación de “Residuos peligrosos”. Afectación más allá de los límites provinciales donde se generan: competencia de la justicia federal.


    Dado que el objeto de la causa motivo del conflicto negativo de competencia es determinar si los efluentes provenientes de una curtiembre contienen sustancias que puedan considerarse "residuos peligrosos", en los términos del anexo II de la ley 24.051, y si ellos podrían afectar a las personas o al ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados, es ante la justicia federal donde debe sustanciarse esta investigación, en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de dicha normativa.


    E. G. H. S.A. s/ Presunta infracción Ley 24.051


    COMP, 431, L. XLII, 31 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley 24.051. Potencial afectación de personas o ambientes más allá de la provincia donde son generados: competencia federal.


    Habida cuenta que el decreto 1343/02 vetó el artículo 60 de la ley 25.612 -que derogaba la ley 24.051- y que no puede descartarse que los desechos industriales vertidos por la firma imputada pudieran afectar a las personas o al ambiente más allá de la provincia en los que son generados, es el juez federal quien debe investigar el hecho, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    C., Victor Manuel s/ Denuncia


    COMP, 1076, L. XLI, 31 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051. Posible afectación a las personas o al medio ambiente en diferentes jurisdicciones: competencia federal.


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente, surge que los hechos investigados podrían afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la ciudad de Buenos Aires, corresponde a la justicia federal  conocer en las actuaciones.


    P. S.A. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP, 426, L. XLII, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Residuos peligrosos que estarían destinados a traspasar la ciudad.


    Toda vez que del informe pericial surge que el material incautado reviste el carácter de residuo peligroso en los términos del artículo 2° de la ley 24.051, y que no puede descartarse en esta etapa de la investigación que, mezclado con los residuos domiciliarios -cuyo destino final es el de relleno sanitario en la provincia de Buenos Aires- estuviera destinado a traspasar los límites de la ciudad, corresponde al magistrado federal continuar con la tramitación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP, 543, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Sustancias abarcadas por la ley 24.051: necesidad de que sean objeto de desecho o abandono.


    Las sustancias utilizadas para fumigar un predio, si bien podrían constituir un tóxico peligroso, no pueden calificarse como residuo en los términos de la ley 24.051 y su decreto reglamentario 831/93, en la medida en que no son "objeto de desecho o abandono" como resultado de la descomposición, utilización o transformación en un proceso industrial, energético o de servicios. En consecuencia, corresponde asignar competencia de la justicia provincial para entender en la causa.


    Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia s/ Su denuncia


    COMP, 269, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Determinación de la peligrosidad de las sustancias encontradas.


    Al no poder descartarse que los efluentes provenientes de los pozos de inyección contengan sustancias que puedan considerarse "residuos peligrosos" (anexo II de la ley 24.051), y que ellos afecten a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados (artículo 1º de la misma norma), ello debido a que serían vertidos en arroyos que desembocan en un curso de agua de carácter interjurisdiccional, es ante la justicia federal donde debe sustanciarse esta investigación (en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de dicha normativa).


    T., Lisandro y otros s/ Artículo 55 Ley 24.051


    COMP, 1493, L. XLI, 22 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Falta de configuración de alguno de los supuestos contemplados en la ley de Residuos Peligrosos.


    Toda vez que no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    D., Víctor Abraham s/ Su denuncia


    COMP, 1863, L. XLI, 17 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la administración de Justicia.  


    Amenazas: entidad para obstruir el normal funcionamiento de la justicia.


    Cuando las amenazas dirigidas a un testigo estén relacionadas con una causa que tramita ante un juzgado federal de modo tal que puedan obstruir el normal funcionamiento de la justicia nacional, corresponde asignar competencia a la justicia de excepción.


    M., Víctor Daniel s/ Amenazas


    COMP, 138, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la administración de Justicia. Encubrimiento de delitos cometidos en la Capital Federal.  


    Transcurso de tiempo desde el desapoderamiento.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del denunciado, respecto de la sustracción, especialmente si se repara que no surge que el magistrado nacional haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella sin que conste en el expediente que se haya establecido aún su paradero para finalmente interrogarlo acerca de las circunstancias de modo tiempo y lugar en que habría entrado en la tenencia del vehículo.  Tiene establecido el Alto Tribunal que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo, no constituye una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad en que podría haber incurrido el imputado respecto del robo.  Cabe recordar que de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo circunstancia que en virtud de lo antes expuesto, no se presenta en el caso.


    D. L., Ángel s/ Encubrimiento


    COMP, 141, L. XLII, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Administración Pública de la Nación.   


    Contienda negativa de competencia. Delitos que corrompen el buen servicio de los empelados de la Nación. Necesidad de relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del ejercicio de las funciones. Justicia federal.


    Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.  En esta inteligencia y toda vez que de los elementos probatorios incorporados a la investigación surge que el accionar de los imputados se habría comprobado luego de producirse la detención de la víctima, oportunidad en la que le habrían requerido dinero a fin de modificar su situación procesal, no puede descartarse, hasta el momento, que esa conducta hubiere entorpecido la investigación que se desarrolla ante la justicia de excepción.


    B., Hugo Javier y otros s/ Extorsión


    COMP, 96, L. XLII, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Fe Pública.   


    Concurso ideal de estafa cometida mediante uso de documento nacional de identidad ajeno.


    Toda vez que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -la estafa cometida mediante el uso de documento nacional de identidad ajeno, delitos que concurrirían en forma ideal- corresponde a la justicia federal con jurisdicción sobre la entidad bancaria en la que se utilizó el documento para la apertura de la caja de ahorro que permitiría el cobro del cheque sustraído, continuar con el trámite de las actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    C., Nirza Clara s/ Denuncia


    COMP, 56, L. XLII, 14 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Estafa producida mediante el empleo de un documento público de carácter nacional presuntamente falso. Concurso ideal.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    B., Arturo Alberto Pastor s/ Estafa -tres hechos-


    COMP, 1875, L. XLI, 03 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Uso de documento falso. Concurso ideal.


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.  Toda vez que el denunciante da cuenta de la presunta utilización de un documento nacional de identidad falsificado en tres comercios ubicados en la provincia de Buenos Aires, al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, y la existencia de un único contexto delictivo, corresponde a la justicia federal con jurisdicción sobre los lugares donde se utilizó, continuar con el trámite de estas actuaciones, aunque no haya sido parte de la contienda.


    F. R. S.A. s/ Estafa


    COMP, 651, L. XLII, 14 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Documentación de automotor y sus numeraciones (chasis.  


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de cédula de identificación del automotor apócrifa. Estrecha vinculación con la infracción al art. 289 inc. 3° del Código Penal. Necesaria acumulación ante la justicia federal.


    Atento que el señor Juez federal ha admitido la competencia material de ese fuero para conocer respecto de la falsificación de la cédula de identificación del automotor, también le corresponde investigar la posible infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, en tanto no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre ésta y el documento apócrifo -atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en ese instrumento- que determina la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    B., Walter s/ Uso de documento falso


    COMP, 299, L. XLII, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Falsificación de documentos públicos.  


    Contienda de competencia. Permiso de manejo falso y documento público de carácter nacional adulterado.


    Si junto con el permiso de manejo falso se secuestró también un documento público de carácter nacional adulterado, corresponde declarar la competencia del juzgado federal al que se dio intervención respecto de este último, aunque no haya sido parte en la contienda.  Las especiales características del caso aconsejan aun más la resolución del conflicto en el sentido señalado, toda vez que ambos instrumentos presentan coincidencias en cuanto a los datos que en ellos aparecen, al igual que con relación a los signos fisonómicos de sus fotografías, lo que sumado a que fueron secuestrados en poder de la misma persona demuestra la íntima vinculación que existe entre ambas investigaciones.


    P. C., José Luis y otro s/ Robo con armas en tentativa


    COMP, 7, L. XLII, 02 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Estafa cometida mediante la utilización de documentos de caracter nacional. Unidad de conducta. Concurso ideal. Competencia federal.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    R., Fabián E. s/ Estafa


    COMP, 284, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la libertad. Secuestro extorsivo.   


    Afectación de la seguridad pública.


    Es el fuero federal el que debe continuar con la sustanciación de la causa, ello por cuanto el delito de secuestro extorsivo afecta, principalmente, la seguridad pública y dado que es en este fuero en donde se viene investigando el secuestro y la desaparición en cuestión.


    R., Julio Víctor y otros s/ Infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP, 75, L. XLII, 15 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Propiedad.  


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos apócrifos. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal de delitos. Competencia de la justicia federal para entender en la causa.


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    G., Ana y otros s/ Infracción Ley 22.362


    COMP, 99, L. XLII, 30 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos contra la salud pública.   


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 16.463. Justicia federal.


    El hecho investigado se encuentra tipificado en las previsiones del artículo 22 de la ley 16.463, cuyo objeto es proteger tanto la salud pública como la economía del consumidor, la mayor transparencia y competencia del mercado de medicamentos y la eficacia terapéutica.  Asimismo, también se hallarían reunidos los requisitos del artículo 1° de la ley, toda vez que la droguería en la que se incautaron las sustancias adulteradas sería proveedora de farmacias situadas en otras provincias.  En este contexto, y en tanto la Corte le ha reconocido carácter federal a las normas contenidas en la ley 16.463, que corresponde a la justicia federal conocer en estas actuaciones.


    R., Gustavo s/ Adulteración sustancias medicinales


    COMP, 412, L. XLII, 26 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 16.463. Producción y distribución de productos adulterados. Carácter federal de la norma: competencia del fuero de excepción.


    De las probanzas reunidas surge que la conducta reprochada resultaría idónea para afectar la transparencia y competitividad del mercado, así como también la economía del consumidor, que pagó por un producto cuya calidad no se condice con la que creía adquirir. En consecuencia, la adecuación de los hechos a las previsiones del artículo 22 de la ley 16.463, hace surtir la competencia del fuero de excepción, en la medida en que la Corte le ha reconocido carácter federal a las normas contenidas en ella.


    D. l. S., Juan Carlos s/ Tráfico de mercaderías peligrosas para la salud


    COMP, 320, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley 26.052. Aplicación temporal: exclusión para casos en trámite al momento de la ley de adhesión.


    El artículo 204 quater fue incorporado al Código Penal por ley 23.737 de competencia exclusiva del fuero de excepción, pero la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas abarcadas por la ley de estupefacientes, las que asignó a la jurisdicción ordinaria respecto de aquellas provincias que adhirieran a su régimen. Entre los tipos penales contenidos en esa reforma se encuentra el previsto en el artículo 204 quater del Código Penal, que en la provincia de Buenos Aires pasó a la órbita de la justicia local a partir de su adhesión mediante la ley 13.392. Sin embargo, teniendo en consideración que según lo dispuesto en su artículo 7°, el régimen establecido por la ley 26.052 no es aplicable a los procesos anteriores a su vigencia y que la presente causa se inició con anterioridad, corresponde al juzgado federal, que previno, seguir conociendo en ella.


    Averiguación presunta comisión de ilícitos contra la salud pública


    COMP, 329, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Estupefacientes.  


    Contienda de competencia. Ley 26.052. Aplicación temporal.


    Conforme dispone el art. 7 de la  ley 26.052,  las causas que se encontraban en trámite hasta dictarse la ley provincial de adhesión respectiva, deben seguir siendo investigadas por la justicia federal.


    Averiguación presunta infracción a la Ley 23.737


    COMP, 108, L. XLII, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


     


    Delitos contra la seguridad pública.   


    Amenazas.


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda a los hechos constitutivos de las amenazas, toda vez que de los elementos de convicción reunidos en el incidente no surge que tuvieran entidad para afectar la seguridad pública, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa.


    Fiscal s/ Averiguación de delito


    COMP, 165, L. XLII, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Coacciones agravadas. Falta de afectación a la seguridad pública: competencia de la justicia local.


    Habida cuenta que del análisis de las constancias del incidente no se advierte que los hechos denunciados tuvieran entidad para afectar la seguridad pública, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir entendiendo en la causa.


    R., S. s/ Coacciones agravadas


    COMP, 394, L. XLII, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de extorsión. Competencia de la justicia local.


    Si de las constancias de la causa surge que las llamadas telefónicas extorsivas denunciadas no tengan entidad para afectar la seguridad pública, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    T., Beatriz Gladis s/ Denuncia


    COMP, 437, L. XLII, 01 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación y sus entidades autárquicas.   


    Contienda negativa de competencia. Afectación del desenvolvimiento de la ANSES y las rentas de la Nación.


    Si de las constancias que obran agregadas al legajo surge que el hecho denunciado habría afectado el normal desenvolvimiento de la ANSES y las rentas de la Nación, estas circunstancias habilitan la intervención del fuero de excepción.


    D. A., Marta Beatriz s/ Estafa


    COMP, 631, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Perjuicio a las rentas de la Nación: necesidad de una relación directa con la acción típica.


    No basta la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación para justificar la competencia de excepción, si aquél no es el resultado directo de la acción típica.


    M., Federico s/ Denuncia. Estafa


    COMP, 158, L. XLII, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Marcas. Propiedad intelectual.  


    Contienda negativa de competencia. Discos presuntamente apócrifos. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal de delitos. Competencia de la justicia federal para intervenir en la causa.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales-leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    L., Alonso s/ Denuncia


    COMP, 124, L. XLII, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Discos presuntamente apócrifos. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal de delitos. Competencia de la justicia federal para intervenir en la causa.


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    A., Raúl s/ Supuesta Infracción Ley 11.723


    COMP, 136, L. XLII, 11 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Discos presuntamente apócrifos. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723. Concurso ideal de delitos. Competencia de la justicia federal para intervenir en la causa.


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    E., Carlos s/ Infracción a la Ley 11.723


    COMP, 134, L. XLII, 11 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Tramite de las cuestiones de competencia.   


    Ausencia de constancias suficientes para resolver la contienda de competencia.


    Si las escasas constancias agregadas al incidente, resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa, corresponde devolver las actuaciones a la Corte a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    R., Ezequiel Ricardo s/ Robo calificado y secuestro extorsivo


    COMP, 49, L. XLII, 02 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda de competencia que no reúne condiciones. Presentación pendiente de resolución.


    Corresponde que con carácter previo a determinar la competencia se resuelva la impugnación interpuesta por la querella -presentación directa-, máxime, cuando el pronunciamiento que se dicte -eventualmente- podría incidir en la solución de la cuestión planteada en estos actuados.


    M. L., María Leontida s/  Incidente de declinatoria de incompetencia


    COMP, 349, L. XLII, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestiones probatorias.   


    Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Excepción: economía procesal.


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.  No surge evidencia de que los hechos a investigar hayan entorpecido el normal desenvolvimiento del establecimiento penitenciario nacional.


    Complejo Penitenciario Federal N° 1 (Internos) s/ Hurto


    COMP, 55, L. XLII, 03 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos del oficial preventor a los fines de determinar la competencia.


    Habida cuenta que los dichos del oficial preventor resultan verosímiles y no se encuentren desvirtuados por otros elementos de la causa, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación.


    R., Elvio s/ Artículo 89 del Código Penal


    COMP, 599, L. XLII, 18 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Determinación del lugar de comisión del hecho en función de las declaraciones del denunciante. Presunto abuso sexual. Justicia provincial.


    Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    F., J. s/ Infracción Ley 12.962


    COMP, 306, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Informes que indican el lugar de comisión, agregados luego de trabada de la contienda.


    Si de las constancias de la causa surge que las extracciones dinerarias se efectuaron en el mismo cajero que retuvo la tarjeta al denunciante, cabe concluir que esa es la jurisdicción donde se consumó el delito.


    B. S. s/ Estafa


    COMP, 1819, L. XLI, 12 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia. Requisitos. Descripción del hecho y calificación.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Q., Hernán Diego s/ Incidente de competencia


    COMP, 2, L. XLII, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Determinación de un delito concreto a los fines de la competencia.


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Claudio Gerardo s/ Estafa


    COMP, 162, L. XLII, 24 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación suficiente.   


    Las probanzas reunidas en la causa no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. En tales condiciones, es el juzgado de garantías, que previno, el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    G., Edgardo s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP, 663, L. XLII, 20 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente. En ausencia de ella es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    M., Juan s/ Denuncia


    COMP, 475, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Calificación de los hechos que motivaron la causa.


    La Corte se encuentra impedida de ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita calificar con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa.  La sola agregación de la denuncia y las copias del expediente comercial no bastan para apreciar los hechos in extenso, a fin de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, y discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos, especialmente cuando todavía no se ha realizado ninguna medida de investigación al respecto. Por ello, corresponde a la magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    B. B. N.A. c/ S., Juan s/ Investigación


    COMP, 256, L. XLII, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Competencia del juez que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues de la lectura del expediente no surge que el caso se encuentre precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura penal.


    G., Enzo Vicente s/ Denuncia Infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP, 368, L. XLII, 11 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Acta de notificación de infracción de tránsito presuntamente apócrifa. Posible defraudación. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Arnoldo s/ Denuncia


    COMP, 258, L. XLII, 03 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Adquisición de terreno. Presuta venta fraudulenta. Elementos insuficientes. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Carlos s/ Estafa


    COMP, 149, L. XLII, 09 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Elementos indispensables para una correcta traba. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la  individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez  a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Sara s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 238, L. XLII, 22 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la determinación de los hechos y su calificación legal. Juez nacional que previno.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de  competencia, obsta la posibilidad de formar fundado criterio acerca del delito materia de proceso y del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlo.  En tales condiciones, ante la falta de una adecuada  investigación que otorgue verosimilitud a la denuncia,  corresponde al juez nacional, que previno, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    N.N. s/ Robo de automotor. Denunciante Raúl Oscar M.


    COMP, 1916, L. XLI, 09 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la determinación de los hechos. Competencia del juzgado que previno.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58.  En efecto, la ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa, obsta la posibilidad de determinar cómo se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlos.  En consecuencia, corresponde al tribunal que previno, quien tomó conocimiento originario de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    L., Miguel Ángel y otros s/ Defraudación


    COMP, 244, L. XLII, 03 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de profundizar la pesquisa. Juez que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Miguel s/ Infracción Artículo 189


    COMP, 97, L. XLII, 24 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Operación realizada con un cheque diferido sin fondos: ausencia de simultaneidad requerida para configurar la estafa. Posible infracción al artículo 302 del Código Penal. Ignorancia del domicilio del banco girado: competencia del juzgado que previno para que investigue en este sentido.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.    Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.   Sin embargo, cuando se investiga el libramiento de cheques diferidos sin fondos y de lo actuado no surge el domicilio del banco girado, cabe concluir que el conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto 1285/58, y en consecuencia, es el magistrado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    S., Heriberto s/ Estafa


    COMP, 343, L. XLII, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Posible engaño a particulares al suscribir documentación legal. Elementos escasos. Múltiples hipótesis delictivas. Necesidad de profundizar la investigación.


    Los elementos hasta ahora incorporados al incidente, no resultan suficientes para que la Corte ejerza las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto  ley 1285/58, pues las particularidades del caso no permiten descartar todavía, a partir de los escasos elementos hasta ahora reunidos, que estos hechos participen de un contexto delictivo en el que también  pudiera resultar perjuicio para las rentas nacionales y, por sus circunstancias, abarcar más de una calificación posible.


    A. B., Manuel s/ Estafa


    COMP, 98, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Presunta venta de discos compactos apócrifos. Elementos insuficientes. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las  declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien  compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Marcelo s/ Infracción a la Ley 11.723


    COMP, 1828, L. XLI, 11 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Transferencia fraudulenta de automotor. Elementos insuficientes. Necesidad de profundizar la investigación.


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Liliana Mabel s/ Denuncia


    COMP, 271, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Venta de discos compactos presuntamente apócrifos. Elementos insuficientes. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Orlando s/ Presunta infracción Ley 22.362


    COMP, 441, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Instrumentos secuestrados. Necesaria determinación de la conducta ilícita a investigar. Profundización de la pesquisa. Magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285.


    T., Susana y otros s/ Infracción Ley 27.377


    COMP, 154, L. XLII, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Requisitos procesales para la traba del conflicto.   


    Cuando el juez provincial no brinda nuevas razones para el rechazo de su competencia luego de que su contendiente dispusiera la incorporación al expediente del documento cuya ausencia motivara la repulsa primigenia, corresponde a éste asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    L., Eva s/ Denuncia


    COMP, 561, L. XLII, 10 de julio de 2006


    Ver Dictamen


     


    La realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fue atribuida y una declinatoria efectuada después, implica el inicio de una nuevo.


    Moradores de Combate de los Pozos1XX Ciudad Autónoma de Buenos Aires, departamento "X", piso 1X s/ Infracción Artículo 81 Código Contravencional


    COMP, 16, L. XLII, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Exclusivamente entre Tribunales o jueces.


    Es presupuesto para la existencia de un conflicto jurisdiccional que la contienda se trabe entre dos tribunales o jueces.


    V., Graciela s/ Estafa


    COMP, 155, L. XLII, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Trámite pendiente de un recurso contra la decisión de la Cámara de Apelaciones revocando una declaración de incompetencia.


    No se reúnen las condiciones para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58 cuando está pendiente el trámite de los recursos interpuestos por las defensas de algunos de los imputados contra la decisión de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, revocando la declaración de incompetencia parcial efectuada por el Juzgado de Instrucción, máxime, cuando el pronunciamiento que se dicte -eventualmente- podría incidir en la solución de la contienda positiva de competencia.


    P. F. A. y otros s/ Delito acción pública


    COMP, 225, L. XLII, 14 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Resolución de las cuestiones de competencia.   


    Contienda de competencia. Juez que rechaza su competencia por falta de agregación un cheque al expediente. Competencia de aquél para continuar la investigación.


    Cuando uno de los magistrados contendientes no cuestiona su competencia, compartiendo los fundamentos del declinante, sino que limita su rechazo a la falta de agregación al legajo de un cheque, corresponde a éste asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    A., José; O. L. S.R.L. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP, 241, L. XLII, 05 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Resolución del caso en base a la real naturaleza del delito investigado. Competencia territorial en función del lugar donde se habrían desarrollado los actos con relevancia típica.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto.  La conducta a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del Código Penal, se habría desarrollado en Capital Federal, pues es aquí donde tiene su sede la firma querellada y, por lo tanto, donde se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    R. S., Juan Pablo y otro s/ Estafa


    COMP, 1382, L. XLI, 03 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunal encargado de resolver.  


    Toda vez que la contienda negativa de competencia quedó trabada entre un Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción y otro Federal de la Provincia de Buenos Aires, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


    F., Rodrigo s/ Encubrimiento


    COMP, 1358, L. XLII, 28 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre un Juzgado Nacional y otro Federal, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero conoció en la incidencia.


    B., Silvana s/ Robo con armas


    COMP, 447, L. XLII, 04 de julio de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver: alzada del primero que conoció.


    Cuando una contienda negativa de competencia se traba entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    J. s/ Averiguación de ilícito


    COMP, 432, L. XLII, 24 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Tribunal encargado de resolver.   


    Contienda negativa de competencia trabada entre dos jueces nacionales de primera instancia.Tribunal de alzada del primero que hubiere conocido.


    Toda vez que la contienda negativa de competencia se ha trabado entre trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    M., Jorge Luis A. s/ Denuncia lesiones


    COMP, 435, L. XLII, 29 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia provincial.   


    Contienda negativa de competencia. Tentativa de estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar donde los títulos fueron entregados: competencia del juzgado que previno.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar el lugar donde se entregó originariamente el documento, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    S. O., Carmelo s/ Denuncia


    COMP, 1506, L. XLI, 12 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y Competencia. Conflictos de competencia. Encubrimiento. Competencia federal.  


    Contienda de competencia. Encubrimiento e infracción al artículo 289 inc. 3° del Código Penal.


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Por otra parte, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    C., Eduardo; C., Antonio s/ Falsificación de marcas y contraseñas


    COMP, 85, L. XLII, 10 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional.  


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento. Incorrecta traba de la contienda.


    Si los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan,  para calificar con el grado de certeza requerido, el delito que habría cometido el imputado por el encubrimiento, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del delito presuntamente encubierto.


    B., Roque; M., Ricardo Raúl; N., Héctor Antonio y D., Rubén Eduardo s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 126, L. XLII, 10 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Investigación inconclusa. Encubrimiento. Competencia federal. Robo. Competencia nacional.  


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Incorrecta traba de la contienda.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    L., Nora Noemí s/ Encubrimiento


    COMP, 128, L. XLII, 10 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal.   


    Remisión al fallo de la causa  Comp. 690, XLI, “Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo” y  al dictamen de la causa Comp. 75, XLII, “R., Julio Víctor s/ Infracción Art. 170 del Código Penal”.


    C., Héctor Oscar s/ Víctima de secuestro extorsivo doblemente agravado en concurso real con robo doblemente agravado y lesiones


    COMP, 235, L. XLII, 10 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia. Competencia contravencional.  


    Contienda de competencia. Tenencia de municiones. Ley 25.886.


    A partir de la sanción de la ley 25.886 la tenencia de municiones ya no resulta incriminada, corresponde a la justicia contravencional conocer en las actuaciones en que también se investiga el delito de tenencia de armas de uso civil contemplado por el Art. 189 bis del Código Penal.


    O., Bernardino y otro s/ Infracción artículo 189 bis Código Penal


    COMP, 139, L. XLII, 10 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Competencia federal.  


    Contienda de competencia. Estafa y uso de documentos públicos falsos. Concurso ideal.


    En los casos en que el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero, por lo que corresponde al mismo juez conocer de ellos.


    G., César Daniel s/ Denuncia


    COMP, 8, L. XLII, 10 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar de Comisión. Delito permanente. Robo con armas. Competencia nacional.   


    Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    L., Ricardo Guillermo s/ Robo con armas


    COMP, 170, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Encubrimiento. Competencia federal. Robo. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial.  


    Contienda de competencia. Encubrimiento. Infraccion al artículo 289 del Código Penal. Competencia territorial.


    La Corte tiene dicho que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.  En cuanto a la sustitución de las chapas patentes y  la adulteración de las numeraciones del motor, cabe señalar, tal como establece la Corte, que la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba acerca del lugar de comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


    S., Gabriel Alejandro s/ Encubrimiento y supresión de la numeración de un objeto registrable


    COMP, 127, L. XLII, 10 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Tramite de las cuestiones de competencia. Competencia provincial.   


    Rechazo de la competencia por falta de agregación de cheques al legajo.


    Habida cuenta que el magistrado provincial no cuestiona su competencia para conocer en la presunta infracción al artículo 302 del Código Penal, sino que opone para rechazarla la falta de agregación al legajo de copias de los valores y que no se habrían verificado los extremos típicos constitutivos de esa figura, corresponde a éste asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    D. L., Juan Alberto s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP, 119, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Requisitos procesales para la traba del conflicto. Competencia provincial.   


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente- en tanto el magistrado provincial se limitó a manifestar que el hecho podría resultar de competencia del fuero de excepción. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado el conflicto no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal y del buen servicio de justicia autorizan a prescindir de ese reparo formal. Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces son de orden público y, en consecuencia, aún en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores.


    Farmacia sita en la calle Colombres de Lomas de Zamora s/ Suministro infiel de sustancias medicinales


    COMP, 116, L. XLII, 04 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia. Requisitos. Descripción del hecho y calificación. Investigación inconclusa.  


    Contienda negativa de competencia. Renta de automotor. Necesidad de profundizar la investigación, respecto de los hechos y su calificación legal.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C, Roberto s/ Denuncia


    COMP, 1902, L. XLI, 07 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Pedido de extradición. identidad de objeto procesal. Non bis in ídem.   


    La decisión del juez de la instancia mantiene incólume los compromisos internacionales de la República Argentina que resultan de aplicación en materia de extradición; Ello en razón de que, más allá de que no se producirán los extrañamientos solicitados, la existencia de la investigación en curso en sede nacional implica cumplir con uno de los principios liminares del derecho extraditorio, cual es la obligación disyuntiva reseñada en el conocido aforismo aut dedere, aut iudicare.  En casos de esta índole, donde los efectos del delito tienen repercusión o se manifiestan en vanas jurisdicciones, la consideración primordial debe ser velar para que, de un lado, ningún ilícito resulte impune y, del otro, no se produzca una múltiple persecución por los mismos hechos.  De allí que la decisión del juez de rechazar el pedido sobre la base de la mayor amplitud de la investigación argentina aparezca como razonable y adecuada.  El rechazo de la extradición  la medida más adecuada para coordinar los intereses en pugna, esto es, el del Estado requirente, el del justiciable cuya extradición se requiere y el de los Estados requerido y requirente en el respeto estricto del convenio que los vincula.  Si bien la ley de Cooperación Internacional en Materia Penal pone a cargo del Ministerio Público Fiscal la defensa del "interés por la extradición", esta posición no lo exime de su función primordial de defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad que constituyen su misión esencial, mas allá de la responsabilidad de representar al Estado extranjero.


    T., Julio César y otros s/ Extradición


    T, 403, L. XLII, 01 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Extorsión. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso.   


    Los agravios postulados remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenos a la instancia federal, y que fueron respondidos con suficientes fundamentos por la casación, por lo que se cumplió con la instancia revisora.  Decidir sobre las condiciones de cumplimiento de tilla pena es una cuestión eminentemente local, mientras no se advierta o demuestre –lo que no ocurrió en el presente caso- que se violaron principios o garantías de raigambre constitucional.


    G., Gerardo Oscar s/ Causa nº 9.284


    G, 1823, L. XLI, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    General. Jurisdicción y Competencia. Competencia. Tramite de las cuestiones de competencia. Declaración de incompetencia. Requisitos. Investigación insuficiente.  


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    V., Ricardo s/ Homicidio


    COMP, 366, L. XLII, 06 de julio de 2006


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia. Competencia provincial.  


    Contienda de competencia. Contralor de la ejecución de una pena impuesta por un tribunal extranjero.


    En el caso en que no se haya procedido de acuerdo con la regla del artículo 58, primera parte, del Código Penal, por aplicación de su segundo apartado, corresponde al tribunal que haya impuesto la pena mayor expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.  Ello no es posible cuando la pena mayor fue impuesta por un tribunal extranjero que, con base en las disposiciones de un tratado internacional, cedió a la justicia de nuestro país el contralor de su ejecución.  Resulta apropiado el criterio conforme al que la determinación del tribunal competente no debe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, pues en tanto quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, las normas que rigen el caso admiten un margen de distinción para los supuestos en que su aplicación rigurosa contrariara el propósito de la mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia.  Cuando la pena mayor es dictada por un tribunal extranjero y su cumplimiento se lleva a cabo en el país por aplicación de la ley 25.306, el juez local debe conocer no sólo acerca de la posible imposición de una pena única, sino también respecto de las contingencia que, eventualmente, generen las actividades de control que imponen el régimen de la ejecución penal establecido por la ley provincial, con sujeción a las excepciones contempladas en aquel acuerdo internacional, que debe regir por imperio del artículo 31 de la Constitución Nacional.  Si bien la ley 24.767  establece la competencia del juez de ejecución penal para fiscalizar las cuestiones atinentes al cumplimiento de las penas privativas de libertad dictadas por un tribunal de otro país, ello no se extiende a los supuestos en que, resuelto el traslado del condenado a la Argentina deba procederse a la unificación de una sanción que nuestros tribunales no impusieron pues, si así lo hiciera, excedería el marco de las atribuciones que le confiere el artículo 493 del Código Procesal Penal de la Nación, que en modo alguno contempla su intervención en los casos previstos por el artículo 58 del Código Penal.  Las reglas que gobiernan la unificación de las penas impuestas en distintas sentencias a una misma persona, aunque hayan sido dictadas en diversas jurisdicciones, y tienden a establecer la unidad penal a los fines del cumplimiento de la sanción, no resultan incompatibles -en este caso particular con las reservas jurisdiccionales dispuestas en el artículo X del tratado sobre el traslado de condenados suscripto con Brasil- pues, ese procedimiento de composición de sanciones, no importa de manera alguna alterar las declaraciones de hechos contenidas en los fallos que comprenden.


    G., Luis Eduardo s/ Incidente de competencia


    COMP, 1369, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Encubrimiento.  


    Contienda de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en Capital Federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción; sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.


    F., Carlos César s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


    COMP, 1912, L. XLI, 27 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Por conexidad. Distribución de la Competencia. Según convenga a una mejor administración de justicia.  


    Contienda de competencia. Estafa. Compra por internet.


    Si en el caso se desarrollaron actos con relevancia típica en distintos lugares, la competencia debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal.


    M., Daniel Alejandro s/ Estafa


    COMP, 13, L. XLII, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda de competencia. Robo y privación ilegítima de la libertad. Actos con relevancia típica desarrollados en distintas jurisdicciones.


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    N.N. s/ Robo con armas


    COMP, 1924, L. XLI, 01 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en más de una jurisdicción. Razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y defensa de los imputados.


    C. W. S.A. y otros s/ Estafa procesal


    COMP, 1914, L. XLI, 06 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Por el Territorio. Distribución de la Competencia. Ignorancia del lugar de comisión.  


    Contienda de competencia. Falsificación de documentos. Ignorancia del lugar donde se confeccionó el instrumento.


    De acuerdo al carácter nacional del documento falsificado corresponde atribuir a la justicia federal el conocimiento de hechos de esa naturaleza acaecidos en territorio provincial. Toda vez que no ha sido posible determinar el lugar donde se confeccionó el instrumento apócrifo, corresponde que intervenga el magistrado federal con competencia donde aquél fue usado.


    B., Yamile s/ Falsificación de documentos


    COMP, 83, L. XLII, 17 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


      


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa por entrega de “cheque falso” a cambio de mercadería. Desconocimiento del lugar de presentación al cobro. Corresponde al magistrado provincial que no cuestiona su competencia.


    Toda vez que el magistrado provincial no cuestiona su competencia, sino que solo se remite a rechazarla sobre la base de que no se incorporaron al legajo constancias que acrediten el lugar de presentación al cobro del documento apócrifo, corresponde a éste investigar el hecho e incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver de acuerdo a lo que surja de esa investigación.


    M. S.A. y/o S., O. s/ Infr. Art. 302 del C.P.


    COMP, 188, L. XLIV, 01 de enero de 2007


    Ver Dictamen


    Lugar de Comisión.  


    Contienda de competencia. Presunta infracción al art. 157 bis inc. 2 del Código Penal.


    Si la conducta motivo de denuncia podría hallar adecuación típica en las previsiones del artículo 157 bis, inciso 2°, del Código Penal, en función de los artículos 1°, 3° Y 12° de la ley 24.766, corresponde declarar la competencia de la justicia del lugar en donde el imputado habría tenido acceso a la información y la habría utilizado comercialmente.


    P., Leonardo Miguel s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP, 103, L. XLII, 04 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Contienda de competencia. Delito de estafa: lugares de desarrollo del ardid y verificación de la disposición patrimonial. Aplicación de razones de economía procesal.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá en definitiva conforme a razones de economía procesal.


    N.N. s/ Estafa


    COMP, 120, L. XLII, 24 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


     


    Por la Materia. Distribución de la Competencia.  


    Contienda de competencia. Falsificación de cédula de habilitación de vehículo de transporte automotor de pasajeros. Instrumento que expide un organismo nacional. Justicia de excepción.


    Habida cuenta que según surge de las normas que regulan la materia, la Comisión Nacional de Regulación del Transporte es el actual órgano encargado de la fiscalización y control de los medios de transporte público de pasajeros autorizados para circular bajo jurisdicción nacional, y toda vez que, en el caso, el instrumento secuestrado es de los que certifican aquéllas circunstancias, de acuerdo con el criterio establecido en Fallos: 311: 1329 y Competencia n° 624 L. XXXV, in re "Federrath, Luis Alberto s/denuncia supuesta inf. Ley 24.449", a contrario sensu, corresponde declarar la competencia del magistrado federal para conocer en la causa.


    Sección Comodoro Rivadavia Gendarmería s/ Averiguación adulteración documento


    COMP, 122, L. XLII, 18 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Por la Materia. Distribución de la Competencia.  


    Contienda de competencia. Tenencia ilegítima de arma de guerra.


    Toda vez que, de acuerdo a lo establecido en la ley nacional n° 25.752, la transferencia de competencia penal de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires se efectuó solamente respecto de la tenencia y portación ilegítima de armas de uso civil, y no con relación al delito previsto por el art. 189 bis, inciso 2°, del Código Penal, corresponde a la Justicia Nacional conocer de este último.


    B., Osvaldo s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP, 74, L. XLII, 15 de mayo de 2006


    Ver Dictamen


    Tramite de las cuestiones de competencia. Declaración de incompetencia. Requisitos. Investigación suficiente.  


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva la contienda.


    Si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa y, consecuentemente, encuadrarlos en una figura determinada, y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos, cabe concluir que la Corte se haya impedida de ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


    G., Julio y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP, 1920, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Contrabando. Tráfico de estupefacientes. Principio de congruencia. Doble instancia. Participación criminal. Denegatoria del recurso.   


    Supuesto en que no se viola el principio de congruencia.


    Con respecto a la violación del principio de congruencia, la Corte tiene dicho que cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva efectúan los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que el que fue objeto de imputación y debate en el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva. Esta doctrina no se desconoció en el caso, pues, de las piezas consignadas precedentemente, resulta claro que los jueces pronunciaron su fallo sobre la misma plataforma fáctica que desde el inicio del proceso fue puesta en conocimiento del imputado, y respecto de la cual las partes pudieron debatir en el juicio.   En este caso, no se trató de una mutación sorpresiva del sustrato fáctico en base al cual el imputado venía siendo juzgado, sino más bien de un cambio en la significación jurídico-penal, sin incidencia en hechos que permanecieron incólumes durante todo el transcurso del proceso.  En cuanto al agravio vinculado con el grado de participación que le cupo al imputado en el hecho, los argumentos ofrecidos por la cámara constituyeron respuestas suficientes para el agravio en trato, teniendo en cuenta que tanto en el extraordinario como en la presente queja, la parte nada nuevo agregó a las críticas ya propuestas. En este punto se satisfizo el derecho a la doble instancia judicial. Por ello, vale decir que las defensas opuestas obtuvieron adecuado tratamiento en la instancia de casación, mediante un análisis del fallo condenatorio que, en el caso concreto, alcanzó a cubrir las expectativas revisoras de la parte. Máxime cuando, según se vio, el principio de congruencia no sufrió menoscabo alguno ni tampoco quedó demostrado la configuración de un supuesto grave de arbitrariedad, susceptible de invalidar la decisión judicial impugnada.


    C., Javier Daniel s/ Causa nº 5579


    COMP, 2594, L. XL, 28 de abril de 2006


    Ver Dictamen


    Delegación de la investigación. Ministerio Público Fiscal. Nulidad de la resolución. Defensa en juicio. Deber de imparcialidad. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso.  


    En este caso más allá del control de legalidad practicado por el órgano jurisdiccional, lo cierto es que la decisión última de instruir la causa y solicitar la indagatoria quedó en manos del Ministerio Público, por ello debe concluirse que la opinión original del agente fiscal que actuó en primer término fue modificada en el propio ámbito del Ministerio.   En cuanto a la posible afectación de la garantía de imparcialidad del órgano jurisdiccional, el recurso no cumple el requisito de fundamentación autónoma que pide el artículo 15 de la ley 48, pues en el escrito que lo contiene el apelante no mencionó el tema ni desarrolló argumentación alguna tendiente a demostrar un eventual temor de parcialidad.


    P., Jorge Joaquín s/ Causa Nº 4330


    P, 65, L. XLI, 23 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Homicidio calificado. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso.  


    Falta de fundamento tendiente a demostrar la procedencia del recurso.


    La queja no resulta procedente pues la defensa omitió realizar una mínima crítica de los motivos del auto denegatorio de la apelación federal, lo que priva al recurso de hecho del debido fundamento tendiente a demostrar su procedencia.  El apelante se limitó a reproducir los términos del recurso extraordinario y no se hizo cargo de las razones en que el a quo fundón ese pronunciamiento, cuando concluyó que la decisión impugnada no reviste el carácter de sentencia definitiva requerido por el Art. 14 de la ley 48, ni puede ser equiparada a tal ante la posibilidad de que los nuevos integrantes de la Cámara revisaran en tiempo oportuno la situación procesal de los imputados y, eventualmente, la resolución que adoptaran en consecuencia pudiera ser recurrida si la defensa no quedara satisfecha.   Los agravios introducidos en la apelación federal se vinculan con la forma en que la Suprema Corte provincial apreció los temas comprendidos en el recurso a efectos de determinar los límites de su competencia, lo que constituye una materia cuya revisión, por regla y atento su naturaleza procesal, resulta ajena a la instancia extraordinaria, y la tacha de arbitrariedad, en supuestos de esta índole, es sumamente restrictiva.


    Z., Ana s/ Homicidio -causa n° 17.655-8-99-


    Z, 69, L. XLI, 29 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso in forma pauperis. Sentencia condenatoria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia.   


    Remisión a los fallos de las causas: “Cofre”, Fallos 327: 5801; “Dubra”, Fallos: 327: 3802 y  P. 2456, L. XL, “Peralta, Josefa s/ Recurso de queja”.


    C., Víctor Ricardo s/ Su presentación


    C, 2483, L. XL, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Robo calificado. Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso.  


    La doctrina de la arbitrariedad no autoriza a la Corte a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias en la decisión de cuestiones no federales. Antes bien, posee un carácter estrictamente excepcional y exige que medie un apartamiento de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación.  La tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente.  Tanto la calificación legal de los hechos materia de proceso, como la ponderación de las pruebas en que ella se sustenta, es materia propia de los jueces de la causa y resulta ajena a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria, en tanto la condena no se funde en hechos diferentes a los que fueron objeto de debate.  La debida fundamentación del recurso extraordinario federal no se subsana con la sola mención de la violación de normas de rango constitucional en tanto no se demuestre que guardan relación directa con el caso sujeto a discusión. De otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.  En la medida en que los magistrados ejercen sus facultades para fijar el quantum de la sanción dentro de los límites previstos en las leyes respectivas, la valoración de las pautas de cuantificación de la pena se vincula con aspectos de hecho, prueba y derecho común irrevisables por vía del recurso extraordinario federal.


    A., Nicolás Miguel s/ Robo doblemente calificado


    A, 984, L. XLI, 23 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Tentativa de homicidio. Participación criminal. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Improcedencia del recurso.   


    Si los agravios traídos a conocimiento no suscitan, en el caso, cuestión federal sustancial que merezca la consideración de la Corte como máximo tribunal de la Nación, y, ademas, el recurso carece de la fundamentación adecuada, corresponde rechazar la queja interpuesta.


    C., Miguel Ángel s/ Supuesta tentativa de homicidio y lesiones gravísimas -causa nº 48.804-


    C, 4580, L. XLI, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso de queja


    Recurso extraordinario federal. Secuestro extorsivo. Competencia federal.   


    Remisión al fallo de la causa "Ramaro".


    G., José Pablo y otros s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    G, 280, L. XLII, 29 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Desestimación del recurso. Recurso in forma pauperis. Derecho de defensa. Reformatio in pejus. Principio ne bis in idem.



    La fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo rechazó el remedio extraordinario.  Los reclamos de quienes se encuentran privados de su libertad, más allá de los reparos formales que pudieran merecer, deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley, y es obligación de los tribunales suministrar la debida asistencia letrada que permita ejercer la defensa sustancial que corresponda.  Cuando la Corte admite la flexibilización de tales recaudos, lo hace para posibilitar la expresión de la voluntad recursiva del procesado, más allá de aquellos defectos reglamentarios que su manifestación pudiera presentar por la ignorancia de las leyes o el descuido de su defensor, todo lo cual podría atentar contra su derecho de defensa.  La sola circunstancia de que el recurso haya sido interpuesto in forma pauperis porque se encuentra privado de su libertad resulta insuficiente para apartarse de las reglas que rigen el trámite ante esta Corte, máxime cuando los agravios planteados pueden ser tratados en la vía procesal original intentada.  La garantía del derecho de recurrir ha sido consagrada sólo en beneficio del inculpado. Cabe concluir, entonces, que en tanto el Ministerio Público es un órgano del Estado y no es el sujeto destinatario del beneficio, no se encuentra amparado por la norma con rango constitucional, sin que ello obste a que el legislador, si lo considera necesario, le conceda igual derecho.  En otras palabras, el derecho al recurso que posee el Ministerio Público no tiene un sustento constitucional, sino legal que, para el recurso de casación en el ámbito federal, ha sido instaurado como una facultad limitada a los casos contenidos en el artículo 458 del ordenamiento de forma.  En lo que respecta a la prohibición de la reformatio in pejus, se ha establecido desde sus orígenes que este principio, que posee status constitucional, impide al tribunal revisor modificar una decisión en perjuicio del imputado cuando ella sólo fue recurrida a su favor, sin contar con recurso acusatorio, pues de lo contrario, la sentencia se habría dictado sin jurisdicción, afectando de manera ilegítima la situación obtenida por el encausado merced a un pronunciamiento consentido por el Ministerio Público en la instancia inferior lo cual, se entendió, lesiona la garantía contemplada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Resultaría ilógico concederle al imputado la facultad de impugnación, y, al mismo tiempo exponerlo al riesgo de que por el ejercicio de esta potestad -en ausencia de recurso de la parte acusadora- su situación procesal se vea empeorada, puesto que de esta manera se lo colocaría en la disyuntiva de correr ese riesgo o consentir una sentencia que considera injusta.  Lo que la conjunción de los principios de ne bis in idem y reformatio in pejus prohíbe, una vez más, es que la situación del imputado pueda ser perjudicada sin contar con recurso acusatorio.


    F. A., Clemente Alfonso s/ Queja


    F, 644, L. XLI, 07 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


      


    Mantiene la presente queja interpuesta por el señor fiscal general ante la Cámara Nacional de Casación Penal.


    C., Rodolfo Pedro s/ Causa nº 5.577


    C, 1129, L. XLI, 13 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso. Recurso de Casación. Regla de la sana crítica. Individualización de la pena.  


    Remisión al dictamen de la causa C. 1757, L. XL, “C., Matías Eugenio y otro s/ Robo simple en grado de tentativa”.


    El recurso de casación se ha fundado en prueba que, aun en el caso de la que recién fue colectada durante el debate, ha sido suficientemente puesta por escrito en la causa, de modo que su ponderación y cotejo con la restante invocada en el fallo no se encuentran afectados por la inmediatez del debate y permite que en la instancia cuya apertura se persigue, se proceda a la revisión integral de la sentencia con la amplitud que exige la doctrina,  a fin de determinar si en su construcción se ha observado adecuadamente la regla de la sana crítica.  En cuanto al agravio vinculado a la individualización de la pena, al no haberse accedido al control sobre la construcción lógica de estaos aspectos de la sentencia, la Cámara no agotó la capacidad de revisión que le impone la actual inteligencia del artículo 456 del Código Procesal Penal y privó al imputado de su derecho a que la pena impuesta sea sometida a un tribunal superior, expresamente consagrado en el artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  La Cámara se encuentra habilitada para revisar con la mayor amplitud si la valoración de los restantes elementos tenidos en cuenta para la fijación del monto de la sanción se ajusta a la regla de la sana crítica que debe observar todo pronunciamiento judicial.


    G., J. L. s/ Corrupción en concurso real con el delito de violaciones reiteradas etc. - Causa nº 1018-


    G, 845, L. XXXIX, 15 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Admisibilidad del recurso. Asistencia técnica.  


    Remisión al dictamen de la causa E. 251, L. XL, "E., José Humberto s/ Recurso de casación".


    Si bien la discusión en torno a determinar los requisitos que debe reunir la apelación ante los tribunales de la causa, constituye una cuestión cuyo análisis, por regla y atento su naturaleza procesal, resulta ajeno a la instancia extraordinaria federal, existe la excepción posible a tal principio cuando media un apartamiento de las constancias de juicio, o el examen de tal aspecto se realiza con injustificado rigor formal que afecta la garantía de defensa en juicio.  El imputado en una causa criminal debe contar con una efectiva asistencia técnica. El abandono de la defensa del procesado que implica la inactividad de su abogado al no prestarle la asistencia necesaria, impide tener por consentida y firme la condena y obliga a garantizar inmediatamente una concreta defensa de los intereses del justiciable.


    M., Manuel s/ Recurso de casación


    M, 1136, L. XL, 08 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario


    Contrabando. Inconstitucionalidad. Derecho al recurso. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso.  


    La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio, ya que la leyes debidamente sancionadas y promulgadas de acuerdo con los mecanismos previstos en la Norma Fundamental gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y que obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Una declaración de tal gravedad impone a quien la pretende, demostrar claramente de qué manera la ley que se cuestiona contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, y que tal circunstancia ocurre en el caso concreto.  El derecho de recurrir el fallo ante un tribunal superior, previsto en el artículo 8, inciso 2, apartado "h" de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, implica asegurar que la condena definitiva no provenga de un tribunal inferior en la escala jerárquica sino de la instancia más alta, como ocurrió en el presente caso, dado que ha sido objeto de examen por un juez de primera instancia y por la cámara de apelaciones, y en ambas etapas el apelante tuvo plena posibilidad de ejercer su defensa y de discutir ampliamente las cuestiones fácticas y jurídicas del caso sin que, además, se observe que la condena se apoye en argumento alguno que esa parte no haya tenido oportunidad de controvertir tanto durante la sustanciación de la causa como en la instancia recursiva. Por lo tanto no se encuentra conculcada la garantía en cuestión.  Los agravios que se pretendan apoyar en la doctrina de la arbitrariedad y remitan al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, son materia propia de los jueces de la causa y ajena, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria, en particular si la decisión cuenta con fundamentos suficientes que descartan esa tacha.  En materia procesal penal no existen plazos automáticos o absolutos, por lo tanto, para que resulte atendible un planteo relativo a obtener un pronunciamiento judicial en un plazo razonable, la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible.


    P., Luis María y otros s/ Contrabando


    P, 1991, L. XL, 27 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


    Prórroga de la prisión preventiva. Interpretación y aplicación de la ley. Improcedencia del recurso.  


    Doctrina de la Corte respecto de la interpretación y aplicación de la ley 24.390: Fallos 310:1476, 319:1840 y Fallos 326: 4604.


    Los argumentos propuestos por el recurrente para sustentar la inteligencia del derecho federal aplicable, no resultan suficientes para conmover la doctrina establecida por la Corte,  donde se realizó el análisis de la interpretación y aplicación de la ley 24.390, como reglamentaria del artículo 7, inciso 5°, de la Convención Americana de Derechos Humanos.


    G., Pascual Oscar s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva


    G, 206, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Recusación. Inadmisibilidad del recurso.   


    Recurso extraordinario. Recusación. Inadmisibilidad del recurso.


    Las decisiones que versen sobre la recusación de los magistrados son materia ajena al recurso extraordinario federal por la naturaleza, en principio, fáctica y procesal del tema y la ausencia de sentencia definitiva o equiparable.  A los fines de la procedencia del recurso extraordinario federal, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales que se entiendan amenazadas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    M., Omar Roque s/ Recurso de queja


    M, 358, L. XLII, 31 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tribunal oral. Cámaras de casación. Superior Tribunal de la Causa. Competencia originaria. Incompetencia. Improcedencia del recurso.  


    Tribunal superior de la causa en materia penal. Precedente "Di Nunzio, Beatriz Herminia s/ Excarcelación".


    Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habilite la competencia de esta Corte por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del Art. 14 de la ley 48.


    A., Valeria Elsa y A., José Luis s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    A, 1098, L. XLI, 10 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Recursos


    Recurso extraordinario.  


    Remisión al fallo de la causa G. 560, L. XL,"Gramajo, Marcelo Eduardo s/ Robo en grado de tentativa -causa n° 1573-".


    C., Sergio Marcelo s/ Causa n° 6139


    C, 2541, L. XLI, 09 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la administración pública.  


    Remisión al fallo y dictamen de la causa  L. 486, XXXVI, "Llerena, Horacio Luis s/ Abuso de armas y lesiones".


    M., Horacio y otros s/ Delito contra la administración pública


    M, 3264, L. XLI, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Honorarios.  


    Los recursos extraordinarios no se dirigen contra la sentencia dictada por el tribunal superior de la causa, según la doctrina sentada por la Corte.


    E., Ricardo S. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    E, 354, L. XLI, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso. Recurso de revisión penal.   


    La Corte tiene dicho que tanto la apreciación de las pruebas, como la interpretación y aplicación de derecho común y procesal local constituyen, en principio e independientemente del acierto o error de los argumentos que se esgrimen en ese sentido, facultad propia de  los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia extraordinaria. Ahora bien, esa regla admite, como excepción ante supuestos  vicios que pudiera contener el fallo, la posibilidad de impugnarlo con base en la arbitrariedad.  La Corte tiene dicho que lo decisivo en materia de garantía de imparcialidad es establecer si, desde el punto de vista de las  circunstancias externas, existen elementos que autoricen a abrigar dudas con relación a la imparcialidad con que debe desempeñarse el juez, con prescindencia de qué es lo que pensaba en su fuero interno, siguiendo el adagio justice must not only be done: it must also be seen to be done. A ello puede agregarse que no cualquier intervención judicial anterior pone en crisis la imparcialidad llamada objetiva, sino aquella que se traduzca en el ejercicio progresivo de diferentes funciones judiciales a lo largo de una causa. Por ello, serán las circunstancias concretas del caso las que, en definitiva, determinen si se halla o no comprometida esa garantía.  El recurso de revisión es, en esencia, un procedimiento autónomo, originado en la adquisición de constancias relevantes y desconocidas en el juicio ya finiquitado. En consecuencia, su objeto de estudio se circunscribirá, estrictamente, a las circunstancias que -acorde con  las enumeradas taxativamente en la ley procesal- hubieren sido alegadas, y en la medida en que éstas fueren -prima facie- idóneas para modificar la base fáctica acreditada en la sentencia firme. En orden a ello, se opina que los jueces que entendieron en un recurso de casación bien pueden intervenir en el estudio del posterior recurso de revisión interpuesto.  Ahora bien, resolver sobre el mérito de un nuevo elemento de juicio, ajeno al proceso concluido, pero que tendría relación con el hecho tal como fue acreditado, importa verificar si aquel elemento es idóneo para conmover la sentencia condenatoria en ese plano fáctico, prescindiendo de cuántos sean los imputados que lo invoquen.  En suma, se estima que tampoco en este supuesto se encuentra en Juego la garantía de juez imparcial, porque sea Cayo o Tiburcio quien plantee la revisión, lo cierto es que aquí lo esencial es determinar si la prueba es nueva y, en su caso, pertinente para variar la verdad jurídica establecida por sentencia firme, tanto para uno como para otro.


    R., Eduardo Emilio s/ Privación de la libertad agravada por uso de violencia, etc. -causa Nº 924/2003-


    R, 1362, L. XLI, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Inadmisibilidad del recurso.   


    En coherencia con la doctrina sentada por la Corte en el precedente "Breuss", este recurso es inadmisible por cuanto corresponde la intervención previa de la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín y de la Cámara Nacional de Casación Penal, ya que lo que aquí se discute no puede ser englobado en los supuestos del Artículo 33 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal.


    F., Mario s/ Causa n° 1061


    F, 946, L. XLII, 02 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Doctrina de la arbitrariedad. Delitos contra las personas. Homicidio.  


    Tiene establecido la Corte en innumerables precedentes que la exigencia de la introducción oportuna de la cuestión federal para la procedencia del recurso extraordinario tiene por objeto que el tema de agravio haya sido sometido a las instancias ordinarias y debatido en ellas, evitando así lo que constituye una reflexión tardía de las partes.  También es criterio de la Corte que las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos locales no son, por regla, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su naturaleza procesal no exceden el marco de las atribuciones propias de los jueces de la causa sobre todo, cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en que la doctrina de arbitrariedad es particularmente restringida.  La Corte ha reconocido la excepción posible a ese principio cuando el examen de los requisitos formales se efectúa con injustificado rigor formal, restringiendo de manera sustancial la vía utilizada con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio.


    R., Ángel Onofre s/ Homicidio simple reiterado, etc.


    R, 1107, L. XLI, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tiene establecido la Corte que las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos locales no son, por regla, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su naturaleza procesal no exceden el marco de las atribuciones propias de los jueces de la causa; máxime cuando la cuestión atañe a la legitimación procesal de las partes, ámbito que remite examen del derecho público y procesal local, ajeno, por regla, a la vía del Artículo 14 de la Ley 48, en tanto no se advierte arbitrariedad en la forma en que ha sido abordado.


    C., Juan Esteban s/ Homicidio -causa nº 176/03-


    C, 4679, L. XLI, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso de Casación penal.  


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa T. 404; L. XLII," T., Héctor s/ Recurso de casación".


    D., D. s/ Recurso de casación


    D, 658, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa T. 404; L. XLII," T., Héctor s/ Recurso de casación".


    M., A. s/ Recurso de casación


    M, 1215, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa T. 404; L. XLII,"T., Héctor s/ Recurso de casación".


    G. de L., D. L. s/ Recurso de casación


    G, 980, L. XLII, 08 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Denegatoria del recurso. Oportunidad procesal. Plazos procesales. Extradición.   


    La Corte tiene dicho que no es posible admitir la queja cuando el recurso ha sido rechazado por extemporáneo, a excepción de que se alegue -y demuestre- un manifiesto error legal o de cómputo de plazos.     En materia de extradición no rige el 'derecho al recurso' consagrado para sentencias condenatorias.


    V. D. S., Marta s/ Extradición


    V, 327, L. XLII, 17 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     

  


  
    Capítulo X


    Derecho Tributario y Aduanero


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Transporte interno. Impuesto sobre los ingresos brutos. Impuesto a las ganancias. Doble imposición. Cuestiones de hecho y prueba. 


    La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que acreditó que sus tarifas habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.  El Tribunal señaló también que la falta de discriminación en lo que respecta a la carga impositiva que habría recaído sobre esa actividad obsta al reconocimiento de la pretensión de la actora y torna sus agravios meramente conjeturales, en virtud de la carencia de las pruebas conducentes para acreditar tal supuesto.  El Ministerio Público indicó que, determinar si las tarifas propuestas por el prestador o aquellas fijadas por las autoridad nacional o provincial correspondiente contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía como contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos.


    El Puente S.A. de Transporte c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E, 134, L. XXXIV, 28 de septiembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    AFIP DGI


    Impuesto a la ganancia mínima presunta. Exenciones impositivas. Inexistencia de deuda. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. 


    Los tribunales inferiores también se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente, en los juicios de apremio, las defensas fundadas en la inexistencia de deuda, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos, razón por la cual se concluye, sin dificultad, que no pueden ser tenidas como sentencias válidas aquellas que omitan tratar en forma adecuada las defensas aludidas, toda vez que aquellas han de gravitar fundamentalmente en el resultado de la causa.  Además, de acuerdo con el art. 116 de la ley 11.683, resulta aplicable a su Título I el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ordenamiento ritual que no excluye, para esta clase de procesos, la posibilidad de realizar diligencias probatorias a la par que exige, en todo caso, una resolución fundada que desestime los elementos de juicio ofrecidos.  El juez de primera instancia no valoró las constancias probatorias aportadas por la ejecutada y tendientes a demostrar, razonable y tempestivamente, la inexistencia de la deuda reclamada. En efecto, el a quo no tomó en cuenta que, según surge de las normas invocadas, existía una exención de pleno derecho en el impuesto sobre la ganancia mínima presunta, para aquellas personas que suscribieran convenios para mejorar la competitividad nacional e internacional del sistema productivo argentino, y cumplieran con las condiciones allí establecidas.  El sentenciante debió observar que la ejecutada alegó y aportó pruebas suficientes de que solicitó su inscripción dentro del convenio dé competitividad correspondiente a la actividad de transporte de cargas, y de que fue incluida en la nómina de beneficiarios, como asimismo de que su situación se hizo constar en el registro creado por la propia AFIP y se incluyó en la página web de dicha repartición. Todo ello involucra constancias que fueron publicadas en medios oficiales, y que tampoco fueron objeto de controversia por parte de la ejecutante, tal como era su deber en caso de considerarlas falsas o inoportunas.  Fue la propia ejecutante quien admitió expresamente que la accionada se encuentra incluida en el Registro de los Convenios de Competitividad, obteniendo una exención en el pago del Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta, pero que de ningún modo se encuentra eximida de la obligación de presentar la respectiva declaración jurada, aserto que, por otro lado, implicó indudablemente un reconocimiento expreso de la inexistencia de la obligación cuyo pago se reclamaba judicialmente debido a la exención de que gozaba la demandada, dando a entender que la ejecución se fundaba exclusivamente en la falta de cumplimiento de un deber formal por parte de la contribuyente.  Así las cosas, al configurarse el supuesto de una apreciación notoriamente insuficiente de las circunstancias del caso y de los elementos de prueba ofrecidos, la sentencia resulta descalificable a la luz de la doctrina elaborada por la Corte en torno de las sentencias arbitrarias.


    Fisco Nacional - Dirección General Impositiva c/ Transportes 9 de Julio S.A.


    F, 1133, L. XLI, 18 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Secreto fiscal. Renta pública. Audiencia. 


    Es inveterada doctrina del Tribunal que el sentido de la previsión consagrada en el actual art. 101 de la ley 11.683, es llevar tranquilidad al ánimo del contribuyente, con la ineludible consecuencia de que cualquier manifestación que se formule ante la DGI será secreta. Se trata pues de la seguridad jurídica como medio decisivo establecido por el legislador para facilitar la adecuada percepción de la renta pública.  El rigorismo de la prohibición fue atenuado por la Corte en los casos en que el propio autor en cuyo interés se estableció el secreto de las manifestaciones, sea quien haya pedido o consentido expresamente que se traigan como prueba en el juicio contra terceros, sus propias declaraciones presentadas ante el organismo fiscal.  En autos este requisito no se verifica. En el acto, el a quo ordenó a la AFIP prescindir del secreto fiscal basándose únicamente en la falta de objeción del demandado a la producción de esta prueba durante la audiencia del art.360 del CPCCN, mas no -como era menester- en su pedido o consentimiento expreso.


    Dynacorp S.A. c/ Audiotel S.A. s/ Sumarísimo


    D, 495, L. XLI, 10 de octubre de 2006


    Ver Dictamen


    AFIP


    Ejecución fiscal. Agente fiscal. Facultades de dirección de la AFIP. Declaración de inconstitucionalidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    En cuanto al agravio del Fisco Nacional vinculado con la declaración de inconstitucionalidad de la potestad para trabar por sí medidas cautelares sobre el patrimonio de los responsables, remisión al dictamen de la causa A. 413, L. XXXVII, “AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal”. Respecto a la interpretación del decimoquinto párrafo del art. 92 de la ley de rito fiscal, remisión al dictamen de la causa A. 7, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal”.


    Agravia al recurrente la declaración de inconstitucionalidad de las facultades conferidas al agente fiscal para librar, bajo su firma, mandamiento de intimación de pago y citación de remate.  La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados.  Bajo estas premisas, debe desestimarse la tacha constitucional efectuada, pues los argumentos en que se sustenta aparecen insuficientes si se advierten las exigencias con que el Tribunal ha rodeado un pronunciamiento de tal carácter.  Con arreglo a conocida jurisprudencia de la Corte, el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, qué gravamen le causa, y debe probar, además, que ello ocurre en el caso concreto. Tal doctrina encuentra su razón de ser en la finalidad de evitar juicios abstractos o meramente académicos y en tanto la intervención del Tribunal no puede tener un simple carácter consultivo.  La sentencia recurrida no ha verificado el cumplimiento de estos recaudos, pues no indica cuál es el concreto o hipotético perjuicio que la expedición del mandamiento de intimación de pago y citación de remate bajo la firma del agente fiscal ha irrogado a la ejecutada o indefectiblemente le ocasionará.  Las genéricas referencias del a quo sobre el traslado de las funciones jurisdiccionales a la AFIP y el vacio que ello ocasiona en el contenido del proceso de ejecución fiscal se revelan como meras afirmaciones dogmáticas, que no logran demostrar el concreto perjuicio ocasionado y, por ende, no satisfacen sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.  Corresponde recordar la exigencia de que los fallos judiciales tengan fundamentos serios, lo que exige un correcto análisis de las constancias de la causa que acrediten los hechos y una razonable conclusión sobre la valoración que le corresponde a la luz del derecho vigente.


    AFIP c/ Leadcam Sociedad Anónima s/ Ejecución fiscal


    F, 428, L. XLI, 29 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Minería. 


    Corresponde señalar que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.


    Capex Sociedad Anónima c/ Neuquén, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    C, 2363, L. XLII, 16 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. 


    La corte sigue teniendo competencia para entender en el presente.


    La circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados la Corte no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demandada cumple con los requisitos que el Art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas.  Al respecto, es conocida doctrina de la Corte que, siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian.


    Línea Expreso Liniers Sociedad Anónima Industrial y comercial c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa


    L, 279, L. XXXV, 02 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


    Demanda de repetición


    Devolución de sumas. Ingresos brutos. Demandas contra el Estado provincial. 


    Convenio Multilateral de 1997: determinación de base imponible entre las distintas jurisdicciones adheridas. Falta de ofrecimiento de pruebas por la actora tendiente a acreditar los extremos de hecho. Rechazo de la demanda.


    El art. 1° del Protocolo Adicional al Convenio Multilateral del 18 de agosto de 1997 establece que el procedimiento allí reglado se aplicará en los casos en que, por fiscalización, surjan diversas interpretaciones de la situación fiscal de un contribuyente sujeto al Convenio y se determinen diferencias de gravamen por atribución en exceso o en defecto de base imponible, entre las jurisdicciones en las cuales el contribuyente desarrolla su actividad.  Al reglamentar este precepto, la Comisión Arbitral estableció que el Protocolo no será aplicable cuando se determinen omisiones en la base imponible atribuible a todas las jurisdicciones, no obstante la concurrencia de diversas interpretaciones de la situación fiscal del contribuyente (cfr. Art. 1°, resolución general N° 19).  La actora no ha ofrecido prueba alguna tendiente a rebatir las negativas de la provincia demandada (que negó que de la determinación efectuada surja que el contribuyente tributó en exceso en alguna jurisdicción, que la base imponible total informada por la actora sea correcta, y que la determinación de deuda fiscal y su pago implique, por sí sola, la indebida percepción de parte del gravamen por incorrecta distribución de la base imponible entre distintas jurisdicciones), ni ha demostrado -como es menester para la aplicación del Protocolo que invoca- que la base imponible reclamada por la Provincia de Entre Ríos ha sido atribuida a otras jurisdicciones en exceso, de forma tal que no existe omisión en la base imponible atribuible a todas las provincias durante los períodos en litigio.


    Argencard  S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Demanda de repetición


    A, 1136, L. XL, 23 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


    Fisco nacional


    Impuesto a las ganancias. IVA. Prescripción. Revocación de sentencia. 


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales.  En autos se configura un supuesto de excepción, pues el fallo apelado hizo lugar a la defensa de prescripción opnesta por la demandada con apoyo en una norma federal, lo que supone rechazar la ejecudón fiscal, sin que el agravio que de ello resulte pueda ser revisado en ulterior trámite.


    Fisco Nacional (AFIP) c/ Pilar Procesamiento Industrial de Laminados Argentinos Residuales S.A.


    F, 834, L. XLI, 14 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recursos


    Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Impuestos. Impuetos sobre los ingresos brutos. 


    La Corte sigue teniendo competencia para entender en el presente, a tenor de lo dictaminado anteriormente.   Se encuentran reunidos la totalidad de los requisitos fijados por el Art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación para la procedencia de la vía intentada.  La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que se acreditó que sus tarifas habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.  Sin embargo, la Cortel señaló también que la falta de discriminación en lo que respecta a la carga impositiva que habría recaído sobre  esa actividad obsta al reconocimiento de la pretensión de la actora y toma sus agravios meramente conjeturales, en virtud de la carencia de las pruebas conducentes para acreditar tal supuesto.  Empero, como ya especificó este Ministerio Público en otras oportunidades, determinar si, en el caso, las tarifas propuestas por el prestador o aquellas fijadas por las autoridad nacional o provincial correspondiente contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la  actora se encontró realmente imposibilitadáde.trasladar esa carga tributaria y si revestía como contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno al presente dictamen, que debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal antes analizadas.


    Linea 22 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L, 243, L. XXXIV, 14 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Queja por recurso denegado. Recurso de queja. Juicios en que es parte una provincia. Impuestos. 


    Remisión al precedente establecido por la Corte en fallos 324:1481


    El remedio federal es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la validez e inteligencia de una ley federal  y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la recurrente ha sustentado en ella.  Se estima, además, que corresponde examinar en forma conjunta las impugnaciones traídas a conocimiento de la Corte, ya que las referidas a la alegada arbitrariedad en que habría incurrido el a quo y las atinentes a la interpretación de la cuestión federal son dos aspectos que guardan entre sí estrecha conexidad.  Por otra parte, es de recordar que al versar la causa sobre la inteligencia de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos del a quo o de las partes, sino que le incumbe efectuar una declaración sobre el punto disputado.


    Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán c/ Fisco Nacional


    S, 1708, L. XLI, 01 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XI


    Derechos Humanos


    Recurso Extraordinario Federal


    Revocación de sentencia. Interpretación de la ley. Indemnización a familiares de desaparecidos. Derecho a la vida. 


    Privación de libertad arbitrarias. Carácter de desaparecido.


    Es formalmente admisible el recurso extraordinario toda vez que se halla en tela de juicio la interpretación de una norma de carácter federal -así como sus normas reglamentarias y modificatorias- y que la decisión definitiva es contraria al derecho que en ella funda la apelante.  Por discutirse el contenido y alcance de una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  La inteligencia de las leyes debe tener en cuenta el contexto general y a los fines que la informan y, a ese objeto, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de los objetivos de la norma.  No se trata de desconocer las palabras de la ley sino de dar preeminencia a su espíritu, a sus fines, al conjunto armónico del ordenamiento jurídico, y a los principios fundamentales del derecho en el grado y jerarquía en que éstos son valorados por el todo normativo, cuando la inteligencia de un precepto, basada exclusivamente en la literalidad de uno de sus textos conduzca a resultados concretos que no armonicen con los principios de hermenéutica, arribe a conclusiones reñidas con las circunstancias singulares del caso o a consecuencias notoriamente contradictorias.  La ley 24.411 se integra a un plexo normativo, que tuvieron por fin materializar la decisión política adoptada por el Poder Ejecutivo Nacional ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de propiciar la sanción de una ley especial que contemple y dé satisfacción, por razones de equidad, a quienes habían sufrido privaciones de libertad arbitrarias, durante el último estado de sitio y la muerte o desaparición forzada, evitando el riesgo de que nuestro país fuera sancionado internacionalmente por violación al art. 44 de la Convención Americana de Derechos Humanos aprobada mediante la ley 24.054.  La indemnización solicitada por los familiares de fallecidos en las circunstancias previstas en la ley  24.411 puede ser asimilable -toda vez que no difieren en sustancia- a la indemnización por daños y perjuicios que pueden perseguir los damnificados por actos ilícitos que nuestro ordenamiento jurídico, con carácter general regula en los arts. 1078, 1079, 1084, 1085 y siguientes del Código Civil.  Los perjuicios derivados de la muerte como consecuencia del accionar de las Fuerzas Armadas (ley 24.411)  generan acciones  iure propio que alcanzan no solo al damnificado directo sino también a quien sufra un daño por repercusión o reflejo, al damnificado indirecto, que invoca un daño propio, no derivado del patrimonio de aquél.  El carácter de bien propio del desaparecido o fallecido que el art. 2 bis de la ley 24.411 (incorporado por la ley 24.823)  atribuye a la indemnización, encuentra explicación en la intención del legislador de identificar o limitar la legitimación activa respecto de aquellos que puedan requerir el beneficio.  Los causahabientes son los legitimados para peticionar el beneficio establecido en la ley 24.411, por derecho propio, como propio fue el perjuicio material y espiritual  experimentado por la pérdida de un miembro de la familia.  Aún cuando el art. 2 bis de la ley 24.411 (incorporado por la ley 24.823) atribuya a la indemnización el carácter de bien propio esto en realidad no deja de ser una ficción jurídica, desde que ninguna acción o derecho puede nacer sino en cabeza de personas vivas, pues el muerto ha dejado de ser sujeto de derechos  y no cabe la posibilidad de que trasmita a sus sucesores lo que no tenía consolidado en vida.  El derecho a la vida es el primer derecho natural de la persona humana, preexistente a toda legislación positiva y que resulta garantizado por la Constitución Nacional, derecho presente desde el momento de la concepción, reafirmado por la incorporación de los tratados internacionales con jerarquía constitucional.  Corresponde dejar sin efecto la sentencia que denegó la indemnización prevista en la ley 24.411 por considerar que  el ser humano engendrado no pudo nacer con vida, pues dicha interpretación resulta inequitativa  por el mero apego a la letra de la ley  en absoluto detrimento al espíritu con que esta fue concebida ya que  habría sido  el propio accionar ilegitimo de la fuerza de seguridad -fundamento de la indemnización que prevé dicha norma-  la causa inmediata y directa de que no haya podido nacer con vida.


    S., E. B. c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Artículo 6 Ley 24.411- (Resolución 409/01)


    S, 1091, L.XLI, 28 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Economía y Finanzas


    Derecho Constitucional


    Poderes Constituidos. Poder Legislativo. Congreso. Atribuciones. Económicas y Financieras. Ley de emergencia económica. Ejecución hipotecaria. 


    Régimen de refinanciación. Requisito de fundamentación del planteo: insuficiencia alegaciones genéricas de violación de garantias constitucionales. Principio de igualdad (art. 16 CN). Disposiciones adoptadas por otros poderes en ejercicio de sus propias facultades. Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Quien tacha de inconstitucional a una ley aduciendo que viola dichos derechos, debe probar de modo concluyente la forma cómo tal afectación ha tenido lugar.  Sola cabe formularla cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados.   En lo atinente al cuestionamiento de la norma en examen por considerarla violatoria de la garantía de igualdad (art. 16 de la Constitución Nacional), la Corte ha sostenido que tal garantía radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, por lo que ello no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, en tanto dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal, de clase o de ilegítima persecución.   Examinar el contenido de las normas que se impugnan en el marco de la refinanciación hipotecaria, es materia que corresponde al Congreso Federal y no resulta materia propia de un pronunciamiento judicial.


    Pala, Domingo Alberto y otro c/ Gaudiano, Nora Beatriz


    P, 1727, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Leyes de Emergencia. 


    Ejecución del saldo de convenio pactado en dólares estadounidenses, en el SECLO, anterior a la fecha de entrada en vigor de la legislación de emergencia. Remisión P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    No obsta a la solución propuesta, lo argüido por la ad quem en punto a que la paridad cambiaria impuesta por los artículos 11 de la ley 25.561 y 8 del decreto 214/02, no podrá ser requerida por quien -como la ejecutada- se hallare en mora sobreviviente imputable a su parte, toda vez que el actual artículo 11 de la ley 25.561, en la redacción del artículo 3° de la ley 25.820, se refiere al "... reajuste equitativo del precio... " y no a la conversión monetaria.


    González, Silvina Gabriela c/ Gutter, Ana Regina


    G, 1369, L. XXXIX, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Delegación de Facultades. Límites. Emergencia Pública. 


    Régimen de consolidación de deudas. Interpretación de la Ley 25.725: prórroga de la fecha de consolidación de las obligaciones de carácter no previsional. Ley 26.078 de Presupuesto para el ejercicio 2006. Fecha hasta la cual deben calcularse los intereses. Circunstancias existentes al momento de la sentencia.


    El art. 58 de la ley 25.725 dispuso prorrogar al 31 de diciembre de 2001 la fecha de consolidación de obligaciones de carácter no previsional, vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991, a que se refiere el artículo 13 de la ley 25.344. Si bien de un primer análisis de los términos empleados por el legislador surgiría que se trató de una extensión temporal o continuación del régimen ya establecido mediante esta última norma mencionada, lo cierto es que la sanción de la ley 26.078 de Presupuesto para el ejercicio 2006 vino a disipar las dudas en tomo a este punto y ha hecho perder virtualidad a las cuestiones que se debaten en el sub lite respecto de la fecha hasta la cual deben calcularse los intereses.  El art. 45 de la ley 26.078, de Presupuesto, establece que la prórroga dispuesta en el art. 58 de la ley 25.725 resulta aplicable exclusivamente a las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de diciembre de 1999 y anterior al 1° de enero de 2002 y que en todos los casos, los intereses a liquidarse judicialmente se calcularán únicamente hasta la fecha de corte, establecida en el 1° de abril de 1991 para las obligaciones comprendidas en la Ley N° 23.982, en el 1° de enero de 2000, para las obligaciones comprendidas en la Ley N° 25.344, y en el 1° de enero de 2002 o el 1° de septiembre de 2002, para las obligaciones comprendidas en la prórroga dispuesta por la Ley N° 25.565 y la Ley N° 25.725".  El modo en que esta disposición determina el cómputo de los accesorios legales es fundamental para sellar la suerte de los agravios planteados en el remedio excepcional, toda vez que la Corte tiene dicho que, si durante el transcurso del proceso se han dictado nuevas normas sobre la materia discutida, deben ser consideradas para su solución, pues las sentencias de la Corte deben reparar en las modificaciones introducidas por esos preceptos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario de las cuales no es posible prescindir.  En tales condiciones, el citado art. 45 viene a confirmar la postura de la apelante en cuanto sostiene que, al quedar comprendido el crédito de autos en la ley 25.344, no es la fecha de corte fijada en el art. 58 de la ley 25.725 la que corresponde aplicar para el cálculo de los intereses, sino la del art. 13 de la 25.344 y, por lo tanto, el 31 de diciembre de 1999 debe tomarse como punto de referencia de conformidad con el art. 13, anexo IV, del decreto 1116/00, que dispone que los créditos a liquidarse judicialmente se deben expresar a la fecha de corte y, a partir de allí, se devengan los intereses que prevé el art. 12, inc. a), del mismo decreto.


    Edesur S.A c/ Dirección Nacional de Bienes del Estado s/ Escrituración


    E, 221, L. XLI, 20 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica


    Coeficiente de estabilización de referencia. Obligaciones en moneda extranjera. Pesificación. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Más allá de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación, la ley debe ser interpretada indagándose su verdadero alcance mediante un examen de sus términos que consulte la racionalidad de la norma, no de una manera aislada o literal, sino computando la totalidad de sus preceptos de manera que guarden debida coherencia.  El CER es inescindible del capital pesificado, toda vez que el artículo 8° del decreto 214/02, luego de establecer para las obligaciones no vinculadas al sistema financiero, la conversión de un dólar estadounidense (u$s 1) = un peso ($1), dispone la aplicación a ellas de lo dispuesto en el artículo 4° del mismo decreto, es decir, un Coeficiente de Estabilización de Referencia, el que será publicado por el Banco Central de la República Argentina.


    S.A. Cinematográfica c/ Bentivogli Hijos S.R.L.


    S, 2164, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Control de constitucionalidad de oficio. Cuestión no planteada. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Al plantear el recurso extraordinario y la queja, el apelante ha tenido la oportunidad de manifestar todo lo que estimara pertinente acerca de dicha ley, y de ejercer las defensas que creyera oportunas por lo que este agravio debe ser rechazado.  Resulta inoficioso pronunciarse sobre el agravio relativo a la violación de la defensa que derivaría de no haberse oído previamente a las partes respecto de las normas invalidadas por el a quo sancionadas con ulterioridad a la traba de la litis si los litigantes tuvieron suficiente oportunidad de ser oídos sobre el punto en el remedio federal y su escrito de contestación.


    Zunino, María Antonia y otros c/ Club de Regatas Hispano Argentino


    Z, 254, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El Tribunal ha dicho que el examen de constitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto a una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto, y que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraria la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar -además- que ello ocurre en el caso concreto, requisitos que no concurren en el planteo de la recurrente.  No obstante ello, con relación a la impugnación de la prórroga legal traída a conocimiento de la Corte, corresponde recordar que, por regla, no es tarea del juzgador pronunciarse sobre el mérito, la eficacia, oportunidad o conveniencia de los actos de otros poderes del Estado. La Corte debe respetar al Congreso en su interpretación de los poderes atribuidos por la Constitución.   Los jueces deberán revisar la legislación federal solamente para verificar si se encuentra razonablemente relacionada con una de las facultades expresamente concedidas por la Constitución y, en la medida en que ello haya sido así debe mantenerse la validez de la ley, a menos que el poder del Congreso se encuentre limitado por derechos o garantías constitucionales u otras restricciones específicas.   Teniendo ello presente, cabe señalar que todavía no se advierte que hubieran desaparecido totalmente las circunstancias que sirvieron de apoyo al régimen de excepción. Tampoco la presentante logra demostrar lo contrario en su escrito de reclamo. Al respecto se ha establecido que "la temporalidad que caracteriza a la emergencia, como que resulta de las circunstancias mismas, no puede ser fijada de antemano en un número preciso de años o de meses. Todo lo que cabe afirmar razonablemente es que la emergencia dura todo el tiempo que duran las causas que la han originado".


    Spinelli, María Martha c/ Galluzo, Bruno


    S, 594, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Control de constitucionalidad. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Para que el planteo de inconstitucionalidad corresponda ser tratado, no basta la sola mención de que la norma cuestionada afecta garantías constitucionales, sino que resulta indispensable la indicación concreta del derecho federal invocado y de su conexión con la materia del pleito, lo que supone un mínimo de demostración de la inconstitucionalidad alegada y de su atinencia al caso.  El examen de constitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto a una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto, y que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar, además, que ello ocurre en el caso concreto.  No es tarea del juzgador pronunciarse sobre el mérito, la eficacia, oportunidad o conveniencia de los actos de otros poderes del Estado, por lo que la Corte debe respetar al Congreso en su interpretación de los poderes atribuidos por la Constitución, así como los jueces deberán revisar la legislación federal solamente para verificar si se encuentra razonablemente relacionada con una de las facultades expresamente concedidas por la Constitución y, en la medida en que ello haya sido así, debe mantenerse la validez de la ley, a menos que el poder del Congreso se encuentre limitado por derechos o garantías constitucionales u otras restricciones específicas.  Todavía no se advierten cambios que posean la magnitud suficiente como para entender que la crisis ha sido totalmente superada, ni puede afirmarse de modo categórico que han desaparecido completamente las circunstancias que sirvieron de apoyo al régimen de excepción. Tampoco el presentan logra demostrar lo contrario en su escrito de reclamo. Al respecto se ha establecido que "la temporalidad que caracteriza a la emergencia, como que resulta de las circunstancias mismas, no puede ser fijada de antemano en un número preciso de años o de meses. Todo lo que cabe afirmar razonablemente es que la emergencia dura todo el tiempo que duran las causas que la han originado".


    Malvicino, Carlos Ovidio y otro c/ Solfe Constructora Inmobiliaria


    M, 3218, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Cuestión federal. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    El recurso extraordinario resulta admisible si se invoca la aplicación de la ley 25.561 y el decreto 214/02, ambos de indudable naturaleza federal y si, además, mediara decisión contraria a las pretensiones del apelante con sustento en dicha normativa.


    De Gaetani, Enrique Héctor c/ Balzola, Carlos Pedro y otro


    D, 1001, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Control de constitucionalidad de oficio. Igualdad entre acreedores. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    La declaración de invalidez constitucional de un precepto de jerarquía legislativa, constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado última ratio del orden jurídico, y por ello sólo cabe formularla cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho a la garantía constitucional invocada.  La garantía de igualdad radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, por lo que ello no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, en tanto dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal, de clase o de ilegítima persecución. Las diferencias respecto de las posibilidades de opción entre acreedores privados y del sistema financiero en el régimen de fideicomiso, no responde sino a una diferenciación entre situaciones jurídicas diversas, y a las que el legislador distinguió en el marco de la emergencia, con soluciones distintas según su diferente magnitud y consecuencias.


    Grinberg, Eduardo Jorge c/ Fairstein, Eduardo Héctor y otro s/ Ejecución hipotecaria


    G, 2142, L. XXXIX, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Control de constitucionalidad de oficio. Ley federal. Falta de agravio concreto. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Para que el planteo de inconstitucionalidad corresponda ser tratado, no basta la sola mención de que la norma cuestionada afecta garantías constitucionales, sino que resulta indispensable la indicación concreta del derecho federal invocado y de su conexión con la materia del pleito, lo que supone un mínimo de demostración de la inconstitucionalidad alegada y de su atinencia al caso. El Tribunal también ha dicho que el examen de constitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto a una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto, y que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar, además, que ello ocurre en el caso concreto.  Con relación a la impugnación de la prórroga legal, corresponde recordar que, por regla, no es tarea del juzgador pronunciarse sobre el mérito, la eficacia, oportunidad o conveniencia de los actos de otros poderes del Estado. La Corte debe respetar al Congreso en su interpretación de los poderes atribuidos por la Constitución. Los jueces deberán revisar la legislación federal solamente para verificar si se encuentra razonablemente relacionada con una de las facultades expresamente concedidas por la Constitución y, en la medida en que ello haya sido así debe mantenerse la validez de la ley, a menos que el poder del Congreso se encuentre limitado por derechos o garantías constitucionales u otras restricciones específicas. Teniendo ello presente, cabe señalar que no se advierte que hayan desaparecido completamente las circunstancias que sirvieron de apoyo al régimen de excepción. Tampoco el presentante logra demostrar lo contrario en su escrito de reclamo. Al respecto se ha establecido que: "la temporalidad que caracteriza a la emergencia, como que resulta de las circunstancias mismas, no puede ser fijada de antemano en un número preciso de años o de meses. Todo lo que cabe afirmar razonablemente es que la emergencia dura todo el tiempo que duran las causas que la han originado".


    Spinelli, María Martha c/ Boto Álvarez, María Gabriela


    S, 2289, L. XXXIX, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Falta de agravio concreto. Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    El recurso extraordinario no procede, si el recurrente que impugna la constitucionalidad de una ley, no acreditó un perjuicio concreto sufrido con la aplicación de la misma, de manera que sus agravios son meramente conjeturales. Un pronunciamiento de la Corte en esas condiciones resolvería un caso hipotético y no una efectiva colisión de derechos.


    Mutti, Enrique Lázaro c/ Ibarrola, Marta Elena


    M, 931, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley federal. Falta de agravio concreto. Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal, constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la última ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, y a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro medio de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía.  Conforme a reiterada doctrina de la Corte, se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del poder judicial, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto del derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca, situación que, no se configura en el sub lite.  Para que el planteo de inconstitucionalidad corresponda ser tratado, no basta la sola mención de que la norma cuestionada afecta garantías constitucionales, sino que resulta indispensable la indicación concreta del derecho federal invocado y de su conexión con la materia del pleito, lo que supone un mínimo de demostración de la inconstitucionalidad alegada y de su atinencia al caso. El Tribunal también ha dicho que el examen de constitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto a una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto, y que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar, además, que ello ocurre en el caso concreto, requisitos que no concurren en el planteo antes reseñado.  Atento a lo expuesto, resulta pues aplicable la doctrina de la Corte que ha establecido que el recurso extraordinario no procede si el recurrente que impugna la constitucionalidad de una ley, no acreditó un perjuicio concreto sufrido con la aplicación de la misma, de manera que sus agravios son meramente conjeturales. Un pronunciamiento de la Corte en esas condiciones resolvería un caso hipotético y no una efectiva colisión de derechos.


    Witten Company S.A. c/ Maleh de Salama, Nélida


    W, 8, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Firma de la sentencia. Formalidades procesales. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    La cuestión relativa a la nulidad fundada en que uno de los jueces de la cámara -ausente- no suscribió el fallo en recurso, no resulta, idóneo para habilitar la instancia extraordinaria. La Corte ha señalado que las cuestiones vinculadas con las formalidades de la sentencia y el modo en que los miembros de los tribunales colegiados emiten su voto, por su naturaleza procesal, son ajenas a la instancia extraordinaria, máxime cuando según surge de la sentencia cuestionada ella ha sido suscripta por dos de los jueces que lo integran, voto que, vale aclarar, componen su mayoría.


    Rzepnikowski, Lucía c/ Fundación Educativa y Cultural s/ Ejecución hipotecaria


    R, 1198, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    La amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio justifica que la Corte considere -aunque no se haya interpuesto recurso de queja- también los agravios referentes a la arbitrariedad del fallo, aunque no hayan sido objeto de desestimación expresa, puesto que las deficiencias de la resolución no pueden tener por efecto restringir el derecho de la parte recurrente.


    Piña, Cristina M. y otros c/ Ferraro, Raúl


    P, 1154, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Deserción del recurso. Cuestión de hecho y prueba. Falta de agravio concreto. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    La insuficiencia de los escritos de expresión de agravios y la consiguiente deserción del recurso, remite al estudio de una cuestión de hecho y derecho procesal, propia de los jueces de la causa y ajena al recurso extraordinario.


    Levinton, Alejo c/ Danduf, José s/ Ejecución hipotecaria


    L, 348, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inhabilidad de título. Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. Discrepancias del recurrente. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    El título es inhábil cuando no coincide con aquellos a los que el ordenamiento procesal les asigna fuerza ejecutiva o cuando el documento no contiene una obligación de dar una suma líquida y exigible, o el que pretende ejecutarlo no es su titular, o se dirige la acción contra quien no resulta ser el deudor de la obligación, siendo así admisibles, únicamente las excepciones que minan por su base el documento o la escritura presentada, tomados desde el punto de vista formal y externo del título que traiga aparejada ejecución.  La excepción de inhabilidad de título suscita el análisis de cuestiones de hecho y derecho común, cuyo esclarecimiento compete a los jueces de la causa, por lo que resulta extraño a la vía del recurso extraordinario, máxime cuando el tribunal ha expuesto motivaciones suficientes de igual carácter, que impiden su descalificación como acto judicial.  Las críticas del quejoso, sólo traducen diferencias con el criterio del juzgador, y no resultan suficientes para rechazar los argumentos en que se apoya, respecto de esta cuestión, el pronunciamiento recurrido.


    Karchescian, Mauricio c/ Varela, Rodolfo Julio y otra


    K, 207, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Intereses. Cuestión de hecho y prueba. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Las cuestiones relativas a los intereses son accesorias, de hecho y de derecho común, extrañas al recurso extraordinario, y deben ser dilucidadas en la etapa de liquidación, sobre la base del capital adeudado.


    Kaplan, Edgardo Diego c/ Marenco, Juan y otro s/ Ejecución hipotecaria


    K, 209, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Recurso de queja (procesal). Recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Lo relativo a la determinación de la tasa de interés fijada por los jueces, deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que, aplicada la solución que se propicia, se determine en definitiva el capital de condena.


    Pérez de Lourenco, Elsa Rosa c/ Córdoba, Vanesa


    P, 854, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Lo relativo a la determinación de la tasa de interés fijada por los jueces, deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que, aplicada la solución que se propicia, se determine en definitiva el capital de condena.


    Polito, Josefina c/ Tiempo, Víctor César


    P, 1692, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Lo relativo a la determinación de la tasa de interés fijada por los jueces, deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que, aplicada la solución que se propicia, se determine en definitiva el capital de condena.


    Jesús Eijo S.A. S.A.C.I.F.Y.A c/ Bepuy S.A.


    J, 120, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Tasas. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


    La sentencia reduce la tasa de interés pactada en el mutuo hipotecario (compensatorios y punitorios), a una tasa única del 18 % anual a partir de la fecha de la mora y hasta el 4 de febrero de 2002, sin que ninguna de las partes lo hubiera pedido, ni se hubieren controvertido los intereses compensatorios y punitorios devengados desde la mora, y con el único fundamento de que esa es la tasa máxima que admite la Sala actuante.  En este aspecto, el recurso debe prosperar, ya que la fijación dogmática de la tasa de interés, sin justificar por qué se aparta de la tasa convenida en el mutuo, con la única explicación antes apuntada, no configura el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial y que exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio; sin que ello importe, abrir juicio alguno sobre cómo deberá dirimirse, en definitiva, esta cuestión, desde que ello implicaría inmiscuirme en una potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la jurisdicción federal del art. 14 de la ley 48.


    May Zubiria de Gras Goyena, Susana y otro c/ Lanhozo, María Alejandra s/ Ejecución especial


    M, 110, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Mediación obligatoria. Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario federal. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    La inteligencia asignada al cumplimiento del trámite de mediación obligatoria realizado en el marco de la ley 24.573, conduce al examen de cuestiones de hecho y prueba e interpretación de normas de derecho procesal, ajenas, en principio, a la instancia extraordinaria; máxime cuando los agravios del apelante en este aspecto, sólo traducen la mera discrepancia con la solución dada por el juzgador, la que al margen su acierto o error, importa una interpretación posible de los hechos y normas no federales aplicables a la especie, suficiente para desestimar la tacha de arbitrariedad que se le endilga.


    Stanchina, Juan y otros c/ Pardo, Alberto Oscar y otro


    S, 413, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Moneda extranjera. Cosa juzgada. Recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


    Si bien resulta inadmisible el recurso extraordinario interpuesto en forma condicionada o subsidiaria, dicho principio no es inflexible y el mismo admite excepciones. Puede exceptuarse el principio general que determina la inadmisibilidad del recurso extraordinario interpuesto en forma condicionada o subsidiaria, cuando se trata del escrito en el que resulta definido el agravio que se invoca y planteada la cuestión federal y que no resulta impedimento para la procedencia del recurso extraordinario que el apelante lo haya condicionado a la denegatoria de otro recurso, si desestimado este último, aquél cuenta con fundamentos autónomos suficientes para su sustentación.


    Elliot, Osvaldo James c/ Lising S.A.


    E, 253, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pesificación. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Arias, Ana Delia c/ Paley, Rodolfo Luis y otro s/ Ejecución hipotecaria


    A, 1517, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia de trance y remate. Cosa juzgada. Recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    La cosa juzgada judicial tiene jerarquía constitucional y es uno de los pilares sobre los que se asienta nuestra Carta Fundamental. Su sentido jurídico es prohibir volver a juzgar sobre cuestiones ya resueltas por los tribunales de justicia. Y en autos, la emergencia y las leyes que la regulan no habían sido objeto de consideración en el pronunciamiento, por lo que el tratamiento en este estado de las cuestiones objeto de recurso, no afecta la res judicata, columna básica de la división de poderes.  No es admisible extender el valor formal de tales sentencias, más allá de lo razonable, cuando una interpretación restrictiva de la situación conduciría a una frustración de los derechos amparados por la emergencia con el consiguiente menoscabo del derecho de defensa en juicio y de propiedad de los afectados.   A todo evento, no está de más recordar que según el artículo 551 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la sentencia de remate sólo podrá determinar que se lleve la ejecución adelante, en todo o en parte, o su rechazo.  La eficacia de la cosa juzgada de un fallo dictado en un juicio ejecutivo, está relacionada básicamente con la habilidad del título en que ella se funda y la inexistencia de excepciones válidas, pero no determina definitivamente la cantidad que corresponde pagar al ejecutado, materia que se dilucida en la etapa liquidatoria.


    Ulloa, Carlos Manuel c/ Linari, Clementina Ángela Teresa s/ Ejecución hipotecaria


    U, 49, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Obligaciones en moneda extranjera. Cuestión federal. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Si bien las resoluciones recaídas en los procesos de ejecución de sentencia no revisten, como principio, el carácter de definitivas en los términos del artículo 14 de la Ley 48, cabe hacer excepción cuando lo resuelto implica un exceso de rigor formal susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio.  El pronunciamiento atacado omite pronunciarse sobre las cuestiones planteadas en orden a la aplicación, interpretación y constitucionalidad de las normas dictadas con motivo de la emergencia respecto de la conversión a pesos de la obligación objeto de estudio pactada originariamente en dólares estadounidenses -materia de eminente naturaleza federal-, con fundamento en una supuesta extemporaneidad en la interposición del recurso resuelta sin valorar las particulares circunstancias de la causa. En ese sentido, los agravios del recurrente no configuran meras discrepancias con la interpretación otorgada por los jueces a los hechos y al derecho aplicable, sino que se apoyan en argumentos conducentes no evaluados adecuadamente por el tribunal, relativos a la aplicación de los preceptos antes citados, cuya vigencia fue posterior al dictado de la sentencia de trance y remate invocada por la alzada.


    Ifasa S.A. c/ Camoriano, Alberto


    I, 412, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Pesificación. Recurso Extraordinario Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Kraves, Laura Silvia c/ Velci La Viola, Amelia


    K, 349, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Martínez, Marta Jorgelina c/ Haluzo, Mirta Eugenia s/ Ordinario


    M, 1668, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    No está controvertido, a esta altura del proceso, que la deuda que nos ocupa se encontraba devengada a partir del hecho que le dio origen, es decir el robo de la mercadería, ocurrido en el año 1.998. De esa forma vino a declararlo el juzgador en su sentencia, desde que condenó a pagar el capital más los intereses desde la fecha en que se concretó la intimación. Cabe considerar, entonces, que la obligación en cuestión se encuentra, prima facie, comprendida en los supuestos a que se refiere en el artículo 11 de la ley 25.561, reformado por la ley 25.820, dado que existía al 6 de enero de 2.002, y teniendo en cuenta la ausencia en la controversia de argumentos conducentes a fin de dilucidar si la mencionada relación jurídica se encontraba alcanzada por la excepciones a  que se refiere el decreto 410/02, no siendo conducente a dicho fin el encuadre dogmático del crédito como deuda de valor y la afirmación carente de fundamento que "se trata de una operación en moneda extranjera", cabe admitir el recurso interpuesto.


    E.D.E.S.A. Empresa Distribuidora Especializada S.A. c/ Rodríguez, Ramón A. s/ Faltante y/o avería de carga de transporte terrestre


    E, 61, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Signiorini García, Enrique y otro c/ Keushgerian, Juan Rubén s/ Ejecución hipotecaria


    S, 2471, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Ejecución de pagarés librados en dólares estadounidenses. Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820). Remisión P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Onorato, Andrés c/ Matone, Carlos s/ Ejecutivo


    O, 166, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cooperativa de Crédito, Consumo y Vivienda Crear Ltda. c/ Fernández, Carlos Hugo y otro s/ Ejecutivo


    C, 4369, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Subizar, José Miguel c/ Mas, Mariano s/ Ejecutivo


    S, 889, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Viglione, Ricardo Pedro M. c/ Claria, Eduardo A. s/ Ejecutivo


    V, 1050, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El recurso no puede prosperar, toda vez que la queja de las recurrentes recibe suficiente respuesta en las consideraciones del juzgador, en orden a que únicamente constituye excepción en los términos del artículo 544, inciso 6°, del Código Procesal, el pago documentado mediante recibo expedido por el acreedor y con imputación clara a la deuda reclamada. Los recibos copiados en autos, juzgó el a quo, entre otros defectos, carecen de imputación clara a la satisfacción del crédito ejecutado.  Las críticas de las apelantes pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador, que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que obsta a su excepcional admisión. Asimismo, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base argumentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


    Lublin de Rublinstein, Rosa c/ Amabile De Cibils, Graciela y otro


    L, 762, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pago parcial. Obligaciones en moneda extranjera. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Cuando los pagos parciales en dólares fueron realizados sin que el deudor haya efectuado ninguna clase de reservas, no pueden luego ser impugnados con base en las leyes de emergencia, en la medida en que no han sido sino derivación del proceder discrecional del obligado y, en consecuencia, no puede ejercerse una pretensión judicial manifiestamente contradictoria e incompatible con una conducta anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.


    Tasgal, Beatriz Liliana c/ Saiegh, Jaime Héctor


    T, 765, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pesificación. Obligaciones en moneda extranjera. Costas. Cuestión de hecho y prueba. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Lo atinente al curso de los intereses, a su tasa, así como al punto de partida que debe adoptarse para su cómputo, es ajeno al recurso extraordinario, por tratarse de una cuestión accesoria, de hecho y de derecho común.  Conforme tiene dicho la Corte, la imposición de costas en las instancias ordinarias, es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal.


    Vélez, Miguel Ángel c/ Bernardo, José Luis y otros


    V, 1295, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Stark Marina c/ Poder Ejecutivo Nacional


    S, 31, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    El recurso extraordinario es admisible, al existir cuestión federal suficiente, derivada del cuestionamiento a la constitucionalidad de las normas de emergencia establecidas en la ley 25.561 y decreto del PEN 214/02 y ser la decisión contraria a la pretensión del recurrente con sustento en los derechos consagrados en la Ley Suprema.  El planteo de arbitrariedad del decisorio debe prosperar, en tanto y en cuanto la decisión impugnada, sin más argumento que la remisión a un precedente de la sala interviniente, revoca el decisorio del juez de grado, ignorando las constancias de la causa y las argumentaciones efectuadas por el apelante al tiempo de oponerse a la pesificación de la obligación.  El acreedor se opuso a la pesificación, no sólo con un planteo de inconstitucionalidad de la normativa de emergencia, sino también en la naturaleza de la obligación que reclama, la que expresa fue contraída en el exterior, en moneda extranjera y de cumplimiento en tal sede, argumentos que no han sido tratados por el sentenciador.   El fallo a mas de no encontrar debida fundamentación de hecho, se sostiene en argumentos invocados en otra causa, que no guardan relación con los elementos de juicio que hacen a la resolución del conflicto, a lo que cabe agregar que el fallo no hace análisis alguno acerca de la posible aplicación de las normas federales que regulan las excepciones al régimen consagrado en la ley 25.561, tales como las previstas en el decreto 410/02, modificatorio del decreto 214/02, circunstancias estas que lo tornan descalificable como acto jurisdiccional en el marco de la doctrina de arbitrariedad consagrada por la Corte.


    Cinave S.A. s/ Concurso preventivo


    C, 3039, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"


    Ros, Cecilia Beatriz c/ Civalero, Juan Ernesto y otro


    R, 273, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Álvarez de Laurin, Elba Raquel y otro c/ Molinero Escribano, Nicolás Roberto s/ Ejecución hipotecaria


    A, 2317, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Amadori, Raúl Enello y otro c/ Loustau, Ofelia María


    A, 251, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Beletzky, Roberto Carlos c/ Lece S.R.L.


    B, 2910, L. XL, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cuello, Antonio Ricardo c/ Elmi, Jorge Héctor s/ Ejecución


    C, 505, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Díaz, María Clara c/ Carreira, Francisco


    D, 1548, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Drogo, Rita y otro c/ Rodríguez, Oscar D. s/ Ejecución hipotecaria


    D, 1259, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Emerging Markets Fixed c/ Pereira Rocha, Alicia s/ Ejecución hipotecaria


    E, 520, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Gabrieli, Norma Lidia c/ Gailus, Omar


    G, 400, L. XLII, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Getselevich, Luis y otros c/ Bernardi y Santamaria, Eduardo Enrique


    G, 2382, L. XLI, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gurban, Federico c/ Instituto de Educación Integral San Patricio S.R.L.


    G, 2259, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Lascialanda, Liliana Celestina c/ Stilman, Susana Inés y otro s/ Consignación


    L, 303, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Lew, Sergio Sebastián y otro c/ Battaglia, Esther Diana s/ Ejecución hipotecaria


    L, 1574, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    MartÍn, Adolfo y otros c/ Córdoba, Horacio Julián y otro


    M, 3351, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Moretti, Nélida Francisca c/ Martínez, Celia Mabel


    M, 3350, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Oliveto, Agustín c/ Córdoba, Rubén Omar y otra


    O, 531, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Pareto, Luciana c/ Navalesi, Marta Laura


    P, 2084, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Smeriglio, Leonardo Víctor c/ Marcos, Miguel Ángel y otro s/ Ejecución hipotecaria


    S, 572, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Torre, Graciela c/ Cymbal de Deldelian, Norma Haydee s/ Ejecución Hipotecaria


    T, 257, L. XLII, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Valdecantos, Fidel J. c/ Nigro, Pedro A. s/ Ejecutivo


    V, 242, L. XLII, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Valle, Margarita y otro c/ Lage, Antonio s/ Ejecución


    V, 270, L. XLII, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Vázquez, Adrián L. c/ Romano, Carlos D. s/ Ejecución hipotecaria


    V, 1122, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Viciconti, Claudio Osvaldo s/ Propia quiebra s/ Incidente de revisión por Miguel Ángel del Hoz


    V, 522, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Yar Construcciones S.A. c/ Jelves, Francisco s/ Ejecución hipotecaria


    Y, 4, L. XLII, 14 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Yar Construcciones S.A. c/ La Gioia, Juan Pablo y otro


    Y, 108, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Crivelli, Armando Aniceto y otra c/ Magni de Ayosa, Liliana y otro


    C, 3762, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Farusi, Hugo y otro c/ Simón, Miguel, s/ Ejecución hipotecaria


    F, 1531, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Lazzari, Rosalba María Teresa s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión promovido por Borre, Daniel Alfredo


    L, 1928, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Morrone, Mario Alejandro c/ García Pérez, José s/ Ejecución hipotecaria


    M, 2321, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Villar, Roberto Enrique c/ Fernández, Carlos José


    V, 506, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Si se invoca una prórroga o espera, ésta debe ser inequívoca, estipulada con precisión, debiendo expresarse de modo indubitable la voluntad del acreedor de otorgar un plazo para el pago de la deuda de que se trata. Cuando las críticas del apelante pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador, que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, esto, como es obvio, obsta a la admisión del recurso extraordinario.


    García Méndez, Máximo O. c/ Vázquez Francisco s/ Ejecución hipotecaria


    G, 1371, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Romero Carranza, Elena Cristina y otros c/ Carabaya S.A.C.I.F.I.


    R, 1468, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", y H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria".


    Alperín, David Eduardo c/ Rodríguez, Diego Hernán y otros


    A, 1855, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Piñero, Ángel Luis y otros c/ Estancias La Unión S.C.A.


    P, 48, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Kujawski, Manuel c/ Amarante, Irma Silvia y otros


    K, 295, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Inhabilidad de título. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Landaburu, Lucas Fernando y otros c/ Campbell, Juan Antonio


    L, 1942, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    La Corte ha hecho excepción al criterio que establece la inadmisibilidad del recurso extraordinario interpuesto en forma condicionada o subsidiaria, cuando se trata del escrito en el que resulta definido el agravio que se invoca y planteada la cuestión federal y que no resulta impedimento para la procedencia del recurso extraordinario que el apelante lo haya condicionado a la denegatoria de otro recurso, si desestimado este último, aquél cuenta con fundamentos autónomos suficientes para su sustentación.


    Nazardin, José María y otros c/ Delettieres, Marcelo Hernán


    N, 454, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuando las críticas de la quejosa respecto al rechazo del recurso de excepción, pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador, que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, no corresponde la admisión del recurso extraordinario.


    Simonelli, Hugo H. c/ Castrillo, Mariana


    S, 2231, L. XXXIX, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia de trance y remate. Costas. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Resulta prematuro el tratamiento de los agravios relativos a la carga de las costas.


    Citibank N.A. c/ Olivera, Norberto Osvaldo y otro


    C, 2324, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia pública y reforma del régimen cambiario


    Intervención de terceros. Estado Nacional. Tasa de justicia. Mandamiento de ejecución. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    No altera el criterio expuesto en “Pérsico”, el argumento invocado por la parte actora al contestar la vista conferida por la Corte, en orden a que la Ley 25.820 no modifica las situaciones ya resueltas por sentencias judiciales, toda vez que el pronunciamiento dictado en autos por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, no se encontraba firme por haberse interpuesto en su contra el recurso extraordinario de la deudora.  Las críticas del quejoso referidas a que la sentencia ha omitido tratar la citación del Estado Nacional como tercero en estos autos, y a que el actor no ha integrado debidamente la tasa de justicia, de que los mandamientos de la ejecución sindican como actor a una sociedad distinta de la accionante, de que dichos mandamientos han sido librados en una moneda que no es la corriente a tenor de la legislación vigente, y de que hubo cobros indebidos efectuados por el actor, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya, a su respecto, el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, y derecho común y procesal.  El Tribunal ha dicho que corresponde desestimar los agravios respecto a las irregularidades durante el proceso, por ser cuestiones de hecho, y de interpretación de normas de derecho procesal y común, ajenas por lo general y por su naturaleza a la instancia extraordinaria, ya que se limitan a plantear su disconformidad con el criterio adoptado, al reiterar argumentos vertidos en las instancias anteriores contra las decisiones de los jueces de la causa, y que han merecido adecuado tratamiento.  La recurrente no se hizo cargo debidamente de los argumentos precedentemente expuestos, por lo que también resulta aplicable la doctrina de la Corte en orden a que lo atinente a establecer la insuficiencia del escrito de expresión de agravios y la consiguiente deserción del recurso, remite al estudio de cuestiones de hecho y de derecho procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, máxime si la decisión cuenta con fundamentos suficientes que le confieren base jurídica y descartan la tacha de arbitrariedad.


    Grotti de Canosa, Yone c/ Mengelberg, Grete


    G, 1, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Menores


    Ley de emergencia económica. Pesificación. Moneda extranjera. Depósito judicial. Policía de seguridad aeroportuaria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL; "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Art. 39, Dec. 7881/84".


    No obsta lo expuesto en "Mosquera", el Acuerdo 194, Serie "A" (30/4/02), del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Córdoba, que -en síntesis- ordena al Banco de la Provincia de Córdoba abstenerse de modificar o alterar la moneda en que se depositaron -judicialmente- las sumas de dinero pertenecientes a menores de edad o en causas que involucran sus intereses, señalando expresamente la prohibición de aplicar las "medidas de conversión o pesificación del llamado “corralito”, es inconstitucional por cuanto dicho acto local desconoce normas de carácter federal dictadas con motivo de la emergencia pública declarada en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, lesionando, en definitiva, el principio de supremacía legal previsto en el artículo 31 de la Constitución Nacional.  Le corresponde al Congreso fijar el valor de la moneda de curso legal y el de las extranjeras, lo cual, valorando que los depósitos judiciales integran el sistema financiero, el dictado de la Acordada citada   -con alcance a toda la Provincia- que expresamente incorpora un supuesto de excepción al régimen de emergencia no previsto en las normas de carácter federal indicadas, revela un exceso en las atribuciones del Superior Tribunal local, en tanto pretende ejercer no solo facultades legislativas, sino un poder que ha sido delegado a la Nación.  Tampoco modifica la solución propuesta, el artículo 12°, inciso 16, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Provincia de Córdoba -que otorga facultades para reglamentar e inspeccionar la administración de bienes de menores, los depósitos de dinero y la forma de la contabilidad-, invocado como sustento jurídico para el dictado de la mentada Acordada, desde que, salvo aquellos casos en que los fondos sean custodiados en una caja de seguridad, el resto de los depósitos integran naturalmente el capital prestable, toda vez que ninguna disposición contenida en las normas locales establece lo contrario, es decir, que se trate de fondos impuestos sólo en custodia.  Al respecto, resulta oportuno destacar que esos valores Conllevan la generación de intereses, cuando los jueces o tribunales los depositen en caja de ahorro o plazo fijo, y de esa manera, rigen para ellos las condiciones que el banco establezca para las operaciones con su clientela en general, y las disposiciones del BCRA.  Por último, es necesario aclarar el artículo 1° de la Ley N° 25.587 citado en la sentencia atacada, sólo se refiere a la admisibilidad o no de medidas cautelares dictadas en el marco de un proceso judicial, y no a supuestos de excepción a la conversión a pesos dispuesta por la Ley N° 25.561.


    U., C. I. s/ Por supuesto autor lesiones culposas


    U, 155, L. XXXVIII, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


    Pagaré


    Moneda extranjera. Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Dación en pago. Cuestiones de hecho y prueba. Error inexcusable. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestiones de hecho, prueba y derecho común: ajenas al recurso extraordinario.


    No existe el error inexcusable que reprochan los apelantes, pues tanto el Juez de Primera Instancia, como la Cámara, coinciden en que no se han presentado en autos elementos suficientes para resolver si el bien ofrecido en pago, cubre las expectativas del acreedor.  Por otra parte, este agravio resulta una reiteración de asertos ya vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, máxime cuando lo resuelto se apoya en argumentos de igual carácter que, más allá del grado de su acierto o error, le confieren sustento jurídico y descartan la tacha de arbitrariedad invocada.


    Fimarp S.A. c/ Simieli, Gabriel Alberto y otro s/ Ejecutivo


    F, 1646, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesal Civil y Comercial


    Parte Especial. Ejecución de Sentencias. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Las cuestiones relativas a los intereses deben ser dilucidadas en la etapa de liquidación, sobre la base del capital adeudado.


    Furman, Alicia Dora c/ Hillblad, Erico José


    F, 1051, L. XLI, 05 de junio de 2006


    Ver Dictamen


     


    Procesos Especiales. Juicio Ejecutivo. Excepciones. Clases. Falsedad o Inhabilidad de Título. Ley de emergencia económica. Discrepancias del recurrente. Recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    El recurso no puede prosperar, toda vez que la queja del recurrente recibió suficiente respuesta en las consideraciones de la sentencia, en orden a que mediante la excepción de inhabilidad de título, sólo puede invocarse que el título traído a ejecución no es ninguno de los enumerados en el artículo 523 del Código Procesal ni autorizado por otras leyes, o que carece de alguno de sus elementos constitutivos, pero que, ciertamente, no invalida al título el hecho de que las normas vigentes hayan dispuesto la pesificación.  Las críticas del quejoso, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar los argumentos en que se apoya, respecto de esta cuestión, el pronunciamiento recurrido.


    Peñalva de Montini, María Cristina y otros c/ Campbell, Juan Antonio


    P, 474, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


    Procesal Constitucional


    Recurso Extraordinario Federal. 


    Ejecución de pagaré librado en dólares estadounidenses. Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Dessal, Karina Edith c/ Gauna, José Luis s/ Ejecución hipotecaria


    D, 593, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Ejecución hipotecaria. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”; y H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela Carina c/ Villa, Antonio Nicolás Argentino s/ Ejecución Hipotecaria".


    Palmieri, Abel c/ Gutiérrez, Carmen Dionisia


    P, 1176, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Intereses. Tasas. Costas. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Tiene dicho la Corte que lo atinente al curso de los intereses, a su tasa, así como al punto de partida que se debe adoptar para su cómputo, es ajeno al recurso extraordinario, por tratarse de una cuestión accesoria, de hecho y de derecho común.  En cuanto a las costas, la Corte también manifestó que su imposición en las instancias ordinarias, es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal.


    Sznaiderman, Isaac Daniel c/ Fallas, Isaac Rubén


    S, 121, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pagaré. Moneda extranjera. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria", ítems VII a XI y XIII a XV.


    Blanco, Celso c/ Hijos de Manuel González Mogo S.A.


    B, 310, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Advanced Technology Laboratories Argentina S.A. c/ Delisio, Horacio José s/ Ejecutivo


    A, 1411, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Asociación Mutual de Conductores de Automotores c/ Pintos, María Ángela


    A, 1307, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Banco del Suquía c/ Tintex S.A. y otros


    B, 1531, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Brugnera, Estela Leonor c/ Amabile Cibilis, Graciela María


    B, 1456, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    García Diez, Miguel Horacio c/ Cortés, Eduardo Francisco s/ Ejecutivo


    G, 2301, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Hewlett Packard Argentina S.A. c/ Suavestar S.A. s/ Ordinario


    H, 370, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Laurenzano, Mario c/ Grinstein, Félix Rodolfo y otros s/ Ejecutivo


    L, 1318, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Laurenzano, Mario c/ Grinstein, Roberto Ángel y otros s/ Ejecutivo


    L, 1187, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Mira, Susana Esther s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación de crédito -por Giordano, Juan Carlos-


    M, 1816, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Nuevo Crédito S.A. c/ Celentano, Andrea Elizabeth y otros


    N, 230, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Sanna, Luis c/ Benas, Roberto


    S, 1701, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos de admisibilidad. Requisitos Objetivos. Motivos en los que debe apoyarse. Cuestión Federal. Ley de emergencia económica. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El recurso extraordinario es admisible por hallarse en juego la interpretación asignada a las normas federales aplicables al caso y resultar la decisión contraria a las pretensiones del recurrente con sustento en dicha normativa.


    Irsa Inversiones y Representaciones S.A. c/ Fernández Pena, Pablo y otro


    I, 324, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Requisitos Objetivos. Motivos en los que debe apoyarse. Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Los agravios referentes a las vías procesales elegidas no pueden prosperar ya que conducen al examen de cuestiones procesales ajenas al recurso extraordinario, cuya resolución es propia de los jueces de la causa, sin que se advierta un caso de arbitrariedad que permita hacer excepción a tal principio. Son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del juez en cuanto a la apreciación de las circunstancias acerca de la conducta de las partes, a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el art. 1198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada. La excepción de inhabilidad de título sólo es viable cuando se cuestiona la idoneidad jurídica del título, sea porque no figura entre los mencionados por la ley, o porque no reúne los requisitos a que ésta condiciona su fuerza ejecutiva, o porque el ejecutante o el ejecutado carecen de legitimación sustancial.


    Remondini, Reinaldo Hugo c/ Paese, Eduardo Aníbal y otro


    R, 2226, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Ejecución hipotecaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, “Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Plaper S.A. c/ Mellinas Hermanos S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    P, 1615, L. XLI, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Pagaré. Moneda extranjera. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Clar, Américo c/ Helly S.A. s/ Ejecutivo


    C, 4548, L. XLI, 10 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Arbitrariedad. Crédito por honorarios. Fideicomiso. 


    Posibilidad de ejecución de bienes fideicometidos. Contrato de transferencia de activos y pasivos. Artículo 35 bis de la Ley 21.526.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible si se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. La tarea de esclarecer el alcance de este tipo de normas no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que guardan íntima conexión con los temas federales en discusión, han de ser examinados en forma conjunta.  El thema decidendum se circunscribe a determinar si, para satisfacer el crédito por honorarios de la letrada, es posible ejecutar los bienes fideicometidos, que habían sido previamente excluidos del patrimonio del Banco Patricios S.A., en virtud del contrato de transferencia de activos y pasivos -celebrado en los términos del artículo 35 bis de la Ley N° 21.526 y ratificado por el interventor del Banco Central de la República Argentina.   De acuerdo a las constancias de la causa, el pasivo en estudio, no fue excluido en los términos del artículo 35 bis apartado V, inciso b) de la Ley N° 21.526, sin perjuicio del reconocimiento expreso efectuado por el fiduciario en cuanto al privilegio del crédito de la letrada sobre el resultado del litigio, que podrá, en su caso, hacerse efectivo al momento de dictarse la sentencia sobre el fondo.  Ello es así, pues la cláusula 7.1.9 del Contrato de Transferencia de Activos y Pasivos, a cuyos términos es necesario recurrir a efectos de determinar si fue -o no- excluido el pasivo, establece que el Banco Mayo Coop. Ltdo. no asume obligación de pagar los honorarios profesionales de abogados en relación con los derechos litigiosos, que se hubieren generado como consecuencia de actos del Banco Patricios S.A., los que se mantendrán en cabeza de esta última entidad.  Ello refuerza la solución antes expuesta, en orden a la imposibilidad de afectar los bienes del fideicomiso para satisfacer el crédito por honorarios, dejando a salvo, el reconocimiento expreso del Comafi Fiduciario Financiero S.A., del privilegio de la letrada respecto de lo que, finalmente, ingrese al fideicomiso como activo, en razón de las presentes actuaciones.


    Comafi Fiduciario Financiero S.A. c/ Muravchik Abraham, Jaime


    C, 546, L. XLI, 05 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Petetta, Elida c/ Assadourian, Juan José


    P, 177, L. XLII, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Treger, Mauricio Jacobo c/ Rodríguez, Mirta Silvia


    T, 620, L. XLI, 28 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


    Sentencia de trance y remate


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Ley de emergencia económica. Obligaciones en moneda extranjera. Coeficiente de estabilización de referencia. Declaración de inconstitucionalidad. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    La declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal, es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y, por ello, debe ser considerada como última ratio del orden jurídico, y sólo debe ejercerse si su irrazonabilidad es evidente, o cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable.  Las disposiciones que establecen la aplicación del CER o del CVS integran el plexo normativo dictado en el marco de la emergencia pública declarada a partir de enero de 2002. Tal como se expresó en el dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" no puede pensarse que estas leyes resulten expoliatorias para los acreedores ni para los deudores, toda vez que, además de convertir a pesos las obligaciones en moneda extranjera y aplicarles un índice de adecuación, prevén también que si por aplicación de los coeficientes mencionados, el valor resultante de la cosa, bien o prestación, fuera superior o inferior al del momento de pago, cualquiera de las partes puede solicitar un reajuste equitativo del precio.   Y más aún, cuando no mediare acuerdo, cualquiera de las partes queda facultada para seguir los procedimientos de mediación vigentes en las respectivas jurisdicciones y ocurrir ante los tribunales competentes para dirimir sus controversias.  Con el fin de preservar el derecho de propiedad de las partes, el régimen bajo análisis contempla un sistema integral para reestablecer la equivalencia de las prestaciones, como también procedimientos alternativos de solución en casos de discrepancias.  Así, con el fin de preservar el derecho de propiedad de las partes, el régimen bajo análisis contempla un sistema integral para reestablecer la equivalencia de las prestaciones, como también procedimientos alternativos de solución en casos de discrepancias.


    Oria, José Eduardo y otros c/ Aliberti, Gustavo Fabián y otros


    O, 479, L. XL, 16 de marzo de 2006


    Ver Dictamen


     


     

  


  
    CAPÍTULOXIII


Defensa y Seguridad

Daños y perjuicios

Responsabilidad del Estado.Fuerzas armadas.Fuerzas de seguridad.Policía de seguridad.Recurso extraordinario federal.Admisibilidad del recurso.Cuestión federal.

Precedentes "Azzetti" y "Mengual".

El recurso interpuesto es admisible, cuando se encuentra en discusión la inteligencia de normas de carácter federal, como lo es la ley 21.965 y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que la apelante fundó en ellas. El recurso debe prosperar, desde que no existe causa alguna para la no aplicación de la doctrina sentada por la mayoría del Tribunal en el precedente "Mengual", toda vez que si bien en el caso "Azzetti" la Corte denegó la posibilidad de obtener una indemnización a raíz de una incapacidad sufrida por un agente de las Fuerzas Armadas, también lo es que las circunstancias fácticas dadas en aquel son sensiblemente disímiles a las que ocurren en autos, lo que hace que la solución jurídica varíe inexorablemente hacia la respuesta plasmada en primero de los antecedentes referidos. En "Azzetti" la Corte puso especial énfasis al diferenciar las circunstancias fácticas invocadas para sustentar la demanda en aquel caso, precisando sobre tal punto, que en los casos citados los oficiales o suboficiales de carrera sufrieron daños personales en actos de servicio cumplidos en tiempos de paz y destacando, como excepción a esa regla, que aun cuando algunos se produjeron en tiempos de guerra lo fueron en circunstancias ajenas al combate. Se hizo hincapié, además, en que la responsabilidad por acto bélico tiene reglas propias, pues la guerra se asimila a una situación calamitosa y de catástrofe nacional, que repercute sobre toda la sociedad. Puso de resalto, también, que en razón de que la cantidad de sujetos eventualmente dañados por el hecho de guerra es extensa, ello determina que una posible compensación sólo pueda ser dispuesta, con fundamento en la solidaridad, por el Poder Legislativo. El precedente "Azzetti" sólo puede aplicarse de haberse producido la incapacidad en combate y en tiempos de guerra o en una situación similar, aspectos que no se dan en el caso que ahora nos ocupa. No obsta a lo expuesto que el daño haya sido producido en un enfrentamiento armado, por cuanto, amén de que se trató de un acto de servicio, no parece razonable excluir a los daños ocasionados en este tipo de situaciones, como causa del derecho a reclamar una indemnización como la que nos ocupa, pues el hecho no puede escapar a las características de súbito y violento, razón que le otorga la naturaleza de un accidente.

Lestón, Juan Carlos c/ Estado Nacional -Ministerio del interior- Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios

L,377,L.XLI, 07 de junio de 2006

Ver Dictamen




Capítulo XIV


    Seguridad Social


    Acción meramente declarativa


    Obras sociales. Opción de obra social. 


    Remisión a Fallos: 319:408 y O. 148, L. XXV, “Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Córdoba, Provincia de s/ Inconstitucionalidad”.


    Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    O, 462, L. XL, 20 de diciembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Competencia previsional. Competencia federal. 


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 229, L. XLII “Aguas de la Costa S.A. c/ Estado Nacional – AFIP DGI Resolución 397/03 (RPAL) s/ Dirección General Impositiva”.


    Sindicato Único de Empleados del Tabaco de la República Argentina


    COMP, 620, L. XLII, 30 de agosto de 2006


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado


    AFIP DGI. Recursos de la seguridad social. Recaudación previsional. Obras sociales. Facultades de la obra social. Facultades concurrentes. Sentencia arbitraria. 


    La sentencia en crisis sostiene que, a partir del decreto 618/97, la AFIP sustenta la recaudación, fiscalización y ejecución de los recursos de la seguridad social de las obras sociales en forma exclusiva, y que sería con posterioridad (con el dictado de la Resolución 247/98) que se delegan esas facultades a estas últimas entidades.  No puede afirmarse enfáticamente, como lo hace el a quo, que es con el decreto 507/93 y su redacción que se reconocen facultades “exclusivas”, pues de su articulado no surge tal expreso calificativo, ni que se hubiesen derogado concretamente las potestades concurrentes reconocidas a las obras sociales por las normas precedentes. Lo anterior, al menos, no surge de la derogación que el decreto 618/97 establece de manera explícita, aclarando, además, que “mantendrán su vigencia todas las normas legales y reglamentarias que integran el régimen aduanero y el de aplicación, percepción y fiscalización de tributos y recursos de la seguridad social, en tanto no se opongan a las disposiciones del presente decreto o a las que resultaren aplicables de acuerdo al mismo”.  Tanto es ello así que la AFIP, en ejercicio de la facultad otorgada por el artículo 7 del decreto 618/97, mediante la resolución n° 247, dispuso el procedimiento a seguir, por parte de los contribuyentes, en materia de impugnación ante las obras sociales de acuerdo con la autorización conferida por la resolución conjunta 202/95. También dispuso el procedimiento a fin de solicitar ante la AFIP la revisión de las resoluciones dictadas por las obras sociales; y que la resolución de la AFIP es definitiva en sede administrativa y puede apelarse ante la Cámara Federal de la Seguridad Social. Es decir, la autoridad de aplicación implícitamente reglamenta las facultades concurrentes ya reconocidas a las obras sociales por las normas preexistentes al citado decreto, por lo que mal puede concluirse que las obras sociales no estaban legitimadas para la verificación, constatación de deuda y trámite de impugnación al momento en que la obra social en cuestión lo hizo, como se sostuvo en la sentencia en crisis. Menos aún puede sostenerse que es recién con la Resolución 247/98 en donde la DGI delega las facultades de fiscalización, en materia de recursos de seguridad social de las obras sociales, en estos institutos. Lo anterior es así, sin perjuicio del excesivo rigorismo que puede desprenderse de lo concluido en el punto por la alzada, a partir de que la AFIP, en un marco jurídico complejo, con algunas rectificaciones, en definitiva asintió e hizo propio lo actuado por la obra social.  En cuanto a la falta de producción de la prueba ofrecida, la Corte ha expresado reiteradamente que, cuando, como sucede en el caso, la interpretación del a quo se limita a un análisis parcial y aislado de los diversos elementos de juicio, pero no los integra ni armoniza debidamente en su conjunto, se impone descalificar el decisorio.


    Alto Paraná S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI


    A, 2465, L. XXXVIII, 03 de abril de 2006


    Ver Dictamen


     


     


     


     


    Recurso de queja


    Desestimación del recurso. Medicina prepaga. Personas con discapacidad. Menores. Interés del menor. Programa Médico Obligatorio. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 804, L. XLI, “Arvilly, Giselle Marina c/ Swiss Medical S.A.”.


    En virtud de la ley 24.754, las empresas o entidades que presten servicios de medicina prepaga deberán cubrir, como mínimo, en sus planes de cobertura médico asistencial las mismas prestaciones obligatorias dispuestas para las obras sociales, prestaciones entre las que se encuentran las establecidas en el Programa Médico Obligatorio.  Las personas afectadas con discapacidad se encuentran incluidas en las prestaciones básicas de habilitación y rehabilitación incorporadas por el Programa Médico Obligatorio, cuyas prestaciones resultan imperativas para las entidades de medicina prepaga.  Si bien la actividad que asumen las empresas de medicina prepaga presenta rasgos mercantiles, en tanto ellas tienden a proteger las garantías a la vida, salud, seguridad e integridad de las personas, adquieren también un compromiso social con sus usuarios, que obsta a que puedan desconocer un contrato o invocar sus cláusulas para apartarse de obligaciones  impuestas por la ley, so consecuencia de contrariar su propio objeto que debe efectivamente asegurar a los beneficiarios las coberturas tanto pactadas como legalmente establecidas.  La ley 24.754 representa un instrumento al que recurre el derecho a fin de equilibrar la medicina y la economía, puesto que pondera los delicados intereses en juego, integridad psicofísica, salud y vida de las personas, así como también que más allá de su constitución como empresas los entes de medicina prepaga tienen a su cargo una trascendental función social que está por encima de toda cuestión comercial.   La protección y la asistencia integral a la discapacidad constituye una política pública de nuestro país y los menores, máxime en circunstancias en que se encuentra  comprometida su salud y normal desarrollo, a más de la especial atención que necesitan de quienes están directamente obligados a su cuidado, requieren también la de los jueces y de la sociedad toda. De allí que la consideración primordial del interés del niño viene, por una parte, tanto a orientar como a condicionar la decisión de los jueces llamados al juzgamiento en estos casos.


    C. P. de N., C. M. A. y otros c/ C. de E. M. e I. M.


    C, 595, L. XLI, 14 de febrero de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recursos


    Recurso extraordinario. Queja por recurso denegado. Recurso de queja. Seguridad social. 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General en la causa S.C. C. n° 2882, L. XL; "Corona, Ricardo c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos de la Provincia del Chaco", el 21/11/06.


    Ristoff de Unger, Olga c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos


    R, 2229, L. XL, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


     


    Seguridad social. 


    Remisión lo dictaminado por esta Procuración General en la causa S.C. S. n° 1754, L. XL; "Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social de Directivos de Empresarios Pequeños y Medianos", dictamen del 09/11/05.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social Cooperativa Limitada de Asistencia Médica, Farmacéutica, Crédito y Consumo del Personal Superior de la Industria del Caucho y otras Actividades Industriales s/ Cobro de aportes


    S, 1755, L. XL, 30 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Recurso de queja. Queja por denegación de recurso extraordinario. Jubilación por invalidez. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, aun cuando los agravios del recurrente se vinculen con cuestiones de hecho, prueba y  derecho local, ajenas -como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada-  ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.  El pronunciamiento de la Suprema Corte que confirmó la sentencia de la Cámara Contencioso Administrativa de la provincia de Córdoba  que había otorgado la jubilación por invalidez a partir de la fecha de su resolución, no concuerda con reiterada jurisprudencia de la Corte, en el sentido que este tipo de actos tienen carácter declarativo y no constitutivo del derecho que se ha verificado al momento de cumplir con los requisitos correspondientes.  Por lo demás, se considera que el agravio de la interesada relativo a la falta de aplicación de la ley vigente carece de interés actual y no se encuentra debidamente fundado, ya que la cuestión relativa al rechazo en sede administrativa de su solicitud de jubilación por invalidez fue resuelta a su favor.


    Farías de Fenoglio, Graciela Rosa c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba


    F, 1895, L. XL, 28 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, aun cuando los agravios de la recurrente se vinculen con cuestiones de hecho y prueba y derecho procesal y común -ajenas, como regla y por su naturaleza, a la vía de excepción- ello no resulta óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando lo decidido prescinde de extremos conducentes y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en esta materia, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.


    Vergelin, Carmen Benigna c/ ANSES


    V, 1020, L. XL, 22 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen


     


    Si bien con arreglo a jurisprudencia de la Corte, la decisión concerniente a la admisibilidad del amparo es, en principio, insusceptible de revisión en esta instancia dado que remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal extrañas a la vía  intentada, ello no es óbice a la procedencia del recurso cuando la alzada ha obrado con excesivo rigor formal y omitido planteos y constancias de las actuaciones aptos para incidir en la solución del litigio.  La Corte se ha pronunciado en forma reiterada a favor de la pertinencia de la vía de amparo en aquellos supuestos en que no se  han visto reducidas las posibilidades de defensa del interesado, en cuanto a la amplitud del debate y prueba referente a las cuestiones planteadas y decididas. Asimismo, que ha estimado un exceso de rigor formal argüir la falta de urgencia como justificación para el rechazo de la vía, si en el pleito se proveyó toda la prueba ofrecida y no se advierte que sea necesaria mayor sustanciación a  fin de decidir sobre el fondo del asunto.  Los extremos de la petición y las circunstancias aludidas, de juzgarlo procedente la Corte, se estima que excepcionalmente habilitan  al Cuerpo a expedirse sobre el fondo del tema, en salvaguarda, entre otros, de los principios de buen servicio de justicia y celeridad procesal.  Según doctrina reiterada de la Corte, para determinar la existencia de una afectación lesiva del patrimonio del jubilado, no debe estarse  a un porcentaje fijo de disminución, sino que, por el contrario, evaluando las particularidades de cada caso, se han aceptado y desechado diversos montos, aspecto en el que resulta relevante considerar las fluctuaciones económicas por las que atraviesa el país.


    Estévez, Alfredo c/ ANSES


    E, 73, L. XLI, 10 de noviembre de 2006


    Ver Dictamen
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